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AL  LECTOR 


El  origen  de  este  libro  es  ya  conocido;  lo  indi- 
qué en  el  prefacio  de  la  «Exposición  comentada  del 
Código  de  Enjuiciamientos  en  materia  penal.s 

Insisto  en  advertir  que  no  pretendo  ofrecer  un  es- 
tudio verdaderamente  cientíñco  y  sistemado;  ni  si- 
quiera un  trabajo  ameno,  de  formas  correctas  y  ele- 
gantes: no  soy  jurisconsulto  ni  literato.  Escribí  mis 
anotaciones,  base  del  trabajo  que  sale  i  luz,  sin  más 
guías  que  el  sentido  común  y  una  que  otro  idea  car- 
dinal adquirida  en  la  escuela.  La  benevolencia  de 
un  amigo  llevó  esos  bosquejos  á  las  columnas  de  un 
diario,  cuyos  recortes  y  algunas  adiciones  fueron  la 
matriz  dt  este  volumen. 

Sin  tiempo  para  limar  lo  escrito,  porque  mis  ocu- 
paciones oficiales  no  me  lo  han  dejado;  es  natural 
que  abunden  los  provincialismos,  las  repeticiones, 
las  anfibologías  y  en  general  todos  los  defectos  de 
que  se  resienten  las  obras  hechas  con  precipitación; 
ni  siquiera  me  ha  sido  posible  guardar  las  pruebas 
del  cajista  para  una  revisión  tranquila;  porque  ha- 
blándose, desde  mucho  tiempo  atrás,  de  una  refor- 
ma próxima  del  Código  Penal,  corría  el  peligro  de 
aportar  mi  escaso  contingente  cuando  para  nada  pu- 
diese servir. 

Espero  que  estas  francas  declaraciones  sean  toma- 
das en  cuenta  para  tratar  mi    libro  con   indulgencia. 

Debo  aún  una  explicación. 
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No  bastaban  á  mi  propósito  la  mera  glosa  de  los 
artículos  de  nuestro  Código  y  la  expresión  de  las 
opiniones  agenas  ó  propias  sobre  su  sentido  y  ex- 
tensión: me  era  necesario  penetrar  en  su  espíritu, 
guiado  por  las  declaraciones  y  prescripciones  de 
otros  que,  nacidos  de  la  misma  fuente,  me  diesen 
luz  para  no  extraviarme  en  mi  estudio,  y  me  permi- 
tiesen juzgarlo  con  algún  acierto:  me  era  indispen- 
sable el  examen  comparativo,  y  para  hacerlo,  con- 
sultar al  mismo  tiempo  las  legislaciones  penales  de 
pueblos  cuyas  tradiciones  é  índole  tuviesen  alguna 
analogía  con  las  nuestras;  de  pueblos  latinos  de  Eu- 
ropa y  América,  á  fin  de  apreciar  las  instituciones, 
tanto  al  lado  de  su  cuna,  cuanto  trasplantadas  á  es- 
tos remotos  países  donde  otros  elementos  sociológi- 
cos han  podido  alterarlas  de  un  modo  más  ó  menos 
sustancial.  En  esa  consulta  tenía  que  dar  la  prefe- 
rencia entre  los  códigos  europeos,  al  francés  que, 
no  obstante  hallarse  casi  totalmente  abrogado  es  el 
tipo  de  las  legislaciones  penales  de  principios  del 
siglo;  al  belga  y  al  italiano  (sardo)  que  aunque  cal- 
cados en  gran  parte  sobre  el  primero,  han  introdu- 
cido reformas  en  armonía  con  las  ideas  filosóficas 
que  hoy  trata  de  abatir  el  moderno  positivismo,  y 
sobre  todo,  al  español.  Entre  los  americanos  he  juz- 
gado como  tipos,  á  su  vez;  el  argentino  que,  aunque 
tomado  inmediatamente  del  español,  guarda  gran- 
des analogías  con  el  belga,  derivado  del  francés,  y 
que,  por  tanto,  podría  llamarse  el  tipo  franco-ame- 
ricano, y  el  chileno,  fundido  netamente  en  el  mol- 
de del  español,  y  que  me  atrevo  á  calificar  de  ti- 
po hispano-americano,  en  defecto  del  nuestro  que, 
conteniendo  mayor  numero  de  elementos  propios, 
merece  con  más  justicia  esta  denominación. 

He  comparado  nuestro  Código  con  el  español  de 
1850,  en  el  primer  libro,  y  hecho  solo  referencias 
al  reformado    de   1870    de  la  misma  nacionalidad, 
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porque  el  primero  fué  el  que  sirvió  de  base  para  la 
formación  del  nuestro,  y  porque  era  necesario  le- 
vantar el  cargo,  tantas  veces  repetido  contra  nues- 
tros legisladores,  de  no  haber  hecho  más  que  una 
imperfecta  y  diminuta  copia  de  su  modelo:  la  com- 
paración debía  demostrar  que  en  la  ley  peruana  hay 
algo  original,  y  que  en  más  de  un  punto  se  an- 
ticipó á  la  reforma  española. 

Tenía  muy  adelantado,  casi  concluido  mi  estudio 
sobre  el  código  sardo,  cuando  pude  conseguir  el 
promulgado  para  la  Italia  unida  en  1880;  por  lo 
que  he  conservado  en  el  cuerpo  de  esta  obra  las 
comparaciones  del  nuestro  con  el  primero,  y  re- 
servado para  un  apéndice,  que  va  al  ñn  de  este 
tomo,  las  relativas  al  segundo.  Asi  he  evitado  ma- 
lograr una  edición,  y  conseguido  presentar  la  tran- 
sición operada  en  la  ley  italiana,  seguro  de  que 
en  comparaciones  de  este  género  la  abundancia 
no  perjudica. 

Debo  expresar  aquí,  como  lo  hago,  mi  grati- 
tud al  Excelentísimo  señor  Presidente  de  la  Re- 
pública doctor  don  Nicolás  de  Piérola  y  á  su  Mi- 
nistro de  Justicia  doctor  don  Augusto  Albarra— 
cín  que  se  dignaron  recomendar  este  trabajo  ante 
el  Congreso  Nacional,  y  pedirle  protección  para 
su  autor. 

Lima,  Mavo  2  de  1896. 
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PROLOGO  I 


A  LA  ANARQUÍA  que  divide  á  los  filósofos  espiri- 
tualistas sobre  el  fundamento  y  objeto  de  la  penali- 
dad social,  ha  venido  á  agregarse  la  provocada  por 
la  Escuela  positivista,  que  aspira  á  trastornar  por 
completo  hasta  las  nociones  del  delito  y  de  la  pena. 

Los  naturalistas,  exajerando  la  analogía  entre  las 
leyes  que  rigen  el  mundo  tísico  y  las  que  presiden 
la  realización  de  los  fenómenos  del  espíritu,  han 
creído  hallar  identidad  perfecta  entre  unas  y  otras, 
y  afirmado  que  las  últimas  se  cumplen  de  un  modo 
tan  fatal  como  las  primeras;  de  suerte  que  con  igual 
grado  de  certeza  se  puede  predecir  la  explosión  de 
la  caldera  en  que  la  fuerza  expansiva  del  vapor  ha 
sobrepasado  la  de  resistencia  de  las  paredes,  el  mo- 
mento de  un  eclipse,  la  conducta  que  seguirá  un 
hombre  en  determinadas  circunstancias,  y  el  curso 
que  tomarán  los  acontecimientos  políticos  en  este  ó 
en  otro  pueblo,  dadas  ciertas  condiciones.  El  libre 
albedrío  es  para  ellos  una  quimera,  y  no  puede  en- 
trar como  factor  en  las  acciones  humanas;  el  mérito 
y  el  demérito,  palabras  sin  sentido,  el  premio  y  el 
castigo  no  pueden,  por  consiguiente,  tener  ninguna 
influencia  en  la  mar^a  de  la  humanidad,  que  segui- 
rá fatalmente  su  camino,  sin  que  basten  á  detenerla 
□i  á  enmendar  su  rumbo  tas  solicitaciones  de  la  re- 
compensa ni  la  intimidación  de  la  pena. 
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Han  ido  más  lejos:  no  sólo  encuentran  identidad 
en  la  manera  fatal  de  cumplirse  las  leyes  de  la  ma- 
teria y  del  espíritu,  sino  que  aseguran  haber  descu- 
bierto que  los  grupos  de  animales  y  las  sociedades 
humanas  son  verdaderos  organismos  vivientes,  con 
funciones  y  aparatos  exactamente  iguales  á  ios  de 
los  demás  organismos,  con  vida  fisiológica  como  la 
de  éstos,  con  una  cabeza  que  es  el  Gobierno,  con 
un  cerebro  que  es  el  Cuerpo  Legislativo,  con  senti- 
dos que  son  los  Magistrados,  con  boca  y  estómago 
que  son  los  industriales,  con  sangre  que  es  la  rique- 
za ó  hacienda  pública,  et  sic  de  eoRieris;  y  hablan 
con  una  seriedad  que  asombra,  de  circulación,  di- 
gestión, respiración  y  demás  funciones  realizadas  por 
estos  órganos  sin  más  diferencia  respecto  de  otros 
organismos,  que  la  de  cumplirlas  de  una  manera 
conciente;  pero  siempre  necesaria,  fatal. 

Sobre  este  fundamento,  que  conceptuamos  harto 
deleznable,  descansa  la  Sociología^  que  pretende  des- 
tronar á  la  Filosofía  de  la  Historia  y  predecir,  con 
más  seguro  criterio  que  ésta,  el  curso  de  las  socie- 
dades en  su  desarrollo.  Apesar  de  la  retractación  de 
M.  Littré,  primer  discípulo  de  Augusto  Comte,  ini- 
ciador de  esta  nueva  ciencia;  hay  continuadores  de 
ella,  como  Mr.  Spencer  y  M.  Fuiilée  que,  con  rara 
habilidad  y  profundos  conocimientos  en  Biología, 
especialmente  el  primero;  dan  á  la  Sociología  apa- 
riencias seductoras  y  le  hacen  prosélitos  en  ilustra- 
dos círculos. 

Con  el  nombre  de  evolucionismo^  reaparece  la  an- 
tigua doctrina  del  acaso  á  explicarnos,  no  ya  el  ori- 
gen de  todas  las  cosas;  pero  sí  el  curso  de  los  fenó- 
menos sociales.  La  humanidad,  el  universo;  marchan 
sin  plan  ninguno  y  sin  saber  hacia  donde  caminan: 
no  hay  designios  providenciales  ni  destino  prefijado 
á  lo  existente:  cada  elemento  lucha  por  destruir  los 
demás;  muchos  son  eliminados,    y  los  que,  por  ser 
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más  adaptables  á  la  naturaleza  del  conjunto,  los  que, 
por  prestar  mayor  utilidad  al  mayor  numero,  llegan 
á  prevalecer,  son  los  que  determinan,  por  lo  menos 
mientras  no  sean  aniquilados  por  otros  más  fuertes, 
cuál  es  el  curso  de  la  evolución  que  se  va  operando. 
¿Para  qué  es  necesario  en  este  caos  el  libre  albedrío 
ni  cosa  que  se  le  parezca?  ¿Quién  tendrá  la  facultad 
de  oponerse  á  la  opresión  de  los  más  fuertes,  en  nom- 
bre de  una  justicia  y  de  un  derecho,  ingeniosamente 
inventados  por  los  débiles  para  suplir  la  deñciencia 
de  su  poder  y  defender  su  inútil  existencia? 

%La  proscripción  del  libre  albedrio  no  ha  impedido, 
sin  embargo,  que  las  inviolables  leyes  que  rigen  la 
actividad  humana  fuesen  muchas  veces  eludidas  por 
individuos  ó  grupos  de  individuos,  cuyos  hechos 
anormales  son  el  mas  elocuente  mentís  dado  á  posi- 
tivistas y  naturalistas.  El  crimen,  esta  nota  discor- 
dante enmedio  de  la  armonía  impuesta  por  la  selec- 
ción evolucionista,  venía  á  reclamar  la  atención  de 
cuantos  estudiaban  los  fenómenos  sociales;  y  era  ne- 
cesario prestársela,  ya  fuese  para  desautorizar  á  tan 
importuno  testigo,  ya  para  impedir  racionalmente  su 
manifestación  y  funestas  consecuencias. 

Precisamente  cuando  el  fatalismo  hacía  sus  mejo- 
res esfuerzos  para  dominar  en  el  campo  de  la  cien- 
cia, las  estadísticas  criminales  engrosaban  sus  co- 
lumnas en  los  países  que  habían  cuidado  de  llevar- 
las; y  en  las  que  no  las  habían  formado, el  aumento  de 
población  en  las  cárceles  y  presidios,  ó  de  procesos 
en  los  archivos;  daba  la  voz  de  alarma  á  los  gobier- 
nos y  á  los  legisladores.  Era  preciso  conjurar  la  tem- 
pestad cuyos  destrozos  se  dejaban  sentir,  no  solo  en 
las  viejas  sociedades  europeas,  trabajadas  por  vicios 
seculares,  sino  también  en  los  jóvenes  pueblos  latino- 
americanos, que  tomaron  prestadas  de  aquellas  una 
legislación  penal  é  instituciones  represoras  que  la 
auxilian  y  complementan. 
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En  presencia  de  semejante  situación,  algunos  go- 
biernos de  Europa  formularon  ante  las  escuelas  y  Iik 
magistratura  las  siguientes  cuestiones: 

¿El  aumento  de  la  criminalidad  con  delincuentes 
nuevos  ó  por  reincidencias,  obedece  á  la  imperfec- 
ción de  las  leyes  penales? 

¿Es  acaso,  el  fruto  de  la  deficiencia  de  la  policía 
para  prevenir  el  malí 

¿Son,  tal  vez,  las  cárceles  y  presidios  los  que  con- 
tribuyen al  progreso  del  crimen,  por  su  mala  orga- 
nización? 

A  este  interrogatorio — al  que  nosotros  agregaría- 
mos por  nuestra  parte  la  pregunta  de  si  se  cuida  ó 
nó  bastante  de  la  instrucción  y  especialmente  de  la 
educación  moral  de  las  masas — se  contestó  por  los 
espiritualistas,  ó  clásicos,  que  no  era  posible  dar  ca* 
tegóricas  respuestas  sin  el  nombramiento  previo  de 
comisiones  sabias  que,  con  la  detención  debida,  es- 
tudiasen los  distintos  puntos  en  él  contenidos;  y  esa 
es  la  labor  que  hoy  ocupa  á  exclarecidas  inteligen- 
cias, encargadas  de  una  revisión  general  de  los  sis- 
temas penales. 

En  Italia,  donde  el  incremento  de  la  delincuencia 
ha  causado  la  mayor  alarma,  los  positivistas,  á  cuya 
cabeza  se  encuentran  un  médico  legista,  un  profesor 
de  derecho  y  un  magistrado,  se  han  dado  prisa  á 
contestar,  declarando  imperfectas  no  solo  la  legisla- 
ción penal,  sino  hasta  la  noción  del  delito  revelada 
en  ella,  y  erróneos  todos  los  sistemas  empleados  pa- 
ra preservar  á  las  sociedades  de  una  calamidad,  que 
solo  un  plan  diametralmente  opuesto  al  que  hasta 
hoy  se  ha  seguido  sería  capaz  de  extinguir. 

Habéis  estudiado  el  delito  y  no  al  delincuente,  di- 
ce la  Escuela  positivista  italiana  á  la  clásica:  consi- 
deráis el  primero  como  un  acto  libre;  cuando  es  el 
producto  necesario  de  ciertas  anormalidades  psicoló- 
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j  gicas  y  fisiológicas,  hereditarias  ó  atávicas,  y  en  el 
que  ninguna  parte  tiene  eso  que  llamáis  libertad  del 
individuo:  miráis  al  segundo  como  dueño  de  sus  ac- 
tos; y  no  comprendéis  que  solo' es  un  enfermo,  al  que 
debéis  curar,  si  es  posible,  ó  exterminar  en  caso 
contrarío,  como  extermináis  las  fieras  y  los  ani- 
males nocivos.  Y  apoyando  sus  afirmaciones  en  pa- 
cientes trabajos  estadísticos,  presenta  en  cuadros, 
cuya  exactitud  dice  que  garantiza,  los  caracteres  ex- 
ternos generales  de  la  propensión,  orgánica  ó  psico- 
lógica, al  crimen,  y  hasta  los  caracteres  específicos 
de  delitos  determinados. 

Nt^a'sido,  desgraciadamente,  el  Perú  la  nación 
que  menos  ha  participado  de  esa  irrupción  de  la  cri- 
minatidadi  los  que  alguna  intervención  tenemos  en 
la  administración  de  la  justicia  penal,  abrigamos  la 
desconsoladora  certeza  de  que  la  delincuencia  sigue, 
también  aquí,  una  progresión  creciente,  y  de  que  las 
reincidencias  acusan  la  ineficacia  de  los  elementos 
empleados  para  mantener  la  pureza  de  las  costum- 
bres y  el  imperio  del  derecho. 

Sin  una  convocatoria  expresa  al  estudio  de  nuestra 
legislación  penal;  era  sinembargo  una  insinuación  á 
emprenderlo,  el  proyecto  de  reformar  los  respectivos 
Códigos,  tantas  veces  presentado;  y  un  motivo  de 
consagrarse  á  él  asiduamente,  la  circunstancia  de  es- 
tar adscrito  á  la  administración  de  justicia. 

Cuando  se  carece  de  antecedentes  nacionales  que 
siquiera  señalen  el  rumbo  para  hacer  apreciaciones 
sobre  la  conveniencia  de  nuestras  leyes  en  materia 
criminal  dado  el  medio  en  que  han  de  tener  aplica- 
ción, y  de  estadísticas  judiciales  que  sirvan  para  sus- 
tentar éste  ó  el  otro  concepto;  cuando  recien  se  co- 
mienza á  estudiar  en  nuestro  foro  y  en  nuestras  uni- 
versidades las  doctrinas  de  Lombroso,  Ferri,  Garo- 
fallo,  Marro,  Espinas,  y  demás  campeones  del  positi- 
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/¡smo;  tomar  un  cuerpo  de  leyes  penales  para  hacer 
Hi  crítica  bajo  la  doble  faz  de  la  justicia  y  de  la  opor- 
iunidad,  es  indudablemente  una  empresa  atrevida. 
Vtás  ¿ha  de  abandonársela,  dejando  á  sólo  las  inteli- 
gencias vigorosas  una  obra  que  nadie  se  ha  dignado 
icometer  en  más  de  un  cuarto  de  siglo  que  lleva  de 
ixistencia  nuestro  Código  Penal,  sin  que  haya  bas- 
;ado  para  estimular  á  los  hombres  de  ilustración  y 
:aknto  el  desconsolador  espectáculo  de  la  criminali- 
lad  creciente? 

£s  preciso  averiguar  con  tiempo  cuál  ó  cuáles  fac- 
:ores  de  la  corrupción  social  han  contribuido  á  ha- 
:er  que  nuestras  diminutas  razones  periódic^-de 
:aus3s  criminales  de  otros  tiempos  hayan  tomado 
alarmantes  proporciones,  si  no  por  la  grayedad  de 
os  delitos,  por  el  número  de  los  delincuentes:  es  pre- 
:iso  que  sepamos  de  donde  proviene  la  deñciencia 
le  celdas  de  nuestra  cárcel  penitenciaria,  para  con- 
:ener  siquiera  la  mitad  de  los  reos  condenados  á  esa 
3ena,  siendo  así  que  el  número  de  ellas  se  reputó  ex- 
:esÍvo  á  la  fundación  del  establecimiento;  y  esa  in- 
vestigación no  puede  hacerse  ni  esta  conocimiento 
idquirirse,  sino  mediante  una  revisión  de  las  leyes 
íenales  y  un  estudio  detenido  de  las  instituciones 
destinadas  á  prevenir  y  reprimir  el  crimen,  como  más 
irriba  hemos  indicado. 

Responder  á  la  primera  pregunta  del  ínterrogato- 
io  que  con  tal  ocasión  presentamos,  es  el  objeto  que 
ios  proponemos:  no  entra  en  nuestra  intención  exa- 
ninar  la  organización  de  la  policía  de  seguridad,  ni 
a  de  los  establecimientos  de  corrección  y  de  instruc- 
:ión,  para  lo  que  cedemos  la  palabra  á  los  que,  me- 
or  dispuestos,  puedan  señalar  el  camino  y  medíosle 
'eforma  que  evidentemente  necesitan  esas  institucío- 
íes  en  el  Perú. 

Mas  ¿cuál  debe  ser  el  criterio  á  que  hayamos  de 
irreglarnos  al  juzgar  de  la  bondad  de  nuestras  leyes? 


¿Seguiremos  á  los  materialistas  y  buscaremos  con 
ellos  una  Patología  y  una  Terapéutica  del  crimen, 
toüíando  en  consideración  la  raza,  el  temperamento, 
las  condiciones  climatológicas,  etc.,  para  formarnos 
un  concepto  de  las  enfermedades  morales  y  hallar  los 
medios  apropiados  para  combatirlas  en  nuestro  país? 
¿Conservaremos  los  fundamentos  del  espiritualismo, 
reconociendo  el,  libre  albedrio  como  la  meditía  co- 
mún de  toda  responsabilidad?  En  el  estado  de  lu- 
cha en  que  hoy  se  encuentra  el  mundo  científico,  se- 
ñamoe  muy  osados  si  pretendiésemos  discernifel 
triunfo  á  alguna  de  las  escuelas  rivales;  pero  si  nos 
creemos  obligados  á  levantar  el  cargo  que  se  dirige 
contra  la  clásica,  por  cuanto  no  es  cierto  que  haya 
prescindido  jamás  del  estudio  subjetivo  del  crimen: 
por  el  contrario,  ha  partido  en  todo  tiempo  de  la  es- 
trecha relación  que  existe  entre  el  cuerpo  y  el  alma, 
y  adjudicado  la  responsabilidad  por  los  actos  puni- 
bles en  proporción  al  grado  de  independencia  con 
que  el  agente  hubiese  procedido,  no  solo  respecto  de 
influencias  extrañas,  sino  aún  de  las  que  sobre  su 
ánimo  pudiera  ejercer  su  propio  organismo.  Sin  dar- 
les nombre,  ha  hecho  siempre  estudios  antropológi- 
cos, no  divorciando  la  Psicología  de  la  Fisiología  y 
encaminando  los  actos  humanos  como  fenómenos 
complejos. 

En  nuestro  trabajo  teníamos  que  guardar  conse- 
cuencia con  las  ideas  que  aún  llevan  el  cetro  en  el 
reino  de  ta   ciencia;  y  no  se  debe  extrañar   que    no 

miremos  en  los  delitos  simples  desgracias;  que  no 
pidamos  hospitales  en  vez  de  cárceles,  ni  médicos 
en  lugar  de  alcaides,  ni  antropologistas  y  psicólogos 
para  sustituir  á  los  magistrados  y  jueces:  dejamos 
las  c^sas  como  están;  y  si  alguna  vez  levantamos  la 
voz  para  proclamar  ciertas  reformas,  no  será  cierta- 
mente combatiendo  las  ideas  cardinales  que  inspira- 
ron á  nuestros  legisladores,  sino  pretendiendo,  en 
nombre  de  ellas,  que  se  retire  del  elenco  de  los  delitos 
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sociales  actos  que  rigurosamente  no  le  pertenecen; 
pidiendo  que  se  aumente  la  severidad  de  ciertas  pe- 
nas 6  se  atenué  ó  proscriba  otras;  que  se  armonicen, 
en  ñuy  las  disposiciones  de  la  ley  con  las  enseñanzas 
de  la  ciencia  basada  en  la  Filosofía  espiritualista,  que  i 

no  solo  reconoce  la  libertad,   sino  que   ve  en  ella  el  ^ 

fundamento  de  todo  derecho  individual  6  social,  (i) 
Nos  sentimos  harto  débiles  para  dar  cima  al  tra- 
bajo que  emprendemos;  pero  nos  sobran  voluntad  y 
amor  á  la  patria  para  asentar  la  primera  piedra,  cua- 
lesquiera que  sean  las  censuras  á  que  por  nuestra 
osadía  nos  expongamos.  Nuestra  pobre  personalidad 
es  nada;  el  Perú  es  para  nosotros  todo;  y  el  Perú 
habrá  tenido,  quizas  antes  que  los  otros  pueblos 
latino-americanos,  excepto,  la  Argentina,  el  juicio 
de  su  legislación  penal:  bien  ó  mal  formado;  pero  lo 
tendrá. 

w      * 

Réstanos  ahora  dar,  en  sumario,  una  idea  de  los 
diferentes  códigos,  cuyo  estudio  comparativo  acome- 
temos, principiando  por  el  francés,  base  de  las  legis- 
laciones penales  que  nos  proponemos  reunir  en  esta 
obra,  y. continuando  con  las  demás  por  el  orden  de 
antigüedad;  pero  reservando  para  el  fin  el  Código  pe- 
ruano, término  de  todas  nuestras  referencias. 


El  código  francés  de  1810,  que  comenzó  á  regir 
en  I.**  de  Enero  de  181 1,  es  la  manifestación  primera 
de  la  reacción  filosófica  sobre  el  empirismo  reinante 
en  las  legislaciones  antiguas;  de  la  reacción  del  de- 

(i)  Teníamos  escrito  este  prólogo  cuando  llegó  á  nuestras  manos 
el  Código  italiano  de  1S90;  y  al  ver  que  han  frascasado,  en  la  misma 
cuna  del  positivismo,  los  esfuerzos  de  esta  escuela  para  arrebatar  á  la 
clásica  el  dominio  de  la  legislación  penal,  pues  el  proyecto  material is« 
ta  sometido  al  Parlamento  no  mereció  su  sanción,  nos  hemos  añrma- 
do  en  la  creencia  de  que  la  nueva  escuela  bregará  aún  muchos  afio) 
sin  la  seguridad  de  una  victoria  fínal. 
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recho  contra  la  arbitrariedad  cruel  y  sin  límites,  que 
se  creía  con  su  autoridad  bastante  para  infligir  bár- 
baros tormentos  por  actos  apenas  admisibles  en  la 
categoría  de  los  delitos.  Beccaria  había  proclamado 
la  inviolabilidad  de  la  vida  humana,  y  llamado  ajui- 
cio á  la  justicia  social,  para  recordarle  que  su  acción 
debía  somerse  á  principios  eternos,  independientes 
de  voluntad  caprichosa  de  los  gobernantes;  echando 
a^  las  bases  de  una  ciencia  nueva,  que  los  filósofos 
franceses  acogieron  con  entusiasmo,  y  la  revolución 
de  fines  del  siglo  pasado  procuró  introducir  en  las 
leyes  penales.  Cupo  al  gran  Bonaparte  la  gloria  de 
llevar  á  la  práctica,  hasta  donde  los  adelantos  de  la 
época  lo  permitían,  la  regeneración  de  estas  leyes;  y 
aún  cuando  hoy  su  obra  no  corresponde  á  las  ideas 
modernas,  que  la  filosofía  clásica  espiritualista  sos- 
tiene en  pugna  con  el  positivismo  materialista,  y  es, 
como  dice  un  jurisconsulto  español,  un  código  reza- 
gado; esa  obra  no  ha  perdido  sus  títulos  á  la  vene- 
ración que  se  debe  á  toda  gran  iniciativa. 

Basado  ese  código  en  el  estudio,  casi  exclusiva- 
mente objetivo  del  delito,  en  el  examen  de  los  he- 
chos, tan  diversos  entre  sí,  y  prescindiendo  casi  por 
completo  del  elemento  subjetivo,  que  les  dá  unidad 
agrupándolos  bajo  leyes  generales,  se  resiente  aún  de 
los  resabios  del  empirismo  sobre  el  que  fué  levantido. 

En  la  generación  del  delito  no  distingue  bien  las 
diferentes  estaciones  que  estudios  posteriores  han 
marcado  con  precisión.  Olvida  los  actos  preparato- 
rios; y  en  la  tentativa  y  el  delito  frustado  sólo  vé 
propósitos  criminales  no  determinados,  que  produ- 
cen la  misma  responsabilidad   al  que  los  concibiera, 

Tratándose  de  la  cooperación  en  el  hecho  punible, 
déjase  arrastrar  de  la  antigua  preocupación  que  ad- 
judicaba la  misma  culpa  y  castigaba  á  la  par  al  agen- 
-  te  principal,  al  codelincuente,  al  cómplice  y  al  encu- 
bridor; entre  los  que  no  halla  diferencias  aprencia- 
bles. 

Poniendo  á  un  lado  los  elementos  de   la  imputabi- 
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lidad,  olvida  que  un  mismo  acto  puede  producir  di- 
versos grados  de  responsabilidad  en  el  que  lo  ejecu- 
ta, según  el  de  conocimiento  y  libertad  con  que  haya 
procedido;  y  no  señala  todas  las  causales  que  modi- 
ñcan  esa  responsabilidad,  atenuándola  ó  agravándo- 
la. Apenas  si  iija  su  consideración  en  el  alienado, 
en  el  menor  y  en  el  reincidente,  para  declarar,  de 
un  modo  general,  que  los  primeros  están  excentos 
de  culpa,  y  que  al  último  debe  recargársele  la  pena. 
En  los  demás  casos,  cada  acto  es  descrito  por  él  con 
las  circunstancias  capaces  de  reducir  el  castigo:  nin- 
guna pena,  dice,  se  atenúa  sino  cuando  la  ley  lo 
ordena  expresamente. 

Huyendo  de  la  crueldad  en  las  penas,  proscribe  la 
hoguera,  la  marca,  las  mutilaciones  y  demás  horro- 
res de  las  antiguas  leyes;  pero  conserva  á  la  cabeza 
de  sus  castigos  la  muerte,  admite  la  nota  de  infamia 
en  casi  todos  ellos,  dá  á  muchos  el  carácter  de  per- 
petuos; y  no  cuida  de  distribuirlos  en  escala,  como 
lo  hacen  las  legislaciones  modernas;  ni  de  fijar  las 
reglas  generales  para  su  aplicación,  atendidos  el  gra- 
do de  participación  en  el  delito  y  las  circunstancias 
con  que  este  fué  cometido.  Cada  delito  tiene  su  pe- 
na peculiar  que  depende  del  modo  como  fué  perpe- 
trado. 

Su  estructura  es  la  siguiente: 

Después  de  una  sección  preliminar,  compuesta  de 
cinco  artículos  en  que  define  la  simple  contravención ^ 
el  delito  y  el  crimen^  lo  mismo  que  la  tentativa,  de 
que  dá  un  concepto  erróneo;  previene  que  la  tenta- 
tiva se  equipara  al  crimen  en  todo  caso,  y  al  delito, 
cuando  expresamente  lo  dispone  la  ley;  prohibe  la 
arbitrariedad  de  las  penas,  y  excluye  del  fuero  co- 
mún los  delitos  militares;  contiene  cuatro  libros  que 
tratan:  ^\ primero  de  las  penas  en  materia  criminal  y 
correccional  y  de  sus  efectos;  siendo  esas  penas: 
I  muerte,  trabajos  forzados  á  perpetuidad,  depor- 
tación, trabajos  forzados  temporales,  prisión  y  reclu- 
sión, con  el  carácter  de  aflictivas  é  infamantes;  des- 
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tierro  y  degradación  cívica,  con  sólo  el  de  infatuan- 
tes; II  prisión  temporal;  pérdida  de  derechos  cívi- 
cos," civiles  y  de  familia  y  multa:  el  segundo,  de  las 
personas  excusables  ó  responsables  por  crímenes  y 
delitos:  el  tercero,  de  los  crímenes,  de  los  delitos  y  de 
sus  castigos,  distribuidos  en  .este  orden:  crímenes  y 
delitos  contra  la  cosa  pública,  y  crímenes  y  delitos 
contra  las  personas,  que  son  materia  de  ^'eintiuna 
secciones  agrupadas  en  capítulos:  el  cuarto  de  las 
contravenciones  y  sus  penas. 

•  Esta  planta,  no  basada  en  ninguna  consideración 
cientíñca,  abraza  el  cuadro  casi  completo  de  las  ac- 
ciones punibles;  y  sus  clasilicaciones,  aunque  mera- 
mente empíricas,  siguen  una  ley  de  analogía  que  fa- 
cilita el  manejo  del  código. 


El  código  español  de  1850  es  el  cuerpo  de  leyes 
penales  más  antiguo  que  conocemos,  entre  los  deri- 
vados del  código  Napoleón. 

Aprovechando  ya  las  enseñanzas  de  la  ciencia,  in- 
trodujo numerosos  principios  generales  en  su  mode- 
lo, constituyéndose,  á  nuestro  juicio,  en  el  más  ra- 
cional y  ordenado  de  los  códigos  de  su  época. 

Tomando  un  nuevo  giro  para  estudiar  el  delito 
bajo  sus  aspectos  subjetivo  y  objetivo,  marca  perfec- 
tamente las  diferencias  entre  los  actos  preparatorios, 
la  tentativa,  el  delito  frustrado  y  el  consumado,  y 
declara  que  la  responsabilidad  del  agente  varia  se- 
gún la  mayor  ó  menor  proximidad  del  hecho  al  mal 
que  se  tuvo  en  mira:  para  él  los  actos  preparatorios, 
la  tentativa,  el  delito  frustrado  y  el  consumado  no 
pueden  sufrir  la  misma  pena. 

Igual  cuidado  ha  puesto  para  no  atribuir  á  los  au- 
tores, cómplices  y  encubridores  el  mismo  castigo,  ni 
considerar  invariable  la  responsabilidad  á  pesar  de 
las  circunstancias  personales  del  agente.  Ha  adju- 
dicado la  responsabilidad  á  cada  uno,  conforme  á  su 
participación  en  el  acto  punible,  y  tomado  en  cuen- 
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ta  el  grado  de  conocimiento  y  libertad  con  que  pro- 
cedió, á  cuyo  fin  señala  las  causales  más  comunes  de 
agravación,  atenuación  y  justificación  que  la  ciencia 
admite  y  que  al  legislador  no  es  licito  olvidar. 

Aún  cuando  conserva  casi  las  mismas  penas  que 
el  código  francés,  ha  cuidado  de  separar  expresa- 
mente de  ellas  la  nota  de  infamia;  de  dividirlas  en 
tal  forma  que  resulten  proporcionadas  á  la  entidad 
de  la  culpa,  y  de  escalonarlas,  para  que  se  pueda 
pasar  de  unas  á  otras,  aumentando  ó  disminuyendo 
el  castigo  en  relación  con  las  variaciones  que,  tfi 
fuerza  de  las  circunstancias,  puede  sufrir  la  grave- 
dad del  delito;  de  prescribir,  en  fin,  reglas  generales 
para  la  imposición  de  ellas  en  armonía  con  el  grado 
de  participación  en  el  crimen  y  con  la  condición  mo- 
ral del  que  lo  cometió,  auxilió  ó  encubrió. 

No  obstante  su  organización  casi  perfecta,  esc  có 
digo  fué  reformado  en  1870,  dándosele  la  estructura 
que  del  siguiente  cuadro  aparece. 

Divídese  en  tres  libros  que,  respectivamente,  tra- 
tan: ^\  primero  de  los  delitos  y  faltas,  de  las'personas 
responsables  y  de  las  penas,  de  un  modo  general;  el 
segundo  de  los  delitos  y  sus  penas,  y  el  tercero  de  las 
faltas  y  sus  penas. 

El  libro  I  abraza  seis  títulos,  destinados  á  definir 
el  delito  y  la  falta;  señalar  las  circunstancias  que  mo- 
difican la  responsabilidad  criminal;  indicar  las  perso- 
nas responsables;  establecerla  siguiente  escala, pe- 
nal: muerte,  cadena  perpetua,  reclusión  perpetua,  re- 
legación perpetua,  extrañamiento  perpetuo,  cadena 
temporal,  reclusisión  temporal,  relegación  temporal, 
extrañamiento  temporal,  presidio  mayor,  prisión 
mayor,  confinamiento,  inhabilitación  absoluta  tem- 
poral, inhabilitación  especial  (perpetua  y  temporal) 
para  cargo  público,  derecho  de  sufragio  activo  y^ pa- 
sivo, profesión  ú  oficio;  presidio  correccional,  prisión 
correccional,  destierro,  reprensión  pública,  suspen- 
sión de  cargo  público,  derecho  de  sufragio   activo  y 
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pasivo,  profesión  ú  oficio,  arresto  mayor,  arresto 
menor,  reprensión  privada,  multa,  caución,  degrada- 
ción, interdicción  civil,  pérdida  ó  comiso  de  los  ins- 
trumentos y  efectos  del  delito,  pago  de  costas;  clasi- 
ficando los  castigos,  precisando  su  duración  y  efec- 
tos, y  fijando  reglas  para  su  aplicación  y  ejecución; 
á  estatuir  sobre  la  responsabilidad  civil;  á  prescribir 
las  penas  en  que  incurren  los  reincidentes  é  infracto, 
res  de  condena,  y  á  declarar  los  modos  como  se  ex- 
tingue la  responsabilidad  criminal. 

La  forma  de  este  primer  libro  es  casi  la  misma  que 
tenía  en  1850;  con  la  diferencia  de  que  en  él  se  ocu- 
paba el  título  sexto  de  la  prescripción  de  las  penas 
únicamente. 

El  libro  II  señala  las  penas  correspondientes  á  los 
distintos  delitos,  formando  de  ellos  los  siguientes  gru- 
pos: 

Delitos  contra  la  seguridad  exterior  del  Estado:  trai- 
ción, delitos  que  comprometen   la  paz  ó   la  indepen- 
dencia del  Estado,  delitos  contra  el  derecho  de  gen 
tes,  piratería: 

Delitos  contra  la  Constitución:  de  lesa  magestad, 
contra  las  Cortes  y  sus  miembros,  el  Consejo  de  Mi- 
nistros y  la  forma  de  Gobierno: 

Delitos  contra  el  orden  público:  rebelión,' sedición, 
atentados  contra  la  autoridad  y  sus  agentes,  desaca- 
tos contra  los  mismos,  y  desórdenes  públicos: 

Falsedades:  falsificaciones  de  la  firma  ó  estampilla 
real,  firmas  de  los  Ministros,  sellos  y  marcas,  mone- 
da, billetes  de  Banco,  documentos  de  crédito,  papel 
sellado,  sellos  de  telégrafos  y  correos  y  demás  efec- 
tos timbrados  cuya  expendición  esté  reservada  al 
Estado,  documentos  públicos;  oficiales  y  de  comercio, 
despachos  telegráficos,  documentos  privados,  cédu- 
las de  vecindad  y  certificados;  ocultación  fraudulen- 
ta de  bienes  ó  de  industria,  falso  testimonio,  acusa- 
ciones y  denuncias  falsas;   usurpación  de  funciones, 
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calidad  y  títulos;  uso  indebido  de    nombres,    trajes, 
insignias  y  condecoraciones: 

Infracción  de  las  leyes  sobre  inhumaciones,  violación 
de  sepulturas,-  y  delitos  contra  la  salud  pública: 

Juegos  y  rifas: 

Delitos  de  los  empleados  públicos  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones:  prevaricación,  infidelidad  en  la  custodia  de 
presos  ó  de  documentos,  violación  de  secretos,  deso- 
bediencia y  denegación  de  auxilios;  anticipación,  pro- 
longación y  abandono  de  funciones  públicas;  usurpa- 
ción de  atribuciones  y  nombramientos  ilegales,  abu- 
so contra  la  honestidad,  cohecho,  malversación  de 
caudales  públicos,  fraudes  y  exacciones  ilegales,  y 
negociaciones  prohibidas  á  los  empleados: 

Delitos  contra  las  personas:  parricidio,  asesinato, 
homicidio,  infanticidio,  aborto,  lesiones  y  duelo: 

Delitos  contra  la  honestidad:  adulterio,  violación  y 
abusos  deshonestos,  escándalo  público,  estupro  y  co- 
rrupción de  menores  y  rapto: 

Delitos  contra  el  honor:  injurias  y  calumnias: 

Delitos  centra  el  estado  civil  de  las  personas:  suposi- 
ción de  partos  y  usurpación  del  estado  civil,  celebra- 
ción de  matrimonios  ilegales: 

Delitos  contra  la  libertad  y  seguridad:  detenciones 
ilegales,  sustracción  de  menores,  abandono  de  niños, 
allanamiento  de  morada,  amenazas  y  coacciones,  des- 
cubrimiento y  revelación  de  secretos: 

Delitos  contra  la  propiedad:  robos,  hurtos,  usurpa- 
ción; defraudaciones  constituidas  por  el  alzamiento, 
quiebra  ó  insolvencia  punibles;  estafas  y  otros  enga- 
ños; maquinaciones  para  alterar  el  pr.ecio  de  las  co 
sas;  abusos  cometidos  en  las  casas  de  préstamos  so- 
bre prendas;  incendios  y  otros  estragos;  daños: 

Imprudencia  temeraria. 

Han  sido  introducidas  en  este  libro  notables  modi- 
ficaciones respecto  de  lo  que  prescribía  en  el  Código 
del  50.  En  este,  á  la  cabeza  de  todos,  hallábase  el  tí- 
tulo referente  á  delitos  contra  la  religión,  que  ha  si- 
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do  sustituido  con  una  sección  del  capítulo  que  se  ocu- 
pa de  los  delitos  cometidos  con  ocasión  del  ejercicio 
de  los  derechos  Individuales  garantidos  por  la  Cons- 
titución; y  del  mismo  modo  se  han  hecho  otras  va- 
riaciones que  iremos  anotando  donde  conviniere. 

El  libro  III  castiga  las  faltas,  que  clasifica  en  este 
orden:  i.^  faltas  de  imprenta  y  contra  el  orden  pu- 
blico, 2.°  falta  contra  los  intereses  generales  y  régi- 
men de  las  poblaciones;  3.^  faltas  contra  las  perso- 
nas; 4.°  faltas  contra  la  propiedad. 


El  Código  belga,  sancionado  el  .  5  de  Octubre 
de  1867,  y  modificado  por  las  leyes  de  4  de  Marzo  y 
29  de  Abril  de  1870  y  de  7  de  Julio  de  1875,  se  di- 
vide en  dos  libros,  de  los  que  el  primero  se  ocupa 
de  las  infracciones  y  de  la  represión  en  general;  y  el 
segundo^  de  las  infracciones  y  de  la  represión  en  par- 
ticular. 

Menos  científico  que  el  español,  peroalgo  más  ade- 
lantado que  el  francés;  este  código  contiene  ciertos 
principios  y  disposiciones  generales  que  tanto  esca- 
sean en  el  segundo. 

El  libro  I  en  10  capítulos,  trata:  de  las  infraccio- 
nes, de  las  penas,  de  otras  condenas  que  pueden  im- 
ponerse por  crímenes,  delitos  ó  contravenciones,  de 
la  tentativa  de  crimen  ó  delito,  de  la  reincidencia, 
de  la  concurrencia  de  varias  infracciones,  de  la  par- 
ticipación de  varias  personas  en  el  mismo  crimen  ó 
delito,  de  las  causas  de  justificación  y  de  excusa,  de 
las  circunstancias  atenuantes,  y  de  la  extinción  de 
las  penas. 

ÉrTibro  II  describiendo  todos  los  delitos  mencio- 
nados por  el  código  francés  y  algunos  más,  los  agru- 
pa en  esta  forma:  i.®  Crímenes  y  delitos  contra  la 
seguridad  del  Estado;  2.^  Crímenes  y  delitos  con- 
tra los  derechos  garantizados  por  la  Constitución; 
3.°  Crímenes  y  delitos  contra  la  fé  pública;  4.^  Crí- 
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íoes  y  delitos  contra  el  orden  público,  cometidos 
T  funcionarios  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ó 
T  ministros  de  los  cultos  en  el  ejercicio  de  su  mi- 
iterio;  5.'^  Crímenes  y  delitos  cometidos  por  los 
rticulares  contra  el  orden  público:  6.'^  Crimencs  y 
litos  contra  la  seguridad  pública;  jP  Crímenes  y 
Utos  contra  la  familia  y  la  moralidad  ptíbüca; 
^  Crímenes  y  delitos  contra  las  personas;  9.°  Crí- 
;nes  y  delitos  contra  la  propiedad;  10  Contraven- 
>ncs,  divididas  en  cuatro  clases  que  denomina  por 
orden  numérico  y  describe  en  cuatro  capítulos. 
Adviértese  en  este  código  una  aspiración,  no  coo- 
guida,  al  orden  y  claridad.  Ha  tomado  al  mismo 
rmpo,  como  bases  desús  clasificaciones,  la  pcrso- 
lidad  ofendida,  la  calidad  del  agente  culpable;  y  la 
tidad  ó  naturaleza  del  derecho  herido;  y  de  ahí 
n  resultado  las  repeticiones  y  omisiones  que  lo  ha- 
n  confuso  y  deficiente. 

Puede  mirarse  el  código  belga,  como  un  conjunto 
pequeños  códigos,  que  describen  y  penan  separa- 
mente  los  delitos  contra  el  Estado,  en  todas  sus 
rmas,  cometidos  por  particulares  ó  funcionarios  pú- 
leos; los  delitos  contra  las  instituciones,  en  orden 
scendente  de  extensión,  hasta  terminar  en  la  famí- 
,  tomando  nota  á  cada  paso  de  la  condición  del  de- 
icuentey  de  la  calidad  del  derecho  ofendido;  y  fi- 
Imente  los  delitos  que  solo  dañan  á  los  individuos, 
su  vida,  su  honra,  su  libertad  y  su  propiedad.  Ca- 
detilo  concreto  es  un  hecho  aislado,  siguiendo  es- 
plan;  de  suerte  que  huyendo  del  casuismo  fran- 
s,  parece  que  se  le  ha  agravado  en  este  código. 
Él  CÓDIGO  ITALIANO  dado  en  1853  por  Víctor 
anuel  I,  revela  la  misma  tendencia  científica  que 
español;  la  tendencia  al  establecimiento  de  precep- 
s  generales,  que  no  se  descubre  todavía  con  clari- 
d  en  el  francés  y  ni  siquiera  en  el  Belga.  Procura 
stinguir  el  crimen  frustrado  de  la  tentativa  que 
tos  confunden  entre  sí,  y  guarda  la  proporcional!- 


ad  «ntre  la  culpa  y  la  pena.  Nótase,  con  todo,  que 
1  noción  jurídica  del  delito  social  no  es  en  ¿I  perfec- 
imente  distinta,  pues  consigna  como  actos  punibles 
Igunos  que,  si  bien  son  reprobados  por  la  moral, 
inguna  influencia  tienen  en  el  estado  de  derecho 
3mo  el  incesto  no  acompañado  de  adulterio  ni  de 
iolencia. 

Consta  este  cddigo  de  tres  libros:  el  I  trata  de  las 
enas,  dando  reglas  generales  para  su  aplicación  y 
¡ecución;  el  II  de  los  crímenes  y  de  los  delitos  y 
e  sus  penas;  y  el  III  de  las  faltas  y  de  sus  penas. 

Las  penas  que  establece  son  estas:  muerte,  trabajos 
>rzados  perpetuos,  trabajos  forzados  temporales, 
oclusión,  relegación  é  inhabilitación  para  cargos 
úblicos,  como  penas  criminales;  cárcel,  custodia,  con- 
namiento,  destierro  local,  suspensión  del  ejercicio 
e  cargos  públicos  y  multa,  como  correccionales;  y 
rresto  y  multa,  como  penas  de  policía.  Considera 
demás  penas  accesorias;  que  son:  inhabilitación  ó  ' 
ispensión  del  ejercicio  de  un  cargo  ó  empleo  deter- 
linado,  de  una  profesión  determinada,  negociación  ó 
rte;  la  sujeción  á  la  vijilancia  especial  de  la  seguri- 
ad  pública  y  la  reprensión;  ñja  las  duraciones  máxi- 
la  y  mínima  de  cada  pena;  la  manera  de  conmutar- 
is,  de  pasar  de  unas  á  otras  y  de  aplicarlas  en  aten- 
ion  á  la  edad  y  estado  moral  del  reo,  al  grado  á  que 
egó  en  la  ejecución  del  acto  punible,  al  de  partici- 
ación  que  tuvo  en  ella,  á  la  concurrencia  de  varios 
rímenes  en  el  mismo  individuo,  á  la  circunstancia 
e  la  reincidencia  si  la  hubiere,  y  finalmente  declara 
ue  los  delitos  y  penas  se  extinguen  por  la  muerte 
¡el  reo,  por  el  cumplimiento  de  la  pena,  por  indulto  ó 
;racia  y  por  prescripción. 

Agrupa  los  delitos  en  el  orden  siguiente: 

Reatos  c'oHtra  la  seguridad  interior  y  exterior  del 
astada:  reatos  contra  la  seguridad  interior  del  Esta- 
lo; reatos  contra  la  seguridad  exterior  del  Estado, 
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Hechos  punibUs  contra  la  religión  del  Estado  y  los 
de  otros  cultos. 

Reatos  contra  la  administración  pública:  reatos  con- 
tra los  derechos  garantidos  por  el  Estado,  prevarica- 
ción y  otros  reatos  de  los  funcionarios  públicos  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones;  rebelión,  desobediencia  y 
otros  atentados  contra  la  autoridad  pública;  abusos 
de  los  abogados  ó  de  los  causídicos  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones,  de  los  que  se  entrometen  en  los  nego- 
cios como  procuradores  ó  defensores. 

Reatos  contra  la  fé  pública:  íalsiñcación  de  mo« 
nedas,  cédulas  ú  obligaciones  del  Estado,  sellos  de 
franqueo  é  impresos;  falsedades  en  documentos  pú- 
blicos y  en  las  escrituras  de  comercio  y  privadas;  fal- 
so testimonio  ó  dictamen,  ocultación  de  la  verdad, 
juramento  falso;  calumnia  y  denuncia  ó  querella 
falsa. 

Reatos  relativos  al  comercio,  á  las  manufacturas  y 
artes  y  á  las  subsistencias  militares;  y  alas  subastas  pú^ 
blicas:  quiebra,  fraudes  relativos  al  comercio,  á  las 
manufacturas  y  á  las  artes;  reatos  relativos  á  los  su- 
ministros militares  y  á  las  subastas  públicas. 

Reatos  contra  la  salud  publica. 

Reatos  contra  las  buenas  costumbres. 

Reatos  contra  la  tranquilidad  pública:  asociaciones 
de  malhechores;  amenazas,  ocio,  vagancia,  mendici- 
dad y  personas  sospechosas;  armas  y  su  fabricación; 
de  los  que  las  llevan  ó  poseen;  excitación  á  cometer 
reatos;  juegos  prohibidos, 

Reatos  contra  el  orden  de  las  familias:  incesto,  adul- 
terio, concubinato,  bigamia;  estupro  violento,  rapto; 
aborto;  reatos  que  tiendan  á  impedir  ó  destruir  la 
prueba  del  estado  civil  de  un  niño  y  del  reato  de  ex- 
posición ó  abandono  del  mismo;  algunas  violaciones 
especiales  del  orden  interior  de  las  familias;  infrac- 
ción de  las  leyes  sobre  enterramientos;  infracción  de 
las  leyes  relativas  á  la  manera  de  llevar  los  registros 
del  estado  civil. 
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Reatos  eontra  las  persottas  y  contra  la  propiedad: 
reatos  contra  las  personas,  delitas  contra  la  pío- 
piedad, 

£1  libro  tercero,  en  cuatro  capítulos,  se  ocupa  de 
las  faltas  contra  el  orden  público,  contra  las  perso* 
ñas,  contra  la  propiedad,  y  las  penas  correspondien- 
tes á  ellas. 

Este  código,  generalmente  conocido  con  la  deno- 
minación de  sardo,  se  baila  abrogado  por  el  que,  en 
Junio  de  1889,  dio  Umberto  I  para  que  comenzase  á 
regir,  como  en  efecto  rige,  en  la  Italia  Unida,  desde 
I."  de  Enero  de  1890. 

El  nuevo  código  revela  tendencias  positivistas;  y 
sin  embargo  lo  hancensurado  los  ardientes  partidarios 
de  esta  escuela  por  sus  transacciones  con  el  clasicis- 
mo, aún  dominante  en  todas  las  legislaciones  que 
conocemos.  E.  Ferri,  comparándolo  con  el  proyecto 
ministerial  sometido  á  la  deliberación  del  Parlamen- 
to, lo  considera  como  un  paso  atrás  en  el  camino  de 
la  reforma  penal,  y  afirma  que  ha  defraudado  las 
esperanzas  de  los  que  se  prometían  un  cQei^o  de 
leyes  en  armonía  con  las  enseñanzas  de  una  obser- 
vación ilustrada  y  perseverante. 

Hállase  dividido  el  nuevo  código  italiano  en  los 
siguientes  libros:  i .°  De  las  infracciones  y  de  las  penas 
en  general;  2."  De  los  delitos  en  particular;  3'."  De  las 
faltas  en  particular. 

El  primer  libro  trata,  en  nueve  títulos,  de  la  apli- 
cación de  la  ley  pena!,  de  tas  penas,  de  los  efectos  y 
de  la  ejecución  de  las  sentencias  penales,  de  la  impu- 
tabilidad  y  las  causas  que  la  exciuycn  ó  disminuyen, 
de  la  tentativa,  de  la  concurrencia  de  varias  personas 
en  una  misma  infracción,  del  concurso  de  delitos  y 
penas,  de  la  reincidencia,  y  de  la  extinción  de  las 
acciones  y  condenas  penales. 

En  materia  de  penas  ha  suprimido  la  de  muerte, 
'  sustituida  con  la  de  trabajos  forzados  á  perpetuidad, 
y  algunas  de  las  restrictivas  de  la  libertad  que  esta- 
blecía el  código  sardo;  y  reducido  las  penas  llamadas 
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accesorias  á  la  condición  de  simples   efectos  de  las 
condenas  penales. 

En  cuanto  á  la  imputabilidad  asienta  el  principio 
de  la  irresponsabilidad  por  los  delitos  graves  mien- 
tras no  se  pruebe  que  hubo  en  el  agente  el  propósito 
de  cometerlos;  y  al  mismo  tiempo  admite  que  toda 
falta  importa  la  voluntad  de  su  autor  y  por  consi- 
guiente su  responsabilidad. 

Omite  el  nuevo  código  la  definición  del  delito,  y 
comprende,  bajo  la  denominación  genérica  de  tenta- 
tiva, el  delito  frustrado  y  el   simplemente  intentado. 

Probablemente  con  el  designio  de  impedir  que  se 
dé  significación  y  alcance  arbitrarios  á  las  denomi- 
naciones de  codelincuencia  y  complicidad,  no  las 
emplea  nunca;  pero  si  describe  los  actos  que  las 
constituyen  y  fija  reglas  para  su  penalidad. 

El  encubrimiento  no  es  considerado  ya  como  un 
modo  de  participación  en*  el  delito  ocultado;  sino 
como  un  delito  especial,  que  tiene  su  penalidad  aparte. 

En  el  concurso  de  varios  delitos,  domina  siempre 
el  principio  de  abrazarlos  todos  en  una  sola  condena 
bajo  la  pena  correspondiente  al  más  grave  aumenta- 
da, no  en  atención  al  número  solamente,  sino  tam- 
bién á  la  gravedad  de  los  que  le  acompañan. 

Llama  delitos  conexos  los  cometidos  como  medios 
para  la  ejecución  de  otros;  lo  que  nuestro  Código 
considera  como  simple  circunstancia  agravante  del 
mayor  delito;  y  permite  la  acumulación  de  delitos  de 
la  misma  naturaleza  para  la  formación  de  un  delito 
continuadOy  que  nuestra  ley  no  reconoce. 

La  extinción  de  las  acciones  penales  y  de  las  con- 
denas sigue  sujeta  á  principios  análogos  á  los  esta- 
blecidos por  el  código  sardo,  pero  los  términos  de 
prescripción  han  sido  notablemente  aumentados. 

Para  la  estimación  de  las  circunstancias  atenuan- 
tes del  delito  deja  á  los  jueces  amplia  libertad;  pero 
no  paralas  de  agravación,  que  precisa  en  cada  delito,  ' 
siendo  la  única  general  la  reincidencia. 

Descúbrese  sin  dificultad  el  propósito  de  acomodar 
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en  todo  caso  la  pena  á  las  condiciones  personales 
del  delincuente. 

El  libro  segundo,  en  diez  títulos,  se  ocupa  de  los 
delitos  contra  la  seguridad  del  Es'tado,  la  libertad, 
la  administración  de  justicia,  el  orden  público,  la  fé 
pública,  la  incolumidad  pública,  las  buenas  costum  - 
bres  y  el  orden  de  las  familias,  la  persona  y  la  pro- 
piedad. * 

Son  delitos  de  la  i.*  especié;  los  cometidos  contra 
la  patria,  contra  los  poderes  del  Estado,  contra  los 
Estados  extranjeros  y  sus  jefes  y  representantes;  de 
la  2.*  los  cometidos  contra  las  libertades  políticas,  la 
de  cultos,  la  individual,  la  inviolabilidad  del  domici- 
lio, la  de  los  secretos  y  contra  la  libertad  del  trabajo; 
de  la  3.*  el  peculado,  la  concusión,  la  corrupción,  el 
abuso  da  autoridad  y  violación  de  los  deberes  inhe- 
rentes á  un  cargo  público,  los  abusos  de  los  minis- 
tros de  los  cultos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
las  usurpaciones  de  funciones  públicas,  títulos  á 
honores,  la  violencia  y  resistencia  á  la  autoridad,  el 
ultraje  y  otros  delitos  contra  las  personas  investidas 
de  públiba  autoridad,  la  violación  de  sellos  y  sustrac- 
ciones en  los  lugares  de  depósito  público,  la  suposi- 
ción ó  exageración  de  influencia  cerca  de  los  funcio- 
narios públicos,  la  falta  de  cumplimiento  de  obliga- 
ciones y  los  fraudes  en  los  suministros  públicos;  de 
la  4."  la  negativa  de  servicios  legalmente  debidos,  la 
simulación  de  infracciones,  la  calumnia,  la  falsedad 
^  en  juicio,  la  prevaricación,  el  encubrimiento,   la  eva- 

^  sión  y  la  falta   de   cumplimiento   de  las   penas,    el 

ejercicio  arbitrario  del  propio  derecho,  y  el  duelo;  de 
la  5.*  las  asociaciones   para  delinquir,  la  excitación  á 
la  guerra  civil,  las  partidas  armadas  y  la  intimidación 
t  pública;   de  la  6.*  la  falsificación  de  la  moneda  y  de 

documentos  de  crédito  público,  la  falsificación  de 
sellos,  la  de  documentos,  la  falsedad  en  los  pasapor- 
tes, licencias,  certificaciones,  atestados  y  declaracio- 
nes, y  los  fraudes  del  comercio,  industria  y  subastas; 
de  la  7.*  el  incendio,  la  inundación  y  otros  delitos 
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de  peligro  común,  los  delitos  contra  la  seguridad  de 
los  medios  de  trasporte  6  de  comunicaciones  y  con- 
tra la  salud  y  alimentación  pública;  de  la  8.*  el  rap- 
to, el  lenocinio,  el  adulterio,  la  bigamia  y  la  suposi- 
ción y  supresión  de  estado;  de  la  9.*  el  homicidio, 
las  lesiones,  el  aborto  provocado,  el  abandono  de 
niños  y  de  otras  personas  incapaces  de  atenderse  á 
sí  mismas  ó  que  jse  hallen  en  peligro,  el  abuso  de  los 
medios  de  corrección  ó  de  disciplina  y  maltratamien- 
tos á  individuos  de  la  familia  ó  á  los  niños,  la  difa- 
mación y  la  injuria;  de  la  lo.*  el  robo,  la  extorsión 
y  el  secuestro,  la  estafa  y  otros  engaños,  la  apropia- 
ción indebida,  el  encubrimiento  ú  ocultación,  la 
usurpación  y  los  daños. 

En  esta  clasificación,  que  se  resiente  de  exagerada 
prolijidad,  se  nota  cierta  amplificación  del  concepto 
jurídico  del  delito,  haciéndole  comprender  actos  que 
como  la  evasión  y  falta  de  cumplimiento  de  las  con- 
denas, no  pueden  llamarse  propiamente  infracciones 
legales;  ó  que,  siendo  simples  medio?  empleados  para 
practicar  otro,  no  difieren  esencialmente  de  éste, 
como  la  suposición  ó  exageración  de  influencia  ante 
los  funcionarios  públicos,  que  es  sólo  un  modo  de 
estafar. 

Se  advierte,  además,  que  ciertos  delitos,  verbigra- 
cia, los  incendios,  inundaciones  y  extragos,  están 
incluidos  en  categoría  arbitrariamente  elejida.  Los 
que  presei^tamos  por  ejemplo  se  hallan  clasificados 
como  lesivos  de  la  integridad  (incolumitd)  pública, 
siendo  así  que  muchas  veces,  en  el  mayor  número 
de  casos  tal  vez,  no  la  afectarán  en  lo  absoluto  ó  la 
atacarán  en  muy  poco. 

El  libro  tercero,  en  cuatro  títulos,  se  ocupa;  de  las 
faltas  concernientes  al  orden  público,  á  la  incolumi- 
dad pública,  á  la  moralidad  pública,  y  á  la  defensa 
pública  de  la  propiedad. 

Son  faltas  de  la  i.*  clase;  la  negativa  de  obe- 
diencia á  la  autoridad,  la  omisión  de  dar  los  partes, 
las  concernientes  á  las  monedas,  las  relativas  al  arte 
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tipográfico  y  á  la  venta  de  impresos  y  grabados,  las 
concernientes  á  espectáculos,  establecimientos  y  ejer- 
cicios públicos,  los  alistamientos  sin  licencia  de  la 
autoridad,  la  mendicidad,  la  perturbación  de  la  tran- 
quilidad pública  y  privada,  y  el  abuso  de  la  creduli- 
dad ajena;  de  la  2.^  clase;  las  relativas  á  las  armas  y 
materias  explosivas,  la  ruina  y  falta  de  reparación  de 
edificios,  las  concernientes  á  señales  y  aparatos  de 
servicio  público,  el  acto  de  arrojar  y  colocar  cosas 
que  ofrezcan  peligro  en  lugares  públicos,  las  relativas 
á  la  custodia  de  documentos,  las  cometidas  en  la 
custodia  y  conducción  de  animales  ó  vehículos,  y 
otras  de  peligro  común;  de  la  3/  clase;  los  juegos  de 
azar,  la  embriaguez,  las  ofensas  á  la  decencia  pública  . 
y  los  maltratos  á  los  animales;  y  de  la  4.^  la  injusti- 
ficada posesión  de  objetos  y  valores,  la  falta  de  cui- 
dado en  las  operaciones  de  comercio  ó  empeño,  la 
venta  ilícita  de  llaves  y  ganzúas  y  la  apertura  ilícita  de 
cerraduras,  y  últimamente  la  ilícita  posesión  de  pe- 
sos y  medidas. 

El  código  chileno  de  i.°  de  Marzo  de  1875, 
consta  de  tres  libros,  que  respectivamente  tratan  de 
los  delitos  y  penas,  considerados  en  general;  de  los 
delitos,  ya  especificados  y  de  sus  correspondientes 
penas;  y  de  las  faltas  ó  infracciones  leves  y  sus  cas- 
tigos. 

Pihv^zdi  ^\  primer  libro  estos  cinco  títulos:  i.**  De 
los  delitos  y  de  las  circunstancias  que  eximen  de 
responsabilidad  criminal,  la  atenúan  ó  la  agravan; 
2.^  De  las  personas  responsables  de  los  delitos; 
3:**  De  las  penas;  4.°  De  las  pena*?  en  que  incurren 
los  que  quebranta!),  la  sentencia  y  los  que  durante 
una  condena  delinquen  de  nuevo;  y  5.®  De  la  extin- 
ción de  la  responsabilidad  penal. 

£ste  código  apesar  de  su  gran  semejanza  con  el 
peruano,  en  esta  parte,  difiere  de  él  en  varios  puntos, 
especialmente  en  ]a  forma  de  la  escala  penal  y  en  la 
severidad  de  los  castigos. 
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El  libro  segundó,  en  lo  títulos  se  ocupa  sucesiva- 
mente de  los  crímenes  y  delitos  contra  la  seguridad 
exterior  y  soberanía  del  Estado;  contra  su  seguridad 
interior;  contra  los  derechos  garantidos  por  la  Cons- 
titución; contra  la  fe  pública,  como  falsificaciones, 
falso  testimonio  y  perjurio;  crímenes  y  delitos  come- 
tidos por  empleados  públicos  en  el  desempeño  de 
sus  cargos;  crímenes  y  delitos  contra  la  seguridad 
y  orden  públicos  cometidos  por  particulares;  contra 
las  personas,  y  contra  la  propiedad;  y  ñnalmente  de 
los  cuasi-delitos. 

El  libro  tercero  tiene  los  siguientes  títulos:  i.*^ 
Faltas;  Disposiciones  comunes  á  las  faltas;  y  uno  fínal 
que  determina  la  fecha  en  que  el  código  comienza  á 
regir. 

La  distribución  del  código  chileno,  aunque  muy 
semejante  á  la  del  español,  del  que  ha  tomado  los 
preceptos  generales  de  que  carecen  e^  francés  y  el 
belga;  guarda  mas  analogía  con  la  de  estos;  no  sien- 
do raro  hallarle  casuístico,  como  ellos,  en  algunas  de 
sus  prescripciones. 


El  Código  argentino  puesto  en  vigencia  desde 
el  i.*^  de  Marzo  de  1887,  presenta  esta  forma: 

Libro  I— con  dos  secciones,  de  las  que  la  primera 
contiene  los  siguientes  títulos;  i?  De  la  voluntad  cri- 
minal, delitos  consumados  y  frustrados:  2?  De  la  ten- 
tativa: 3?  De  la  culpa  ó  imprudencia:  4?  De  Iqs  auto- 
res principales:  5?  De  los  cómplices:  6?  De  los  encu- 
bridores. La  sección  Segunda  trata:  i?  De  las  penas 
en  general:  2?  De  las  clases  de  penas,  su  duración, 
ejecución  y  efectos:  3?  De  las  causas  que  eximen  de 
pena:  4?  De  la  atenuación  de  las  penas:  5?  De  la 
agravación  de  las  penas;  y  6?  de  la  prescripción. 

Adviértese  en  la  sección  primera  de  este  libro, 
cierta  tendencia  á  la  doctrina  moderna,  que  proclama 
el  preferente  estudio  de  la  faz  subjetiva  del  delito,  y 
dá  al  organismo  y  sus  funciones   una  influencia  con- 
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síderable,  tal  vez  exagerada,  en  ta  práctica  de  los 
actos  punibles. 

Libro  II  igualmente  con  dos  secciones:  la  primera, 
que  se  ocupa  de  los  delitos  y  sus  penas,  constituye 
lo  que  pudiera  llamarse  el  código  común:  la  segunda 
trata  de  los  delitos  políticos  y  de  los  peculiares  á  los 
empleados  públicos;  es  en  cierto  modo  un  código 
privativo, 

Subdivídese  la  sección  primera  en  8  títulos  que  se 
contraen:  el  i?  á  tos  delitos  contra  las  personas,  con- 
siderando como  tales  el  homicidio,  el  infanticidio,  el 
aborto  y  el  duelo:  el  29  á  las  lesiones  corporales:  el 
3?  á  los  delitos  contra  la  honestidad,  como  son  adul- 
terio, violación,  estupro,  corrupción  de  menores  y 
rapto:  el  4?  á  los  matrimonios  ilegales:  el  5?  á  los 
atentados  contra  el  estado  civil:  el  6?  á  los  delitos 
contra  las  garantías  individuales,  que  son  la  detención 
privada,  la  sustracción  de  menores,  ei  abandono  de 
niños,  la  violación  de  domicilio,  las  amenazas  y  coac- 
ciones y  el  descubrimiento  y  violación  de  secretos:  el 
79  á  las  calumnias  ó  injurias  y  el  8?  á  los  delitos  con- 
tra la  propiedad  particular,  que  pueden  ser  robos, 
hurtos,  usurpaciones,  quiebras  y  deudas  punibles, 
estafas,  y  otras  defraudaciones,  incendios  y  otros  es- 
tragos y  daños. 

Abraza  la  sección  segunda:  i.°  los  delitoscontra  la 
seguridad  interior  y  orden  público  que  pueden  ser 
ret>elión,  sedición  yatentado  y  desacato  contra  la  au- 
toridad: 2.°  los  delitos  peculiares  á  empleados  públi- 
cos, distinguidos  así:  usurpación  de  autoridad,  abuso 
de  autoridad,  prevaricato,  cohecho,  inñdelidad  en  la 
custodia  de  presos  ó  de  documentos,  revelación  de 
secretos,  malversación  de  caudales  públicos,  fraudes 
y  exacciones:  3.°  las  falsedades,  que  comprenden  fal- 
sificación de  sellos,  ñrmas  y  marcas,  de  documentos 
en  general,  de  documentos  de  crédito,  de  billetes  de 
Banco,  y  falso  testimonioL^.*^  los  delitos  contra  la 
salud  pública. 
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Casi  no  se  necesita  fijar  atención  en  el  plan  de  este 
libro  para  descubiir  que  es  forzado  é  inconveniente. 
Muchos  delitos  que  pueden  ser  cometidos  por  parti- 
culares figuran  en  él  como  especiales  de  funcionarios 
públicos:  las  lesiones  corporales  forman  una  clase  de 
delitos  independientes  de  los  que  afectan  á  las  per- 
sonas; y  se  descubre  más  graves  faltas  de  orden,  con 
un  estudio  detenido.  Sinembargo;  hay  en  el  código 
argentino  muchas  disposiciones  dignas  de  ser  imi- 
tadas. 


El  Código  pp:rüano  de  i.^  de  Marzo  de  1863, 
está  dividido  en  tres  libros  que  tratan  respectiva- 
mente: 

El  primero  de  los  delitos,  de  los  delincuentes  y  de 
las  penas  de  una  manera  general.  Contiene  la  parte 
fundamental  del  Código:  puede  afirmarse  que  sus  dis- 
posiciones bastarían  para  que  el  sentimiento  de  lo 
justo,  guiado  por  una  inteligencia  clara  y  despreo- 
cupada, fallase  con  acierto  sobre  cada  acto  criminoso 
que  se  presentara: 

El  segundo:  de  las  diversas  especies  de  delitos,  des- 
cribiéndolos y  señalando  las  penas  que  corresponden 
á  sus  autores;  y 

El  tercero:  de  las  faltas  ó  leves  infracciones,  que 
igualmente  describe  con  indicación  de  las  penas  apli- 
cables á  los  que  incurren  en  ellas.  Este  libro,  como 
el  segundo,  es  una  simple  adaptación  de  los  princi- 
pios generales  del  primero  á  casos  particulares. 
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Comprende  el  libro  piimero  siete  secciones  desti- 
nadas: 

La  primera,  á  definir  el  delito,  distinguiéndolo  de 
la  simple  falta,  indicando  su  generación  desde  los 
actos  preparatorios  hasta  el  crimen  consumado  ó  frus- 
trado y  señalando  las  condiciones  de   imputabilidad; 
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La  segunda,  á  presentar,  en  tres  títulos  separados, 
las  circunstancias  que  eximen  de  responsabilidad,  las 
que  simplemente  la  atenúan  y  lasque  la  agravan;  si- 
guiendo para  ello  las  enseñanzas  de  la  Filosofía  espi- 
ritualista y  clásica.  En  la  enumeración  de  tales  cir- 
cunstancias hay  vacíos,  que  haremos  notar  en  el  cur- 
so de  nuestra  exposición; 

¿íi  tercera,  á  establecer  que  el  delito  que  produce 
dos  especies  de  responsabilidad:  una  criminal  y  otra 
civil,  que  puede  ser  directa  y  subsidiaría;  por  lo  que, 
en  un  título  indica  las  formas  de  participación  en  el 
delito  por  actos  anteriores  concomitantes  ó  poste- 
riores á  su  ejecución,  y  estatuye  que  son  criminal- 
mente responsables  los  autores,  los  cómplices  y  los 
encubridores;  y  en  otro,  que  la  responsabilidad  civil 
directa  es  consecuencia  de  la  criminal,  y  que  la  sub- 
sidiaria lo  es  de  la  falta  de  celo  y  previsión  para  evi- 
tar ó  impedir  los  actos  punibles  de  ciertas  personas, 
en  las  que  están  obligadas  á  vijilar  su  conducta  social; 

La  cuarta,  á  fijar,  excluyendo  toda  arbitrariedad 
judicial,  la  escala  de  penas  que  c(^Tiienza  con  la  de 
muerte  y  concluye  con  !a  simple  caución;  sin  que  se 
note  en  ella  la  gran  variedad  de  castigos  que  en  otras 
legislaciones  vemos.  Después  de  la  pena  capital  con- 
sidera el  Código  peruano  cuatro  que  recaen  sobre  la 
libertad  en  todas  sus  formas  {^penitenciaria,  cárcel,  re- 
clusión y  arrresío)  dos  que  sólo  recaen  sobre  la  liber- 
tad de  locomoción  y  residencid  {expatriación  y  confi- 
nawientd),  tres  sobre  los  derechos  municipales  y  po- 
líticos (initabilitac'tón,  destitución  de  empleo  ó  cargo  y 
suspensión  de  ¡os  mismas),  una  sobre  la  propiedad  (mul- 
ta) y  dos  que  pueden  mirarse  como  depresivas  del  ho- 
nor [reprensión  y  caución).  A  estas,  que  designa  como 
principales,  agrega  las  accesorias  de  interdicción  civil, 
inli&bilitación,  pérdida  de  los  instrumentos  con  que  se 
cometió  el  delito,  pago  de  daños,  gastos  y  costas  proce- 
sales  y  finalmente,  la  sujeción  4  la  vijilancia  de  la  au- 
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tofidad  que  otras  legislaciones   modernas  han  supri* 
mido. 

Sanciona  el  Código  en  esta  parte,  \P  que  la  deten- 
ción preventiva  no  es  pena,  pero  una  ley  posterior, 
de  21  de  Diciembre  de  1878,  autoriza  á  los  Jue- 
ces para  descontarla  en  las  condenas;  2P  la  retroac- 
tividad  de  la  ley  penal  en  favor  del  reo;  y  3.^  la  so- 
lución en  el  mismo  sentido,  de  las  dudas  que  se  su- 
citaren  sobre  la  duración  de  las  penas;  y  cuida  de 
precisar  esta,  mediante  divisiones  y  subdivisiones  en 
la  escala,  con  tal  rigorismo,  que  el  Juez  no  puede 
evolucionar  entre  un  máximo  y  un  mínimo  de  casti- 
go, como  sucede  en  todas  partes;  sino  que  tiene  de- 
terminadas hasta  las  fracciones  que  le  es  permitido 
añadir  ó  rebajar  por  cada  circunstancia  agravante  ó 
de  atenuación. 

Aún  cuando  las  leyes  civiles  del  Perú,  dictadas  con 
anterioridad,  hablan  frecuentemente  de  penas  infa- 
mantes, el  Código  Penal  no  declara  este  caráctet  á 
ninguna  de  ellas,  considerando,  sin  duda,  que  la  in- 
famia va  anexa  al  delito  y  no  puede  ser  consecuencia 
de  la  pena.  ^ 

La  quinta,  á  prescribir  reglas  para  la  aplicación  de 
las  penas,  fijando  bases  generales  de  interpretación 
que  salven  toda  ambigüedad,  toda  duda  en  tan  im- 
portante materia,  no  sólo  sobre  el  tanto  de  pena  que 
corresponde  según  el  grado  de  participación  en  el 
delito,  sino  también  sobre  las  modificaciones  que  en 
el  castigo  pueden  introducir  las  circunstancias,  y  aún 
la  de  quebrantamiento  de  la  condena.  Termina  esta 
sección  con  una  serie  de  preceptos  relativos  á  la 
manera  de  ejecución  de  las  penas,  en  la  que  se  nota 
deficiencia  en  cuanto  á  las  forfiias  que  han  de  guar- 
darse en  la  de  la  pena  capital;  y  con  un  título  que 
declara  prescriptibles  el  derecho  de  acusar  y  las  pe- 
nas impuestas,  de  acuerdo  con  todas  las  legislaciones 
de  los  países  civilizados. 
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El  libro  segundo  divide  los  delitos,  aunque  sin 
expresarlo,  en  tres  categorías:  delitos  contra  ía  reli- 
gión, delitos  contra  la  sociedad  y  el  Estado,  y  delitos 
contra  las  personas  particulares.  Ocúpase  de  los 
primeros  en  una  sección  especial;  de  los  segundos, 
en  cinco  que  tratan  i."  de  los  delitos  contra  la  segu- 
ridad exterior  del  Estado;  i.°  de  los  delitos  contra  la 
seguridad  interior;  3.°  de  los  delitos  contra  la  salu- 
bridad pública;  4.°  de  los  delitos  peculiares  á  los 
empleados  públicos;  y  5.°  de  tas  falsedades.  Las  sec- 
ciones séptima  y  siguientes  de  este  libro  están  desti- 
nadas á  describir  y  penar  los  delitos  contra  las  per- 
sonas en  el  orden  siguiente:  i."  delitos  contra  la 
existencia  é  integridad  corporal;  2."  delitos  contra  la 
honestidad;  3*  delitos  contra  el  honor;  4.°  delitos 
contra  el  estado  civil;  g.'  delitos  contra  la  libertad  y 
seguridad  personal,  inviolabilidad  del  domicilio  y 
demás  garantías  individuales  declaradas  por  la  Cons- 
titución; y  6."  delitos  contra  la  propiedad  particular. 

Era  lógico  que,  declarando  la  ley  fundamental  una 
religión  de  Estado,  el  Código  Penal  considerase,  á  la 
cabeza  de  los  delitos  políticos,  los  atentados  contra 
esa  religión,  y  castigase  las  tentativas  para  aboliría 
ó  variarla,  la  celebración  de  actos  públicos  de 
culto  diferente,  la  profanación  de  sus  misterios  y 
objetos  sagrados,  la  oposición  á  las  ceremonias  del 
culto  protejido,  las  ofensas  de  obra  ó  de  palabra  á 
sus  ministros  y  la  falta  de  respeto  á  las  tumbas  y  á 
los  templos.  Dadas  las  condiciones  sociales  del 
Perú,  trascurrirán  probablemente  muchos  años  sin 
que  se  modifique  esta  sección  primera  del  segundo  li- 
bro de  su  Código.  España,  de  cuya  legislación  la 
tomaron  nuestros  codificadores,  no  ha  conseguido 
borrarla  sino  mediante  una  radical  trasformación 
en  su  constitución  política;  y  aun  cuando,  ese  ejem- 
plo ha  encontrado  imitadores  en  otros  pueblos  del 
origen   que  el  nuestro;   será  muy  diñcil  que 
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suceda  otro  tanto  ¿n  el  país  que  se  gloria  de  haber 
florecido  en  él  Santo  Toribio  Mogrovejo  y  Santa 
Rosa  de  Lima. 

Consisten,  según  4a  sección  segunda  del  segundo 
libro,  los  delitos  contra  la  seguridad  exterior  del  Es- 
tado, en  la  traición  á  la  patria,  en  los  actos  que 
comprometen  su  independencia,  y  en  los  atentados 
contra  el  Derecho  de  Gentes. 

Son  delitos  contra  la  seguridad  interior  del  Estado, 
conforme  á  la  apreciación  que  de  ellos  hace  la  sección 
tercera  del  mismo  libro;  los  que  se  comete  contra  su 
Constitución  política  intentando  aboliría  ó  alterarla 
por  las  vías  de  hecho,  ó  desprestigiándola  é  incitan- 
do á  su  inobservancia;  los  de  rebelión,  sedición,  mo- 
tín y  azonada,  que,  según  declaración  del  Código,  se 
atenúan  si  la  sublevación  se  efectúa  sin  armas  y  de 
un  modo  súbito,  y  no  cobijan  bajo  su  carácter  polí- 
tico los  delitos  comunes  especiales  que  cometieren 
los  que  se  hacen  reos  de  ellos;  los  atentados  y  desa- 
catos contra  la  autoridad  y  los  delitos  contra  el  ejer- 
cicio del  sufragio. 

Por  lo  común  las  penas  señaladas  á  los  reos  de  los 
delitos  comprendidos  en  las  dos  seccione?  expresa- 
das, son  la  de  privación  de  libertad,  inhabilitación, 
suspensión  ó  pérdida  de  cargo,  expatriación  y  confi- 
namiento; pues  en  el  Perú  está  abolido  el  cadalso 
político. 

La  sección  cuarta  del  expresado  libro  considera  de- 
litos contra  la  salubridad  pública,  la  elaboración  ó 
expendio  de  sustancias  nocivas  á  la  salud,  ó  de  pro- 
ductos químicos  que  puedan  causar  estragos,  por 
persona  no  autorizada  para  hacerlo  ó  que  falte  á  las 
formalidades  prescritas  por  los  reglamentos  sobre 
fabricación  ó  expendio  de  tales  productos;  la  adulte- 
ración de  bebidas  y  comestibles,  mesclándolos  con 
sustancias  nocivas;  la  venta  de  medicamentos  dete- 
riorados; la  sustitución  de  medicamentos;  y  la  nega- 
tiva no  justificada  de  médicos  ó  cirujanos  á   prestar 
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sus  servicios  profesionales,  lo  mismo  que  su  asisten- 
cia tardía  y  el  abandono  del  enfermo. 

Una  especie  de  Código  privativo  forma  la  sección 
quinta,  destinada  á  describir  y  penar  los  delitos  pe- 
culiares á  los  empleados  públicos,  y  en  la  que,  no 
obstante,  se  inserta  muchas  disposiciones  de  carác- 
ter común.  La  usurpación  de  autoridad,  el  abuso  de 
ésta,  el  prevaricato,  el  cobecho,  la  insubordinación 
■é  inexactitud  en  el  ejercicio  de  las  funciones  del  em- 
pleo, la  inñdelidad  en  la  custodia  de  presos  6  de  do- 
cumentos, la  revelación  de  secretos,  la  malversación 
de  caudales  públicos,  los  fraudes  y  exacciones  for- 
man la  materia  de  los  diez  títulos  en  que  se  divide 
esta  sección. 

Están  comprendidas  entre  las  falsedades,  que  cas- 
tiga la  sección  sexta  del  libro  segundo,  la  falsificación 
de  sellos,  firmas  y  marcas;  la  de  documentos  en  ge- 
neral; la  de  documentos  de  crédito;  la  de  moneda; 
el  falso  testimonio  y  cualquier  otro  modo  de  come- 
ter falsedad  con  perjuicio  de  tercero,  lo  mismo  que 
la  fabricación,  introducción  ó  simple  conservación 
de  cuños,  marcas  ú  otra  clase  de  instrumentos  ó  úti- 
les conocidamente  destinados  á  la  falsificación  de 
moneda,  papel  sellado  ó  documentos  de  crédito. 

Es  punible  no  solo  la  falsificación  del  gran  sello 
del  Estado  y  deinás  sellos  oficiales;  de  las  firmas  del 
Presidente  de  la  República,  de  los  Presidentes  de  las 
Cámaras,  de  los  Miri'istros  de  Estado  y  de  los  Agen- 
tes diplomáticos;  sino  también,  en  materia  de  sellos, 
la  de  las  marcas  6  contraseñas  usadas  en  las  oficinas 
del  Estado  ó  por  particulares;  y  en  materia  de  fir- 
mas, la  de  la  firma  de  cualquier  empleado  público  ó 
persona  privada.  Algo  más:  considera  el  Código  co- 
mo falsificación  aún  el  hecho  de  estampar  fraudu- 
lentamente el  sello  verdadera  en  documento  en  que 


La  falsificación  de  documentos  se  comete  suplan- 
tando documento  que  no  ha  existido,  dando  copia 
de  documento  que  no  existe,   alterando  documentos 
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verdaderos,  ó  haciendo  uso  á  sabiendas  de  los  falsi- 
ficados. 

La  de  documentos  de  crédito  consiste  en  falsificar, 
introducir  6  expender  falsos  títulos  de  deuda  públi- 
ca, letras  ó  libranzas  del  Ministerio  ú  oficinas  de  Ha- 
cienda; en  alterar  los  documentos  verdaderos,  au- 
mentando la  cantidad  que  expresan,  ó  borrando  las 
anotaciones  de  cantidades  amortizadas  que  constan 
en  ellos;  en  fraguar  expedientes  de  créditos  supues- 
tos, 6  aumentar  la  cantidad  de  una  acreencia  legiti- 
ma, ó  apoyar  el  crédito  con  prueba  falsa;  en  falsifi- 
car papel  sellado,  libranzas  ó  letras  de  las  oficinas 
inferiores  de  Hacienda. 

Considérase  reo  de  falsificación  de  moneda,  al  que, 
sin   autorización  competente,   fabrica  moneda  en  la' 
República;  tenga  ó  no  curso  legal  en  ella;  sea  ó  no 
falta  de  ley  y  peso,  lo  mismo  que  al  que  á  sabiendas 
introduce  ó  expende  moneda  falsa. 

Castigábase  en  otro  tiempo  el  perjurio  por  inmo- 
ral é  impío;  y  aún  nuestras  leyes  civiles  conservan 
resagos  de  esa  época  en  la  sanción  que  según  ellas 
pesa  sobre  el  perjuro,  á  quien  prohiben  atestar;  y  es- 
to, al  parecer,  perpetuamente.  El  Código  Penal  lo 
ha  tomado  bajo  una  faz  distinta,  como  un  acto  lesi- 
vo del  derecho  ageno  y  por  consiguiente  antisocial; 
y  lo  castiga  con  pena  más  ó  menos  grave,  según  que 
el  falso  testimonio  haya  sido  prestado  en  causa  cri- 
minal ó  civil.  En  el  primer  caso,  esa  pena  es  píor 
porcional  á  la  que  se  hubiese  impuesto  al  acusado,  y 
se  sustituye  con  la  de  la  calumnia  si  éste  hubiese  si- 
do absuelto  ó  el  juicio  se  corta  por  algún  medio  le- 
gal, ó  con  la  del  encubridor,  si  el  falso  testimonio 
fué  favorable  al  reo;  y  en  el  segundo,  la  pena  varía 
en  proporción  también  á  la  cuantía  del  juicio. 

La  sección  séptima  trata  de  los  delitos  contra  las 
personas,  ó  como  mejor  dijimos  arriba,  contí^a  su 
existencia  é  integridad  corporales,  siguiendo  esta 
graduación:  homicidio,  infanticidio,  aborto,  lesiones 


corporales,  duelo.  Se  ocupa  de  estos  delitos  en  cíd- 
co  títulos  separados. 

En  el  primero  de  éstos,  bajo  U  denominación  ge* 
nérica  del  homicidio  comprende  el  parricidio,  el  ase- 
sinato y  el-simple  homicidio,  probablemente  con  el 
fin  de  guardar  consecuencia  con  el  artículo  i6°  de  la 
Constitución,  que  prohibe  imponer  pena  de  muerte 
por  otra  causa  que  el  homicidio  caliñcado. 

Para  imponer  la  pena  capital  al  parricida  y  al  ase- 
sino era  necesario  considerar  el  crimen  de  ¿stos  como 
un  homicidio  calificado. 

Nótase  en  este  título:  l.°  que  el  Código  no  ha 
creído  conveniente  eximir  de  pena  al  cónyuge,  padre, 
6  hermano  que  al  sorprender  yaciendo  á  su  cónyuge, 
hija  ó  hermana  con  otra  persona,  dieren  muerte  á  éste 
6  á  ambas:  2.°  que,  con  sobrada  razón,  pena  como 
homicida  al  que  proporciona  á  otro  los  medios  de 
suicidarse;  sin  tomar  en  cuenta  la  especiosa  objeción, 
que  algunos  formulan,  de  importar  esto  el  castigo 
del  cómplice  cuando  se  absuelve  al  principal  autor 
del  acto  vedado:  3°  que  ha  deñnido,  quizá  con  al- 
guna  ligereza,  el  problema  médico  legal  del  tiempo 
que  puede  mediar  entre  la  lesión  corporal  y  la 
muerte,  para  que  la  primera  deba  ser  considerada 
causa  enciente  de  la  segunda,  ñjándolo  en  sesenta 
días. 

Constituyen  infanticidio,  seglín  el  título  2°,  el 
acto  de  la  mujer  de  buena  fama  que,  por  ocultar  su 
deshonra,  mata  á  su  hijo  en  el  momento  de  nacer,  y 
el  de  los  abuelos  maternos  que  hicieren  to  mismo  en 
idénticas  circunstancias.  Los  demás  actos  de  esta 
naturaleza  ejecutados  por  otras  personas,  ó  por  las 
mismas  sin  los  requisitos  expresados,  son  homicidios 
comunes  y  aún  verdaderos  asesinatos  según  los  casos, 
y  no  alcanzan  la  reducción  de  pena  que  favorece  al 
infanticida. 

Del  aborto  son  responsables,  dice  el  título  3.°,  la 
mujer  que  de  propósito  lo  causare  en   sí  misma  ó 
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consintiere  en  que  otro  io  cause;  la  persona  que  inten- 
ciona)mente  lo  ocasione,  y  aun  el  médico»  cirujano, 
partera,©  farmacéutico  que  lo  provocaren  abusando  de 
su  arte;  lo  mismo  que  los  confeccionadores  y  expen- 
dedores de  abortivos. 

Las  lesiones  consideradas  como  delitos  por  el  título 
4.°  pueden  consistir:  en  sacar  á  otro  los  ojos  ó  cas 
trarle,  actos  que  castiga  como  de  homicidio;  en  mu- 
tilar miembro  principal  del  cuerpo;  en  herir,  golpear 
ó  maltratar  de  obra  á  otro,  al  extremo  de  sobreve- 
nirle demencia,  inutilidad  para  el  trabajo,  impotencia,- 
pérdida  del  uso  de  algún  miembrc»  ó  notable  defor- 
midad; y  en  suministrar,  sin  propósito  homicida  be- 
bidas que  produzcan  los  mismos  efectos.  Las  penas 
señaladas  son  pioporcionales  á  la  gravedad  de  la 
lesión;  midiéndose  ésta  por  la  magnitud  del  daño 
personal,  por  las  relaciones  entre  el  ofensor  y  el 
ofendido;  por  las  circunstancias  afrentosas  que  acom- 
pañen al  acto  y  por  la  duración  de  la  enfermedad  é 
inhabilidad  para  el  trabajo.  Toma  en  consideración 
el  Código,  en  este  título,  las  lesiones,  cuyo  autor  no 
pueda  ser  designado  por  haber  sido  inferidas  en  riña 
ó  pelea;  los  maltratos  recíprocos,  procurando  que  no 
quede  impune  el  que  pretenda  presentarse  como 
víctima,  por  el  solo  hecho  de  haber  resultado  más 
herido  ó  contuso  que  los  demás  contendores,  y  aún 
las  que  se  causen  los  cónyuges  y  entre  los  miembros 
de  una  misma  familia,  entrando  en  detalles,  que  re- 
servamos por  no  ser  de  este  lugar. 

El  mero  hecho  de  batirse  en  duelo  es  un  delito, 
estando  á  lo  prescrito  en  el  título  5.^,  aun  cuando  no 
resulte  muerte  ni  heridas  graves.  Sin  la  tolerancia 
de  los  que  lo  consideran  acto  lícito,  siempre  que  se 
sujete  á  deterniinadas  condiciones,  y  sin  1a  intransi- 
gencia de  los  que  ven  en  él  un  atentado  de  los  más 
graves  contra  la  magestad  de  las  leyes  divinas  y 
humanas;  nuestro  Código  ha  mirado  el  duelo  bajo  dos 
faces  diferentes:  i.^  como  un  desacato  á  la  autoridad 
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ó  una  coacción,  al  hacerse  justicia,  por  mano  propia; 
y  2.°  como  un  atentado  contra  la  existencia  ó  inte- 
gridad corporal  del  contendor.  La  primera  de  estas 
formas  es,  puede  decirse,  esencia]  al  acto,  y  por  eso 
se  castiga  aún  cuando  no  tenga  consecuencias  des- 
graciadas; la  segunda  se  deriva  de  éstas,  y  se  reduce- 
á  un  caso  de  homicidio  ó  de  lesiones  corporales,  en 
cuya  ejecución  se  presentan  circunstancias  que  mo- 
difican la  responsabilidad  de  los  duelistas  y  de  los 
que  se  hacen  sus  cómplices.  Kn  el  curso  de  nuestra 
exposición  indicaremos  cuales  son  las  disposiciones, 
casi  reglamentarias,  que  sobre  la  materia  contiene  el 
Código. 

En  ¡a  sección  octava  están  descritos  y  penados, 
como  delitos  contra  la  honestidad:  el  adulterio,  la 
violación,  el  estupro,  el  rapto  y  el  lenocinio.  I-a  per- 
secución de  estos  delitos  está  reservada  á  la  parte 
ofendida,  ó  su  representante  legal,  por  este  Código  y 
el  de  enjuiciamientos. 

Ocúpa,se  la  sección  novena  de  los  delitos  contra  el 
honor  que  reduce  á  dos  grandes  clases;  injurias  y 
calumnias.  Incluye  entre  las  primeras  la  difamación 
y  considera  como  calumnia  solo  la  falsa  imputación 
de  delitos  que,  según  la  ley  de  procedimientos,  han 
de  ser  perseguidos  por  el  Ministerio  público;  á  no  ser 
que  la  imputación  vaya  dirigida  contra  un  funciona- 
rio público,  pues  entonces  la  califica  de  calumniosa, 
aún  cuando  se  refiera  á  meras  faltas  que  se  suponga 
cometidas  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Se  requiere  como  condición  esencial  de  la  injuria, 
para  su  penalidad,  que  sea  pública  y  se  reserva  para 
fuero  especial  la  que  fuere  vertida  en  escrito  impreso; 
pero  no  cuida  el  Código  de  fijar  los  requisitos  nece- 
sarios para  que  un  dicho  ó  acto  injurioso  deba  ser 
calificado  de  público. 

De  la  misma  manera  que  la  de  los  delitos  contra  la 
honestidad,  está  reservada  á  la  acción  particular  la 
persecución  de  los  agravios  al  honor. 
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La  sección  décima  caliñca  como  delitos  contra  el 
estado  civil  de  las  personas:  la  suposición  de  partos 
y  usurpaciones  del  estado  civil,  y  los  matrimonios 
¡legales. 

La  undécima  compr<ende:  tos  atentados  contra  la 
libertad,  la  sustracción  de  menores,  la  violación  de 
domicilio,  las  amenazas  y  coacciones  y  la  violación 
<ic  secretos,  entre  los  delitos  contra  la  libertad  y 
seguridad  personal  y  garantías  individuales. 

En  la  clasificación  de  los  delitos  contra  la  propie- 
dad de  que  trata  la  sección  duodécima^  parece  que  el 
Código  ha  partido  de  las  siguientes  bases: 

I?  La  intención  con  que  se  practica  el  acto  puni- 
ble, que  puede  ser  la  de  adquirir  algo  ilegítimamente 
ó  la  de  sólo  perjudicar  en  sus  intereses  á  determinada 
persona;  resultando;  por  consiguiente,  dos  grupos  de 
delitos  que  son:  hurtos,  robos,  usurpaciones,  deudas 
punibles,  estafas  y  demás  defraudaciones,  de  un  lado; 
y  del  otro,  estragos  y  daños. 

2?  En  los  delitos  del  primer  grupo,  la  naturaleza 
civil  de  los  bienes  sobre  los  que  recae  el  atentado, 
es  decir,  la  circunstancia  de  que  sean  muebles  ó  in- 
muebles; sobre  los  últimos  puede  cometerse  usurpa- 
ciones; sobre  los  muebles,  hurtos,  robos,  etc.;  y  la  de 
emplearse  ó  no  la  astucia  para  cometer  el  delito 
sobre  cosa  mueble;  en  el  primer  caso  hay  una  de- 
fraudación; en  el  segundo,  un  hurto,  un  robo,  una 
deuda  punible,  etc.  La  defraudación  tórnase  en  es- 
tafa, cuando  el  propósito  culpable  preexiste  a  la 
adquisición  de  la  cosa;  y  el  robo  se  distingue  ^l 
hurto,  en  que  el  primero  importa  violencia  ó  fuerza 
sobre  la  persona  ó  la  cosa,  y  el  segdndo  no. 

3?  La  naturaleza  de  los  medios  empleados  para 
causar  el  mal  en  la  propiedad  ajena:  si  ellos  son  el 
incendio,  la  inundación,  el  uso  de  materias  explosi- 
vas u  otros  semejantes;  el  delito  se  califica  como 
estrago;  pero  si  se  apela  á  mutilaciones,  desvío  de 
las  corrientes  de  agua,  desperfectos  en  las  obras  de 
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arte,  ü  otros  medios  de  este  linaje;  la  caliñcación  le- 
gal del  delito  es  la  de  simple  daño. 

Respecto  del  robo  hace  nuestro  Código  completa 
prescindencia,  para  la  imposición  de  la  pena,  del  va- 
lor de  lo  robado;  basta  que  las  demás  circunstancias 
del  hecho  criminal  sean  ia^  mismas  para  que  el  cas 
t^go  sea  idéntico.  A  su  tiempo  estudiaremos  esta 
especialidad  de  nuestra  ley  que,  á  primera  vista  pa- 
rece injusta;  pero  á  la  que  creemos  posible  hallar  un 
fundamento  racional. 

Los  juegos  de  azar  y  suerte  y  las  rifas,  figuran  en 
título  separado,  como  delitos  contra  la  propiedad 
particular;  más  por  una  de  esas  inconsecuencias,  tan 
comunes  en  la  vida  social,  y  que  se  excusa  con  la 
santidad  de  este  ó  el  otro  fin,  tiene  el  Perú  loterías  ofi  ■ 
cialmenté  reglamentadas  en  favor  de  la  Beneficencia 
Pública;  y  el  juego  de  envite  subsiste  en  él,  sin  que 
basten  á  extinguirlo  las  persecuciones  de  la  policía. 
Las  prescripciones  del  Código  en  la  materia  son  letra 
sin  aplicación. 

Las  rifas,  para  no  ser  punibles,  han  de  ser  efectua- 
das con  licencia  de  la  autoridad. 

El  Código  establece  la  irresponsabilidad  criminal, 
pero  no  la  civil,  por  los  hurtos,  defraudaciones  y 
daños  que  recíprocamente  se  causaren,  en  favor  de 
las  siguientes  personas:  los  cónyuges;  los  ascendientes 
y  afines  en  la  misma  línea;  el  consorte  viudo  respecto 
de  las  cosas  que  pertenecían  á  su  difunto  cónyuge, 
mientras  no  hayan  pasado  á  poder  de  otra;  los  her- 
manos y^ cuñados,  si  vivieren  juntos. 

Nótase  que  no  há  otorgado  la  misma  inmunidad 
por  los  robos. 

III 

El  tercer  libro,  de  las  faltas  y  sus  penas,  está  di- 
vidido en  ocho  títulos,  que  respectivamente  se  con- 
traen: 
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El  primero  Á  \q.s  faltas  contra  la  religión,  consis- 
tentes en  las  blasfemias  contra  Dios,  la  Virgen,  los 
santos  y  los  dogmas,  y  en  los  actos  escandalosos  de 
irreverencia  en  los  templos  y  lugares  religiosos; 

El  segundo  á  las  faltas  contra  la  moral,  que  pue- 
den consistir  en  ofender  públicamente  el  pudor  con 
palabras  6  alegorías,  reticencias  ó  ademanes  obce- 
nos;  en  exhibir  ó  expender  pinturas  y  objetos  des- 
honestos; en  cometer  escándalos  en  estado  de  ebrie- 
dad; en  incitar  á  los  menores  al  juego,  la  embriaguez 
ú  otros  actos  inmorales; 

El  tercero  á  las  faltas  contra  la  seguridad  y  orden 
público,  que  deberían  ser  materia  de  un  Reglamento 
de  Policía  y  no  del  Código  Penal; 

El  cuarto  á  las  faltas  contra  el  aseo  y  ornato  pú- 
blico, que  estarían  mejor  en  una  Ordenanza  Muni- 
cipal; 

El  quinto  á  las  faltas  contra  la  salubridad  pública; 
título  que,  á  mas  de  contener  disposiciones  de  las 
que  resultan  implicancias  con  las  de  la  sección  cuar- 
ta del  libro  segundo  (i)  se  halla  en  condiciones  aná- 
logas á  los  precedentes; 

El  sexto  á  los  daños  leves,  reputando  tales  aque- 
llos cuya  cuantía  no  exceda  de  cincuenta  pesos  (so- 
les) y  los  que  consistan  en  obstrucción  de  acueduc- 
tos, desvío  de  aguas,  consumo  de  sembríos  ó  pastos 
de  animales,  destrucción  de  choza,  cerca  ó  albergue 
en  el  campo,  y  otros  de  esta  especie; 

El  séptimo  á  las  lesiones  é  injurias  leves;  siendo  las 
primeras  las  que  no  impiden  al  agraviado  continuar 
su  trabajo  ú  ocupación  ordinaria.  • 

En  cuanto  á  las  segundas,  que  el  Código  define 
(artículo  283)  después  de  haber  incluido  entre  las  in- 
jurias graves  todas  las  que  se  puede  concebir,  en  los 
siguientes  términos:  «Son  injurias  leves,  aquellas  en 
que  no  concurra  ninguno  de  los  requisitos  del  prece- 
dente artículo,»  hay  que  advertir  que  ellas  no  deben 


(i)  Véase  artículo  160  parte  ñnal  y  articulo  386. 
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contener  imputación  de  delito;  ni  de  vicio  6  falta  de 
moralidad  que  pueda  perjudicar  considerablemente 
la  fama,  crédito  6  intereses;  ni  envolver  grave  falta- 
miento  de  respeto  á  ascendientes,  sacerdotes,  maes- 
tros ó  personas  constituidas  en  dignidad;  ni  consis- 
tir en  dichos  afrentosos  en  el  concepto  público.  Que- 
dan, pues,  en  el  rango  de  injurias  leves  las  expresio- 
nes groseras  y  dichos  descorteses,  que  bien  podían 
remitirse  á  los  Reglamentos  de  Policía. 

El  octavo  título  contiene  disposiciones  comunes  á 
las  faltas,  señalando  la  cantidad  de  pena  que  corres- 
ponde á  los  cómplices  y  encubridores  de  ellas,  y  las 
accesorias  del  comiso  de  los  instrumentos  que  sir- 
vieron para  cometerlas  y  de  reparación  del  daño  é 
indemnización  de  perjuicios  que  van  anejas  á  la  pe- 
na principal. 
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LIBRO  PRIMERO. 


DE  LOS  DELITOS,  DE  LOS  DELINCUENTES  Y  DÉ  LAS 
PENAS    EN    GENERAL. 


SECCIÓN  PRI.VIERA 
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DE  LOS  DELITOS  Y  DE  LAS  FA  LTAS  EN  GENERAL. 

é 

Art.  19 — Las  acciones  7Í  omisiones  volnntarias 
y  maliciosas  penadas  por  la  ley,  constihtyen  los  de- 
liios  y  las  faltas. 

Los  delitos  se  castigan  con  penas  graves;  las /al- 
ias con  penas  leves. 

Comentario. — Corresponde  á  la  Filosofía  del 
Derecho  dar  una  definición  científica  del  delito; 
y  toca  a!  legislador  estudiarla  y  apreciar  su 
exactitud,  á  fin  de  no  dejar  impunes  actos  verda- 
deramente perturbadores  dei  orden  social,  y  de 
noinflÍjirpenaporotrosque,aún  reprobados  por 
la  moral,  no  alcanzan  á  trastornar  el  estado  de 
derecho.  Al  Abogado  y  al  Juez  les  basta  la  defi- 
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níción  empírica  que  el  Código  consigna,  á  la 
que  reconocemos  la  importancia  práctica  de  re- 
solver con  precisión  toda  controversia  sobre  la 
penalidad  de  las  acciones:  sólo  es  punible  laque 
tiene  señalado  expresamente  un  castigo  en  la  ley 
positiva,  ya  sea  que  la  individualice,  yaque  deje 
su  calificación  al  arbitrio  del  Juez:  cualquiera 
otra,  por  mucho  que  subleve  la  conciencia  indi- 
vidual ó  el  sentimiento  público,  es  una  acción 
lícita  ó  indiferente,  que  no  puede  caer  bajo  la 
acción  de  las  justicias.  La  legislación  que  no 
defina  de  algún  modo  el  delito,  deja  campo 
abierto  á  discusiones  estériles  en  la  materia. 

Se  puede  incurrir  en  delito  ó  falta  por  un  acto 
positivo,  como  el  asesinato  ó  el  robo;  ó  poruña 
omisión,  como  no  entregando  el  depósito-reci- 
bido al  que  con  derecho  lo  reclama,  no  pagan- 
do la  deuda  con  propósito  fraudulento,  no  am- 
parando al  menor  que  se  halla  abandonado,  etc. 
Y  tanto  la  acción  cuanto  la  omisión  deben  ser 
voluntarias  y  maliciosas  para  merecer  pena, 
porque  sólo  caen  bajo  el  imperio  del  Derecho 
los  actos  deliberados.  El  que  mata  á  otro  em- 
pujado por  un  tercero,  cuando  tenía  en  la  mano 
el  arma  que  causó  el  daño;  el  que  hurta  cre- 
yendo tomar  cosa  propia;  el  que  no  restituye 
el  depósito  porque  se  lo  han  robado;  el  que  no 
paga  sus  deudas  porque  un  incendio  le  devoró 
todas  sus  propiedades;  el  que  dejó  desamparado 
al  menor  por  salvar  su  propia  vida  amenazada 
por  una  pandilla  de  malhechores;  no  proceden 
con  voluntad  ni  malicia  y  no  pueden  ser  repu- 
tados culpables. 


Entre  el  delito  y  la  falta  no  hay  mas  diferen- 
cias atendibles,  según  nuestra  ley,  que  la  pro- 
cedencia de  la  obligación  infringida  y  la  auto- 
ridad señalada  para  su  juzgamiento  y  castigo. 
La  violación  de  un  precepto  legal  es  un  delito; 
la  de  un  precepto  reglamentario  es  una  falta; 
y  estando  á  lo  ordenado  en  nuestro  Código  de 
Procedimientos,  los  delitos  son  castigados  por 
Jueces  de  Derecho,  y  las  faltas  por  Jueces  de 
Paz.  Pero  bien  se  comprende  que  tales  distin- 
ciones, aunque  convenientes  en  la  práctica,  no 
son  precisas:  la  ley  y  el  reglamento  imperan 
con  igual  fuerza  sobre  la  libertad;  porque  am- 
bos det^n  ser  la  expresión  del  Derecho,  único 
principi^egulador  de  los  actos  del  hombre  en 
sociedad:  el  Juez,  cualquiera  que  sea  su  gerar- 
quía,  es  el  representante  de  ia  soberanía  na- 
cional, siempre  augusta  y  respetable,  ya  sea  que 
reprima  la  traición  infame  de  un  encumbrado 
funcionario  público  ó  el  lenguaje  indecente  del 
ebrio  escandaloso.  A  la  luz  de  los  principios, 
se  advierte  tal  gradación  de  matiz  desde  el  de- 
lito atroz  á  la  falta  excusable,  que  no  se  pue- 
de fijar  de  un  modo  absoluto  una  línea  de  de- 
marcación entre  las  infracciones  graves  y  las 
leves. 

El  Código  apela,  por  eso,  á  la  comparación 
entre  el  acto  ilícito  y  su  pena  correspondiente, 
para  deslindar  los  delitos  de  las  faltas,  dicien- 
do; que  los  primeros  son  castigados  con  penas 
graves,  y  las  segundas,  con  penas  leves;  y  á  fin 
de  dar  un  patrón  seguro  en  la  apreciación,  in- 
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dica  (artículo  23)  las  penas  que  califica  de  gra- 
ves y  las  que  considera  leves. 

Esta  última  especificación  era  absolutamen- 
te necesaria,  porque  sucede  con  las  penas  ló/ 
mismo  que  con  las  infracciones;  no  hay  entre 
ellas  línea  divisoria:  una  misma  pena  es  grave 
ó  leve  según  las  condiciones  personales  del  que 
la  sufi-e.  Una  reprensión  en  el  juzgado  es  gra- 
vísima para  el  hombre  pundonoroso;  y  apenas 
si  merece  tal  nombre  para  el  desvergonzado  y 
envilecido  por  fi-ecuentes  delitos. 

Con  todo;  la  divisa  legal  llega  á  perderse  en 
los  linderos  del  delito  con  la  falta:  hay  verda- 
deros delitos,  (artículos  391,  392,  39^  394,  395 
de  este  Código  y  167  del  de  Enjuiciamien- 
tos Penal),  que  se  castigan  con  penas  leves  y 
por  Jueces  de  Paz. 
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Hay  además  un  acto  que  la  ley  reprime,  ya 
con  la  severidad  que  emplea  para  los  delitos, 
ya  con  la  lenidad  de  que  usa  para  las  faltas;  y 
que  no  se  puede  clasificar  debidamente  como 
infracción  grave  ó  leve.  Nos  referimos  al  que- 
brantamiento de  condena  por  fuga. 

Examinado  atentamente  este  acto,  que  nues- 
tro Código,  (artículos  93  y  94)  castiga  con  un 
recargo  de  pena  equivalente  á  la  quinta  parte 
del  tiempo  que  faltaba  al  prófugo  para  cum- 
plir su  condena,  ó  con  la  de  un  término,  ó  la 
inflicción  de  otra  pena,  según  las  circunstan- 
cias; tiene  por  uno  de  sus  aspectos  (el  de  la 
gravedad  de  la  pena  en  ciertos  casos)  el  ca- 
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rácter  de  verdadero  delito,  y  por  el  otro  (el  de 
no  ser  infracción  legal)  el  de  una  falta. 

El  que  burlándose  de  la  justicia  se  evade  de 
la  prisión  en  que  se  le  había  encerrado,  y  se 
presenta  en  la  sociedad  haciendo  mofa  de  su 
poder  represor,  alienta  á  otros  á  la  perpetración 
de  delitos  con  la  prueba  práctica  de  la  insuñ- 
ciencia  de  recursos  de  la  autoridad  para  asegu- 
rar la  ejecución  de  sus  sentencias,  perturba 
gravemente  con  el  escándalo  el  orden  social,  y 
se  hace,  al  parecer,  reo  de  un  nuevo  delito  que 
causa,  en  determinadas  ocasiones,  mayor  alar- 
ma que  el  ya  juzgado;  especialmente  si  es  si- 
multánea la  evasión  de  muchos  condenados; 
pero  siendo  la  fuga  mera  infracción  de  un  pre- 
cepto reglamentario,  como  el  que  obliga  al  con- 
denado á  permanecer  en  su  prisión,  y  no  una 
violación  de  ley;  no  se  le  puede  dar,  en  el  or- 
den legal,  el  nombre  del  delito  sin  destruir  la 
base  de  clasificación  deles  actos  punibles. 

Haremos  notar,  ya  que  se  presenta  ocasión> 
que  no  se  debe  confundir  el  quebrantamiento 
de  condena  con  la  evasión  del  reo  durante  el 
juicio:  aquella  se  castiga;  esta  nó.  Si  con  mo- 
tivo de  la  fuga  de  un  procesado,  se  sigue  un 
sumario  en  la  forma  que  prescribe  el  Código 
de  Procedimientos;  no  es  para  hacer  cargos  en 
él  al  que  se  fugó  ó  intentó  hacerlo,  sino  para 
descubrir  la  responsabilidad  que  por  ello  pue- 
da corresponder  á  sus  custodios  ú  otras  per- 
sonas. 

Ese  sumario  se  agrega  al  proceso,  en  caso 
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de  fuga  realizada,  para  justificar  la  variación 
de  trámites,  y  la  suspensión  del  procedimiento 
en  el  estado  que  prefija  la  ley.  (Véase  nota  nú- 
mero I.) 

A  nuestro  juicio,  el  problema,  harto  compli- 
cado, de  la  calificación  de  los  delitos  como  gra- 
ves y  leves,  no  puede  resolverse  de  una  mane- 
ra absoluta;  porque  no  es  posible  tampoco  fijar 
una  gerarquía  estable  para  los  derechos  que 
hieren  aquellos,  ni  apreciar  con  exactitud  ma- 
temática la  entidad  del  mal  que  causan. 

En  efecto  ¿prefieren  los  derechos  sociales  á 
los  individuales,  y  se  debe  considerar,  en  con- 
secuencia, mas  graves  los  delitos  políticos  que 
todos  los  otros?  ¿Se  debe  siguiendo'  las  exigen- 
cias de  un  individualismo  disociador,  dar  tal 
importancia  á  los  derechos  privados,  que  haya 
de  considerarse  en  todo  caso  el  robo  á  un  par- 
ticular digno  de  mayor  castigo  que  el  peculado? 

Por  otra  parte,  ¿quién  causa  mayor  daño;  el 
que  roba  grandes  caudales  á  un  potentado  á 
quien  queda  aún  ingente  fortuna,  ó  el  que  arre- 
bata íntegro  el  modesto  patrimonio  de  una  fa- 
milia, reduciéndola  á  la  miseria? 

Eri  la  imposibilidad  de  dar  la  preferencia  á 
los  derechos  del  individuo  sobre  los  de  la  so- 
ciedad ó  al  contrario,  pues  unos  y  otros  son 
igualmente  respetables;  juzgamos  natural  for- 
mar primero  de  los  delitos  dos  series  parale- 
las, constituyendo  la  una  los  que  dañan  direc- 
tamente los  derechos  del  Estado;  y  la  otra,  los 
que  afects^n  de  un  modo  inmediato  los  partí- 


r 


culares,  distribuyendo  en  estas  series  los  tér- 
minos en  el  orden  siguiente:  la  vida,  la  honra, 
la  libertad,  la  propiedad.  Y  esa  es,  con  poca 
discrepancia,  la  gradación  que  nuestro  Código 
establece. 

Entre  delitos  de  la  misma  serie,  aconseja  el 
sentido  común  considerar  como  más  grave  los 
que  causan  mayor  daño;  pero  surje  luego  la 
dificultad  de  hallar  un  punto  de  referencia  para 
estimar  la  entidad  de  éste. 

Siguiendo  la  creencia  general,  son  induda- 
blemente más  dañosos  los  atentados  contra  la 
existencia  de  la  sociedad-ó  del  individuo,  que 
los  que  afectan  la  honra;  estos  mas  graves  que 
los  que  atacan  la  libertad  ó  independencia;  y 
estos  últimos,  mayores  que  los  que  comprome- 
ten la  propiedad;  más,  tratándose  de  delitos 
colocados  en  el  mismo  término  ¿cuál  será  el 
punto  de  vista  para  apreciar  su  gravedad? 

¿Será  exclusivamente  el  menoscabo  que  pro- 
duzcan en  los  derechos  individuales? 

¿Será,  por  el  contrario,  el  que  causen  á  la 
sociedad  en  cuyo  seno  se  perpetraron? 

Debe  recordarse  que  todo  delito  es  una  per- 
turbación del  estado  de  derecho,  y  que  éste 
consiste  en  la  perfecta  armonía  de  los  dere- 
chos individuales  entre  sí,  y  entre  éstos  y  los 
de  la  sociedad.  Dañado  un  derecho,  indivi- 
dual ó  social,  quedan  más  ó  menos  heridos  los 
demás  por  la  ruptura  de  ese  concierto  indis- 
pensable para  su  integridad  y  desenvolvimien- 
to regular:  de  suerte  que,  para  graduar  la  gra- 
vedad del  delito,  sería  necesario  abrazar  en 
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conjunto  todos  los  derechos  que  constituyen 
ese  sistema  en  equilibrio^  si  se  nos  permite  el 
término  mecánico,  á  fin  de  aplicar,  en  la  pena 
correspondiente,  la  nueva  fuerza  que  haya 
de  restablecerlo  una  vez  perturbado.  Sólo  una 
inteligencia  infinita  podría  abarcar  en  su  ple- 
nitud todos  los  elementos  del  orden  jurídico: 
el  legislador  tiene  que  conformarse  con  aten- 
der simultáneamente  á  los  más  culminantes 
entre  los  intereses  comprometidos,  y  apreciar 
la  gravedad  del  mal  por  la  alarma  que  el  deli- 
to pfoduce,  síntoma  bien  claro  de  la  ofensa 
á  la  sociedad,  y  por  el  desmedro  de  los  derechos 
individuales,  estimado  con  la  posible  aproxi- 
mación. Por  eso;  en  todo  tiempo  y  en  todas 
partes,  se  consideró  graves  delitos  los  atenta- 
dos de  lesa  patria,  que  conmpeven  hondamen- 
te la  sociedad  y  ponen  en  peligro  todos  los 
derechos  individuales;  el  robo,  que  burla  la 
vijilancia  de  la  autoridad  más  celosa  y  la  más 
esquisita  solicitud  privada  en  guarda  de  la 
propiedad;  el  asesinato,  que  importa  una  ame- 
naza, aún  para  aquellos  que  están  seguros  de 
no  haber  motivado  profundos  rencores;  y  se 
trató  con  más  lenidad  el  hurto,  favorecido 
por  la  falta  de  cuidado  de  parte  del  que  lo  sufre; 
el  duelo  que  no  puede  realizarse  sin  la  volun- 
tad de  los  que  riñen;  la  injuria,  casi  siempre 
motivada  por  relaciones  especiales  entre  el 
ofensor  y  el  ofendido.  Los  primeros  causan 
general  alarma,  perturban  el  orden  en  todas 
las  esferas  sociales;  los  segundos  apenas  dejan 
sentir  su  influjo  desgraciado  sobre  un   círculo 
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más  ó  menos  estrecho,  y  en  el  que  se  restable- 
ce pronto  la  tranquilidad,  momentáneamente 
perdida. 

Deducimos  de  lo  expuesto;  que  el  daño 
causado  por  el  delito  se  deja  sentir  de  dos  mo- 
dos diferentes:  materialmente  en  la  persona  físi- 
ca, ó  en  la  cosa  que  le  pertenece;  y  moralmen- 
te,  en  el  orden  jurídico;  no  siendo  indispensa- 
ble aguardar,  para  imponer  castigo  á  su  autor, 
que  el  mal  del  primer  género  se  realice;  sino 
que  se  legitima  la  pena  por  la  producción  sola 
del  segundo,  con  la  manifestación  externa  de  la 
intención  criminal. 

En  cuanto  á  los  actos  que  nuestro  Código 
llama  faltas,  conviene  recordar  que  hay  en  la 
vida  social  relaciones  permanentes,  que  nacen 
de  la  naturaleza  y  que  el  legislador  regula  por 
leyes  estables,  é  intereses  precarios  á  íos  que 
la  administración  provee  interinamente,  con- 
sultando también  las  exigencias  del  Derecho. 
Decíamos,  por  eso,  más  arriba,  que  la  ley  y  el 
decreto  imperan  igualmente  sobre  la  libertad; 
pero  no  es  posible  confundir  la  violación  de  la 
pHmera  con  la  infracción  del  segundo;  porque 
no  es  la  misma  su  influencia  sobre  el  estado 
de  derecho. 


El  Código  argentino  define  el  delito  ó 
falta  casi  en  los  mismos  términos  que  el  nues- 
tro. «Es  delito  ó  falta,  dice  su  artículo  i?, 
toda  acción  ú  omisión  penada  por  la  ley.»  Pero 
usa  ambas  denominaciones  en  el  mismo  senti- 
do,  designando   con  la  de  culpa^  la  violación 
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cometida  sin  propósito  criminal  y  solo  por  te- 
meraria imprudencia.  Esta  distinción  equiva- 
lente á  la  de  delitos  y  cuasi  delitos  que  hace 
nuestro  Código  civil  (art.  289  y- 90)  nos  parece 
racional,  por  estar  fundada  en  los  elementos 
necesarios  de  la  imputabilidad  y  en  la  noción 
exacta  del  delito.  La  infracción  intencional  de 
la  ley  no  puede  equipararse  con  ia  violación 
irreflexiva  á  que  puede  conducir  la  impreme- 
ditación; ni  los  actos  lesivos  de  los  derechos, 
individuales  ó  sociales,  con  el  simple  quebran- 
tamiento de  disposiciones  más  ó  menos  transi- 
torias, destinadas  á  mantener  cierto  régimen 
en  los  servicios  públicos. 

Como  no  establece  distintos  nombres  para 
los  delitos  graves  y  los  leves,  por  la  magnitud 
del  mal  causado  ni  por  la  entidad  de  la  pena 
que  impone;  este  código  excluye  de  la  acción 
verdaderamente  penal  los  actos  que  el  nuestro 
llama  faltas,  para  entregarlos  probablemente 
á  los  reglamentos  de  policía.  Así  mismo  pres- 
cinde de  los  actos  que  nuestra  ley  denomi- 
na delitos  contra  la  religión,  teniendo  sin  duda 
en  cuenta  que  el  castigo  de  ellos  no  corres- 
ponde á  la  autoridad  secular. 

El  Código  belga  no  define  de  un  modo 
genérico  los  actos  punibles,  que  clasifica  en 
tres  categorías:  crimen^  delito  y  contravención; 
pero  su  artículo  i.^  dice  textualmente:  «Es 
crimen  la  infracción  que  las  leyes  castigan  con 
pena  criminal,  d — a  Es  delito  la  infracción  que 
las  leyes  castigan  con  pena  correccional.» — 
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«Es  contravención  la  infracción  que  las  leyes 
castigan  con  pena  de  policía.» 

En  el  fondo  estas  definiciones  equivalen  á 
las  de!  Código  peruano,  y  fundan  también  la 
distinción  de  los  actos  punibles  en  la  gravedad 
de  la  pena,  y  no  en  los  caracteres  esenciales 
del  acto  mismo. 


El  Código  chileno  en  su  artículo  i.°  defi- 
ne el  delito  de  un  modo  análogo  al  empleado 
por  el  argentino  y  el  nuestro.  <iEs  delito,  dice, 
toda  acción  ú  omisión  voluntaria  penada  por 
la  ley»;  y  reserva  para  el  artículo  2?  la  distin- 
ción entre  los  actos  practicados  con  dolo  ó 
malicia,  que  según  él  constituyen  los  verda- 
deros delitos,  y  los  ejecutados  por  impruden- 
cia ó  descuido,  que  califica  como  cuasi  de- 
litos. 

Repetimos  en  esta  parte  las  apreciaciones 
que  hicimos  al  ocuparnos  del  código  argenti- 
no, por  ser  perfectamente  aplicables. 

Este  código,  á  semejanza  del  belga,  francés 
é  italiano,  divídelos  actos  punibles  en  tres  ca- 
tegorías, que  denomina:  crímenesy  simples  de- 
litos y  faltas  ^  según  la  pena  que  les  correspon- 
de por  la  ley  (art.  3?)  y  hace  la  misma  divi- 
sión en  los  cuasi  delitos,  (art.  4?) 

El  artículo  21  viene  á  completar  la  división 
por  el  señalamiento  de  las  penas  que  constitu- 
yen su  escala,  en  lo  que  sigue  el  mismo  méto- 
do del  Código  peruano. 
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Sido  casi  totalmente  trasladadas  al  nuestro,  y 
que  constituye  el  fondo  de  la  legislación  pe- 
nal de  los  pueblos  latino-americanos  de  que 
tenemos  noticia,  dice  textualmente  en  su  pri- 
mer artículo:  cíEs  delito,  ó  falta  toda  acción  ú 
omisión  penada  por  la  ley. d — «Las  acciones  ú 
omisiones  penadas  por  la  ley  se  reputan  siem- 
pre voluntarias  á  no  ser  que  conste  lo  contra- 
rio.»— ((El  queejecutase  voluntariamente  el  he- 
cho será  responsable  de  él,  é  incurrirá  en  la  pe- 
na que  la  ley  señale,  aunque  el  mal  recaiga  so- 
bre persona  distinta  de  aquella  á  quien  se  pro- 
ponía ofender.» 

Como  se  vé;  la  definición  del  delito,  que  tras- 
cribimos, se  ha  conservado  casi  literalmente 
en  nuestro  Código,  si  bien  aclarada  en  cuanto 
á  la  condición  de  malicia  para  que  el  hecho 
contrario  á  la  ley  merezca  pena. 

Mas  explícito  que  el  nuestro,  el  código  es- 
pañol excluye  expresamente  de  la  acción  de  la 
justicia  social  los  actos  no  considerados  como 
punibles  por  la  ley  positiva,  aún  cuando  la  mo- 
ral y  la  justicia  los  condenen,  como  se  vé  por 
el  artículo  2.°,  cuyo  tenor  es  el  siguiente:  «No 
serán  castigados  otros  actos  ú  omisiones  que 
los  que  la  ley  con  anterioridad  haya  calificado 
de  delitos.  En  el  caso  de  que  un  tribunal  ten- 
ga conocimiento  de  algún  hecho  que  estime 
(Jigno  de  represión,  y  no  se  halle  penado  por 
la  ley,  se  abstendrá  de  todo  procedimiento  so- 
bre él,  y  expondrá  al  Gobierno  las  razones  que 
le  asistan  para  creer  que  debiera  ser  objeto 
de  sanción  penal.» — «Del  mismo  modo  acudí- 
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rá  al  Gobierno  exponiendo  lo  conveniente,  sin 
perjuicio  de  ejecutar  desde  luego  la  sentencia, 
cuando  de  la  rijjorosa  aplicación  de  las  dispo- 
siciones del  Código,  resultare  notablemente 
excesiva  la  pena^  atendidos  el  grado  de  mali- 
cia y  el  daño  causado  por  el  delito » 

En  cuanto  á  la  clasificación  de  los  actos 
punibles,  el  código  español  establece  la  gra- 
dación de  delitos  graves,  menos  graves  y  fal- 
tas, atendiendo  á  que  la  pena  sea  aflictiva,  co- 
rreccional ó  leve.  (art.  6.°) 

Esta  clasificación  que  el  código  chileno  ha 
seguido  en  su  artículo  3.°,  aunque  basada  en 
los  mismos  fundamentos  que  la  división  dicó- 
toma  que  el  nuestro  consigna,  multiplica  sin 
necesidad  los  términos,  pues,  para  deslindar 
jurisdicciones  y  marcar  procedimientos,  que  es 
el  objeto  de  la  distinción,  basta  separar,  en 
cuanto  sea  posible,  el  delito  de  la  falta;  y  dis- 
tribuir las  penas  en  las  dos  categorías  de  gra- 
ves y  leves,  consultando  la  sencillez  tan  con- 
veniente en  toda  legislación. 


El  Código  francés,  (1810)  fuente  del  mayor 
número  de  legislaciones  penales  europeas;  ape- 
sar  de  las  distintas  enmiendas  y  adiciones  que 
posteriormente  ha  recibido,  carece  como  el  bel- 
ga (1867)  de  una  definición  genérica  de  los  ac- 
tos punibles;  pero  clasificándolos  igualmente 
en  contravenciones,  delitosy cnrneiieSy  se  expresa 
respecto  de  ellos  en  los  mismos  términos  que 
el  segundo. 
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El  Código  italiano  abraza,  bajo  la  deno- 
minación genérica  de  zeatos,  los  actos  punibles, 
diciendo,  en  su  artículo  i.°  «Toda  violación  de 
la  ley  penal  es  un  reato.» 

Aún  cuando,  para  que  haya  verdadera  viola- 
ción de  la  ley,  debe  suponerse  voluntad  y  ma- 
licia en  el  agente,  y  ha  de  ser  esa  la  mente  del 
legislador  italiano;  ha  incurrido  en  una  omisión 
que  el  nuestro  cuidó  de  no  cometer  para  evitar 
la  inhumana  aplicación  de  pena  á  seres  com- 
pletamente irresponsables. 

No  salva  esta  imprevisión  lo  prescrito  en  el 
artículo  94,  que  exime  de  reato  al  acusado  que 
se  halle  en  estado  de  imbecilidad  absoluta,  de 
locura  ó  de  furor  morboso  al  tiempo  de  come- 
ter la  acción,  ó  bien  si  fué  impelido  por  una  fuer- 
za á  la  cual  no  pudo  resistir;  porque  á  más  de 
estas  situaciones,  que  harían  horrorosamente 
injusta  la  imposición  de  castigo  á  los  que  en 
ellas  se  hallasen,  hay  otras  en  que  pueden  fal- 
tar la  voluntad  y  malicia  en  el  agente,  sin  que 
éste  sea  imbécil,  loco,  furioso  ó  violentado;  tal 
sería,  por  ejemplo,  la  del  cazador  que  matase 
á  un  hombre  creyendo  disparar  sobre  una  fiera. 

De  igual  imprevisión  no  se  puede  tachar  al 
código  argentino;  porque  si  bien  es  cierto  que 
el  laconismo  de  su  definición  imita  la  deficien- 
cia del  belga,  francés  é  ^liano;  en  sus  artícu- 
los 4.°  y  5.°  y  especialrhente  en  el  6.°  y  7.°  lle- 
na superabundantemente  el  vacío  de  su  artí- 
culo i.^ 

Clasifica  los  reatos  el  código  italiano  de  la 
siguiente  manera:  crimen^  el  que  castiga  la  ley 
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con  pena  criminal;  delito^  el  que  ella  castiga 
con  pena  correccional;  y  falta,  el  que  castiga 
con  pena  de  policía. 

Como  se  ve;  en  esta  clasificación  entran  los 
mismos  elementos  y  dominan  las  mismas 
ideas  que  en  las  contenidas  en  los  códigos 
belga  y  francés. 


^     (i)     nota   al   artículo   primero 

J.  E.  M.  y  M.  S.,  eujiiiciado  el  primero  como  homici- 
da, y  rematado  el  segundo  á  la  pena  de  cárcel,  inteii- 
tarou  fugar  de  la  Central  de  Guadalupe,  con  la  com- 
plicidad de  un  soldado  de  la  guardia.  Se^iaido  el  jui- 
cio por  la  proyectada  evasión,  y  acumulado,  como  es 
de  ley,  al  que  se  sustanciaba  por  el  homicidio;  el  juez, 
que  por  este  último  delito  condenó  á  J.  E.  M.  absolvió 
al  mismo  y  á  M.  S.  por  la  tuga,  declarando  que  la  del 
enjuiciado  no  era  puüible,  estando  á  lo  dispuesto  en 
uaestras  leyes;  que  la  del  rematado,  no  habiendo  sido 
consumada,  no  importaba  quebrantamiento  de  sen- 
tencia; é  impuso  pena  al  soldado,  como  reo  de  infide- 
lidad en  la  custodia  de  presos.  Apelada  la  sentencia, 
fué  confirmada  en  todas  sus  partes  por  la  Ilustrísima 
Corte  Superior;  y  la  Excma.  Corte  Suprema,  á  la  que 
se  llevó  la  causa  por  recurso  de  nulidad,  declaró  no 
haberla. 

Creemos  que  la  Corte  Suprema,  la  Superior  y  el  jaez 
que  expidió  el  falio  de  1^  Instancia,  estuvieron  entou. 
ees  en  el  terreno  de  lo  legalmente  verdadero  y  de  lo 
Justo. 

La  ley  que,  respetando  en  el  delincuente  el  natural 
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amor  de  sí  mismo,  le  quita  aiiD  las  barreras  del  jara- 
meuto,  para  que  pueda  decir  en  su  descargo  cnanto 
ocurrírsele  pueda,  y  que  no  le  atribuye  responsabili- 
dad alguna  por  las  falsedades  en  que  incurra  defen- 
diéudone;  no  podía  reprimir  ese  mismo  sentimiento 
cuando,  revelándose  en  la  forma  de  amor  á  la  liber- 
tad, le  impulsase  á  salvar  los  muros  de  su  prisión,  tal 
vez  para  entregarse  á  una  vida  de  retraimiento  y  de 
penitencia,  arrepentido  ante  la  consideración  de  los 
sufrimientos  á  que  lo  expusieran  sus  pasados  extiavfos. 

En  la  evasión  de  un  preso  no  pueden  ver  los  par- 
tidarios de  la  expiación  un  uujbvo  mal  de  tercero  ó  de 
la  sociedad,  que  haya  de  retribuirse  con  Un  mal  pro- 
porcionado, ni  la  escuela  coxreccionalista,  un  nuevo 
signo  de  depravación  moral  en  el  prófugo,  que  reclame 
la  aplicación  de  reformadores  castigos.  Enjuiciado  ó 
rematado,  el  que  fugó  de  la  cárcel  sólo  ha  probado  su 
amor  á  la  libertad  y  su  aspiración  á  obtenerla,  eu  uso 
de  uno  de  sus  primordiales  derechos. 

Hay  un  proverbio  vulgar,  resultado  de  la  sabiduría 
de  los  pueblos,  y  que,  como  todas  las  sentencias  que 
corren  en  boca  de  las  gentes,  encierra  una  verdad  pro- 
funda y  una  enseñanza  que  los  legisladores  no  deben 
nunca  olvidar:  Ul preso  quiere  ser  suelto.  Así  excusa 
la  conciencia  universal  las  evasiones,  si  bien  no  siem- 
pre se  resigua  á  las  consecuencias. 

Cuidaron,  por  eso,  nuestros  legisladores,  de  no  dar 
los  caracteres  de  delito  á  un  acto  que  no  importa  la  in- 
fracción de  un  precepto  legal,  ni  causa  necesariamen- 
te daño  á  nadie,  ni  revela  perversidad  en  el  que  lo  eje- 
cuta, cualquiera  que  fuese  la  escuela  que  considera- 
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ran  poseedora  de  la   verdad  en  materia  de  ciencia 
peual. 

Pero,  como  la  evasión  de  un  rematado  hace  revivir 
la  alarma  que  despertara  eu  la  sociedad  la  perpetra 
Clon  del  delito  por  el  que  fué  condenado,  v  perder 
la  confianza  en  la  eficacia  délos  medios  ^ue  emplea 
la  autoridad  para  la  represión  del  oiímeuj  el  legislador 
La  tratad^^  de  evitarla,  considerando  la  vuelta  de- 
santorizada  al  seno  de  la  socie^iad  como  una  prolon- 
gación,  en  el  orden  de  derecho,  de  ese  trastorno  que 
el  primitivo  y  verdadero  delito  causara;  y  manda  que, 
al  que  tal  hiciere  se  le  prolongue  también  por  un 
tiempo  dado  el  término  de  la  condena  á  que  estaba 
sujeto.  No  se  castiga,  pues,  la  evasión  misma  apli- 
cando  nueva  pena;  sino  que,  mirando  como  reagrava- 
do  por  ella  el  delito  que  se  probó  al  prófugo,  se  rea- 
grava la  pena  que  se  le  aplicó,  aumentándole  la  dura- 
ción;  pero  no  alterando  su  naturaleza,  por  ser  ella  la 
que  corresponde  k  la  del  delito.  Tal  prescripción  está 
en  armonía  con  las  reglas  generales  que  este  Código 
establece  para  la  aplicación  de  las  penas,  y  según  las 
cuales  es  prohibido  pasar  de  una  escala  á  otra 
saperior,  cualquiera  que  sea  el  número  de  circunstan- 
cias  que  aumenten  la  gravedad  de  la  culpa.  Esta  es 
la  razón  por  qué  al  penitenciado  prófut¿o  se  le  res- 
tituye  al  panóptico;  al  encarcelado,  á  la  cárcel;  al  re- 
cluso, ai  lugar  de  su  reclusión. 

Hay  códigos,  verbigracia  el  chileno  (artículo  90) 
que  señalan  penas  especiales  para  el  quebrantamien- 
to de  condena;  lo  que  está  fuera  del  terreno  lógico  en 
que  campea  el  nuestro.  Pero,  con  todo,  toman  en  cueu- 
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ta  ia  nataraleza  del  delito  qne  motivó  la  condena  que- 
brantada y  la  de  la  pena  que  «e  le  impaso.  Así,  el 
código  citado  manda  qiit^  los  condenados  á  presidio, 
reclusión  ó  prisión,  que  quebranten  la  sentencia,  sean 
incomunicados  con  personas  estraOas  al  establecí- 
'  miento  ha^ta  por  un  año,  etc.,  etc. 

Las  tentativas  de  evasión  no  pasan  de  meras  prue- 
bas de  la  verdad  del  proverbio  que  arriba  recordamos, 
sin  ninguna  de  las  consecuencias  que  tienen  las  eva- 
siones realizadas.  Por  el  contrario,  ellas  restituyen  á 
la  sociedad  su  caima,  inspirándole  c.onñanza  en  las 
garantías  que  ofrecen  las  prisiones  públicas.  He  ahí 
pr^r  qué  no  se  les  señala  recargo  de  pena,  ni  prescribe 
el  Código  medida  alguna  especial  para  evitarlas,dejan- 
do  ese  cuidado  á  los  reglamentos  internos  de  las  pri- 
siones. El  mismo  código  chileno  procede  como  el 
nuestro  en  este  asunto. 

La  fuga  de  enjuiciados,  aun  consumada,  no  pro 
duce  alarma  social:  el  prófugo  puede  ser  inocente, 
pues  nada  se  le  ha  probado.  Y  si  lleva  contra  si 
pruebas  de  delincuencia,  todavía  no  está  pronunciado 
el  fallo  que  las  declare  bastantes.  Castigar  esa  fuga 
sería  inponer  penas  sin  fundamento  legítimo,  para  lo 
que  la  sociedad  no  tiene  derecho. 

Pensábamos  que  esta  doctrina,  que  nos  parece  apo- 
yada por  el  buen  sentido,  y  establecida  implícitamen- 
te en  nuestra  ley,  había  quedado  reconocida  para  la 
práctica  de  nuestros  tribunales,  á  mérito  de  la  ejecuto- 
ria que  arriba  hemos  recordado;  pero  desgraciada- 
mente una  nueva  ejecutoria,  en  sentido  contrario,  vuel- 
ve á  dejarnos  en  la  duda  sobre  materia  de  tanta  im- 
X^ortancia. 
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A.  F.  inteDtó  igoalmeute  fugar  de  la  Cárcel  Central 
de  Guadalupe,  valiéodose  de  un  disfraz,  que  tal  vez  él 
mianio  se  había  preparado,  ó  que  le  proporcionó  algu- 
na persona  de  sn  familia,  ó  algún  amigo  de  los  que  lo 
visitaban  en  sn  prisión,  pues  estaba  como  M.  S.  rema- 
tado á  cinco  a&os  de  cárcel,  ün  empleado  del  estable- 
cimiento lo  reconoció  y  detuvo;  y  el  Alcaide  dio  el 
correspondiente  parte  sobre  el  que  se  levantó  nn  su- 
mario. 

A.  F.  declaró  que  Juan  Pérez  le  había  proporciona- 
do el  disfraz  y  que  ninguna  otra  persona  tenía  parti- 
cipación en  su  frustrado  proyecto.  Bascado  Pérez  con 
la  mayor  escrupulosidad,  resultó  nn  personaje  fan- 
tástico;  y  consultado  el  Agente  Fiscal  sobre  el  mérito 
del  brevísimo  sumario,  opinó  por  el  sobreseimiento 
absoluto;  fundándose  en  que  no  había  materia  justi- 
ciable respecto  de  A.  F.  por  cuanto  el  hecho  que  había 
practicado  no  estaba  penado  por  la  ley,  ni  respecto 
del  jefe  y  empleados  de  la  Cárcel,  puesto  que  el  proceso, 
lejos  de  acusarlos,  revelaba  su  exquisito  celo  en  el  cum- 
plimiento de  sus  deberes.  El  mismo  juez  que  absol- 
vió á  M.  8.  ordenó  el  sobreseimiento  de  conformidad 
con  el  dictamen  fiscal. 

Consultada  la  Ilustrísima  Corte  Superior;  ella,  con- 
secuente con  el  fallo  que  diera  en  la  causa  de  J.  E.  M. 
y  M.  S.  y  disintiendo  del  dictamen  de  sn  Fiscal,  qne 
opinó  por  la  desaprobación,  aprobó  tal  sobresei- 
miento. 

El  sefior  Fiscal  era  de  sentir  que  el  quebrantamien- 
to de  sentencia,  puesto  que  está  penado  por  la  ley,  es 
un   verdadero  delito;  (cita  al  intento  los  artículos  62, 
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63  y  64  de  este  Código):  que,  como  falces  susceptible  de 
H  misma  génesis  qt.e  todos  los  demás  (actos  prepara- 
onos  teutativH,  delito  frustrado  y  consumado);  que 
prescribiendo  la  ley  («.t.  4»)  ,ue  la  tentativa  se  casti- 
gue,  y  señalando  la  misma  (art.  47)  el  modo  de  reducir 
a  pena  de  delito  consumado  para  aplicarla  á  la  tenta- 
tiva, se  debe,  en  el  caso  de  quebrantamiento,  observar 
tales  prescripciones.  Más  tropezando  el  Fiscal  con  el 
inconveniente  de  que  el  Oódi;.o  no  determina  pena  fija 
para  lo  que  él  considera  un  delito  especial,  cree  llega- 
(lo  el  caso  dejuzgar  por  lo  dispuesto  en  las  leyes  pa- 
ra  otros  análogos,  signieudo  lo  indicado  en  el  artículo 
JA  <tel  titulo  preliminar  del  Código  Civil.  Por  esos 
inndamentos  pidió  que  se  desaprobara  el  sobresei- 
"l'ento,  que  se  continuara  el  procedo  que  había  cortado 
J^  m^z,  é  interpuso  reeur^^o  de  nulidad  cuando  el  Tri- 
l»"iial  se  iipartó  de  su  dictamen. 

Dos  señores  Vocales,  aceptando  los  fundamentos  de 
la  opinión  fiscal,  disintieron  de  él  en  cuanto  al  modus 
operandi:  no  creyeron  que  se  debía  juzgar  por  aiialo- 
gia;  sino  que  se  debía  apelar  á  la  facultad  que  la  ley 
(art.  50)  concede  á  los  jueces  de  imponer  pena  arbi- 
traiia,  sino  se  puede  hacerla  reducción  de  la  pena  le- 
g»l  se^ün  los  preceptos  generales  que  el  Código  esta- 
blece. 

Oído  por  la  Bxcma.  Corte  Suprema  uno  de  los  seño- 
res adjuntos  al  Miuisterio  Fiscal,  para  resolver  el  re- 
curso de  nulidad,  surgió  una  opinión  en  el  sentido  de 
que  ni  el  Agente  Fiscal,  ni  el  Juez  que  falló  en  prime- 
ra instancia,  ni  los  señores  Vocales  de  la  Corte  Supe- 
rior que  aceptaron  el  sobreseimiento,  ni  los  que  disin- 
tieron, ni   el  Fiscal   de  esa  Corte  habían  tratado  la 
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cuestión  en  su  verdadero  terreno,  que,  al  parecer  del 
Adjunto,  es  el  de  un  simple  cómputo  aritmético.  Acep- 
ta indudablemente  el  Fiscal  Adjunto,  que  el  quebran- 
tamiento de  sentencia  es  un  delito,  que  la  tentativa 
de  cometerlo  debe  castigarse,  y  que  la  ¡ndetermina- 
cióo  de  la  pena  al  delito  consumado  no  es  un  obstácu- 
lo para  fijar  matemáticamente  la  de  la  tentativa;  por 
cuanto,  sabida  la  que  se  impuso  al  prófugo,  real  ó  en 
proyecto,  y  el  tiempo  que  le  faltaba  para  cum|)lirla;  se 
tiene  una  cantidad  determinada  y  concreta,  <)e  la  que 
se  puede. hacer  una  escala  provisional,  con  todos  sus 
grados  y  términos,  sin  más  que  hacer  las  mismas  opera- 
ciones de  división  y  subdivisión  que  el  legislador  hizo 
pnra  formar  la  escala  permanente  de  dicha  pena.  Esta 
opinión,  aceptada  por  U  Rxcma.  Corte  Suprema  ¿rige 
ó  debe  regir  hoy  sin  reservas  en  la  práctica  de  núes 
tros  tribunales? 

Semejante  anarquía  en  la  interpretación  de  la  ley 
nace,  á  úo  dudarlo,  del  empeño  en  considerar  delito  un 
acto  que  propiamente  no  lo  es,  y  que  nuestro  Código 
ha  cuidado  de  excluir  de  los  libros  que  tratan  de  los 
delitos  y  las  faltas,  para  mencionarlo  solo  entre  las  dis- 
posiciones generales  sobre  el  modo  de  aplicar  las  pe- 
nas. De  la  misma  manera  que  el  delito  que  se  va  á 
juzgar  tiene  sus  circunstancias  agravantes,  que  no  en 
todo  caso  han  de  consistir  en  otros  tantos  delitos;  el 
delito  ya  juzgado  puede  tener  una  circunstancia  que  lo 
agrave  después  de  sometido  el  rigor  de  la  pena,  y  esa 
circunstancia  es  el  quebrantamiento  de  la  condena. 

Si  el  señor  Fiscal  de  la  Ilustrísima  Corte  Superior 
no  hubiese  detenido  su  mirada  en  el  artículo  64  de  es- 
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te  Oódigo  y  hubiera  pasado  al  65;  habría  tropezado 
con  \\u  delito  que  uo  ne  jnz^H,  co^a  extraordinaria,  pa- 
ra castigarlo.  Ese  artículo  65  prescribe  que  el  recargo 
de  pena,  ó  la  pena  que  corresponde  al  que  quebrante 
expatriación  ó  contínamiento,  se  impongan  sin  juicio, 
sin  más  requisito  que  la  comprobación  de  la  identidad 
personal.  Y  ¿para  qué  se  necesitaba  el  juicio,  si  lo  que 
se  castiga  propiamente  es  la  reagravación  de  culpa  ya 
juzgada?  ¿Para  qué  levantar  sumarios  ni  instruir  jui- 
cios contradictorios  á  fin  de  comprobar  una  circnus* 
tancia  de  facilísima  justificación? 

E]  quebrantamiento  de  condena  no  es  delito,  porquQ 
la  infracción  de  una  ejecutoria  no  es  la  infracción  de' 
una  ley.  Las  leyes  imponen  preceptos  generales;  y  no 
puede  haber  ninguna  que  imponga  k  los  hombres  el 
deber  de  permanecer  por  cierto  tiempo  encerrados  en 
.  una  prisión.  Esa  imposición  solo  la  puede  hacer  un 
juez  á  los  delincuentes  que  ha  juzgado,  sin  esta()lecer 
con  ella  una  obligación  de  carácter  general  y  cuya  vio- 
lación pueda  estimarse  como  un  crimen. 

Si  nuestro  Código  no  hubiese  querido  evitar  la  a|ia- 
rente  redundancia  del  español,  que  declara  uo  haber 
más  delitos  que  los  expresamente  designa  (ios  y  pena- 
dos como  tales  por  la  ley;  no  habría  surgido  esta  situa- 
ción anormal,  que  no  creemos  definitivamente  estable- 
cida, por  grande  que  sea  nuestro  respecto  á  las  ilus- 
tradas opiniones  que  han  coutiibuído  á  su  adveni- 
miento. 
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Art.  2? — Toda  acción  ú  omisión  penada  por  la 
ley  se  reputa  vohintaria  y  maliciosa^  mientras 
no  se  pruebe  lo  contrario. 

Comentario. — Nada  es  más  lógico  y  justo 
que  lo  que  este  artículo  dispone.  El  hombre 
es  esencialmente  racional  y  libre  para  cono- 
cer el  bien  y  el  mal,  practicar  el  primero  y 
apartarse  del  segundo:  así  debe  proceder  en 
la  generalidad  de  los  casos,  y  así  ha  de  con- 
siderarlo el  legislador,  que  establece  princi- 
pios generales  también,  fundados  en  la  natu- 
raleza de  aquel.  Sin  embargo,  como  la  inteli- 
gencia está  expuesta  al  error  y  la  libertad  de 
acción  puede  ser  coactada;  hay  que  admitir 
actos  infractorios  de  la  ley,  practicados  por 
persona  capaz,  y  que  no  producen  respon- 
sabilidad en  el  agente,  porque  no  intervinie- 
ron conjuntamente  en  ellos  los  dos  elementos 
de  la  imputabilidad.  El  que  viola  la  ley  ba- 
jo la  influencia  de  error  invencible,  ó  arras- 
trado por  una  fuerza  á  que  no  pudo  resistir,  no 
es  propiamente  autor  del  hecho  que  por  in- 
termedio suyo  se  realiza:  es  necesario,  para 
considerarle  tal,  que  haya  concebido  y  re- 
suelto la  ejecución,  hallándose  en  el  pleno  go- 
ce de  su  razón  y  de  su  libertad,  factores,  di- 
gámoslo así,  de  la  personalidad  humana:  fal- 
tando aquellos,  desaparece  esta.  Pero,  como 
la  ausencia  del  discernimiento  y  de  la'libertad 
constituye  una  situación  anormal  y  excepcio- 
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nalísima;  debe  probarse  que  ella  existió  al 
tiempo  de  practicarse  el  acto,  para  que  el  eje- 
cutor de  él  goce  de  la  irresponsabilidad  con- 
siguiente. 

La  ignorancia  6  error  á  que  nos  referimos 
deben  ser  en  cuanto  al  acto,  y  no  en  cuanto 
á  la  ley  que  prohibe  su  ejecución.  Así;  se  ad- 
mitiría como  excusa  al  que  mató  á  otro  en  una 
encrucijada,  el  haber  ignorado  que  el  occiso 
se  hallaba  en  la  dirección  del  tiro  hecho  con 
arma  de  fuego;  pero  no  el  desconocer  la  pro- 
hibición de  disparar  tales  armas  en  los  cami- 
nos públicos. 

Compréndese  sin  dificultad,  por  lo  mismo 
que  hemos  expuesto,  que  las  acciones  y  omi- 
siones penadas  por  la  ley,  á  que  el  artículo 
se  refiere,  son  las  atribuidas  á  personas  capa- 
ces; y  que  la  responsabilidad  que,  de  un  mo- 
do genérico,  establece,  no  alcanza  á  los  meno- 
res y  demás  incapaces,  quienes  no  están  obli- 
gados á  probar  la  falta  de  discernimiento  que 
es  natural  presumir  en  ellos.  Tal  presunción 
la  declara  nuestro  Código  en  los  incisos  i.°  y 
2.°  de  su  artículo  8.° 

Préstanse  los  términos  en  que  viene  conce- 
bido este  artículo,  á  formular  la  siguiente 
cuestión:  ¿Las  acciones  penadas  por  la  ley 
que  se  reputa  siempre  maliciosas  y  volunta- 
rias han  de  ser,  en  todo  caso,  delictuosas  en 
sí  mismas,  ó  basta  que  lo  sean  por  sus  rela- 
ciones con  otras  que  tengan  ese  carácter? 

Nos  explicaremos. 
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Hay  acciones  que  en  todo  caso  constituyen 
iFia  violación  d«  derecho;  como  robar,  matar, 
te,  y  otras  que  solo  son  punibles  en  deter- 
QÍnadas  circunstancias;  como  regalar  arnva,  si 
1  que  la  recibe  es  persona  que  intenta  suicí- 
iarse,  depositar  las  cosas  agcnas^  cuando  son 
obadas,  y  otras  semejantes,  que  pierden  su 
:arácter  criminal  no  estando  en  relación 
;on  un  hecho  reprobado.  La  cuestión  pro- 
luesta  se  reduce,  pues,  á  saber  si  solo  robar, 
natar,  etc.  son  acciones  que  la  ley  considera 
'oluntarías  y  maliciosas  mientras  no  se  prue- 
>e  lo  contrario;  ó  si  también  supone  igual  vo- 
untad  y  malicia  en  el  que  presta  elementos 
il  asesino,  al  ladrón,  etc. 

Nosotros  creemos  que  no  haciendo  distin- 
:¡ón  alguna  la  ley  á  este  respecto;  siendo  prin- 
cipio general  de  legislación  qire,  en  tal  caso,  no 
lay  derecho  para  distinguir,  y  estando  expre- 
iamente  vedado  todo  acto  de  tercero,  anterior 
concomitante  ó  posterior  al  delito,  que  contri- 
)uya  á  su  ejecución  ú  ocultación  (artículos  13, 
:5  y  16)  el  que  lo  practica  queda  sujeto  á 
esponsabilidad,  mientras  no  pruebe  que  pro- 
cedió sin  intención  criminal. 

Es  cierto  que  en  algunos  casos  podría  verse 
envuelto  en  las  redes  de  un  juicio  criminal  un 
nocente;  más  esta  sola  posibilidad  no  es  ra- 
íón  bastante  para  restringir  el  sentido  del  ar- 
:ículo  que  comentamos,  tanto  porque  el  en- 
uiciamiento  no  es  la  condena,  y  él  conducirá 
i  demostrar  la  inculpabilidad  del  sospechado; 
;aanto  porque  en  la  mayoría  de  los  casos  las 
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relaciones  con  delincuentes  provienen  de  cíefr- 
ta  solidaridad  en  ia  preparación/  ejecución  y 
ocultación  de  los  crímenes. 

Apesar  de  lo  expuesto  hemos  visto  un  caso 
en  que  la  Ilustrísima  Corte  Superior  de  Lima, 
de  acuerdo  con  el  dictamen  de  su  Piscacha 
revocado  la  parte  de  una  sentencia  que  con- 
denaba como  encubridor  al  que,  después  de 
una  tenaz  negativa,  confesó  y  se  le  probó  que 
había  sido  el  conductor  de  lo  robado,  alegando 
que  su  oficio  de  porteador  le  excusaba  de  in- 
vestigar la  procedencia  de  lo  que  conducía. 


El  Código  argentino  establece  el  mismo 
principio  en  su  artículo  6.**,  que  á  la  letra  dice: 
«En  la  ejecución  de  hechos  clasificados  de  de- 
litos, se  presumí  la  voluntad  criminal,  á  no 
ser  que  resulte  "na  presunción  contraria  de 
las  circunstancias  particulares  de  la  causa.» 


El  Código  belga,  aún  cuando  nada  esta- 
tuye sobre  el  particular  de  un  modo  expreso, 
acepta  implícitamente  el  mismo  principio,  por 
el  hecho  de  considerar  toda  infracción  de  la 
ley  como  crimen,  delito  ó  contravención,  sin 
exijir  que  el  acto  infractorio  sea  acompañado 
de  voluntad  y  malicia  en  su  autor:  esto  prue- 
ba que  en  todo  caso  las  presume. 


El  Código  chileno  presupone,  como  el 
nuestro,  la  voluntad  del  agente  en  todo  acto 
punible.  La  segunda  parte  de  su  artículo 
i.^  dice:  «Las  acciones  ú  omisiones  penadas 
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por  la  ley  se  reputan  siempre  voluntarias,  á 
no  ser  que  conste  lo  contrarío.  ^ 
.  Entendemos  que  en  la  mente  del  legislador 
chileno  entra  el  propósito  de  que  baste  la  vo- 
luntad para  determinar  el  carácter  delictuoso 
de  una  acción;  pero  este  es,  en  nuestro  con- 
cepto un  error;  por  cuanto  es  posible  obrar  con 
plena  voluntad  y  sin  malicia,  como  en  el  caso 
de  hartar  creyendo  tomar  cosa  propia,  de  ma- 
tar á  un  hombre  pensando  hacer  una  presa 
de  caza  etc. 

Mas  filosófica  nuestra  ley,  requiere  siempre 
el  concurso  de  la  voluntad  y  la  inteligencia,' 
aun  para  suponer  una  culpabilidad  cuya  no 
existencia  puede  demostrar  el  agente  con  la 
prueba'  de  haberse  hallado  en  esa  situación 
anormal  de  que  hablábamos  al  principio  de 
este  comentario. 

Aún  cuando  el  código  Argentino  se  limita 
á  presumir  la  voluntad  en  toda  acción  penada 
por  la  ley;  no  se  le  puede  aplicar  la  misma  crí- 
tica que  al  chileno;  por  cuanto  el  primero  ha- 
bla de  voluntad  criminal  y  es  decir,  de  una  vo- 
luntad deliberada,  que  presupone  el  ejercicio 
de  la  inteligencia. 


El  Código  español,  á  la  letra  reprodu- 
cido en  esta  parte  por  el  chileno,  adolece,  por 
consiguiente  del  mismo  defecto  que  éste:  abre 
campo  á  la  persecución  y  castigo  de  actos 
practicados  sin  conocimiento  que,  como  más 
arriba  dijimos,  no  pueden  ser  justamente  im- 
putados á  sus  autores.  Cierto  es  que,  en  el  ul- 
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timo  inciso  de  su  articulo  primero,  establece 
la  responsabilidad  del  que  procedió  volunta- 
riamente y  causó  daño  á  persona  distinta  dp 
la  qiíe  se  proponía  ofender,  lo  que  hace  presu- 
mir que  considera  la  intención,  el  propósito, 
el  conocimiento  claro,  como  requisito  para  la 
imputabilidad;  [^ero  es  necesario  convenir  en 
que  hay  por  lo  menos  falta  de  claridad  en  la 
ley  española  á  este  respecto;  lo  que  es  extra- 
ño en  los  herederos  de  la  precisión  y  acierto 
legislativo  del  sabio  Don  Alfonso.  Si  toda  ley 
debe  ser  expresa  y  terminante  para  evitar  las 
•variadas  interpretaciones  del  juicio  individual; 
han  de  serlo  más  aún  las  que  han  de  servir 
de  fundamento  á  una  codificación  completa;  y 
de  una  manera  especial  las  penales,  que  tan- 
to influjo  ejercen  sobre  el  orden  social  y  polí- 
tico de  los  estados. 
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El  Código  francés  y  el  italiano  imitan  al 
belga  en  su  silencio  respecto  de  los  caracteres 
que  debe  revestir  la  infracción  de  la  ley  para 
ser  punible;  lesf  es  perfectamente  aplicable  la 
reflexión  que  hemos  hecho  arriba  en  cuanto' 
al  último:  debe  entenderse  que  todos  ellos  su- 
ponen siempre  voluntad  y  malicia  en  el  infrac- 
tor; pero  ya  hemos  dicho  que  esto  es  inconve- 
niente, cuando  no  se  establece  de  un  modo 
expreso  que  la  prueba  de  lo  contrario  exima 
de  culpa,  como  lo  hace  nuestra  ley. 

Podemos,  por  consiguiente,  gloriarnos  de  la 
previsión  y  cordura  de  nuestros  codificadores 
sobre  punto  de  tal   importancia  previsión  que 
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los  espíritus  lijeros  no  han  tenido  ocasión  ó  no 
han  querido  estimar,  cuando  han  afirmado 
que  nuestro  Código  es  una  mala  copia  del  es- 
pañol, y  que  necesita  una  reforma  radical  y 
completa.  Por  nuestra  parte,  aceptamos  como 
un  hecho  la  necesidad  de  una  reforma,  y  pro- 
curaremos hacerla  notar  en  el  curso  de  esta 
Exposición;  pero  desde  luego  sostenemos  que 
nuestra  legislación  penal  es  una  de  las  más  fi- 
losóficas, completas  y  sistemadas  que  conoce- 
mos. Como  toda  obra  humana,  tiene  sus  im- 
perfecciones; pero  ellas  son  en  menor  número 
y  menos  graves  que  las  que  se  advierte  en  las 
de  pueblos  antiguos  que  han  alcanzado  un  en- 
vidiable grado  de  cultura  en  otros  sentidos. 


||  Artículo  3.^ — Hay  delito  frustrado,  cuando  per- 

petrado el  hecho  criminal  no  produce  el  mal  que 
sepropuso  el  culpable,  por  causas  independientes 
de  su  voluntad. 

Hay  conato  ó  tentativa^  cuando  se  comienza  y  no 
se  concluye  la  ejecución  directa  del  hecho  criminal. 

Hay  actos  preparatorios  y  cuando  antes  de  dar  prin- 
cipio  á  la  Recudan  directa  del  delito,  practica 
el  culpable  algunos  hechos  como  medios  para 
perpetrarlo. 

Hay  confabulación^  cuando  algunas  personas  se 
conciertan  para  cometer  el  delito,  celebrando 
con  tal  fin  dos  ó  más  reuniones. 

Comentario.  —No  todos  los  delitos  pueden  pa- 


—  so- 
sar por  la  gradación  que  en  este  artículo  esta- 
I' '  blece  el   Código.  Así;  no  puede  haber  injuria 

Jh^  ni  calumnia  verbales  frustradas,  tentativas  de 

lesiones,  etc.,  como  más  latamente  diremos  en 
el  comentario  al  artículo  4.° 
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Es  muy  frecuente  en  la  práctica  la  confu- 
sión del  conato  ó  tentativa  con  el  delito  frus- 
trado; y  esa  confusión  proviene,  á  nuestro  jui- 
cio, de  la  dificultad  que  en  algunos  casos  hay 
para  apreciar  la  relación  que  los  actos  ya  prac- 
^A  ticados  por  el  delincuente  tienen  cort  su  propó- 

?'  sito   final.    Puede   sostenerse  que    éste  es  el 

f:'  Único  capaz  de  apreciar  con  precisión  el  ^rado  • 

¿;  á  que  llegó  en  la  realización  del  crimen;   por- 

f;  que  solo  él  conoce  las  intenciones  de  que  es- 

^  taba  animado. 

Si  un  individuo  dispara  al  parecer  contra 
otro,  una  arma  de  fuego  y  no  le  hiere;  los  que 
^j\  presencien  el  acto  lo  calificarán  como  homici- 

dio frustrado;  y  sin  embargo,  el  agente,  que 
solo  se  propuso  amedrentar,  y  sabe  que  no  erró 
i.  ^       el  tiro  por  casualidad  ó  impericia,  se  recono- 

1^  cera  autor  de  una  mera  coacción  consumada 

l^:  en  toda  su  plenitud. 

^;  El  mal  intencionado  que,   por  envidia,   se 

^  introduce  en  el  aposento  de  otro,  á  lastimar  el 

f'  mueble  precioso  en  que   tiene  éste  guardado 

►,  su  tesoro,  y  es  sorprendido  con  el  instrumento 

^-  de  destrucción  en  la  mano,  aplicándolo  ya  so- 

bre el  mueble  que  ha  resistido  á  la  violencia; 
sabe  qué  es  reo  de  daño  frustrado;  y  sin  em- 
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bargo,  se  le  puede  juzgar  culpable  de  una  ten- 
tativa de  robo. 

Conviene  sin  embargo  señalar  distintas  eta- 
pas en  la  realización  del  crimen,  siquiera  sea 
por  aproximaciones;  porque  la  violación  del 
derecho  se  verifica  de  una  manera  gradual, 
desde  la  concepción  hasta  su  consumación 
completa.  Esas  etapas  las  ha  señalado  nues- 
tro Código,  de  acuerdo  con  la  opinión  de  los 
más  adelantados  criminalistas;  en  una  forma 
que  corresponde  á  los  momentos  más  conspi- 
cuos del  trabajo  moral  y  material  del  delin- 
cuente. No  hay  otro  medio  de  evitar  las  injus- 
ticias que  resultarían  de  colocar  bajo  el  mismo 
racero  al  que  aún  puede  detenerse  en  el  cami- 
no del  mal  y  al  que  lo  ha  recorrido  en  toda  su 
extensión,  sino  buscar  las  relaciones  naturales 
de  los  actos  ejecutados  con  el  fin  á  que  pueden 
conducir,  tomando  como  criterio  el  propósito 
que  de  ordinario  se  persigue  por  los  medios 
empleados  en  el  caso  que  se  presente.  La  jus- 
ticia social  no  puede  pretender  jamás  la  infa- 
bilidad  de  la  divina,  y  ha  de  contentarse  con 
proceder  por  tanteos  y  analogías,  ya  que  no  le 
es  dado  penetrar  en  la  conciencia  del  delincuen- 
te para  leer  en  ella  sus  intenciones,  ni  preveer 
todas  las  relaciones  posibles  entre  un  fin  y  los 
distintos  medios  á  que  se  puede  apelar  para  rea- 
lizarlo*  Para  evitar,  pues,  la  confusión  de  que 
hablamos,  se  debe  meditar  con  detenimiento 
sobre  la  proximidad  entre  el  fin  y  el  medio  de 
ejecución,  antes  de  calificar  el  hecho  como 
mera  tentativa  ó  como  delito  frustrado. 
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Eo  los  ejemplos  que  más  arriba  hemos  pro- 
puesto» se  debe  examinar  prolijamente  todas 
las  circunstancias  anteriores  y  concomitantes 
de  los  hechos,  para  descubrir  por  ellas  la  in- 
tención del  agente.  Si,  en  el  primer  caso,  el 
agresor  es  diestro  en  el  manejo  del  arma;  si  no 
tuvo  enemistad  antecedente*  con  el  agredido; 
si  no  se  puede  hallar  para  aquel  ventaja  al- 
guna en  la.  muerte  de  éste;  si  disparó  á  tan 
corta  distancia,  que  era  materialmente  imposi- 
ble que  fallase  el  tiro;  si  el  que  pudo  recibir- 
lo no  hizo  movimiento  para  esquivarlo;  si  se 
descubre  que  el  agresor  tenía  interés  en  que  el 
agredido  practicase  algún  hecho  á  que  se  re- 
sistía; y  así,  por  un  cúmulo  de  circunstancias, 
que  se  ha  de  estudiar  con  paciente  escrupu- 
losidad, se  llega  á  penetrar  la  intención  que 
determinó  el  acto;  se  tendrá  elementos  sufi- 
cientes para  decidir  con  el  posible  acierto  que 
se  trata  de  una  coacción  brutal,  y  no  de  un 
verdadero  homicidio  frustrado.  Consideracio- 
nes análogas,  aplicadas  al  segundo  ejemplo, 
nos  llevarían  á  probar  que  es  posible  descubrir 
el  designio  de  hacer  daño,  excluyendo  toda 
idea  de  robo. 


Explicado  por  el  Código  con  suficiente  cla- 
ridad lo  que  es  el  delito  frustrado  y  la  tenta- 
tiva, creemos  necesario  decir  si,  lo  que  él  lla- 
ma acíos  preparatorios. 

Merecen  sin  duda  esta  denominación,  los  he- 
chos que,  no  teniendo  relación  directa  con  el 
delito,  conducen  á  su  ejecución:  tales  serían 
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por  ejemplo,  los  estudios  sobre  las  propieda- 
des tóxicas  de  una  sustancia;  la  adquisición  de 
esta  y  su  ocultación  ó  mezcla  con  otra  inofen- 
siva, por  el  que  meditase  un  envenenamiento. 
Estos  actos  no  los  castiga  nuestro  Código,  en 
los  delitos  individuales,  porque  no  siendo  po- 
sible descubrir,  por  sólo  ellos,  el  propósito 
criminal;  se  correría  evidente  riesgo,  en  mu- 
chos casos,  de  imponer  pena  al  que  los  ejecu- 
tase con  intención  lícita,  co'oo  si  el  veneno  se 
estudia  y  prepara  como  especulación  ci;ciitíñca 
5  con  el  fin  de  destruir  animales  dañosos;  y  so- 
bre .todo,  porque  su  realización  no  ha  llegado 
á  turbar  el  orden  de  derecho  en  ningún  sentido. 
Pero  los  actos  preparatorios  de  los  confabu- 
lados, que  son  en  su  conjunto  la  tentativa  del 
delito  colectivo,  caen  bajo  la  acción  de  la  jus- 
ticia penal,  según  nuestra  ley,  porque  no  es 
difícil  descubrir  la  intención  criminal  que  los 
inspiró.  Sería  rarísima  coincidencia  que  los 
actos  de  varias  personas  se  combinasen  de  mo- 
do que  se  encaminaran  á  un  fin  único,  y  este 
ilícito,  sin  que  hubiera  un  propósito  culpable 
revelado  y  consentido  por  sus  respectivos  au- 
tores. Esos  actos  infringen  además  el  orden 
de  derecho;  por  cuanto  en  su  conjunto  forman 
ya,  como  hemos  dicho,  un  principio  de  ejecu- 
ción del  delito:  la  intención  ha  sido  descubier- 
ta, y  el  fin  que.  persigue  cada  uno  de  los  con- 
fabulados es  conocido  de  los  demás;  no  perma- 
nece relegado  en  el  fuero  interno,  como  suce- 
de con  el  acto  preparatorio  del  delito  indi- 
vidual. 
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Más  severas  otras  legislaciones  consideran 
punible  la  confabulación  misma,  aunque  no  se 
haya  practícado  acto  preparatorio  ninguno,  co- 
mo lo  veremos  en  el  estudio  comparativo  que 
contienen  los  párrafos  siguientes. 

El  Código  argentino,  en  sus  artículos  2.° 
3.°  y  8.**  define  el  delito  consumado,  el  frustrado 
y  la  tentativa,  dando  de  ellos  la  misma  idea 
que  expresan  los  incisos  primero  y  segundo  del 
artículo  3.®  del  Código  peruano;  y  se  ocupa 
en  el  artículo  14,  de  los  actos  preparatorios  en 
los  siguientes  términos:  «Los  actos  preparato- 
rios de  un  delito  solo  son  punibles  cuando 
importan  una  contravención,  salvo  disposición 
expresa  de  este  Código.» 

De  la  confabulación,  se  ocupa  dicho  código 
en  su  artículo  25  bajo  el  nombre  de  complot; 
y  dá  de  ella  más  clara  idea  que  el  nuestro. 
«Si  dos  ó  más  individuos,  dice,  resuelven  co- 
meter un  delito  y  se  obligan  bajo  la  promesa 
de  auxilio  recíproco,  á  ejecutarlo  conjuntamen- 
te, esta  asociación  constituye  un  complot;  y 
cada  uno  de  los  partícipes  que  antes,  durante 
ó  después  de  la  ejecución,  se  haya  mostrado 
en  actitud  de  cooperar  ó  haya  mantenido  á 
sus  compañeros  en  la  convicción  de  que  po- 
dían contar  con  su  auxilio,  será  también  con- 
siderado, después  de  la  consumación,  autor 
principal  del  delito.» 

Como  se  vé;  este  código  no  señala  el  nú- 
mero de  reuniones  que  deben  celebrar  los  con- 
fabulados para  determinar   la  existencia  del 
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complot;  ellos  responden  de  sus  actos  por  el 
carácter  criminal  de  éstos;  no  por  las  veces 
que  se  hubiesen  congregado,  lo  que  es  más 
conforme  á  la  razón;  y  considera  punibles  aún 
los  actos  preparatorios  de  delito  individual,  si 
importan  una  contravención,  lo  que  nos  pare- 
ce una  redundancia,  pues  toda  infracción  vo- 
luntaria y  maliciosa  debe  reprimirse,  aún  cuan- 
do no   sea   la   preparación  de  otra  más  grave. 

El  Código  belga,  que  parece  adoptar  las 
ideas  de  la  escuela  que  funda  en  la  justicia  ab- 
soluta el  derecho  penal,  no  distingue  el  delito 
frustrado  de  la  tentativa,  como  se  deduce  de 
su  artículo  51  concebido  en  los  siguientes  tér- 
minos: «Hay  tentativa  punible  cuando  la  reso- 
lución de  cometer  un  crimen  ó  un  delito  se 
ha  nlanifestado  por  actos  exteriores  que  cons- 
tituyan el  comienzo  de  ejecución  del  mismo 
crimen  ó  delito  los  cuales  se  han  suspendido 
«¿7  no  han  producido  su  efecto  por  circunstancias 
independientes  de  la  voluntad  del  autor. ^ 

Este  código,  como  otros,  basados  en  las  an- 
tiguas legislaciones,  y  según  tendremos  ocasión 
de  comprobarlo  aún  más  en  el  curso  de  esta 
exposición;  escasea  en  preceptos  generales  so- 
bre la  penalidad  de  las  acciones:  puede  decirse 
que  para  cada  delito  establece  una  ley  espe- 
cial, tomándolo  desde  sus  primeras  manifesta* 
ciones  hasta  su  consumación  definitiva,  estu- 
diando las  diversas  circunstancias  que  acom- 
pañan su  realización,  y  los  distintos  efectos 
que  puede  producir.  En  materia  de  confabula- 
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ción,  en  que  se  muestra  menos  casuista,  hace 
sin  embargo  distinciones  fundadas  en  las  cali- 
dades sociales  de  los  delincuentes  y  en  el  fin 
que  ellos  persiguen:  consagra  á  esto  los  artícu- 
los que  en  seguida  reproducimos  ó  citamos. 
«Art.  322. — Toda  asociación  formada  con  el 
objeto  de  atentar  á  las  personas,  ó  á  las  pro- 
piedades, constituye  un  crimen  ó  un  delito 
que  existe  por  el  solo  hecho  de  la  organización 
de  la  partida.»  «Art  323, — Cuando  se  hayan 
concertado  medidas  contrariad  á  la  ley  ó  á  rea- 
les decretos,  ya  en  una  reunión  de  individuos 
ó  de  corporaciones  depositarías  de  alguna  par- 
te de  la  autoridad  pública,  ya  por  diputación  ó 
por  correspondencia  entre  ellos,  se  impondrá  á 
los  culpables  prisión  de  unp  á  seis  meses.» 

Los  artículos  323  y  siguientes,  hasta  el  326 
inclusive,  señalan  las  penas  correspondientes 
á  los  particulares  confabulados,  graduándolas 
por  las  que  se  impondría  al  delito  que  era  ob- 
jeto de  la  confabulación. 

Los  artículos  234  y  235  señalan  las  circuns 
tancias  y   penas   de    la   confabulación   de  ca- 
rácter político. 

Como  la  mera  existencia  de  la  confabula- 
ción merece  pena  según  este  código,  es  na- 
tural presumir  que  la  merezcan  los  actos  pre- 
paratorios, aunque  nada  expreso  hallamos  en 
él  sobre  esta  materia. 


El  Código  chileno  dice  á  este  respecto: 
Art.  7? — Son  punibles,  no  solo  el  crimen  ó 
simple   delito   consumado,    sino  el  frustrado  y 
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la  tentativa  —  Hay  crimen  ó  simple  delito  fruí 
trado  cuando  el  delincuente  pone  de  su  pa 
te  todo  lo  necesario  para  que  el  crimen  ó  sin 
pie  delito  se  consume  y  esto  no  se  verifica  pe 
causas  independientes  de  su  voluntad — Ha 
tentativa  cuando  el  cupable  dá  principio  á  1 
ejecución  del  crimen  ó  simple  delito  por  hechc 
directos,  pero  faltan  uno  ó  más  para  s 
complemento.» 

Estas  disposiciones  son  en  su  esencia  li 
mismas  de  nuestro  Código. 

No  hace  mención  la  ley  chilena  de  los  ai 
tos  preparatorios  de  delito:  probablemente  U 
considera  como  una  tentativa  remota  con 
que  es  posible  confundirlos. 

Respecto  de  la  confabulación,  no  hállame 
en  dicha  ley  sino  las  prescripciones  del  artícu 
8.'^  que  literalmente  reproducimos  en  seguid. 
«La  conspiración  y  proposición  para  comet 
un  crimen  ó  simpte  delito,  solo  son  puniblí 
en  los  casos  en  que  la  ley  las  pena  especia 
mente — La  conspiración  existe  cuando  dos 
más  personas  se  conciertan  para  la  ejecucic 
del  crimen  ó  simple  delito — La  proposición  ; 
verifica  cuando  el  que  ha  resuelto  cometer  i 
crimen  ó  un  simple  delito,  propone  su  ejec 
ción  á  otra  ú  otras  personas — Exime  de  to( 
pena  por  la  conspiración  ó  proposición  pa 
cometer  un  crimen  ó  un  simple  delito,  el  d 
sistimicnto  de  la  ejecución  de  estos  antes  < 
principiar  á  ponerlos  por  obra  y  de  iniciar 
procedimiento  judicial  contra  el  cupable,   c< 
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tal    que   denuncie   á   la   autoridad    pública    el 
plan  y  sus  circustancias.» 

Conceptuamos  inmoral  esta  última  disposi- 
ción que  tiende  á  pervertir  el  carácter  nacio- 
nal premiando  la  delación.  Ella  puede  ayudar 
mucho,  sin  duda,  á  la  autoridad  en  el  mante- 
nimiento del  orden;  pero  rebaja  los  sentimien- 
tos altruistas  que  el  legislador  debe  levantar 
y  ennoblecer. 


El  Código  español  consag^ra  también  su 
artículo  3.°  á  declarar  punibles  la  tentativa  y 
el  delito  frustrado  que  define  casi  en  los  mis- 
mos términos  que  elnuestro,  y  dedica  el  4.°  á 
explicar  lo  que  es  la  confabulación  en  esta  for- 
ma. «Are.  4? — Son  también  punibles  la  cons- 
piración y  la  proposición  para  cometer  un  de- 
lito.» «La  conspiración  existe  cuando  dos  ó 
más  personas  se  conciertan  para  la  ejecución 
del  delito.»  «La  proposición  se  verifica  cuando 
el  que  ha  resuelto  cometer  el  delito,  propone 
su  ejecución  á  otra  ú  otras  personas.»  «Exime 
de  toda  pena  el  desistimiento  de  la  conspi- 
ración ó  proposición  para  cometer  un  delito, 
dando  parte  y  revelando  á  la  autoridad  públi- 
ca el  plan  y  sus  circunstancias,  antes  de  ha- 
berse comenzado  el  procedimiento.» 

Respecto  de  estas  disposiciones,  que  casi 
textualmente  ha  copiado  el  código  chileno, 
acabamos  de  dar  nuestra  opinión. 

Los  actos  preparatorios  han  sido  olvidados 
en  este  código,  como  lo  han  sido  en  el  chileno: 
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hallamos,  en  la  razón  que   damos  más  arriba, 
el  motivo  de  semejante  preterición. 
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El  Código  francés  hace  la  misma  confu- 
sión que  el  belga  entre  el  delito  frustrado  y  la 
tentativa:  su  artículo  2.°  está  concebido  en  los 
siguientes  términos:  «Toda  tentativa  de  crimen 
manifestada  por  un  principio  de  ejecución,  si 
no  hubiese  sido  suspendida  ó  si  no  hubiere 
producido  efecto  más  que  por  circunstancias 
independientes  de  la  voluntad  de  su  autor, 
será  considerada  como  el  mismo  crimen,^  El 
artículo  3.°  dice:  «Las  tentativas  de  delitos  no 
serán  consideradas  como  delitos^  sino  en  los 
casos  determinados  por  una  disposición  espe- 
cial de  la  ley». 

Reservando  para  el  comentario  siguiente  la 
notoria  injusticia  que  semejantes  disposicio- 
nes envuelven,  nos  limitaremos  á  dejar  cons- 
tancia de  un  hecho  que  no  tiene  disculpa  en 
el  estado  de  adelanto  á  que  ha  llegado  la  cien- 
cia penal  en  Francia. 

A  semejanza  del  belga,  este  código  nada 
establece  de  un  modo  general  sobre  los  actos 
preparatorios  de  delito:  prescinde,  como  el 
nuestro,  de  los  que  tengan  relación  con  deli- 
tos individuales;  y  en  cuanto  á  los  colectivos, 
contiene,  en  su  artículo  123,  una  disposición 
semejante  al  233  del  belga,  y  concebida  casi 
en  los  mismos  términos.  Los  artículos  124, 
125  y  126  determinan  las  penas  que  debe  im- 
ponerse á  los  funcionarios  coaligados,  según 
el  objeto  con  que  se  hubieren  confabulado. 
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En  sus  artículos  265  á  268  se  ocupa  de  las 
asociaciones  de  malhechores,  cuya  sola  exis- 
tencia considera  como  un  crimen,  y  designa 
las  penas  que  se  ha  de  imponer  á  los  que  for- 
man parte  de  ellas  y  á  los  que  de  algún  modo 
les  dispensen  protección. 
f^-  Las  asociaciones  de  más  de  veinte  personas 

que  sin  licencia  del  Gobierno  se  reúnan  dia- 
»;  riamente,  sea  con  un  objeto  político,  sea  con 

j:  un  fin  religioso  ó  literario;  han  merecido  del 

«'  código  francés  las  disposiciones  contenidas  en 

sus  artículos  291,  292,  293  y  294  destinadas  á 
prohibir  su  formación  y  señalar  castigos  por 
ella  y  por  las  excitaciones  al  crimen  que  de  ta- 
les reuniones  partieren. 


El  Código  italiano,  más  adelantado  que  el 
francés,  aún  cuando,  al  definir  la  tentativa  de 
crimen  ó  delito,  en  su  artículo  96,  parece  con- 
fundirla también  con  el  delito  ó  crimen  frus- 
trado; cuida  en  el  97  de  hacer  la  necesaria 
distinción,  como  se  infiere  del  tenor  de  este  úl- 
timo, que  es  el  siguiente:  «Cuando  el  culpable 
de  tentativa  añada  tales  actos  de  ejecución 
que  por  su  parte  no  falte  nada  para  efectuar- 
la, se  le  castigará  con  la  pena  del  hecho  pu- 
nible consumado  con  la  disminución  de  un  so- 
lo grado.» — «Esta  tentativa  se  considera  co- 
mo crimen  ó  delito  frustrado. y^ 

Pero  en  materia  de  actos  preparatorios  y 
confabulación  se  nota  la  misma  deficiencia  é 
igual  casuísmo  al  que  hemos  apuntado  al  ocu- 
parnos de  los  códigos  de  Bélgica  y  Francia, 
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Art.  49 — Merecen  pena^  á  más  del  delito  consuma'^ 
doj  el  frustrado  y  la  tentativa. 

La  merecen  también  los  actos  preparatorios  y  cuan- 
do media  confabulación. 

Las  faltas  sólo  la  merecen^  cuando  han  sido  con- 
sumadas. 

Comentario. — Habiendo  anticipado,  en  el 
comentario  anterior,  algunas  ideas  en  cuanto 
á  la  penalidad  del  delito  frustrado,  la  tenta- 
tiva y  los  actos  preparatorios;  sólo  debemos 
repetir  aquí  que  el  CdHigo  no  reconoce  faltas 
frustradas  ni  tentativas  de  falta;  lo  que  de- 
pende de  la  naturaleza  de  los  hechos  á  que 
da  tal  calificativo  en  sus  artículos  372  y  si- 
guientes. Léase  con  detención  dichos  artícu- 
los; y  se  advertirav  sin  dificultad,  que  no  es 
posible  hallar  distancia  entre  la  concepción  y 
ejecución  del  acto,  casi  simultáneas,  pues  él 
se  consuma  desde  la  primera  manifestación  de 
aquella;  de  manera  que  no  puede  dejar  de  pro- 
ducir sus  efectos.  Así,  por  ejemplo;  no  puede 
haber  tentativa  de  blasfemia,  porque  el  pri- 
mer acto  que  revela  Is  intención  de  blasfemar 
es  la  misma  palabra  que  constituye  la  falta; 
ni  puede  haber  blasfemia  frustrada,  porque, 
proferida  la  imprecación,  queda  consumada 
aquélla. 

Reflexiones  análogas  probarían  que  la  gra- 
dación del  delito,  á  que  se  refiere  el  artículo 
3.**,  no  es  aplicable  á  ninguna  otra   clase  de 

faltas;  especialmente  cuando  tienen  el  carácter 
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de  infracciones  pasageras;  es  decir,  cuando  no 
dejan  huellas  materiales  de  su  perpetración. 


El  Código  argentino  establece  la  misma 
doctrina  en  cuanto  á  la  penalidad  del  delito 
frustrado  y  de  la  tentativa.  En  sus  artículos 
4.**  y  5.°  señala  la  forma  en  que  ha  de  penarse 
el  delito  frustrado:  en  el  9.^  previene  que  la 
tentativa  no  está  sujeta  á  pena  ninguna  cuan- 
'í\  do  se  desiste  voluntariamente  del  delito,  lo  que 

importa  declararla  punible  en  caso  contrario;  y 
en  el  12.°  prescribe  efectivamente  la  manera  de 
castigarla  cuando  no  fáé  suspendida.  En  cuan- 
to á  los  actos  preparatorios;  ya  dijimos  en  otro 
lugar  (comentario  artículo  3.°)  que  no  los  de- 
clara punibles  sino  cuando  importan  una  con- 
travención, salvo  disposición  expresa  en  con- 
trario. 


El  Código  belga  que,  como  ya  sabemos, 
;/  confunde,  bajo  la  denominación  genérica  de 

tentativas,  éstas  y  los  delitos  frustrados,  y  que 
5,  no  toma  en  cuenta  los  actos  preparatorios,  sino 

en  determinadas  circunstancias  para  aseme- 
'  jarlos  á  las    tentativas;  acepta  indudablemen- 

fc  te  los  principios  establecidos  en  el  nuestro  res- 

V  pecto  del  delito  frustrado  y  de  la  tentativa; 

^  pero,  en  cuanto  á  los  actos  preparatorios,  ve- 

mos prevalecer  en  él  las  mismas  ideas  que  do- 
minan en  el  código  argentino. 
X  -  Los  artículos  51  y  52  del  código  belga  indi- 

;•  can,  respectivamente,  lo  que  es  tentativa  y  la 

\  manera  de  castigarla;  prescribiendo  el  ultimo 
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que  se  le  imponga  la  pena  inmediatamente  in- 
ferior á  la  señalada  para  el  mismo  crimen. 

Como  en  este  código,  á  semejanza  del  fran- 
cés y  de  las  legislaciones  antiguas,  domina  el 
casuismo,  siendo  muy  escasos  los  preceptos 
generales  y  las  clasificaciones  sistemadas; 
el  artículo  53  se  reserva  determinar  en  qué  ca- 
so, y  con  qué  penas  se  castiga  las  tentativas 
de  delitos. 

No  hay  en  el  código  belga  ninguna  pres- 
cripción genérica  sobre  actos  preparatorios;  pe- 
ro, tomando  algún  caso  especial,  el  del  artícu- 
lo 317  verbigracia,  que  castiga  con  multa  de 
26  á  200  francos  la  conservación  de  arma  pro- 
hibida; se  comprende  que  también  impone  pe- 
na por  ellos,  más  sólo  en  el  caso  en  que  el  ac- 
to importe  una  contravención,  como  lo  previe- 
ne el  código  argentino. 

El  Código  chileno,  con  una  simple  susti- 
tución de  palabras,  dice  en  su  artículo  7.°  lo 
mismo  que  el  4.°  del  nuestro:  se  expresa  así: 
«Son  punibles,  no  sólo  el  crimen  ó  simple  de- 
lito consumado,  sino  el  frustrado  y  la  tentati- 
va. i> 

Según  este  código,  la  simple  confabulación, 
es  decir,  la  conspiración  para  delinquir,  es  pu- 
nible; sin  que  haya  necesidad  de  actos  prepa- 
ratorios íart.  8.°) 

Respecto  de  las  faltas,  establece  la  misma 
doctrina  que  el  nuestro.  Su  artículo  9.''  dice: 
<iLas  faltas  sólo  se  castigan  cuando  han  sido 
consumadas.  ^ 
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El  Código  español,  en  sus  artículos  3?  y 
4?  prescribe,  respecto  del  delito  frustrado  y  la 
tentativa,  lo  mismo  que  el  nuestro,  como  se 
vé  en  el  comentario  anterior,  en  que  los  hemos 
reproducido;  y  en  el  artículo  5.°  se*  expresa, 
en  cuanto  á  las  faltas,  de  la  siguiente  manera: 
(tLas  faltas  sólo  se  castigan  cuando  han  sido 
consumadas.  í> 


El  Código  francés,  del  mismo  modo  que  el 
belga,  comprende  en  una  sola  disposición  el 
crimen  frustrado  y  la  tentativa;  declara  que  !a 
tentativa  de  delito  sólo  es  punible  en  determi- 
nados casos  que  la  ley  se  encarga  de  seña- 
lar, y  omite  toda  prescripción  general  sobre 
actos  preparatorios,  de  los  que  no  se  ocupa  de 
ün  modo  expreso,  sino  tratando  de  delitos  es- 
peciales ó  casos  concretos;  así  el  artículo  90 
castiga  con  la  pena  de  prisión  al  que,  sin  asis- 
tencia de  otro,  hubiese  practicado  algún  acto 
preparatorio  de  atentado  contra  la  vida  del 
Emperador  ó  algún  miembro  de  su  familia. 

En  este  punto  como  se  vé,  el  código  fran- 
cés difiere  del  belga  y  del  argentino,  por  cuan- 
to toma  ya  como  base,  para  la  penalidad  de 
los  actos  preparatorios,  el  fin  con  que  son  prac- 
ticados; no  la  circunstancia  de  importar  una 
contravención  de  leyes  ó  reglamentos. 


El  Código  italiano,  al  definir  en  sus  artí- 
culos 96  y  97  lo  que  son  la  tentativa  y  el  deli- 
to frustrado,  declara  que  ellos  son  punibles. 
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En  cuanto  á  la  penalidad  de  los  actos  pre- 
paratorios y  de  las  faltas,  nada  hallamos  esta- 
blecido en  él  de  una  manera  general. 

La  confabulación  no  es  considerada  en  este 
código  como  una  condición  necesaria  para  el 
castigo  de  los  actos  preparatorios,  sino  como 
una  forma  especial  de  ciertos  delitos,  en  lo  que 
conviene  con  los  códigos  belga  y  francés;  y  por 
cuanto  en  su  libro  3.°  que  se  ocupa  de  las  fal- 
tas y  sus  penas,  no  señala  castigos  sino  para 
las  que  han  sido  consumadas;  hay  que  admi- 
tir que  él  ha  sido  inspirado  por  las  mismas 
ideas  que  el  nuestro  en  esta  parte. 
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Art,  5.° — Eh  los  casos  de  confabulación  ó  tenia- 
tiva^  quedará  exento  ele  pena  el  delincuente  si 
acredita  que  suspendió  la  ejecución  del  delito 
por  su  propia  voluntad,  antes  de  causar  daño. 


Comentario, — Volvemos  á  hacer  notar  que, 
según  nuestro  Código,  la  primera  manifes- 
tación externa  del  propósito  culpable  que 
cae  bajo  la  acción  de  la  ley  es  la  tentativa,  en 
los  delitos  individuales  ó  cometidos  por  una 
sola  persona;  y  la  confabulación,  en  los  que 
han  de  ser  ejecutados  por  muchas.  En  uno  y 
otro  caso  exije,  para  eximir  de  pena  á  los  que 
revelaron  una  intención  criminal,  que  prueben 
haber  suspendido  sü  ejecución  por  su  propia 
voluntad,  y  no  por  el  influjo  de  causas  extra- 
ñas, que  la  hicieron  imposible. 
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Hallamos  oposición  entre  esta  exigencia  del 
artículo  5.*^  y  el  principio  que  sirve  de  funda- 
mento al  2?  Si  toda  acción  se  supone  volun- 
taria para  considerarla  punible,  porque  está  en 
el  orden  moral  que  el  hombre  gobierne  sus  ac- 
tos de  un  modo  deliberado;  natural  es  supo- 
ner también  que  la  suspensión  de  ellos  provi- 
no de  una  determinación  igualmente  volunta- 
ria. Creemos  que  estaba  efi  el  orden  lógico  es- 
tablecer la  irresponsabilidad  de  una  manera 
general;  y  la  excepción,  para  el  caso  de  pro- 
barse que  la  suspensión  fué  motivada  por  el 
poder  de  causas  extrañas. 

El  Código  argentino,  más  consecuente 
que  el  nuestro,  después  de  presumir  (art.  6.°) 
la  voluntad  criminal  para  todo  hecho  penado 
por  la  ley;  exime  de  culpa  por  la  tentativa  sus- 
pendida voluntariamente  (art.  9.°)  y  consi- 
dera también  voluntario  todo  desistimiento 
(art.  10)  á  no  ser  que  envuelva  el  propósito  de 
aplazar  simplemente  la  ejecución  para  época 
posterior  (art.  11). 


El  Código  belga  no  prescribe  nada  ex- 
preso respecto  de  la  tentativa  suspendida  por 
voluntad  del  agente;  pero  como  su  artículo  51 
establece  que  hay  tentativa  punible,  entre  otros 
casos,  cuando  los  actos  que  constituyen  el  comien- 
zo de  la  ejecución  fueron  suspendidos  por  circuns- 
tancias independientes  de  la  voluntad  del  reo;  de- 
be racionalmente   presumirse  que  acepta  la 
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irresponsabilidad   de    éste,  cuando  la  suspen 
sión  proviene  de  la  voluntad. 


Ejl  Código  chileno,  que  exime  de  respon- 
sabilidad á  los  confabulados  (art.  8)  si  desis- 
ten de  la  ejecución  del  hecho  punible  antes 
de  pfrincipiar  á  ponerlo  por  ©bra  y  de  iniciarse 
procedimiento  judicial  contra  el  culpable,  no 
puede  menos  de  aceptar  la  irresponsabilidad 
por  tentativa  suspendida,  en  los  delitos  indi- 
viduales, pues  de  otro  modo  incurriría  en  pal- 
pable inconsecuencia.  Sin  embargo,  nada  ex- 
preso contiene  sobre  punto  de  tan  grave  tras- 
cendencia. 


El  Código  español  adolece  del  mismo  de- 
fecto que  acabamos  de  notar  en  el  chileno: 
declara  en  su  artículo  4.°  la  irresponsabilidad 
de  los  confabulados  que  de  un  modo  volunta- 
rio suspenden  la  ejecución  del  delito  que  co- 
lectivamente iban  á  cometer;  pero  nada  dice 
respecto  del  que  se  detiene  en  la  comisión  del 
que  había  resuelto  consumar  por  sí  solo. 

Verdad  que  el  artículo  3.°  de  dicho  código 
en  su  última  parte  dice:  «Hay  tentavi va  cuan- 
do el  culpable  dá  principio  á  la  ejecución  del 
delito  directamente  por  los  hechos  exteriores 
y  no  prosigue  en  ella  por  cualquier  causa  ó 
accidente  que  no  sea  su  propio  y  voluntario 
desistimiento»,  de  lo  que  se  puede  deducir  que 
no  hay  tentativa  punible  cuando  el  agente  se 
desiste;  pero  queda  por  saber  á  quien  corres- 
ponde probar  que  la  suspensión  fué  por  desis- 
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timiento,  tanto  en  caso   de  delito  colectivo, 
cuanto  en  el  de  delito  individual. 


El  Código  francés  tampoco  consigna  dis- 
posición ninguna  respecto  de  la  irresponsabili- 
dad del  que  suspende  voluntariamente  el  co- 
nato del  crimen  4delito;  más  pod'emos  aplicar 
á  su  artícnlo  2.°,  concebido  en  términos  análo- 
gos al  51  del  Código  belga,  las  mismas  reflexio- 
nes qué  al  revisar  éste  dejamos  consignadas. 
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^L  Código  italiano,  en  su  artículo  96,  de- 
clara también  que  es  punible  la  tentativa,  si  la 
ejecución  del  delito  se  suspendió  por  causas 
independientes  de  la  voluntad  del  reo;  y  más 
explícito  que  el  belga,  el  chileno  y  el  francés, 
prescribe,  en  su  artículo  loi,  la  irresponsabi- 
lidad en  el  desistimiento  voluntario,  á  no  ser 
que  los  actos  ya  practicados  constituyan  por 
sí  mismos  una  infracción. 

Debemos  repetir  aquí  lo  que  en  otro  lugar 
(comentario  al  art.  3.*^  observábamos  respec- 
to del  código  argentino:  la  prescripción  es  re- 
dundante; una  contravención  es  punible  aún 
cuando  no  sea  tentativa  de  delito  más  grave; 
y  se  debe  penar,  no  como  intento  de  violación, 
sino  como  violación  efectiva  de  la  ley. 

En  este  código,  como  en  los  demás  que  he- 
mos examinado,  hecha  excepción  de  solo  el 
argentino,  parece  predominar  el  principio  de 
que  el  reo  está  obligado  á  probar  que  el  de- 
sistimiento fué  voluntario,  lo  que  según  obje- 
tamos en  su  lugar,  es  una  poátiva  injusticia. 
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Art.  6? — La  ignorancia  de  la  ley  penal  no  exim0 
de  responsabilidad  al  delincuente. 


Comentario, — La  disposición  de  este  artícu- 
lo descansa  en  la  naturaleza  humana,  y  prote- 
je  del  modo  más  eficaz  los  icttereses  sociales. 

La  ley  penal  no  es,  como  las  civiles  y  polí- 
ticas, una  creación  de  la  autoridad,  más  ó  me- 
nos fundada  en  las  exigencias  de   la  justicia 
modificadas  por  las  formas  de  la  organización 
social  ó  gubernativa  que  se  haya  adoptado.  «No 
ver   en   la   ley  penal,  dice  Jourdan,  (i)  sino 
■  una   rama  más  ó   menos  importante  de  la  le- 
gislación es  una  mira  estrecha  é    inexacta.  El 
derecho  penal  no  se  encierra  exclusivamente 
en  un  orden  determinado  de  los  hechos,  como 
el  derecho  civil,  comercial,   político,  adminis- 
trativo; él  se  toca  con  todo,  personas,  propie- 
dades, estado,  etc.,  etc.  No  procede  como  las 
otras  partes  de  la  legislación;  no  sigue  pacien- 
temente los  hechos  en  las  trasformaciones  su- 
cesivas de  su  desenvolvimiento;   sino  que  se 
limita  á  definirlos  bajo  un  solo  aspecto,  aquel 
por  el   cual  los  juzga  contrarios   al  derecho; 
sus  disposiciones  no  son  jamás  facultativas; 
hay  obligación   de  obedecerlas;  sigue  paso  á 
paso  las  otras  partes  de  la  legislación,   nunca 
las  precede.  Estos  caracteres  particulares  del 
derecho   penal   explican  bastante  cual   es  su 
carácter  general;   es  el   derecho  sancionador. 
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(i) — Lajasticia  criminal  en  Francia,  cnarta  edipión,  página  15-16. 
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Acompaña  á  la  ley,  como  la  responsabilidad, 
^  de  que  es  expresión  jurídica,    acompaña   á  la 

libertad.  Rousseau  ha  reconocido  perfectamen- 
te este  carácter  de  las  leyes  criminales.  En  el 
fondo^  dice,  son  menos  una  especie  particular  de 
las  leyes  que  la  sanción  de  todas  las  demás.ii 

Sería  necesario  carecer  de  toda  noción  de 
derecho  para  no  poder  apreciar  la  bondad  ó 
malicia  de  las  acciones  humanas,  su  conformi- 
dad ú  oposición  con  ese  tipo  inherente  á  nues- 
tro ser;  y  esa  carencia  de  criterio  es  moral- 
mente  imposible.  Esa  idea  es  una  de  las  que, 
si  brillan  con  más  ó  menos  claridad  en  toda 
inteligencia,  no  se  opacan  sino  cuando  esta 
se  extingue.  Frecuente  es  la  ignorancia  de  lo 
prescrito  de  un  modo  concreto  por  la  ley  po- 
sitiva; pero  en  el  fondo  de  la  conciencia  se 
oye  siempre  una  voz  que  nos  dice:  <rel  robo  es 
un  crimen;  el  asesinato,  la  calumnia,  la  trai- 
ción lo  son  igualmente!). 

Si  fuese  un  motivo  de  excusa  la  ignorancia 
de  la  ley;  no  habría  delito  que  no  quedase  im- 
pune, y  la  sociedad  sería  el  juguete  de  los  per- 
versos, á  quienes  jamás  faltaría  el  descargo  de 
desconocer  lo  dispuesto  por  la  legislación. 

«Sucedía,  dice  un  publicista  francés,  hablan- 
do de  la  indeterminación  de  las  penas  en  Ro- 
ma, que  aún  en  silencio  de  la  ley  que  hubiera 
debido  siempre  calificar  el  delito  y  designarle 
una  pena,  el  ciudadano  perseguido  y  castiga- 
do por  razón  de  un  delito  no  previsto  por  aque- 
lla, no  era  admitido  á  alegar  la  ignorancia  del 
derecho^  que  aunque  no  escrito,  estaba  grabado 
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en el  corazón  de  todos  los  romanos.  Miembro 
de  la  ciudad  cada  uno  de  ellos,  se  reputaba 
obligado  á  sentir  hasta  en  el  fondo  de  su  con- 
ciencia el  rechazo  del  mal  ocasionado  á  aquel 
cuerpo  misterioso.» 

Por  eso  el  principio  que  nuestro  Código 
sanciona  es  universalmente  reconocido  y  acep- 
tado; y  aún  cuando  algunas  legislaciones  no 
lo  consignan  expresamente,  como  veremos  en 
el  estudio  comparativo  que  hacemos  en  segui- 
da; no  puede  atribuirse  su  silencio  sino  al  ca- 
rácter axiomático  que,  sin  duda,  le  atribuyen. 
Lo  que  es  evidente  no  necesita  declaración 
del  legislador  para  ser  estimado  como  verda- 
dero y  justo. 


El  Código  argentino  es  uno  de  los  que 
guardan  silencio  sobre  este  punto,  más  puede 
afirmarse  que  lo  incluye  en  lo  prescrito  por  su 
artículo  6.°  al  presumir  la  voluntad  criminal 
en  todo  acto  penado  por  la  ley,  mientras  no 
resulte  una  presunción  contraria;  porque  esta 
declaración  importa  tanto  como  la  de  consi- 
derar al  infractor  capaz,  en  todo  caso,  de  co- 
nocer la  malicia  del  acto  que  practica. 


El  Código  belga,  en  su  artículo  78,  previe- 
ne que  «Ningún  crimen  ó  delito  podrá  excu- 
sarse, sino  en  los  casos  determinados  por  la 
ley.»  Como  el  capítulo  VIII  Título  i.°  del 
primer  libro  de  este  código  señala  las  causas 
de  excusa,  y  no  está  comprendida  entre  ellas  la 
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Art.  7."* — £/  rf^/íto  es  punible^  aunque  varíe  el 

mal  que  el   delincuente   quiso   causar  y  b   sea 

distinta    la    persona    á    quien    se    propuso 
ofender. 

Comentario. — Explícase  perfectamente,  por 
la  noción  jurídica  del  delito  y  por  el  funda- 
mento racional  del  derecho  de  castigar,  lo  dis- 
puesto en  este  artículo. 

Cualquiera  que  sea  la  perturbación  que 
cause  en  el  orden  de  derecho  un  acto  vo- 
luntario, practicado  con  conocimiento  é  inten- 
ción decidida,  constituye  un  delito;  ya  sea  que 
lastime  los  intereses  de  este  ó  el  otro  individuo, 
ya  que  redundé  en  daño  directo  de  toda  la  so- 
ciedad. 

Si  el  fundamento  del  derecho  penal  fuera 
la  venganza  de  los  agravios  individuales  ó  pú- 
blicos, y  no  la  necesidad  de  restituir  en  la  so- 
ciedad la  armonía  perdida  por  la  acción  de 
un  elemento  discordante;  sería  tal  vez  discu- 
tible la  conveniencia  de  imponer  pena,  en  el 
caso  de  haber  fallado  el  propósito  del  agresor; 
pero  admitida  la  legitimación  de  aquella  por 
el  mero  hecho  de  una  alteración  en  el  orden 
de  derecho,  causada  con  intención,  reprobable 
en  sí  misma  y  n^  sólo  por  el  fin  á  que  iba  enca- 
minada; es  forzoso  convenir  en  que  se  debe 
imponer  castigo  aún  cuando  varíe  el  mal  que 
el  delincuente  se  propuso  causar. 

Pero  se  debe  entender  que  hay  necesidad 
de  que  el  mal  sea  producido  por  libre  acto  del 
sospechado  de  delito;  sin  que  baste  la  prepa- 


—  55  —    s 

ración  por  éste  de  los  medios,  no  habiéndolos 
puesto  deliberadamente  en  condiciones  de  cau- 
sar el  mal  que  llegó  á  realizarse.  Así;  si  un  in- 
dividuo lleva  oculta  el  arma  con  que  se  propone 
asesinar  á  su  enemigo,  y  tropieza  en  el  camino 
con  un  imprudente,  que  se  arroja  sobre  él  y  se 
hiere  con  dicha  arma;  no  se  justificará  el  casti- 
go del  primero,  por  cuanto  él  no  fué  quien  dis- 
puso las  causas  de  modo  que  produjesen  el 
efecto.  Más  el  que  hiere  á  Juan  creyendo 
asesinar  á  Pedro,  dirijiendo  sobre  el  primero 
el  puñal  que  habia  preparado  para  victimar  al 
segundo;  es  responsable  de  aquella  herida, 
obra  de  sus  manos  y  de  sus  propósitos  homi- 
cidas. 

Lo  mismo  debe  juzgarse  respecto  de  los  de- 
litos que  varían  de  gravedad  ó  de  naturaleza 
por  culpa  de  su  agente:  el  que  mata  cuando 
sólo  se  propuso  herir;  el  que  por  incendiar  una 
casa  ocasiona  la  muerte  de  los  que  moraban 
en  ella;  son  responsables  de  las  vidas  que  qui- 
taron. 

No  es,  sin  embargo,  nuestro  Código  tan  ex- 
plícito como  debiera  en  punto  de  tanta  grave- 
dad, pues  no  establece  un  precepto  general 
que  permita  graduar  la  responsabilidad  del 
delincuente  y  precise  el  daño  que  haya  de  im- 
putársele. Hay  delitos  cuya  gravedad  depen- 
de de  las  relaciones  personales  que  existen 
entre  el  ofensor  y  el  agraviado:  así;  no  se  pue- 
de equiparar  el  simple  homicidio  con  el  parri- 
cidio; y  por  consiguiente,  si  se  ha  cometido  el 
segundo  creyendo   practicar  el  primero,  surge 
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la  cuestión  sobre  la  pena  que  ha  de  imponerse 
al  cupable. 

El  caso  particular  que,  como  ejemplo,  he- 
mos presentado,  lo  resuelve  nuestro  Código, 
en  sus  artículos  231  y  233,  declarando  que  el 
parricidio,  tomada  esa  palabra  en  su  más  lato 
sentido,  debe  de  perpetrarse  á  sabiendas;  es  de- 
cir, con  ánimo  deliberado,  para  merecer  penas 
mas  graves  que  las  señaladas  al  simple  homi- 
cidio; pero  es  indudable  que  este  mismo 
delito  y  otras  más  pueden  agravarse  por  razón 
de  circunstancias  desconocidas  por  el  reo,  ó 
sobre  las  cuales  padeció  error  en  el  mo- 
mento déla  ejecución:  y  que  no  hay  justicia 
en  hacerle  cargo  de  ellas,  si  prueba  suficiente- 
mente su  ignorancia  ó  su  error. 

Según  veremos  en  el  curso  de  esta  exposi- 
ción, hay  varios  casos  en  que  nuestro  Código 
exije  expresamente  que  sean  practicados  á  sa- 
biendas ciertos  actos,  para  incurrir  en  las  pe- 
nas que  él  designa,  como  son,  el  del  artículo 
214,  en  materia  de  falsificación  de  documen- 
tos; el  del  artículo  220,  sobre  introducción  de 
moneda  falsa;  el  del  artículo  238,  relativo  á  la 
prestación  de  medios  al  suicida  para  realizar 
su  intento,  y  algunos  otros;  pero  este  casuis- 
mo,  disculpable  en  las  legislaciones  antiguas, 
es  un  verdadero  lunar  en  un  Código  con  jus- 
tificadas pretensiones  de  científico,  y  que  ha 
procurado  recojer,  en  forma  de  principios  ge- 
nerales, las  circunstancias  y  condiciones  comu- 
nes  de  los   delitos  y  de  sus  autores,  buscando 
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la  unidad  y  sencillez  necesarias   en  un  cuerpo 
de  leyes. 

No  se  ha  salvado  pues,  con   las  especifica- 
ciones, la  deficiencia  que  hacíamos  noter. 


<■  (• 


\4 


.'■•^vj 


El  Código  argentino,  más  detallado  que 
el  nuestro  á  este  respecto  contiene  las  siguien- 
tes disposiciones:  «Art.  4.° — El  que  después 
de  formar  la  resolución  de  cometer  un  delito, 
emprende  una  acción  susceptible  de  producir 
uno  mayor  ó  menor,  será  castigado  como  au- 
tor del  delito  realmente  cometido,  y  no  se  le 
admitirá  la  excusa  de  que  su  intención  fué 
sólo  cometer  el  menos  grave.»  <íArt.  5.° — 
Cuando  por  efecto  de  error  ó  ingnorancia,  el 
autor  de  un  delito  no  haya  conocido  el  carada 
ter  particular  de  la  acción  que  ha  cometido, 
y  este  carácter  sea  de  una  naturaleza  capaz 
de  aumentar  la  culpabilidad  de  la  acción,  de 
tal  modo  que  el  cupable  se  encuentre  haber 
cometido  un  delito  más  grave  que  el  que  in- 
tentaba, no  se  le  imputará  el  hecho  conu)  vo- 
luntario, sino  en  consideración  á  la  intención 
real  que  hubiese  tenido,  atendiendo  á  las  cir- 
cunstancias del  caso,  d  a  Art.  7.°  —  Cuando 
una  persona  sea  convicta  de  haber  cometido 
con  intención  un  acto  que  según  las  nociones 
de  la  experiencia  general,  acostumbre  produ- 
cir inmediata  y  necesariamente  un  resultado 
criminal  determinado,  se  tendrá  como  cierto 
que  este  resultado  entró  en  las  previsiones 
del  culpable,  á  no  ser  que  justifique  lo  con- 
trario con  pruebas  manifiestas. i> 
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El  Código  belga  nada  contiene  sobre  la 
materia  del  artículo  que  comentamos;  y,  para 
evitar  repeticiones,  anticiparemos  aquí  que 
igual  silencio  se  advierte  en  €i  francés,  y  aún 
en  el  italiano,  que  debería  hallarse  á  mayor 
altura  atendida  su  fecha  reciente. 


El  Código  chileno,  en   la  última  parte  de 

su    primer  artículo,   dice:    «El    que   cometiere 

f.  delito  será  responsable  de  él,   é  incurrirá  en  la 

pena  que  la  ley  señale,  aunque  el  mal  recaiga 
sobre  persona  distinta  de  aquella  á  quien  se 
proponía  ofender.  En  tal  caso  no  se  tomarán 
en  consideración  las  circunstancias,  no  conoci- 
das por  el  delincuente,  que  agravarían  su  res- 
ponsabilidad; pero    sí  aquellas  que  la  atenúen.» 


El  Código  español,  en  la  tercera  parte  de 
su  primer  artículo,  se  expresa  en  los  siguientes 
términos:  «El  que  ejecutare  voluntariamente 
el  hecho,  será  responsable  de  él  é  incurrirá 
en  la  pena  que  la  ley  .señale  aún  cuando  el 
mal  recaiga  sobre  persona  distinta  de  aquella 
á  quien  se  propuso  ofender.» 

Aunque  siempre  deficiente,  esta  desposición 
aventaja  á  la  de  nuestro  Código  en  la  declara- 
ción de  que  ha  de  ser  ejecutado  voluntariamente 
el  mal  distinto  del  premeditado,  para  merecer 
la  pena  señalada  por  la  ley  al  que  en  realidad 
se  causó;  lo  cual  salva  la  duda  que  podría  sur- 
gir en  el  caso  que  más  arriba  propusimos;  el  del 
individuo  que  llevando  oculta  el  arma  con  que 
vá  á  cometer  un    homicidio,   hiere  casualmente 
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á  otro  que  tropieza  con  él.  Pero  así  y  todo,  es, 
como  hemos  dicho,  deficiente;  aporque  no^  com- 
prende el  caso  de  causar  á  la  misma  persona 
daño  distinto  del  que  hubo  propósito  de  infe- 
rirle, ni  satisface  á  las  demás  exigencias  que 
hemos  indicado  al  principio  de  este  comenta- 
rio. 

Debemos  reconocer-  que,  en  esta  parte,  el 
código  argentino  es  superior  á  todos  los  que 
hemos  examinado. 


SECCIÓN  SEGUNDA 


DE  LAS  CIRCUNSTANCIAS  QUE   EXTINGUEN  ó  MODI 
FlCAN  LA  RESPONSABILIDAD  CRIMINAL. 


Antigua  es  la  división  de  los  delitos  en  sim- 
ples y  calificados;  dándose  esta  última  deno- 
minación á  los  que  van  acompañados  de  al- 
guna ó  algunas  circunstancias  que  aumentan 
su  gravedad  en  el  concepto  público.  El  tiem- 
po, el  lugar,  la  cantidad  del  daño,  las  condi- 
ciones personales  ó  sociales  del  agente,  las  del 
ofendido,  las  relaciones  existentes  entre  éste  y 
aquel,  y  otrsa  más;  son  circunstancias  que  in- 
fluyen á  agravar  la  culpa,  unas  veces;  á  ate- 
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nuarla,  otras;  á  excusarla  de  un  modo  absolu- 
to, en  algnnavC;  pero  siguiendo  los  fallos  de  esa 
conciencia  pública,  que  se  anticipan  á  los  de 
la  autoridad,  una  misma  circunstancia  no  in- 
fluye siempre  de  idéntica  manera  en  todos 
los  delitos:  asi  el  hurto,  generalmente  conside- 
rado grave  entre  extraños,  llega  á  excusarse 
entre  miembros  de  la  misma  familia;  y  el  ho- 
micidio toma,  cuando  se  comete  entre  éstos, 
un  carácter  d^  mayor  gravedad.  De  igual  mo- 
do podríamos  demostrar  qufe  la  hora,  el  lugar 
y  demás  circunstancias  obran  de  distinto  mo- 
do sobre  la  criminalidad  de  otros  actos;  ya 
aumentándola,  ya  disminuyéndola.  Debería 
aplicarse,  pues  la  denominación  de  calificado 
á  todo  delito  acompañado  de  circunstancias 
agravantes,  ó  de  atenuación  ó  excusa;  pero  la 
práctica  la  ha  reservado  para  solo  los  prime- 
ros; y  nuestra  ley,  para  los  que  reúnen  deter- 
minadas causales  de  agravación  (art,  i6  de  la 
Constitución  y  232  de  este  Código.) 

La  falta  de  sistema  en  algunas  legislacio- 
nes ha  hecho  que  la  concurrencia  de  circuns- 
tancias origine  una  gran  variedad  de  delitos 
de  una  misma  especie,  y  que  la  aplicación  de 
la  pena  correspondiente  á  cada  uno  de  ellos 
se  convierta  en  un  problema  particular,  cuya 
solución  no  podía  encomendarse  á  fórmulas 
generales.  Una  observación  más  atentaba  ido 
permitiendo  la  adopción  de  reglas  para  apre- 
ciar la  gravedad  de  los  delitos  y  aplicar  á  ca- 
da especie  una  pena^común,  agravándola  ó 
reduciéndola  según  la  magnitud  de  Ja  culpa- 
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sin  embargo,  ningún  país  puede  gloriarse  has- 
ta hoy  de  haber  regularizado  la  clasificación 
de  los  delitos  y  la  distribución  de  los  castigos, 
construyendo  esas  fórmulas  aplicables  á  cual- 
quier caso  que  se  presente. 

Algunos  opinan  porque  ese  tipo  en  la  legis- 
lación penal  es  vicioso,  creyendo  que  reduce 
al  juez  á  un  simple  autómata,  sin  juicio  pro- 
pio, sin  libertad  para  salir  de  los  estrechos  lí- 
mites de  una  pauta  que,  en  todo  caso,  habrá 
de  ser  deficiente,  por  la  imposibilidad  de  pre- 
veer  la  infinita  variedad  de  circunstancias  que 
sería  preciso  tomar  en  consideración  para  va- 
lorar el  delito  y  señalar  su  respectiva  pena. 
Nosotros  lo  creemos  por  el  contrario,  si  no  se 
le  exagera,  el  más  perfecto,  el  que  permite  al 
juzgador  más  libertad,  sin  convertirlo  en  arbi- 
tro, y  el  menos  expuesto  á  irreparables  injus- 
ticias. 

La  legislación  que  se  encargue  de  describir 
cada  delito  con  la  prolija  expresión  de  las  cir- 
cunstancias que  han  de  rodearle  para  merecer 
tal  ó  cual  pena,  será  precisamente  la  que  inu- 
tilice el  juicio  propio  del  juez  y  lo  encierre 
dentro  de  una  órbita  de  la  que  no  podrá  salir 
con  autoridad  legítima;  pero  la  que,  estable- 
ciendo preceptos  generales  en  abstracto,  pres- 
cinda en  cuanto  sea  posible  de  tales  circuns- 
tancias concretas,  facultando  á  aquél  para  to- 
marlas en  consideración  siempre  que  ellas  se 
presenten;  deja  sin  duda  éste  un  campo  de 
acción  intelectual   más  vasto,   sin   concederle 
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una  funesta  omnipotencia   de  la  que  sería  tan 
fácil  abusar. 

Hay,  sin  embargo  delitos  que  varían  de  es- 
pecie por  razón  de  ciertos  accidentes  que  los 
acompañan;  y  es  preciso  no  confundir  estoá^ 
accidentes  con  las  circunstancias  que  califican 
de  un  modo  general  todos  los  demás.  El  que 
dá  voluntariamente  la  muerte  á  su  padre,  no 
es  reo  de  un  homicidio  con  la  circunstancia, 
agravante  de  ser  cometido  contra  la  persona 
de  un  ascendiente;  sino  del  crimen  especial 
llamado  parricidio,  al  que  todas  las  legislacio- 
nes del  mundo  y  de  todos  los  tiempos  han  re- 
conocido una  gravedad  excepcional  y  aplicado 
severísimas  penas.  Sería,  pues,  una  inconse- 
cuencia sostener  que  el  parricidio  debe  mere- 
cer la  pena  que  la  ley  le  imponga,  aumentada 
por  la  circunstancia  agravante  de  ser  cometi- 
do contra  el  padre,  pues  precisamente  ella  es 
la  que  le  dá  el  carácter  de  parricidio;  como  lo 
sería  igualmente  sostener  que  es  un  homicidio 
calificado,  aún  cuando  la  pena  sea  la  misma. 
En  casos  de  esta  especie,  al  describrir  la  ley 
un  delito,  debe  entrar  en  la  especificación  de 
las  circunstancias  peculiares  que  lo  constitu- 
yen, á  fin  de  que  no  se  le  pueda  confundir  con 
otro  análogo  y  calificado.  Así  ha  procedido 
nuestro  Código;  como  lo  veremos  al  ocuparnos 
de  la  aplicación  de  las  penas. 

Pero  no  todas  las  circunstancias  capaces  de 
modificar  la  responsabilidad  criminal  pueden 
apreciarse  como  tales,  tratándose  de  cualquier 
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género  de  delitos;  sería,  por  tanto,  peligroso 
darles  un  carácter  invariable,  atribuyéndoles 
en  tesis  general  esta  ó  la  otra  influencia  sobre 
la  penalidad  del  acto  punible.  Es  preciso, 
por  tanto,  que  el  legislador  las  tome  especial- 
mente en  cuenta,  al  ocuparse  de  delitos  deter- 
minados, é  indique  de  que  modo  alteran  la  res- 
ponsabilidad del  culpable,  precisando  si  la 
extinguen,  si  la  atenúan  simplemente,  ó  si  la 
agravan .  •  ^ 

Ese  cuidado  tuvieron  los  autores  del  Códi- 
go Peruano,  como  puede  comprobarse  leyen- 
do el  artículo  12  r,  que  considera  circunstan- 
cia agravante  la  de  ser  pirata  el  delincuente, 
dándole  una  significación  excepcional,  por 
cuanto  permite  aumentar  por  ella  hasta  en  dos 
términos  la  pena  correspondiente,  siendo  así 
que,  para  la  generalidad  de  los  casos,  sólo  la 
acrece  en  uno  porcada  circunstancia,  agravan- 
te (artículo  57):  el  artículo  141,  que  declara 
circunstancia  atenuante  la  justicia  de  la  peti- 
ción con  que  se  cause  motín  ó  asonada,  en  los 
delitos  de  este  género;  declaración  que  era  ne- 
cesaria para  que  no  se  excusasen  los  motinis- 
tas con  el  inciso  4?  del  artículo  8,  alegando 
haber  procedido  en  defensa  de  sus  derechos, 
pues  ésta  no  puede  llevarse  lícitamente  hasta 
el  trastorno  del  orden  público,  ó  la  turbación 
de  la  tranquilidad  del  vecindario:  el  artículo 
143  que,  en  las  rebeliones,  sediciones,  motines 
y  asonadas,  declara  igualmente  circunstancia 
atenuante  la  de  reunirse  los  sublevados  súbi- 
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tamente  y  sin  armas;  porque  no  originan  la 
gran  alarma  que  producen  los  actos  que  reve- 
lan premeditación  y  resolución  decidida  de  ha- 
cer mal;  y  así  otros. 

Como  sería  un  desorden  en  nuestra  exposi- 
ción reunir  en  este  artículo  todas  las  circuns- 
tancias que  legalmente  modifican  la  responsa- 
bilidad criminal;  nos  limitaremos  á  llamar  so- 
bre ellas  la  atención,  á  medida  que  se  vayan 
presentando  en  el  curso  de  nuestro  examen. 
Por  ahora  nos  basta  hacer  notar  que  no  todas 
esas  circunstancias  están  consignadas  en  los 
artículos  8,  9  y  lo  del  Código,  y  que  conviene 
buscarlas  en  el  título  que  corresponde  á  cada 
especie  de  delitos,  para  hacer  de  ellas  la  debi- 
da apHcación. 


TITULO    i.^ 

DE  LAS    CIRCUNSTANCIAS    QUE    EXIMEN  DE    RES- 
PONSABILIDAD   CRIMINAL. 

ArL  5? — Están  exentos  de  responsabilidad  cri- 
minal: 

Í.° — El  que  comete  el  hecho  en  estado  de  de- 
mencia 6  locura; 

2.^ — £1  menor  de  nueve  años; 

5.° — El  mayor  de  nueve  y  menor  de  quince 
años,  á  no  ser  que  se  pruebe  que  obró  con  discer- 
nimiento; 
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4.° — El  que  obra  en  defensa  de  su  persona  6 
derechoSj  ó  de  la  persona  ó  derechos  de  su  cónyuge^ 
ascendientes  ó  descendientes  ^  parientes  colaterales 
dentro  del  cuarto  grado ^  6  afines  dentro  del  según- 
do,  siempre  que  concurran  las  tres  circunstancias 
siguientes: 

1 . * — Agresión  ilegítima; 

j8.' — Necesidad  racional  del  medio  emplea- 
do para  impedirla  6  repelerla; 

5.* — Falta  de  provocación  suficiente   de 
parte  del  que  hace  la  defensa; 

5.^ — El  que  obra  en  defensa  de  la  persona  ó 
derechos  de  un  extraño,  si  concurren  las  circuns- 
tancias expresadas  en  el  inciso  anterior,  y  la^ de- 
fensa no  se  hace  por  odio,  venganza  ú  otro  motivo 
innoble-, 

6° — El  que  con  ocasión  de  practicar  un  acto 
licito,  en  el  cual  puso  la  debida  diligencia,  causa 
mal  por  mero  accidente; 

7.° — El  que  en  la  propiedad  agena  causa  un 
mal  por  evitar  otro  mayor,  siempre  que  éste  sea 
efectivo,  y  no  pueda  emplear  otro  medio  menos 
perjudicial; 

8.° — El  que  obra  violentado  por  una  fuerza 
irresistible,  ó  aynenazado  con  un  mal  inminente  y 
grave,  superior  ó  igual  al  que  se  le  induce  á  cau- 
sar, siempre  que  el  delito  se  cometa  durante  la 
fuerza  ó  la  amenaza; 

P.° — El  que  procede  en  ejercicio  legítimo  de 
su  empleo; 

10. — El  que  obra  en  virtud  de  obediencia 
debida  d  un  superior,  siempre  que  éste  proceda  en 
uso  de  sus  atribuciones,  y  concurran  los  requisitos 
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exijidos  por  las  leyes  para  que  la  orden  sea  obe- 
decida; 

11, — El  que   incurre  en  la  omisión  de  un 
deber  por  impedimento  legitimo  6  insuperable. 

Comentario. — Ya  hemos  dicho  (comentario 
al  artículo  i?)  que  los  elementos  de  la  impu- 
tabilidad  son  el  conocimiento  pleno  sobre  la 
malicia  de  la  acción  que  se  practica,  y  la  li- 
bertad con  que  se  la  ejecuta;  pero  es  necesa- 
rio advertir  que  esos  elementos  pueden  concu- 
rrir en  grados  diversos,  combinarse  en  diferen- 
tes modos  ó  faltar  j5or  completo,  tratándose  de 
un  acto  determinado^  y  modificar  la  respon- 
sabilidad del  delincuente,  ya  aumentándola,  ya 
disminuyéndola,  ya,  en  fin,  extinguiéndoja  en 
lo  absoluto.  El  influjo  de  causas,  ya  físicas,  ya 
morales,  ya  internas,  ya  externas;  puede  pertur- 
bar el  ejercicio  de  la  inteligencia  ó  aniquilarla, 
ú  obrar  sobre  la  libertad  con  tal  eficacia,  que 
hagan  al  hombre  proceder  cediendo  á  impulsos 
meramente  animales,  tras  los  que,  en  cierto 
modo,  su  personalidad  desaparece. 

Esta  situación  anómala,  pero  por  fortuna 
rara,  no  podía  olvidarla  la  ley;  y  en  todo  tiem- 
po y  en  todas  partes  ha  venido  en  protección 
del  desgraciado  que  perdió  el  gobierno  de  sus 
acciones,  y  del  que  aún  no  ha  llegado  á  adqui- 
rirlo, en  razón  del  paulatino  desarrollo  de  las 
facultades  psíquicas. 

En  cuanto  á  las  que  modifican  el  poder  in- 
telectual, reconoce  la  ciencia  numerosos  esta- 
dos que  designa  con  las  denominaciones  de  im- 
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becilidad,  idiotismo,  demencia,  monomanía, 
fatuidad,  locura,  frenesí,  etc.,  etc.,  que  consis- 
ten en  el  incompleto  desarrollo  de  las  faculta- 
des mentales,  en  su  debilitación  gradual  ó  in- 
tempestiva, en  su  perturbación  más  ó  menos 
amplia.  Aún  cuando  la  ley  no  puede  entrar 
en  la  enumeración  detallada  de  esos  estados 
morbosos,  cuya  clasificación  tiene  todavía  mu- 
cho de  arbitrario  é  inexacto,  no  puede  prescin- 
dir de  mencionarlos,  siquiera  sea  en  términos 
generales;  y  nuestro  Código  ha  creído  com- 
prenderlas todas  en  los  términos  demencia  y 
locurUf  que,  á  nuestro  juicio,  deben  reputarse 
como  la  expresión  sintética  de  los  desórdenes 
mentales;  y  no  como  la  designación  precisa  de 
dos  estados  únicos,  por  cuanto  no  habría  jus- 
ticia en  excluir  de  la  enumeración  los  demás. 
Toda  perturbación  más  ó  menos  permanente 
de  las  facultades  mentales  es  locura  para  nues- 
tra ley;  toda  debilidad  en  su  ejercicio  está 
comprendida  en  la  demencia.  Habría  sido 
preferible,  con  todo,  emplear  una  expresión 
semejante  á  la  usada  por  el  código  argentino, 
y  decir  que  exime  de  responsabilidad  la  cir- 
cunstancia de  haber  practicado  el  hecho  en 
estado  de  perturbación  de  los  sentidos  ó  de  la 
inteligencia,  no  imputable  al  agente. 


No  puede  precisarse  el  momento  en  que 
empieza  el  ejercicio  de  la  inteligencia,  el  ins- 
tante en  que  el  hombre  comienza  á  discernir 
entre  lo  bueno  y  lo  malo;  tanto  porque  el  de- 
sarrollo mental  se  verifica  gradualmente,  cuan- 
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to  porque  es  más  rápido  en  unos  individuos 
que  en  otros,  ya  en  virtud  de  su  constitución 
física,  ya  del  clima,  ya  del  grado  de  cultura  de 
la  sociedad  en  que  viven.  Pero  la  observación 
puede  descubrir  ese  momento,  y  su  aparición 
determina  una  nueva  era  para  el  individuo  en 
su  vida  social:  de  irresponsable  que  era,  tór- 
nase en  señor  de  sus  acciones,  en  persona  ca- 
paz de  responder  de  ellas  ante  el  poder  encar- 
gado de  la  reali:^ación  del  derecho.  Esa  ob- 
servación ha  demostrado  que,  en  nuestros  cli- 
mas y  bajo  las  influencias  sociales  á  que  esta- 
mos sujetos,  es  á  la  edad  de  nueve  años  cuan- 
do principiamos  á  distinguir  lo  justo  de  lo  in- 
justo, lo  bueno  de  lo  malo.  Hay  niños  preco- 
ces que  antes  de  los  nueve  años  son  capaces 
de  ese  discernimiento:  hay,  por  el  contrario, 
otros,  especialmente  en  los  lugares  fríos  de 
nuestras  serranías,  que  á  los  diez  ó  doce  años 
sólo  revelan  una  inteligencia  embrionaria,  en 
que  la  noción  de  la  justicia  no  se  vislumbra 
aún;  pero  estas  son  excepciones;  y  la  ley  no 
dispone  sino  para  la  generalidad. 

Las  relaciones  sociales  y  las  obligaciones 
que  de  ellas  se  derivan  son,  sin  embargo,  de- 
masiado numerosas  para  que  á  la  edad  de  9 
años  sean  perfectamente  conocidas  enloda  su 
variedad,  y  principalmente  aquellas  que  más 
se  alejan  del  círculo  de  familia  en  que  se  gira 
durante  la  niñez.  Se  puede  tener  ideas  sobre 
el  respeto  que  merece  la  vida;  tal  vez  sobre  el 
que  es  debido  á  la  propiedad  agena,  á  pesar 
de  que  se  ha  vivido  bajo  el  comunismo  delho- 
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gar;  y  aún  sobre  los  fueros  de  la  libertad,  que  la 
autoridad  paterna  no  permite  reconocer  en  to- 
da su  amplitud;  pero  indudablemente  las  obli- 
gaciones de  otro  género,  las  que  dicen  relación 
con  la  autoridad  pública,  verbigracia,  no  son 
sospechadas  siquiera  por  el  que  aún  no  ha  en- 
trado en  el  verdadero  movimiento  social. 

Por  eso  opinamos  que  á  cierta  edad  debe- 
ría comenzar  la  responsabilidad  para  determi- 
nados delitos,  y  más  tarde,  para  los  que  sean 
violatorios  de  derechos  que  sólo  se  puede  con- 
cebir cuando  ya  se  ha  ingresado  en  la  vida  de 
ciudad.  No  es  esta,  sin  embargo,  la  doctrina 
corriente  en  las  legislaciones  que  conocemos: 
en  todas  ellas  se  fija  de  un  modo  invariable 
una  edad  determinada,  desde  cuyo  adveni- 
miento se  reputa  al  hombre  responsable  de 
sus  actos,  sea  cual  fuere  el  orden  á  que  perte- 
nezcan. 

Como  un  temperamento  entre  la  opinión 
que  domina  en  las  legislaciones  penales  y  la 
que  por  nuestra  parte  acabamos  de  emitir;  se 
admite  un  período  de  la  vida,  que  según  nues- 
tro Código  es  el  que  media  entre  los  9  y  15 
años;  durante  el  cual  se  le  favorece  con  la  pre- 
sunción legal  de  la  irresponsabilidad,  siendo 
necesario  que  se  le  pruebe  que  obró  con  dis- 
cernimiento para  infligirle  castigo  por  las 
violaciones  de  derecho  en  que  incurriere. 

Esta  disposición,  que  puede  dejar  sin  casti- 
go actjí)s  practicados  con  verdadera  malicia,  y 
aplicarlo  á  otros  ejecutados  con  perfecta  ino- 
cencia; ha  estado  pasando   desapercibida  du- 
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rante  muchos  años  en  la  práctica  de  nuestros 
Tribunales:  se  ponía  en  prisión  á  los  menores 
de  quince  años,  se  les  sujetaba  á  todo  el  rigo- 
rismo de  las  formas  del  enjuiciamiento  pres- 
critas para  los  mayores  de  edad;  y  sólo  en  la 
sentencia  definitiva,  cuando  el  proceso  llega- 
ba á  ese  estado,  se  hacía  la  apreciación  de  la 
responsabilidad  del  enjuiciado  tomando  en 
cuenta  su  edad.  Felizmente,-  á  iniciativa  de 
uno  de  nuestros  distinguidos  profesores  de  de- 
recho, ha  llegado  á  ejecutoriarse  que  los  meno- 
res de  quince  años  deben  permanecer  en  li- 
bertad durante  su  enjuiciamiento,  tomándose 
cuando  más  contra  ellos  la  seguridad  de  po- 
nerlos depositados  en  poder  de  persona  ga- 
rantida, hasta  que  se  exclarezca  si  obraron  ó 
no  con  discernimiento,  y  si  deben  ser  ó  nocon- 
denados;  declaración  que  se  debe  hacer  en  la 
sentencia  (Supremas  ejecutorias  en  el  proceso 
Francisco  Espíritu  y  el  menor  Guillermo  De- 
lacruz,  de  27  de  Julio  de  iSgr  y  29  de  Diciem- 
bre de  1892.) 


A  este  respecto  creemos  oportuno  invadir  el 
terreno  del  procedimiento  judicial,  para  dar 
aquí  una  opinión  sobre  los  trámites  á  que  de- 
bería someterse  la  declaración  de  irresponsa- 
bilidad de  los  menores,  siquiera  sea  somera- 
mente, reservando  su  amplificación  para  cuan- 
do nos  veamos  obligados  á  una  segunda  edi- 
ción de  nuestros  comentarios  al  Código  de 
Enjuiciamientos,  ya  que  nuestra  ley  ha  guar- 
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dado   silencio   sobre   punto   de  tanta   trascen- 
dencia.    * 

¿Basta  que  el  acusado  afirme  tener  de  nue- 
ve á  quince  años,  ó  menos  de  nueve? 

Habiendo  necesidad  de  prueba,  ¿cuándo  ha 
de  producirse  ésta? 

Tratándose  del  mayor  de  nueve  y  del  me- 
nor de  quince  años  ¿á  qué  época  debe  remon- 
tarse la  prueba  de  su  discernimiento? 

¿Se  paralizará  mientras  tanto  la  tramita- 
ción del  juicio? 

Hallamos  bastante  analogía  entre  el  caso 
propuesto  y  el  previsto  por  el  artículo  47  del 
Código  de  Enjuiciamientos  Penal:  en  uno  y 
otro  surge  la  duda  sobre  la  capacidad  del  acu- 
sado para  responder  de  sus  actos;  y  el  proce- 
dimiento debe  ser  análogo.  Por  eso  resolve- 
ríamos las  anteriores  cuestiones  en  esta  for- 
ma. 

No  basta  que  el  reo  afirme  tener  menos  de 
quince  años:  es  necesaria  la  pruebar  por  la  par- 
tida de  nacimiento,  de  baustimo  ú  otro  medio 
subsidiario. 

Esta  prueba  debe  producirse  inmediata- 
mente y  concretarse  á  la  sola  circunstancia  de 
la  edad  por  parte  del  acusado.  Si  de  ella  re- 
sulta que  no  tiene  más  de  nueve  años;  se  le 
debe  poner  inmediatamente  en  libertad  y  cor- 
tar el  juicio;  más  si  resulta  que  tiene  menos 
de  quince  pero  más  de  nueve,  se  le  pasará  en 
el  acto  á  poder  del  depositario  que  nombre  el 
Juez.  Mientras  tanto  el  acusador  debe  ade- 
lantar  su  prueba   sobre  la   capacidad  del    reo, 


para  lo  que  puede  seguirse  un  procedimiento 
análogo  al  que  prescribe  el  Código  •de  Enjui- 
ciamientos en  materia  civil,  tratando  de  la  in- 
terdicción. 

La  prueba  de  la  capacidad  debe  retrotraer- 
se por  lo  menos  al  día  en  que  se  practicó  el 
hecho  materia  de  la  acusación,  por  cuanto  lo 
que  ha  de  acreditarse  es,  no  la  habilidad  ac- 
tual del  acusado,  sino  la  plenitud  de  conoci- 
miento y  libertad  con  que  procedió  al  practi- 
car el  acto   que  debe  juzgarse. 


El  deber  de  la  propia  conservación  y  la  ten- 
dencia á  cuidar  de  la  de  los  nuestros  hablan 
de  modo  tan  imperioso  en  el  corazón  del  hom- 
bre, que  con  justicia  se  cree  generalmente  que 
al  procurarlas  no  procedemos  de  un  modo  de- 
liberado, sino  á  impulsos  del  instinto.  Por  eso 
la  moral  y  el  derecho  eximen  de  toda  respon- 
sabilidad al  que,  cediendo  á  impulsos  de  la 
naturaleza,  causa  daño  á  quien  atentó  contra 
su  vida  ó  la  de  los  suyos. 

No  es  más  resistible  el  movimiento  expon- 
táneo  que  nos  lleva  á  defender  nuestra  honra, 
nuestros  bienes,  nuestra  libertad  y  todo  cuan- 
to es  objeto  de  nuestros  primordiales  dere- 
rechos;  ni  menos  general  el  voto  de  indemnidad 
que  releva  de  culpa  al  que  í*echaza  toda  agre- 
sión que  venga  á  lastimarlos.  La  moral  y  el 
derecho  se  pronuncian  igualmente  en  favor 
del  que  acude  en  defensa  de  la  honra  de  los 
bienes,  de  la  libertad  y  demás  legítimos  inte- 
reses de  las  personas  que  le   están  ligadas  por 
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los  estrechos  vínculos  de  familia;  y  la  ley  pó* 
sitiva,  que  ha  de  ser  en  cuanto  pueda  la  ex- 
presión de  la  justicia,  tenía  necesidad  de  ar- 
monizar sus  prescripciones  con  las  enseñanzas 
de  la  ñlosofla  jurídica,  declarando,  como  lo  de- 
clara la  nuestra,  que  no  tienen  responsabili- 
dad criminal  los  que  en  justicia  defienden  su 
persona  y  derechos,  6  la  persona  y  derehos 
de  su  cónyuge,  ascendientes,  descendientes  y 
parientes  colaterales  ó  afines,  dentro  de  los  gra- 
dos en  que  de  ordinario  se  encierra  el  caudal 
de  afectos  recíprocos  entre  los  individuos  de 
una  misma  casa. 

Más  no  se  podía  dejar  al  criterio  privado 
del  defensor  la  apreciación  de  los  móviles  que  le 
inspiraran,  de  las  causas  que  le  determinaron 
á  emprender  la  defensa,  de  los  medios  que 
empleó  para  realizarla,  de  los  límites  á  que 
llegó  en  ella.  El  derecho,  de  acuerdo  con  la 
moral,  exije  la  efectividad  de  la  agresión,  la 
proporcionalidad  entre  ésta  y  la  defensa,  la  ce- 
sación de  ésta  cuando  haya  desaparecido  la 
primera,  para  que  no  degenere  en  ruin  ven- 
ganza; y  era  necesario  que  el  legislador  no 
abriese  la  puerta  de  la  impunidad  á  las  pasio- 
nes innobles,  que  se  desbordarían  y  entrega- 
rían á  los  más  torpes  excesos,  encubriéndolas 
siempre  bajo  el  velo  de  una  justa  defensa. 

Exige  por  eso  nuestra  ley,  i.°  que  preceda 
agresión  ilegítima;  porque,  aunque  propiamen- 
te hablando,  no  hay  ninguna  que  no  lo  sea, 
era  necesario  evitar  que  se  diese  el  carácter 
de  tal    á  actos   represivos   practicados  con  ra- 
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zón  suficiente;  como  lo  serían  el  rechazo  del 
centinela  al  que  pretendiese  entrar  por  la  fuer- 
za á  un  cuartel  ú  otro  lugar  prohibido;  la  ex- 
tracción de  prenda  por  mandato  judicial;  la 
privación  de  la  libertad  previo  auto  de  deten- 
ción, etc;  2.°  que  el  medio  empleado  como  de- 
fensa sea  racionalmente  necesario,  es  decir, 
proporcionado  á  la  agresión  é  inevitable  por 
ser  el  único  á  que  se  pudiese  apelar  para  po- 
ner término  á  aquella;  por  lo  que  no  serían 
aceptables  como  defensa  una  puñalada  ó  un  ti- 
ro de  revólver  para  contener  al  que  nos  inju- 
ria de  palabra,  los  maltratos  al  ladrón  á  quien 
hemos  apresado  yá,  ó  el  empleo  de  armas  en 
un  lugar  que  está  vigilado  por  la  policía  sin 
ocurrir  previamente  á  está;  3.°  que  el  que  dice 
defenderse  no  haya  provocado  con  su  conduc- 
ta culpable  el  conflicto  de  que  quiera  salvar 
por  la  violencia. 


El  derecho  no  puede  jamás  divorciarse  de 
la  moral  que  nos  prescribe  el  amor  á  nuestros 
semejantes;  amor  cuya  medida  nos  señala  la 
religión  cristiana  bajo  esta  sencilla  fórmula 
ama  á  ¿u  prójimo  como  á  tímismo^  y  que,  á  ser 
observada  universalmente,  resolvería  el  pro- 
blema de  la  mayor  felicidad  para  los  pueblos 
y  los  hombres.  Constreñidos,  por  una  ley  in- 
declinable de  nuestra  naturaleza,  á  ver  en  los 
semejantes  la  repetición  de  nuestra  persona- 
lidad; obrar  en  defensa  de  otro,  de  la  misma 
manera  que  nos  defenderíamos  á  nosotros  mis- 
mos, debe  ser  en  justicia  una  causa  que  igual- 
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mente  exima  de  responsabilidad;  y  así  lo  de- 
clara nuestra  ley.  Más  era  necesario  impedir 
que  los  móviles  reprobados,  no  hallando  una 
taxativa,  se  cubriesen  con  el  ropage  de  la  fi- 
lantropía generosa;  por  lo  que  el  legislador  ha 
querido  privar  de  las  regalías  del  abnegado 
defensor,  al  que  toma  la  causa  del  ofendido 
por  vengarse  del  agresor,  ó  satisfacer  en  él  an- 
tiguos odios,  pues  en  realidad  no  existe  para 
ese  el  noble  motivo  que  impulsó  al  primero. 

No  es  dado  al  hombre  preveer  todas  las 
consecuencias  posibles  de  sus  acciones:  algu- 
nas de  ellas  son  de  tal  modo  remotas,  que  hay 
necesidad  de  un  esfuerzo  intelectual  para  des- 
cubrir sus  relaciones  con  el  acto  que  les  dio 
origen;  y  lá  ley,  que  no  regula  relaciones  en- 
tre inteligencias  infinitas,  sino  entre  seres  de 
limitado  alcance  mental,  no  podía  imputarles 
esas  consecuencias,  aunque  importen  un  que- 
brantamiento del  estado  de  derecho,  sin  co- 
meter una  verdadera  injusticia  exigiendo  ca- 
racteres divinos  á  desventurados  mortales.  Si 
usando  del  propio  derecho,  y  tomando  las  na- 

I  turales  precauciones  para  que  de   su   ejercicio 

no  resulte  mal  á  nadie,  se  deriva  sin  embargo, 

\  por  el  influjo  de  causas  ignoradas,  el  perjuicio 

de  un  tercero;  no  hay  razón  para  constituir  en 
autor  de  este  perjuicio  al  que  procedió  lícita- 

i  mente;  porqué  respecto   del  hecho  resultante, 

falta  uno  de  los  elementos  de  la  imputabili- 
dad;  falta  el  conocimiento  de  lo  que  se  hace, 
en  toda  su  plenitud. 
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Más  tales  consideraciones  no  pi^eden  ser 
aplicadas  al  imprudente  que,  al  practicar  un 
acto  lícito  cualquiera,  omite  las  precauciones, 
que  el  menos  avisado  adoptaría  para  evitar 
todo  daño  de  tercero.  ¿Quién  excusaría  al 
que  arrojase  la  colilla  del  cigarro,  ó  ardiendo 
el  fósforo  de  que  se  había  servido,  sobre  la  vi- 
ruta y  demás  despojos  de  un  taller  de  carpin- 
tería? ¿Quien  al  que,  en  lugar  concurrido,  se 
pusiese  á  jugar  con  arma  de  fuego  cargada,  y 
dejase  escapar  un  proyectil  que  causara  la 
muerte  de  una  ó  más  personas? 


No  es  menos  digno  de  excusa,  por  el  daño 
que  cause  en  la  propiedad  agena  al  que  se 
propuso  salvarla  de  otro  mayor:  la  misma,  ó 
análoga  generosidad  impulsa  al  defensor  de 
la  propiedad  de  otro  que  al  que  le  defiende  la 
vida,  la  honra  ó  cualquiera  otro  de  sus  más 
preciados  bienes,  é  idéntica  falta  de  conoci- 
miento sobre  las  consecuencias  de  sus  actos 
puede  alegarse  en  su  favor.  Así  el  que  desvía 
la  corriente  de  las  aguas  que  riegan  una  pro- 
piedad por  echarlas  sobre  un  edificio  que  se 
incendia:  el  que  destruye  parte  del  mobiliario 
de  una  casa  al  cortar  el  fuego  que  la  devora; 
no  pueden  tener  responsabilidad  por  el  daño 
que  causan.  Pero,  como  podría  hacerse  daño 
en  la  propiedad  bajo  imaginarios  pretextos; 
verbigracia,  anegando  casa  no  amenazada  por 
el  fuego,  privando  de  riego  las  tierras  de  labor 
cuando  no  hay  incendio  que  combatir,  destru' 
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yendo  el  mobiliario  que  pudo  extraerse  por 
haber  tiempo  y  facilidades  para  hacerlo?  exije 
la  ley  que  el  peligro  sea  efectivo  y  que  no  se 
pueda  apelar  á  otros  medios  distintos  y  me- 
nos perjudiciales  que  aquellos  que  causan  el 
mal. 


Es  evidente  que  hay  causas  que  influyen 
sobre  nuestra  libertad  con  la  misma  eficacia 
que  la  demencia,  la  locura  ó  la  ignorancia  so- 
bre nuestro  entendimiento;  y  que  esas  cau- 
sas pueden  ser  unas  físicas  y  otras  morales. — 
Al  primer  género  pertenece  la  fuerza  material 
con  que  se  nos  obliga  á  hacer  daño  contra 
nuestra  voluntad,  ó  por  lo  menos  sin  el  con- 
curso de  ella:  el  que  empujado  por  otro  vá  á 
caer  sobre  un  tercero  que  por  hallarse  al  borde, 
del  abismo,  se  precipita  y  muere,  es  ante  la 
razón  y  la  justicia  tan  irresponsable  como  el 
proyectil  que  hiere  y  mata;  el  que  es  tomado 
de  la  mano  para  hacerle  coger  el  puñal  y 
arrastrado  por  la  violencia  hacia  otro  hasta 
que  el  arma  se  hunda  en  el  pecho  de  ese  ter- 
cero, no  es  más  que  un  aparato  agregado  á  la 
empuñadura,  y  tan  inocente  como  ésta  del  mal 
que  produce. — La  amenaza  es  del  segundo 
género:  ella  nos  quita  la  libertad  moral  é  in- 
clina nuestra  voluntad  con  todo  el  peso  del  ins- 
tinto de  la  propia  conservación.  Suprimida  la 
libertad,  la  imputabilidad  desaparece:  la  per- 
sonalidad se  ausenta  para  dejar  el  puesto  al 
animal,  que  cediendo  á  sus  naturales  inclina- 
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ciones  quiere  vivir,  y  vivir  rodeado  de  la  ma- 
yor suma  de  bienestar  posible. 

Debe,  sin  embargo,  tenerse  en  considera- 
ción que  la  fuerza,  como  se  expresa  el  Código, 
ha  de  ser  irresistible;  es  decir,  ha  de  ser  de  tal 
modo  superior  á  la  del  violentado,  que  todo 
esfuerzo  de  su  parte  para  impedir  ó  dismi- 
nuir su  eficacia  sea  completamente  inútil; 
porque  el  que  pudiendo  evitar,  mediante  su 
resistencia,  el  mal  á  que  se  le  solicita  ó  impe- 
le, omite  toda  acción  de  su  parte;  si  no  dá 
una  prueba  concluyente  de  que  tenía  volun- 
tad también  para  ofender,  por  lo  menos  es 
culpable  de  su  voluntaria  omisión,  y  en  con- 
secuencia, del  mal  que  con  ella  ocasiona. 

Es  igualmente  necesario  que  la  fuerza  per- 
sista sobre  el  que  la  sufra  hasta  que  se  haya 
practicado  el  mal;  porque  si  cesa  aquella; 
vuelve  el  violentado  á  recobrar  su  libertad,  y 
entonces  procede  en  las  condiciones  normales 
de  conocimiento  y  voluntad  reflexiva. 

Nuestro  Código  determina  los  caracteres 
que  ha  de  tener  el  mal  que  constituye  la  ame- 
naza para  que  se  la  pueda  estimar  como  cau- 
sa de  irresponsabilidad;  ha  de  ser  inminente: 
la  intimidación  con  un  daño  futuro  y  remoto 
sólo  podría  quizás  tener  influencia  sobre  espí- 
ritus menguados  y  exageradamente  egoístas, 
pues  lo  natural  es  que,  ante  amenazas  seme- 
jantes, venga  el  recuerdo  de  la  posibilidad  de 
eludirlas.  Há  de  ser  además  el  mal  con  que 
se  amenaza,  tan  grave  ó  mayor  que  el  que  su- 
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friría  el  amenazado  en  caso  de  resistirse,  por- 
que, repetimos,  sólo  en  las  almas  dominadas 
por  un  egoismo  vituperable  cabe  la  resolución 
de  hacer  un  grave  daño  por  ahorrarse  un 
transitorio  y  leve  disgusto.  En  los  casos  de 
daño  remoto,  ó  comparativamente  pequeño, 
la  coacción  propiamente  no  existe;  se  procede 
con  cierto  grado  de  libertad,  que  hace  impu- 
table la  infracción  al  que  la  comete,  amen  de 
la  responsabilidad  en  que  incurre  el  amena- 
zador. 


No  cabe  responsabilidad  criminal  en  el  que 
causa  daño  en  ejercicio  legítimo  de  su  em- 
pleo, oficio  ó  autoridad,  porque  el  delito  con- 
siste esencialmente  en  la  violación  del  dere- 
cho, y  no  pueden  tener  ese  carácter  los  actos 
autorizados  expresamente,  por  él.  Si,  como 
hemos  dicho  más  arriba,  los  actos  ilícitos, 
ó  claramente  prohibidos  por  el  derecho,  exi- 
men de  responsabilidad  al  que,  practicándo- 
los, infiere  un  mal  por  mero  accidente;  con 
mayor  razón  debe  quedar  relevado  de  culpa 
el  que  cumple  un  deber  impuesto  á  su  empleo 
ó  autoridad  por  la  misma  ley,  ó  señalado  por 
la  ciencia,  prescrito  por  el  arte  ó  sancionado 
por  el  uso  constante  á  su  profesión  ú  oficio. 
En  este  sentido  son  irresponsables:  la  auto- 
ridad que  manda  dar  muerte  al  condenado  á 
esa  pena  por  los  Tribunales  de  Justicia;  el 
verdugo  que  pone  al  cuello  el  dogal  ó  hace 
descender  sobre  el  ajusticiado  la  cuchilla  de 
la  guillotina;  el  alguacil  que  extrae  violenta- 
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mente  la  prenda,  mandado  por  el  Juez;  el 
gendarme  que  penetra  por  la  fuerza  á  la  mo- 
rada del  bandolero  para  capturarlo  y  entre- 
garlo á  la  policía;  el  médico  que  siguiendo  el 
régimi^n  prescrito  por  la  ciencia,  administra 
el  remedio  que  por  ignoradas  causas  se  torna 
en  tósigo  fatal  para  el  paciente;  el  cirujano 
en  cuyas  manos  espira  el  enfermo  á  quien 
opera  siguiendo  las  reglas  que  una  práctica 
racional  tiene  admitidas;  el  banquero  que 
acepta  depósito  de  caudales  robados,  reci- 
biéndolos de  persona  notoriamente  abonada  é 
instalada  debidamente  en  el  comercio;  y  otros 
muchos  que  no  sería  difícil  enumerar. 

Más  es  preciso,  nótese  bien,  que  al  ejercer 
las  funciones  del  empleo,  oficio  ó  autoridad 
se  proceda  legítimamente^  es  decir,  con  arreglo 
al  derecho  y  á  las  buenas  costumbres.  No  se- 
rían por  consiguiente  irresponsables  la  autori- 
dad política  que  por  la  tnera  noticia  extraofi- 
cial de  la  condena  de  muerte  en  primera  ins- 
tancia, y  sin  esperar  la  absolución  de  los  gra- 
dos superiores  ni  las  órdenes  respectivas,  man- 
dase ejecutar  al  reo;  ni  el  verdugo  que  se  apo- 
derase de  éste  antes  de  que  se  le  ordenara;  ni 
el  alguacil  que  de  motu  propio  extrajese  pren- 
da; ni  el  gendarme  que  violase  domicilio  sin 
orden  escrita  de  su  superior;  ni  el  médico  que 
contrariando  su  propio  diagnóstico  prescribie- 
se el  tratamiento  contraindicado;  ni  el  ciruja- 
no que  causase  la  muerte  del  operado  por  se- 
guir una  práctica  arbitraria  ú  omitir  volunta- 
riamente las  precauciones  de  su  arte;  ni  el 
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iqüe  careciendo  de  título  se  inmiscuyese  en  el 
ejercicio  de  las  delicadas  profesiones  de  médi- 
co ó  cirujano;  ni  el  banquero  que  á  ciencia 
cierta  aceptase  depósito  de  caudal  robado  etc. 


Obedecer  las  órdenes  superiores,  aunque  áé 
su  cumplimiento  pueda  resultar  daño,  ajuicio 
del  que  las  ejecuta,  no  es  violar  el  derecho;  es, 
por  el  contrario,  ms^ntener  el  orden,  que  desa- 
parecería si  cada  una  de  las  instituciones  ó 
agentes  de  la  autoridad  tuviese  el  poder  de  de- 
liberar y  resolver,  por  sí  y  ante  sí,  los  actos  que 
debe  ó  nó  practicar.  Sin  subordinación  y  disci- 
plina toda  asociación  se  desconcierta  y  mar- 
cha á  la  disolución.  No  puede,  pues,  haber 
responsabilidad  en  quien  hace  un  mal  obede- 
ciendo órdenes  superiores. 

.  Más  no  es  justo  convertir  á  los  hombres  en 
niáquinas,  en  simples  y  pasivos  instrumentos 
de  inspiraciones  agenas:|todo  el  que  desempe- 
ña funciones  en  el  seno  de  la  sociedad,  debe 
ejercerlas  racionalmente  y  con  sujeción  á  las 
leyes  que  están  sobre  toda  voluntad  individual 
y  por  lo  mismo,  han  de  ser  acatadas,  antes 
que  los  mandatos  superiores  que  se  les  opon- 
gan: por  eso  el  ejecutor  de  decisiones  supe- 
riores ha  de  examinar  si  ellas  están  ó  nó  den- 
tro de  la  órbita  en  que  ha  de  moverse  el  que 
las  expide,  y  si  revisten  las  formas  externas 
que  deben  legalmente  tener  para  ser  obedeci- 
das. De  suerte  que  el  gendarme  que  cumplie- 
se resoluciones  de  carácter  judicial  expedidas 

por    una   autoridad    política,    ó    procediese, 
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por  una  simple  orden  verbal  de  esta,  á  violar  el 
domicilio  de  una  persona  ó  á  arrestarla,  sin 
exigir  el  mandato  escrito  que  la  Constitución 
prescribe;  no  quedaría  relevado  de  culpa,  ni  se 
le  admitiría  á  alegar  que  obró  en  obediencia 
de  mandatos  superiores.  No  es  difícil  determi- 
nar, en  la  práctica,  cuándo  la  obediencia  exime 
de  responsabilidad. 


Nuestro  Código  no  considera,  entre  las  cau- 
sas que  eximen  de  responsabilidad  criminal, 
la  predisposición  orgánica  ni  la  sujestión  hip- 
nótica, miradas  por  la  escuela  materialista  co- 
mo argumentos  formidables  contra  la  penali- 
dad social. 

Hay,  según  los  positivistas,  hombres  crimi- 
nales por  necesidad;  seres  nacidos  para  el  ase- 
sinato, el  robo  y  todos  los  actos  considerados 
delictuosos;  de  la  misma  manera  que  hay  otros 
predestinados  al  bien,  po  en  virtud  de  la  gracia 
santificante;  sino  de  su  organización  perfecta. 
La  libertad  individual  para  ellos  no  existe: 
los  hechos  que  se  cree  generalmente  libres  son 
consecuencias  forzosas  de  una  conformación 
regular  ó  anómala  de  ciertos  órganos;  en  las 
mismas  circunstancias,  dos  individuos  de  tem- 
peramentos contrarios  siguen  conductas  dia- 
metralmente  opuestas.  ¿Con  qué  derecho  po- 
drá entonces  la  justicia  humana  inflij ir  casti- 
gos á  los  que,  cediendo  á  sus  naturales  impul- 
sos, á  los  que,  obedeciendo  una  ley  irresistible, 
matan  como  el  tigre,  roban  como  la  zorra,  ó 
ejecutan  otros  actos  en  perfecta  armonía  con 
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su  organización  excepcional?  ¿Qué  mérito 
atribuir  al  que  obra  el  bien  porque  la  suya  es 
incapaz  para  otra  cosa? 

El  sonambulismo,  estado  de  enagenación 
mental,  en  que  el  individuo  no  es  dueño  de 
sus  acciones,  y  que  algún  código  menciona 
expresamente  al  señalar  las  causas  de  irres- 
ponsabilidad criminal;  puede  ser,  el  efecto  na- 
tural de  una  organización  enfermiza  ó  el  resul- 
tado de  la  influencia  misteriosa  que,  mediante 
el  magnetismo  ó  hipnotismo,  puede  ejercer 
una  persona  sobre  otra.  En  ese  estado  la  li- 
bertad se  aniquila;  el  hipnotizado  cede  faltal- 
mente  á  las  sujestiones  del  hipnotizador,  y 
practicará,  al  despertar,  los  actos  que  éste  le 
haya  sugerido,  creyendo  obrar  por  inspiración 
propia  y  usar  de  una  libertad  de  que  en  lo  ab- 
soluto carece. '  Si  el  hipnotizador  ha  sugerido 
un  asesinato  ó  un  robo;  el  hipnotizado,  al  des- 
pertar, ó  después  del  tiempo  que  se  le  haya 
indicado  por  aquél,  cometerá  el  asesinato  ó  el 
robo,  con  todas  las  apariencias  de  un  acto  li- 
bre; y  si  fuese  interrogado  en  justicia,  confe- 
sará ó  negará  el  hecho  declarando  en  el  primer 
caso,  que  procedió  por  odio  ó  venganza,  por 
motivos  esencialmente  personales,  y  con  toda 
la  libertad  de  que  es  capaz,  siempre  que  la 
sujestión  haya  sido  acompañada  de  la  orden 
de  olvidarla. 

¿Cómo  imputar  el  acto  criminoso  al  que  no 
ha  sido  n^s  que  instrumento  inconsciente  de 
un  tercero?  ¿Cómo  asegurarse  de  que  los  ac- 
tos reputados  libres  no  fueron  sugeridos? 
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Creemos  que  nuestros  legisladores  han  teni- 
do razón  para  no  atribuir  al  temperamento  y 
demás  condiciones  del  organismo  toda  la  im- 
portancia que  quiere  concederles  la  escuela  po- 
sitivista. Sin  desconocer  la  influencia  del  al- 
ma sobre  el  cuerpo  y  de  éste  sobre  aquella; 
sin  negar  que  haya  individuos  para  quienes  es 
más  fuerte  que  para  los  otros  la  lucha  entre  el 
sentimiento  del  deber  y  fas  propensiones  de 
una  naturaleza  viciosa,  de  un  organismo  im- 
perfecto; no  podemos  admitir  que  la  materia 
sea  todo,  que  el  espíritu  sea  una  quimera,  ni 
que  las  funciones  intelectuales  y  morales  estén 
reducidas  á  vibraciones  de  fibras,  á  secreciones 
cerebrales,  á  simples  modalidades  de  una  fuer- 
za desconocida.  Tenemos  de  la  humanidad 
y  de  sus  destinos  una  idea  más  elevada,  para 
aceptar  que  su  rol  en  la  creación  difiera  poco, 
ó  no  difiera  del  que  corresponde  á  las  plantas 
y  á  los  brutos. 

Si  quisiéramos  dar  el  por  qué  de  esta  opi- 
nión, habríamos  de  reproducir  cuanto  los  filó- 
sofos espiritualistas  de  los  antiguos  y  moder- 
nos tiempos  han  dicho,  probando  la  existencia 
del  alma,  su  espiritualidad,  su  inmortalidad 
y  perfectibilidad  indefinida. 

Para  conformarnos  á  las  enseñanzas  de  la 
escuela  positivista,  habríamos  de  renunciar 
los  tesoros  acumulados  por  la  civilización  du- 
rante más  de  veinte  siglos,  y  las  conquistas 
hechas  á  su  luz  en  materia  de  organización  social 
y  política;  habríamos  de  reconocer  en  el  dere- 
cho un  carácter  esencialmente  negativo,  redq- 
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ciéndolo  á  la  simple  regla  alterum  non  ledere^íun- 
dada,  como  las  leyes  físicas,  en  la  naturaleza 
corpórea  del  hombre,  y  aceptar  que  él  rige 
pero  no  obliga,  que  se  cumple  fatalmente,  co- 
mo las  leyes  del  calor  ó  de  la  atracción;  por- 
que no  puede  haber  precepto  donde  no  hay 
una  voluntad  capaz  de  cumplirlo  ó  quebran- 
tarlo. 

A  nuestro  juicio,  la  lucha  es  la  vida,  y  cada 
ser  ha  recibido  de  la  Providencia  la  fuerza  y 
los  elementos  necesarios  para  llegar  á  su 
destino,  venciendo  los  obstáculos  que  en- 
cuentre á  su  paso.  Cuanto  mayores  sean  el 
número  y  magnitud  de  estos;  tanto  más  ele- 
vada es  la  gerarquia  del  ser  que  ha  de  supe- 
rarlos. 

Las  plantas  nacen,  se  desarrollan,  crecen 
y  mueren,  sin  haber  sostenido  una  lucha  ni 
sufrido  más  hostilidades  que  los  rigores  del 
tiempo,  las  especies  inferiores  del  reino  ani- 
mal llevan  una  existencia  casi  tan  pacífica 
como  la  de  las  plantas;  al  paso  que  las  supe- 
riores encuentran,  á  más  de  las  dificultades 
^  opuestas  á  los  vegetales,  las  que  les  levantan 
otras  especies  próximas  y  aún  los  mismos  in- 
dividuos de  la  suya.  El  hombre,  puesto  sobre 
todos  los  seres  creados,  lucha  contra  las  incle- 
mencias del  tiempo,  como  las  plantas,  contra 
las  especies  animales  que  se  le  revelan,  con 
los  hombres  que  atacan  su  derecho,  contra  la 
naturaleza  toda  que  estorba  la  realización  de 
sus  aspiraciones  de  progreso  infinito;  y  lucha 
en  fin,  consigo   mismo,  por   la   duplicidad  de 
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elementos  de  su  naturaleza  compleja. Por  eso  es 
la  obra  más  grande  de  Dios;  por  eso  tiene 
más  elevado  destino.  Mientras  más  cruda  sea 
la  batalla  que  libre  contra  los  enemigos  de  su 
progreso,  más  gloriosa  será  su  victoria. 

El  hombre  que  tiene  en  su  constitución  or- 
gánica un  verdadero  obstáculo  para  llenar  las 
exigencias  del  deber,  ha  de  luchar  pues,  con- 
sigo mismo  y  llenar  siempre  los  mandatos  de 
la  moral  y  el  derecho:  si  sucumbe  en  el  com- 
bate, habrá  de  ser  tratado  con  cierta  miseri- 
cordia; pero  estará  obligado  á  probar  que 
combatió  por  alcanzarla.  La  justicia  social, 
para  otorgársela,  apelará  á  los  auxilios  de  la 
ciencia,  al  examen  de  los  sabios,  que  decidi- 
rán sobre  si  las  imperfecciones  orgánicas  eran 
ó  no  de  tal  magnitud, 'que  bastasen  á  aniqui- 
lar el  conocimiento  y  la  libertad;  sobre  si  el 
autor  del  hecho  infractorio  de  la  ley  era  un  lo- 
co ó  un  amenté,  ó  el  absoluto  dueño  de  sus 
acciones. 

Apesar  de  sus  prolijas  estadísticas,  la  es- 
cuela positivista  no  ha  podido  establecer  una 
relación  necesaria  entre  ciertas  imperfeccio-  w 
nes  orgánicas  y  determinados  crímenes:  la 
enormidad  de  los  brazos  y  la  gran  longitud 
de  la  mano  no  marcan  irremisiblemente  al  la- 
drón, ni  la  mano  pequeña  y  gruesa  corres- 
ponde al  asesino:  las  asimetrías  se  encuentran 
muchas  veces  en  los  hombres  honrados,  y  el 
seno  rudimentario  lo  suelen  presentar  mujeres 
de  las  más  puras  costumbres  y  los  más  deli- 
cados sentimientos.   Por  numerosos  que  sean 
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los  casos  de  la  relación  invariable  entre  ciertos 
defectos  físicos  y  otros  morales;  no  habría 
nunca  el  derecho  de  deducir  de  esas  desgra- 
ciadas estadísticas  que  la  humanidad  está  di- 
vidida en  dos  grupos:  uno  de  locos  morales 
de  nacimiento,  y  otro  de  hombres  normales, 
pero  compuestos  ambos  de  seres  que  ejecutan 
automáticamente  el  mal  y  el  bien,  sin  libre 
albedrío,  por  un  impulso  natural  que  los  diri- 
je  en  este  ó  aquel  sentido,  sin  que  para  ello  in- 
tervengan otros  elementos,  sino  la  materia  y 
las  fuerzas  que  actúan  sobre  ella.  Llegaríase 
tal  vez,  á  la  formación  de  un  tipo  interme- 
dio entre  el  hombre  y  el  bruto,  al  cual  perte- 
necerían esos  desgraciados  en  quienes  las  ano- 
malías orgánicas  mantienen  rudimentario  el 
elemento  moral;  pero  ni  ese  tipo  sería  el  pa- 
trón para  juzgar  al  resto  de  la  humanidad, 
ni  quedarían  explicados  los  crímenes  cometi- 
dos por  hombres  de  organización  perfecta. 

No  por  esto  despreciamos  los  estudios  an- 
tropológicos, ni  negamos  la  importancia  que, 
al  andar  los  tiempos,  tendrán  para  la  reforma 
de  la  legislación  penal;  cuando  hayan  conse- 
guido establecer  verdadera  doctrina.  Aún  en 
el  estado  embrionario  en  que  se  encuentran, 
ya  han  servido  para  llamar  la  atención  de  los 
penalistas  hacia  la  conocida  influencia  del 
cuerpo  sobre  el  espíritu,  que  parecía  olvidada 
por  los  legisladores,  y  hacia  la  que  ejercen  el 
clima,  la  educación,  las  costumbres  y  en  ge- 
neral, el  medio  social  en  que  se  vive,  sobre  los 
actos   individuales.    La   severidad   de   las  pe- 
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has  4^  las  legislaciones  antiguas  ha  sido  mo- 
derada en  las  modernas,  al  benéfico  influjo  de 
tales  estudios,  más  no  creemos,  lícito  abusaf 
de  ellos  para  prentender  suprimir  la  justicia 
social,  y  sustituir  las  cárceles  y  los  presidios 
por  manicomios  y  hospitales. 


Consideramos  como  un  vacío  en  nuestro 
Código  la  falta  de  disposiciones  que  definan 
el  carácter  de  los  actos  infi-actorios  de  la  ley, 
practicados  en  estado  de  sonambulismo,  ex- 
pontáneo  ó  hinóptico,  y  señalen  el  grado  de 
culpa  que  por  los  segundos  corresponda  al 
que  los  hubiese  sugerido. 

Tendríamos  que  entrar  en  numerosos  de- 
talles, que  nos  alejarían  de  nuestro  objeto,  si 
quisiéramos  demostrar  la  irresponsabilidad 
del  hinpnotizado,  deducida  del  irresistible  in- 
flujo que  el  hipnotizador  ejerce  sobre  su  inte- 
ligencia y  sobre  su  voluntad:  hay  sobre  esta 
materia  importantes  estudios,  como  el  del 
Abate  Meric,  el  del  profesor  Liégeois,  etc.  (i) 
á  los  que  remitimos  al  lector. 

El  sonámbulo  natural  no  está  claramente 
amparado  por  nuestra  ley,  sin  duda  por  la  di- 
ficultad que  hay  para  probar  si  el  hecho  fué 
consumado  durante  el  sueño,  ó  en  estado  de 
vigilia  fingiendo    aquel  y    abusando  de  esa  es- 


(I) — JLo  Maravilloso  y  la    Ciencia:  estudio  sobre  el   Hipnotismo 

por  Elie  Méric,   doctoren  Teología  y  profesor  de  la  Sorbona. — De 

la  sugestión  y  el  sonambulismo  en  sus   relaciones  con  la  Jurisprudeu' 

cia  y  la  Medicina  Legal,  por  Julio  Liégeois,  profesor  en  la  Factil- 

ad  de  Derecho  de  Nancy. 
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pecíe  de  enfermedad  para  encubrir  un  propó- 
sito verdaderamente  criminal;  pero  las  difi- 
cultades de  la  prueba  no  autorizan  las  injus- 
ticias, y  si  no  se  puede  establecer  reglas  pre- 
cisas que  determinen  los  caracteres  que  ella 
debe  reunir  para  producir  la  Certeza,  en  razón 
de  la  variedad  de  circunstancias  que  pueden 
rodear  cada  hecho;  hay  por  lo  menos  que  re- 
conocer la  influencia  de  semejante  estado,  y 
dejar  al  prudente  arbitrio  del  Juez,  estimar 
estas  circunstancias,  siempre  que  se  alegue  el 
sonambulismo  como  causal  de  irresponsabi- 
lidad. 

El  sonámbulo  por  hipnosis,  que  obedece 
una  sugestión,  está  en  cierto  modo  favorecido 
por  las  disposiciones  que  protegen  al  que  de- 
linquió cediendo  á  fuerza  irresistible;  pero 
¿cómo  probar  que  se  hizo  la  fuerza,?  ¿cómo 
probar  la  sugestión,  principalmente  en  el  caso 
de  que  la  niegue  el  mismo  sugestionado? 

El  abate  Elie  Méric  reconociendo  las  ven- 
tajas del  hipnotismo  como  agente  terapéu- 
tico, al  mismo  tiempo  que  deplora  los  abu- 
sos que  de  él  puede  hacerse  para  la  suges- 
tión y  ocultación  del  crimen,  para  desvirtuar 
las  pruebas  testimonial  é  instrumental,  para 
sorprender  los  importantes  secretos  de  Estado 
ó  de  familia,  para  trastornar,  en  fin  los  órde- 
nes, moral,  social  y  político;  busca  los  medios 
de  regularizar  su  empleo,  y  se  expresa  al  res- 
pecto en  los  siguientes  términos: 

«Es  necesario ....  observar  que  los  médicos 
favorables  al  hipnotismo  como  medicina,    ad- 
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miten  la  necesidad  de  tomar  las  precauciones 
exijidas  con  igual  autoridad  por  la  higiene  y 
la  moral.  Ellos  han  formulado,  según  las  in- 
dicaciones del  doctor  Beaunis,  estas  tres  re- 
glas prácticas,  de  las  que  no  sería  permitido 
separarse:  i.* — No  hipnotizar  jamás  á  un  su- 
jeto sin  haber  obtenido  su  consentimiento  for- 
mal 6  el  de  los  que  tienen  autoridad  sobre  él; 
2/ — No  hipnotizar  jamás  sin  la  presencia  de 
uno  ó  muchos  testigos  que  defiendan  al  sujeto 
contraías  tentatiicas  culpables  y  las  sugestio-" 
nes  criminales  ó  peligrosas  del  magnetizador; 
3.* — No  hipnotizar  jamás  antes  de  conocer  la 
constitución  física  del  sujeto,  y  los  peligros  á 
los  que  puede  estar  expuesto  por  una  predis- 
posición natural  á  las  perturbaciones  circula- 
torias ó  á  los  accidentes  nerviosos.» 

Estas  reglas  pueden  indudablemente,  evi- 
tar muchos  males,  cuando  se  trata  del  empleo 
bien  intencionado  y  por  tanto  lícito  del  hipno- 
tismo; pero  son  á  toda  luz  insuficientes  para 
impedir  las  maquinaciones  culpables  de  los 
que  apelen  á  él  con  fines  siniestros.  Por  eso, 
en  el  estado  actual  de  la  ciencia,  en  que  sólo 
se  conoce  la  existencia  del  poder  hipnótico  y 
su  inmenso  alcance,  que  lo  l¿ce  apropiado  pa- 
ra cometer  enormísimos  afcusos,  y  en  que  se 
ignora  los  medios  eficaces  de  preservar  de  ellos 
á  la  sociedad;  algunos  paises,  como  Austria  é 
Italia,  han  llegado  á  prohibir  las  escenas  tea- 
trales de  hipnotismo,  con  el  fin,  sin  duda,  de 
impedir  que  popularizándose  lleguen  á  conver- 
tirse en  una  verdadera  plaga;  pero  ni  esa  pro- 
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hibición  bastará  á  abolir  las  hipnotizaciones 
clandestinas  y  las  funestas  consecuencias  de 
ellas  en  el  orden  moral  y  en  la  salud  de  los 
hipnotizados. 

Mr.  Liégeois  dice,  sinembargo,  en  las  con- 
clusiones de  su  interesante  estudio  sobre  la 
sugestión  y  el  sonambulismo,  lo  siguiente: 

«El  autor  de  la  sugestión  de  un  hecho  cri- 
minal, delictuoso  ó  simplemente  doloso,  pue- 
de sugerir  al  paciente  que  olvide  todo  lo  que 
se  le  ha  dicho,  que  crea  haber  obrado  expon- 
táneamente  y  no  denuncie  al  que  le  ha  hecho 
la  sugestión;  pero  en  este  caso  será  casi  siem- 
pre posible  llegar  á  hacer  denunciar  indirecta- 
mente al  autor  de  la  sugestión,  que  el  sujeto 
hipnotizado  rehusa  denunciar  directamente.» 

Aún  cuando  el  grado  actual  de  civilización 
de  nuestras  sociedades  americanas,  y  el  poder 
que  sobre  ellas  ejerce  la  Iglesia  Católica,  que 
condena  el  abuso  del  hipnotismo,  pueden  res- 
guardarnos, por  muchos  años  aún,  contra  esa 
calamidad,  capaz  de  trastornarlo  todo;  no 
debe  nuestra  ley  continuar  el  silencio  que  so- 
bre esta  materia  ha  creído  conveniente  guar- 
dar, porque  los  crímenes  sugeridos,  aunque 
raros,  no  serán  imposibles  entre  nosotros;  y 
porque  ya  está  demostrado  que  el  procedi- 
miento judicial,  con  sus  pruebas  de  testigos  y 
de  instrumentos,  se  halla  expuesto  á  servir 
de  medio  á  la  perversidad  auxiliada  por  el  arte 
de  Mesmer  y  de  Braid. 

¿Quién  puede  asegurar  que  un  testigo,  el 
más   honrado,    no  miente  jurando  que  vio   y 
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oyó  lo  que  se  le  hizo  ver  y  oír  durante  el  sueño 
hipnótico?  ¿Cómo  impedir  que  un  infeliz, 
hipnotizado  á  largo  plazo,  se  presente  á  la  no- 
taría á  cancelar  la  escritura  otorgada  á  su  fa- 
vor, ó  á  extender  la  de  una  obligación  que  no 
contrajo  jamás? 

Grande  es  el  peligro  de  profundas  perturba- 
ciones en  todo  orden,  una  vez  comprobada  la 
verdad  de  eso  que  á  fines  del  siglo  pasado  se 
creyó  una  quimera,  una  pretendida  resurrec- 
ción de  la  Astrologfa,  la  Magia  y  demás  cien- 
cias ocultas. 

En  nuestros  mismos  teatros  hemos  asistido, 
en  los  últimos  años,  á  escenas  que  no  admiten 
otra  explicación  sino  la  influencia  del  hipno- 
tismo; y  aún  cuando  quisiéramos  negar  toda  fé 
á  las  relaciones  de  los  periódicos  y  los  libros 
de  ultramar,  sería  ya  necedad  continuar  mi- 
rando como  una  superchería  lo  que  ha  pasado 
por  nuestra  propia  vista. 

No  tendremos  la  pretensión  de  iniciar  una 
reforma,  que  requiere  conocimientos  superio- 
res á  los  nuestros;  por  lo  que  nos  limitamos 
á  formular  las  siguientes  cuestiones: 

¿Convendría  considerar  ilícito  el  ejercicio 
del  magnetismo  ó  hipnotismo  por  los  que  no 
hayan  sido  autorizados  á  emplearlo  como  me- 
dio terapéutico? 

¿Sería  justo  declarar  autor  del  crimen  come- 
tido por  una  persona,  al  que  la  hubiere  hip- 
notizado en  época  más  ó  menos  remota? 

¿Debería  considerarse  el  hipnotismo  cir- 
cunstancia  eximente,  atenuante,  ó  de   agrava- 
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ción,  si  se  cayó  inconsciente  ó  voluntariamente 
en  él,  á  semejanza  de  la  embriaguez  casual  ó 
intencional? 

¿Podría  incluirse  en  el  número  de  los  legal- 
mente  incapaces,  y  sujetar  á  las  disposiciones 
relativas  á  éstos,  á  los  que  alguna  vez  hubie- 
ran sido  hipnotizados,  por  lo  menos  mientras 
viva  su  hipnotizador? 


El  Código  argentino,  como  lo  hicimos 
notar  al  principio  de  este  comentario,  es  más 
explícito  en  cuanto  á  los  efectos  jurídicos  de 
las  causas  perturbadoras  de  la  inteligencia. 
De  la  misma  manera  que  el  nuestro  concede 
irresponsabilidad  (artículo  8i)  al  loco  y  al  ab- 
soluto imbécil,  comprendido,  en  nuestro  con- 
cepto entre  los  que  la  ley  peruana  clasifica 
como  dementes;  más,  tiene  cuidado  de  hacer 
mención  expresa  del  que  delinque  en  estado 
de  sonambulismo,  que  nuestro  Código  desco- 
noce ú  olvida,  y  resume  todas  las  causas  ca- 
paces de  alterar  el  ejercicio  de  facultades  men- 
tales en  esta  frase  «siempre  que  el  acto  haya 
sido  resuelto  y  consumado  en  una  perturba- 
ción de  los  sentidos  ó  de  la  inteligencia,  no 
imputable  al  agente  y  durante  la  cual  éste  no 
ha  tenido  conciencia  de  dicho  acto  ó  de  su 
criminalidad.]) 

Este  código  incluye  además,  entre  las  cir- 
cunstancias que  relevan  dé  culpa,  la  embria- 
guez completa  é  involuntaria,  deque  el  nues- 
tro no  hace  mención  sino  como  circunstancia; 
que  la  atenúa,  y  que   indudablemente  debe  te- 
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ner  aquel  carácter,  cuando  la  ciencia  médica 
haya  resuelto  que  es  posible  un  estado  de  beo- 
dez, capaz  de  turbar  las  funciones  intelectua- 
les hasta  el  punto  de  no  apreciar  las  relacio- 
nes entre  las  causas  y  sus  efectos  ordinarios: 
declara  irresponsables  á  los  menores  de  lo 
años,  y  á  los  menores  de  15  á  no  ser  que  ha- 
yan obrado  con  discernimiento:  requiere  que  el 
que  hace  daño  por  evitar  otro  mayor,  para 
estar  libre  de  culpa,  sea  extraño  á  este  último, 
prevención  que  conceptuamos  necesaria  y  que 
el  nuestro  no  hace:  exime  de  pena  al  que  obra 
violentado  por  fuerza  irresistible,  física  ó  mo- 
ral, al  que  en  ocasión  de  ejecutar  un  acto  lícito 
con  la  debida  diligencia,  causa  un  mal  por 
mero  accidente,  al  que  obra  en  cumplimiento 
de  un  deber,  ó  en  el  legítimo  ejercicio  de  su 
derecho,  autoridad  ó  cargo,  al  que  obra  en 
defensa  propia  ó  de  sus  derechos,  siempre  que 
concurran  las  mismas  circunstancias  de  agre- 
sión ilegítima,  necesidad  racional  del  medio 
empleado  para  impedirla  ó  repelerla,  y  falta 
de  provocación  suficiente  por  parte  del  que  se 
defiende,  requeridas  por  el  Código  peruano,  al 
que  obra  en  defensa  de  la  persona  ó  derechos 
de  sus  ascendientes,  descendientes,  cónyuge 
ó  hermanos,  de  los  afines  en  los  mismos  gra- 
dos y  de  sus  consanguíneos  hasta  el  cuarto 
grado  civil,  siempre  que  concurran  la  primera 
y  segunda  circunstancias  expresadas  en  el  in- 
ciso anterior,  y  la  de  que,  en  caso  de  haber 
precedido  provocación  de  parte  del  acometido, 
no  tuviera  participación  en  ella   el  defensor,   al 
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que  obra  en  defensa  de  la  persona,  ó  derechos 
de  un  extraño,  en  momentos  de  una  agresión 
grave  y  concurriendo  las  circunstancias  deta- 
lladas pÉira  el  caso  de  defensa  propia,  y  al  que 
obra  en  virtud  de  obediencia  debida.  Respecto 
de  este  último  inciso  conviene  notar  que  el  ca- 
lificativo que  subrayamos  comprende  todas 
las  condiciones  prescritas  por  el  inciso  lo  del 
artículo  8?  del  Código  peruano;  por  cuanto, 
para  que  la  obediencia  sea  debida,  es  necesa- 
rio que  haya  autoridad  en  el  que  manda  y  ob- 
servancia de  las  formas  legales  para  trasmitir 
el  mandato. 

Entrando  aquí  en  ese  casuismo  que  hemos 
censurado  al  ocuparnos  de  otros,  el  código  ar- 
gentino exime  también  de  pena  al  qué  hiere  ó 
mata  al  que  pretende  penetrar  en  su  domici- 
lio por  escalamiento,  fractura  ó  fuerza,  ó  al 
que  encontrase  dentro  de  su  hogar,  siempre 
que  haga  resistencia,  al  cónyuge  que  sorpren- 
diendo á  su  consorte  en  flagrante  delito  de 
adulterio,  hiere  6  mata  á  los  culpables  ó  á  uno 
de  ellos,  al  padre  ó  hermano,  que  hiere  ó  ma- 
ta al  que  encuentra  yaciendo  con  su  hija  ó 
hermana  menor  de  quince  año$,  á  la  mujer 
que  hiere  ó  mata  al  que  intenta  violarla  ó  ro- 
barla. 

Estas  disposiciones,  que  están  incluidas  in- 
dudablemente en  la  que  exime  de  pena  al  que 
obra  en  defensa  de  su  persona  ó  de  sus  legíti- 
mos derechos;  así,  separadas,  se  prestan  á  una 
interpretación  que  encierra  verdadero  peligro; 
por  cuanto  permiten  creer  que,  aún  pasada  la 
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agresión  que  provoca  la  defensa,  es  potestati- 
vo del  ofendido  hacerse  justicia  por  sí  mismo, 
hiriendo  ó  matando  al  que  quiere  penetrar  en 
su  domicilio,  al  que  sorprendió  dentro  de  él  y 
le  hizo  resistencia,  al  corruptor  de  la  esposa, 
hija  ó  hermana,  a^  violador  ó  raptor. 

No  importa  que  el  mismo  código  en  el  ar- 
tículo 82,  imponga  á  los  que  usaren  el  dere- 
cho de  defensa,  la  obligación  de  dar  aviso  del 
suceso  á  la  autoridad  más  inmediata,  tan  pron- 
to como  les  sea  posible;  porque  esta  imposición  no 
impide  que  la  venganza  usurpe  los  fueros  de 
la  defensa  legítima. 

Como  veremos,  al  ocuparnos  del  homicidio 
y  de  las  lesiones;  nuestra  ley  se  aparta  nota- 
blemente de  la  argentina,  por  cuanto  la  pri- 
mera impone  pena  para  muchos  casos  que  la 
segunda  considera  de  irresponsabilidad  abso- 
luta. 


El  Código  belga  sólo  exime  de  pena,  en 
tesis  general,  al  autor  de  un  hecho  prescrito 
por  la  ley  y  mandado  por  la  autoridad  (art.  70) 
— al  acusado  que  se  hallaba  en  estado  de  de- 
mencia en  el  momento  del  hecho,  ó  haya  sido 
constreñido  por  fuerza  irresistible  (art.  ^i) — 
al  que  no  haya  cumplido  diez  y  seis  años  en 
el  momento  del  hecho  si  se  declara  que  ha 
obrado  sin  discernimiento  (art.  72). 

La  segunda  y  tercera  parte  de  este  último 
artículo  se  contraen  á  señalar  los  medios  que 
debe  emplearse  para  impedir  que  el  delincuen- 
te menor  de  diez  y  seis  años  llegue  á  avesarse 


en  el  crimen;  los  artículos  73,  74  y  75,  á  pres- 
cribir la  forma  en  que  han  de  ser  penados  los 
menores  que  obran  con  discernimiento,  y  el  76 
y  77  á  la  manera  de  proceder  dontra  los  delin- 
cuentes menores  de  16  años  que  sean  además 
sordomudos. 

Como  seria  introducir  la  confusión  en  este 
comentario,  recargarlo  con  la  enumeración  de 
los  casos  especiales  en  que  se  exime  de  pena  á 
los  reos  de  determinados  delitos;  nos  reser- 
varemos hacer,  donde  la  exposición  lo  permita, 
las  indicaciones  convenientes. 


El  Código  chileno  reconoce,  con  pocas  di- 
ferencias, los  mismos  casos  de  irresponsabili- 
dad que  el  nuestro:  así  excluye  de  pena:  1  .** 
al  loco  ó  demente  que  no  haya  delinquido  en 
momento  lúcido:  2.°  al  menor  de  10  años:  3.** 
al  mayor  de  10  y  menor  de  17  que  no  obró 
con  discernimiento:  4.**  al  que  obra  en  defensa 
de  su  persona  ó  derechos,  con  los  requisitos 
que  nuestro  Código  determina:  5.**  al  que  obra 
en  defensa  de  su  cónyuge,  ascendientes,  des- 
cendientes y  colaterales  y  afines:  6.**  al  que 
obra  en  defensa  de  los  derechos  de  un  extraño, 
siempre  que  la  defensa  tenga  los  caracteres 
que  la  legitiman  y  que  son  los  mismos  que  se- 
ñalan los  Códigos  peruano  y  argentino:  7.''  al 
que  por  evitar  un  mal  ejecuta  un  hecho  que 
produzca  daño  en  la  propiedad  agena,  raqui - 
riéndose  las  mismas  condiciones  qué  en  nues- 
tro Código,  de  efectividad,  inminencia  y  mayor 
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de  impedirlo  por  otros  medios:  8.°  al  que 
practicando  con  diligencia  un  acto  lícito  causa 
mal  por  accidente:  9.°  al  que  obra  violentado 
por  fuerza  irresistible  ó  impulsado  por  el  mie- 
do insuperable:  io.°  al  que  obra  en  cumpli- 
miento de  un  deber  ó  en  ejercicio  legítimo  de 
un  derecho,  autoridad,  oficio  ó  cargo:  ii.*  al 
que  incurre  en  omisión  por  impedimento  legí- 
timo ó  insuperable. 

A  semejanza  del  argentino,  este  código  de- 
clara irresponsables  además  al  que  delinque 
hallándose  privado  totalmente  de  razón  por 
cualquier  causa  independiente  de  su  voluntad; 
al  que  durante  la  noche  rechace  el  escala- 
miento ó  fractura  de  los  cercados,  paredes  6 
entradas  de  una  casa  ó  de  un  departamento 
habitado  ó  sus  dependencias,  cualquiera  que 
sea  el  daño  que  cause  al  agresor,  por  enten- 
derse que  procede  en  defensa  de  sus  derechos 
y  que  concurren  en  ella  los  requisitos  que  la 
justifican;  al  marido  que  en  el  acto  de  sorpren- 
der á  su  mujer  infraganti  en  delito  de  adulterio, 
dá  muerte,  hiere  ó  maltrata  á  ella  y  á  su  cóm- 
plice, con  tal  que  la  mala  conducta  de  aquél 
no  haga  excusable  la  falta  de  ésta,  y  siendo  de 
advertir  que  si  sólo  diere  muerte,  hiriere  ó 
maltratare  á  uno  de  ellos,  sin  causar  daño  al 
otro  ú  ocasionándole  uno  menor,,  subsiste  no 
obstante  la  excención  de  responsabilidad  cri- 
minal respecto  del  marido,  á  menos  de  constar 
que  intencionalmente  obró  así,  ó  que  las  cir- 
cunstancias del  hecho  lo  revelen. 

Debemos  convenir  en  que  el  código  chileno 
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es,  en  esta  parte,  más  explícito  y  menos  oca- 
sionado á  abusos  que  el  argentino. 

El  Código  español  señala  como  causas  de 
irresponsabilidad,  exactamente  las  mismas  que 
nuestro  Código,  si  bien  es  cierto  que  este  últi- 
mo las  enumera  y  define  con  claridad  algo 
mayor. 


El  Código  francés  dice  en  su  artículo  64: 
«No  hay  crimen  ni  delito  cuando  el  acusado  se 
encuentra  en  estado  de  demencia  en  el  mo- 
mento de  cometer  el  acto,  ó  cuando  hubiere 
sido  obligado  por  una  fuerza  á  la  cual  no  hu- 
biere podido  resistir,  p 

El  art,  66  prescribe  que  cuando  el  acusado 
tuviere  menos  de  16  años,  sea  absuelto  si  se 
probare  que  ha  obrado  sin  discernimiento,  y 
el  67  preceptúa  el  modo  como  ha  de  aplicár- 
sele la  pena  en  caso  contrario;  los  artículos 
68,  69,  70,  71  y  72  hacen  aclaraciones  sobre 
el  mismo  punto  para  los  casos  especiales  por 
la  menor  gravedad  del  delito;  y  el  65  dice: 
«No  podrá  excusarse  ningún  crimen  ni  delito, 
ni  mitigarse  ninguna  pena,  sino  en  los  casos  y 
circunstancias  en  que  la  ley  declara  excusable 
el  hecho,  ó  permite  que  se  aplique  una  pena 
menos  rigurosa,  d 

En  este  código  se  advierte  rezagos  de  la 
crueldad  y  rigorismo  propios  de  las  legislacio- 
nes antiguas;  y  aún  cuando,  en  alguno  de  los 
artículos  que  hemos  citado  ó  trascrito,  podría 
hallarse  campo  para  defender  la  irresponsabi- 
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tidad  en  los  distintos  casos  en  que,  según  la 
ciencia  moderna,  faltan  los  elementos  indis- 
pensables de  la  imputabilidad;  viene  á  cerrar- 
lo el  artículo  65,  que  literalmente  hemos 
copiado.  No  hay  perdón,  sino  cuando  la  ley 
lo  otorga  expresamente,  y  en  el  caso  que  ella 
especifica:  nada  de  consideraciones  generales 
ni  de  analogías.  El  mismo  menor  de. 16  años, 
que  parece  amparado  por  una  presunción  le- 
gal, está  obligado  á  la  prueba  de  su  falta  de 
discernimiento;  cuando  el  buen  sentido  acon- 
seja el  procedimiento  inverso,  que  se  le  prue- 
be su  cabal  conocimiento  de  las  cosas,  su  cri- 
terio recto,  para  entonces  llamarte  delincuen- 
te, y  castigarle.  Sin  embargo:  el  artículo  327 
excusa  el  homicidio  y  las  lesiones  si  han  sido 
inferidas  por  mandato  de  la  le^  ó  de  la  autori- 
dad; y  el  328,  cuando  lo  fueren  en  legítima 
defensa  de  la  persona,  del  domicilio  ó  lugar 
cercado,  contra  malhechores  de  cualquier  gé- 
nero. 


El  Código  italiano,  más  científico  y  huma- 
nitario que  el  francés  y  el  belga,  declara  la 
irresponsabilidad  del  menor  de  14  años,  cuan- 
do haya  #brado  sin  discernimiento  (art.  18) 
del  sordomudo  que  no  hubiere  cumplido  esa 
edad  (art.  92)  del  que  se  halló  en  estado  de  im- 
becilidad absoluta,  de  locura  6  de  furor  mor- 
boso al  tiempo  de  cometer  la  acción  {art.  94) 
del  que  fué  impelido  á  cometerlo  por  una  fuerza 
á  la  cual  no  pudo  resistir  (art.  id.)  Pero  de 
la   misma  manera   que  los  Códigos  belga  y 
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francés,  desconoce  una  época  de  la  vida  en  que 
la  irresponsabilidad  se  deduzca  del  sólo  hecho 
de  la  edad;  de  esa  que  el  código  español 
y  los  sud-americanos  que  hemos  examinado, 
^  fijan  entre  los  9  y  lo  años. 


Nuestro  Código  establece  además  (art.  369) 
la  irresponsabilidad  criminal  de  los  cónyuges, 
ascendientes,  descendientes  y  afines  en  la  mis- 
ma línea;  del  consorte  viudo  y  de  los  herma- 
nos y  cuñados  que  viviesen  juntos,  por  los 
hurtos,  defraudaciones  y  daños  que  recíproca- 
mente se  causen. 

Reservamos  para  el  lugar  correspondiente 
nuestro  comentario  á  estas  disposiciones,  que 
sólo  recordamos  aquí  con  el  objeto  de  comple- 
tar el  cuadro  de  las  circunstancias  que  eximen 
de  responsabilidad  criminal. 


TITULO  2.^ 

DE  LAS    CIRCUNSTANCIAS   QUE  ATENÚAN  LA 
RESPONSABILIDAD     CRIMINAL. 

El  fin  de  la  pena  social  no  es,  á  nuestro  jui- 
cio, la  expiación  ni  la  enmienda  del  culpable; 
sino  el  restablecimiento  del  orden  perturbado 
por  el  delito  y  su  afianzamiento  mediante  la 
intimidación.  Por  lo  menos  son  éstos  sus  ob- 
jetos principales  y  verdaderamente   prácticos. 
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La  escuela  de  la  expiación  está  suficiente- 
mente refutada,  para  que  nos  detengamos  á 
probar  hoy  que  la  justicia  humana  al  preten- 
der regularizar  la  marcha  de  las  sociedades 
retribuyendo,  en  exacta  proporción,  mal  por 
mal,  usurpa  los  atributos  de  la  justicia  divina, 
sin  conseguir  su  objeto. 

La  escuela  correccionalista,  que  sueña  con 
el  arrepentimiento  y  reforma  de  los  delincuen- 
tes mediante  la  inflicción  de  castigos,  pro^ 
porcionados  al  grado  de  perversidad  revela- 
do por  el  crimen,  va  cayendo  igualmente 
en  desprestigio  porque  sus  doctrinas  descan- 
san sobre  base  inconsistente.  El  criminal  que 
se  declare  arrepentido,  y  durante  su  condena 
aparente  una  transformación  completa  en  sus 
ideas  morales  y  en  su  conducta,  habría  de  ser 
restituido  inmediatamente  al  ejercicio  cabal 
de  sus  derechos,  suspendiéndose  toda  pena 
que  degeneraría  en  injusta  por  carecer  ya  de 
objeto;  y  debería,  por  el  contrario,  ser  indefini- 
damente reproducida  ó  aumentada  la  pena  del 
que  durante  la  primitiva  condena  se  hubiere 
mostrado  impenitente  é  incorregible.  Una  y 
otra  consecuencias  nos  parecen  evidentemente 
absurdas.  El  arrepentimiento  y  reforma  mo- 
ral del  delincuente,  hechos  psicológicos,  esca- 
pan por  su  propia  naturaleza  á  toda  apreciación 
externa:  sólo  la  conciencia  del  penado  puede 
decidir  con  la  debida  certeza  si  el  fin  de!  cas- 
tigo se  ha  conseguido,  si  se  ha  operado  el 
cambio  de  sus  sentimientos  y  aspiraciones. 

Pero   si  la  justicia   social  se  contrae  sólo    á 
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restablecer  el  orden  y  á  prevenir  crímenes  fu- 
turos; tiene,  en  la  tranquilidad  pública  y  en 
la  rareza  de  los  actos  delictuosos,  signos  segu- 
ros de  la  eficacia  de  las  penas  y  un  medio  de 
apreciar,  con  la  posible  aproximación,  la  na- 
turaleza de  las  que  ha  de  aplicar  y  la  dura- 
ción que  debe  darles. 

Y  no  puede  ser  de  otro  modo.  Si  el  dere- 
cho de  castigar  se  funda  en  la  necesidad  social 
del  orden;  á  satisfacer  esa  necesidad  deben 
encaminarse  sus  esfuerzos,  y  cesar  éstos  una 
vez  conseguido  el  fin. 

Admitido  este  principio,  es  forzoso  aceptar 
que  la  responsabilidad  que  se  deriva  de  los 
actos  criminosos  no  puede  ser  absoluta,  ni  en 
todo  caso  la  misma,  ni  hacerse  efectiva  por  los 
mismos  medios  ó  sea  aplicando  los  mismos 
castigos.  Antes  que  la  sanción  de  la  ley  y  de 
la  autoridad  viene  la  de  la  conciencia  pública, 
que  se  manifiesta  más  ó  menos  alarmada,  se- 
gún las  circunstancias  especiales  del  delito  y 
las  condiciones  personales  de  su  agente. 

Un  voraz  incendio  ocasionado  por  un  niño 
travieso  ó  por  un  Joco,  se  mira  como  una  gran 
desgracia;  pero  nadie  se  alarma,  todos  creen 
que  con  mayor  vigilancia  de  los  padres  ó  la 
Beneficencia  Pública  sobre  sms  hijos  tiernos  ó 
sobre  los  enagenados  podrá  evitarse  hechos 
semejantes.  Pero  el  mismo  acontecimiento, 
debido  á  las  imprudencias  de  otro  muchacho 
de  13  ó  14  años,  á  quien  se  reconozca  apto 
para  comprender  el  mal  que  con  ellas  pudo 
ocasionar,  ya  intranquiliza  los  ánimos;   se  te- 
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me  que  el  incipiente  incendiario  llegue  á  con- 
vertirse en  un  criminal  terrible,  y  se  aspira  á 
ponerle  por  lo  menos  en  condiciones  de  olvidar 
sus  tendencias  y  adquirir  hábitos  de  respeto 
por  los  intereses  ágenos.  Finalmente;  ese  mis- 
mo acto  ejecutado  por  un  hombre,  con  el  co- 
nocido ó  probable  intento  de  robar,  6  por  el 
mero  placer  de  causar  estragos  en  agena  pro- 
piedad; toma  ante  los  ojos  de  todos  el  odioso 
aspecto  de  un  atentado  que  horroriza;  lleva 
á  todos  los  espíritus  la  intranquilidad  y  las 
zozobras;  produce  una  honda  perturbación  en 
la  marcha  serena  de  la  sociedad  en  que  se  rea- 
liza. Igual  gradación  se  hace  respecto  de  los 
actos  cometidos  bajo  el  influjo  de  fuerza  ma- 
terial ó  moral,  que  aniquile  ó  amengüe  la  li- 
bertad de  acción,  y  de  los  que  se  practique  en 
pleno  goce  de  esta  facultad:  ya  se  culpa  al 
que  violentó  al  agente,  absolviendo  á  éste;  ya 
se  atribuye  al  último  alguna  responsabilidad 
si  con  esfuerzos  de  su  parte  pudo  evitar  el  mal; 
ya  le  dá  el  carácter  de  único  delincuente,  si  la 
coacción  sólo  fué  aparente  y  obró  con  libertad 
completa.  De  suerte  que  la  tranquilidad  so- 
cial no  se  altera  en  el  primer  caso,  algo  se  con- 
mueve en  el  segundo,  y  se  pierde  absoluta- 
mente en  el  último. 

Resumiendo  lo  dicho,  para  no  multiplicar 
los  ejemplos:  la  conciencia  pública  gradúa  la 
responsabilidad  de  los  delincuentes  por  la  ma- 
yor ó  menor  libertad  y  el  mayor  ó  menor  co- 
nocimiento con  que  procedan;  y  el   desorden 
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y  la  alarma  social  están  en  razón  directa  con 
estos  mismos: 

Como  la  ley  penal  tiene  por  objeto  resta- 
blecer ese  orden  y  disipar  esa  alarma,  debe 
seguir  en  la  aplicación  de  los  medios  repara- 
dores la  misma  gradación,  atendiendo  á  las 
circunstancias  del  hecho  punible  y  de  la  per- 
sona que  lo  cometió. 

Hé  aquí  porqué  ha  de  absolver  al  que  la 
conciencia  pública  declara  irresponsable;  y 
atender  á  las  circunstancias  del  crimen  y  de 
su  autor,  para  graduar  la  pena;  ya  atenuán- 
dola; ya  inflijiéndola  en  todo  su  rigor. 


Art.  Q.^—Son  circunstancias jitenuantes: 

2/ — Las  comprendidas  en  el  título  anterior^ 
cuando  no  concurran  en  ellas  todos  los  requisitos 
necesarios  para  eximir  de  responsabilidad  8  no 
sean  plenamente  probadas; 

2.^ — Ser  el  delincuente  menor  de  diez  y  ocho 
años  y  mayor  de  quince; 

5.* — Ser  menor  de  quince  añoSy  en  el  caso 
de  probarse  que  obró  con  discernimiento; 
•       4.* — Haber  cometido  el  delito  á  consecuencia 
de  amenaza  6  provocación  inmediata  de  parte  del 
ofendido; 

5.* — Haberlo  cometido  en  vindicación  de  una 
ofensa  grave ^  inferida  por  el  ofendido  al  culpable^ 
o  á  su  cónyuge  y  ó  á' cualquiera  de  sus  ascendien- 
tes j  descendientes  y  hermanos  ó  afines  en  los  mis- 
mos grados; 

20 


—  lo6  — 

6/ — Haber  peculado  el  delito  d  comecuen- 
3  de  la  seducción  de  un  superior  por  razón  de 
flujo  ó  autoridad; 

7.' — Haberlo  cometido'  en  estado  de  embria- 
lez,  á  no  ser  que  el  culpable  se  hubiese  embria- 
ido  de  propósito  para  perpetrarlo; 

8.' — Cometerlo  bajo  la  influencia  de  impri- 
mes tan  violentas  que  produzcan  arrebato  ú  ob- 
cación^ 

Comentario. — Es  indudable  que  no  concu- 
iendo  en  las  circunstancias  que  eximen  de 
isponsabilidad,  todos  los  requisitos  que  la 
y  exije  para  atribuirles  el  indicado  efecto; 
>  pueden  ellas  motivar  la  completa  absolu- 
ón  del  autor  del  hecho  cometido;  puesto  que 
ira  obtener  los  mismos  resultados  han  de 
3rar  tas  mismas  causas  en  las  mismas  condi- 
ones:  así  el  que  en  su  defensa  procedió  pro- 
seado por  agresión  ilegítima,  no  puede  ser 
atado  como  inocente  si  apeló  á  un  medio 
je  no  era  racionalmente  necesario.  El  adul- 
I  que  respondió  con  un  tiro  de  revólver  á  la 
Dfetada  que  recibiera  de  un  adoléceme,  no 
jede  quedar  sin  castigo,  como  quedaría  «i 
jbiese  sido  atacado  por  otro  adulto,  armado 
imbién,  y  en  lugar  donde  fué  imposible  la 
ilvación  por  la  fuga. 

Si  el  acusado  alegare  que  concurrieron  en 
1  acto  todos  los  requisitos  legales  de  discul- 
a;  pero  no  los  acreditare  plenamente,  sino 
or  alguno  de  los  medios  que  la  ley  llama 
ruebas  semiplenas;   es  lógico  estar   á  lo  dis- 


Justa  y  conveniente  es  la  disposición  de  la 
ley  que  favorece  al  menor  de  diez  y  ocho  años 
disminuyéndole  la  pena  que  corresponde  al 
delito  que  ha  cometido.  A  esa  edad,  aún  no 
se  ha  vivido  lo  bastante  para  conocer  en  toda 
su  extensión  las  relaciones  sociales  y  los  de- 
beres que  de  ellas  se  derivan.  Es  por  lo  mis- 
mo racional  presumir  que  el  que  aún  no  ha 
pasado  los  diez  y  ocho  años  obra  en  muchos 
casos  sin  discernimiento  claro  sobre  la  impor- 
tancia de  los  derechos  que  hiere  y  la  ampli- 
tud del  mal  que  ocasiona. 

Consideraciones  análogas  son  aplic3.bles  al 
mayor  de  nueve  años  y  menor  de  quince  que 
obra  con  discernimiento.  Aún  cuando  éste  se 
haya  probado,  no  se  puede  concebir  que  sea 
tan  luminoso  y  extenso  como  en  un  mayor  de 
edad,  al  que  el  desarrollo  intelectual  y  la  ex- 
periencia dan  la  medida  cabal  de  sus  accio- 
nes y  de  sus  consecuencias  ordinarias. 
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puesto  en  el  artículo  segundo  Me  este  Código, 

que  declara  maliciosa  y  voluntaria  toda  acción  | 

penada  por  la  ley,  mientras  no  se  pruebe  lo 
contrario.    Una  semiplena  prueba   no   inspira  ^ 

el  convencimiento  de  haberse  procedido  en  la 
forma  alegada,  ni  deja  tampoco  íntegra  la 
presunción  legal  de  una  culpabilidad  comple- 
ta. En  tales  condiciones,  racional  es  ponerse 
en  el  justo  medio:  no  absolver,  por  no  haber 
mérito  para  ello;  no  castigar  con  todo  el  rigor 
de  la  pena,  por  no  estar  debidamente  acredi- 
tada la  malicia  del  que  incurrió  en  ella. 


—  io8  — 

Es  imposible  despojar  la  naturaleza  del 
Dinbre  de  sus  inherentes  debilidades,  ni  exi- 
r  de  él  que  en  todo  momento  se  halle  en  ese 
itado  de  reflexión  serena  que  ha  menester 
ara  encerrar  sus  acciones  dentro  de  los  Hmi- 
:S  de  lo  justo.  Antes  que  su  razón  hablan 
is  instintos;  y  necesita  un  positivo  esfuerzo 
ira  sujetar  éstos  al  dominio  de  aquella.  Un 
■ocedimiento  inverso  haría  al  hombre  más 
srfecto  en  el  orden  meramente  espiritual; 
;ro  le  expondría  á  sufrir  mucho  en  el  orden 
:nsible,  y  aún  á  desaparecer  fácilmente.  De- 
:mos  tomarle  tal  como  es,  y  no  como  pudiera 
:r,  respetando  la  obra  de  Dios,  La  educa- 
ón  moderna  indudablemente  esa  prioridad  del 
smbre  sensible  sobre  el  hombre  inteligente  y 
i>re;  pero  no  puede  impedirla  de  un  modo 
asoluto.  Tanto  el  hombre  culto,  cuanto  el 
ilvaje,  siente  el  natural  impulso  á  defender  su 
;rsona,  su  honor  y  sus  bienes  materiales  de 
ida  agresión  inmediata  ó  remota;  y  cede  á 
ie  impulso  sin  haber  reflexionado  antes  sobre 

aquella  tiene  en  realidad  las  proporciones 
)n  que  á  primera  vista  se  presenta,  ni  dis- 
jrrir  si  es  posible  alejarla  por  medios  dístin- 
is  de  los  que  desde  luego  se  le  ocurre  em- 
lear. 

¿Por  qué  castigar,  pues,  del  mismo  modo 
I  que  obra  en  la  calma  y  en  el  pleno  goce  de 
1  libertad  y  de  su  inteligencia,  y  al  que  ame- 
azado  ó  provocado,  siente  removerse  sus  ins- 
ntos  egoistas,  sin  darse  tiempo  para  mode- 
irlos?    ¿Turban  ambos   en   el  mismo  grado 
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el  orden  social  é  infunden  la  misma  alarma  en 
la  agrupación  en  que  viven?  Evidentemente 
que  no.  Cuando  el  que  amenazó  ó  provocó 
resulta  perjudicado,  la  conciencia  pública  con- 
f  testa  con  la  conocida  sentencia:  <tTú  lo  quisis- 
te  tú  te  lo  ten»  y  absuelve  al  provoca- 
do ó  amenazado,  si  no  halla  demasías  en  la 
acción  represora  de  éste. 

Sí,  pues,  no  intranquilizan  igualmente  uno 
y  otro  á  la  sociedad,  ni  trastornan  del  mismo 
modo  el  orden  de  ésta;  natural  es  reducir  la 
pena  al  que  delinquió  amenazado  ó  provocado. 
I  Y  no  decimos  que  haya  de  eximírsele  en  lo  ab- 

soluto de  castigo,  porque  el  hombre  tiene  el 
deber  moral  y  jurídico  de  educarse  para  apren- 
der á  sujetar  sus  actos  á  los  dictados  de  la  ra- 
zón. 

Mal  sentimiento  es  la  ira,  y  la  moral  acon- 
seja reprimirlo:  pero  no  cabe  duda  de  que  ella 
se  despierta  ante  la  injuria  ú  otra  provocación 
y  enturbia  la  claridad  de  la  inteligencia,  dis- 
minuyendo  el  libre  albedrío. 

Aquí  se  debe  tener  presente  que  la  amena- 
za que  atenúa  la  responsabilidad  criminal,  no 
es  la  misma  que,  según  el  inciso  8.**  del  artícu- 
lo anterior,  la  extingue  por  completo:  esta  de- 
be provenir  de  tercera  persona  que  no  sea  el 
ofendido;  aquella  por  el  contrario  ha  de  partir 
del  agraviado  mismo. 


Podemos  aplicar,  al  que  se  venga  de  ante- 
riores agravios,  consideraciones  semejantes  á 
las  que  hemos  expuesto  respecto  del  que  sigue 


los  impulsos  de  una  cólera  no  reprimida.  Tan 
natural  es  el  resentimiento  por  ultrajes  ya  re- 
cibidos, como  la  impaciencia  ante  las  amena- 
zas y  provocaciones;  y  las  consecuencias  de 
aquel,  que  nos  arrastran  á  buscar  reparación 
inmediata,  sin  esperarla  de  la  justicia  social, 
más  persistentes  aún  que  la  exaltación  de  es- 
píritu producida  por  la  amenaza  ó  el  reto. 
¿Quién  no  ha  oído  exclamar  mil  veces  la  dul- 
ce venganza? 

Muy  noble  es  sin  disputa,  el  generoso  per- 
dón de  las  ofensas,  y  por  eso  se  tributa  uni- 
versal homenaje  á  los  corazones  que  no  bus- 
can el  desquite,  olvidando  los  agravios;  y  se 
les  admira  cuando,  siguiendo  las  enseñanzas 
de  Jesucristo,  retribuyen  con  un  beneficio  el 
daño  que  se  les  causara.  Más  esa  admiración 
misma  está  probando  que  los  que  así  proce- 
den salen  det  orden  natural  para  constituirse 
en  seres  superiores. 

Y  no  sólo  un  sentimiento  egoísta  nos  lleva  á 
castigar  agravios;  los  afuctos  de  familia  nos 
impulsan  á  proceder  del  mismo  modo,  cuando 
la  ofensa  fué  inferida  á  los  que  están  unidos  á 
nosotros  por  los  estrechos  vínculos  de  la  san- 
gre ó  del  amor.  Por  eso  incluiríamos  en  este 
inciso  (5.")  al  lado  de  los  cónyuges,  á  los  sim- 
plemente unidos  por  expénsales,  y  al  de  los 
afines,  los  ascendientes  y  colaterales  de  los 
mismos.  El  afecto  entre  cónyuges  y  afines 
aunque  legitimado  por  las  leyes  y  santificado 
por  la  Religión,  no  es  en  realidad  más  intenso 
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que  el  que  une  á  los  meramente  desposados  y 
■sus  respectivas  familias. 

Si  bien  consideramos  motivado  el  olvido 
que  la  ley  hace  de  otras  relaciones  pasageras 
que  se  establecen  entre  personas  de  distinto 
sexo  para  no  incluirlas  entre  las  que  originan 
causas  atenuantes  de  responsabilidad,  pues  es 
profundamente  moral  el  propósito  de  extin- 
guir esas  relaciones  y  velar  por  la  constitución 
de  sólo  familias  legítimas;  creemos  que  la  ley 
penal  no  puede \on  justicia  excluirlas  en  el 
presente  caso.  El  que  venga  á  su  concubina^ 
por  ejemplo,  á  la  que  tal  vez  no  se  une  por 
razones  independientes  de  su  voluntad^  obra 
tan  ciego  por  el  resentimiento,  como  el  que 
vindica  el  agravio  inferido  á  su  legítima  es- 
posa; y  si  la  causal  de  atenuación  es  el  estado 
de  ánimo,  al  practicar  el  acto  delictuoso  ¿por 
qué  no  se  ha  de  tomar  en  consideración  el  del 
primero  y  sí  el  del  segundo?  Llene  el  Estado, 
llene  la  justicia  su  misión  moralizadora;  pero 
no  lo  hagan  prescindiendo  de  la  naturaleza  ni 
pretendiendo  violentarla.  Repetiremos  lo  que 
decíamos  hace  poco:  ha  de  tomarse  á  los  hom- 
bres como  son;  no  como  deben  ser.  Una  hu- 
manidad perfecta  haría  innecesarias  la  auto- 
ridad y  las  leyes. 


Es  tan  natural  el  respeto  á  los  que  consi- 
deramos superiores,  por  la  posición  social  que 
ocupan  ó  por  la  autoridad  que  legítimamente 
ejercen  sobre  nosotros,  que  en  muchos  casos 
miramos    como    un    desafuero    discutir    sus 
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consejos:  los  suponeii^os  siempre  biep  inspi- 
rados, y  como  el  fruto  de  una  experiencia, 
cuasi-omniciente.  Tan  racional  es  que  sólo 
la  verdadera  superioridad,  el  verdadero  mérito 
se  encumbren  y  ejerzan  influjo  sobre  el  resto 
de  los  hombres;  que  su  mi^ma  elevación  re- 
leva á  los  espíritus  confiados  de  toda  inquisi- 
ción para  cerciorarse  de  si  esa  superioridad, 
ese  mérito  son  efectivos.  Desgraciadamente, 
cuando  se  hace  un  examen  prolijo,  se  llega  al 
desconsolador  convencimiento  de  que  eso  que 
^se  halla  en  las  alturas  no  siempre  es  lo  que 
debería  ocuparlas;  pero  no  á  todos  es  dado  hacer 
una  investigación  ilustrada  y  sobreponerse  á 
la  voluntad  general  que  acepta  esas  elevacio- 
nes inmerecidas.         • 

Por  otra  parte;  el  que  por  su  posición  ele- 
vada ó  su  autoridad  se  halla  sobre  nosotros  en 
la  gerarquía  social,  puede  influir  tan  eficaz- 
mente sobre  nuestra  felicidad  ó  nuestra  des- 
gracia, que  nos  inspira  justos  recelos  apartar- 
nos de  su. consejo  ó  súplica  comprometiendo 
nuestro  bienestar  futuro.  Esta  situación  pesa 
de  tal  manera  sobre  nuestra  libertad,  que  ella 
importa  casi  tanto  como  la  amenaza  de  que 
antes  nos  hemos  ocupado  y  que  exime  en  lo 
absoluto  de  responsabilidad  criminal. 


Aún  cuando  no  esté  resuelto,  como  en 
otro  lugar  decíamos,  el  problema  médico-le- 
gal de  si  la  embriaguez  puede  privar  de  cono- 
cimiento en  tal  grado,  que  convierta  al  hom- 
bre en  una  bestia  ó  en  una  máquina,  mientras 
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ella  persiste;  no  puede  negarse  que,  por  lo 
menos,  turba  de  tal  modo  el  ejercicio  del  po- 
der intelectivo,  que  impide  el  discernimiento 
claro  y  hasta  llega  á  vencer  las  reservas  del 
N  amor  propio,  presentando  al  ebrio  ante  los  de- 

más'con  todas  las  debilidades  y  miserias  que 
en  estado  normal  oculta  empeñosamente. 

Se  debe  reconocer,  pues,  á  ese  estado  de- 
gradante el  carácter  de  causa  de  atenuación 
siquiera  en  la  responsabilidad  criminal,  ya 
que  no  de  disculpa  absoluta. 

Los  que  bpinan  que  no  se  tome  en  cuen- 
ta el  estado  de  embriaguez  para  eximir  de  pe- 
na, ó  reducirla  al  que  delinque  en  él,  procla-  i| 
man  una  verdadera  injusticia  y  yerran  grave-  '^ 
mente  sobre  el  modo  como  el  Estado  debe  ^ 
ejercer  sobre  las  costumbres  su  misión  mora-  ■'% 
lizadora.  No  es  racional  confiar  á  sólo  las  le- 
yes penales  esta  importantísima  labor:  no  to- 
do ha  de  ser  castigos.  ¿Qué  rol  toca  entonces  '3 
á  la  instrucción  y  beneficencia  públicas  entre  \' 
las  instituciones  sociales?  ¿Por  qué  no  ape- 
lar á  la  educación,  al  buen  consejo  y  al  pre-  O 
mió  para  extirpar  los  malos  hábitos  é  inclinar  1 
á  los  hombres  en  el  sentido  del  bien? 

N9sotros  somos  de  sentir  que  se  debería 
considerar  la  embriaguez  en  sus  tres  tér- 
minos de  involuntaria,  voluntaria  y  delibe- 
rada; y  atribuir  á  la  primera  el  carácter  de 
causal  de  irresponsabilidad;  de  causal  de 
atenuación  á  la  segunda;  y  de  circunstancia 
agravante  á  la  última.  No  sería  difícil  probar 
que  la  embriaguez  fué  voluntaria  ó  involun- 
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taria  dados  los  antecedentes  del  que  la  sufrió  y 
las  circunstancias  en  que  la  llegó  á  contraer. 


Las  impresiones  violentas  á  que  se  refiere  el 
inciso  8.°  del  artículo  que  comentamos  son 
muy  variadas,  por  lo  que  no  és  posible  hacer 
la  completa  enumeración  de  ellas;  pero  es 
sabido  que  unas  producen  en  el  espíritu  esa 
excitación  súbita  y  pasajera  que  se  llama  arre- 
bato, como  .la  cólera  y  los  celos;  y  otras  en- 
gendran un  deseo  inextinguible  ante  los  obs- 
táculos que,  por  el  contrario,  lo  aumentan  y 
enardecen  hasta  que  no  haya  sido  satisfecho; 
como  sucede  al  que  persigue  un  ideal.  Cuen- 
tan las  crónicas  que  un  insigne  artista,  de- 
seando un  modelo  para  pintar  la  agonía  del 
f;  Cristo,  crucificó  é  hirió  de  muerte  á  un  discí- 

pulo suyo;  y  entusiasta  reproducía  en  el  lienzo 
jf?  los  detalles  de  un  cuerpo  agonizante,  sin  fijarse 

|-'  en  que^  estaba  sacrificando  una  vida  en  su  ob- 

'^:  secación  por  realizar  el  fin  que  anhelaba.    Se 

refiere   también   que  el   inventor   del   barniz 
para  esmaltar  las  obas  de  alfarería,  después  de 
haber  agotado  su  escasa  fortuna  en  la  consecu- 
I . '  ción  del  plan  que  se  había  trazado,  y  de  arro- 

1^  jar  al  fuego   hasta  el  mobiliario  de  su   hogar, 

¿L  terminó  atentando  contra  la  propiedad  del  due- 

f  ño  de  la  casa  en  que  vivía,  destruyéndola  para 

|v  procurarse  combustible. 

fcí.  Llenas   están  las  tradiciones  populares,  en 

|í^  todas  partes,  de  los   crímenes  á  que  ha  arras- 

h^  trado  un  amor  no  correspondido. 

^  Un  hombre  airado,  un  celoso,  un  empecina- 
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do,  pisan  ya  los  dinteles  de  la  locura;  y  hay 
que  considerarlos,  cuando  menos,  en  un  grado 
de  responsabilidad  menor  que  el  que  se  atri- 
buye al  que  obra  en  el  pleno  goce  de  su  ra- 
zón. 

Tratando  de  los  celos,  hemos  oído  sostener 
la  opinión  de  q/ie  soto  son  atendibles  los  de 
los  esposos,  por  ser  los  únicos  legítimos;  más 
en  nuestro  concepto  ese  exclusivismo  es  injus- 
to, por  consideraciones  análogas  á  las  que  ex- 
pusimos ocupándonos  del  inciso  5? 

El  Código  argentino  considera  como  cau- 
sales de  atenuación  las  mismas  que  producen 
la  irresponsabilidad,  cuando  no  reúnen  los  re- 
quisitos legalmente  necesarios. 

Aunque  al  respecto  se  expresa  (art.  83,  inc. 
I.*)  casi  en  los  mismos  términos  que  el  nues- 
tro; debe  recordarse  que  él  admite  casos  de 
irresponsabilidad  que  el  Código  peruano  no 
reconoce;  y  que  este  último  dá  el  carácter  de 
atenuantes  á  las  causales  de  irresponsabilidad 
no  plenamente  probaday,  punto  sobre  el  que 
no  hallamos  disposición  expresa  en  el  argen- 
tino. 

Son,  además,  causas  atenuantes  por  lo  ge- 
neral, según  este  código: — Ser  menor  de  18 
años  ó  mayor  de  70 — No  haber  tenido  el  de- 
lincuente intención  de  causar  todo  el  mal  que 
produjo — Haber  precedido  provocación,  ame- 
naza ú  ofensa  por  parte  del  ofendido — Haber 
procurado  con  celo  reparar  el  mal  causado  ó 
impedir  su  consumación — El  estado  xie  irrita- 
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ción  ó  furor  sin  culpa  del  autor  del  delito, 
cuando  no  le  ha  hecho  perder  del  todo  la  con- 
ciencia de  lo  que  hace — Cualquiera  otra  cir- 
cunstancia análoga  á  las  anteriores — Haber 
corrido  la  mitad  del  tiempo  necesario  para  la 
prescripción  del  delito;  y  tratándose  de  deli- 
tos que  merezcan  pena  capitaj,  haber  durado 
la  causa  más  dé  dos  años,  sin  culpa  del  proce- 
sado ó  del  defensor. 

« 

Como  se  vé,  hay  entre  estas  disposiciones, 
muchas  exactamente  iguales  á  las  contenidas 
en  nuestra  ley;  pero  no  son  menos  numerosas 
las  que  difieren  de  ella  y  merecen  especial  es- 
tudio. 

Nada  diremos  en  cuanto  se  refiere  al  menor 
de  1 8  años,  por  ser  exactamente  lo  mismo  que 
se  dispone  en  nuestro  Código;  pero  respecto  del 
mayor  de  70  años  debemos  confesar  que  el  ar- 
gentino ha  sido  más  consecuente  con  la  expe- 
riencia y  más  previsor.  La  edad  amengua  in- 
dudablemente el  poder  de  la  inteligencia, 
cuando  no  hace  caer  en  la  imbecilidad  ó  idio- 
tismo; y  aún  cuando  nos  parece  muy  tem- 
prana la  fijada  por  el  código  argentino  como 
época  de  caducidad,  no  puede  negarse  que 
esta  circunstancia  se  debe  tomar  en  cuenta 
para  la  aplicación  de  la  pena.  El  notoriamen- 
te imbécil  está  excento  de  culpa  según  nues- 
tra ley;  pero  ella  ha  olvidado  al  que  podría- 
mos llamar  próximo  á  la  imbecilidad,  que  no 
puede  ser  tratado  al  igual  del  que  conserva 
sus  facu^ades  mentales  en  todo  su  vigor. 
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Aún  cuando  la  intención  del  delincuente  so- 
lo puede  ser  conocida  con  exactitud  por  él 
mismo;  y  es  por  lo  tanto  el  único  capaz  de  sa- 
ber á  ciencia  cierta  si  hizo  sólo  el  mal  que  se 
proponía,  ó  hizo  más  ó  hizo  menos;  el  atento 
examen  de  las  circunstancias  que  acompañan 
al  hecho  punible,  permite  apreciar,  con  la  con- 
veniente aproximación,  aquello  que  sólo  el 
culpable  sabe  con  seguridad.  No  sería,  pues, 
justo  prescindir  de  ese  examen  ni  tratar  con  el 
mismo  rigor  al  que  tuvo  deliberado  propósito 
de  matar  y  al  que  mató  sin  intención.  Esta 
misma  doctrina  !a  profesa  nuestro  Código  en  su 
artículo  6o,  al  ocuparse  del  modo  de  aplicar 
la  pena  al  que  delinque  por  imprudencia  teme- 
raria; si  bien  hubiera  sido  preferible  que  la 
consignase  en  el  título  que  vamos  comentando. 

El  delincuente  que  procura  reparar  el  mal 
que  ha  causado  ó  impedir  que  se  consume; 
prueba  que  no  tuvo  la  intención  de  producir 
todo  el  daño  que  ha  ocasionado;  y  por  consi- 
guiente le  son  aplicables  las  consideraciones 
que  hemos  hecho  en  el  párrafo  anterior.  En 
nuestra  ley  no  hallamos  prescripción  clara  so- 
bre este  punto;  más  en  la  práctica  de  nuestros 
Tribunales  está  en  uso  tomar  en  cuenta  esa 
solicitud  reparadora  del  culpable  para  consi- 
derarlo reo  por  imprudencia. 

Siendo  el  fin  de  la  pena  restablecer  el  orden 
que  turbó  el  delito  y  evitar  su  repetición;  y  no 
pudiendo  negarse  que  gran  parte  de  estos  efec- 
tos s^í  consuma  por  el  simple  trascurso  del 
tiempo,  pues  la  sociedad  recobra  su  habitual 
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tranquilidad  y  olvida  el  crimen  y  al  criminal; 
hallamos  perfectamente  justificada  la  atenua- 
ción de  la  pena,  cuando  haya  trascurrido  una 
parte  considerable  del  término  á  cuya  espira- 
ción prescribiría  el  derecho  de  inflijirla.  Si 
pasados  ocho  años,  por  ejemplo,  no  hay  el  de- 
recho de  acusar  por  delito  que  merezca  pena 
de  muerte,  y  es  legalmente  imposible  aplicar 
ésta,  ¿por  qué,  trascurridos  siete  años  y  me- 
dio, ha  de  estar  íntegra  la  terrible  potestad 
que  seis  meses  después  se  extinguiría?  ¿Nó 
es  conforme  al  buen  sentido  qué,  yá  que  sub- 
siste la  posibilidad  del  enjuiciamiento,  se  mo- 
dere por  lo  menos  la  severidad  del  castigo? 
Esa  sociedad  en  cuyo  nombre  se  levanta  un 
cadalso,  tal  vez  á  los  diez  años  de  cometido 
el  crimen,  no  encuentra  desagravio  en  la  san- 
gre de  la  víctima  que  se  le  va  á  inmolar,  y  por 
el  contrario,  mira  con  horror  un  acto,  que  no 
considera  como  una  necesidad  para  su  bienan- 
danza, sino  como  la  vindicta  rencorosa  de  una 
autoridad  implacable.  La  prudente  previsión 
de  la  ley  argentina,  al  prescribir  la  atenuación 
sólo  en  el  caso  de  que  el  tiempo  haya  tras- 
currido sin  culpa  del  reo  ó  del  defensor,  pone 
á  cubierto  de  la  impunidad  que  la  chicana 
podría  conseguir  al  amparo  de  la  ley.  Una 
disposición  análoga  en  nuestro  Código,  ven- 
dría á  decidir  el  problema,  varias  veces  plan- 
teado y  nunca  resuelto  de  un  modo  directo 
entre  nosotros,  de  si  el  reo  gana  prescripción 
durante  un  prolongado  enjuiciamiento. 
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El  Código  belga  sólo  considera  como  cau- 
sas de  atenuación  de  la  pena:  ser  menor  de 
diez  y  seis  años  cuando  se  cometió  el  crimen 
ó  delito,  obrando  con  discernimiento;  y  m^ 
ñor  de  diez  y  ocho  en  los  casos  de  que  haysK 
de  aplicarse  la  pena  de  muerte. 

Al  menor  de  i6  años  se  le  conmuta  las  penas 
de  muerte,  trabajos  forzados  y  detención  per- 
petua, en  prisión  de  lo  á  20  años;  las  de  tra- 
bajos forzados  temporales  y  detención  extraor- 
dinaria, en  prisión  de  5  á  10  años;  las  de  reclu- 
sión y  detención  ordinaria,  e|i  prisión  de  i  á  5 
años.  Las  penas  correccionales,  por  lo  general, 
quedan  reducidas,  para  él,  á  la  mitad  de  su  du- 
ración legal. 

Al  menor  de  18  años  se  le  conmuta  la  pena 
de  muerte  en  la  de  trabajos  forzados  perpe- 
tuos. 

Este  código  recuerda  probablemente  que 
el  sordo-mudo  no  puede  alcanzar  el  mismo 
grado  de  desarrollo  intelectual  y  moral  que  los 
demás  hombres  á  la  misma  edad;  pero  es 
simplemente  para  equiparar  á  uno  y  otros,  co- 
mo se  vé  compulsando  los  artículos  72  al  76 
inclusive;  lo  que  es  una  inconsecuencia  con  la 
lógica  y  la  justicia. 


El  Código  chileno  atribuye  el  carácter 
de  circunstancias  atenuantes  á  las  que  eximen 
de  responsabilidad  (Véase  el  comentario  al 
artículo  8.°)  cuando  no  concurren  todos  los 
requisitos  que  la  ley  prescribe  para  que  ten- 
gan ese  carácter — á  la  edad  menor  de  18  años 
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— á  la  de  amenaza  por  parte  del  ofendido, 
exigiendo  que  sea  inmediata  y  proporcionada 
al  delito — á  la  de  haberse  ejecutado  el  acto 
en  vindicación  próxima  de  una  ofensa  grave 
causada  al  autor,  á  su  cónyuge,  á  sus  parien- 
tes legítimos  por  consanguinidad  ó  afinidad 
en  toda  la  Ifnea  recta  y  en  la  colateral  hasta 
el  segundo  grado  inclusive,  á  sus  padres  ó  hi- 
jos naturales  ó  legítimos  reconocidos — y  á  la  de 
obrar  bajo  impresiones  que  produzcan  arrebato 
ú  obsecación,  que  son,  con  levefe  diferencias, 
las  que  reciben  i  esa  calificación  del  Código 
peruano;  pero  agrega  las  siguientes: — haber 
procurado  con  celo  reparar  el  mal  causado 
por  el  delito  ó  impedir  sus  ulteriores  conse- 
cuencias; lo  que  es  conforme  á  lo  prescrito  por 
el  código  argentino  —haberse  denunciado^  el 
delincuente  ó  confesado  su  delito,  habiendo 
podido  huir  ú  olcutarse — no  r^ssultar  del  pro- 
ceso contra  el  reo  más  antecendente  que  su  ex- 
pontánea  confesión;  lo  que  según  la  ley  peruana 
es  motivo  de  absolución — haber  sido  irrepro- 
chable la  conducta  anterior  del  acusado,  que  es 
falsear  la  escala  penal,  si  al  establecerla  se  tuvo 
en  consideración  que  no  todos  los  reos  habían 
de  ser  reincidentes,  porque  eso  es  lo  natural — 
y  haber  obrado  por  celo  de  la  justicia. 

El  Código  francés  guarda  tal  analogía 
en  sus  disposiciones  con  las  del  código  belga, 
que  casi  habríamos  de  reproducir  estas,  si 
quisiéramos  exponer  aquellas.  Bástenos, 
pues,    advertir  que   el  código  francés  olvida  á 
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los  sordo-mudos,  y  conmuta  las  penas  de 
trabajos  forzados,  á  perpetuidad  ó  tempora- 
les, y  la  de  deportación,  en  las  de  reclusión 
perpetua  ó  temporal  á  los  que,  al  pronunciarse 
la  sentencia  hubiesen  cumplido  ya  la  edad  de 
6o  años,  y  á  los  que,  condenados  á  aquellas 
antes  de  los  6o  años,  cumplieran  los  70  du- 
rante la  condena.  En  su  artículo  320  excusa 
el  homicidio  si  fué  cometido  con  provocación, 
y  en  el  463  concede  al  Jurado  declarar  si  hay 
circunstancias  atenuantes  y  tomarlas  en  con- 
sideración para  reducir  la  pena  en  la  forma 
que  el  mismo  articulo  señala. 


El  Código  español  ha  servido  verdadera- 
mente de  base,  en  este  punto,  para  la  forma- 
ción del  nuestro.  En  efecto:  habiendo  señalado 
uno  y  otro  las  mismas  causales  de  irresponsa- 
bilidad, dice  el  primero,  como  el  segundo, 
que  esas  causales  lo  son  de  atenuación 
cuando  no  concurran  en  ellas  todos  los  requi- 
sitos necesarios  para  eximir  de  responsabilidad 
en  sus  respectivos  casos;  si  bien  el  peruano, 
con  mejor  consejo,  agrega  que  también  tienen 
el  carácter  de  atenuantes,  cuando  concurrien- 
do  todos  esos  requisitos,  no  son  plenamente 
probados.  En  seguida,  marchando  el  código 
español  de  acuerdo  con  el  peruano,  declara 
circunstancias  atenuantes  también  —  Ser  el 
culpable  menor  de  18  años,  prescripción  de- 
masiado lata  pues  comprende  hasta  á  los  me- 
nores de  9  declarados  irresponsables  en  el  2.° 
inciso  del  artículo   8.'' — La  de  haber  precedido 
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inmediatamente  provocación  ó  amenaza  de 
parte  del  ofendido — La  de  haberse  ejecutado 
el  hecho  en  vindicación  próxima  de  una  ofensa 
grave  causada  al  autor,  sus  ascendientes,  des- 
cendientes, cónyuge,  hermanos  ó  añnes  en  los 
mismos  grados;  prescripción  más  atinada  que 
la  nuestra,  en  que  la  omisión  de  la  palabra  que 
subrayamos  dá  lugar  á  las  venganzas  rencoro- 
sas— La  de  ejecutar  el  hecho  en  estado  de 
embriaguez,  cuando  esta  no  fué  habitual  ó 
posterior  al  proyecto  de  cometer  fel  delito — La 
de  obrar  por  motivos  tan  poderosos  que  hayan 
producido  arrebato  ú  obsecación — y  cualquie- 
ra otra  circunstancia  de  igual  entidad  y  aná- 
loga á  las  anteriores. 

Este  código  toma  también  en  cuenta  para 
atenuar  la  responsabilidad,  la  circunstancia 
de  no  haber  tenido  el  cupable  la  intención  de 
causar  todo  el  mal  que  hizo,  circunstancia  so- 
bre la  que  nos  hemos  pronunciado  más  arriba. 

Probable  es  que  nuestros  legisladores,  al 
eliminar  de  la  vindicta  que  atenúa  la  culpa, 
el  requisito  de  la  proximidad,  tuvieron  en 
consideración  que  no  hay  regla  fija  para  cali- 
ficar un  desagravio  de  próximo  ó  remoto;  y 
por  eso  la  omitieron,  tolerando  que  aún  á  los 
cincuenta  años  de  una  ofensa  se  haga  una  vin- 
dicta sin  más  castigo  que  el  que  habría  co- 
rrespondido al  que  obró  bajo  el  calor  del  amor 
propio  recien  ultrajado  ó  de  los  afectos  de  fa- 
milia heridos.  Lo  natural  no  era,  pues,  supri- 
mir ese  requisito,  que  conceptuamos  de  pri- 
mera  importancia;   sino   fijar  tiempo,    aunque 
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hubiera  sido  preciso  entrar  en  minuciosos  de- 
talles para  señalarlo  en  proporción  á  la  ofensa; 
ó,  en  caso  de  no  querer  detenerse  en  especifi- 
caciones, dejar  al  prudente  arbitrio  del  Juez 
apreciar  la  aproximidad  ó  alejamiento  entre  la 
ofensa  y  la  vindicta. 

Hallamos  más  claros  los  términos  que  nues- 
tro Código  emplea  para  expresar  las  condi- 
ciones que  debe  tener  la  embriaguez,  como 
circunstancia  de  atenuación;  por  cuanto  es  po- 
sible que  e$e  estado  sea  involuntario  después 
de  formada  la  resolución  de  cometer  el  delito; 
y  entonces  nada  agrega  ni  qjpita  á  la  respon- 
sabilidad del  agente. 


El  Código  italiano  atenúa  la  pena  al  me- 
nor de  catorce  años  que  ha  obrado  con  discer- 
nimiento, al  mayor  de  catorce  y  menor  de 
diez  y  ocho,  y  al  mayor  de  diez  y  ocho  y  me- 
nor de  veintiuno;  siendo  más  grave  el  castigo 
á  medida  que  aumenta  la  edad  entre  los  tér- 
minos indicados  —  al  sordo-mudo  de  naci- 
miento ó  desde  la  infancia,  de  cualquiera  edad 
hasta  los  veintiún  años,  y  aún  al  que  ha  pa- 
sado de  éstos;  graduando  la  pena  también 
proporcionalmente  á  la  edad  y  al  grado  de 
instrucción  que  tuviere — al  loco,  imbécil  ó  fu- 
rioso, cuando  su  perturbación  no  sea  concep- 
tuada como  suficiente  para  declarar  la  irres- 
ponsabilidad— al  que  delinque  en  estado  de 
completa  beodez  contraida  sin  propósito  deli- 
berado por  sujeto  no  acostumbrado  á  embria- 
garse; haciéndose  la  reducción  mayor   ó  me- 
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ñor  según  la  naturaleza  de  la   pena  señalada 

^  en  la  ley. 

^'  Al  reo  de  atentado  contra  las  personas  del 

Rey  ó  de  la  familia  reinante,  de  parricidio,  de 

maleficio,  de  homicidio  á  traición,  de  homici- 

.  dio  en  funcionario  público  en  el  acto  de  ejer- 

I  cer  sus  funciones,  de  salteamiento  ó  incendio 

malicioso  acompañado  de  homi-cidio  consuma- 
do; no  se  le  hace  reducción  de  pena,  aún  cuan- 
do fuere  menor  de  veintiún  años,  si  ha  cum- 

^t  plido  los  diez  y  ocho. 

Nótase  ya  en  este  código  esa  tendencia  á  la 
humanidad  en  lo|  castigos,  que  la  ciencia  va 
aconsejando  á  medida  que  adelanta  sus  estu- 
dios sobre  la  naturaleza  del  hombre,  la  mi- 
sión del  Estado  y  los  fines  racionales  del  cas- 
tigo social.  De  esperar  es  que  los  países  que 
conservan  en  sus  leyes  la  ruda  severidad  de 
las  antiguas,  dictadas  al  parecer  bajo  el  con- 
cepto de  que  el  criminal  es  un  enemigo  á 
quien  conviene  exterminar,  y  no  un  desgra- 
ciado á  quien  se  debe  compadecer  y  reformar 
en  cuanto   sea   posible;  vayan  entrando  en  el 

I':  camino  de  la  clemencia,   y  buscando  el  justo 

medio  que  concilie  el  orden  social  con  los  fue- 
ros del  individuo,  pues  éste  no  pierde  su  per- 
sonalidad por  degradado  y  envilecido  que  se 

^^  le  conciba. 
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TITULO  3; 


DE  LAS    CIRCUNSTANCIAS  QUE  AGRAVAN  LA    RES- 

PONSABILIDAD  CRIMINAL. 


Art.  10 — Son  circunstancias  agravantes: 

i.*  Cometer  el  delito  contra  la  persona  de  un 
ascendiente j  ó  la  de  un  superior  que  respecto  al 
delincuente  ejerza  autoridad  legítima: 

2^  Ejecutarlo  con  detenida  premeditación  ó . 
alevosía: 

5.*  Perpetrarlo  por  recompensa  prometida  ó 
precio  recibido: 

4/  Aumentar  deliberadamente  el  mal  del  de- 
lito^ con  daños  innecesarios  para  su  ejecución: 

5/  Agregar  el  escarnio  y  la  ignominia  á  los 
efectos  naturales  del  delito: 

6^  Ejecutarlo  por  medio  de  inundación,  in- 
cendiOy  veneno,  explosión  ó  ruina:  * 

7.*  Cometerlo  aprovechando  de  los  conflictos 
de  naufragio,  terremoto,  tumulto  popular  tí  otra 
calamidad  ó  desgracia: 

&*  Cometerlo  abusando  de  la  autoridad  ó 
influencia  que  el  delincuente  ejerza  sobre  el  ofen- 
dido, b  déla  confianza  que  este  hubiese  puesto  en 
aquel: 

P.*  Ejecutarlo,  como  medio  para  cometer 
otro: 

10^  Cometerlo  valiéndose  de  la  cooperación 
de  otras  personas,  para  asegurar  su  ejecución,  ó 
proporcionarse  la  impunidad: 
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conocía  lo  que  iba  á  hacer,  sino  que  tuvo 
tiempo  bastante  para  meditar  hasta  en  sus 
más  remotas  consecuencias;  para  arrepentir- 
se ante  la  consideración  de  sus  desastrosos  re- 
sultados; y  sin  embargo,  se  determinó  á  pasar 
sobre  todo  esto,  persiguiendo  con  voluntad  in- 
flexible el  fin  ilícito  que  se  propuso?  Críme- 
nes así  meditados  revelan  una  perversidad 
profunda  é  intranquilizan  á  la  sociedad  por 
tiempo  dilatado. 

La  misma  alarma  producen  los  crímenes 
cometidos  con  alevosía,  aún  cuando  no  hayan 
sido  meditados  y  preparados  largo  tiempo:  esa 
maquinación  cautelosa  y  pérfida  que,  inspi- 
rando confianza  á  la  futura  víctima,  la  inha- 
bilita para  toda  defensa  en  el  momento  de  ser 
agredida;  une  á  los  caracteres  repugnantes  de 
la  premeditación  el  horror  que  naturalmente 
inspira  cuanto  es  rastrero  y  mezquino.  El  de- 
lincuente alevoso  tiene  algo  de  común  con  los 
reptiles:  el  primer  impulso  que,  á  su  presen- 
cia se  siente  es  el  de  aplastarlos. 

La  ley  traduce,  pues,  el  sentimiento  públi- 
co reagravando  la  pena  al  crimen  que  reviste 
esos  odiosos  caracteres  de  premeditado  y  ale- 
voso. 


w 


Si  hay  justicia  en  tratar  con  excepcional  ri- 
gor al  que  comete  un  delito  meditado  ó  usan- 
do de  alevosía,  más  clara  aún  se  presenta  la 
justicia  de  ese  rigor  contra  el  miserable  que  se 
presta  á  hacer  un  mal,  sirviendo  de  instru- 
mento á  pasiones  agenas.  Delincuentes  de  esa 
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especie  á  nadie  inspiran  compasión,  y  son  ge- 
neralmente temidos,  porque  se  recela  que  al- 
guna vez  se  vendan  para  dañar  al  que  menos 
relación  tuviere  con  ellos. 


Aumentar  el  mal  del  delito  con  daños  inne- 
cesarios para  cometerlo,  es  complacerse  en  su 
ejecución — agregar  el  escarnio  y  la  ignominia  á 
sus  efectos  naturales,  es  deleitarse  en  haberlo 
perpetrado,  mostrándose  insensible  al  arre- 
pentimiento— ejecutarlo  por  medio  de  inunda- 
ción, incendio,  explosión  ó  ruina,  es  no  sólo 
aumentar  los  daños,  sino  dar  á  éstos  propor- 
ciones indefiinidas — valerse  de  veneno,  una 
ruin  cobardía,  una  alevosía  que  horroriza. 
¿Quién  no  clama  por  que  caiga  todo  el  peso 
de  la  justicia  sobre  los  desalmados  que  de  tal 
modo  delinquen?  Creemos  por  eso  innecesa- 
rio entrar  en  consideraciones  explicativas  de 
las  razones  que  han  tenido  nuestros  legislado- 
res al  consignar  en  este  artículo  los  incisos 
4.%  s"  y  6." 


Es  sabido  que  la  comunidad  de  la  desgra- 
cia crea  vínculos  fraternales  entre  los  que  la  su- 
fren, y  que  es  natural  la  compación  á  los  que  la 
padecen,  cuando  tenemos  la  fortuna  de  no  ser 
comprendidos  en  ella.  Se  considera  como  un 
miserable  egoísta  al  que  no  presta  su  concur- 
so para  salvar  á  sus  semejantes  del'  mal  que 
los  aflije;  y  no  hay  satisfacción  comparable  á 
la  que  produce  haber  arrancado  una  víctima 

al    infortunio.    Si   esos   egoistas   tratasen   de 
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probarla  alguna  vez,  por  egoísmo  se  harían  fi- 
lántropos. 

Hechas  estas  reflexiones,  no  puede  ocultar- 
se la  justicia  de  la  prescripción  legal,  que  con- 
sidera merecedor  de  más  grave  castigo  al  que 
comete  delito  aprovechando  de  los  conflictos 
de  naufragio,  terremoto,  tumulto  popular,  m- 
cendio  ú  otra  calamidad  ó  desgracia;  pero 
conviene  observar  que  no  puede  ser  conside- 
rado incurso  en  dicha  prescripción  el  que  par- 
ticipando del  mismo  peligro,  practica  por  sal- 
varse, un  acto  ilícito.  Quien  en  un  naufragio 
arrebata  á  otro  náufrago  la  tabla  salvadora, 
no  puede  ser  considerado  culpable  de  la  muer- 
te de  éste:  el  instinto  de  conservación  es  el 
que  más  alto  habla  en  el  corazón  del  hombre; 
y  estando  la  existencia  en  peligro  callan  los 
deberes  respecto  de  los  demás. 


El  abuso  de  la  autoridad  que  se  ha  recibido 
de  la  ley,  para  ofender  á  los  mismos  que  te- 
nían el  derecho  de  esperar  protección  de  quien 
los  agravia,  dá  al  delito  cometido  por  éste 
cierto  carácter  de  alevosía,  que  no  se  puede 
dejar  de  tomar  en  consideración  para  inflijir 
el  castigo.  El  guardador  que  hiere  ó  maltrata 
á  su  pupilo,  ó  seduce  y  corrompe  á  su  pupila; 
el  funcionario  político  que  ultraja  á  sus  go- 
bernados, confiando  en  que  los  fueros  debidos 
al  poder  que  ejerce  lo  pondrán  á  cubierto  de 
represalias,  y  todos  los  que  á  semejanza  de 
estos  dañan  á  mansalva,  escudados  con  la  su- 
perioridad del  puesto  en  que  se  hallan,  hacen 
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perder  á  la  sociedad  la  confianza  en  las  ga- 
rantías legales,  perturban  el  orden  en  grado 
mayor  que  los  que  delinquen  en  circunstan- 
cias ordinarias;  y  son,  por  tanto  merecedores 

f  de  más  graves  penas. 

Muy  semejante  á  la  condición  del  que  ofen- 
de prevalido  de  autoridad  es  la  del  que  abusa 
de  la  confianza  depositada  en  él;  como  el 
mandatario  que  defrauda  los  intereses  de  su 
mandante,  el  doméstico  que  roba  ó  asesina  á 

'  su  patrón   á  quien  debía  lealtad  y  ayuda.  Es- 

tos no  sólo  infringen  las  leyes  generales  de  la 
sociedad,  sino  las  especiales  que  nacen  de  las 
relaciones  peculiares  entre  el  ofensor  y  el  ofen- 
dido. 


La  comisión  de  un  delito  aislado  trastorna 
más  ó  menos  el  orden,  según  la  entidad  del 
derecho  herido;  pero  cuando  ese  delito  es 
además  un  medio  para  la  ejecución  de  otro, 
como  matar  para  robar,  incendiar  para  come- 
ter un  rapto,  ú  otros  semejantes;  el  trastorno 
del  orden  se  hace  mayor,  no  sólo  porque  au- 
menta la  cantidad  de  mal  material  que  se  oca- 
siona, sino  porque  se  descubre  la  premedita- 
ción coa  que  se  ha  obrado. 


El  crimen  que  se  concierta  y  ejecuta  entre 
varios  delincuentes,  que  se  prestan  recíproca 
ayuda  para  facilitar  la  realización  del  nial  y 
asegurar  la  impunidad;  no  es  ya  la  simple 
amenaza  de  un  malvado  que  emprende  una 
obra.de  destrucción,  en  la  que  podrá  ser  con- 
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tenido  mediante  una  persecución  eficaz;  es 
la  perspectiva  de  una  masa  de  malhechores, 
resuelta  á  todos  los  horrorosos  extragos  de 
que  es  capaz  la  malicia  humana,  y  á  entrar 
en  lucha  con  la  sociedad  y  las  autoridades 
que  ella  tiene  constituidas.  El  desorden  toma 
proporciones  que  espantan,  y  la  alarma  cunde 
y  se  generaliza,  haciendo  que  nadie  se  crea  se- 
guro de  una  agresión  más  ó  menos  próxima. 


El  lugar  y  la  hora  en  que  es  cometido  el  cri- 
men influyen  para  aumentar  su  gravedad  en 
muchos  casos.  Si  el  templo,  ú  otro  lugar  sagra- 
do, no  inspiró  al  criminal  el  respeto  que  por  él 
siente  la  generalidad  de  los  hombres,  tem-iendo 
profanarlo  hasta  con  un  pensamiento  que  no  sea 
un  homenaje  á  la  Divinidad;  si  el  mismo  local 
donde  la  autoridad  pública  está  ejerciendo  sus 
funciones,  y  donde  es  natural  suponer  existan 
los  elementos  para  una  represión  inniediata, 
pudo  ser  despreciado  por  el  que  llevó  á  él  sus 
deseos  de  venganza,  adquisición  ilícita,  y  en  ge- 
neral sus  propósitos  crimínales;  si  la  magestuo- 
sa  soledad  de  los  parajes  no  habitados,  que  con- 
traen el  espíritu  con  el  espectáculo  de  una  na- 
turaleza ante  la  que  no?  sentimos  pequeños,  no 
ha  bastado  á  ahogar  en  el  corazón  del  delin- 
cuente sus  resoluciones  dañosas;  si  el  crimen 
vá  á  asaltar  en  los  caminos  públicos  á  los  que 
se  encargan  de  la  obra  bienhechora  de  alimentar 
el  comercio  y  las  industrias,  para  sacrificarlos 
á  su  egoísmo  y  cegar  las  fuentes  del  engrande- 
cimiento general,  ó  á  buscar  en  su  domicilio  á 
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la  víctima  que  elige  para  satisfacer  depra- 
vados instintos;  si  escoje  las  horas  del  silencio 
y  del  reposo  para  facilitar  la  ejecución  de  sus 
planes  siniestros  y  asegurar  la  impunidad,  si 
todo  esto  sucede;  toma  el  delito  proporcio- 
nes mayores,  porque  con  él  se  causa  no 
sólo  un  daño  de  más  ó  menos  fácil  reparación 
al  individuo,  sino  que  se  turba  la  paz  de 
las  sociedades  y  se  hace  perder  la  confianza  en 
toda  garantía  de  parte  de  la  autoridad  pública. 
Cada  cual  se  considera  tan  indefenso,  como  si 
se  hallara  sólo  en  el  seno  de  una  agrupación 
enemiga,  y  los  nobles  estímulos  del  trabajo 
caen  desalentados,  retorciendo  el  progreso  en 
todas  sus  manifestaciones. 

Los  mismos  juicios  que  hicimos  al  prin- 
cipio de  este  comentario,  son  aplicables  al  de- 
lito que  se  comete  incurriendo  en  grave  ingra- 
titud con  el  ofendido:  el  delincuente,  no  sólo 
quebraata  la  ley  positiva,  sino  también  la  na- 
tural que  nos  inclina  á  retribuir  con  beneficios 
el  bieitque  recibimos. 

Ofender  á  los  que  ejercen  autoridad,  á  los 
ministros  del  culto,  á  la  mujer  resguardada 
por  la  naturaleza  con  su  propia  debilidad  y 
sus  encantos,  á  los  ancianos  y  los  niños,  á 
los  enfermos  y  á  los  de  una  constitución  mise- 
rable; es  contrariar  también,  á  más  de  las 
leyes  positivas,  las  leyes  morales,  cuya  obser- 
vancia no  puede  ni  debe  desatender  la  autori- 
dad pública  por  el  gran  influjo  que  tie- 
nen sobre  las  del  orden  jurídico,  con  las  que  se 
vinculan  tan  íntimamente,  que  algunas  veces 
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es  difícil  distinguirlas:  pruébalo  así  la  existen- 
cia de  escuelas  filosóficas  que  cofunden  la 
Moral  y  el  Derecho. 

Una  sociedad  desmoralizada  es  una  socie- 
dad propensa  al  crimen ^ 
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No  creemos  necesario  justificar  el  carácter 
de  gravedad  que  la  reincidencia  impone  al  de- 
lito; ya  sea  la  repetición  de  otro  semejante,  ya 
difiera  del  anteriormente  cometido.  La  rein- 
cidencia prueba  del  modo  más  claro  que  ni  el 
castigo  ni  el  remordimiento  han  bastado  para 
garantir  el  orden  social  contra  los  atentados 
del  reincidente;  y  es  justo  y  racional  apelar 
á  castigo  más  severo  para  cegar  esa  fuente  de 
males  que  incontenible  se  derrama. 

Conviene  no  confundir  la  reiteración  del  de- 
lito con  la  reincidencia:  la  primera  consiste 
en  la  repetición  de  actos  delictuosos,  de  idén- 
tica ó  distinta  especie,  por  persona  que  aún  no 
ha  sido  juzgada  por  la  autoridad;  la, reinci- 
dencia es  la  comisión  de  nuevo  delito  por  el 
individuo  que  ha  sido  juzgado  y  sentenciado 
ya  por  los  tribunales. 

El  Código  argentino  reagrava  la  pena  en 
las  mismas  circunstancias  que  el  nuestro;  y 
además— cuando  se  comete  el  delito  emplean- 
do astucia,  fraude  ó  disfraz — cuando  se  con- 
suma con  el  auxilio  de  fuerza  armada — cuan- 
do se  ejecuta  con  fractura  ó  escalamiento  de 
lugar  cerrado — cuando  se  hace  uso  de  armas 
prohibidas. 
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Estas  circunstancias  no  han  sido  tampoco 
olvidadas  del  todo  por  nuestro  Código;  pero 
sólo  hace  mención  de  muchas  de  ellas  al  tra- 
tar de  especiales  delitos,  como  lo  veremos  al 
f  ocuparnos  en  particular  de  las  defraudaciones, 
I  abusos  de   autoridad,   usurpaciones,    robos  y 

i     '    homicidios. 


El  código  belga  señala  para  cada  delito 
una  pena  invariable,  cuya  severidad  puede 
reducirse  en  los  pocos  casos  de  atenuación  que 
prefija.  No  considera,  pues,  causas  de  agra- 
vación, porque  supone  el  delito  cometido  en 
toda  su  horrorosa  enormidad;  y  sólo  se  ocupa 
de  prescribir  la  manera  que  aplicar  la  pena  al 
reincidente.  (Cap.  V,  Tit.  Primero,  Libro 
Primero). 

El  Código  chileno  ha  sido  casi  literalmen- 
te reproducido  por  el  argentino  en  esta  parte; 
más  el  primero  reagrava  la  pena  también,  cuan- 
do el  culpable  comete  el  delito  mientras  cum- 
ple una  condena,  ó  después  de  haberla  que- 
brantado y  dentro  del  plazo  en  que  puede  ser 
castigado  por  el  quebrantamiento.  Pero  esta 
disposición  nos  parece  redundante  una  vez 
reconocida  la  reincidencia,  por  punto  general, 
como  causa  de  agravación. 

Previene  el  Código  chileno,  además,  que  es 
circunstancia  atenuante  ó  agravante,  según  la 
naturaleza  y  accidentes  del  delito,  ser  el  agra- 
viado cónyuge,  pariente  legítimo  por  consan- 
guinidad ó  afinidad  en  toda  la  línea  recta  y  en 
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la  colateral  hasta  el  segundo  grado  inclusive, 
padre  ó  hijo  natural  ó  ilegítimo  reconocido  del 
ofensor- 
Conceptuamos  muy  racional  esta  disposi- 
ción, y  desearíamos  verla  trasladada  á  nuestra 
ley.  Lj*as  relaciones  personales  entre  el  ofen- 
sor y  el  ofendido  agravan  el  delito  cuando  és- 
te consiste  en  un  atentado  contra  la  persona 
misma;  é  indudablemente  lo  atenúan  cuando 
consiste  en  un  ataque  á  la  propiedad,  que  se 
considera  casi  común  entre  miembros  de  una 
familia.  La  injuria  entre  cónyuges  ó  deudos 
bien  poco  significa;  pero  la  calumnia  se  agra- 
va, porque  ataca  la  honra,  lo  que  es  ir  contra 
la  persona  misma. 

El  prudente  criterio  del  juez  debería  encar- 
garse de  dar  á  esas  relaciones^el  carácter  de 
circunstancias  atenuantes  ó  de  agravación  se- 
gún los  casos. 


El  Código  español — Entendemos  que  la 
superioridad  de  que  habla  el  Código  español 
y  cuyo  abuso  agrava  el  delito,  es  la  supe- 
rioridad material;  y  en  ese  caso,  tal  circuns- 
tancia está  comprendida  en  el  inciso  13."*  del 
artículo  10  que  comentamos. 

El  empleo  de  medios  que  debilitan  la 
defensa,  como  atar  las  manos  al  que  ha  de 
ser  robado,  introducirle  algo  en  la  boca  para 
que  no  dé  voces  pidiendo  auxilio,  parécenos 
una  circunstancia  incluida  en  el  inciso  2."^ 
del  presente  artículo,  por  cuanto  ella  impor- 
ta una  alevosía;  como  que  es  un  medio  de  ase- 


s 


t' 


j 


-  137  — 

gafar  ht  ejecución  y  disminuir  los  peligros  pa- 
ra el  criminal. 

No  comprendemos  bien  lo  e^e  el  Código 
español  quiere  significar  cuando  dice  que 
agrava  el  delito,  comerterlo  en  desprecio  de  la 
autoridad  pública,  pues  este  es  carácter  co- 
mún á  todos  los  delitos;  no  hay  ninguno  que 
no  sea  i}n  4^sprecio  de  los  mandatos  de  la 
autoridad  consignados  en  el  reglamento  ó  en 
la  Ifey,  salvo  que  por  tal  desprecio  se  entien- 
da delinquir  después  de  una  prevención  espe- 
cial de  la  autoridad,  ó  hacerlo  en  lugar  donde 
ella  está  ejerciendo  sus  funciones.  Si  lo  prime- 
ro; no  nos  parece  que  debe  darse  el  simple 
carácter  de  circunstancia  accesoria  del  delito 
á  un  hecho  que  en  sí  mismo  importa  otro  de- 
lito de  desacato  á  la  autoridad.  Si  lo  segundo; 
la  disposición  era  inútil,  por  cuanto  el  inciso 
19.^  del  artículo  19  del  mismo  Código  consi- 
dera causal  de  agravación  cometer  el  delito 
en  lugar  donde  la  autoridad  esté  ejerciendo 
sus  funciones. 

En  cuanto  á  delinquir  en  defensa  de  la 
autoridad,  que  suponemos  sea  resistiéndose 
á  esta,  cuando  procede  en  el  ejercicio  de 
isus  funciones,  debemos  decir  lo  mismo  que 
Tespecto  del  desprecio:  el  desacato  que  en- 
tonces se  comete  es  un  nuevo  delito  y  no 
ana  circunstancia. 

Nuestro  Código  ha  suprimido,  pues,  con 
razón  suficiente  el  inciso  i5.**  del  artículo  10 
del  español;  y  aún  cuando  es  cierto  que  más 
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|arde  dispone  que  los  delitos  menores  sean 
castigador  como  circunstancia  agravantes  del 
delito  mayor\al  que  acompañan;  esto  no  im- 
porta una  inconsecuencia.  Era  necesario  con- 
servar pura  la  noción  jurídica  del  delito,  y 
así  lo  hicieron  nuestros  legisladores.  Convenía 
en  la  práctica  castigar  las  infracciones  me- 
nores en  la  misma  forma  que  las  circunstan- 
cias agravantes  para  no  multiplijcar  las  sen- 
tencias ni  autorizar  la  absurda  inflicción  de 
un  castigo  á  continuación  de  otro;  y .  optaron 
por  el  procedimiento  má$  racional  y  equitati- 
vo. He  ahí  todo. 

Creemos  que  no  ha  habido  razón  para 
olvidar  el  precepto  que  el  Código  español  im- 
pone á  sus  tribunales  de  apreciar,  según  los  ac- 
cidentes del  delito,  la  circunstancia  de  haber 
sido  cometido  de  noche  ó  en  despoblado;  por 
que  en  realidad  hay  delitos  que  buscan  natu- 
ralmente las  tinieblas,  como  los  atentados  con- 
tra la  honestidad  y  otros;  y  delitos  que  no 
pueden  cometerse  sino  en  lugares  despobla- 
dos, como  el  hurto  de  metales  en  las  m;nas,  de 
los  ganados  en  los  pastos,  de  las  mieses  en 
los  campos. 

Pero  sí  nos  parece  qué  habría  sido  inútil 
conservar  la  que  despoja  de  su  gravedad  al 
delito  perpetrado  en  la  morada  del  ofendido, 
cuando  éste  fué  el  provocador;  porque,  estando 
considerada  la  provocación  como  circunstan- 
cia atenuante,  y  disponiendo  nuestro  Código- 
que  los  jueces,  al  aplicar  las  penas,  compensen 
las  circunstancias  atenuantes  con  las  de  agrá- 
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vación  dentro  de  determinado  límite;  era  exci 
sado  repetir  en  disposición  especial  lo  mísn 
ordenado  en  otra  de  carácter  general. 

El  Código  italiano. — Apesar  de  los  adelai 
tos  que  contiene  y  del  orden  y  método  de  si 
disposiciones,  que  lo  hacen  superior  al  bel^ 
y  al  francés,  tampoco  ha  cuidado  de  agrup; 
para  que  sean  mejor  conocidas  y  apreciad; 
las  causales  de  agravación  de  los  delitos.  S< 
lo  la  reincidencia  le  ha  merecido  un  parra 
especial  (Sección  segunda,  capítulo  V.,  títi 
lo  II,  libro  primero)  y  la  calidad  de  empleac 
público  ha  llamado  especialmente  su  atencic 
para  considerarla  como  circunstancia  agravaí 
te  de  ciertos  delitos  comunes. 

No  podríamos,  pues,  consignar  en  sólo  es' 
lugar  las  diversas  disposiciones  que  contier 
sobre  agravación  de  pena,  sin  alterar  p( 
completo  el  plan  que  seguimos,  n¡  sin  introdi 
cir  la  confusión. 


W^' 
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SECCIÓN  TERCERA 


DE  LA  RESPONSABILIDAD  DE  LOS  DELINCUENTES 

TITULO  I.*» 

DE.LOS  QUE  TIENEN  RESPONSABILIDAD 

CRIMINAL. 


Art.  11.-- Son  responsables  criminalmente  del 
delito  6  falta: 

2.** — Los  autores 
2.° — Los  cómplices 
5.° — Los  encubridores. 


f* 


Ki 


Comentario. — En  el  lenguaje  vulgar  suele' 
comprenderse,  bajo  la  denominación  genérica 
de  cómplices,  á  todos  los  que  de  algún  modo 
participan  en  el  delito  ó  falta,  sea  por  actos 
anteriores  á  su  perpetración,  sea  por  hechos 
concomitantes  ó  posteriores  á  ella.  Pero  la 
ciencia  tiene  reservados  nombres  diferentes 
para  los  distintos  modos  de  intervenir  en  la 
realización  y  efectos  del  mal,  atendiendo  á  la 
época  en  que  se  presta  el  concurso,  y  á  la  ma- 
nera como  éste  influye  en  la  consumación  del 
delito.  Así,  llama  codelincuentes  y  á  los  que  con- 
tribuyen á  la  concepción  y  resolución  de  éste 
y  de  los  medios  conducentes  á  llevarlo  á  cabo, 
y  practican  hechos,  de  tal  manera  ligados  al 
fin  criminal,   que   éste  no  se  habría  podido 
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conseguir  sin  ellos:  cómplices^  á  los  que  pre&- 
tan  auxilios  de  orden  secundario,  ee  decidí  á 
los  que  practican  actos  de  tal  naturaleza,  que 
contribuyan  á  la  ejecución  del  mal;  pero  que 
habría  podido  omitirse,  sin  C|ue  esto  impi- 
diese su  realización;  y  encubndores  ó  recepta- 
dores^ á  los  que  toman  parte  en  el  delito  des- 
pués de  consumado;  ya  sea  para  aprovechar 
de  sus  efectos,  ya  para  auxiliar  á  los  autores 
y  cómplices  á  fin  de  que  los  aprovechen  ellos; 
ya  para  ocultar  á  los  mismos  culpables,  ó  los 
signos  reveladores  del  crimen,  desorientando 
á  la  policía. 

Tanto  la  codelincuencia,  cuanto  la  complici- 
dad y  receptación,  puedan  ser  morales,  mate* 
ríales  y  mixtas,  según  sea  la  naturaleza  de  los 
medios  que  se  ponga  á  servicio  del  crimen. 

El  que  presta  un  consejo  para  decidir  a 
otro  á  cometer  un  crimen  é  influye  en  su  áni- 
mo hasta  llevarlo  á  la  ejecución;  el  que  pacta 
sobre  la  consumación  de  un  delito  ofreciendo 
recompensa,  protección  ó  reciprocidad  de  ser- 
vicios, el  que,  premunido  de  su  superioridad 
sobre  otro,  abusa  de  ella  y  le  ordena  practicar 
una  acción  vedada  por  el  derecho;  son  auto- 
res morales  de  aquello  que  por  su  consejo, 
promesa  ó  mandato  se  ha  ejecutado;  y  tienen 
por  ello  responsabilidad  criminal,  de  la  mis- 
ma manera  que  los  ejecutores  ó  autores  ma- 
teriales; porque  el  delito,  la  perturbación  del 
orden  de  derecho,  no  consiste  única  y  esencial- 
mente en  el  daño  causado;  sino  también  en.  la 
intención  maligna  que  le  dá  origen,  sin  la  cual 
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no  pasa  de  la  categoría  de  un  acontecimiento 
desgraciado.       / 

Casi  no  necesita  aclajración  la  codelincuen- 
cia de  todos  los  que  ponen  mano  en  la  obra 
criminal,  practicando  actos  sin  los  que  ella 
habría  sido  imposible.  El  que  con  astucia  ha- 
ce salir  de  siji  domicilio  á  la  víctima,  para  lle- 
varla al  lugar  donde  le  esperan  los  que  han 
de  ultimarle^,  y  donde  de  otro  modo  no  se  ha- 
bría presentado;  es  visto  por  la  conciencia  pú- 
blica con  tanto  ó  más  horror  que  los  mismos 
que  descargaron  sobre  ella  el  golpe  homicida* 

En  cuanto  á  la  codelincuencia  de  los  que 
contribuyeron  con  la  promesa,  el  copsejo  6  el 
mandato,  y  además  con  los  hechos,  á  la  eje- 
cución del  crimen,  nada  hay  que  agregar  á  lo 
que  dejamos  expuesto. 

Basta  considerar  que  el  consejo,  el  manda- 
to, la  promesa  ó  los  hechos  pueden  no  tener 
decisiva  influencia  para  la  realización  del  ac- 
to punible,  que  han  podido  ser  omitidos  sin 
que  éste  dejara  de  ejecutarse;  para  compren- 
der que  la  complicidad  puede  ser  moral,  ma- 
terial y  mixta,  como  la  codelincuencia. 

La  receptación  es  moral;  como  cuando  se 
aconseja  al  criminal  que  huya  en  determinada 
dirección  para  conseguir  la  impunidad,  ó  cuan- 
do se  afirma  falsamente  á  la  justicia  que  no 
estuvo  en  el  lugar  del  delito,  sino  en  otro  di^ 
ferente;  material,  como  recibiendo  en  depósito 
la  cosa  robada,  enterrando  el  arma  que  sirvió 
al  asesino,  ocultando  á  éste  ó  el  cadáver  de  la 
víctima;  y  mixta,  como  practicando  actos  que 


j 
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importen  al  mismo  tiempo  receptación  moral 
y  material- 

El  grado  de  responsabilidad  que  correspon- 
de á  los  codelincuentes,  cómplices  y  encubri- 
dores no  debe  ser  el  mismo  como  vulgarmen- 
te suele  creerse;  porque  su  participación  en  el 
delito  puede,  ser  mayor  ó  menor,  según  las 
circunstancias.  Así  los  codelincuentes  mora- 
les por  consejo,  mandato  ó  pacto,  ho  pueden 
ser  tratados  igualmente:  el  consejo  puede  se- 
guirse ó  despreciarse,  en  razón  de  las  relacio- 
nes del  que  aconseja  con  el  aconsejado,  y  nun- 
ca destruye  por  completo  la  libertad  del  se- 
gundo; el  mandato  influye  más  sobre  las  deter- 
minaciones del  que  obedece;  pero  este  no  pue- 
de ser  tampoco  relevado  de  culpa,  si  no  tenía 
la  obligación  de  obedecer:  el  pacto  sí;  distri- 
buye por  igual  la  responsabilidad  de  los  pac- 
tantes, porque  ambos  proceden  con  igual  li- 
bertad é  impulsados  por  móviles  igualmente 
indignos:  el  que  paga  un  asesino  y  el  misera- 
ble que  alquila  su  brazo  para  hacer  una  vícti- 
ma, son  dos  criminales  que  alarman  á  la  so- 
ciedad en  el  mismo  grado,  y  contribuyen  por 
igual  á  la  perturbación  del  orden  de  derecho. 

Cabe  la  misma  gradación  en  la  complicidad, 
según  que  ella  sea  moral,  material  ó  mixta. 


El  Código  argentino. — Aún  cuando  no 
contiene  un  artículo  especial,  que  declare  de 
un  modo  genérico  la  responsabilidad  criminal 
de  los  autores,  cómpHces  y  encubridores  del 
delito;  reconoce  estos  mismos  grados  de  par^ 
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ticipación  en  él  y  en  sus  efectos,  consagrando 
respectivamente  los  títulos  IV,  V,  y  VI  de  la 
Sección  primera  de  su  primer  Libro  á  definir- 
4os  y  explicarlos,  prescribiendo  la  forma  de 
proporcionar  la  pena  á  la  maignitud  de  la 
culpa. 

El  CóüiGo  BELGA. — Contiene  prescripcio- 
nes relatiVas  á  la  aplicación  de  la  pena  á  los 
autores  y  partícipes  en  la  comisión  del  delito; 
pero  no  define  el  concepto  de  autor,  ni  decla- 
ra en  qué  consisten  la  complicidad  y  recepta- 
ción, ni  distingue  entre  codelincuentes  y  cóm- 
plices, á  quienes  trata  de  igual  modo,  siguien- 
do la  antigua,  pero  ya  desprestigiada  doctrina 
de  la  identidad  de  culpa  para  todds  los  que 
concurran  á  la  perpetración  de  un  delito. 

El  Código  cHiLENC)|r— En  su  artículo  141 
dice,  como  el  nuestro:  «bon  responsables  cri- 
minalmente de  los  delitos:  i.**  Los  autores; 
2.°  Los  cómplices;  3.**  Los  encubridores.» 


El  Código  español. — En  su  artículo   1 1, 

3ue  el  nuestro  reproduce  casi  literalmente, 
ice:  «Son  responsables  criminalmente  de  los 
delitos  y  faltas:  i.°  Los  autores;  2.**  los  cóm- 
plices; 3.°  Los  encubridores. 

El  Código  francés  adolece  del  mismo  de- 
fecto que  hemos  señalado  al  ocuparnos  del 
belga;  por  lo  que  reproducimos  aquí  lo  dicho 
respecto  de  éste. 
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El  GóbíGO  iTALiAÍio. — Más  adelantado  qué 
el  belga  y  él  francés,  incurre,  sin  embargo,  en 
las  mismas  omisiones  sustanciales  que  éstos: 
no  define  el  concepto  de  autor;  llarha  agentes- 
principales  á  los  codelincuentes;  incluye  4  al- 
guno de  éstos  entre  los  cómplices,  y  olvida  á 
los  encubridores;  por  lo  píenos,  para  estable- 
cer disposiciones  generales  respecto  de  ellos. 
Véase*  los  artículos  102  á  105  inclusive,  de  di- 
cho Código,  únicos  destinados  á  establecer  su 
doctrina  sobre  agentes  principales  y  cómpli- 
ces. 

Art.  12.  Son  autores: 

1,^ — Los  que  perpetran  el  hecho  criminal; 
2.^ — Los  que  deciden  su  ejecución  y  la  efec- 
túan por  medios  de  otws. 

Art.  13. — Son  considerados  como  autores^  los 
que  coadyuvan  de  un  modo  principal  y  directo  a 
la  ejecución  del  hecho  criminal^  practicando  mali- 
ciosamente algún  acto,  sin  el  cual  no  habría  podi- 
do perpetrarse  el  delito, 

Art.  14. — En  los  delitos  por  omisión j  son  con- 
siderados  como  autores,  los  que  dejan  de  hacer  lo 
que  manda  la  ley  penal  y  los  que  causan  la  omisión 
ó  cooperan  á  ella  del  modo  expresado  en  el  artículo 
anterior. 

Comentario.  — Aún  cuando  los  tres  artículos 
precedentes  abrazan  todos  los  casos  posibles 
de  codelincuencia,  y  pueden  servir  para  apre- 
ciar el  grado  de  responsabilidad  que  corres- 
ponde á  los  autores  de  delito  ó  falta,  creemos 
que  han  debido  ser  más  explícitos  ó  detalla- 
dos, para  atribuir  la  culpa  en  relación  con  la 

25 
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eficacia  de  los  actos  practicados  por  cada  uno 
de  los  codelincuentes,  y  con  los  delitos  secun- 
darios que  muchas  veces  se  comete  como 
medios,  ó  como  consecuencias  de  los  delitos 
principales. 


El  Código  argentino. — Nos  releva  de  la 
necesidad  de  amplificar  este  comehtarjp;  por 
lo  que  nos  limitamos  á  trascribir  sus  prescrip- 
ciones; 

Ese  Código  llama  autores  principales  del 
delito:  i.°  Al  que  ejecuta  el  delito  directa- 
mente por  su  propia  acción;  2.**  Al  que  antes 
ó  durante  la  ejecución,  presta  al  ejecutor  con 
el  intento  de  asegurar  la  consumación  del  de- 
lito, un  auxilio  ó  cooper^ión,  sin  los  que  el 
hecho  no  habría  podido  tener  lugar;  3.°  Al 
que  con  voluntad  criminal,  determina  al  au- 
tor material  á  ejecutar  el  hecho,  sea  por  me- 
dio de  consejos,  orden,  comisión,  promesa  de 
recompensa,  dádiva,  violencia  irrresistible,  fí- 
sica ó  moral;  ó  sea  induciéndolo  en  error  ó 
confirmándolo  en  el  en  que  se  hallaba — decla- 
ra que  el  autor  principal,  por  orden,  comisión, 
etc.,  no  responde  de  sólo  el  hecho  especial 
que  hubiese  tenido  en  mira,  sino  también  del 
delito  no  reservado  expresamente  y  que  el  au- 
tor material  del  hecho  se  viese  forzado  á  co- 
meter, para  ejecutar  el  delito  que  se  le  había 
encargado,  aconsejado,  etc.,  y  de  todo  delito 
que  resulte  como  consecuencia  del  hecho  or- 
denado, aconsejado,  etc.,  y  que  se  imputaría 
al  mandante  ó  instigador,  si  él  mismo  hubiese 
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ejecutado  el  delito — prescribe  que  el  que  acon- 
seja, ordena,  etc.,  un  delito  qu^  no  llegó  á  co- 
meterse, sólo  sea  considerado  como  reo  de  ten- 
tativa de  este  delito,  cuando  el  aconsejado,  co- 
misionado, etc.,  cometiere  otro  que  ninguna 
relación  tenga,  como  medio  ni  como  resultado, 
con  el  que  se  aconsejó,  ordenó,  etc.,  que  el  au- 
tor mediato  de  un  crimen  no  responde  de  las 
circunstancias  agravantes  con  que  lo  consu- 
me el  autor  material;  si  esas  circunstancias  las 
agregó  éste  por  su  cuenta,  y  no  entraban  en  el 
plan  de  ejecución  prescrito  por  aquel. 

Entra  en  seguida  el  Código  argentino  á  ocu- 
parse de  la  confabulación,  que  el  nuestro  ape- 
nas recuerda  parsi  declarar  que  los  actos  pre- 
paratorios de  delitos  sólo  merecen  pena,  cuan- 
do se  practican  en  concierto  con  otras  perso- 
nas (Art.  4.®)  y  para  considerar  como  causa 
de  agravación  de  los  delitos  la  circunstancia 
de  haberse  cometido  con  el  concurso  de  otros 
(Inc.  10,  Art.  10.)  No  será,  por  consiguiente 
demás,  que  copiemos  aquí  sus  artículos  25,  27 
y  30»  que  respectivamente  dicen:  «Si  dos  ó  más 
individuos  resuelven  cometer  un  delito  y  se 
obligan,  bajo  promesa  de  auxilio  recíproco,  á 
ejecutarlo  •  conjuntamente,  esta  asociación 
constituye  un  complot,  y  cada  uno  de  los  par- 
tícipes que  antes,  durante  ó  después  de  la  eje- 
cución, se  haya  mostrado  en  actitud  de  coope- 
rar, ó  haya  mantenido  á  sus  compañeros  en  la 
convicción  de  que  podían  contar  con  su  auxi- 
lio, será  también  considerado,  después  de  la 
consumación,  como  autor  del   delito. d — «Se 
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considerarán  jefes  del  complot,  los  que  hayan 
concebido  y  formado  la  asociación  criminal; 
los  que  hayan  proporcionado  el  plan  de  eje- 
cución del  delito,  y  los  que  hayan  dirigido  su 
realización!) .' Si  dos  ó  más  indivi- 
duos resuelven  verificar  conjuntamente  delitos 
indeterminados,  esta  asociación  constituye 
banda,  y  serán  considerados  autores  en  todos 
los  hechos  que  la  banda  cometa,  salvo  la  prue- 
ba en  contrario,  de  la  no  participación  en  el 
hecho  ó  hechos  determinados.!)  Las  disposi- 
ciones de  la  ley,  respecto  del  complot,  son 
aplicables  á  las  bandas,  (r) 


El  Código  belga  no  difiere  esencialmente 
del  nuestro  en  este  punto,  pues  considera  au- 
tores de  crimen  ó  delito,  á  los  que  lo  hayan 
ejecutado  ó  hayan  cooperado  directamente  á 
su  ejecución;  á  los  qufe  por  un  hecho  cualquie- 
ra, hayan  prestado  para  la  ejecución  una  ayu- 
da tal,  que  sin  ella  no  hubiera  podido  come- 
terse el  crimen  ó  delito;  á  los  que  por  dádivas, 
promesas,  amenazas,  abuso  de  autoridad  ó  de 
poder,  maquinaciones  ó  artificios  culpables, 
hayan  provocado  directamente  la  comisión 
del  críínen  ó  delito:  y  á  los  que  por  discursos 
pronunciados  en  reuniones  ó  en  sitios  públicos, 
ó  por  carteles  fijos  hayan  provocado  directa- 


(i)  Hemos  suprimido  los  artículos  intermedios,  por  referirse  al 
modo  de  aplicar  la  pena  según  que  el  delito  sea  ó  no  consamado,  y 
que  los  autores  sean  jefes  ó  simples  partícipes.  ' 
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mente  á  su  comisión,  isin  perjuicio  de  las  pe- 
nas establecidas  por  ]a  ley  contra  los  autores 
de  provooación  á  estos  crímenes  ó  á  estos  de- 
Utos,  aún  en  el  caso  de  que  las  provocaciones 
no  hay^n  producido  efecto.  Véase  la  parte  re- 
lativa del  comentario  anterior. 

Pero  la  legislación  belga  incluye  entre  los 
reos  de  delitos  comunes  y  considera  autores 
de  ellos,  á  los  que  los  provoquen  por  medio 
de  escritos  impresos,  difiriendo  en  esto  esen- 
cialmente de  la  nuestra,  que  somete  á  pres- 
cripciones y  jueces  especiales  los  delitos  come- 
tidos por  medio  de  la  prensa. 


El  Código  chileno  considera  autores  del 
delito:  i.**  A  los  que  toman  parte  en  la  ejecu- 
ción, sea  de  una  manera  inmediata  y  directa, 
sea  impidiendo  y  procurando  impedir  que  se 
evite;  2*^  A  los  que  fuerzan  ó  inducen  directa- 
mente á  ejecutarlo;  y  3.°  A  los  que,  concerta- 
dos para  su  ejecución,  facilitan  los  medios  con 
que  se  lleva  á  efecto  el  hecho  ó  alo  presencian 
sin  tomar  parte  inmediata  en  éLT> 

No  hallamos  muy  clara  la  justicia  de  la  dis- 
posición que  subrayamos:  por  cuanto  es  po- 
sible que  un  confabulado  concurra  arrepenti- 
do al  lugar  donde  se  vá  á  cometer  el  delito,  con 
ánimo  de  impedirlo,  y  que  siendo  impotente 
para  evitarlo,  tenga  que  presenciar  su  consu- 
mación por  üaltarle  tiempo  para  dar  á  la  au- 
toridad oportuno  aviso. 

El   Código    español  dice:  c(Art.  12.)  Se 
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consideran  autores:  i.** — Los  que  inmediata- 
mente toman  parte  en  la  ejecución  del  hecho; 
2.^ — Los  que  fuerzan  ó  inducen  directamente 
á  otros  para  ejecutarlo;  3.** — Los  que  coope- 
ran á  la  ejecución  del  hecho  por  un  acto,  sin 
el  cual,  no  se  hubieran  efectuado. d 

Aún  cuando  menos  explícito  y  detallado  que 
el  argentino,  es  más  preciso  que  el  español  el 
nuestro,  en  esta  importante  materia.  En  efec- 
to: se  puede  tomar  inmediatamente  parte  en 
la  ejecución  del  delito  y  ser  mero  cómplice  en 
él,  porque  esa  participación,  aunque  inmedia- 
ta, puede  ser  sólo  secundaria,  en  términos  que 
habría  podido  omitirse  sin  que  el  delito  hu- 
biera de  evitarse  por  ello. 


El  Código  francés,  que,  del  mismo  modo 
que  el  belga,  carece  de  definiciones  que  preci- 
sen quiénes  son  autores  de  los  delitos,  apesar 
de  que  hace  uso  de  ese  término,  y  de  los  de 
cómplice  y  encubridor;  se  limita  á  establecer, 
en  sus  artículos  59  y  60,  disposiciones  relati- 
vas al  grado  de  responsabilidad  que  les  corres- 
ponde, confundiendo  lamentablemente  los  con- 
ceptos de  autor  y  de  cómplice,  y  sancionan- 
do, como  lo  hace  el  vulgo,  la  igualdad  de  pe- 
na para  cuantos  tengan  participación  en  el  de- 
lito ó  sus  efectos;  salvo  casos  especiales  en  que 
la  atenúa  para  los  encubridores   ó  cómplices. 

Para  no  adelantar  las  ideas  y  evitar  de- 
sorden en  nuestro  trabajo,  reservamos  para 
otro  lugar  ocuparnos  de  las  enunciadas  irre- 
gularidades. 
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El  Código  italiano  (102)  llama  agentes 
principales:  i.® — A  los  que  hayan  dado  orden 
para  cometer  un  reato;  2.^ — A  los  que,  con  dá- 
divas, promesas,  amenazas,  abuso  de  poder  ó 
de  autoridad,  ó  con  artiñcios  culpables  hayan 
inducido  á  otros  á  cometerlo;  3.° — A  los  que 
concurren  inmediatamente  con  sus  obras  á  la 
ejecución  del  reato,  ó  que  en  el  acto  mismo 
en  que  se  ejecute  presten  ayuda  eficaz  para 
consumarlo;  y  dispone,  (Art.  104),  que  los 
agentes  principales  incurren  en  la  misma  pena 
que  los  autores  del  reato. 

Nótase  en  este  Código,  apesar  de  su  reciente 
fecha,  la  misma  gravísima  omisión  que  se  ad- 
vierte en  el  belga  y  el  francés:  no  define  el 
concepto  de  autor,  y  trata  del  mismo  modo  al 
autor,  al  codelincuente  y  al  cómplice. 

En  cuanto  á  la  prescripción  que  contiene  el 
tercer  inciso  de  su  artículo  102,  podemos  ha- 
cer la  misma  observación,  que  hace  un  mo- 
mento formulábamos  respecto  del  Código 
español:  confunde  la  codelincuencia  con  la 
complicidad,  al  declarar  agentes  principales  á 
los  que  concurren  inmediatamente  con  sus 
obras  á  la  ejecución  del  reato;  pues,  repeti- 
mos, la  distinción  no  proviene  de  que  el  con- 
curso sea  inmediato  ó  mediato,  sino  de  su  efi- 
cacia y  necesidad  para  la  consumación  del 
acto  punible. 

Art,  15. — Son  cómplices  los  q  ue  indirecta  y  se- 
cundariamente cooperan  á  la  ejecución  del  delito^ 
por  medio  de  actos  anteriores  ó  simultáneos. 
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Cameniarto. — Ya  hemos  díaho  qoe  es  rittiy 
corriente  la  confusión  de  la  verdadera  compli- 
cidad con  la  receptación  y  la  codelincuencia; 
confusión  en  que  incurren,  no  sólo  los  profa^ 
nos  en  materia  de  ciencia  penal,  sino  muchas 
legislaciones  de  países  adelantados.  España, 
que  siempre  se  distinguió  por  el  "empeño  de 
traducir  en  sus  leyes  las  conclusiones  á  que 
llegara  en  sus  investigaciones  filosóficas,  ha 
sido  la  nación,  que,  á  nuestro  parecer,  ha 
echado  las  bases  de  una  distinción  racional 
entre  los  partícipes  en  el  delito,  por  el  grado 
de  responsabilidad  que  á  cada  cual  debe  com- 
prender, á  fin  de  imponerles  penas  que  estén 
en  relación  con  su  culpa,  y  de  que  desapare- 
ciese la  injusticia   sancionada   por   la   ley  19, 

título  XXXIV  de  la  Partida  7/ 

A  ¿os  malhechores  é  á  los  aconsejadores  é  á  los 
encubridores  debe  ser  dada^igual pena. 

Hánle  seguido  varios  pueblos  latino-ameri- 
canos, entre  ellos  el  Perú,  abriendo  una  nueva 
era  de  justicia  en  la  aplicación  del  castigo  so- 
cial. Es  de  esperar  que  otros  países,  aún  afe- 
rrados á  defectuosas  tradiciones,  concluyan 
por  revisar  su  legislación  penal,  é  introducir 
en  ella  tan  importante  reforma. 

Según  el  artículo  que  comentamos,  la  com- 
plicidad se  distingue  de  la  codelincuencia,  en 
la  relación  que  con  el  crimen  tengan  los  ac- 
tos practicados:  si  ellos  no  fueron  de  absoluta 
necesidad  para  la  ejecución  del  delito,  hay 
simple  complicidad:  en  caso  contrario,  hay  co- 
delincuencia. 


-  153  - 

El  Código  argentino,  basado  como  el 
nuestro  en  el  español,  pero  más  explícito  que 
ambos,  considera  cómplices  á  los  que,  sin  ser 
autores,  cooperan  á  la  ejecución  del  delito  por 
actos  anteriores  ó  simultáneos,  y  los  clasifica 
en  cómplices  de  primer  ó  segundo  grado,  por 
la  mayor  ó  menor  proximidad  que  con  el  fin 
criminal  tienen  los  medios  que  proporciona- 
ron. Según  su  artículo  33:  «Son  cómplices  en 
primer  grado:  x.° — Los  que  hayan  dado  al  au- 
tor principal  instrucciones  sobre  el  modo,  me- 
di4ifc  ú  ocasión  de  ejecutar  el  delito,  cuando 
éste  se  cometa,  siguiendo  las  instrucciones 
dadas  en  todo  ó  en  parte;  2.® — Los  que  hayan 
procurado  al  autor  principal  los  objetos  ó  ins- 
trumentos para  la  ejecución  del  delito;  3.** — 
Los  que  en  el  momento  de  la  ejecución  hayan 
prestado  ayuda  para  que  se  consuma  el  delito, 
sea  por  una  participación  directa  en  la  acción 
principal,  sea  estando  en  observación,  hacien- 
do reconocimientos,  ó  de  cualquiera  otra  ma- 
nera; 4.** — Los  funcionarios  de  Estado  y  agen- 
tes públicos  qiie,  estando  obligados  por  su  em- 
pleo á  denunciar,  descubrir,  indagar  ó  castigar 
las  infracciones,  hayan  prometido  antes  del  he- 
cho ó  en  momentos  de  consumarse,  no  cumplir 
con  los  deberes  de  su  cargo,  ó  que  sin  acuerdo 
previo  les  hayan,  antes  ó  durante  la  ejecución, 
prestado  un  auxilio  efectivo  de  cualquiera  ma- 
nera; 5.* — El  que  por  consejos  ú  otros  medios, 
fortifique  en  alguno  la  resolución  tomada  ante- 
riormente de  cometer  un  delito;  6%° — Los  miem- 
bros de  una  banda  que  no  hayan    tenido  parte 
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en  la  ejecución  de  un  delito  concertado  con  los 
compañeros.  Y  según  el  Art  36:  «Son  cómpli- 
ces en  segundo  grado:  i.° — Los  que  hayan  da- 
do las  instrucciones  de  que  habla  el  Art.  33, 
inciso  I.**,  cuando  no  se  verifiquen  completa- 
mente las  condiciones  del  mismo;  2.^ — Los  que 
procuren  al  autor  principal  los  objetos  ó  ins- 
trumentos que  no  podían  servir,  sino  para  los 
actos  preparatorios  ó  accesorios,  ó  para  em- 
presas ó  proyectos  posteriores  á  la  ejecución 
de  la  acción  principal;  3.® — Los  funcionarios  y 
agentes  públicos  designados  en  el  Art.  33,  In- 
ciso 4.°,  que  sin  estar  en  inteligencia  con  los 
autores  principales  del  delito,  faciliten  su  eje- 
cución, omitiendo  a  sabiendas  y  con  intención 
culpable,  llenar  los  deberes  de  su  cargo,  antes 
de  la  consumación  del  hecho;  4.** — Todos  los 
que  antes  ó  durante  la  consumación,  hayan 
prometido  á  los  criminales  ocultar  el  hecho,  ó 
darles  cualquiera  otra  ayuda  después  de  con- 
sumado el  crimen. 


El  Código  belga  castiga  coipo  cómplices 
de  crimen  ó  delito:  i.° — á  los  que  hayan  dado 
instrucciones  para  cometerlo;  2.^ — á  los  que, 
á  sabiendas  hayan  facilitado  armas,  instru- 
mentos ó  cualquiera  otro  medio  á  propósito 
para  el  crimen  ó  delito;  3.® — á  los  que  aunque 
no  hayan  prestado  para  su  ejecución  una  ayu- 
da tal  que  sin  ella  no  hubiera  podido  cometer- 
se; han  asistido  ó  ayudado  á  sabiendas  al  au- 
tor ó  autores^ en  los  hechos  que  lo  hayan 
preparado  ó  facilitado   ó  en  los   que  lo  hayan 
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consumado  (artículo  67)  y  también  á  los  que 
conociendo  la  conducta  criminal  de  los  mal- 
hechores que  ejecutan  latrocinios  ó  violencias 
contra  la  seguridad  del  Estado,  la  paz  pú- 
blica, las  personas  ó  las  propiedades  les  hayan 
procurado  habitualmente  alojamiento,  lugar 
de  retiro  ó  reunión. — (art.  68.) 

Como  se  vé  en  esta  última  disposición  es- 
tán confundidos  cómplices  encubridores. 

El  Código  chileno,  á  semejanza  del  nues- 
tro, consagra  sólo  uno  de  sus  artículos  á  defi- 
nir la  complicidad  (artículo  14).  Según  él,  son 
cómplices  los  que,  sin  ser  autores  del  delito, 
cooperan  á  su  ejecución  por  actos  anteriores 
ó  simultáneos. 


El  Código  español  dá  en  su  artículo  13  la 
misma  definición  de  complicidad  que  el  pe- 
ruano y  el  chileno. 

El  Código  francés,  que  carece  lo  mismo 
que  el  belga  de  una  definición  legal  de  la 
complicidad,  dá  de  ella  igual  idea  á  la  consig- 
nada en  los  artículos  que  de  aquel  hemos  to- 
mado más  arriba.  Los  artículos  60,  61  y  62 
del  Código  francés  son  casi  literalmente  igua- 
les á  los  del  belga  (67  y  68):  nótase  en  ellos  la 
misma  confusión  de  codelincuencia,  complici- 
dad y  receptación. 

El  Código  italiano  tampoco  define  la 
complicidad;  pero  la  hace  consistir: — 1.°  en 
instigar  ó  dar  instrucciones  ó  tomar  la  direc- 
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ción  para  cometer  reato; — 2.^  en  haber  pro- 
curado armas,  instrumentos  ó  cualquier  otro 
medio  que  haya  servido  para  la  ejecución  del 
reato,  sabiendo  el  uso  á  que  se  le  destinaba; 
— 3.^  en  haber  ayudado  ó  asistido  á  sabiendas 
al  autor  ó  autores  del  hecho  punible  en  los 
actos  que  lo  hayan  preparado  ó  facilitado,  6  en 
los  que  lo  hayan  consumado;  aún  cuando  no 
se  haya  concurrido  inmediatamente  á  la  eje- 
cución del  reato. 

Como  se  vé;  este  Código  ha  seguido  casi  ser- 
vilmente las  deficientes  y  equivocadas  dispo- 
siciones de  los  Códigos  belga  y  francés,  en 
punto  de  tanta  trascendencia. 

Art.  16.  Son  encubridores,  los  que  sin  ser  au- 
tores ni  cómplices  de  un  delito  intervienen  en  él 
después  de  perpetrado,  á  sabiendas,  y  de  alguno 
de  los  modos  siguientes: 

L^ — Aprovechándose  6  auxiliando  á  los  au- 
tores ó  cómplices  para  que  se  aprovechen  de  los 
efectos  del  delito; 

2.^ — Destruyendo  ú  ocultando  el  cuerpo  del 
delito,  sus  vestigios  ó  los  instrumentos  con  que  se 
cometió,  áfin  de  impedir  su  descubrimiento; 

,3.^ — Ocultando  á  los  autores  ó   cómplices,  ó 
facilitándoles  la  fuga. 

Comentario. — Hallamos  completo  el  cuadro 
de  casos  de  receptación  ó  encubrimiento  que 
este  artículo  presenta,  aunque  parezca  defi- 
ciente á  primera  vista;  porque  él  comprende 
la  protección  al  delito  por  compra  y  venta  de 
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las  cosas  hurtadas  ó  robadas,  que  son  medios 
de  aprovechar  y  dar  provecho  á  los  culpables; 
la  ocultación  de  éstos  por  resistencia  á  la  au- 
toridad que  intenta  penetrar  al  domicilio  pa- 
ra aprehender  al  delincuente;  el  auxilio  á  éste 
por  alojamento,  protección,  depósito  de  ar- 
mas ú  otros  efectos  pertenecientes  al  mismo 
sabiendo  que  es  un  malhechor;  la  ocultación 
cometida  con  abuso  de  autoridad  ó  empleo,  y 
otros  que  se  ofrecen  en  la  práctica,  y  que  in- 
dudablemente pueden  incluirse  en  alguno  de 
los  tres,  que  de  un  modo  genérico  menciona 
nuestro  Código, 


El  Código  argentino  ha  creído  necesario 
expresarse  en  los  siguientes  términos:<iArt.  42. 
«  Son  encubridores,  los  que  sin  promesa  an- 
<c  terior  al  delito  cometen  después  de  su  ejecu- 
«  ción  alguno  de  los  hechos  siguientes: — i.*^ 
€  Ocultar  ó  facilitar  la  fuga  del  delincuente 
í  para  sustraerlo  á  la  justicia;  —2.°  Procurar 
a  hacer  desaparecer  los  rastos  del  delito,  ocul- 
d  tando  los  instrumentos  con  que  se  cometió 
«  ó  tratando  que  desaparezcan  las  pruebas  de 
í  él; — 3.°  Guardar,  esconder,  comprar  ó  ven- 
«  der  los  efectos  sustraídos,  para  que  aprove- 
«  chen  á  los  autores  del  deUto  ó  á  los  encubri- 
€  dores  mismos; — 4.°  Negar  á  la  autoridad  sin 
<i  motivo  legítimo,  el  permiso  de  penetrar  al 
«  domicilio  para  tomar  la  persona  del  delin- 
«  cuente  que  se  encuentre  en  él; — 5.°  Acoger, 
«  protejer  habitualmente,  guardar  aumas  y 
í  efectos  de  malhechores,  sabiendo  que  lo  son 
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«  aunque  no  se  tenga  conocimiento  determi- 
(í  nado  de  los  delitos; — 6.®  Los  funcionarios 
<í  que  por  interés,  amor  ú  odio,  oculten  las 
d  pruebas  del  delito,  ya  consista  su  ocultación 
<í  en  actos  afirmativos  ó  negativos,  noejercien- 
<r  do  las  funciones  de  su  empleo; — 7,®  Los  que 
a  teniendo  conocimiento  de  un  delito  cometi- 
(í  do  ó  de  los  autores,  omitan  comunicar  lo 
<r  que  saben  á  la  autoridad,  cuando  tenían 
<t  obligación  de  hacerlo  por  su  profesión  ó  em- 
4  pleo.D 

En  menos  términos,  nuestro  Código  esen- 
cialmente contiene  lo  mismo,  como  lo  hemos 
indicado  al  principio  de  este  comentario.  Sin 
embargo:  hallamos  preferibles  las  amplifica- 
ciones del  argentino  para  evitar  que  se  juzgue 
por  inducciones  abriendo  campo  á  la  arbitra- 
riedad. 


El  Código  belga  sólo  destina  su  artículo 
68  á  hacer  mención  de  actos  de  encubri- 
miento, sin  darles  este  calificativo;  y  los  trae 
á  cuenta  para  considerarlos  como  de  compli- 
cidad. Ese  artículo  dice  textualmente:  «Los 
«  que  conociendo  la  conducta  criminal  de  los 
<L  malhechores  que  ejecutan  latrocinios  ó  vio- 
«  lencias  contra  la  seguridad  del  Estado,  la 
(T  paz  pública,  las  personas  ó  las  propiedades, 
«  les  hayan  procurado  habitualmente  aloja- 
«  miento,  lugar  de  retiro  ó  de  reunión,  serán 
<i  castigados  como  los  cómplices. d 
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Ei;,  CÓDIGO  CHILENO,  en  los  tres  primeros 
incisos  de  su  artículo  17,  considera  los  mismos 
casos  de  encubrimiento  que  el  nuestro  que  co- 
mentamos; pero  exije  que  el  alojamiento  y 
protección  de  la  fuga  de  los  criminales,  para 
ser  punibles  reúnan  las  condiciones  siguientes: 
I.* — La  de  intervenir  abuso  de  funciones  pú- 
blicas de  parte  del  encubridor;  2.* — La  de  ser 
el  delincuente  reo  de  traición,  parricidio  ú  ho- 
micidio cometido  con  ciertas  circunstancias 
agravantes,  si  estuvieron  en  noticia  del  encu- 
bridor, ó  cuando  el  delincuente  fuere  conocido 
como  reo  habitual  de  otros  crímenes  ó  sim- 
ples delitos.  En  el  inciso  4.°  del  mismo  artícu- 
lo 1 7,  á  semejanza  del  argentino,  dic^  que  hay 
encubrimiento  «acogiendo,  receptando  ó  pro- 
a  tejiendo  habitualmente  á  los  malhechores, 
<t  sabiendo  que  lo  son,  aún  sin  conocimiento 
«  de  los  crímenes  ó  simples  delitos  determina- 
€  dos  que  hayan  cometido,  ó  facilitándoles  los 
<t  medios  de  reunirse  ú  ocultar  sus  armas  ó 
«  efectos,  ó  suministrándoles  auxilios  ó  noti- 
í  cias  para  que  se  guarden,  precavan  6  sal- 
€  ven, » 


El  Código  español  contiene,  en  su  artícu- 
lo 14,  disposiciones  que  el  chileno  ha  reprodu- 
cido casi  literalmente;  por  lo  que  nos  remiti- 
mos en  todo  el  párrafo  precedente. 

El  Código  francés,  como  lo  hicimos  pre- 
sente al  comentar  el  artículo  15,  confunde  del 
modo  más  lamentable,    los    términos   codelin- 
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cuencia,  complicidad  y  encubrimiento.  El  pri- 
mero no  lo  consigna  de  un  modo  expreso,  pues 
sólo  habla  de  complicidad;  y  aún  cuando  el 
último  lo  aplica  incidentalmente  en  algunos 
de  sus  artículos,  no  es  para  considerarlo  como 
expresión  de  un  grado  de  culpa  distinto  de  la 
complicidad;  sino  para  hacer  sinónimas  am- 
bas palabras.  En  resumen:  para  el  Código 
francés,  toda  participación  en  el  delito  se  lla- 
ma complicidad.  Ya  veremos,  en  su  lugar  á 
que  extremos  de  injusticia  le  conduce  seme- 
jante error,  en  la  aplicación  de  las  penas. 

El  Código  italiano,  que  destina  el  capítu- 
lo IV  del  título  II  de  su  primer  libro  á  legis- 
lar sobre  la  participación  en  los  reatos;  sólo 
se  ocupa  de  los  agentes  principales  y  de  los 
cómplices.  Sin  embargo;  alguna  vez  habla  in- 
cidentalmente de  los  encubridores,  como  en 
la  segunda  parte  del  artículo  635,  que  declara 
punibles  al  co-reo,  cómplice  ó  encubridor  ma- 
licioso de  las  sustracciones  cometidas  por  el 
marido  en  perjuicio  de  su  mujer,  por  el  viudo 
ó  viuda  en  los  bienes  de  su  consorte  difunto, 
y  de  otras  que  no  producen  responsabilidad 
criminal  según  las  leyes  penales  italianas  y  las 
de  otros  países;  el  nuestro  entre  ellos. 

Los  artículos  638,  639  y  otros  del  mismo 
Código,  inflijen  pena  por  actos  de  verdadero 
encubrimiento;  más  equiparan  la  responsabi- 
lidad de  los  que  los  practican  con  la  que  co- 
rresponde á  los  agentes  principales  y  cómpli- 
ces; lo  que  prueba  que,  aún   cuando   él   consi- 
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dera  culpable  la  participación  en  el  delito  por 
actos  posteriores  á  su  ejecución,  no  la  mira 
como  distinta  de  la  que  nace  de  la  codelin- 
cuencia y  complicidad,  incurriendo  así  en 
verdadera  injusticia. 

Arí.  17. — Bsíá  exento  de  responsabilidad  cri- 
minal^ el  encubridor  de  su  cónyuge  6  de  sus  as- 
cendientes ^  descendientes,  hermanos  ó  afines  en  los 
mismos  grados^  á  menos  que  se  halle  comprendido 
en  el  primer  inciso  del  artículo  antefior 

Comentario. — Fúndase  la  excepción,  que  es- 
te artículo  establece,  en  la  existencia  de  leyes 
naturales  que  nos  llevan  á  buscar  el  bienestar 
de  los  nuestros  y  á  evitarles  todo  sufrimiento, 
sean  inocentes  ó  culpables.  El  padre,  por  de- 
gradado y  corrompido  que  se  halle,  ama  al  hi- 
jo inocente  ó  criminal  con  cariño,  tanto  más 
apasionado,  cuanto  más  espesas  sean  las  tinie- 
blas de  la  ignorancia  que  envuelven  su  hogar 
común;  y  en  general,  las  relaciones  de  familia 
ligan  la  vida  de  cada  uno  de  sus  miembros  á 
los  demás,  de  un  modo  tanto  más  estrecho, 
cuanto  menores  sean  las  modificaciones  que, 
en  los  sentimientos  naturales,  introduzcan  las 
exigencias  egoistas,  creadas  por  el  desarrollo 
del  interés  material,  entre  personas  poco  capa- 
ces de  conciliar  su  propio  bien  con  el  de  los 
demás,  conciliación  que  requiere  un  alto  gra- 
do de  cultura  intelectual  y  moral,  no  á  todos 
posible.  Sería,  pues,  ir  contra  la    naturaleza  no 

sólo  exigir  á  los  que  cobija   el  mismo  techo  y 
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unen  los  legítimos  afectos  de  familia,  que  fue- 
sen los  delatores  de  los  suyos;  sino  impedir- 
les siquiera  que  los  ayuden  á  salvar  su  indi- 
viduo de  una  persecución,  motivada  ó  nó.  Las 
leyes  positivas  no  pueden  estar  en  oposición 
con  las  naturales,  que  son  las  que  las  legiti- 
man. 

Pero  no  pueden  aplicarse  las  mismas  con- 
sideraciones en  favor  del  que  encubre  á  su 
cónyuge,  padre,  hijo,  hermano,  ó  cuñado  por 
aprovecharse  de  los  efectos  del  delito,  ó  au- 
xilia al  culpable  para  que  los  aproveche, 
pues  el  móvil  que  en  tal  caso  lo  impulsa  á  la 
ocultación  varía  esencialmente  de  carácter;  no 
es  ya  un  afecto  legítimo;  sino  el  interés  mise- 
rable. 


El  Código  argentino,  en  sus  artículos  44 
y  45,  dice:  «Están  exentos  de  pena  por  ocul- 
d  tación.  —  I."*  Los  consanguíneos  en  línea  as- 
d  cendente  y  descendente,  los  hermanos,  los 
d  cónyuges  y  los  afines  en  primer  grado. — 2.° 
d  Los  sacerdotes,  médicos  y  abogados,  cuan- 
d  do  el  secreto  les  haya  sido  confiado  en  ejer- 
(L  ciclo  de  sus  funciones; — 3.°  Los  domésticos 
d  del  autor,  sus  amigos  íntimos  y  los  que  de 
(L  él  hubiesen  recibido  grandes  beneficios  an- 
c:  tenores  al  delito.» — «La  exención  de  pena  á 
<c  los  expresados  en  los  incisos  i.°  y  3.°  del  ar- 
«  tículo  anteiior,  se  entiende  siempre  que  esa 
«  ocultación  no  se  haya  hecho  por  precio  ó 
<c  participando  de  los  efectos  del  delito,  p 
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Considerando  este  Código  entre  los  exen- 
tos de  responsabilidad  criminal,  al  que  obra 
en  cumplimiento  de  un  deber  ó  en  el  legítimo 
ejercicio  de  su  derecho,  autoridad  ó  cargo 
(inciso  7.**  artículo  81)  no  era  necesario  que 
exceptuase  de  culpa,  por  encubrimiento,  á  los 
sacerdotes,  médicos  ó  abogados,  á  quienes  se 
hubiese  confiado  el  secreto  del  delito  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  puesto  que  ellos 
están  incluidos  entre  los  que  obran  en  cumpli- 
miento de  un  deber. 

El  Código  peruano  no  ha  incurrido  en  esa 
redundancia:  consignando  el  inciso  3.°  artícu- 
lo 8.**,  ha  considerado  inútil  su  repetición  al 
ocuparse  de  los  encubridores. 

Creemos  perfectamente  aceptable  lo  dis- 
puesto por  el  Código  argentino  en  cuanto  al 
encubrimiento  por  domésticos,  amigos  y  pro- 
tegidos; y  desearíamos  verlo  trasladado  á  la 
ley  peruana. 

No  sólo  la  naturaleza  crea  entre  las  perso- 
nas relaciones  respetables:  estas  se  forman 
también  por  la  voluntad  del  hombre,  y  ¡legan 
á  sobreponerse  aún  á  las  primeras.  La  vida 
común,  la  identidad  de  opiniones  ó  de  senti- 
mientos, el  favor  oportunamente  dispensado; 
hablan  con  tal  elocuencia  al  corazón,  que  mu- 
chas veces  estamos  dispuestos  á  hacer  por  el 
amigo,  ó  el  protector,  el  sacrificio  que  tal  vez 
no  haríamos  por  nuestro  hermano,  y  ni  aún 
por  nuestros  padres. 

Juzgamos  que  sería  justo  además  declarar 
que,  entre  los  descendientes,  deben  ser  consi- 
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derados  los  hijos  adoptivos;  pues  los  vínculos 
que  se  establecen  entre  el  adoptante  y  el 
adoptado  reemplazan  muy  bien  los  que  no 
quizo  crear  la  naturaleza. 


El  Código  belga,  aún  cuando  no  establece, 
como  hemos  dicho  antes,  principios  generales 
que  declaren  la  responsabilidad  especial  de 
los  encubridores,  ni  el  modo  de  imponerles  la 
correspondiente  pena,  sino  que  se  limita  á  ha- 
blar incidentalmente,  en  alguno  de  sus  artícu- 
los, de  esa  clase  de  partícipes  en  el  delito;  re- 
conoce la  irresponsabilidad,  en  casos  determi- 
nados también,  de  los  encubridores  que  lo 
sean  de  sus  cónyuges,  ascendientes,  descen- 
dientes y  cuñados.  En  efecto:  el  artículo 
335  de  dicho  Código,  después  de  imponer  la 
pena  de  quince  años  de  prisión  á  los  que  sin 
estar  encargados  de  la  custodia  ó  condución 
de  un  detenido  le  facilitan  ó  procuran  la  eva- 
sión; concluye  con  lo  siguiente:  «Se  exceptúan 
de  la  presente  disposición  los  ascendientes  6 
descendientes,  esposos  y  esposas,  hermanos  6 
hermanas  de  los  detenidos  evadidos,  aunque 
estén  divorciados,  ó  sus  afines  en  los  mismos 
grados.  D  El  artículo  341,  concebido  en  térmi- 
nos más  amplios  que  el  anterior,  exime  tam- 
bién de  pena  á  las  mismas  personas,  cuando  á 
sabiendas,  hayan  ocultado  ó  hecho  ocultar,  á 
sus  parientes  y  deudos  perseguidos  ó  conde- 
nados como^  autores  del  crimen;  y  cuando  ha- 
yan ocultado  ó  hecho  ocultar,  escondido  ó  he- 
cho esconder  el   cadáver  de  una  persona  ase- 


sinada  6  muerta  por  consecuencia  de  golpes  6^ 
heridas  que  hubiere  causado  el  pariente  ó  deu- 
do perseguido  ó  arrestado. 


El  Código  chileno  concluye  su  artículo 
17  con  una  prescripción  igual  á  la  consignada 
en  el  nuestro,  de  la  que  sólo  difiere  por  la  for- 
ma de  redacción. 


El  Código  español  termina  también  su  ar- 
tículo 14  declarando  exentos  de  pena,  como 
encubridores,  á  los  cónyuges,  ascendientes, 
descendientes,  hermanos  y  afines  dentro  de 
los  mismos  grados;  con  excepción  de  los  que 
hubiesen  ocultado  el  delito  por  aprovechar  ó 
auxiliar  á  los  suyos  para  que  ^aprovechasen  de 
sus  efectos. 


El  Código  francés,  en  la  segunda  parte  de 
su  artículo  248,  prescribe  exactamente  lo  mis- 
mo que  en  el  335  dispone  el  belga,  según  diji- 
ftios  más  arriba;  pero,  más  severo  que  éste,  no 
exime  de  pena  sino  á  los  que  facilitan  ó  procu- 
ran la  evasión  de  sus  deudos  culpables;  sin 
hacer  mención  de  los  que  esconden  el  cuer- 
po deJ  delito. 

El  Código  italiano,  en  la  última  parte  de 
su  artículo  285,  que  se  ocupa  de  señalar  la  pe- 
na en  que  incurren  los  que  ocultan  ó  hacen 
ocultar  á  personas,  sabiendo  que  éstas  habían 
cometido  un  reato  punible  con  penas  crimina- 
les, dice:  que  se  exceptúa  de  tal  pena  al  con- 
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yuge,  ascendiente,  descendiente,  hermano  6 
hermana  del  culpable,  á  sus  afines  en  los  mis- 
mos grados  y  sus  tíos  y  sobrinos,  lo  que  es 
una  ampliación  de  las  concesiones  hechas  por 
las  demás  legislaciones  que  examinamos  en 
favor  dt  los  afectos  de  familia;  pero  no  extien- 
de la  inculpabilidad  á  los  demás  casos  de  en- 
cubrimiento por  medios  distintos  de  la  ocul- 
tación. 


TITULO  2." 

DE  LOS  QUE  TIENEN  RESPONSABILIDAD  CIVIL 

Art.  28. —  Thdos  los  que  son  responsables  en  lo 
criminal,  lo  son  también  civilmente. 

Comentario. — Decíamos,  al  ocuparnos  del 
primer  artículo  de  este  Código  (página  g)  que 
el  daño  causado  por  el  delito  se  deja  sentir 
de  dos  modos  diferentes:  materialmente,  en  la 
persona  física  ó  en  la  cosa  que  le  pertenece; 
y  moralmente,  en  el  orden  jurídico.  Añadi- 
mos ahora  que  siendo  el  fin  primordial  de  la 
justicia  en  las  sociedades,  restablecer  el  orden 
de  derecho  turbado  por  el  delito,  no  debe  li- 
mitar su  acción  á  reprimir  las  infracciones  de 
ley  actuales  y  prevenir  las  futuras,  mediante 
la  aplicación  de  la  pena;  sino  que  ha  de  ex- 
tenderla á  la  reparación,  es  decir,  á  la  restitu- 
ción, en  cuanto  sea  posible,  de  las  personas  y 
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las  cosas  al  estado  normal  en  que  se  hallaban 
antes  de  la  comisión  del  delito:  ha  de  reponer 
al  agraviado  en  el  goce  efectivo  y  no  sólo  po- 
tencial de  sus  derechos,  haciendo  desaparecer 
hasta  donde  es  permitido  á  las  facultades  hu- 
manas, aún  las  menores  huellas  del  acto  pu- 
nible. 

Pretender  que  la  reparación  se  hiciese  á 
expensas  de  la  sociedad,  sería  un  absurdo  ma- 
nifiesto: ello  equivaldría  á  convertir  a  los  hom- 
bres honestos  en  tributarios  de  los  malvados. 
Preséntase  como  verdad  axiomática  que  ella 
debe  hacerse  á  expensas  del  culpable,  á  quien 
se  ha  de  obligar,  no  sólo  á  devolver  lo  que  ile- 
gítimamente ha  adquirido  por  el  crimen;  sino 
á  indemnizar  los  daños  y  perjuicios  que. causó. 


El  Código  argentino,  considerando  sin  du- 
da como  asunto  extraño  á  la  ley  penal  la  de- 
signación de  las  personas  sobre  quienes  pesa  la 
responsabilidad  civil,  aunque  provenga  de  de- 
lito, y  la  del  modo  de  hacerla  efectiva;  se  li- 
mita en  su  artículo  47,  á  establecer  que  la  pe- 
na sufrida  no  extingue  la  obligación  de  repa- 
rar el  daño  causado. 

Creemos  fundada  en  buenas  razones  esta 
omisión  aparente:  el  Código  penal,  como  su 
nombre  lo  indica,  debe  concretarse,  después 
de  definir  el  delito,  designar  á  los  responsa- 
bles de  su  comisión  y  las  circunstancias  en 
que  ella  se  puede  realizar,  á  señalar  las  penas 
que  ha  de  imponérsele;y  como  lo  veremos  en 
su  lugar,  la  reparación  del  daño  no  es  pena¡ 
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sino  el  cumplimiento  de  una  obligación  natu- 
ral y  civil  que  debe  regularse  por  las  leyes  que 
rigen  las  demás  de  su  especie. 


El  Código  belga,  dice  en  su  artículo  44: 
«La  imposición  de  las  penas  establecidas  por 
la  ley  se  pronunciará  siempre  sin  perjuicio  de 
las  restituciones  é  indemnizacrón  de  daños  y 
perjuicios  que  sean  procedentes;»  lo  que  im- 
porta declarar  que  la  responsabilidad  civil  es 
inseparable  de  la  criminal,  siempre  que  con  el 
delito  se  haya  causado  daños  é  irrogado  per- 
juicios de  posible  reparación. 


El  Código  chileno,  se  concreta,  á  semejan- 
za del  argentino,  á  declarar  (Artículo  24)  que 
toda  sentencia  condenatoria  en  materia  crimi- 
nal lleva  envuelta  la  obligación  de  pagar  las 
costas,  daños  y  perjuicios  por  parte  de  los  au- 
tores,cómplices,encubridoresy  demás  per3onas 
legalmente  responsables.  Estas  personas  que 
sin  ser  autores  ni  partícipes  del  delito  tienen 
una  obligación  de  reparar  los  males  causados 
por  él,  están  designadas  por  el  Código  Civil. 

El  Código  español,  dice  en  su  artículo  15, 
casi  literalmente  lo  que  el  nuestro  en  el  que 
vamos  comparando.  Se  expresa  así:  «Toda 
persona  responsable  criminalmente  de  un  de- 
lito ó  falta,  lo  es  también  civilmente. i> 


_  « 

El  Código  francés,  menos  explítito  que  los 
anteriores  en  materia  de  responsabilidad  civil, 


—  í6g  — 

abriendo  campo  al  condenado  criminalmente 
para  contradecir  la  obligación  de  reparar  el 
daño  causado;  se  expresa  así,  en  su  articulo 
51:  «Cuando  hubiere  lugar  á  restitución,  el 
€  culpable  podrá  ser  condenado  además,  con 
€  respecto  á  la  parte  perjudicada,  si  ésta  lo  re- 
€  clamare;  á  indemnización  que  determinará 
€  la  justicia  del  Tribunal  de  apelación  ó  el  Tri- 
c  bunal  de  primera  instancia,  cuando  las  leyes 
«  no  la  hubieran  ya  determinado,  sin  que  di- 
c  chos  Tribunales,  puedan  ni  aún  con  el  con- 
c  sentimiento  de  la  parte  interesada,  decretar 
c  su  aplicación  á  cualquiera  otra  obra.  > 

Como  se  vé,  según  este  Código  es  protesta- 
tivo de  los  Tribunales  condenar  ó  no  á  indem- 
nizaciones, que  son  de  necesidad,  según  otros, 
una  vez  pronunciada  la  condena  por  el  delito. 


El  Código  italiano,  contiene  en  sus  artí- 
culos 72  y  73  las  disposiciones  siguientes:  a  La 
c  condena  á  las  penas  establecidas  por  la  ley, 
c  ha  lugar  siempre  sin  perjuicio  de  las  restitu- 
«  ciones,  del  resarcimiento  de  los  daños,  que 
«  pueden  deberse  á  las  partes  perjudicadas  y 
t  de  los  gastos  del  juicio.i> — «Además  de  las 
«  restituciones  y  del  resarcimiento  de  los  da- 
€  ños,  puede  también  haber  lugar  á  la  repara- 
€  ción  de  la  injuria  por  cualquier  reato  que 
c  contenga  injuria  para  el  ofendido,  aunque 
«  no  cause  daño  efectivo  á  las  personas  ó  á  su 
«  esencia.  1» 
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-4r/.  19. — Los  exceptuados  de  la  responsabilu 
dad  criminal  por  los  artículos  8  y  17,  no  lo  están 
de  la  civil,  que  se  hará  efectiva  en  la  forma  si- 
guiente: 

i.* — Por  el  loco  6  demente^  responderán  sus 
guardadores,  á  no  ser  que  éstos  prueben  no  haber 
tenido  cnlpa,  ni  sido  negligentes  en  el  cumplimien- 
to de  sus  deberes.  En  este  caso  se  hará  efectiva  la 
responsabilidad  con  los  bienes  propios  del  loco  ó 
demente,  lo  mismo  que  cuando  no  tenga  guardador 
6  éste  carezca  de  bienes; 

2.^— Por  los  menores  de  16  años,  responderán 
el  padre,  la  madre  6  los  guardadores,  en  los  mis^ 
mos  términos  del  inciso  anterior; 

5.* — Cuando  se  declare  la  responsabilidad  civil 
del  loco,  demente  ó  menor  de  15  años,  se  les  dejará 
á  salvo  el  beneficio  de  competencia,  conforme  á  las 
leyes  civiles; 

4.^ — La  responsabilidad  que  resulte  de  haberse 
causado  un  mal  menor  por  evitar  otro  mayor,  se 
hará  efectiva,  en  justa  proporción,  con  los  bienes 
de  todos  los  que  hubiesen  reportado  el  beneficio; 

S¿  la  proporción  no  pudiese  fijarse  con  exactitud, 
la  regulará  el  Juez,  según  su  prudente  arbitrio; 

5^ — Por  los  que  delinquen  á  consecuencia  de 
miedo  grave  ó  de  fuerza  irresistible,  responde- 
rán los  que  causaron  el  miedo  ó  hicieron  la  fuer- 
za; pero  en  el  caso  de  miedo,  responderá  también 
subsidiariamente  el  que  lo  sufrió, 

Art.  19.  Comentario. — Aún  cuando  las  dis- 
posiciones de  este  artículo  tienen  el  carácter 
civil  que  les  hemos   reconocido  más  arriba,  y 
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que  implicitamente  les  atribuyen  Its  Códigos 
argentino  y  chileno;  no  creemos  completamen- 
te extraño  á  nuestra  tarea  examinar  su  funda- 
mento racional,  para  descubrir  si  son  ó  nó 
justas. 

No  es  el  aislamiento  el  estado  natural  del 
hombre:  la  Providencia  lo  hace  aparecer  en 
el  seno  de  la  familia,  y  los  instintos  de  que  le 
ha  dotado  lo  llevan  luego  al  de  una  sociedad 
más  vasta,  donde  desarrolla  sus  facultades  y 
encuentra  los  elementos  necesarios  para  la 
consecución  de  los  fines  racionales.  En  uno  y 
otro  medio  tiene  protección  que  supla  la  defi- 
ciencia de  su  poder  físico,  intelectual  y  moral, 
durante  los  primeros  años  de  su  existencia;  y 
esa  protección  no  le  es  dispensada  por  intere- 
sados móviles,  ni  después  de  reflexivos  cálcu- 
los, sino  en  obediencia  á  las  leyes  naturales, 
encaminadas  á  la  conservación  de  las  especies. 

Los  padres  cuidan  del  desarrollo  material, 
intelectual  y  moral  de  los  hijos,  cumpliendo 
una  misión  natural,  tan  expontánea  y  desinte- 
resadamente, como  el  ave  cuida  á  sus  pollue- 
los.  Puede  decirse  que,  por  una  ley  providen- 
cial, la  personalidad  incompleta  del  hijo,  in- 
capaz aún,  se  perfecciona  con  la  inteligencia 
y  libertad  del  padre;  hasta  que  el  desenvolvi- 
miento progresivo  del  primero,  lo  transforma 
en  dueño  de  sus  acciones,  en  persona  capaz 
de  gobernarlas  según  las  leyes.  Natural  y  jus- 
to es,  por  consiguiente,  atribuir  responsabili- 
dad al  padre,  por  los  daños  que  su  hijo  menor 
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ocasione,i|)or  cuanto  es  indudable  que  éstos 
suponen  olvido  6  descuido  de  esa  misión  pro- 
tectora que  recibió  de  la  naturaleza  y  que  las 
leyes  civiles  le  confirman  al  encomendarle  la 
patria  potestad.  Más  esa  responsabilidad  no 
puede  ser  sino  meramente  civil,  porque  el  pa- 
dre que  no  indujo  al  crimen  á  su  hijo,  no  tie- 
ne participación  en  el  acto  punible  que  éste 
cometa:  se  le  hace  responsable  por  su  omisión, 
por  su  descuidó,  por  falta  propia  y  no  por  ac- 
ciones agenas. 

Cuando  la  ley  se  refiere  á  menores  de  quin- 
ce años,  comprende  también  á  los  menores  de 
nueve:  no  ha  de  creerse  por  tanto,  que  los  pa- 
dres están  exentos  de  responsabilidad  civil 
por  los  daños  que  hagan  sus  hijos  menores  de 
esta  última  edad.  Y  hacemos  tal  advertencia, 
porque  como  la  ley  dice:  (Art.  i8)  que  tienen 
responsabilidad  civil  los  que  la  tienen  crimi- 
nal; que  los  mayores  de  nueve  años  y  menores 
de  quince  tienen  esta  última,  cuando  obran 
con  discernimiento  (Artículos  8  y  9,  incisos  3.** 
y  3.°)  que  los  padres  responden  civilmente  por 
sus  hijos  menores  de  15  años  (Art.  19,  inciso 
2.®;)  y  que  los  menores  de  nueve,  son  absolu- 
tamente irresponsables  (Art.  9.  Inc.  2.**;)  po- 
dría suponerse  que,  no  habiendo  responsabili- 
dad criminal  posible  en  este  último  caso;  no 
puede  haber  tampoco  responsabilidad  civil 
consiguiente  á  aquella.  Semejante  argumento 
sería  sofístico  por  abuso  de  ambigüedad  de  la 
frase:  los  que  no  han  cumplido  quince*  años 
son  menores  de  esa  edad,  cualquiera  que  sea 
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la  que  hubieren  alcanzado,  y  por  consiguiente, 
están  comprendidos  entre  ellos  los  menores  de 
nueve  años.  Siendo  el  fundamento  de  la  res- 
ponsabilidad que  se  atribuye  al  padre,  conse- 
cuencia  de  su  propia  falta;  y  siendo  ésta  más 
grave  aún,  tratándose  de  hijos  más  tiernos  so- 
bre los  que  es  natural  mayor  vigilancia,  sub- 
siste ese  fundamento,  y  por  lo  mismo,  la  res- 
ponsabilidad civil.  Además,  el  artículo  2,191 
del  Código  Civil,  en  su  segunda  parte,  decla- 
ra, sin  limitación  de  edades,  la  responsabili- 
dad de  los  padres  por  los  perjuicios  que  cau- 
san los  hijos  que  tienen  bajo  su  patria  potes- 
tad. 

Justa  nos  parece  también  la  responsabilidad 
subsidiaria  que  sobre  los  bienes  propios  del 
hijo  que  ha  causado  daño,  hace  pesar  la  ley  á 
falta  de  bienes  de  los  padres.  El  daño  causa- 
do ha  de  repararse,  pues  sería  inicuo  que  se 
obligase  al  damnificado  á  soportar  sin  recom- 
pensa males,  de  cuyo  advenimiento  no  es  en 
manera  alguna  culpable,  mientras  haya  bienes 
que  de  cualquier  modo  pertenezcan  al  respon- 
sable; y  en  esa  condición  se  encuentran  los  del 
menor  que  el  padre  administra  con  derecho  á 
la  percepción  de  frutos.  Esta  percepción  será 
menor,  disminuidos  que  sean  dichos  bienes 
por  la  restitución  y  resarcimientos  de  perjui- 
cios; de  suerte,  que  ellas  vienen  á  pesar  en 
mucho  sobre  el  padre  descuidado  en  el  cumpli- 
miento de  sus  deberes  de  tal.  Será  el  trabajo 
de  ese  padre  el  que  reponga  al  hijo  en  el  goce 
de  su  menoscabado  peculio. 
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Más  no  sería  racional  que  la  reparación  se 
llevase  al  extremo  de  causar  total  ruina  en  la 
fortuna  del  hijo,  y  menos  en  el  caso  de  que 
el  daño  no  importase  la  del  agraviado:  eso 
sería  sustituir  una  víctima  á  otra,  ó  hacer  una 
para  remediar  un  mal  fácilmente  reparable, 
sin  necesidad  de  un  sacrificio:  por  eso  el  Códi- 
go deja  al  menor  el  beneficio  de  competencia, 
que  aún  á  las  personas  mayores  conceden  las 
leyes  civiles,  en  determinadas  circunstan- 
cias. 

Pero  ¿hasta  dónde  llegará  ese  beneficio  que 
no  tiene  límites  fijos,  tratándose  de  restitución 
é  indemnización  de  perjuicios? 

Si  el  menor  tiene  oficio  ¿se  le  concederá  el 
de  artesano  sim.plemente,  respetando  su  ropa 
é  instrumentos  de  su  oficio;  y  además,  las  se- 
millas, si  fuese  labrador? 

¿Se  deberá  reservar  al  menor  lo  que  sea  ne- 
cesario para  sus  alimentos,  hasta  que  llegue  á 
la  mayor  edad? 

Aún  cuando  el  presente  Código,  ni  el  Civil, 
ni  el  de  Enjuiciamientos  en  esa  materia,  han 
definido  este  punto  con  claridad;  nosotros  nos 
inclinamos  á  resolverlo  en  el  sentido  más  fa- 
vorable á  los  intereses  del  menor,  á  quien  las 
leyes  protejen  siempre,  siguiendo  el  espíritu 
de  ellas  y  las  reglas  de  derecho  que  aconsejan 
ampliar  lo  favorable  y  restringir  lo  odioso,  y 
preferir  entre  dos  males  el  menor. 

Los  guardadores  tienen,  respecto  de  sus  pu- 
pilos, la  misma  misión  que  los  padres  respec- 
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to  de  sus  hijos:  si  no  la  han  recibido  de  la  na- 
turaleza, les  ha  sido  conferida  por  la  ley,  que 
les  impone  obligaciones  análogas.  En  cuanto 
á  derechos,  no  sólo  se  les  concede  el  de  ser 
pagados  de  todos  los  gastos  hechos  en  benefi- 
cio del  menor,  sino  un  tanto  por  ciento  sobre 
los  frutos  de  los  bienes  de  éste,  ya  sean  con- 
sunydos,  ya  capitalizados,  (Art.  353,  Código 
Civil.)  Militan,  por  consiguiente,  contra  ellos 
las  mismas  razones  que  hemos  expuesto  al  jus- 
tificar la  responsabilidad  que  la  ley  impone  á 
los  padres  á  consecuencia  de  actos  ilícitos  co- 
metidos por  sus  hijos  menores. 


El  loco  y  el  amenté,  tratados  con  justicia 
por  la  ley  civil  como  menores  de  edad  y  pues- 
tos, como  ellos,  bajo  la  tutela  de  guardadores, 
no  podían  ser  considerados  de  distinta  mane- 
ra por  la  ley  penal.  No  hay  una  sola  de  las 
reflexiones  que  respecto  á  menores  hemos  he- 
cho, que  no  les  sea  perfectamente  aplicable  á 
ellos  y  á  las  personas  legalmente  encargadas 
de  su  cuidado. 


Este  artículo  modifica  notablemente  lo  dis- 
puesto por  el  2,191  del  Código  Civil,  según  el 
cual,  como  dijimos  más  arriba,  los  padres  res- 
ponden por  los  daños  y  perjuicios  que  ocasio- 
nen sus  hijos,  sin  distinción  de  edades,  siem- 
pre que  se  hallen  bajo  su  patria  potestad;  y  la 
modificación  n'o  deja  de  ser  embarazosa,  si  se 
tiene  en  cuenta  que,  correspondiendo  al  padre 
la  administración  de  los  bienes  del  hijo,  hasta 
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la  edad  de  21  años,  ó  hasta  que  se  emancipe, 
si  es  mayor  de  18;  y  que  siendo  él  perjudica- 
do por  la  responsabilidad  civil  en  que  incurre 
el  hijo,  por  cuanto  es  dueño  de  los  frutos  de 
esos  bienes;  no  hay  justicia  en  hacer  que  le 
graven  las  consecuencias  de  un  juicio  criminal 
para  el  que  no  fué  citado  y  en  el  que  el  Códi- 
go de  procedimientos  penal,  no  le  atribuye 
personería  alguna. 

Creemos  que  habría  sido  preferible  declarar 
que  los  mayores  de  15  y  18  años,  son  reputa- 
dos suijuris^  para  el  sólo  efecto  de  la  aplica- 
ción de  la  pena;  que  en  el  juicio  criminal  segui- 
do contra  un  menor  de  21  años,  debe  ser  siem- 
pre citado  su  padre  ó  guardador,  como  nato 
curador  ad  litem;  y  que  la  responsabilidad  civil 
se  rije  por  lo  dispuesto  en  el  Código  de  la  ma- 
teria. Nos  parece  que  no  habría  injusticia  al 
atribuir  en  todo  caso,  de  preferencia,  á  los  pa- 
dres y  guardadores  dicha  responsabilidad; 
pues  la  conducta  del  menor  prueba,  mientras 
no  se  acredite  lo  contrario,  omisión  ó  descui- 
do de  aquellos  en  el  desempeño  de  su  misión 
que  se  extiende  hasta  los  21  años. 

Como  además,  el  término  para  reclamar  por 
daños,  provenientes  de  delito  y  cuasi  delito, 
dura  tres  años,  y  hay  delitos  que  prescriben 
antes  de  que  él  se  cumpla;  juzgamos  que  se- 
ría conveniente  disponer  que  la  acción  crimi- 
nal, intentada  contra  el  menor,  no  perjudica 
la  civil  que  se  dirija  contra  su  padre  ó  guarda- 
dor; pues,  á  nuestro  modo  de  ver,  la  indepen- 
dencia de  ambas  acciones,   declarada   por   el 
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artículo  2,208  del  Código  Civil,  no  impide  que 
mirándolas  como  alternativas,  se  pretenda  que 
el  uso  de  la  una,  inutilice  la  otra. 


El  que  por  evitar  un  mal  mayor  causa  da- 
ño, no  tiene  responsabilidad  criminal  (Inc.  7.^ 
Artículo  8.*)  y  por  consiguiente,  tampoco  pue- 
de tenerla  civil,  estando  al  espíritu  del  artícu- 
lo 18;  pero  como  del  daño  sufrido  resulta  be- 
neficio á  un  tercero  ó  á  varios,  son  natural- 
mente é^tos  lo^  que  han  de  indemnizar,  pro- 
porcionalmente,  al  perjudicado,  pues  es  axio- 
ma de  derecho  que  quien  reporta  las  venta- 
jas  debe  soportar  las  cargas. 

Esta  disposición,  de  carácter  meramente 
civil,  no  puede  haber  sido  introducida  en  este 
Código;  sino  para  libertar  de  toda  responsabi- 
lidad al  que,  oficiosamente  y  guiado  por  un 
sentimiento  filantrópico,  tratase  de  evitar  da- 
ños aún  á  costa  de  tercero,  cuando  no  haya 
otro  modo  de  impedirlos. 


El  que  hace  fuerza  6  impone  miedo  á  otro 
para  que  delinca,  es,  propiamente  hablando, 
autor  del  acto  punible,  y  por  tanto,  responsa- 
ble de  él,  criminal  y  civilmente;  debe,  pues,  á 
más  de  sufrir  la  pena  respectiva,  hacer  el  re- 
sarcimiento de  perjuicios  y  restituir  lo  adquiri- 
do por  medio  del  delito. 

La  obligación  subsidiaria  que  la  ley  señala 
al  que  delinque  por  miedo,  parece  á  primera 
vista  que  no  debería  tener  toda  la  amplitud 
que  el  Código  le  reconoce.     Si  se   demostrase 
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que  el  miedo  fué  irresistible,  se  dirá:  ¿qué  cul- 
pa cabe  al  que  lo  padeció  y  obró  bajo  su  in- 
flujo? Pero  ha  de  tenerse  en  consideración 
que,  á  falta  de  bienes  en  el  que  intimida,  no 
puede  haber  otros  responsables,  sino  los  del 
que,  por  su  pequenez  de.  espíritu,  por  su  co- 
bardía, sentimiento  mezquino,  omitió  luchar 
con  energía  en  favor  de  su  deber. 

El  Código  argentino,  que  deja  á  la  legis- 
lación civil  la  reglamentación  de  las  i^sponsa- 
bilidades  de  esta  especie,  aunque  provengan 
de  delito,  como  lo  hemos  indicado  antes;  no 
contiene  disposiciones  sobre  esta  materia. 

El  Código  belga,  contiene  respecto  de  la 
responsabilidad  civil,  disposiciones  que  no 
pueden  ser  comprendidas,  si  no  se  tiene  idea 
siquiera  incompleta  de  las  formas  del  procedi- 
miento criminal  que  en  Bélgica  se  sigue: 

Según  el  artículo  i,**  del  Código  de  instruc- 
ción criminal. 

dLa  acción  para  la  aplicación  de  las  penas 
sólo  puede  ejercerse  por  los  funcionarios  á 
quienes  esté  confiada  por  la  ley;»  pero  el  2.** 
dispone  que  «cuando  la  ley  subordine  el  ejer- 
cicio de  la  acción  pública  á  la  querella  de  la 
parte  ofendida,  el  desistimiento  de  esta  parte 
antes  de  toda  indagación,  suspenda  ^I  proce- 
dimiento.» El  artículo  3."*  reserva  á  la  parte 
que  ha  sufrido  el  daño  proveniente  de  delito 
la.  acción  que  tenga  por  objeto  repararlo;  y  el 
63  dice:  cTodo  el  que  se  crea  ofendido  por  un 
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crimen  ó  delito,  podrá  presentar  querella  y  ser 
parte  civil  ante  el  Juez  de  instrucción  del  lugar 
del  suceso  ó  de  la  residencia  del  supuesto  cul- 
pable ó  del  en  que  éste  sea  detenido. » 

Por  lo  expuesto  se  comprende:  que  las  ac- 
ciones, penal,  ejercida  por  el  Ministerio  públi- 
co, y  civil,  por  el  damnificado,  siguen  una 
marcha  paralela,  pero  independiente;  hasta 
que  se  expide  sobre  ambas  una  sola  sentencia, 
abrazando  i.""  la  imposición  de  la  pena;  2.^  la 
condena  en  abono  de  gastos  de  justicia,  pro- 
nunciada en  beneficio  del  Estado;  y  3.**  la  de- 
claración de  la  responsabilidad  civil,  compro- 
miso de  la  restitución  é  indemnización  de  gas- 
tos y  perjuicios  á  la  parte  civil. 

En  cuanto  á  la  condena  en  los  gastos  de 
justicia,  no  reconoce  el  Código  penal  respon- 
sabilidades subsidiarias:  sólo  el  culpable  está 
obligado  á  satisfacerlas  por  la  vía  coactiva  de 
prisión;  y  si  acredita  su  insolvencia,  se  le  po- 
ne en  libertad,  después  de  un  arresto  de  siete 
días.  Más,  si  no  fuere  insolvente,  purga  la 
deuda  con  una  prisión  máxima  de  seis  meses 
(Artículo  47.) 

Como  la  acción  civil,  que  puede  hacerse  va- 
ler contra  el  culpable  ó  sus  representantes 
(Artículo  20  Código  de  instrucción  criminal) 
ha  sido  ventilada  por  sus  debidos  trámites;  la 
parte  del  fallo  relativa  á  la  responsabilidad 
meramente  civil  se  ejercita  también  por  la 
misma  vía  coactiva  que  la  relativa  á  gastos  de 
justicia. 

El  artículo  48  del  Código  penal  belga  dis- 
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?T  pone  de  una  manera  general,  que  la   prisión 

^^  por  deudas  no  se  ejercite   oi  mantenga  contra 

los  condenados  que  hayan   cumplido  setenta 

años. 


El  Código  chileno,  que  á  semejanza  del 
argentino,  considera  como  acciones  meramen- 
te civiles  las  que  se  encaminan  á  obtener  res- 
tituciones y  resarcimientos  de  daños,  nada 
contiene  sobre  la  materia  que  es  objeto  de  es- 
te comentario. 


El  Código  español  contiene  á  este  respec- 
to disposiciones  casi  iguales  en  su  totalidad  á 
las  que  el  nuestro  consigna,  con  excepción  de 
>haLS  que  se  refieren  á  la  responsabilidad  prove- 
niente de  daños  causados  por  los  menores  de 
quince  años.  Los  bienes  propios  de  éstos  son 
según  el  Código  español,  los  responsables  di- 
rectamente; y  sólo  á  falta  de  ellos  pesa  el  gra- 
vamen sobre  los  de  los  padres  ó  guardadores. 

Es  extraño  que  después  de  haber  asignado 
una  responsabilidad  principal  á  los  guardado- 
res de  locos  y  amen  tes  por  los  males  que  ha- 
gan ú  ocasionen  éstos,  invierta  el  Código  á 
que  nos  referimos  el  orden,  al  tratar  de  los  me- 
nores. Si  la  responsabilidad  se  funda  en  la 
falta  de  exactitud  en  el  cumplimiento  de  la 
misión  tutelar  confiada  á  padres  y  guardado- 
res; no  hay  razón  plausible  para  adoptar  lí- 
neas de  conducta  opuestas  en  casos  que  guar- 
dan entre  sí  analogía  perfecta. 

Las  reflexiones  que  hicimos  justificando  las 
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disposiciones  de  nuestro  Código,  prueban  á 
nuestro  juicio  que  es  más  lógico  y  equitativo 
que  el  español  en  esta  materia, 


El  Código  francés,  tiene  gran  semejanza 
en  éste,  como  en  muchos  otros  puntos,  con  el 
belga:  hállanse  en  él  las  siguientes  disposicio- 
nes. «Art.  52.  La  ejecución  de  las  condenas 
«  de  multa,  de  restituciones,  daños  y  perjuicios 
<r  y  de  gastos  y  costas,  podrá  ser  perseguida 
a  por  vía  de  apremio  personal.» — «Art.  53. 
c  Cuando  se  impusiere  multas  y  costas  en  be- 
ir  neficio  del  Estado,  si  después  del  cumpli- 
e:  miento  de  la  pena  aflictiva  6  infamante  la 
<t  prisión  del  condenado  por  pago  de  dichas 
<r  condenas  pecuniarias,  hubiere  durado  un 
€  año  entero,  podrá  obtener  su  libertad  provi- 
c  sional  después  de  haber  adquirido  por  vías 
d:  de  derecho  la  prueba  de  su  absoluta  insol- 
<i  vencia.D — <cLa  duración  de  la  prisión  queda- 
re rá  reducida  á  seis  meses  si  se  tratare  de  un 
tf  delito,  salvo  siempre  los  casos  en  que  proce- 
<i  da  el  apremio  corporal,  si  el  condenado  ad- 
€  quiere  algún  medio  de  solvencia.  ]b 


El  Código  italiano,  como  el  argentino  y 
el  chileno,  y  también  ¿bmo  el  belga  y  el  fran- 
cés, deja  al  Código  Civil  la  designación  de  los 
responsables  civilmente  por  restituciones,  da- 
ños y  perjuicios  que  proceden  de  delito.  Su 
artículo  79  dice:  «En  los  casos  de  responsabi- 
lidad civil  que  pueden  presentarse  en  los  rea- 
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tos,  se  atemperará  el  Juez  á  las  disposiciones 
del  Código  Civil,  d 

Como  se  vé,  por  las  comparaciones  que  he- 
mos hecho;  sólo  nuestro  Código  ha  querido 
reconocer  un  carácter  especial  á  la  responsa- 
bilidad civil  que  nace  del  delito,  originando 
implicancias  con  las  disposiciones  del  Código 
Civil,  no  sólo  en  cuanto  á  las  personas  obliga- 
das, sino  también  en  cuanto  á  los  términos  de 
prescripción  de  las  acciones. 

Palpable  es,  por  consiguiente,  la  necesidad 
de  la  revisión  de  este  punto,  y  de  una  reforma 
en  el  sentido  que  hemos  indicado  en  el  co- 
mentario anterior  y  en  el  cuerpo  del  presente, 

ArL  20. — Los  patrones,  maestros  ó  directores 
de  empresas  industriales,  responderán  subsidiaria- 
mente, por  sus  domésticos,  oficiales,  aprendices  6 
dependientes  que  delinquieren  en  el  desempeño  de 
sus  obligaciones. 

Art.  21. — También  tienen  responsabilidad  ci- 
vil subsidiaria,  los  directores  de  establecimientos 
públicos,  como  posadas,  fondas,  baños,  casas  de 
recreo  ú  otras  semejantes,  por  los  delitos  cometidos 
dentro  de  ellas,  siempre  que  por  su  parte  hayan 
dado  ocasión  infringiendo  los  reglamentos  de  po- 
licía. 

Art.  22, — Los  posaderos  restituirán  las  cosas 
hurtadas  ó  su  valor,  cuando  el  hurto  se  hubiese  co- 
metido en  la  posada  y  el  dueño  de  lo  hurtado  hu- 
biese puesto  sus  efectos  bajo/la  inspección  de  aque- 
llos. 

En  caso  de  robo  con  intimidación  ó  violencia^ 
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responderá   también  el  posadero  si  el  que  lo  come- 
tió es  dependiente  suyo. 

Comentario. — Siendo  estos  artículos  una  re- 
producción incompleta  del  Título  tercero, 
Sección  séptima,  Libro  tercero  de  nuestro 
Código  Civil,  nos  excusamos  de  continuar  ha- 
ciendo sobre  ellos  un  estudio  que  no  ha  en- 
trado en  nuestro  propósito.  Las  reflexiones 
hechas  sobre  la  justicia  que  encierran  las  pres- 
cripciones del  artículo  19  nos  relevan,  por  otro 
lado,  de  una  labor  que  en  su  mayor  parte  se- 
ría la  repetición  de  las  consideraciones  ya  ex- 
puestas.   . 

Sólo  creemos  deber  llamar  la  atención  so- 
bre la  diversidad  de  consecuencias  que,  para 
los  posaderos,  traen  los  hurtos  y  robos  cometi- 
dos en  las  posadas;  y  los  últimos,  según  que 
sean  cometidos  por  sus  dependientes  ó  por  ex- 
traños. 

Para  que  un  posadero  tenga  responsabili- 
dad civil  por  un  hurto  son  necesarios  dos  re- 
quisitos: I.**  que  se  haya  perpetrado  en  su  es- 
tablecimiento; y  2.*"  que  el  dueño  de  la  cosa 
hurtada  le  hubiese  encomendado  el  depósito 
de  sus  efectos.  Si  no  concurren  copulativa- 
mente ambas  circunstancias,  no  puede  tener 
responsabilidad  ninguna.  Es  tan  clara  la  justi- 
cia de  estas  disposiciones  que  no  necesitamos 
comprobarla. 

No  es  necesario  el  segundo  requisito  en  el 
caso  de  robo  con  intimidación  ó  violencia,  co- 
metido  en  la  posada:  el  dueño  ó  jefe  de  ésta 
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es  responsable,  aún  cuando  lo  robado  no  le 
hubiese  sido  puesto  en  depósito;  pero  si  es  in- 
.  dispensable  que  el  autor  del  robo  sea  algún 
dependiente  del  establecimiento. 

Para  terminar. 

Conviene  advertir  i.°que  todas  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  20,  2 1  y  22  descansan 
sobre  la  culpabilidad  que  naturalmente  resul- 
ta de  haber  asumido  la  obligación  de  vigilar 
según  las  leyes  y  reglamentos  la  conducta  de 
otras  personas,  ofreciendo  así  á  la  sociedad 
una  garantía  de  seguridad  y  orden;  y  de  faltar 
á  ella  con  punible  descuido,  cuando  menos,  y 
quizás  con  encubierta  complicidad;  y  2.**  que  la 
responsabilidad  en  dichos  artículos  estableci- 
da sólo  es  subsidiaria;  es  decir,  no  puede  ha- 
cerse efectiva,  sino  cuando  los  directamente 
obligados  á  la  restitución  é  indemnizaciones 
carezcan  de  bienes  que  hagan  frente  á  ellas; 
no  debiendo  entenderse  que  hay  solidaridad 
criminal  ni  que,  en  consecuencia,  se  pueda 
perseguir  al  subsidiariamente  responsable,  si  no 
es  habido  el  autor  del  delito.  Nó:  éste  ha  de 
ser  juzgado  y  condenado  por  sentencia  que 
cause  ejecutoria:  entonces  y  sólo  entonces  na- 
ce la  acción  civil  contra  aquel. 


Los  CÓDIGOS  ARGENTINO.BELGA,CHlLENO,FRAN- 

cÉs,  É  ITALIANO,  dcjau  como  ya  sabemos,  á  su 
legislación  civil  cuanto  se  refiere  á  responsa- 
bilidades de  esta  especie:  no  podríamos,  por 
consiguiente,  consignar  aquí  lo  que  disponen 
al  respecto,  sin  ^alir  de  nuestro  terreno,  que  es 
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el  de  la  simple  exposición  y  comparación   del 
Código  Penal. 

El  Código  español,  al  que  ha  seguido  el 
nuestro  en  esta  desviación  de  asunto,  prescri- 
be las  mismas  responsabilidades  subsidiarias 
declaradas  en  los  artículos  que  comentamos: 
sólo  hay  diferencias  de  redacción,  por  lo  que 
no  reproducimos  el  texto  de  sus  artículos  i6, 
17  y  18. 
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SECCIÓN  CUARTA 
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DE    LAS  PENAS. 

Para  establecer  el  criterio  que  seguiremos 
al  juzgar  la  parte  de  nuestra  legislación  penal, 
objeto  del  presente  estudio,  creemos  conve- 
niente recapitular  y  sistemar  las  ideas  disper- 
sas en  el  curso  de  esta  Exposición,  antes  de 
entrar  en  el  análisis  de  las  prescripciones  del 
Código  sobre  la  importante  materia  á  que  la 
presente  sección  se  refiere. 

m 

Aceptamos  que  el  hombre  es  esencialmente 
sociable,  inteligente,  libre  y  perfectible. 

Consideramos  como  un  tipo  quimérico  al 
hombre  aislado,  pues  así  lo  prueba  la  Historia 
y  lo  confirman  la    Psicología  y  la   Antropolo- 

Admitimos  una  ley  de  progreso   individual 

y  social,  que  el  hombre  ha  de  cumplir,  confor- 
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me  á  $u  naturaleza,  racional  y  libremente; 
porque,  ya  sea  que  en  su  origen  hubiese  estado, 
como  pretenden  algunos,  al  nivel  de  los  bru- 
tos; ya  sea  que,  creado  perfecto,  como  lo  ase- 
guran los  sagrados  textos,  se  hubiese  degrada- 
do por  la  culpa  original  y  trabaje  hoy  en  la 
obra  de  su  regeneración;  su  progreso  es  un 
hecho  constante  é  innegable  del  que  responde 
el  estado  actual  de  las  ciencias,  las  artes  y  la 
industria. 

Es  igualmente  un  hecho  que  el  imperio  de 
la  razón  no  ha  llegado  á  establecerse  definiti- 
vamente eívtre  los  hombres,  y  que,  contrarian- 
do esa  ley  de  progreso,  hay  libertades  que  se 
extravían  y  no  marchan  en  concierto  con  las 
demás  para  realizar  ese  ideal  de  perfección 
que  la  humanidad  está  llamada  á  cumplir. 

Creemos  que  ningún  hombre  tiene  un  fin 
aparte,  distinto  del  designado  á  los  demás  y  á 
la  humanidad  entera;  que  nadie  puede  sin  se- 
pararse de  su  destino,  negar  el  concurso  de  su 
actividad,  ni  menos  oponer  ésta  á  la  realiza- 
ción del  fin  común;  y  que,  por  e!  contrario,  to- 
das las  libertades  han  de  encaminarse  parale- 
lamente á  éste,  sin  estorbarse  ni  retardarse. 


Concebimos  el  derecho  como  el  conjunto 
de  condiciones  necesarias  para  que  el  perfec- 
cionamiento libre  de  cada  uno  coexista  con 
el  perfeccionamiento  libre  de  los  demás;  y 
al  Estado,  como  la  institución  que  crea  una 
sociedad  para  que  haga  práctico  el  derecho. 
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Para  nosotros  la  misión  del  Estado  es  pu- 
ramente directiva:  no  puede  crear  el  derecho, 
'  porque  éste  le  es  anterior,  ni  crear  ni  destruir 
'elementos  sociales;  ha  de  limitarse  á  decla- 
rar el  derecho;  ya  se  trate  de  regular  las  rela- 
ciones entre  la  sociedad  y  sus  miembros,  ya 
de  normar  las  de  éstos,  individualmente  consi- 
derados; y  á  semejanza  del  maquinista  que  ha 
recibido  el  encargo,  de  manejar  un  ingenioso 
y  complicado  mecanismo,  sólo  debe  procurar 
que  cada  pieza  tome  el  movimiento  que  le  es 
propio,  haciendo  reparaciones  que  mantengan 
la  combinación  del  inventor,  sin  agregar  ni 
quitar  ruedas. 

Creemos  que  el  elemento  social  es  el  hom- 
bre, ó  como,  con  bastante  razón  sostienen  al- 
gunos, la  familia. 

Para  llenar  su  misión  directiva,  el  Estado 
ha  de  procurar  á  cada  uno  de  los  asociados, 
no  sólo  la  conservación  de  los  medios  que  de 
la  naturaleza  recibió  para  la  realización  de  su 
fin,  sino  también  el  cumplimiento  de  los  pac- 
tos que  celebre  con  el  objeto  de  proveer  á  ella; 
dictando  al  efecto  leyes  que  presidan  las  rela- 
ciones de  la  sociedad  con  sus  miembros  y  las 
de  éstos  entre  sí;  é  interponiendo  su  autoridad 
para  resolver  todo  conflicto  que  surja  en  el 
cumplimiento  de  los  deberes  sociales. 

Más  comprendemos  que  esas  leyes  y  reso- 
luciones serían  ineficaces,  si  los  hombres  fue- 
sen dueños  de  cumplirlas  ó  no;  si  no  hubiera 
una  sanción  que  compela  á  todos  á  su  obser- 
vancia; lo  que  importa  la  facultad  de  hacer 


eos  los  mandatos  generales  y  las  deci- 
i  de  carácter  especial  por  medio  de  la 
i. 

desprende,  pues,  de  la  naturaleza  y  fin"^ 
stado,  que  él  tiene  la  autoridad  de  íegis- 
íntenciary  hacer  efectivas  las  leyes  y  sen- 
is,  autoridad  que  envuelve  las  tres  ra- 
lel  poder  público,  tan  acertadamente  cia- 
das por   Montesquieu  y  reconocidas  por 

los  publicistas. 

entras  los  extravíos  de  la  libertad  indivi- 
se  reduzcan  á  negar  la  satisfacción  de 
iciones  contraídas  por  un  acto  de  la  pro- 
)Iuntad,  ó  á  aspiraciones  de  -poseer  algo 
'tulo  legal;  no  tiene  el  Estado  más  que 
eler  á  la  primera  é  impedir  las  segundas, 
jando  la  coacción  cuando  fuese  necesaria, 
que  el  orden,  la  armonía  entre,  los  dere- 

se  restablezca.  Pero  si  tales  extravíos 
las  lejos;  si  afectan  á  los  medios  natura- 
e  conservación  y  perfeccionamiento;  si 
rtan  un  ataque  á  lo  que  las  escuetas  lia- 
derechos  absolutos,  como  la  integridad 
nal,  el  honor,  la  libertad,  la  propiedad;  la 
rbación  del  orden  se  hace  trascendental 
funda;  y  la  sanción  no  puede  revestir  los 
es  caracteres  de  una  restitución.  Enton- 
i  sociedad  se  alarma;  cada  cual  teme  ser 
na  de  agresiones  semejantes,  yes  necesa- 
demás  el  empleo  de  medios  de  coacción 
epriman  el  ataque,  haciéndolo  cesar;  que 
uyan  la  tranquilidad  perdida,  no  sólo  po- 
lo á  su  autor -en  condiciones  de  no  inten- 
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tarlo  nuevamente,  sino  inspirando  á  los  demás  i 

el  propósito  de  no  imitarle.                               •  •? 

Los  medios   de   legítima  coacción  que  la  | 

autoridad  puede  racionalmente  emplear   para  i 

I            reprimir  y  prevenir  las  infracciones  de  los  de-  j^ 

beres  sociales,  que  no  pueden  repararse  con  -^ 

simples  restituciones  civiles,  toman  el  nombre  í 

genérico  de  penas  y  castigos.  ^; 

No  debe,  por  consiguiente,  la  autoridad  ape-  j 

lar  al  castigo,  cuando  la  mera  restitución  bas-  '¿ 

ta  para  restablecer  el  estado  de  derecho;  por-  < 

que  conseguido  con  ella  este  objeto,  que  es  el  < 
título  del  poder  social,  toda  pena  carecería  de 

fundamento  que  la  legitimase  y  sería  un  ver-  ^ 
dadero  abuso,  no  el  ejercicio  racional   de  una 
facultad. 

Juzgamos  útil  prevenir  que  tampoco  puede 
la  autoridad  del  Estado  caer  sobre  la  infrac- 
ción de  deberes  garantidos  con  una  sanción 
natural;  porque  tales  actos,  aunque  inmorales, 
no  son  socialmente  delictuosos  ni  pueden  ser- 
lo. Los  atentados  que  un  individuo  comete 
contra  sí  mismo,  el  suicidio;  revelan  en  su  au- 
tor una  condición  moral  ante  la  que  serían  im- 
potentes los  más  severos  castigos.  Ni  con  qué 
derecho  se  inmiscuiría  el  poder  público  en  un 
orden  que  en  manera  alguna  le  pertenece? 
¿Acaso  es  su  misión  velar  porque  la  Moral  y 
la  Justicia  absoluta  se  realicen  sobre  la  tierra? 
El  objeto  del  Estado  es  realizar  el  Derecho; 
y  éste,  aún  cuando  jamás  debe  estar  divorcia- 
do de  lo  moral  y  de  lo  justo,  no  es  la  Moral  ni 
la  Justicia^absoluta. 
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No  podemos,  por  consigaiente,  aceptar  qae 
i  expiación,  es  decir,  la  retribución  precisa  del 
aal  con  el  mal,  sea  el  objeto  de  las  penas  so- 
iales;  porque  la  justicia  de  los  hombres  es  in- 
apaz  de  medir  la  entidad  del  daño  causado 
■  la  intensidad  del  que  inflige  al  delincuente: 
iretender  hacerlo  es  usurpar  las  prerrogativas 
ie  la  justicia  Divina,  la  única  que  puede  abar- 
ar  en  su  plenitud  el  orden  moral  y  de  dere- 
ho,  la  única  que  puede  saber  hasta  donde  es 
ulpable  el  prevaricador,  cuál  es  la  verdad  del 
nal  causado  por  él,  al  través  de  la  infinita  va- 
iedad  de  las  condiciones  morales  del  agravía- 
lo y  del  agresor.  Aún  admitiendo  la  teoría  fi- 
Dsófica  que  dice:  mal  es  dolor  ó  causa  de  dolor, 
'  aceptando  que  el  sufrimiento  producido  por 
1  pena  sea  verdaderamente  un  mal;  no  po- 
Iriamos  admitir  en  buena  lógica  que  precisa- 
mente la  irrogación  de  ese  mal  sea  el  fin  últi- 
no  de  la  pena,  ni  menos  el  único  que  la  auto- 
idad  hubiese  de  perseguir  al  imponerla. 

Consideramos  vana  la  aspiración  de  los  fí- 
ántropos  de  dar  á  las  penas  el  carácter  exclu- 
ivo  de  correctivas,  y  buscar  como  objeto  final 

único  de  ellas  la  enmiehda  del  culpable.  No 
e  habla  en  el  mismo  lenguaje  á  todas  las  con- 
iencias,  y  el  arrepentimiento,  precursor  de  la 
nmienda,  no  se  despierta  en  todos  por  los 
nismos  medios;  esto,  si  se  llega  á  conseguir 
lespertarlo:  sería  necesario  multiplicar  al  infi- 
lito  la  lista  de  las  penas  y  estudiar  paciente- 
nente  la  fisiología  moral  de  cada  acusado,  para 
iscoger  la  que  fuera  eficaz  al  intento;  y  aún  así; 
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^1  éxito  fallaría  casi  siempre.  Basta  que  el  po- 
der social  no  pervierta  más  al  delincuente  con 
castigos  desmoralizadores,  buscando  sus  pe- 
nas entre  los  medios  capaces  de  mejorar  la  con- 
dición moral  de  éste. 

Además  ¿Con  qué  derecho  se  aplicaría  el 
castigo  al  delincuente  que  se  mostrase  arrepen- 
tido al  comparecer  ante  su  juez?  ¿Cómo  se 
mantendría  legítimamente  la  condena  del  que 
se  declarase  reformado,  y  lo  comprobase  con 
su  conducta? 

En  el  orden  de  derecho  no  es  lo  esencial  la 
pureza  de  sentimientos,  é  importa  poco  la  rec- 
titud de  las  ideas  morales:  basta  que  el  deber 
social  se  cumpla  aún  persiguiendo  un  fin  in- 
moral, ó  con  intenciones  culpables.  La  auto- 
ridad social  sólo  se  apodera  de  los  actos  ex- 
ternos; y  hallándolos  arreglados  á  la  ley  po- 
sitiva, debe  aceptarlos  como  lícitos.  Las  in- 
tenciones ocultas  las  juzga  Dios;  y  sólo  las 
que  se  revelan  pueden  ser  tomadas  en  cuenta 
por  la  justicia  humana,  si  son  contrarias  al  de- 
recho. 

En  nuestro  concepto  la  autoridad  social,  al 
imponer  penas,  debe  tener  en  mira  sólo  la  re- 
presión y  prevención  de  los  delitos,  agregando 
la  reparación  civil  consiguiente,  cuando  sea  po- 
sible y  necesaria.  Que  el  delincuente  goce  ó 
sufra  con  la  aplicación  del  castigo;  que  antes 
ó  después  de  éste  reforme  sus  sentimientos  é 
ideas:  si  bien  son  objetos  sobre  los  que  ha  de 
fijar  su  atención,  para  procurar  alcanzarlos,  no 
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pueden  constituir  el  fin  principal  de  la  pena- 
lidad. 


La  historia  nos  enseña  que  en  las  sociedad- 
des  primitivas  no  había  otra  represión  para  el 
crimen,  sino  la  venganza  individual,  tomada 
en  la  forma  y  con  la  amplitud  que  el  amor  pro- 
pio herido  y  el  odio  sugiriesen  al  agraviado,  6 
á  su  familia  vengadora  de  la  sangre  de  éste: 
que  más  tarde  las  venganzas  particulares  fue- 
ron sustituidas  por  el  castigo  impuesto,  con 
autoridad  patriarcal,  por  el  jefe  de  la  familia 
ó  tribu,  quien  á  la  vez  ejercía  en  ella  las  fun- 
ciones de  magistrado  y  pontífice;  y  que,  por 
último,  el  derecho  penal  pasó  á  los  reyes  ele- 
gidos por  varias  tribus  congregadas  por  formar 
pueblos  y  hacer  vida  común. 

Confundidas  las  nociones  de  Derecho,  Mo- 
ral y  Religión;  oscurecida  la  primera  por  el  es- 
píritu de  venganza,  y  prevaleciendo  sobre  to- 
das la  última:  los  castigos  impuestos  por  los 
patriarcas  fueron  siempre  crueles  y  despropor- 
cionados á  la  falta;  porque  en  los'  actos  puni- 
bles veian  ante  todo  el  ultraje  á  la  Divinidad, 
mal  de  proporciones  infinitas,  que  no  podía 
ser  expiado  sino  con  los  más  atroces  supli- 
cios. 

A  medida  que  con  el  establecimiento  de  re- 
yecías,  fueron  separándose  la  autoridad  tem- 
poral y  la  religiosa,  y  distinguiéndose  el  peca- 
do del  delito  social;  fué  siendo  algo  menos  du- 
ra la  penalidad  de  este  último;  pero  aún  pre- 
valecían en  ella  las  miras  de  venganza  y  puri- 
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fícáción  expiatoria.  Ya  no  se  pretendía  satis- 
facer, con  el  sacrificio  de  víctimas  humanas,  á 
una  divinidad  implacable;  más  se  creía  siem- 
pre que  el  mal  había  de  ser  retribuido  con  otro 
equivalente,  para  indemnizar  al  agraviado, 
agradar  á  sus  manes  y  dejar  santificado  al 
ofensor  con  el  sufrimiento  impuesto  por  la  au- 
toridad social. 

El  género  de  civilización  de  los  distintos 
pueblos  influye  notablemente  en  su  régimen 
penal;  pero  siempre  fué,  no  sólo  severo,  sino 
inhumano,  hasta  que  la  antorcha  del  cristia- 
nismo vino  á  iluminar  al  mundo  con  sus  divi- 
nos resplandores,  y  á  deslindar  potestades 
dando  á  César  lo  que  es  de  César ^  y  á  Dios  lo 
que  es  de  Dios. 

En  Egipto  la  pena  de  muerte  era  la  común 
á  todos  ios  delitos;  y  cuando  se  pretendió  dul- 
cificar la  condición  de  los  culpables,  se  intro- 
dujo excepciones,  aplicando  la  fustigación  y 
los  azotes  en  ciertos  casos.  Entre  los  hebreos, 
vemos  a  Moisés  seguir  el  sistema  de  dureza 
aprendido  en  la  ciudad  de  los  Faraones,  or- 
denando la  matanza  por  millares,  principal- 
mente para  extirpar  la  idolatría.  En  Grecia,  á 
los  espartanos  castigando  con  la  mayor  crueldad 
aún  las  faltas  de  los  niños  acusados  de  debili- 
dad de  carácter,  y  á  los  atenienses,  admitien- 
do el  talión  en  sus  más  groseras  formas,  aún 
bajo  las  suaves  leyes  de  Solón.  En  Roma,  la 
consagración  y  confiscación  de  los  bienes,  la 
inhumana  interdicción  del  agua  y  del  fuego,  la 
muerte    bajo  las  más   horrorosas  formas;    soa 
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penas  que  se  prodigan,  aún  por  las  sospechas 
de  atentar  contra  las  libertades  ó  contra  la  in- 
tegridad jy  grandeza  de  la  República,  6  por 
crímenes  de  menor  significación. 

Muchas  de  las  atrocidades,  que  somera- 
mente hemos  recordado,  han  desaparecido  de 
las  legislaciones  de  los  pueblos  que  han  admiti- 
do la  civilización  cristiana;  pero  desgraciada- 
mente se  conservan  algunas,  que  desearíamos 
ver  para  siempre  suprimidas,  porque,  á  nuestro 
juicio,  importan  verdadero  abuso  de  la  misión 
puramente  directiva  que  corresponde  al  poder 
público. 

No  todo  medio  de  represión  y  escarmiento 
es  una  pena  legítima:  pierden  este  carácter 
los  que  no  sean  absolutamente  necesarios  pa- 
ra hacer  cesar  el  mal  del  delito  y  prevenir  su 
repetición;  los  que  degradan  al  hombre  ó  lo 
desmoralizan;  los  que  producen  mal  á  perso- 
nas inocentes,  por  su  trascendencia  intencio- 
nal; los  que  no  son  divisibles,  es  decir,  suceptible 
de  disminución  y  aumento,  para  acomodarlos 
á  la  gravedad  del  delito;  los  que  sean  á  toda 
luz  insuficientes  para  la  represión  y  ejemplari- 
zación,  los  que  no  envuelvan  una  enseñanza  pa- 
ra el  pueblo  respecto  de  sus  deberes;  los  que 
no  inspiran  garantías  de  orden  á  la  sociedad, 
ni  calman,  por  consiguiente,  la  alarma  produ- 
cida por  el  crimen;  los  que,  rechazados  por  la 
opinión  pública,  toman  ante  ésta  los  caracte- 
res de  un  abuso  de  poder,  ó  de  una  mera  apa- 
riencia de  castigo  que  encubre  la  verdadera 
impunidad. 
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Entrar  en  la  demostración  de  la  tesis  que  en- 
cierra el  párrafo  precedente,  sería  formar  un 
tratado  de  derecho  penal;  lo  que,  á  más  de  ser 
tarea  superior  á  nuestras  fuerzas,  nos  alejaría 
de  la  de  simples  comentadores  que  nos  he- 
mos impuesft). 

Si  hemos  dedicado  estas  páginas  á  la  reca- 
pitulación de  nuestra  doctrina,  esparcida  en 
las  que  preceden  á  esta  sección,  ha  sido  como 
ya  lo  dijimos,  para  establecer  nuestro  criterio 
y  fundar  lo  mejor  que  nos  sea  posible  nuestra 
opinión  adversa  á  la  pena  de  muerte,  conser- 
vada por  desgracia  en  nuestro  Código,  y  que 
conceptuamos  una  extralimitación  de  poder, 
que  ni  la  prática,  casi  universal,  ni  la  necesi- 
dad justificarán  jamás. 

Plumas  más  ejercitadas  que  la  nuestra,  ver- 
daderos luminares  de  la  ciencia  del  derecho, 
se  han  ocupado  en  demostrar  este  concepto;  y 
nada  sabríamos  agregar  por  nuestra  parte,  co- 
mo refutación  ala  escuela  que  sostiene  ese  lu- 
nar en  las  legislaciones  de  tantos  países  cul- 
tos, que  consideran  el  patíbulo  entre  sus  ele- 
mentos de  moralización  y  orden  social;  pero 
si  tomaremos,  como  expresión  de  nuestras  con- 
vicciones, las  palabras  de  un  publicista  fran- 
cés, que  á  continuación  reproducimos. 

«Entre  los  defensores  de  la  pena  de  muerte, 
unos,  viendo  en  la  ley  moral  el  fundamento 
del  derecho  de  castigar,  han  deducido  de  la 
noción  de  justicia  absoluta  la  legitimidad  de 
la  pena  de  muerte;  otros  apoyando  el  derecho 
de  castigar  en  la   utilidad  social,  han  buscado 
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la  prueba  de  la  legitimidad  de  la  pena  de 
muerte  en  el  derecho  de  conservación  y  de 
defensa  de  la  sociedad;  otros  en  fin  los  más 
numerosos,  sí  no  los  más  elocuentes,  cuidán- 
dose poco  de  saber  si  la  pena  de  muerte  es 
ó  no  legítima,  se  han  limitado  á  defender  su  uti* 
lidad.D 

«He  aquí  como  razonan  los  que,  á  nombre 
de  la  ley  moral  pretenden  legitimar  la  pena  de 
muerte.  Esfuérzanse  desde  luego  en  demostrar 
la  existencia  de  una  justicia  absoluta,  cuya 
exacta  medida  es  la  ley  del  talión;  y  luego, 
confundiendo  con  otra  justicia  superior  la  jus- 
ticia social,  dan  á  la  segunda  la  medida  de  la 
primera. 

<r¿Cómo  podrán  tener  la  misma  medida, 
cuando  no  tienen  el  mismo  origen,  ni  el  mis- 
mo objeto,  ni  los  mismos  medios,  ni  los  mis- 
mos límites?  Practicado  entre  los  hermanos, 
después  de  haber  exigido  ojo  por  ojo,  diente 
por  diente,  el  talión  ha  producido  el  uso  de 
compensaciones  pecuniarias;  expresión  de  la 
justicia  absoluta,  ha  terminado  por  suprimir 
la  justicia  social,  pretendiendo  medirla.  Pero 
á  despecho  de  la  experiencia,' se  insiste  y  se  re- 
pite, d  «El  que  ha  matado  merece  la  muerte, 
este  es  el  juicio  de  la  conciencia. d  Sí,  sin  duda, 
de  la  conciencia  juzgándose  á  sí  misma,  ala  vez 
juez  y  acusado;  pero  no  en  el  juicio  de  la  con- 
ciencia  condenando  á  los  otros.  Antes  de 
trasferir  á  la  justicia  social,  los  derechos  de  la 
justicia  absoluta  es  necesario  darle  sus  méri- 
tos. Tomar  prestada    su    cuchilla  á  la  justicia 
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superior  dejándole  su  balanza,  no  es  más  que 
una  espantosa  usurpación.  Cuando  M.  de  Bo- 
nald  ha  deñnido  la  pena  de  muerte  como  el  me- 
dio de  enviar  al  culpable  ante  sug  ranjuez  natural^ 
ha  retrocedido  ante  esta  usurpación,  y  sí  no 
ha  vacilado  en  hacer  de  la  pena  de  muerte  si- 
no un  simple  procedimiento  de  instrucción»  un 
medio  preparatorio  de  ^descubrir  la  verdad,  ha 
mostrado  por  este  exceso  de  celo  que,  desde 
el  punto  de  vista  de  la  ley  moral,  no  hay  tér- 
mino medio  para  la  pena  de  muerte  entre  la 
usurpación  y  el  absurdo.  Más  dejemos  estos 
desvios  de  la  lógica^  La  justicia  social  está  su- 
jeta al  error,  y  la  pena  de  muerte  es  irrepara- 
ble. No  hay  argumento  capaz  de  prevalecer 
contra  esta  verdad.  Mientras  la  justicia  hu- 
mana no  ^ea  infalible  y  el  cadalzo  capaz  de 
devolver  sus  víctimas,  la  pena  de  muerte  no 
podrá  ser  legítima.  La  justicia  social  no  se  en- 
gaña á  este  respecto;  y  con  su  invencible  re- 
pugnancia para  reconocer  sus  errores,  demues- 
tra bien  claro  que,  á  sus  propios  ojos,  su  fali- 
bilidad es  la  negación  de  su  derecho.  > 

<Se  ha  defendido  la  pena  de  muerte  en  nom- 
bre de  la  ley  moral:  en  nombre  de  la  ley  mo- 
ral habría  sido  más  justo  atacarla.» 

«Si  hay  un  principio  en  materia  penaLque 
la  doctrina  de  la  ley  moral  no  debería  abando- 
nar jamás,  es  precisamente  el  de  una  exacta 
proporción  entre  el  delito  y  la  pena.  Ahora 
bien:  no  hay  dos  grandes  crímenes  que  se  ase- 
mejen, la  pena  de  muerte  no  es  divisible,  es  la 
más  grave  de  todas  las  penas;  no  debe,  pues, 
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ser  aplicada  sino  al  mayor  de  todos  los  crí- 
menes. Es  el  orden  moral  el  parricidio  es  el 
más  grande  de  todos,  aunque  sea  el  más  raro: 
á  él  sólo  debería  estar  reservada  la  pena  de 
muerte.  Más  reducida  á  un  sólo  crimen,  el 
menos  peligroso  de  todos,  la  aplicación  de  la 
pena  de  muerte  se  hace  imposible,  su  inutili- 
dad salta  á  los  ojos.  Si  para  no  ser  monstruosa- 
mente inútil,  la  pena  de  muerte  debe  ser  apli- 
cada á  muchos  crímenes  ¿cómo  introducir  en 
el  suplicio  la  desigualdad  que  existe  en  el  cri- 
men? Es  necesario  volver  al  hierro  enrojecido, 
al  potro,  á  la  rueda:  para  no  ser  injusto  es  ne- 
cesario ser  inhumano.  ¿Qué  quiere  decir  es- 
to? Renunciar  á  lo  uno  ó  á  lo  otro  ¿no  es  re- 
nunciar á  la  ley  moral  misma? 

«Dejando  el  terreno  de  la  ley  moral,  algunos 
publiscistas  han  ensayado  defender  la  pena 
de  muerte  en  nombre  del  derecho  de  la  socie- 
dad.]) 

<í\^2l pena  de  muette  han  dicho,  es  el  derecho 
de  legítima  defensa  ejercido  por  la  sociedad.  Este 
sofisma  ha  sido  mil  veces  refutado.  Un  hom- 
bre me  ataca^  dice  Pastoret,  yo  no  puedo  defen- 
derme sino  matándolo^  lo  mato;  para  que  la  socie- 
dad pueda  hacer  lo  mismo^  es  necesario  que  no 
pueda  proceder  de  otro  modo.  Cuando  la  socie- 
dad condena  á  muerte  á  un  hombre,  el  peli- 
gro que  ella  rechaza  no  es  actual,  ha  cesado; 
el  condenado  está  preso,  desarmado;  y  por 
otra  parte,  para  matar  ¿la  sociedad  está  ame- 
nazada de  perecer. 
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¿La  existencia  social  está  por  ventura,  vin- 
culada á  la  que  cortó  el  asesino?  ¿Quién  se 
atrevería  á  decirlo?  Luego,  cuando  la  socie- 
dad pronuncia  una  condena  de  muerte  no  se 
halla  en  el  caso  de  legítima  defensa. 

«La  pena  de  muerte  es  siquiera  útil,  si  no 
legítMa?]» 

PcCra  la  mayor  parte  de  los  hombres^  se  dice,  la 
muerte  es  el  más  temible  de  todos  los  males,  de  to- 
das las  penas  la  pena  de  muerte  debe  ser,  pues,  la 
más  eficaz, 

« Los  grandes  criminales  son  de  dos  espe- 
cies. Unos  obedecen  á  una  pasión  furioso;  ha- 
blando de  ellos  ha  podido  decir  Bentham: 
Hay  momentos  en  que  el  hombre  sacrificaría  el 
Universo  á  una  sensación.  ¿Qué  puede  el  temor 
de  la  muerte  contra  semejantes  hombres?  Su 
furor  los  empuja  á  darla  y  no  á  rehuirla. 

Otros  están  en  guerra  abierta  con  la  socie- 
dad: soldados  del  ejército  del  crimen,  en  su 
lucha  de  cada  día,  con  todos  los  vicios  amal- 
gaman una  virtud,  y  ésta  es  el  desprecio  de  la 
muerte.  Vosotros  amenazáis  de  muerte  á  los 
grandes  criminales,  decía  á  la  Constituyente 
Lepelletier  Saint  Fargeau;  pero  los  grandes 
crímenes  no  son  cometidos  por  hombres  ordinarios. 

«¿Qué  vale,  pues,  la  eficacia  tan  decantada 
de  la  pena  de  muerte?  Asusta  á  la  muchedum- 
bre de  los  que  no  necesitan  de  ser  amenazados 
con  ella  y  no  espanta  á  los  que  debería  conte- 
ner.D 

«La  pena  de  muerte  es  una  de  esas  gran- 
des usurpaciones,  pretendidas  como  necesarias, 
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largo  tiempo,  impuestas  por  los  intereses  de  al- 
gunos á  la  ignorancia  y  á  los  terrenos  de  to- 
dos. Ya  se  empieza  á  comprenderlo,  y  se  es- 
conde el  cadalzo  esperando  el  momento  de 
derribarlo.  La  publicidad  de  las  ejecuciones 
está  suprimida  en  Prusia,  Sajonia  y  Wurtem- 
berg,  y  un  magistrado  invita  á  la  Fra^í^a  á 
imitar  el  ejemplo  de  Alemania.  La  cuestión 
está  juzgada.  Para  pasar  del  dominio  de  las 
conveniencias  al  de  los  hechos  ¿qué  le  falta? 
La  hora  oportuna,  que  nunca  deja  de  llegar  á 
ninguna  idea  grande  suficientemente  madu- 
rada>  i> 


TITULO  i.° 

DE  LAS  PENAS  Y  SU  DURACIÓN 


Art.  23. — Las  únicas  penas  fue  pueden  impo- 
nerse son  las  siguientes: 

Penas  graves. 

La  de  muerte. 

La  de  penitenciaría . 

La  de  cárceL 

La  de  reclusión. 

La  de  arresto  mayor. 

La  de  expatriación. 

La  de  confinamiento. 

La  de  inhabilitación  ^soluta. 
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La  de  inhabilitación  especial. 
La  de  destitución  de  empleo  ó  cargo. 
La  de  suspensión  de  empleo^  cargo  ó   de- 
rechos políticos. 

La  de  multa. 

Penas  leves. 

La  de  arresto  menor. 
La  de  multa. 
La  de  represión. 
La  de  caución. 

Comentario. — Aún  cuando  en  la  práctica  se 
hace  uso  del  término  pena  arbitraria ^  y  en  va- 
rios artículos  del  Código  se  deja  al  prudente 
arbitrio  del  juez  la  designación  de  la  pena;  no 
ha  de  entenderse  que  se  le  otorga  la  facultad 
de  inventar  castigos  no  considerados  en  la  es- 
cala legal.  Este  artículo  prohibe  de  un  modo 
terminante  ese  procedimiento,  pues  él  envuel- 
ve la  denegación  de  autoridad  á  los  que  admi- 
nistran justicia  para  castigar  con  mutilacio- 
nes, azotes,  ú  otros  medios  de  punición  adop- 
tados por  otras  legislaciones,  ó  con  los  que  á 
ellos  les  pareciese  reunir  ios  caracteres  de  pe- 
na análoga  y  proporcionada  al  delito.  La  ar- 
bitrariedad legalmente  sancionada  se  refiere 
sólo  á  la  duración  ó  entidad  de  las  penas;  y 
como  veremos  después,  para  el  único  efecto 
de  su  reducción,  más  no  para  su  aumento. 

El  Código  argentino,  en  su  artículo  54,  es- 
tablece la  siguiente  escala  penal: — i.*"  Muertej 
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— 2.**  Presidio  por  tiempo  indeterminado; — 3.® 
Presidio  desde  tres  á  quince  años; — 4.°  Peni- 
tenciaría por  tiempo  indeterminado; — 5.**  Pe- 
nitenciaría desde  tres  á  quince  años; — 6."*  Pri- 
sión de  uno  á  tres  años; — 7.°  Arresto  de  un 
mes  á  un  año;—  8.^  Destierro  de  uno  á  seis 
años; — 9.**  Inhabilitación  absoluta,  perpetua  y 
temporal; — lo.**  Especial  perpetua  y  tempo- 
ral;— 11.**  Multa. 

Este  Código,  basado  al  parecer  en  los  prin- 
cipios de  la  escuela  reformista  ó  correccional, 
ha  tenido  que  ser  arrastrado  por  la  fuerza  de 
la  lógica  á  la  admisión  de  los  castigos  perpe- 
tuos, es  decir,  á  la  cuasi-negación  de  la  perso- 
nalidad del  delincuente,  y  á  la  amovilidad  de 
las  ejecutorias,  concediendo  á  los  correjidos  6 
reformados  el  derecho  de  pedir  gracia;  lo  que 
en  nuestro  concepto  es  la  condenación  implí- 
cita del  sistema  de  perpetuidad  en  las  penas. 
Si  el  presidario  ó  penitenciado  tiene  derecho  á 
pedir  gracia,  hay  indudable  obligación  de  otor- 
gársela, pues  ambos  términos  son  correlati- 
vos; y  si  esta  obligación  existe,  no  se  legiti- 
ma la  imposición  á  perpetuidad  de  un  castigo 
que  había  la  forzosa»  necesidad  de  suspender 
pasado  cierto  tiempo. 

Nuestro  sistema  de  castigos  meramente 
temporales,  íio  es  ocasionado  á  tales  inconse- 
cuencias. Si  un  hombre  es  tan  perverso,  que 
el  máximun  de  pena  no  lo  corrije,  y  vuelve  á 
delinquir;  será  nuevamente  enjuiciado  y  cas- 
tigado, sin  que  haya  habido  necesidad  de  una 
condena  a  priori   ni  de  que  se  desprestigien, 
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con  la  gracia  obligada,  las  ejecutorías  del  Po- 
der Judicial. 

El  Código  belga,  fija  para  el  castigo  de  las 
infracciones  en  materia  criminal^  las  siguientes 
penas:  i.^  la  de  muerte;  2.^  la  de  trabajos  for- 
zados; 3.*^  la  detención  y  4.**  la  reclusión:  en 
materia  correccional  dt  policía^  la  prisión:  en  ma- 
teria criminal  y  correccional^  ;/ la  interdicción 
de  ciertos  derechos  políticos  y  civiles;  2.**  la 
sujeción  á  la  vigilancia  especial  de  la  policía; 
en  tnaterta  criminal  y  correccional  y  de  policía^  i.® 
la  multa;  2.^  la  confiscación  especial. 

Reservando  para  su  oportunidad  la  desig- 
nación de  las  formas  y  duración  de  estas  pe- 
nas, creemos  conveniente  advertir:  que  la  de- 
tención á  que  se  refiere  el  número  tercero  de 
la  primera  escala,  puede  ser  perpetua  (art.  16, 
Cód.  belga)  y  que  la  confiscación  de  que  ha- 
bla el  número  dos  en  la  última,  no  es  más 
que  la  pérdida  en  favor  del  Estado  del  instru- 
mento del  delito  ó  de  lo  que  éste  hubiese  pro- 
ducido ó  su  autor  (art.  42  Cód.  belga). 

# 

El  Código  chileno,  forma,  en  su  artículo 
21,  la  siguiente  escala  general. — Penas  de  crí- 
menes: muerte;  presidio  perpetuo;  reclusión 
perpetua;  presidio  mayor;  reclusión  mayor;  re- 
legación perpetua;  confinamiento  mayor;  es- 
trañamiento  mayor;  relegación  mayor;  inhabi- 
litación absoluta  perpetua  para  cargos  y  ofi- 
cios públicos,  derechos  políticos  y  profesiones 
titulares;  inhabilitación  especial  perpetua  pa- 


Igún  cargo  ú  oficio  público  6  profesión  ti- 
r;  inhabilitación  temporal  para  cargos  y 
ios  públicos  y  profesiones  titulares;  inha- 
ación  temporal  para  algún  cargo  ú  olicio 
lico  ó  profesión  titular. 
'enas  de  simples  delitos:  presidio  menor;  re- 
ión  menor;  confinamiento  menor;  estrana- 
nto  menor;  relegación  menor;  destierro; 
íensión  de  ca'rgo  ú  oficio  público  ó  profe- 
1  titular. — PeAas  de  las  faltas:  prisión  — /Is- 

comunes  á  las  tres   clases  anteriores:   multa; 
3ida  6  comiso  de  los  instrumentos  ó   efec- 
del  delito, 
lonsidera  además  otras  penas  accesorias, 

indicaremos  al  ocuparnos  de  las  que,  con 
lismo  carácter,  establece  nuestro  Código. 
Lespecto  del  sistema  penal  chileno,  en  el 

el  indulto  puede  también  trasformar  en 
porales  los  castigos  perpetuos,  reproduci- 
>  las  observaciones  hechas  al  tratar  del  ar- 
tino. 

L  Código  español,  prohibe  expresamente, 
su  articule  ig,  el  uso'de  pena  no  señala- 
por  la  ley:  al  respecto  dispone  lo  que  sl- 
:  «No  será  castigado  ningún  delito  ni  las 
as  de  que  sólo  pueden  conocer  los  tribuna- 
con  pena  que  no  se  haUe  establecida  pre- 
Tiente  por  ia  ley,  ordenanza  ó  mandato  de 
oridad  á  la  cual  estuviese  concedida  esta 
jltad;  y  en  el  24  establece  la  escala  que  va 
jntinuación. — Penas aflictivas:-m.'ae^T\.t\  cade- 
perpétua;  reclusión    perpetua,    relegación 
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perpetua;  extrañamiento  perpetuo;  cadena 
temporal;  reclusión  temporal;  relegación  tem- 
poral; extrañamiento  temporal;  presidio  ma- 
yor; prisión  mayor;  confinamiento  mayor;  in- 
habilitación absoluta  perpetua;  inhabilitación 
especial  perpetua  para  algún  cargo  público, 
derecho  político,  profesión  ú  oficio;  inhabili- 
tación temporal  absoluta  para  cargos  públi- 
cos, derechos  políticos;  inhabilitación  espe- 
cial temporal  para  cargo,  derecho,  profesión 
ú  oficio;  presidio  menor;  prisión  menor;  confi- 
namiento menor. — Penas  correccionales:  presi- 
dio correccional;  prisión  correccional;  destie- 
rro; sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad; 
reprensión  pública;  suspensión  de  cargo  públi- 
co, derecho  político,  profesión  ú  oficio;  arresto 
mayor. — Penas  leves:  arresto  menor;  reprensión 
privada. — Penas  comunes  á  las  tres  clases  ante- 
riores: multa;  caución. 

También  consigna  el  Código  español,  en  su 
escala  general,  las  penas  calificadas  de  acceso- 
rias, por  lo  que  hacemos  de  ellas  la  misma  re- 
serva antes  indicada. 

La  comparación  de  las  escalas  penales  que 
preceden,  y  especialmente  de  la  española, 
con  la  nuestra;  si  no  puede  dar  la  medida 
exacta  de  nuestros  adelantos  en  la  ciencia  pe- 
nal, vindica  una  vez  más  á  nuestros  legislado- 
res del  cargo  temerario  que  suele  formular- 
se contra  ellos,  pretendiendo  que  fueron  in- 
conscientes reproductores  de  la  legislación  es- 
pañola. Mientras  otros  países  americanos 
han  seguido  la  absurda  práctica  de  las  penas 
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perpetuas;  los  legisladores  peruanos  la  dese- 
charon; teniendo  sin  duda  en  cpenta  que  ella 
traspasa  los  límites  del  derecho  social  de  cas- 
tigar; anulando  ó  mutilando  la  personalidad 
del  castigado  á  quien,  en  cierto  modo,  se  le  su- 
prime en  lo  absoluto  ó  en  determinado  orden  de 
hechos.  Ya  hemos  dicho  que  el  Estado  sólo 
tiene  una  misión  directiva,  y  que  no  le  es  da- 
do destruir  elemehtos  sociales. 


El  Código  francés,  no  contiene  una  esca- 
la general  de  penas,  contentándose  con  clasi- 
ficarlas en  grupos  que  corresponden  con  las 
tres  especies  de  actos  punibles  que  él  recono- 
ce; crímenes,  delitos  y  contravenciones. 

Según  sus  artículos  6,  7  y  8,  son  penas  en 
materia  criminal;  la  muerte;  los  trabajos  forza- 
dos á  perpetuidad;  la  deportación;  los  traba- 
jos forzados  temporales;  la  prisión;  la  reclu- 
sión; el  destierro;  la  degradación  cívica.  Las 
dos  últimas  están  calificadas  de  infamantes; 
y  las  demás  de  aflictivas  é  infamantes. 

Según  el  artículo  9.°,  son  penas  ep^^^íxtena 
correccional:  la  prisión;  la  pérdida-'t^mporal  de 
ciertos  derechos  cívicos  civiles  ó  de   familia  y 

la  multa. 

Según  el  artículo  464,  son  penas  correspon^ 
dientes  á  las  contravenciones:  la  prisión,  la  multa 
y  la  confiscación  de  ciertos  objetos. 

Como  se  vé;  no  puede  ser  má?  pobre  ni  me- 
nos arreglado  á  sistema  y  principios  científi- 
cos el  cuadro  de  penas  de  esta  gran  nación: 
agrupaciones   desordenadas  de  penas,  que  no 
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tienen  relaciones  ente  sí,  ni  están  divididas 
según  reglas  generales  para  acomodarlas  á 
la  magnitud  del  delito.  Hay  necesidad  de  ir 
estudiando  una  á  una  las  disposiciones  de  es- 
te Código,  para  deducir  de  ese  examen  que  la 
prisión  criminal,  la  correccional  y  la  de  poli- 
cía difieren  por  su  duración,  por  el  lugar  en  que 
se  las  cumple,  y  por  la  forma  del  instituto  de 
éste;  que  los  delitos  comunes  y  los  políticos 
tienen  penas  diversas,  excluyéndose  la  de 
muerte  entre  las  antiguamente  señaladas  para 
estos  últimos,  por  haberse  suprimido  el  cadal- 
so político  por  ley  de  8  de  Enero  de  1 850;  y 
que  hay  penas  accesorias,  no  en  el  sentido  de 
anejas  á  otra  principal;  sino  en  el  de  secun- 
darias para  ciertos  delitos,  á  los  que  se  apli- 
can, sea  después  de  cumplida  ésta,  sea  como 
una  especialidad  de  castigo. 

La  nota  de  infamia  que  acompaña  al  ma- 
yor número  de  sus  castigos,  la  perpetuidad  de 
muchos  de  ellos,  recomiendan  muy  mal  ante  la 
ciencia  el  Código  penal  de  un  país  que,  con- 
tando en  su  seno  eminencias  jurídicas,  podía 
tener  una  legislación  modelo. 

El  Código  italiano,  á  semejanza  del  fran- 
cés, omite  la  formación  de  una  escala  general 
de  penas,  y  sólo  agrupa  éstas  en  razón  de  la 
gravedad  de  los  reatos   que   con    ellas   casti- 

Según  su  artículo    13.  son  penas  criminales: 
I.**  la  muerte,    2.°  los,  trabajos  forzados  perpe- 
tuos:. 3-*"  los  trabajos  forzados  temporales:   4.® 
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a  reclusión:  5.°  la  relegación:  y  6."  la  ínhabi- 
itación  para  cargos  públicos. 
'  Según  el  artículo  26  son  penas  cotteccionaUs: 
[."la  cárcel:  2."  la  custodia:  3.°  el  confinamien- 
:o:  4."  el  destierro  local:  5.°  la  suspensión  del 
ijercicio  de  cargos  públicos:  y  6."  la  multa  de 
Tiás  de  50  liras. 

Según  el  articulo  35  son  penas  de  policía:  el 
irresto,  y  la  multa  de  menos  de  50  liras. 

Este  Código  cuida,  como  oportunamente  lo 
aeremos,  de  definir  con  precisión  y  claridad 
os  caracteres  de  las  penas  que  establece,  y 
lún  cuando  no  les  señala  su  importancia  rela- 
tiva en  el  cuadro  que  de  ellas  se  puede  for- 
mar; fija  reglas  generales  para  su  división. 

Apesar  de  que  el  Código  italiano  se  pronun- 
cia también  por  las  penas  perpetuas  y  consi- 
dera infamantes  la  de  muerte  y  los  trabajos 
forzados;  ha  cuidado  de  limitar  la  nota  á  solo 
el  delincuente;  y  aún  puede  decirse  que  la  im- 
prime más  en  el  delito  que  en  la  persona  de 
su  autor»  por  cuanto  requiere,  para  declarar  la 
infamia,  que  esas  penas  hayan  sido  impues- 
tas por  determinados  crímenes. 

También  considera  este  Código  penas  ac- 
cesorias, de  las  que  nos  ocuparemos  al  exa- 
minar las  de  nuestra  ley. 

Arí.  34. — Las  penas  accesorias  ^lu  por  su  na - 
íuraleza  ó  ministerio  de  ley  van  unidas  á  otras 
principales  son: 

La  interdicción  civil. 

La  inhabilitacibn. 


r 
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La  pérdida  de  los  instrumentos  con  que  se  co- 
metió el  delito. 

El  pago  de  daños ^  gastos  y  costas,  procesales. 
La  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad. 

m 

Comentario. — Es  exacto  lo  que  indica  el 
Código  respecto  de  las  penas  accesorias: 
ellas  son,  en  el  mayor  número  de  casos,  una 
consecuencia  natural  de  la  situación  anóma* 
la  á  que  el  castigo  principal  lleva  al  condena- 
do. ¿Cómo  podría  éste,  encerrado  en  la  peni- 
tenciaría ó  en  la  cárcel,  ejercer  los  derechos 
ni  cumplir  las  obligaciones  anejas  á  la  pa- 
tria potestad  respecto  de  sus  hijos?  Cómo  ad- 
ministrar los  bienes  de  la  sociedad  conyugal? 
¿Cómo  desempeñar  cargos  concejiles  ó  polí- 
ticos? En  otros,  aún  cuando  la  pena  acceso- 
ria no  fluye  de  la  principal,  como  en  los  ante- 
riores; debe  ser  impuesta  por  la  ley  para  cau- 
telar ágenos  derechos  y  garantir  á  la  sociedad 
en  general  contra  las  reincidencias.  Este  fin 
Jlenan  la  interdicción  civil,  la  indemniza- 
ción de  daños  y  pago  de  costas  y  la  sujeción 
á  la  vigilancia  de  la  autoridad. 


No  siendo  la  reforma  del  delincuente  el 
único  fin  racional  de  la  pena,  ni  menos  su  efec- 
to necesario  ¿qué  garantías  puede  ofrecer  á 
los  hijos  ni  á  la  esposa  la  administración  de 
sus  bienes  y  gestión  de  sus  derechos,  por  un 
padre  ó  un  esposo,  cuya  pasada  conducta  ha- 
bría de  hacerles  temer  todo  de  él,    mientras  no 
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hubiese   probado,  con  hechos    incontestables, 
su  resolución  de  proceder  ya   honradan^ente? 

¿Cómo  podrían  encomendarse  los  cargos 
públicos,  cuyo  desempeño  exije  honorabili- 
dad acrisolada,  á  quien  dio  pruebas  de  no  po- 
seerla, y  no  se  ha  rehabilitado  aún  acreditando 
su  trasform ación,  por  la  pena,  en  un  elemento 
útil,  en  un  buen  ciuda*dano? 


Los  instrumentos  del  crimen,  en  manos  del 
delincuente  serían  un  peligro  para  él  y  para 
la  sociedad:  sabe  cómo  se  les  puede  emplear; 
y  conservándolos  en  su  poder,  sería  casi  segu- 
ra la  tentación  de  probar  una  vez  más  su  efi- 
cacia, con  daño  de   tercero  y  del  orden  social. 


Algunas  legislaciones  amplían,  con  justicia, 
la  confiscación,  haciéndola  extensiva  á  los  ob- 
jetos producidos  por  el  delito:  así  al  falsifica- 
dor de  moneda,  no  sólo  se  le  confisca  los  cu- 
ños y  demás  instrumentos  que  sirvieron  para 
la  falsificación;  sino  también  las  monedas,  bue- 
nas ó  malas,  que  por  tan  ilícito  medio  hubiese 
llegado  á  adquirir.  Aún  cuando  ellas  dicen,  de 
un  modo  general,  que  se  debe  confiscar  todo 
lo  producido  por  el  delito;  no  ha  de  creerse 
que  se  comprende  entre  lo  producido  lo  que 
conocidamente  pertenece  á  un  tercero  que  fué 
perjudicado:  eso  se  debe  restituir,  y  no  puede 
apropiárselo  el  Estado  á  título  de  confisca- 
ción. 
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El  pago  de  daños,  gastos  y  costas  procesa- 
les,  no   se  deriva  naturalmente  de  la  calidad 
de  la  pena  principal,  como  la  interdicción  y  la 
inhabilitación;    pero  si   fluye  necesariamente 
I  del  delito  mismo.  La  represión  de  éste  sería 

incompleta,  si  se  consintiera  que  continuase  el 
mal  ocasionado  por  él.  Y  no  debe  confundirse 
la  indemnización  con  la  simple  restitución:  es- 
ta consiste  en  la  mera  devolución  de  lo  adqui- 
rido ilícitamente;  aquella,  en  la  reposición  de 
lo  que  el  damnificado  hubiese  perdido  á  con- 
secuencia del  delito,  reposición  que  ha  de  ha- 
cerse del  peculio  del  ofensor  ó  del  producto 
de  su  trabajo  personal.  Así;  el  que  hubiese  ro- 
bado á  un  artesano  sus  herramientas,  no  sólo 
debe  devolver  éstas,  sino  pagar  los  jornales 
que  su  falta  le  hubiese  impedido  percibir,  y  lo 
que  hubiere  desembolsado  para  alcanzar  de 
la  justicia  el  castigo  del  ladrón  y  la  reparación 
del  daño  causado. 


La  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad 
tampoco  es  consecuencia  de  la  naturaleza 
de  algunas  penas  ó  delitos  determinados;  pe- 
ro si  una  precaución,  necesaria  en  gran  nú- 
mero de  casos  para  prevenir  las  reinciden- 
cias. El  que,  cumplida  una  condena,  se  en- 
trega á  una  vida  de  ocio  y  disipación,  es,  con 
toda  probabilidad,  un  próximo  reincidente;  y 
el  que,  por  el  contrario,  busca  ^rehabilitación 
en  el  trabajo  honrado,  que  todolo  santifica,  dá 
pruebas  de  un  arrepentimiento  sincero  y  de  la 
reforma  de  sus  costumbres.   Necesario  es,  por 
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tanto,  que  la  autoridad  conozca  el  género  de 
vida  que  llevan  uno  y  otro,  para  que  le  sea  fá- 
cil el  ejercicio  de  su  misión  conservadora  del 
orden,  en  el  posible  caso  de  reincidencia  del 
primero. 


Haciendo  el  estudio  comparativo  de  este  ar- 
tículo con  los  que  llevan  los  números  35,  36, 
37  y  38  en  el  presente  Código;  se  comprende 
que  entre  las  penas  accesorias  hay  dos  de  apli- 
cación indefectible  en  toda  sentencia  conde- 
natoria, que  son;  la  pérdida  de  los  instrumen- 
tos con  que  se  cometió  el  delito  y  el  pago  de 
daños,  gastos  y  costas  procesales;  y  tres  que 
varían  según  la  naturaleza  de  la  pena  princi- 
pal que  se  impusiere;  tales  son,  la  inhabilita- 
ción, la  interdicción  civil  y  la  sujeción  á  la  vi- 
gilancia de  la  autoridad. 

Creemos  que  estas  disposiciones  del  Código 
no  están  en  plena  ejecución  en  nuestros  juz- 
gados y  tribunales,  y  que  convendría  se  recor- 
dase la  necesidad  de  su  cumplimiento. 

Ordinariamente  vemos  especificar  en  las 
sentencias  las  penas  accesorias  variables  que 
se  impone  á  los  condenados;  pero  no  recorda- 
mos sino  muy  pocas  en  que  se  haya  ordenado 
el  comiso  de  los  instrumentos  del  crimen,  y 
ninguna  en  que  se  obligue  al  reo  á  la  indemni- 
zación de  daños  y  pago  de  costas. 

Tenemos  entendido  que  estas  omisiones  de- 
penden I.®  de  que  en  el  mayor  número  de  ca- 
sos los  instrumentos  del  crimen;  lo  que   vul- 
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garmente  se  ha  dado  en  llamar  cuerpo  de  deli- 
tOj  son  objetos  sin  ningún  valor,  ó  de  valor  in- 
significante; y  2.°  de  que  casi  todos  los  juicios 
se  siguen  de  oficio,  sin  que  haya  persona  inte- 
resada que  reclame  y  pida  la  ampliación  de 
los  fallos  correspondientes.  El  celo  de  los  de- 
fensores, en  las  causas  entre  partes,  y  de  los 
que  ejercen  el  Ministerio  público,  en  las  de- 
más; podrían  iniciar  un  nuevo  período  de  ma- 
yor eficacia  en  el  enjuiciamiento  criminal:  más 
somos  de  sentir  que  las  Cortes  Superiores  y 
la  Suprema  deben  fijar  su  atención  en  ese  pun- 
to, para  que  se  establezca  una  práctica  extric- 
tamente  legal,  que  puede  indemnizar  en  al- 
go al  Estado  de  los  gastos  que  ocasiona  la  ad- 
ministración de  justicia  penal,  pues,  á  nuestro 
entender,  las  costas  en  las  causas  de  oficio  co- 
rresponden al  fisco,  y  se  llegaría  á  obtener,  al 
cabo  de  mucho  tiempo  es  cierto,  algún  prove- 
cho de  la  venta  en  remate  de  cuerpos  de  delito 
decomisados. 


El  Código  argentino,  en  su  artículo  63,  ca- 
lifica de  accesorias  á  lade  presidio,  las  siguien- 
tes penas:  i.*  inhabilitación  absoluta  para  car- 
gos públicos  y  para  el  ejercicio  de  los  derechos 
políticos,  activos  y  pasivos,  por  el  tiempo  de 
la  condena  y  la  mitad  mas:  2/  interdicción  ci- 
vily  que  priva,  mientras  se  sufre  la  pena,  de  la 
patria  potestad,  de  la  administración  de  los 
bienes  y  del  derecho  de  disponer  de  ellos  por 
actos  entre  vivos:  3.*  sujeción  á  la  vigilancia  de 
la  autoridad  por  uno  ó  cinco  años,  después  de 
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cumplida  la  pena.  £1  articulo  6g  dispone  que 
estas  mismas  penas  sean  accesorias  á  la  de  pe- 
nitenciaría; pero  deduciéndose  una  tercera 
parte  de  tiempo  á  la  inhabilitación  y  vigilan- 
cia, concluida  la  condena.  El  articulo  67  dice 
que  la  pena  de  prisión  lleva  consigo  la  suspen^ 
sión  de  todo  cargo  y  derecho  politico  del  pe- 
nado durante  el  tiempo  de  la  condena.  El  ar- 
tículo 80,  por  último,  dispone  que  toda  pena 
que  se  imponga  lleve  consigo  la  pérdida  de  los 
efectos  que  de  él  provengan,  y  de  los  instru- 
mentos con  que  se  ejecutó,  que  serán  decomi- 
sados, salvo  los  que  pertenezcan  á  un  tercero 
irresponsable.  y 

La  comparación  de  estos  artículos  con  el  del 
Código  peruano  que  comentamos,  prueba  que 
las  penas  accesorias  que  ambas  legislaciones 
reconocen  son  casi  las  mismas;  notándose  sí 
la  omisión  de  la  ley  argentina  al  no  consig- 
nar disposición  ninguna  sobre  las  inhabilitacio- 
nes é  interdicciones  anejas  á  una  condena  de 
presidio  ó  penitenciaría  por  tiempo  indetermi- 
nado, á  fin  de  evitar  la  vaguedad  que  resulta- 
rá en  una  sentencia,  al  condenar  á  inhabilita- 
ción ó  interdicción  por  la  mitad  de  una  canti- 
dad de  tiempo  no  conocida. 

Además;  pudiendo  el  presidario  y  el  peniten- 
ciado, después  de  15  años  de  clausuira,  pedir 
indulto  ¿debe  entenderse  que,  conseguido  és- 
te sobre  la  pena  principal,  queda  indultada 
también  esa  mitad  más  á  que  los  artículos  63 
y  67  se  refieren?  Y  en  el  caso  afirmativo  ¿por 
qué  resultaría  más   favorecido  el  condenado 
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por  tiempo  indefinido,  que  el  condenado  por 
15  años? 

Hallamos  en  este  código  una  disposición 
(artículo  64  y  66)  en  virtud  de  la  cual  las  pe- 
nas 'de  presidio  y  penitenciaría  pueden  ser 
agravadas  con  reclusión  solitaria  en  los  aniver- 
sarios del  delito;  disposición  que  conceptua- 
mos conveniente  para  despertar  el  arrepenti- 
miento y  producir  la  enmienda.  Es  probable 
que  esa  reclusióiv^olitaria  presente  á  los  ojos 
del  presidario  ó  penitenciado,  con  el  más  vivo 
colorido  el  cuadro  de  su  vida  pasada  y  de  §u 
situación  actual,  demostrándole  que  esta  es 
una  consecuencia  de  aquella,  y  le  haga  formar 
el  propósito  de  un  cambio  radical  de  conducta 
al  volver  al  seno  de  la  sociedad. 


El  Código  belga  impone  como  pena  acce- 
soria por  todo  crimen,  delito  ó  contravención, 
una   multa  en  beneficio  del  Estado,  cuyo  mí- 
nimun   es  de  26  francos   para  los   primeros,  y 
que  fluctúa  entre  i  y  25  para  los  últimos.  Es- 
tas multas  se  imponen   individualmente  á   los 
condenadas;   y  se  sustituyen    con  una   prisión 
más  ó  menos  dilatada,  cuando   no  pueden  ser 
satisfechas  en  el  plazo  de  dos  meses.     Tam- 
bién es  pena  accesoria  invariable,  según  dicho 
Código,  para  toda  infracción  cometida  por  me- 
dio de  algún    instrumento,  la  confiscación   de 
las    cosas  que  constituyen  el  objeto  de   la  in- 
fracción, de  las  que  han  servido  para  cometer- 
la, cuando  sean  de  la  propiedad  del  condena- 
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0  do,  y  de  las  cosas  producidas  mediante  ella 

1 1  (artículos  38,  39,  40,  427  43-) 

fi^y  Las  sentencias  de  muerte  y  trabajos  forzá- 

is dos   llevan   consigo   la  interdicción  de  los  si- 

■^  V  guientes  derechos:  desempeñar  funciones,  em- 

i| :  .    pieos   ó  cargos  públicos;  elegir  ó  ser  elegido; 

Jj.  usar  condecoraciones  ó  títulos  de  nobleza;  ser 

h'  jurado,  perito,  testigo  instrumental  ó  judicial, 

ser  tutor,  curador  ó  miembro  de  un  consejo 
de  familia,  consejero  judicial  ó  administrador; 
llevar  armas;  formar  parte  db  la  guardia  ciu- 
dadana ó  del  ejército  (artículo  31.) 

*  Estas  penas,  equivalentes  á  nuestra  inhabi- 
litación  é   interdicción   civil,  van   invariable- 
j  mente  unidas  á  las  condenas  antedichas,  y 

pueden  ser  además  aplicadas  por  las  cortes  de 
asisia  al  imponer  las  de  reclusión,  detención  ó 
penas  correccionales,  por  términos  cuya  dura- 
ción  prefija  la  ley  en   su  máximun   (artículos 

32,  33  y  34-) 

Debemos  recordar  aquí  lo  que,  respecto  del 

Código  belga,  dijimos  en  el  comentario  al  ar- 
tículo 17.  Ahí  hemos  visto  que  el  pago  de  cos- 
tas procesales  y  daños  no  es  en  rigor  una  pe- 
na accesoria,  como  lo  estatuye  el  nuestro;  si- 
no el  efecto  de  una  acción  especial,  de  carác- 
ter civil. 


El  Código  chileno  solo  considera  como 
penas  accesorias;  las  de  suspensión  é  inhabili- 
tación para  cargos  y  oficios  públicos,  derechos 
políticos  y  profesiones  titulares  en  los  casos 
en  que,  no  imponiéndolas  especialmente  la  ley, 
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ordena  que  otras  penas  las  lleven  consigo;  las 
de  caución  j  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  au- 
toridad en  casos  especiales,  y  además,  la  cade- 
na ó  grillete,  la  celda  solitaria  y  la  incomuni- 
í  cación   con    personas  extrañas  al    estableci- 

miento correccional,  que  á  nuestro  juicio  no 
son  verdaderas  penas,  sino  formas  disciplina- 
rias de  agravación  de  otras. 

Como  se  ve;  la  interdicción  civil  no  entra 
en  el  sistema  penal  de  Chile,  ni  como  castigo 
principal  ni  como  accesorio;  y  estas  denomina- 
ciones no  tienen  en  él  la  misma  significación 
que  en  el  nuestro,  pues,  basta,  en  unos  casos, 
que  una  pena  vaya  unida  á  otra  distinta,  pa- 
ra que  la  primera  tome  distinto  carácter,  y  en 
otros,  agravar  la  misma  pena  con  alguna  pri- 
vación ó  sufrimiento,  para  que  éstos  constitu- 
yan castigo  diferente- 

El  pago  de  costas,  daños  y  perjuicios  no 
tiene  en  la  ley  chilena  carácter  penal:  es  una 
simple  obligación  civil  que  se  deriva  de  todo 
acto  punible,  y  que  va  envuelta  en  toda  sen- 
tencia condenatoria,  aún  cuando  el  juez  no  la 
declare  expresamente  (artículo  24).  En  es- 
te punto  hallamos  más  fundada  dicha  ley  que 
la  nuestra. 


El  Código  español,  reproducido  casi  lite- 
ralmente por  el  chileno  en  esta  parte,  recono- 
ce las  siguientes  penas  accesorias;  argolla,  de- 
gradación, interdicción  civil,  pérdida  ó  comi- 
so de  los  instrumentos  y  efectos  del  delito,  re- 
sarcimiento de  gastos  ocasionados  por  el  juicio 
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li":  y  pago  de  costas  procesales;   previniendo  que 

^.  las  penas  de   inhabilitación  y  suspensión  para 

cargos  públicos,  derechos  políticos,  profesión 
ú  oficio,  son  accesorias  en  los  casos  en  que,  no 
imponiéndolas  especialmente  la  ley,   declara 
^  que  otras  penas  las  llevan  consigo;  y  que  las  de 

If  resarcimiento  de   gastos   ocasionados  por  el 

juicio  y  pago  de  costas  procesales  se  entienden 
impuestas  por  la  ley  á  los  autores  de  todo  de- 
i  lito  ó  falta,  á  sus  cómplices,  encubridores  y  de- 

|í,  más  personas  legalmente  responsables. 

Habiendo  expuesto  nuestro  juicio  sobre  es- 
I  tas  disposiciones  al  oouparnos  del  Código  chi- 

í¿  leño,  creemos  inútil  repetirla 

Art.  25. — No  se  reputa  pena   la  detención  ni 
la  prisión  de  los  reos   durante  el  juicio^  ni  la  sus- 
pensión ó  separación  del  empleo  ó  cargo  público 
que  las  autoridades  ordenen  en  uso  de  sus  atribu- 
l^i  dones. 

Comentario,— Rste  artículo  se  halla  en  con- 
sonancia perfecta  con  la  definición  que  de  las 
penas  sociales  hemos  dado  en  el  exordio  del 
^  23°;  más  ha  sido  notablemente  modificado  por 

^'  el  4.°  de  la  ley  de  21  de  Diciembre  de  1878,  que 

permite  computar,   en  el  término  de  la  conde- 
na, el  tiempo  de  detención  ó  prisión,  cuando  el 
juicio  se  haya  retardado  por  causas   indepen- 
t  •  dientes  de  la  voluntad  del  reo.  (*)  Al  hacerse  la 

reforma  de  este  Código  será,  pues,  convenien- 


(*)  La  suprema  ejecutoría  de  23  de  Marzo  de  1897,  en  la  cansa  se- 
f:  guida  contra  José  M.  Vasquez  y  otros  por  homicidio    declara  de  con- 

i''  lormidad  con  el  dictamen  del  Sr.  Fiscal  Arbaiza  <^ue  el  descuento  de 

^  la  carcelería  es  obligatorio;  y  sólo  potestativo  del  juez  declarar  si  ese 

L  descuento  ha  de  ser  del  todo  ó  parte. 
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te  alterar  los  términop  absolutos  en  que  se  ha- 
lla redactado  el  artículo  que  comentamos. 

Humanitaria  y  conveniente  es  sin  duda,  la 
disposición  de  la  ley  últimamente  citada;  pe-  V 

ro  no  se  puede  negar  que  ella  desnaturaliza  la 
noción  del  castigo,  dando  el  carácter  de  tal  á 
un  simple  trámite  del  procedimiento,  que  no 
puede  racionalmente  tenerlo,  cualquiera  que 
sea  su  duración. 

La^pena  no  se  legitima,  sino  desde  el  mo- 
mento en  que  el  delito  ha  sido  probado;  y  un 
castigo  anterior  á  esa  prueba  es  una  injusticia, 
que  sólo  puede  aceptarse  para  evitar  la  mayor 
que  resultaría  de  hacer  sufrir  al  acusado  las 
consecuencias  de  la  imperfección  ó  insuñcien- 
cia  de  los  arbitrios  judiciales  para  obtener  rá- 
pidamente la  comprobación  de  los  delitos  y  el 
descubrimiento  de  sus  autores. 

Y  se  dirá  ^'en  el  caso  de  absolución,  después 
de  un  enjuiciamiento  prolongado,  qué  carácter 
tenían  esa  detención  y  esa  prisión  que  la  ley 
permite  incluir  en  el  término  de  una  condena? 
¿que  reparación  se  otorga  al  perjudicado  con 
ellas.'^  ¿por  qué  el  verdadero  culpable  ha  de 
quedar  en  mejor  condición  que  el  inocente, 
y  víctima  de  meras  sospechas,  ya  que  no  de 
una  calumnia  disfrazada?  Si  de  reparar  injus- 
ticias se  trata,  falta  algo  en  la  ley  del  78;  la 
declaración  del  derecho  á  indemnizaciones 
por  la  sociedad,  puesto  que  en  nombre  de  su 
orden  y  bienestar  se  atacó  la  libertad  indivi- 
dual, y  con  ella,  intereses  cuya  trascendencia 
es  fácil  preveér. 


I 


Embarazosa  es  ciertamente  la  observación 
en  el  terreno  de  los  principios;  más  no  la  ha- 
llamos atendible  en  la  práctica.  Dada  una  per- 
fecta administración  de  justicia,  la  indemni- 
zación propuesta  sería  aceptable.  ¿Pero  quién 
responde  á  la  sociedad  en  el  caso  contrarío, 
que  es  el  más  frecuente?  ¿Quién  la  garantiza 
contraías  absoluciones  indebidas?  En  el  esta- 
do actual  de  la  humanidad,  preferible  es  dejar 
las  cosas  como  se  hallan. 

El  Código  argentino,  considera,  no  potes- 
tativa, sino  obligatoria  la  compensación  de  la 
pena  con  la  prisión  preventiva:  su  artículo  49 
está  concebido  en  los  siguientes  términos:  «El 
tiempo  de  prisión  preventiva  que  hubiese  su- 
frido el  condenado,  se  le  computará:  por  tres 
días  de  prisión,  uno  de  presidio;  por  dos  días 
de  prisión,  uno  de  penitenciaría;  por  uno  de 
prisión,  otro  de  la  misma  pena;  por  dos  dias  de 
arresto,  uno  de  prisión  y  por  uno  de  esta  pe- 
na, cuatro  pesos  de  multa. 

Vemos  prevalecer  en  la  ley  argentina  los 
mismos  propósitos  que  en  la  nuestra  de  Di- 
ciembre de  1878  antes  citada;  siéndole,  por 
consiguiente,  aplicables  las  observaciones  que 
arriba  dejamos  consignadas. 

El  Código  belga,  estatuye  igualmente  (art. 
50)  la  compensación  de  la  pena  con  la  prisión 
preventiva,  cuando  la  primera  haya  de  con- 
sistir en  la  privación  de  la  libertad.  Dice  al 
respecto:   c  La  detención  sufrida  antes  de  que 
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la  sentencia  condenatoria  quede  ñrmei  por 
consecuencia  de  la  misma  infracción  origen  de 
la  sentencia,  se  computará  para  la  duración 
de  las  penas  de  privación  de  libertad. 

A  las  objeciones  anteriormente  formuladas,  se 
nos  ocurre  agregar  aquí  las  siguientes:  i.*  ¿Por 
qué  no  se  hace  en  la  escala  penal  la  reducción 
necesaria,  tomando  en  cuenta  la  duración  posi- 
ble de  la  detención  ó  prisión  preventiva,  si  no 
se  quiere  que  ios  castigos  resulten  exagerados, 
y  se  prefiere  desnaturalizar  los  trámites  del 
procedimiento  dándoles  un  carácter  que  no  les 
corresponde?  2.*  ¿Por  qué  sólo  las  penas  de 
privación  de  libertad  tienen  una  compensación 
en  los  sufrimientos  anteriores  á  la  condena; 
y  carecen  de  ella  las  demás,  cuando  sería  lo 
justo  aminorarlas  también,  en  proporción  á 
estos  sufrimientos,  especialmente  en  las  le- 
gislaciones que  hablan  de  retardo  en  el  proce- 
so y  fundan  en  él  su  concesión? 

El  Código  chileno,  inspirado  por  la  mis- 
ma idea  filosófica  que  dictó  el  artícnlo  que  co- 
mentamos, hace  la  siguiente  declaración.  «Art. 
20.,  No  se  reputan  penas,  la  restricción  de  la 
libertad  de  los  procesados;  la  separación  de 
los  empleos  públicos  acordada  por  las  autori- 
dades en  uso  de  sus  atribuciones  ó  por  el  tri- 
bunal durante  el  proceso  ó  para  instruirlo,  ni 
las  multas  y  demás  correcciones  que  los  supe- 
riores impongan  á  sus  subordinados  y  admi- 
nistrados en  uso  de  su  jurisdicción  dísciplinal 
ó  atribuciones  gubernativas.]» 
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El  Código  español  establece  en  su  artículo 
28  que  la  duración  de  las  penas  temporales  se 
empiece  á  contar  desde  el  día  que  la  sentencia 
condenatoria  quede  ejecutoriada,  lo  cual  en  las 
penas  personales  se  entenderá  si  el  reo  quedare 
desde  luego  en  poder  de  la  autoridad;  y  si  no, 
desde  que   se   presente   ó  fuere  aprehendido. 

Dispone  además  que  si  se  hubiere  inter- 
puesto recurso  de  nulidad  ó  de  casación,  y  por 
consecuencia  de  él  se  redujere  la  pena,  se 
contará  la  duración  de  ésta  desde  que  se  haya 
publicado  la  sentencia  anulada  ó  casada. 

Esto  importa  ya  la  declaración  implícita  de 
no  reconocer  penas  anteriores  al  fallo;  pero 
además  el  artículo  22  dice  literalmente:  «No 
se  reputan  penas  la  restricción  de  la  libertad 
de  los  procesados,  la  separación  de  los  emplea- 
dos públicos  acordada  por  las  autoridades 
gubernativas  en  uno  de  sus  atribuciones,  ó  por 
los  tribunales  durante  el  proceso,  ó  para  ins- 
truirlo, ni  las  multas  ni  demás  correcciones  que 
los  superiores  impongan  á  sus  subordinados  y 
administrados,  en  uso  de  jurisdicción  disci- 
plinal  ó  atribuciones  gubernativas,  d 

El  Código  francés  no  admite  compensa- 
ción entre  la  prisión  preventiva  y  la  pena, 
cualquiera  que  sea  ésta.  Dice  su  artículo  23: 
«La  duración  de  las  penas  temporales  se  con- 
tará desde  el  día  en  que  la  condena  haya  lle- 
gado á  ser  irrevocable.!)  Su  artículo  24  está 
concebido  en  esta  forma:  «Sin  embargo  con 
respecto  á  la  condena  de  prisión  pronunciada 
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contra  los  individuos  que  se  encuentran  su- 
friendo prisión  preventiva,  la  duración  de  la 
pena,  si  el  condenado  no  hubiera  interpuesto 
reca^rso,  se  contará  desde  la  fecha  del  fallo; 
apesar  de  la  apelación  ó  del  recurso  del  Mi- 
nisterio público,  y  cualquiera  que  fuere  el  re- 
sultado de  la  apelación  ó  del  recurso,  d — Lo 
propio  se  observará  en  los  casos  en  que  la  pe- 
na hubiere  sido  disminuida  en  virtud  de  la 
apelación  ó  del  recurso  del  condenado.» 

Como  se  vé  este  Código,  si  acepta  una  com- 
pensación de  pena;  sólo  es  con  la  prisión  pos- 
terior al  fallo  de  primera  instancia,  que  en  ri- 
gor no  puede  calificarse  de  preventiva,  por 
cuanto  ese  fallo  termina  verdaderamente  el 
juftio;  no  siendo  las  instancias  posteriores  sino 
una  mera  comprobación  de  la  legalidad  de 
éste.  Esa  prisión  que  sigue  á  la  condena  for- 
ma, sin  duda  alguna,  parte  de  la  pena;  y  no 
hay  por  tanto  inconsecuencia  con  la  lógica  re- 
conociéndola como  tal. 


El  Código  italiano,  establece  la  compen- 
sación total  ó  parcial  de  la  pena  con  la  pri- 
sión preventiva,  en  el  caso  de  que  la  primera 
haya  de  ser  la  de  cárcel  (art.  59):  las  demás 
siendo  temporales,  han  de  computarse  desde 
la  fecha  de  la  sentencia  (art.  71.) 

Art.  26. — Cuando  la  ley  varíe  ha  pena  antes  de 
pronunciarse  la  sentencia  que  cause  ejecutoria  y  la 
variación  aprovechará  al  reo  $i  le  fuese  favora- 
ble; pero  no  le  dañará  en  el  caso  de  serle  adversa. 

Comentario. — Lo  dispuesto  en.  este  artículo 
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se  halla  en  contradicción  con  lo  prescrito  en 
el  artículo  15  de  la  Constitución  del  Estado, 
que  declara  no  tener  ninguna  ley  fuerza  ni 
efecto  retroactivo;  por  lo  que  debe  consi- 
derarse como  una  excepción  de  este  principio, 
hecha  con  el  fin  de  evitar  los  males  que  re- 
sultarían de  su  inflexible  aplicación  al  impo- 
ner los  castigos. 

Si  al  pronunciar  la  última  condena,  la  con- 
dena irrevocable;  se  ha  suavizado  el  rigor  de 
la  ley  penal;  no  ha  sido  indudablemente  por 
un  capricho  del  legislador;  sino  por  obediencia 
á  la  modificación  introducida  en  las  ideas  y 
costumbres  de  la  sociedad,  que  entonces  mi- 
ra con  menos  antipatía  lo  que  antes  la  horro- 
rizaba y  alarmaba  profundamente,  y  que  lle- 
gará á  juzgar  tal  vez  como  acto  meritorio,  ce- 
diendo á  los  impulsos  de  una  civilización  que 
avanza.  La  imposición  de  la  antigua  pena  no 
hallaría  pues,  la  aceptación  de  esa  sociedad  á 
la  que  con  ella  se  tratara  de  satisfacer  y  tran- 
quilizar, muy  al  contrario;  la  censura  general, 
y  quizás  una  de  esas  sublevaciones  en  masa, 
pidiendo  la  libertad  del  reo,  de  que  abundan 
ejemplos  en  la  historia  de  los  pueblos,  serían 
las  consecuencias  del  rigor  en  castigo. 

La  aplicación  de  la  antigua  ley  menos  se- 
vera, aún  cuando  al  tiempo  de  condenar  se 
halle  vigente  otra  más  dura,  no  ofrece  las  mis- 
mas dificultades.  Por  grandes  que  sean  la  in- 
dignación y  la  alarma  producidas  al  perpe- 
trarse el  delito;  al  inflijirse  la  pena  se  despier- 
ta  un  sentimiento  general  de  compasión  por 
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el  delincuente,  y  aún  los  más  exigentes  se 
conforman  con  el  simple  hecho  de  no  quedar 
impune  el  crimen,  cualquiera  que  sea  la  na- 
turaleza del  castigo  que  se  le  imponga;  el 
concepto  de  que  el  culpable  lo  es  menos  por 
razón  de  la  entidad  de  la  pena  señalada  á  su 
delito  cuando  lo  cometió,  brota  expontánea- 
mente  en  todos  los  espíritus  y  los  fines 
racionales  y  prácticos  de  la  pena  se  llenan 
en  toda  su  plenitud.  Todos  presumen  ge- 
nerosaipíiente  que,  si  al  delinquir  el  condena- 
do, hubiese  establecido  la  ley  un  castigo  más 
grave,  aquel  no  habría  tal  vez  prevaricado. 

Esta  agravación  de  pena  es,  por  otra  parte, 
un  hecho  rarísimo  en  la  historia  de  la  legisla- 
ción criminal.  De  las  horrorosas  venganzas  pri- 
vadas del  ofendido  y  su  familia,  y  de  los  cas- 
tigos terroríficos  de  la  edad  patriarcal,  ha  ido 
pasando  la  justicia  de  las  sociedades  por  dis- 
tintas etapas,  en  que  se  ha  humanizado  y  dul- 
cificado progresivamente  el  rigorismo  primiti- 
vo, notándose  en  todas  partes  una  saludable 
tendencia  á  combatir  la  criminalidad,  evitán- 
dola por  la  educación  y  la  instrucción,  en  vez 
de  buscar  la  ejemplarización  por  el  espanto. 

En  los  pueblos  demócratas,  donde  la  lucha 
incesante  de  los  partidos  políticos  engendra 
grandes  odios  que  producirían  terribles  ven- 
ganzas, es  además  indispensable  una  disposi- 
ción como  la  que  comentamos;  sin  ella,  se 
correría  el  peligro  de  que  se  dictase  leyes 
ad  hoc  para  sacrificar  inhumanamente  á  los 
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adversarios  vencidos,  6  salvar  á  los  correligio- 
narios, reos  de  antiguas  culpas. 

El  Código  argentino,  ha  ido  un  poco 
más  adelante  que  el  nuestro  en  tan  importan- 
te materia,  como  se  vé  por  lo  dispuesto  en  su 
artículo  48  que  en  seguida  trascribimos.  «Si 
la  ley  vigente,  al  tiempo  de  cometerse  el  de- 
lito, dice,  fuese  distinta  de  la  que  existe 
al  pronunciarse  el  fallo  ó  en  el  tiempo  inter- 
medio, se  aplicará  siempre  la  más  benigna. — 
Si  durante  la  condena  se  dictase  una  ley  más 
benigna,  la  pena  debe  limitarse  á  la  estable- 
cida por  esa  ley.» 

Aún  cuando  la.  última  parte  de  este  artículo 
compromete  la  firmeza  de  las  ejecutorias,  ha- 
ciendo necesaria  su  revisión  para  reducir  los 
límites  de  la  condena  á  los  señalados  por  la 
nueva  ley;  llena  un  fin  verdaderamente  hu- 
manitario, pues  nada  debe  ser  más  repugnan- 
te que  el  espectáculo  de  un  infeliz,  cumplien- 
do pena  durísima  por  un  acto  que  las  anti- 
guas preocupaciones  calificaron  de  horrible 
crímen^y  que  la  civilización  moderna  consi- 
dera tal  vez  como  una  falta  excusable. 

Creemos,  con  todo,  que  sería  preferible  ape- 
lar al  indulto,  concedido  bajo  determinadas 
condiciones  al  dictarse  la  nueva  ley. 


El  Código  belga  declara,  en  su  segundo 
artículo  que  ninguna  infracción  pueda  casti- 
garse sino  con  pesnas  que  se  hallen  establecidas 
por  la  ley  con  anterioridad  á  su  comisión;  y  que, 
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si  la  pena  prescrita  por  las  leyes,  al  tiempo  de 
dictarse  la  sentencia,  diñere  de  la  señalada  por 
la  ley  al  tiempo  de  la  infracción,  se  debe  im- 
poner la  menos  grave. 

Esto  es  exactamente  lo  mismo  que  acepta 
nuestro  Código. 

m 

El  Código  chileno  es  más  previsor  que 
los  anteriores  á  este  respecto,  pues,  disponien- 
do lo  mismo  que  ellos  para  el  caso  de  varia- 
ción en  la  pena;  adelanta  hasta  el  caso  de  que 
una  nueva  ley  exima  de  castigo  el  acto  ma- 
teria del  enjuiciamiento;  y  prescribe  que  tam- 
bién entonces  se  observe  lo  ordenado  por  esa 
nueva  ley;  problema  que  nuestro  código,  el  ar- 
gentino y  el  belga  no  han  resuelto  de  un  mo- 
do expreso,  si  bien  se  deduce,  de  los  términos 
de  sus  respectivos  artículos,  que  su  mente  es 
la  misma;  por  cuanto  no  se  cumpliría  la  ley 
más  benigna  si  se  aplicase  alguna  pena. 


El  Código  español,  en  su  artículo  2.°  di- 
ce: a  Siempre  que  la  ley  modere  la  pena  se- 
ñalada á  un  delito  ó  falta,  y  se  publicare 
aquella  antes  de  pronunciarse  el  fallo  que  cau- 
se ejecutoria  en  contra  de  los  reos  del  mismo 
delito  ó  falta,  disfrutarán  éstos  del  beneñcio 
de  la  ley. 

El  Código  francés  sólo  consigna,  entre 
sus  disposiciones  preliminares,  la  no  retro- 
actividad  de  las  leyes  aplicada  á  las  pena- 
les (art.   4.^)    más   el   artículo  6.**   del  decreto 
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que  lo  puso  en  vigenQÍa,  (i)  declara  que  «si  la  na- 
turaleza de  la  pena  impuesta  por  el  nuevo  có- 
digo penal  fuese  menos  fuerte  que  la  señalada 
en  el  código  anterior,  los  Tribunales  deben 
aplicar  las  penas  del  nuevo  código. 


El  Código  italiano,  estatuye  lo  siguiente, 
en  su  artículo  3.°:  «Ningún  reato  puede  casti- 
garse sino  con  penas  establecidas  por  la  ley 
anteiiorá  su  comisión» — dSi  la  pena  impues- 
ta por  la  ley  al  tiempo  de  cometerse  el  reato 
y  la  establecida  por  la  ley  posterior  fuesen  di- 
versas entre  sí,  se  aplicará  siempre  la  pena 
menos  grave» — <sSi  la  ley  elimina  de  la  clase 
de  reatos  una  acción  considerada  como  reato 
por  la  ley  anterior,  cesan  de  derecho  todos  los 
efectos   del   procedimiento   y   de  la  condena.» 

Art.  27. — El  perdón  de  la  parte  ofendida  no 
extingue  la  acción  del  Ministerio  Fiscal;  en  las 
causas  que  deben  seguirse  de  oficio. 

Tampoco  extingue  la  acción  civil  del  condonan^ 
te^  si  no  la  renuncia  expresamente. 

Comentario. — Son  efectos  del  delito  i.®  el  mal 
moral  y  material  que  causa  á  la  persona  direc- 
tamente ofendida:  2.°  el  desequilibrio  que  pro- 
duce en  el  estado  de  derecho,  es  decir,  en  esa 
armonía  que  debe  existir  entre  los  derechos 
individuales  y  sociales  para  que  haya  orden 
en  la  sociedad:    3.°  la  alarma   que   se  ocasiona 

(i)  Decreto  de  2%  de  Julio  de  i8xo. 
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por  el  temor  de  la  repetición  de  hechos  seme- 
jantes. Destruir  en  cuanto  sea  posible  estos 
efectos,  reponiendo  al  damnificado  en  el  goce 
del  bienestar  perdido,  restituyendo  la  armonía 
de  los  derechos  y  restableciendo  la  tranquilidad 
con  la  garantía  de  que  no  volverá  á  ser  per- 
turbada 6,  por.  lo  menos,  de  que  no  se  atenta- 
rá impunemente^  contra  ella;  tales  son  los  ñnes 
racionales  y  prácticos  de  la  pena, 

Siendo  un  principio  de  justfcia  universal  que 
el  que  ha  recibido  daño  tiene  derecho  para 
exijir  su  reparación;  no  cabe  duda  de  que,  tanto 
la  sociedad,  cuanto  el  individuo,  ofendidos  tie- 
nen ese  derecho,  que  la  primera  ejerce  por 
medio  de  ^os  funcionarios  á  quienes  encomien- 
da el  Ministerio  Fiscal.  El  primero,  proce- 
diendo en  uso<le  una  acción  que  le  es  propia, 
tiene  la  facultad  de  renunciarla  total  ó  parcial- 
mente; pero  los  últimos,  que  invisten  agena 
personería,  no  son  libres  para  condonar  ni  en 
todo  ni  en  parte  las  responsabilidades  que  es- 
tán obligados  á  hacer  efectivas. 

Aún  cuando  toda  acción  delictuosa  tiene 
trascendencia  sobre  los  fueros  de  la  sociedad, 
suele  ser  ésta  de  tan  pequeña  importancia,  que 
no  se  deja  sentir  casi  absolutamente.  Esa  in- 
tranquilidad, esa  alarma,  que  justifican  las  ges- 
tiones  de  los  representantes  de  la  sociedad,  no 
llega  á  presentarse;  y  la  ley  deja  al  mero  in- 
terés privado  la  persecución  del  culpable. 

Por  eso  hay  delitos  en  cuyo  juzgamiento  Inter- 
viene el/ Ministerio  Fiscal,  y  delitos  que  sólo  se 
pena  por  instancia  de   la  persona  agraviada* 


> 
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En  los  primeros,  el  perdón  del  ofendido  nada 
significa  en  relación  con  la  responsabilidad 
criminal  del  delincuente;  porque  el  Ministe- 
rio público  tiene  que  llenar  su  deber  persi- 
guiéndola. En  los  segundos,  no  habiendo  seña- 
lada ingerencia  legal  de  dicho  Ministerio,  to- 
do queda  fenecido,  en  Jo  tocante  á  la  respon- 
sabilidad criminal;  más  por  lo  que  respecta 
á  la  civil,  que  proviene  del  daño  causado 
al  ofendido  en  sus  intereses  materiales;  es 
racional  dejar  expedita  la  acción  para  exi- 
girla, pues  el  derecho  no  se  ha  extinguido  en 
modo  alguno:  se  perdonó  el  daño  moral;  pero 
no  el  material;  y  la  responsabilidad  se  extiei^j 
de  sobre  uno  y  otro.  , 

El  Código  argentino,  no  establece  disposi- 
ción ninguna  sobre  esta  materia,  que  sin  duda 
considera  extraña  á  la  ley  sustantiva,  y  propia 
de  la  de  procedimiento,  á  la  que  en  realidad 
pertenece;  se  limita  á  declarar,  en  su  artículo 
185,  que  los  reos  dfe  calumnia  ó  injuria  contra 
particulares  quedan  excentos  de  pena  si  son 
perdonados  por  la  parte  ofendida. 


El  Código  belga  también  ha  reservado  á 
la  instrucción  criminal  disponer  sobre  los  efec- 
tos del  perdón  de  la  parte  ofendida  en  la  res- 
ponsabilidad de  los  delincuentes:  allí  se  en- 
cuentran las  siguientes  prescripciones:  «Art. 
I.**  La  acción  para  la  aplicación  de  las  penas 
sólo  puede  ejercerse  por  los  funcionarios  á  quie- 
nes está  confiada  por  la  ley.p   «Art.  2.**  Cuan- 


—   231    — 

do  la  ley  subordina  él  ejercicio  de  la  acción 
pública  á  la  querella  de  la  parte  ofendida,  el 
desistimiento  de  esta  parte  antes  de  toda  in- 
dagación, suspende  el  procedimiento.  Tratán- 
dose de  adulterio,  este  desistimiento  puede 
hacerse  en  cualquier  estado  de  la  causa.  3> 
«Art.  3.^  La  acción  que  tenga  por  objeto  la 
reparación  del  daño  causado  por  un  delito, 
corresponderá  á  los  que  hayan  sufrido  este  da- 
ño, d  «Art.  4.°  La  acción  civil  puede  ejercerse 
al  mismo  tiempo  y  ante  los  mismos  jueces  que 
la  pública.»  «Puede  ejercerse  también  separa- 
damente; pero  en  este  caso  el  procedimiento 
se  suspenderá  hasta  que  recaiga  sentencia  de- 
finitiva en  la  acción  pública,  sustentada  antes 
ó  durante  la  sustanciación  civil.»  «La  renun- 
cia de  la  acción  civil  no  suspenderá  el  ejerci- 
cio de  la  acción  pública.» 

El  tenor  de  estas  disposiciones,  que  hemos 
creído  conveniente  trascribir  textualmente,  pa- 
ra qué  se  aprecie  niejor  la  diversidad  de  forma 
en  el  procedimiento,  á  más  de  lo  que  dijimos 
en  el  comentario  al  artículo  17;  nos  manifiesta 
que  los  principios  que  rigen  en  Bélgica  sobre 
esta  materia  son  esencialmente  los  mismos 
que  dominan  en  el  nuestro. 


El  Código  chileno,  en  su  artículo  19,  dice 
literalmente:  «El  perdón  de  la  parte  ofendida 
no  extingue  la  acción  penal,  salvo  respecto  de 
los  delitos  que  nó  pueden  ser  perseguidos  sin 
previa  denuncia  ó  consentimiento  del  agra- 
viado. 
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Esta  declaración  hecha  respecto  de  la  ac- 
ción penal,  importa  la  implícita  de  que  la  ci- 
vil, por  la  responsabilidad  -de  este  género,  fe- 
nece mediante  la  condonación  del  ofendido; 
pero  ya  hicimos  notar  (comentario  al  artículo 
1 8)  que  este  código  ha  reservado  á  la  ley  civil 
toda  disposición  al  respecto. 


,  El  Código  español,  dice  también,  en  su  ar- 
tículo  21,  que  el  perdón  de  la  parte  ofendida 
no  extingue  la  acción  penal  sino  la  responsa- 
bilidad civil,  en  cuanto  al  interés  del  condo- 
nante, si  lo  renunciare  éste  expresamente;  más 
declara  que  esta  disposición  no  se  extiende  á 
los  delitos  que  no  pueden  ser  perseguidos  sin 
previa  denuncia  ó  consentinjiento  del  agra- 
viado. 


El  Código  francés  considera  también  co- 
mo asunto  de  procedimiento  lo  que  prescribe 
el  artículo  que  vamos  congentando,  y  lo  ha  de- 
jado al  de  instrucción  criminal,  que  contiene, 
en  sus  artículos  i.°,  2.°,  3.°  y  4.%  disposiciones 
exactamente  iguales  á  las  que  hemos  trascrito 
ocupándonos  del  código  belga. 


El  Código  italiano  omite  como  el  francés 
y  el  belga,  toda  declaración  sobre  los  efectos 
del  perdón  de  la  parte  ofendida,  reservándola 
para  el  procedimiento  penal  que  estatuye  lo 
siguiente:  «Todo  hecho  punible  dará  lugar  á 
una  acción  penal.»  «Podrá  también  dar  lugar 
á  una  acción  civil  para  el  resarcimiento  del  da- 


ño  causado.»  cLa  acción  penal  es  esencialmen- 
te pública,  se  ejercerá  por  los  funcionarios  del 

Ministerio  público de  oficio  en  todos   los 

casos  en  que  para  promoverla  no  sea  necesa- 
ria instancia  de  la  parte  perjudicada  ú  ofendi- 
da»  <£n  los  casos  en  que  no  puede  ejer- 
citarse la  acción  penal  sino  á  instancia  de  la 
parte  ofendida,  no  podrá  ésta  promover  la  ac- 
ción penal  después  de  haber  preferido  la  civil 
ante  el  Juez  competente.»  ^Cuando  se  trata 
de  un  delito  contra  el  cual  tenga  derecho  á 
ejercer  de  oficio  al  Ministerio  público  la  ac- 
ción penal,  no  podrá  la  parte  ofendida  que  ha- 
ya intentado  el  juicio  ante  el  juez  civil  por 
resarcimiento  del  daño  causado  declararse  par- 
te civil  en  el  juicio  penal.»  cLa  renuncia  déla 
acción  civil  no  impedirá  ni  suspenderá  el  ejer- 
cicio de  la  acción  pública.»  (Artículos  i.^ 
al  8.^) 

Al  través  de  la  diversidad  de  formas  de  pro- 
cedimiento, se  descubre  en  la  ley  italiana  la 
misma  idea  dominante  en  la  nuestra;  el  per- 
dón del  agraviado  no  suspende  la  acción  del 
Ministerio  público  cuando  á  éste  es  obligato- 
ria la  acusación. 


A  ríiculo  28. — La  duración  de  las  penas j  es  la 
siguiente: 

Penitenciaría^  de  cuatro  a  quince  años. 
Expatriación  é  inhabilitación  absoluta  y  espe- 
cial^ de  uno  á  quince  anos. 
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Cárcely  reclusiÓHj  confinamiento  y  suspensión  de 
derechos  políticos,  de  cuatro  meses  á  cinco  años. 

Suspensión  de  empleo  6  cargo^  de  un  mes  á  des 
años. 

Sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad  ^  de  seis 
meses  á  cinco  años. 

A  rresto  mayor ^  de  cuarenta  días  á  seis  meses. 

A  rresto  menor ^  de  dos  á  treinta  días. 

Comentario. — Es  imposible  determinar  de 
una  manera  absoluta  y  precisa  la  duración  de 
las  penas;  por  cuanto  ella  debe  fijarse,  en  cada 
sociedad,  por  la  índole  nacional,  el  grado  de 
cultura,  el  estado  de  las  costumbres  y  multi- 
tud de  otras  circunstancias  que  varían  al  infi- 
nito de  un  pueblo  á  otro,  como. así  mismo  por 
la  austeridad  ó  indisciplina  de  los  estableci- 
mientos penales  y  por  la  solicitud  6  incuria  de 
las  autoridades  encargadas  de  la  ejecución  de 
los  castigos;  si  bien  esta  última  circunstancia 
puede  estimarse  como  transitoria,  y  ha  de  evi- 
tarse con  sumo  cuidado  para  impedir  el  fal- 
seamiento de  las  leyes. 

Ha  de  tenerse  en  cuenta,  por  otra  parte,  la 
naturaleza  y  trascendencia  del  delito  á  que 
una  pena  se  aplica,  para  decidir  si  ella  se  en- 
cuentra en  los  límites  de  lo  justo,  si  es  nece- 
saria y  eficaz  para  restablecer  el  orden,  repa- 
rar el  daño  y  prevenir  actos  delictuosos  de 
igual  naturaleza. 

Como  se  vé,  por  la  enumeración  hecha  en 
el  artículo  que  comentamos,  no  hay  en  nues- 
tra ley  penas  perpetuas  ó  de  duración  indefi- 
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nida,  que  no  pueden  justificarse  á  la  luz  de 
los  principios,  por  cuanto  los  efectos  del  delito 
siendo  como  son,  más  ó  menos  transitorios, 
no  dan  derecho  para  emplear  un  medio  de  re- 
paración permanente  é  inacabable. 

El  estudio  comparativo  de  los  sistemas  pe- 
nales de  los  siete  países  cuyas  legislaciones 
examinamos,  ofrece  dificultades,  por  la  di- 
versidad de  nomenclaturas,  por  las  diferencias 
en  la  duración  de  los  castigos  que  llevan  los 
mismos  nombres,  y  en  las  penas  accesorias 
unidas  á  las  principales,  para  hallar  perfectas 
equivalencias;  por  lo  que  renunciamos  á  la  for- 
mación de  un  cuadro  comparativo  que  los 
abrace  todos. 


El  Código  argentino  considera  la  pena  de 
presidio^  de  que-carece  el  nuestro,  y  le  da  du- 
ración indefinida  en  unos  casos,  y  de  tres  á 
quince  años  en  otros;  señala  los  mismos  térmi- 
nos á  la  de  penitenciaría;  designa  con  el  nombre 
genérico  de  prisión  la  pena  de  cárcel,  que  hace 
fluctuar  entre  uno  y  tres  años;  omite  las 
denominaciones  de  cárcel  y  reclusión,  que 
figjiran  en  el  peruano;  dá  al  arresto  la  duración 
de  un  mes  á  un  año,  sin  distinguirlo  en  ma- 
yor y  menor,  como  lo  hacemos  nosotros;  de- 
signa con  el  nombre  de  destierro  la  pena  que 
nuestro  Código  llama  expatriación,  haciéndo- 
la durar  de  uno  á  seis  años;  considera  la  ¿w- 
habilitacióny  sea  absoluta  ó  especial,  como  tem- 
poral y  perpetua,  ó  no  le  señala  duración,  en 
el  primer  caso,  dejándola  al  prudente  arbitrio 
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del  Juez.     La  pena  de  confinamiento  es  des- 
conocida en  la  legislación  argentina. 


El  Código  belga,  cuya  nomenclatura  pe- 
nal difiere  considerablemente  de  la  nuestra, 
clasifica  los  trabajos  forzados  en  perpetuos  y 
temporales,  señalando  á  estos  últimos  una  du- 
ración variable  entre  diez  y  quince  años,  ó  en- 
tre quince  y  veinte;  llama  detención  al  encie- 
rro en  fortaleza  ó  eá  casa  de  reclusión  6  co- 
rrección señalada  por  real  decreto;  la  divide 
en  perpetua  y  temporal;  subdivide  ésta  en  or- 
dinaria y  extraordinaria,  y  señala  á  la  ordina- 
ria una  duración  variable  entre  cinco  y  diez 
años  ó  entre  diez  y  quince,  y  á  la  extraordina- 
ria, otra  que  fluctúa  entre  quince  y  veinte.  El 
mismo  Código  designa  con  el  nombre  de  reclu- 
sión  la  pena  que  nuestra  ley  Ifama  de  cárcel;  se- 
ñalándole aquel  la  duración  de  cinco  á  diez  años; 
y  con  el  de  prisión^  variable  entre  ocho  días  y 
cinco  años,  las  que  nosotros  denominamos  re- 
clusión y  arresto. 

No  existe  en  la  legislación  belga  la  pena  de 
inhabilitación  tjue  la  nuestra  establece;  pero 
sí  la  de  destitución  de  títulos,  grados,  funcio- 
nes, empleos  ó  cargos  públicos;  y  no  como 
pena  principal,  sino  como  accesoria  de  las 
de  muerte,  trabajos  forzados,  detención  per- 
petua ó  temporal  y  reclusión. 

El  Código  chileno  dá  el  carácter  de  per- 
petuas, en  ciertos  casos,  á  las  penas  de  presi- 
dio,   reclusión,   relegación  é  inhabilitación;   y 
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en  los  demás,  el  de  temporales,  clasificándolas 
entonces,  excepto  la  inhabilitación,  en  mayores 
y  menores,  y  señalando  á  las  mayores  la  du- 
ración común  de  cinco  años  y  un  día  á  veinte 
años,  y  á  las  menores,  de  sesenta  y  un  días  á 
cinco  años. 

La  misma  clasificación  de  mayores  y  meno- 
res aplica  á  las  penas,  siempre  temporales,  de 
confinamiento  y  extrañamiento,  dándoles  las 
duraciones  arriba  indicadas. 

La  inhabilitación,  el  destierro,  la  suspensión 
de  cargo,  oficio  ó  profesión  titular  y  la  prisión 
no  las  divide:  dá  por  duración  á  la  primera, 
de  tres  años  y  un  día  á  diez  años;  á  la  segun- 
da, de  sesenta  y  un  días  á  cinco  años;  de  se- 
senta y  un  días  á  tres  años  á  la  tercera;  y  de  uno 
á  sesenta  días  á  la  última.     * 


El  Código  español,  establece  con  el  carác- 
ter de  perpetuas  las  siguientes  penas:  cadena^ 
recltcsianj  relegación,  extrañamiento,  inhabilitación 
y  degradación  por  ciertos  delitos;  y  con  el  de 
temporales,  las  mismas  y  las  de  presidio,  pri- 
sión, confinamiento,  destierro,  suspensión  de  cargo 
público,  profesión  ú  oficio,  interdicción  civil, 
arresto,  argolla,  caución  y  sujeción  á  vijilancia. 

Hay  además  en  la  legislación  española  pe* 
ñas  que  podríamos  llamar  transitorias;  como 
la  reprensión  y  la  multa,  que  también  reconoce 
la  nuestra. 

Las  penas  temporales  de  cadena,  reclusión, 
relegación  y  extrañamiento  duran  de  diez  á 
veinte  años;  las  de  presidio  y  confinamiento, 
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dé  cuatro  á  doce;  la  de  inhabilitación  de  tres 
á  ocho;  las  de  presidio  y  prisión,  cuando  son 
correccionales,  y  la  de  destierro,  de  siete  me- 
ses á  tres  años;  la  de  sujeción  á  vijilancia,  de 
siete  meses  á  tres  años;  la  de  suspensión, 
de  uno  á  dos  años;  la  de  arresto,  de  uno  á 
quince  días,  ó  de  uno  á  seis  meses. 

La  duración  de  la  caución  queda  al  arbitrio 
prudente  de  los  tribunales.  Las  penas  que, 
siendo  temporales,  no  la  tienen  señalada, 
son  accesorias  y  duran  lo  que  establezca  la 
ley  para  cada  caso  particular.  Los  términos 
que  designan  el  tiempo,  desde  el  cual  hasta  el 
cual  dura  una  pena,  se  computan  ambos  in- 
clusive. 


El  Código  francés  atribuye  el  carácter  de 
perpetuas  á  la  deportación  y  degradación  cívica^ 
y  el  mismo,  en  algunos  caso?,  á  la  pena  de  tra- 
bajos forzados;  pero,  cuando  considera  ésta 
como  temporal,  le  señala  una  duración^  míni- 
ma de  cinco  años  y  una  máxima  de  veinte. 
Los  mismos  términos  fija  á  la  prisión  en  for- 
taleza; más  á  la  reclusión  ó  encierro  en  presi- 
dio y  al  destierro,  sólo  les  da  los  de  cinco  á  diez 
años.  Todo  esto  en  cuanto  á  las  penas  que 
designa  con  el  calificativo  de  infamantes. 

La  prisión  correccional  queda  limitada  por 
éste  Código  entre  seis  días  y  cinco  años,  y  la 
de  policía  entre  uno  y  cinco  días. 

El  Código  italiano  hace  perpetua  la  inha- 
bilitación pafa   cargos  públicos  y,  en   ciertos 
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casos,  la  pena  dé  trabajos  forzados;  pero  á  es- 
tos, cuando  son  temporales,  les  fija  una  dura- 
ción variable  entre  diez  y  veinte  años.  Las 
d^más  penas  tienen,  según  él,  lasi  siguientes 
duraciones:  reclusión  de  tres  á  diez  años;  r^ele- 
gación,  de  tres  á  vemte;  cárcel,  de  seis  días  á 
cinco  años:  confinamiento  y  destierro  local»  de 
tres  meses  á  cinco  años,  arresto,  de  uno'^á  cin- 
co días. 

Establece  además  este  código  la  pena  de 
guardia  ó  custodia  para  los  menores  que  de- 
linquieron con  ^sin  discernimiento,  ella  con- 
siste en  la  reclusión  del  menor  en  un  estable- 
cimiento de  trabajo  por  un  tiempo,  que  varía 
según  las  condiciones  en  que  obró  el  menor  y 
la  naturaleza  del  delito,  pero  que  no  exceda 
de  veinte  años. 

De  la  excursión  que  acabamos  de  hacer  por 
las  escalas  penales  de  los  distintos  países  cu- 
yas legislaciones  vamos  comparando;  deduci- 
mos por  consecuencia  que  el  Perú,  si  bien  con- 
serva entre  sus  castigos  la  pena  capital,  arras- 
trado sin  duda  por  la  preocupación  que  pro- 
duce la  fuerza  de  la  costumbre;  es  el  pueblo 
más  indulgente  con  las  miserias  humanas,  y 
el  más  confiado  en  la  eficacia  de  la  privación  de 
libertad  como  pena.  Cuando  los  d^más  la  ha- 
cen en  algunos  casos  perpetua  ó  indefinida,  ó 
la  llevan  hasta  un  máximo  de  veinte  años;  él 
se  ha  contentado  con  prolongarla  hasta  sólo 
quince,  y  ha  rechazado  los  castigos  durísimos, 
que  pervierten  al  que  los  sufre,  le  desespe- 
ran, si  van   acompañados  .de  la  nota  de  inaca- 
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bables;  concluyen  por  conquistar  á  la  socie- 
dad los  más  implacables  enemigos  para  los 
casos,  no  raros,  de  'evasión;  y  sirven  de  perma- 
nente incentivo  al  deseo  de  la  fuga,  porque 
hacen  imposible  la  resignación  del  condenado. 

ArL29. — Cuando  se  imponga  aun  funcionario 
lapena  de  suspensión  por  un  tiempo  mayor  del  que 
deba  ejercer  elcatgOySe  completará  la  condena  con 
inhabilitación  para  igual  cargo. 

Comentario. — Infiérese  claramente  de  este  ar- 
tículo que,  en  el  caso  de  deber  imponerse  la 
pena  de  suspensión  cuando  el  reo  haya  cesado 
ya  en  el  cargo  que  desempeñaba,  ha  de  con- 
mutarse toda  ella  en  inhabilitación;  porque  se 
comprende  que  la  mente  del  legislador  ha  sido 
inhabilitar  al  que  ya  no  puede  ser  suspenso. 

Para  el  cumplimiento  de  esta  disposición  se 
presentan  sin  embargo  dificultades  nacidas: 
I  .**  de  la  omisión  que  se  advierte  en  el  artículo 
34  destinado  á  señalar  las  escalas  para  la  dis- 
tribución de  las  penas,  pues  la  que  lleva  el 
número  3  sólo  habla  de  cárcel,  reclusión,  con- 
finamiento y  suspensión  de  derechos  políticos; 
no  de  suspensión  de  empleo  6  cargo,  apesar 
de  que  ésta  vá  al  lado  de  la  anterior  en  la  serie 
contenida  en  el  artículo  32;  y  2.®  de  la  diferen- 
cia en  la  duración  de  las  penas  de  inhabilita- 
ción y  suspensión,  pues,  mientras  la  primera 
fluctúa  entre  uno  y  quince  años,  la  segunda 
puede  rebajarse  hasta  de  uno  á  tres  meses, 
como  sucede  en  el  caso  de  usurpación  de  au- 
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toridad,  de  que  se  ocupa  el  último  inciso  del 
artículo  167,  y  los  incisos  3.®  y  4.*'del  165, 

En  la  imposición  de  la  pena  de  suspensión 
de  cargo  6  empleo,  ofrece,  pues,  nuestro  códi- 
go el  casuismo  que  en  otros  hemos  censurado; 
y  la  sustitución  ordenada  en  el  artículo  que 
comentamos,  obliga  á  los  tribunales  y  jueces  á 
servirse  de  una  escala  cuyos  grados  y  térmi- 
nos resultan  en  muchos  casos  inaparentes.  Si 
un  funcionario  hubiere  de  ser  suspendido  de 
uno  á  tres  meses»  habrá  que  inhabilitarle  por 
el  mismo  tiempo;  y  sin  embargo,  el  mínimo 
legal  de  inhabilitación  es  de  un  año. 

Es  cierto  que  en  un  país  donde  los  empleos 
son  meras  comisiones,  con  excepción  de  los 
judiciales,  y  donde  la  duración  de  los  otros 
cargos  públicos  se  halla  sujeta  á  numerosas 
variaciones,  la  designación  de  una  escala  para 
la  suspensión  es  un  problema  en  que  abundan 
las  incógnitas;  pero,  en  tal  emergencia,  habría 
sido  prudente  declarar:  i.°  que  la  suspensión 
de  empleo  ó  cargo  no  está  sujeta  á  una  escala 
fija;  y  2.**  que  el  mínimo  de  inhabilitación 
puede  reducirse  á  menos  tiempo,  cuando  esta 
pena  tenga  el  carácter  de  subsidiaria. 


El  Código  argentino,  que  no  incluye  en  su 
catálogo  de  penas  la  destitución  ó  suspensión 
de  cargo  ó  empleo  previene,  sin  embargo,  en 
su  artículo  T^y  que  cuando  la  pena  de  inhabi- 
litación,   destitución    ó  suspensión   recaiga  en 

personas  eclesiásticas,  se  limitarán  sus  efectos 
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á  los  cargos  y  derechos  que   no  tengan  por  la 
Iglesia. 

Creemos  que  esta  disposición  aparentemen- 
te aislada  en  dicho  código  proviene  de  que,  en 
concepto  suyo,  los  efectos  de  la  inhabilitación 
perpetua  y  especial  se  confunden  con  los  de  la 
destitución;  y  los  de  la  inhabilitación  tempo- 
ral y  especial,  con  los  de  la  suspensión.  Así  el 
artículo  76  de  dicho  código  declara  que  la  in- 
habilitación especial  para  empleo  ó  cargo  pú- 
blico, produce  la  privación  del  cargo  ó  empleo 
sobre  que  recae  la  incapacidad  para  obtener 
otro  del  mismo  género  durante  la  condena. 

Hemos  dicho,  que  la  demasía  perceptible  á 
primer  golpe  de  vista  en  el  Código  argentino 
es  sólo  aparente;  y  debemos  repetir  que  don- 
de, á  nuestro  juicio,  hay  verdadera  redundan- 
cia es  en  el  nuestro,  que  á  más  de  las  penas  de 
inhabilitación  perpetua  especial  y  de  inha- 
bilitación temporal  especial,  admite  las  de 
destitución  y  suspensión,  del  todo  equiva- 
lentes. 

Si  el  empleado  destituido  pierde  su  empleo, 
y  el  especialmente  inhabilitado  á  perpetuidad 
lo  pierde  también  ¿qué  diferencia  marcable 
existe  entre  una  y  otra  pena? 

Del  mismo  modo,  si  el  inhabilitado  tempo- 
ralmente cesa  en  el  ejercicio  de  su  cargo  ó  des- 
tino hasta  que  la  condena  haya  concluido,  y 
en  igualdad  de  circunstancias  se  coloca  al  que 
se  le  suspende  ¿dónde  están  los  puntos  de  di- 
ferencia para  los  efectos  de  ambas  penas? 

Hay,  sin  embargo,  sutiles  distinciones,  que 
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indicaremos  al  comentar  los  articulos  8i  y  82; 
pero  basadas  en  tales  fundamentos,  que  no 
puede  concebirse  hayan  influido  en  el  ánimo  / 
del  legislador  para  establecer  las  diferencias, 
sin  que  al  mismo  tiempo  se  hubiera  de  acep- 
tar que  quiso  deliberadamente  dejar  resqui- 
cios á  la  impunidad  y  á  la  reincidencia,  lo  que 
sería  un  absurdo. 


El  Código  belga,  que  dedica  diversos  ca- 
pítulos á  describir  y  penar  los  atentados  co- 
metidos por  funcionarios  públicos;  no  sustitu- 
ye la  suspensión  con  la  inhabilitación,  como 
lo  hace  el  nuestro;  sino  que,  sobre  trabajos 
forzados,  reclusión,  una  prisión  más  ó  menos 
prolongada,  y  una  multa  más  ó  menos  cuan- 
tiosa, impone  directamente  en  muchos  casos 
la  interdicción  de  los  derechos  de  ejercer  fun- 
ciones, empleos  ó  cargos  públicos,  elección  ac- 
'Tiva  y  pasiva  y  uso  de  condecoración  ó  título 
nobiliario;  interdicción  que  sólo  considera  co- 
mo pena  accesoria.  (Lib.  2.°  Título  II,  cap. 
III.— Título  IV  cap.  I  á  VIL) 


El  Código  chileno,  aún  cuando  estima, 
del  mismo  modo  que  el  nuestro,  como  penas 
distintas  la  suspensión  y  la  inhabilitación  tem- 
poral, sea  absoluta  ó  especial,  para  cargos  y 
oficios  públicos  y  derechos  políticos  íart.  21), 
señala  á  ambas  sus  duraciones  propias  (art. 
25)  y  no  sustituye  nunca  la  una  por  la  otra. 
Según  él,  cuando  la  inhabilitación  ó   suspen- 
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sión  no  son  aplicables,  se  transforman  en  la 
pena  de  multa  (inciso  5.°  art  61.) 

Menos  excusable  nos  parece  la  duplicación 
de  nombre  para  una  misma  pena  en  el  Código 
chileno,  que  en  el  nuestro;  porque  en  éste  se 
puede  atribuir  á  falta  de  observación  atenta 
loqueen  aquel  parece  intencional.  Y  juzga- 
mos de  este  modo,  por  la  circunstancia  de  que 
él  equipara  la  inhabilitación  y  la  suspensión 
para  sustituirlas  con  la  multa;  lo  que  prueba 
haber  previsto  su  identidad  de  naturaleza,  for- 
ma y  efectos. 


Ejl  Código  español,  en  su  artículo  40,  decla- 
ra que  la  suspensión  produce  los  mismos  efec- 
tos que  la  inhabilitación  temporal;  de  donde 
deducimos  que,  constituyendo  una  y  otra  la 
misma  pena  en  su  esencia;  será  racional  inha- 
bilitar al  que  no  puede  ser  suspenso;  pero  en 
cuanto  á  las  duraciones  señaladas  á  dichas  p^ 
ñas  podemos  hacer  la  misma  atingencia  que  al 
comentar  el  artículo  29  del  nuestro.  Según  la 
ley  española,  la  suspensión  fluctúa  entre  un 
mes  y  dos  años;  y  la  duración  mínima  de  la 
inhabilitación  es  de  tres  años.  ¿Se  castigará 
con  tres  años  de  inhabilitación  al  que  debió  ser 
suspendido  por  un  mes?  Habría  proporciona- 
lidad en  la  sustitución,  cuando  se  declara  ex- 
presamente que  ambas  penas  producen  los 
mismQs  efectos? 

Es  ir(^dable  que  nuestros  codificadores  pre" 
tendieron^  salvar  esta  dificultad,  consignando 
la  prescripción  que  comentamos;  pero  desgra- 
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ciadamente  la  olvidaron  al  señalar  la  duración 
de  las  penas  y  formar  las  escalas  respectivas. 
El  Código  que  los  legisladores  peruanos  ha- 
bían tomado  por  modelo  consignaba,  como  dis- 
tintas, dos  penas  que,  según  él  mismo,  produ- 
cían idénticos  efectos  y  eran,  por  consiguiente, 
del  todo  iguales;  eran  una  sola  pena.  Lo  na- 
tural habría  sido  eliminar  una  de  ellas;  pero 
sin  advertir  la  identidad,  conservaron  ambas, 
y  se  limitaron  á  hacer  la  una  subsidiaria  en 
ciertos  casos,  en  vez  de  suprimir  la  de  suspen- 
sión que,  en  determinadas  circunstancias,  po- 
día ofrecer  dificultades  para  su  aplicación,  pues 
la  inhabilitación  no  las  presenta  jamás. 


El  Código  francés  contiene,  respecto  de 
los  delitos  ó  crímenes  cometidos  por  los  que 
ejercen  funciones  públicas,  disposiciones  tan 
semejantes  á  las  del  Belga,  que  casi  habríamos 
de  reproducir  estas,  si  quisiéramos  detallarlas. 
(Véase  la  sección  segunda,  capítulo  III,  libro 
III  del  Código  francés.) 

El  Código  italiano,  considera  como  pena 
la  suspensión  del  ejercicio  de  cargos  públicos 
(inciso  5.**  artículo  26)  declara  que  ella  consis- 
te en  excluir  por  cierto  tiempo  al  condenado 
del  ejercicio  de  los  derechos  políticos  y  de  cual- 
quiera función,  empleo  ó  cargo  público  (artícu- 
lo 31)  y  prescribe  que  cuando  los  funcionarios 
públicos  hayan  atentado  contra  el  ejercicio  de 
los  derechos  políticos  con  abuso  de  sus  respec- 
tivas funciones,  sean  castigados  con  la  exclu- 
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sión  del  ejercicio  de  los  derechos  electorales 
por  tiempo  que  no  baje  de  cinco  años  ni  exce- 
da de  diez  en  casos  graves,  como  el  de  elec- 
ción de  Diputados  á  Cortes,  ó  de  3  á  6  en  otros 
de  menos  importancia  (artículo  193.) 

Esta  especie  de  inhabilitación  temporal  no 
es,  sinembargo,  subsidiaria  de  la  mera  suspen- 
sión, como  en  nuestra  ley;  sino  de  las  dobles 
penas  de  cárcel  y  multa,  ó  reclusión  y  suspen- 
sión de  derechos  políticos  en  que  los  particula- 
res incurren  en  casos  análogos  (artículos  190 
á  192.) 

Resulta,  pues,  del  examen  comparativo  que 
acabamos  de  hacer,  que  el  problema  jurídico  del 
castigo  al  que  no  puede  ser  suspenso,  no  está 
resuelto  por  los  países  que  reconocen  dicha  pe- 
na y  cuyas  legislaciones  examinamos;  siendo  el 
nuestro  el  que  más  se  ha  aproximado  á  una  so- 
lución pero  sin  poder  jactarse  de  haberla  obte- 
nido con  la  claridad  y  precisión   necesarias. 

La  divagación  en  que  tantas  legislaciones  se 
encuentran  respecto  del  punto  que  estudiamos, 
depende  á  nuestro  entender  de  la  pretensión 
de  separar  lo  que  es  indivisible;  y  de  confundir 
la  causa  con  el  efecto,  ó  querer  aislar  éste  de 
aquella. 

Para  nosotros  la  suspensión  no  es  sino  la 
consecuencia  necesaria  de  la  inhabilitación, 
siempre  que  ésta  haya  de  imponerse  á  quien 
está  ejerciendo  funciones  públicas,  ó  del  enjui- 
ciamiento del  que  desempeña  cargo  ó  empleo. 
En  el  primer  caso,  es  uno  de  los  efectos  de  la 
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pena;  eñ  el  segundo,  nna  medida  precautoria, 
un  trámite,  como  lo  es  la  detención  preventiva 
del  encausado;  y  no  tiene  por  consiguiente  el 
carácter  de  pena. 

Otro  tanto  debemos  decir  de  la  destitución, 
que  no  es  sino  una  suspensión  deñnitiva,  de- 
cretada en  el  fallo  condenatorio  de  inhabilita- 
ción: ha  de  ser  mirada  como  el  efecto  necesa- 
rio de  esta;  no  como  una  pena  especial. 

Art.  30, — Las  penas  accesorias  duran  tanto  co- 
mo las  principales^  salvo  los  casos  en  que  la  ley 
dispone  otra  cosa. 

Comentario. — Esta  disposición  rige  de  una 
manera  casi  invariable,  respecto  de  las  penas 
accesorias  que  se  derivan  como  lógica  conse- 
cuencia de  la  naturaleza  de  la  principal  á  que 
van  anejas;  como  la  interdicción  civil  y  la  in- 
habilitación. El  penitenciado,  encarcelado,  re- 
cluso, arrestado,  expatriado,  ó  confinado  no 
podría  ejercer  sus  derechos  comunales  ó  polí- 
ticos, aun  cuando  la  ley  no  se  Ips  retirara  ex- 
presamente, ni  algunos  de  los.  civiles,  por  lo 
menos  sin  intervención  de  mandatario  ó  apo- 
derado. Respecto  de  las  otras  penas  acceso- 
rias, la  duración  no  se  impone  con  la  misma 
fuerza;  sino  que  se  fija  prudencialmente  por  el 
legislador  atendidos  los  antecedentes  del  pena- 
do, y  las  garantías  que  él  puede  ofrecer  para 
los  derechos  sociales  ó  individuales  en  el  por- 
venir. 

Puede  sinembargo  la  ley  aumentar,  sobre  la 
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duración  de  la  pena  principal,  la  de  la  acceso- 
ria, aún  cuando  ésta  se  derive  de  aquellas;  co- 
mo lo  hace  con  la  inhabilitación,  respectodel  pe- 
nitenciado (artículo  35  inciso  i.°) 

El  Código  argentino  no  establece  como 
el  nuestrojuna  regla  general  para  la  duración 
de  las  penas  accesorias;  si  bien  fija  á  cada  una 
términos  análogos,  según  lo  haremos  notar  al 
ocuparnos  de  los  castigos  secundarios. 

El  Código  belga  hállase  á  este  respecto  en 
condiciones  semejantes  al  argentino;  debiendo 
recordarse  que  uno  y  otro  admiten  penas  prin- 
cipales perpetuas  ó  de  duración  indefinida;  con 
lo  que  dan  á  las  accesorias  que  las  acompañan 
el  mismo  carácter  de  permanencia. 

El  Código  chileno  del  mismo  modo  que 
los  anteriores,  y  que,  como  ellos,  admite  casti- 
gos perpetuos,  omite  también  la  prescripción 
genérica  contenida  en  el  artículo  que  comen- 
tamos: sinembargo,  en  la  última  parte  de  su 
artículo  25l,  dispone  que  las  penas  accesorias 
de  cadena^  grillete,  encierro  en  celda  solitaria 
é  incomunicación  con  personas  extrañas  al  es- 
tablecimiento penal  no  pueden  imponerse  por 
más  de  6 i  días  á  cinco  años;  ni  dentro  de  es- 
tos límites,  por  más  de  la  mitad  del  tiempo 
señalado  á  la  pena  principal. 

El  Código  español,  después  de  señalar  la 
duración  que  corresponde  á   las  penas  princi- 
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pales,  agrega  (artículo  28.)  «Lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior  ns  tiene  lugar  respecto  de 
las  penas  que  se  imponen  como  accesorias  de 
otras,  en  cuyo  caso  tendrán  las  penas  acceso- 
rias la  duración  que  respectivamente  se  halle 
determinada  por  la  ley. 

Como  se  ve:  nuestros  codificadores,  aunque 
tomaron  por  base  de  sus  trabajos  la  ley  espa- 
ñola; pretendieron  alejarse  del  casuismo  de  que 
se  resiente  aún,  apesar  de  su  tendencia  á  siste- 
mar la  legislación  penal  y  reducirla,  en  cuanto 
fuese  posible  á  preceptos  generales  que  hicie- 
ran clara  su  inteligencia  y  fácil  su  aplicación; 
y  guiados  de  ese  propósito,  establecieron  la 
regla  que  contiene  el  artículo  30.  Sinembargo, 
se  apartaron  de  ella  en  algunos  casos,  según 
se  verá  en  la  exposición  de  los  libros  2.**  y  3-** 


El  Código  francés  tampoco  mide  por  la 
duración  de  las  penas  principales  la  de  las  ac- 
cesorias que  las  acompañan,  señalando  á  éstas 
un  término  especial  para  cada  infracción  que 
describe. 


El  Código  italiano  fija  por  lo  menos  un 
máximun  ó  un  mínimo  á  las  penas  accesorias 
de  suspensión  en  el  ejercicio  del  cargo  ó  empleo, 
profesión,  negociación  ó  arte  determinado,  y  á 
la  sujeción  á  la  vijilancia  de  la  autoridad  que, 
á  más  de  la  inhabilitación  perpetua  y  repren- 
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sión,  constituyen  su  catálogo  de  penas  anejas. 
La  suspensión  es  de  un  mes  á  un  año,  si  se 
refiere  á  cargo  ó  empleo;  y  de  quince  días  á 
tres  meses,  si  á  profesión,  negociación  ó  arte 
(artículo  41.)  La  sujeción  á  la  vijilancia  de  la 
autoridad,  á  consecuencia  de  crímenes,  es  de 
tres  años  á  diez;  y  de  sis  meses  á  dos  años,  si 
se  impone  por  delitos;  salvo  casos  especiales 
que  la  ley  determina  (artículo  46). 

Aún  cuando  este  Código  no  establece  la  re- 
gla general  que  el  nuestro,  facilita  considera- 
blemente la  imposición,  de  las  penas  accesorias 
cuya  duración,  en  Bélgica  y  Francia  especial- 
mente, es  necesario  buscar  al  lado  del  delito 
que  se  castiga  y  de  la  pena  principal  que  ha 
de  aplicarse, 

Art.  31. — En  caso  de  duda  sobre  el  modo  de 
computar  la  duración  de  la  pena,  se  resolverá  en 
favor  del  reo. 

Comentario. — Creemos  que  sólo  jin  exceso  de 
previsión  ha  podido  inspirar  este  artículo.  Nos 
parece  innecesario  ó  fuera  de  su  lugar,  habien- 
do, cuidado  el  legislador  de  señalar  á  cada  pe- 
na una  duración  máxima  y  mínima;  habiéndo- 
las dividido  en  grados  y  términos,  que  precisa 
con  designación  hasta  de  días;  habiendo  esta- 
blecido como  regla  general  que  cuando  la  ley 
hable  con  indeterminación  del  grado  y  térmi- 
no, se  entienda  ciertos  grados  y  términos,  se- 
ñalados con  toda  claridad;  y  habiendo  tenido 
la  precaución  de  evitar,  con  particular  esmero, 
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ésas  indeterminaciones,  pues,  al  lado  de  cada 
delito,  indica  la  pena  que  le  corresponde,  con 
expresión  de  grado  y  término;  salvas  excepcio- 
nes rarísimas. 

Los  diversos  géneros  de  participación  en  el 
delito,  tampoco  podían  motivar  la  prevención 
del  artículo  31  porque,  como  veremos  en  su  lu- 
gar, está  fijada  con  la  más  precisa  y  clara  mi- 
nuciosidad la  manera  de  castigar  al  cómplice  y 
al  encubridor. 

Igual  observación  nos  cumple  hacer  respecto 
de  las  circunstancias  que  modifican  la  respon- 
sabilidad criminal:  están  tomadas  en  conside- 
ración para  agravar  ó  atenunar  la  pena,  con  la 
expresión  de  términos  fijos  en  que  no  cabe  ni 
error  de  cálculo. 

No  comprendemos,  pues,  como  sea  posible 
la  duda  sobre  la  duración  de  una  pena,  si  ha  de 
tratarse  de  sólo  los  delitos  comunes  especifica- 
dos en  nuestro  Código  ni  aún  objetar  que  este 
artículo  sirve  si  varía  la  pena  antes  de  la  sen- 
tencia, ó  el  condenado  es  habido  después  de 
ejecutoriada  ésta,  ó  ha  sufrido  cárcel  preven- 
tiva, ó  la  pena  por  tentativa  ó  delito  frustrado 
difiera  de  la  que  corresponde  según  las  reglas 
generales;  porque  todo  está  salvado  por  los  ar- 
tículos 26,  66  y  97,  y  por  las  formas  légales 
del  enjuiciamiento. 

La  única  aplicación  que  encontramos  á  este 
artículo  se  refiere  á  los  que  en  la  ley  de  impren- 
ta de  12  de  Noviembre  de  1823  llevan  los  nú- 
meros 16  y  17,  ó  á  los  demás  casos  en  que  leyes 
especiales,  anteriores  al  Código,  hubiesen  im- 
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puesto  penas  distintas  á  ciertos  actos  de  fuero 
privativo.  Los  artículos  citados  de  la  ley  de  im- 
prenta castigan  con  prisión  hasta  por  seis  años 
á  los  autores,  editores  ó  impresores  de  cierto 
género  de  publicaciones;  y  como  el  Código  no 
habla  de  prisión,  sino  de  reclusión  y  cárcel,  se- 
ñalándoles la  duración  máxima  de  cinco  años; 
debe  sustituirse  la  prisión  de  seis  años  por  la 
reclusión  de  cinco.  Y  así  en  los  demás  casos 
que  sería  prolijo  indicar. 

Hállase  á  punto  de  ser  abrogada  la  ley  de 
imprenta  de  1823;  pues  el  Congreso  discute  un 
proyecto  en  que,  desapareciendo  el  fuero  espe- 
cial, quedan  sometidos  los  delitos  de  imprenta 
á  la  jurisdicción  ordinaria  y,  por  consiguiente, 
sujetos  á  las  mismas  penas  señaladas  por  el 
Código.  Aún  cuando  el  principio  de  la  libertad 
de  la  prensa  salga  triunfante  en  ese  debate,  y  la 
institución  conserve  su  ley  y  sus  Jueces  propios 
en  los  jurados,  que  todavía  conocen  de  sus 
asuntos;  es  posible  que  por  lo  menos  quede  re- 
formada la  parte  penal  de  dicha  ley,  en  armonía 
con  la  escala  general  que  el  Código  establece;  y 
entonces,  lo  mismo  que  en  el  caso  de  supresión 
del  fuero  especial,  se  hará  más  notable  la  ex- 
quisita previsión  del  artículo  que  comentamos. 

Habría  sido,  por  consiguiente,  preferible  que 
este  artículo  figurase  en  nuestro  Código  con  el 
carácter  de  disposición  transitoria;  mientras, 
revisadas  las  demás  partes  de  nuestra  legisla- 
ción penal,  se  las  pusiera  en  armonía  con  el  sis- 
tema contenido  en  aquel. 
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TITULO  2.°       . 

ITE  LOS  GRADOS  Y  TÉRMINOS  EN  QUE  SE  DIVIDEN 

LAS  PENAS 

Consideramos  inútil  toda  explicación  y  jus- 
tificación de  los  artículos  que  este  título  com- 
prende: el  plan  adoptado  para  la  división  y 
subdivisión  de  las  penas  está  expuesto  con  per- 
fecta claridad  en  el  texto  del  Código,  y  cual- 
quiera amplificación  sólo  serviría  para  embro- 
llarlo. La  razón  para  denominarlas  grados  ó 
términos,  para  que  los  grados  sean  4  ó  5  y  no 
6  ú  8;  y  para  que  los  términos  sean  3  y  no  más 
ni  menos;  no  podríamos  presentarla,  porque  la 
distribución  no  obedece  á  ningún  principio  in- 
variable, ni  siquiera  á  una  máxima  que  haga 
preferible  la  adopción  de  divisores  más  ó  mé- 
no?  grandes.  Cada  pueblo  es  libre  para  adop- 
tar el  sistema  de  castigos  que  encuentre  más 
adecuado  á  su  índole,  á  sus  costumbres,  á  su 
estado  social  y  político;  y  nuestros  legislado- 
res tuvieron  en  cuenta  tal  vez,  que  la  docilidad 
y  mansedumbre  del  pueblo  peruano,  en  el  que 
son  raros  los  grandes  crímenes,  hacían  suficien- 
te un  máximo  de  penitenciaría  que  no  excedie- 
ra de  15  años;  que  sus  frecuentes  agitaciones 
políticas  exigían  otro  de  igual  duración  para  el 
destierro  etc. ,  etc. 
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Como  la  comparación  de  los  sistemas  pena- 
les en  globo  no  nos  dejaría  percibir  bien  sus 
contrastes,  cambiaremos  en  este  título  el  plan 
que  hasta  aquí  hemos  seguido;  tomando  cada 
pena  separada  para  base  de  confrontación.  A 
su  debido  tiempo  volveremos  á  la  comparación 
por  artículos  completos. 

A  rt.  32. — La  pena  de  Penitenciaría  se  divide  en 
cuatro  grados;  y  las  de  Expatriación^  Inhabilita- 
cióny  Cárcel,  Reclusión^  Confinamiento ^  Suspen- 
sión de  derechos  y  A  rresto  mayor,  en  cinco. 

PENITENCIARÍA 

Primer  grado 6  años 

Segundo  grado g     d 

Tercer  grado., 12     d 

Cuarto  grado 15     1^ 

El  Código  argentino,  á  más  de  la  pena  de 
Penitenciaría  por  tiempo  indefinido,  establece 
la,  de  Penitenciaría  temporal,  de  3  á  15  años; 
pero  no  la  divide  en  grados  ni  términos;  seña- 
la, al  lado  de  cada  delito  al  que  es  aplicable, 
el  máximo  y  el  mínimo  dentro  de  los  cuales  de- 
be imponerla  el  Juez,  teniendo  en  considera- 
ción las  circunstancias  del  acto  punible.  Así: 
el  médico  ó  partero  que  abusen  de  su  ciencia 
ó  arte  para  causar  aborto,  son  castigados  con 
penitenciaría  de  tres  á  seis  años. 

Este  método  para  la  imposición  de  la  pena 
deja  más  libertad  que  el  nuestroal  juez,  y  per- 
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mite  buscar  la  proporcionalidad  entre  el  delito- 
y  aquella.  Dos  casoí semejantes,  pero  no  igual- 
íes,  pueden,  según  nuestra  ley,  motivar  la  mis- 
ma pena:  en  el  método  argentino  la  despropor- 
ción es  más  difícil. 

Conserva  además  la  legislación  argentina, 
como  lo  dijimos  en  otro  lugar  (Comentario  al 
artículo  23)  la  pena  de  presidio,  tomada  de  la 
legislación  española,  y  que  se  usa  en  otros  paí- 
ses con  el  mismo  nombre,  ó  el  de  trabajos  for- 
zados. Consiste  ésta  según  la  ley  de  España, 
en  la  labor  ruda  y  obligatoria  que  se  impone  al 
reo  en  lugares  ó  establecimientos  determina- 
dos, y  se  divide  en  tres  categorías;  presidio  ma- 
yor, presidio  menor  y  presidio  correccional,  se- 
gún la  localidad  á  que  se  destina  al  condena- 
do. El  presidio  mayor  se  cumple  en  la  misma 
Península  é  islas  Baleares  ó  Canarias;  el  pre- 
sidio menor  en  el  territorio  de  la  Audiencia 
que  lo  imponga;  y  el  correccional,  en  el  domi- 
cilio del  reo  ó  lugar  de  su  delito. 

El  presidio  argentino  no  está  clasificado  sino 
por  la  duración;  y  se  distingue  de  la  peniten- 
ciaría, en  que  los  trabajos  á  que  se  condena  á 
los  presidarios  han  de  ser  públicos,  pero  nun- 
ca contratados  por  particulares;  y  los  que  co- 
rresponden á  los  penitenciados  se  ejecutan  den- 
tro del  establecimiento. 

Esta  pena  de  presidio  puede  ser  indefinida, 
ó  temporal;  dura  en  el  segundo  caso,  como 
la  de  penitenciaría,  de  3  á  15  años;  pero  tam- 
poco se  divide  en  grados  ni  términos:  se  aplica 
dentro  de  aquellos  límites,  en   un  círculo   más 
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ó,  menos  amplio,  que  el  Código  señala  para  qa* 
da  delito  castigado  con  ella. 

El  Código  belga  reúne,  bajo  las  denomi- 
naciones de  trabajos  forzados  y  reclíisión^  las  pe- 
nas de  presidio  y  penitenciaría.  Los  trabajos 
forzados,  cuando  no  son  perpetuos»  duran  de 
lo  á  15,  ó  de  15  á  20  años;  se  imponen  dentro 
de  estos  límites,  según  la  naturaleza  del  delito, 
como  en  la  ley  argentina,  no  por  grados  ni  tér- 
minos, y  se  cumplen  en  cárceles  severísimas 
{maison  de  forcé).  Los  condenados  á  trabajos 
forzados  temporales  sólo  pueden  aprovechar 
para  sí,  los  tres  décimos  del  producto  de  su 
trabajo;  y  no  los  perciben  sino  á  su  salida  de 
la  cárcel.  La  reclusión  dqra  de  5  á  10  años  sin 
grados  ni  términos,  impone  trabajo  forzoso  y 
dá  al  reo  derecho  á  mayor  porción  del  produc- 
to de  su  trabajo  (cuatro  décimos). 

Existe  además  en  la  escala  penal  belga,  co- 
mo antes  expresamos  (Comentario  al  artículo 
23)  un  castigo  denominado  detención^  estableci- 
do por  la  ley  francesa,  de  la  que  ha  sido  toma- 
do, como  privativo  para  los  reos  de  traición,  y 
aplicado  después  por  la  misma  ley  á  otras  es- 
pecies de  delincuentes;  consiste  en  el  encierro 
del  culpable  en  castillo  ó  fortaleza,  sea  á  per- 
petuidad, sea  por  un  tiempo  que  fluctúa  entre 
5  y  10  años,  ó  entre  10  y  15,  ó  entre  15  y 
20.  Este  castigo  se  asemeja  á  nuestra  peniten- 
ciaría en  sólo  su  larga  duración,  cuando  es  tem- 
poral; más  no  impone  trabajo,  ni  tiene  grados 
ni  términos. 
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El  Código  chileno  agrupa  sus  penas»  según 
su  gravedad  y  la  dé  los  delitos  á  que  las  aplica, 
formando  de  ellas  cinco  escalas,  constituidas 
por.  un  número  de  grados  variable  entre  7  y  11: 
en  un  mismo  grado  de  una  escala  comprende 
varias  penas;  y  divide,  cada  una  de  éstas,  á 
su  vez,  en  tres  grados,  que  denomina  máximo, 
medio  y  mínimo. 

En  la  primera  escala  ocupa  el  primer  grado 
la  pena  de  muerte;  el  2.**  las  de  presidio  ó  re- 
clusión perpetuos;  el  3.°  las  de  presidio  ó  re- 
clusión mayores  en  sus  grados  máximos;  el  4.^ 
las  mismas  penas  en  su  grado  medio;  el  5.°  las 
misma  penas  en  su  mínimo;  el  6.®  las  de  pre- 
sidio ó  reclusión  menores  en  sus  grados  máxi- 
mos; el  7.°  las  mismas  penas  en  sus  grados  me- 
dios; el  8.**  las  mismas  en  su  mínimo;  el  9.°  la 
de  prisión  en  su  máximo;  el  lo."*  la  prisión  en 
grado  medio  y  el  ii.°  la  misma  pena  en  su  mí- 
nimo. En  las  demás  sigue  un  orden  parecido, 
como  v|remos  en  el  artículo  42. 

Sí,  en  este  plan,  se  sustituye  la  denomina- 
ción de  grados  de  las  penas  por  las  de  términos; 
se  tiene  una  distribución  análoga  á  la  señala- 
da por  nuestro  Código.  Así,  tomando  la  pena 
de  presidio  temporal  para  hacer  la  sustitución; 
se  tendría  esta  pena  dividida  en  dos  grados, 
que  serían  mayor  y  menor;  y  cada  uno  de  és- 
tos subdividido  en  tres  términos;  máximo,  me- 
dio y  mínimo.  Otro  tanto  podemos  decir  de  la 
reclusión  temporal  y  de  las  demás;  pero  los 
términos  no  tienen  como  los  nuestros  duración 
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fija,  stno  máximo  y  mfnimo  dentro  de  los  que 
evolucionan  los  tribunales  y  jueoes. 

En  la  ley  chilena  no  existe  la  pena  de  peniten- 
ciaría, por  lo  menos  bajo  esta  denominación, 
hallándose  reemplazada  por  la  de  presidio,  que 
sujeta  también  al  reo  á  los  trabajos  prescritos 
en  los  reglamentos  respectivos  (artíciirk)  32)  á 
diferencia  de  las  de  reclusión  y  prisión,  que  no 
lo  someten  á  ningún  trabajo  obligado;  y  por  la 
de  reclusión  mayor,  que  dura  hasta  20  años. 

Tenemos  entendido  que  la  clasiñcación  del 
presidio  chileno  en  n\ayor  y  menor,  tampoco 
depende  de  las  condiciones  de  la  localidad  en 
que  se  cumple,  como  en  España;  sino  de  su 
duración,  como  el  argentino. 

El  Código  español,  cuya  escala  penal  he- 
mos presentado  al  comentar  los  artículos  23  y 
24  de  este  Código,  tampoco  incluye  entre  sus 
castigos  el  de  penitenciaría:  los  que  se  áseme* 
jan  á  éste  son;  el  de  reclusión  temporal,  que  im- 
pone trabajo  obligatorio,  en  un  establecimien- 
to correccional  sito  en  ía  misma  península,  ó 
en  las  islas  Baleares  ó  Canarias;  el  de  presidio 
mayor,  que, como  ya  sabemos,  también  obHga 
al  trabajo  en  establecimiento  penal  situado  en 
los  mismos  lugares;  y  el  de  prisión  mayor,  que 
se  cumple  en  localidades  de  la  península  ó  de 
las  mismas  islas,  pero  sólo  obliga  á  trabajo  de- 
terminado por  el  tiempo  necesario  para  saldar 
las  responsabilidades  civiles  que  pesan  sohft  el 
reo,  libre  para  ocuparse  en  adelante  en  la  la* 
^or  <jue  fuese  de  su  elección. 
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Estas  dos  últimas  penas  están  divididas  en 
tfes  grados:  el  mínimo,  de  7  á  8  años;  el  me- 
dio de  9  á  10  años;  y  el  máximo,  de  10  á  12 
años. 

La  reclusión  temp)oral  es  más  grave  en  cier- 
tos casos,  que  nuestra  penitenciaría:  divídese 
también  en  los  tres  grado^  sguientes:  mínimo 
de  12  á  14  años;  medio  de  15  á  17  años  y  máxi- 
mo de  18  á  20  años. 

La  subdivisiói^ de  los  gibados  en  términos  no 
existe  en  este  Código,  cuyo  artículo  83,  que 
presenta  el  cuadro  de  sus  penas  divisibles,  con- 
tiene la  siguiente  prescripción:  «Cuando  hubie- 
re que  hacer  subdivisiones  en  los  grados  de  la 
tabla  anterior,  los  tribunales  aplicarán  discre- 
cionalmente  la  pena  en  cuanto  á  aquellas,  den- 
tro de  los  límites  prefijados  por  la  ley. 

El  Código  francés  tampoco  establece  gra- 
dos ni  subdivide  éstos  en  términos  para  sus 
castigos  de  trabajos  forzados,  prisión  ó  deten- 
ción,  y  reclusión;  únicos  que  tienen  analogía 
con  eXnuestro  de  penitenciaría. 

Llaftiamos  en  esta  parte  la  atención  del  lec- 
tor sobre  el  párrafo  del  presente  comentario 
relativo  al  Código  belga,  para  explicar  el  sen- 
tido de  la  palabra  detención  que  subrayamos. 


El  Código  italiano,  divide  en  grados,  más 
no  subdivide  en  términos,  las  penas  de  traba- 
jos, forzados  temporales  y  reclusión,  que,  en 
cierto  modo,  se  asemejan  á  la  nuestra  de  peni- 
tenciaría: da  á  la  primera  dos  grados;  el  pri- 
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mero  de  10  años  á  15  inclusive,  y  bI  segundo,  de 
15  á  20;  y  á  la  segunda,  tres  grados,  el  prim^- 
rOj  de  3  á  5  años;  el  segundo^  de  5  á  7;  y  el  ter- 
cero de  7  á  10. 

EXPATRIACIÓN  É  INHABILITACIÓN 

Primer  graao 3  años 

Segundo  grado . 6     „ 

Tercer  grado. 9     ,, 

Cuarto  grado 12     ,, 

Quinto  grado 15     „ 


El  Código  argentino,  que,  como  ya  sabe- 
mos, dá  á  la  expatriación  el  nombre  de  destie- 
rro, se  limita  á  señalarle  la  duración  de  uno  á 
seis  años,  sin  hacer  de  ella  subdivisiones  en 
grados  ni  términos  que  no  entran  en  su  plan 
de  aplicación  de  castigos. 

La  inhabilitación,  que  según  este  Código 
puede  ser  perpetua,  tampoco  tiene  grados  ni 
términos,  cuando  se  impone  como  teijiporal: 
su  duración  se  mide  por  la  de  la  pena  princi- 
pal á  que  va  aneja,  excediéndola  en  la  mitad 
más,  en  algunos  casos. 


El  Código  belga,  en  cuya  escala  penal  no 
figura  la  expatriación,  comprende  bajo  la  de- 
nominación genérica  de  interdicción  de  dere- 
chos las  que  la  nuestra  designa  con  las  de  in- 
terdicción civil  é  inhabilitación:  la  interdicción 
belga  puede  ser  perpetua  ó  temporal,  y  no  tie- 
ne prefijados  términos  ni  grados,  pues,  en   el 


—   26l   — 


segundo  caso  dura,  como  castigo  accesorio,  lo 
que  el  castigo  principal  al  que  acompaña,  ó  el 
tiempo  que  especialmente  se  le  señale. 


El  Código  chileno  designa  con  los  nom- 
bres de  confinamiento  3^extrañamiento  la  ex- 
pulsión del  reo  del  territorio  nacional,  para  re- 
sidir forzosamente  en  el  lugar  que  se  le  señale, 
6  en  que  él  mismo  eligiere;  siendo  estas  cir- 
cunstancias las  que  caracterizan  la  pena:  el 
confinado  tiene  residencia  obligada;  el  extra- 
ñado, no. 

El  destierro,  según  este  Código,  es  la  expul- 
sión del  reo  de  un  punto  cualquiera  de  la  Re- 
pública, para  que  resida  en  otro  que  le  conven- 
ga; pero  si  la  expulsión  va  acompañada  de  se- 
ñalamiento de  residencia,  con  prohibición  de 
abandonarla;  la  pena  toma  el  nombre  de  rele- 
gación. 

De  suerte  que,  el  destierro  y  la  relegación 
tienen  entre  sí  la  misma  relación  que  el  extra- 
ñamiento y  el  confinamiento;  de  los  que  se  d¡- 
ferencian-en  que  éstos  se  cumplen  fuera  del  te- 
rritorio chileno;  y  aquellos,  dentro  de  él. 

El  confinamiento  y  el  extrañamiento,  que 
corresponden  á  nuestra  expatriación,  pueden 
ser  mayores  y  menores;  y  cada  uno  de  ellos 
tiene  sus  grados  máximo,  medio  y  mínimo.  Así 
el  confinamiento  y  extrañamiento  mayores  du- 
ran de  quince  años  y  un  día  á  veinte  años,  en  su 
grado  máximo;  de  diez  años  y  un  día  á  quince 
años,  en  su  grado^nedio;  y  de  cinco  años  y  un 
día  á  diez  años,  en  su  grado  mínimo;  y  el  con- 
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finamiento  y  extramiento  menores  duran  de 
tres  años  y  un  día  ¿  cinco  años,  en  su  grado 
máximo;  de  quinientos  cuarenta  y  un  días  á 
tres  años,  en  su  grado  medio;  y  de.  sesenta  y 
uno  á  quinientos  cuarenta  días,  en  su  grado 
mínimo. 

La  inhabilitación, "^ea  absolut^i  6  especia^ 
cuando  no  es  perpetua,  tiene  tres  gradps:  máxi- 
mo, de  siete  años  y  un  día  á  diez  años;  medio, 
de  cinco  años  y  un  día  á  siete  años;  y  mínimo, 
de  tres  años  y  un  día  á  cinco  años. 


El  Código  español  dá  á  su  pena  .de  extra- 
ñamiento, correspondiente  á  la  nuestra  de  ex- 
patriación, el  carácter  de  perpetua,  en  algunc^ 
casos;  pero  cuando  la  impone  temporalmente 
le  asigna  los  siguientes  grados;  mínimo,  de  12 
á  14  años;  medio,  de  15  años  á  17;  y  máxima; 
de  18  á  20  años. 

La  inhabilitación,  sea  especial  ó  absoluta, 
tiene  en  la  ley  española  los  grados:  mínimo,  de 
tres  á  cuatro  años;  medio,  de  cinco  á  seis  años; 
y  máximo,  de  siete  á  ocho  años. 


El  Código  francés  señala,  con  los  nom- 
bres de  deportación  y  destierro,  las  penas  que 
el  chileno  denomina  confinamiento  y  extraña- 
miento respectivamente,  y  que  son  las  corres- 
pondientes á  la  expatriación  de  nuestra  escala. 
Pero  la  deportación  francesa  difiere  del  confi- 
namiento chileno,  y  de  la  expatriación  perua- 
na, en  que  es  perpetua.      «:, 

El  destierro,  no  dividido  por  grados  ni  tér- 
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minos  en  la  tey  franoesa^  sólo  ti^ie  un  máxi- 
mo de  lo  años  y  un  mínimo  de  5. 

Aun  cuando  los  artículos  8.*",  34.^  y  35***  de 
este  Códido,  que  son  los  que  se  ocupan  de  1¿ 
degradación  cívica,  en  cierto  modo  correspon- 
diente á  nuestra  inhabilitación,  pero  mucho 
más  grave  y  hasta  cruel;  no  expresan  la  dura- 
ción de  la  indicada  pena,  tenemos  eirtendido 
que  ella  lleva  el  carácter  de  perpetua,  por  lo 
que  toda  división  habría  sido  inútil.  £1  degra- 
dado civilmente  es  un  cadáver  en  el  seno  de 
la  sociedad* 


I  it  I 


El.  Código  italiano  á  semejanza  del  bel- 
ga^  excluye  la  expatriación  de  su  escala  penaL 
Los  castigos  de  destierro  local  y  relegación, 
que  en  otras  legislaciones  importan  separación 
del  suelo  nacional,  tienen  en  la  italiana  signifi- 
cación muy  distinta,  como  veremos  después. 

La  inhabilitación,  según  este  Código,  es  per- 
petua y  por  consiguiente  indivisible:  cuando  es 
temporal  constituye  la  suspensión  de  cargo  ó 
derechos. 

CÁRCEL,   RECLUSIÓN, 

CONFINAMIENTO  Y  SUSPENSIÓN  DE  DERECHOS 

POLÍTICOS 

■ 

Primer  grado i  año 

Segundo  grado 2    ^ 

Tercer  grado ..*  3    ^ 

Cuarto  grado . . . .  -  * .  *^ .  4    i> 

Quinto  grado 5    > 
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El  Código  argentino  reserva  el   nombre 
de  cárcel  al  establecimiento  donde  se  cumplen 
las  penas  de  prisión  y  arresto:  no   emplea  tal 
denominación  como  el  nuestro,  para  significar 
k  un  castigo  especial.  La  misma  pena  de  prisión 

'  no  guarda  analogía  completa  con  nuestra  cár- 

cel; sino  con  la  reclusión,  ó  más  bien  con   un 
prolongado  arresto,     / 

La  prisión,  como  hemos  dicho,  es  en  la  ley 
argentina,  lo  que  la  reclusión  en  la  nuestra;  pe- 
ro su  duración,  no  dividida  en  grados  ni  tér- 
minos, sólo  fluctúa  entre  uno  y  tres  años;  no 
entre  uno  y  cinco  que  son  los  límites  señala- 
dos por  nuestro  Código.  Aunque  anticipando 
un  poco  las  noticias,  declararemos,  desde  lue- 
go, que  la  prisión  argentina  no  impone  al  reo 
el  trabajo  á  que  le  obligan  la  cárcel  y  la  reclu- 
sión peruanas. 

El  confinamiento,  tal  como  lo  define  nues- 
tro Código,  no  está  considerado  en  la  escala 
penal  argentina;  y  en  ella,  la  suspensión  de  de- 
rechos políticos,  que  es  efecto  de  la  inhabilita- 
ción, puede  ser  perpetua  ó  temporal;  no  tenien- 
do la  segunda  más  límite  para  su  imposición, 
que  el  qué  señala  la  ley  para  cada  caso  espe- 
cial. 


El  Código  belga  llama  prisión  á  una  pena\ 
que  guarda  bastante  analogía  con  la  nuestra 
de  cárcel,  sie  cumple  en  establecimientos  deno- 
minados casas  de  corrección,  impone  á  los  coa- 
denados  la  obligación  de  ocuparse  en  Jos  tra- 
bajos establecidos  ó  autorizados  en  ellas;  y  cu- 
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ya  duración,  no  dividida  en  grados  ni  térmi- 
nos, varía  entre  ocho  días  y  cinco  años,  salvas 
excepciones. 

Teniendo  el  Gobierno  la  facultad  de  dispen- 
\  sar  á  los  reos  del  trabajo  forzoso  en  la  casa  de 

corrección,  la  pena  de  prisión  se  trasforma  en- 
tonces en  la  nuestra  de  reclusión,  medida  en- 
tre los  mismos  límites  que  la  anterior. 

Tampoco  considera  este  Código  la  pena  de 
confinamiento,  como  no  considera  la  de  expa- 
triación; parece  que  no  entró  en  la  mente  del 
legislador  belga  apelar  á  las  restricciones  del 
derecho  de  elegir  residencia  para  formar  de 
ellas  verdaderos  castigos. 

La  suspensión    de  derechos  políticos  la  in- 
cluye el  Código  belga  en  el  número  de  las  pe- 
nas accesorias  á  las  de  reclusión  y  detención  y 
i  á  las  correccionales;  siendo  su  duración,  en  los 

*  dos  primeros  casos  de  10  á  20  años  (cuando  no 

se  imponga  á  perpetuidad)  y  de  5  á  10  años 
en  el  último.  Estos  términos  no  tienen  divi- 
siones establecidas  por  reglas  generales,  y  co- 
mienzan á  correr  desde  el  día  en  que  se  ha  ex- 
tinguido ó  prescrito  la  pena  principal.  De  suer- 
te que  el  reo  inhabilitado  por  todo  el  tiempo 
de  su  condena,  continúa  en  esa  condición  du- 
rante 5,  10  ó  20  años:  perpetuamente  en  el 
mayor  número  de  ocasiones. 


El  Código  chileno,  reserva,  como  el  ar- 
gentino, la  denominación  de  cárcel,  al  estable- 
cimiento donde  se  cumple  la  pena  de  reclusión: 

ésta,  cuando  es  menor,  dura  hasta  5  años,  del 

40 
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mismo  modo  que  nuestra  pena  de  cárcel;  pero 
sólo  impone  trabajo  obligatorio  al  condenado 
que  careciendo  de  bienes  de  fortuna,  no  tiene 
como  indemnizar  los  gastos  de  su  subsistencia 
ni  la  responsabilidad  civil  que  pesa  sobre  él. 

Como  se  vé,  la  reclusión  chilena  presenta 
gran  analogía  con  la  líuestra,  diferenciándose 
en  cuanto  á  su  duración  mínima;  pues,  en  tan- 
to que  ésta  no  baja  de  4  meses,  aquella  des- 
ciende hasta  61  días. 

Ya  hemos  dicho  que  el  confinamiento  en  la 
ley  chilena  es  una  forma  de  expatriación;  y  que 
la  pena  que  nosotros  conocemos  con  aquel  nom- 
bre es  la  que  el  Código  de  Chile  denomina  re- 
legación. 

Respecto  de  las  divisiones  que  hace  de  la  re- 
clusión (casi  equivalente  á  nuestra  cárcel)  y  de 
las  que  establece  en  la  relegación;  reproduci- 
mos lo  dicho  más  arriba  sobre  la  formación  de 
la  escala  penal  chilena:  tiene  cierta  semejanza 
con  la  nuestra;  pero  no  es  igual  á  ella;  no  re- 
conoce los  grados  y  términos  del  Código  pe- 
ruano. 

La  suspensión  de  derechos  políticos  está  in- 
cluida en  la  inhabilitación  temporal,  y  tiene 
los  grados;  máximo ^  de  7  años  y  i  día  á  10 
años;  medio^  de  5  años  y  i  día  hasta  7  años;  y 
mínimo^  de  tres  años  y  i  día  á  5  años. 


El  Código  español,  que  no  dá  á  ninguna 
de  sus  penas  la  denominación  de  cárcel,  con- 
signa sin  embargo  las  de  presidio  menor  y  pre- 
sidio correccional,  que  tienen  bastante  analo- 
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gía  con  la  que  lleva  aquel  nombre  en  el  Códi- 
go peruano:  ambas  imponen  el  trabajo  obliga- 
torio á  quienes  privan  de  su  libertad;  cumplién- 
dose la  primera  en  establecimiento  penal  situa- 
do en  la  jurisdicción  de  la  Audiencia  que  la 
impone;  y  la  segunda,  en  establecimiento  del 
mismo  género,  sito  en  la  provincia  en  que  el 
condenado  tiene  su  domicilio;  como  si  entre  no- 
sotros se  dijera  en  la  cárcel  departamental  y  en 
la  provincial.  El  presidio  menor  tiene  los  gra- 
dos; mínimo  de  4  años  y  8  meses;  medio,  de  4 
años  y  9  meses  á  5  años  y  4  meses;  y  máximo, 

5  años  y  5  meses  á  6  años.  El  presidio  correc- 
cional   tiene   éstos:    mínipcio  de  7  á  16  meses;', 
medio,  de  17  á  26  meses;  y  máximo  de  27  á  36 
meses. 

La  pena  que  en  el  Código  español  es  llama- 
da reclusión  temporal,  consiste  en  el  encierro 
del  condenado,  hasta  por  20  años,  en  un  esta- 
blecimiento penal  que  se  halle  en  la  península 

6  islas  Baleares  ó  Canarias,  y  sujeta  al  que  la 
sufre  á  trabajo  forzoso  en  beneficio  del  Esta- 
do. Nada  tiene,  pues,  de  común  esta  pena  con 
la  que  en  el  Perú  recibe  la  misma  denomina- 
ción. 

Los  castigos  españoles  que  guardan  cierta 
proporcionalidad  con  el  nuestro  de  reclusión, 
son  las  prisiones  menor  y  correccional;  respec- 
to de  las  cuales  reproducimos  lo  que  acaba- 
mos de  decir,  hablando  de  presidios  menor  y 
correccional,  pues  no  difieren  de  estos,  sino  en 
que  no  imponen  trabajo  obligatorio;  unos  y 
otros  tienen  los  mismos  grados  y  duración. 
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La  pena  de  confinamiento,  que  es  en  su  esen- 
cia igual  á  la  que  nuestro  Código  designa  con 
el  mismo  nombre,  se  divide  por  el  español,  co- 
mo ya  lo  hemos  visto,  en  mayor  y  menor.  La 
primera  tiene  los  grados;  mínimo  de  7  á  8 
años;  medio,  de  9  á  10  años;  y  máximo,  de  i  r 
á  12  años.  La  éegunda  tiene  estos;  mínimo,  de 
4  años  á  4  años  y  8  meses;  medio,  de  4  años  y 
g  meses  á  5  años  y  4  meses;  y  máximo,  de  5 
años  y  5  meses  á  6  años. 

La  suspensión  de  derechos  políticos,  que 
nuestro  Código  ha  tomado  evidentemente  del 
español,  ha  sido  agravada  por  el  primero  en 
su  duración,  pues  el  segundo  le  señala  estos 
grados:  mínimo,  de  i  á  8  meses;  medio,  de  9 
á  16  meses;  máximo,  de  17  á  24  meses.  Nues- 
tra suspensión  puede  durar  hasta  5  años. 


El  Código  francés,  que  según  creemos 
haberlo  dicho  antes,  no  establece  una  verda- 
dera escala  penal;  tampoco  ha  consignado  en- 
tre sus  castigos  ninguno  que  se  corresponda, 
ni  aproximadamente,  al  nuestro  de  cárcel:  los 
únicos  que  presentan  cierta  analogía  con  él, 
cuando  se  les  aplica  sin  llegar  á  su  m.áximo  ni 
á  su  mínimo,  son  los  de  prisión  en  recinto  for- 
tificado, prisión  correccional  y  reclusión. 

La  prisión  en  recinto  fortificado,  estableci- 
da, en  sustitución  del  cadalso  político,  por  la 
ley  de  8  de  Enero  de  1850;  se  cumple,  como 
su  nombre  lo  indica,  en  lugares  que  no  tienen 
ningún  punto  de  semejanza  con  las  cárceles 
peruanas;  más  pudiendo  durar  de  5  á  20  años 
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y  consistiendo  también  en  privación  de  liber- 
tad; hay  un  caso  en  que  el  mínimo  de  prisión 
política  francesa  se  equipara  casi  con  el  máxi- 
mo de  cárcel  peruana. 

La  reclusión,  que  puede  durar  el  mismo  tiem- 
po, ofrece  alguna  relación  con  nuestra  cárcel  y 
con  nuestra  penitenciaría,  pues  se  cumple  en 
presidio;  pero  no  impone  trabajo  obligatorio 
sino  de  libre  elección. 

La  prisión  correccional  se  aproxima  á  nues- 
tra cárcel;  pero,  cuando  se  acerca  á  su  míni- 
mo, equivale  á  nuestro  arresto.  La  prisión  co- 
rreccional francesa  dura  de  6  días  á  5  años. 

Nuestra  reclusión  y  la  francesa,  como  se  des- 
prende de  lo  dicho,  no  tienen  de  común,  sino 
^I  nombre,  y  la  libertad  que  permiten  al  con- 
denado para  elegir  su  ocupación;  pero  la  segun- 
da se  cumple  en  establecimientd  penal  más  se- 
vero y  puede  llegar  hasta  á  20  años,  teniendo 
como  duración  mínima  la  máxima  de  la  nues- 
tra. 

Entre  las  penas  francesas  que  restringen  el 
derecho  de  libertad  de  residencia,  la  única  que 
guarda  relación  esencial  con  nuestro  confina- 
miento es  la  deportación  á  lugares  que  formen 
parte  del  territorio  nacional;  más  en  su  dura- 
ción difieren  de  un  modo  notable,  porque  la 
deportación  es  perpetua. 

La  suspenñsión  de  loa  derechos  políticos  en 
especial  que,  en  el  artículo  que  vamos  compa- 
rando ^establece  nuestro  Código,  no  entra  en 
el  cuadro  de  las  penas  francesas:  éste,  sólo  re- 
conoce la  degradación  cívica  perpetua  para  los 
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crímenes,  y  la  pérdida  temporal  de  ciertos  de- 
rechos, civiles,  cívicos  ó  de  familia,  para:  los 
delitos:  ni  hace  mención  de  derechos  políticos; 
pues  creemos  que  no  pueden  considerarse  con 
este  carácter  los  civiles  cívicos,  porque  estos 
son  indudablemente  lo  que  entre  nosotros  po- 
drían llamarse  municipales;  ^verbigracia  los  de 
elegir  y  ser  elegido  concejal,  y  otros  que  se  ad- 
quiere y  ejerce  por  razón  de  vecindad,  no  de 
ciudadanía. 

La  división  de  las  pends  en  grados^y  térmi- 
nos tampoco  se  halla  en  esta  parte  de  la  legis- 
lación francesa. 


El  Código  italiano  divide  la  pena  de  cár- 
cel en  seis  grados,  que  no*  se  subdividen  en 
términos.  Cada  grado  tiene  un  máximo  y  un 
mínimo,  dentro  de  los  cuales  puede  evolucio- 
nar el  juez  en  su  aplicación.  El  primer  grado 
dura  de  6  días  á  un  mes  inclusive;  el  segundo, 
de  I  mes  á  3;  el  tercero,  de  3  meses  á  6;  el 
cuarto,  de  6  meses  á  i  año;  el  quinto,  de  i  año 
á  3;  y  el  sexto,  de  3  años  á  5. 

La  cárcel  especial  para  menores  ó  personas 
de  escaso  discernimiento  se  denomina  cws/oáía. 
Esta  pena  no  tiene  prefijada  su  duración,  que 
depende  de  la  naturaleza  del  delito, cometido, 
de  la  edad  del  delincuente,  de\su  grado  de 
discernimiento  y  de  otras  varias  circunstan- 
cias. La  custodia  puede  ser  hasta  de  20  años; 
pero,  tratándose  de  menores,  se  impone  ordi- 
nariamente por  la  mitad  del  tiempo  que  se  im- 
pondría la  pena  de  cárcel  á  un  mayor  de  edad. 
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y,  en  ciertos  casos,  por  el  tiempo  que  falta  sil 
menor  para  cumplir  catorce,  ó  dieciocho  años, 
respectivamente. 

La  reclusión  italiana  que,  como  antes  lo  vi- 
ll  mos,  difiere  esencialmente  de  la  nuestra  por  la 

I  calidad  del  establecimiento  en  que  se  cumple, 

por  el  trabajo  forzado  que  impone,  y  por  su 
larga  duración;  sólo  tiene  tres  grados:  el  pri- 
mero, de  3  á  5  años;  el  segundo,  de  5  á  7;  y  el 
tercero,  de  7  á  10 

El  confin^iento,  análogo  á  la  pena  que 
nuestro  Código  designa  con  el  mismo  nombre, 
tiene  en  la  ley  italiana  cuatro  grados;  el  pri- 
mero, de  3  á  6  meses;  el  segundo,  de  6  meses  á 

1  año;  el  tercero,  de   i  año  á  2;  y  el  cuarto,  de 

2  á  5. 
Bajóla  denominación  de  suspensión  del  ejer- 
cicio de  cargos  públicos,  establece  este  Código 
la  pena  que  nosotros  llamamos  suspensión  de 
derechos  políticos;  si  bien  aquella  es  más  com- 
pleja, pues,  no  sólo  importa  la  interdicción 
temporal  de  éstos,  sino  también  del  desempeño 
de  cargos  ó  empleos  públicos.  Esa  suspensión 
tiene  cuatro  grados;  el  primero  de  3  á  6  me- 
ses; el  segundo,  de  6  meses  á  i  año;  el  tercero, 
de  I  á  2  años;  y  el  cuarto,  de  2  á  3. 

ARRESTO  MAYOR 

Primer  grado 2  meses 

Segundo  grado 3     » 

Tercer  grado 4     1^ 

Cuarto  grado 5     > 

Quinto  grado 6     J 
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El  Código  argentino  no  divide  la  pena  de 
arresto:  le  señala  un  mínimo  de  i  mes  y  un 
máximo  de  i  año,  que,  como  se  vé,  traspasan, 
por  uno  y  otro  extremo,  los  límites  que  el  nues- 
tro le  demarca. 

Presenta  además  esta  pena,  en  la  ley  argen- 
tina,* de  acuerdo  con  la  española,  la  especiali- 
dad de  que  puede  ser  cumplida  por  el  conde- 
nado en  su  propio  domicilio,  por  razones  de 
honestidad,  edad  ó  enfermedad,  como  lo  vere- 
mos después.  ^ 

El  Código  belga  no  tiene  en  su  escala  pe- 
nal ningún  castigo  equivalente  á  nuestro  arres- 
to. La  prisión  correccional,  que  se  le  aproxi- 
ma^ cuando  se  vá  acercando  á  su  mínimo  de  8 
días,  y  que  se  le  aparta,  subiendo  á  su  máxi- 
mo de  5  años;  difiere  notablemente  de  él  en 
que  impone  al  condenado  un  trabajo  obligato- 
rio, á  que  el  arresto  peruano  no  le  sujeta. 


<«. 


í>- 


E4.- 


r 


ti. 


El  Código  chileno  contiene,  en  su  esca- 
la de  penas,  una  que,  en  sus  grados  inferiores, 
pues  comienza  por  61  días,  se  asemeja  á  nues- 
tro arresto  mayor;  por  consistir  en  privación 
de  libertad  y  no  imponer  trabajo  obligatorio 
al  condenado:  esa  pena  es  la  reclusión  menor; 
más  puede  elevarse  hasta  5  años,  como  la  que 
entre  nosotros  se  denomina  simplemente  re- 
clusión. 

La  reclusión  menor  de  los  chilenos  tiene  los 
tres  grados  de  todas  sus  penas  temporales  me- 
nores: el  mínimo,  de  61  á  540  días;  el  medio, 
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de  S41  días  á  3  años;  y  el  máximo,  de  3  años  y 
I  día  á  5  años. 

El  Código  español  dá  al  arresto  mayor  los 
grados  mínimo,  de  i  á  2  meses;  medio,  de  3  á 
4  meses;  y  máximo,  de  cinco  á  6  meses. 


El  Código  francés  se  halla,  en  esta  parte, 
respecto  del  nuestro,  en  las  mismas  condicio- 
nes que  el  belga;  por  lo  que  habríamos  de  re- 
petir aquí  lo  que  acabamos  de  de^ir  comparan- 
do el  último  de  los  códigos  indicados. 

El  Código  italiano,  señala  bajo  el  nombre 
de  arresto,  una  pena  leve,  que  fluctúa  entre  i 
y  5  días  de  privación  de  libertad;  más  ella  no 
equivale  á  nuestro  arresto  mayor,  ni  tiene  di- 
visiones prefijadas  en  la  escala. 

ARIiESTO  MENOR 

Primer  grado 6  día$ 

Segundo  grado.., 12     » 

Tercer  grado 18     » 

Cuarto  grado 24     » 

Quinto  grado 30     » 

El  Código  argentino,  cuya  pena  indivisa 
de  arresto  oscila,  según  dijimos  arriba,  entre 
I  mes  y  i  año;  equipara  el  mínimo  de  ella  con 
nuestro  máximo  de  arresto  menor. 


El  Código  belga  no  tiene  otra  pena  análo- 

41 
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ga  al  arresto  menor  peruano,  ^íno  la  de  pirísióh 
correccional,  cuando  vá  tocando  á  su  mínimo 
de  8  días,  después  de  haber  bajado  hasta  30. 
Más  debemos  recordar  otra  vez,  que  impone 
trabajo  obligatorio,  y  no  tiene  prefijadas  divi-. 
siones;  siendo  libre  el  juez  para  medir  su  du- 
ración por  la  gravedad  del  delito  6  contraven- 
ción á  que  la  aplique. 

El  Código  chileno,  contiene  una  pena  de 
prisión  que  giiarda  analogía  con  nuestro  arresto 
menor,  cuan4o  se  le  aplica  en  su  grado  medio 
íde  I  á  20  días)  y  pasa  á  asimilarse  con  nuestro 
arresto  mayor,  cuando  de  khí  sube  á  su  máxi- 
mo. Esa  pena  tiene  los  tres  grados  siguientes: 
mínimo,  de  i  á  20  días;  medio,  de  21  días  á  40; 
y  máximo,  de  41  á  60  días.  La  prisión  impone 
trabajo  obligatorio  al  condenado  que  no  tiene 
bienes  para  indemnizar  los  gastos  que  ocasio- 
ne á  los  fondos  públicos  su  subsistencia,  y  la 
responsabilidad  civil  que  le  afecte. 

El  Código  español  establece,  en  la  dura- 
ción del  arresto  menor,  los  grados;  mínimo,  de 
I  á  5  días;  medio,  de  6  á  10  días;  y  máximo, 
de  II  á  15  días. 

El  Código  francés  nada  estatuye  en  esté 
punto  que  modifique  lo  que,  respecto  de  él,  he- 
mos expresado,  ocupándonos  del  arresto  mayor. 


El  Código  italiano,  de  cuyo  arresto  hemos 
hablado  igualmente,  al  comparar  la  pena  de 
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arresto  mayor,  hace  descender,  comp  se  ha  vis- 
to, la  indicada  pena  hasta  hacerla  aún  más 
suave  que  nuestro  mínimo  de  arresto  menor» 
sin  señalarle  grados  ni  términos* 

ArL  33. — Cada  grado  consta  de  ttes  términos; 
máximo^  medio  y  mínimo. 

En  la  Penitenciartay  Expatriación  élnhabili" 
tación^cada  término  es  de  uno  año. 

En  la  Cárcel^  Reclusión^  Confinamiento  y  Sus- 
pensión de  derechos  políticos^  cada  término  es  de 
cuatro  meses. 

En  el  A  rresto  mayor ^  cada  término  es  de  diez 
días;  y,  en  el  menor  de  dos. 

Comentario. — Según  se  vé, .por  este  artículo, 
el  a8  y  el  32;  entre  todos  los  Códigos  que  va- 
mos comparando,  el  nuestro  es  el  más  recelo- 
so de  la  arbitrariedad  judicial.  Ha  dividido  y 
subdividido  las  penas  de  tal  modo  y  con  tan- 
ta minuciosidad;  ha  fijado  reglas  tan  precisas 
para  su  aplicación,  y  señalado  con  tan  riguro- 
sa extrictez  la  manera  de  pasar  de  una  pena  á 
otra  y,  en  una  misma,  la  de  sul)ir  y  bajar  de 
un. grado  á  otro,  de  un  término  á  otro  término; 
que  la  misión  del  juez  queda  reducida  casi  á 
un  simple  cómputo  aritmético.  Esta  escrupu- 
losidad, si  bien  facilita  la  imposición  de  los  cas- 
tigos; tiene  el  inconveniente  de  equiparar,  en 
muchos  casos,  á  delincuentes  cuya  responsabi- 
lidad es  muy  diversa  ante  el  buen  sentido  y 
ante  la  conciencia  moral  del  juzgador,.  Sin  de- 
jar la  peligrosa  amplitud  de  los  Códigos  belga 
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y  francés,  que  permiten  á  sus  jueces,  ya  una 
severidad  excesiva,  ya  una  lenidad  de  compla- 
cencfa,  llevando  la  pena  á  sus  grados  máximo 
y  mínimo,  muy  apartados  entre  sí  en  muchos 
casos;  se  ha  podido  tomar  el  temperamento  de 
los  Códigos  argentino,  chileno  é  italiano,  cuyas 
penas  fluctúan  dentro  de  un  campo  más  estre- 
cho, sin  estar  sujetas  á  esa  inmovilidad,  que 
aceptaron  nuestros  legisladores  con  daño  de  la 
justicia,  pero  con  el  sano  propósito  de  consul- 
tarla invariablemente. 

Omitimos  aquí  las  comparaciones  particula- 
res de  nuestro  Código  con  los  demás  que  son 
materia  del  presente  estudio;  porque,  con  ex- 
cepción del  chileno  y  el  italiano,  que  también 
dividen  sus  penas  en  grados,  aunque  no  en  térr 
minos;  toda  confrontación  se  hace  imposible. 

La  inspección  de  las  escalas  penales,  que 
más  abajo  insertamos,  será  más  provechosa 
que  cuanto  sobre  el  particular  pudiéramos  decir. 

A^t'  34» — Los  grados  y  términos  á  que  se  refie- 
ren los  dos  artículos  precedentes  se  manifiestan  en 
las  siguiefUes  escalas: 

ESCALA  NÚM.    I 

Para  la  pena  de  Penitenciaría 


Grados 

Término 

Mínimo 

Término 

Medio 

Término 

Miximo 

I 

4  años 

5  años 

6  años. 

II 

7     » 

8       D 

9     í 

III 

lO       D 

I  I        D 

12     ]> 

IV 

13       D 

14     1> 

.  '5     ^ 
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ESCALA  NÚM.  2 


\ 


Para  las  penas  de  Expatriación  é  Inhabilitación 

absoluta  y  especial. 


Grados 

Término 

Mínimo 

Término 

Medio 

Término 

Máximo 

I 

I  año 

2  años 

3  años 

II 

4  años 

5     1^ 

6     ]^ 

III 

7     ^ 

8       T^ 

9     > 

IV 

lo     :d 

II     p 

12      > 

V 

13     ^ 

14     j 

15     ^ 

ESCALA  KÚM.  3 

Para  las  penas  de  Cárcel,  Reclusión, 
Confinamiento  y  Suspensión  de  derechos 

políticos. 


Término 

Término 

Término 

Grados 

Mínimo 

Medio 

Máximo 

I 

4  meses 

8  meses 

X  añQ 

II 

16     ]» 

20      D 

2  años 

III 

28     J» 

32      i> 

3     » 

IV 

40     1> 

44      » 

4     > 

V 

52    -^ 

56      i> 

5     J> 

V 


ESCALA  NÚM.  4 

Para  la  pena  de  Arresto  mayor. 


Término 

Término 

Término 

Grados 

Mínimo 

Medio 

Máximo 

I 

4P  días 

50  días 

2  meses 

II 

70    » 

80    j 

3      » 

HI 

100    í 

lio     í 

4      » 

IV 

130    » 

140     D 

5     > 

V 

160    > 

1 

.    170       3> 

6      » 

ESCALA    NÚM.  5 

Para  la  pena  de  Arresto   menor. 


Grados 


I 

II 
III 

IV 

V 


Término 

Mínimoi 


2  días 
8     ^ 

14  D 
20  1> 
26       }i> 


1 

Término 

Término 

Medio 

Máximo 

4  días 

6  dfas 

10      3> 

12       D 

16     i> 

18       D 

22      D 

24       D 

28     ]) 

30       > 

Comentario, — Como  se  advierte,  por  el  aten- 
to examen  del  artículo  23,  del  28  y  del  presen- 
te.; el  legislador  peruano  ha  omitido  la  forma- 
ción de  una  escala  especial  para  I^s  penas  de 
suspensión  de  empleo  ó  cargo  y  sujeción  á  la 
vigilancia  de  la  autoridad,  limitándose  á  de- 


Signarles  un  frifftíifió  de  uno  ysélS  rríéííás,  y  un 
máxiñfio  de  dos  y  dnco  años  respéctivanlenté. 
Esta  omisión  proviene  de  que  las  indicadas 
penas  son,  el  mayor  numeró  de  casos,  sitn- 
plemente  accesorias,  cuya  duración  sé  mide 
por  la  de  las  principales  á  que  acómpaftah  (ar- 
tículo 30). 

Debemos  notar,  sin  embargo,  que  los  lími- 
tes dé  la  suspensión  no  están  bien  niárcádos 
en  el  artículo  28,  píaes  hay  casos  en  que  no  se 
encierra  dentro  de  ellos.  Así,  al  empleado  pú- 
blico culpable  de  rebelión,  sedición,  motín  ó 
asonada,  se  le  castiga  subsidiariamente  con 
suspensión  de  uno  á  cuatro  años. 

Creemos,  pues,  que  el  artículo  28  ó  el  pre- 
sente deberían  adicionarse,  salVando  los  casos 
en  que  la  ley  imponga  esa  pena  por  mayor 
tiempo. 


El  Código  argentino;  que,  como  sabemos 
impone  algunas  penas  perpetuas,  señala  á  las 
temporales  la  duración  que  aparece  del  si- 
guiente óuádro: 


Pencu  tetHf<yraUs 

DURACIÓN 

Fena$  análogas  en  el 
Código  peruano 

Mínima 

Máxima 

Presidio 

Penitenciaria... 

Prisión 

Destierro.. 

Arresto. 

'6  años 

3    „ 

1  año 

\  " 

1  mes 

15  afios 
15    „ 

1  año 

Penitenciaría 

ídem  y  Oárcel 
Recla8ión 
Expatriación 
Arreste  y  Bedtifiíióil 
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La  pena  accesoria  de  inhabilitación  tempo- 
ral, sea  especial  ó  absoluta,  y  la  de  suspensión 
de  cargos  y  derechos  políticos,  implícitamente 
contenida  en  ella;  no  tienen  prefijado  su  máxi- 
mo ni  su  mínimo,  porque  su  duración  depende 
de  lá  que  señala  á  la  pena  principal.  Pero 
la  de  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad, 
aneja  á  las  penas  de  presidio  y  penitenciaría, 
tiene,  cuando  acompaña  á  la  primera,  un  máxi- 
mo de  cinco  años  y  un  mínimo,  de  uno,  que  se 
reducen  en  una  tercera  parte  si  siguen  á  la  se- 
gunda. 


El  Código  b^lga  que,  del  mismo  modo  que 
el  argentino  y  otros,  contiene  las  penas  perpe- 
tuas, en  otpo  lugar  indicadas.  (Com.  art.  23) 
señala  á  las  temporales  la  duración  que  se  vé 
en  este  cuadro: 


Penas  temporales 

DURACIÓN 

Penas  análogas  en  el 
Código  peruano 

Mínima 

Máxima 

/ 

Trabajos  forzados 

10  años 

15  años 

Penitenciaría 

ídem.      Ídem 

15    » 

20    „ 

ídem. 

Reclusión 

5    » 

10    ,, 

Cárcel  y  Penitenciaría 
Reclusión  y  Penitenc 

Detención  ordinaria... 

5    » 

10    „ 

ídem.          Ídem 

10    „ 

15    ». 

Penitenciaría 

ídem.      extraordin. . 

15    » 

22    „ 

ídem. 

Prisión  correccional . . . 

8  días 

5        M 

Arresto  y  Reclusión 

Prisión  de  policía. .... 

I  día 

7  días 

Arresto  menor 

Sujeción  á  la  rigilanda 

• 

especial  de  la  policía. 

5  años 

20  años 

Sujeción  á  vigilancia 

r^ 
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El  CóDiGofcHiLENo,  presenta  en  su  artícu- 
lo 56  una  tabla  demostrativa^de  sus  penas  di- 
visibles, cuyo  contenido  extractamos  en  segui- 
da para  darle  la  misma  forma  de  los  cuadros 
precedentes: 


Penas  temporaUs 

DURAOIÓN 

Penas  análogas  en  el 
Código  peruano 

Mínima 

Máxima 

Presidio            mayor... 

5  años 

20  años 

Penitenciaría 

Reclusión             »,     ... 

5    n 

20    „ 

ídem. 

Confinamiento     „    ... 

5    >' 

20    », 

Expatriación 

Relegación           ,,    ... 

5     r> 

20    „ 

Confinamiento 

Inhabilitación  absolnta 

Inhabilitación  absolnta 

y  especial 

3    » 

10    ,» 

y  especial 

Presidio            menor... 

61  días 

Cárcel 

Reclusión            ,»    ... 

61    „ 

Reclusión 

Confinamiento     „    ... 

61    „ 

Expatriación 

Extrañamiento     ,,     ... 

61    „ 

ídem. 

Relegación           „     ... 

61    „ 

Confinamiento 

Destierro 

6x    „ 

Suspensión  de  cargo  y 

Suspensión  de  derechos 

oficio  público  y  titular 

61    „ 

3    M 

polM^s 

Prisión  .............. 

I  día 

60  días 

Arresto 

Por  comodidad  hemos  suprimido,  en  las 
cinco  primeras  penas,  el  día  adicional  con  que 
en  ellas  se  inicia  el  grado  mínimo:  en  lugar  de 
5  y  3  años,  el  Código  chileno  dice  «cinco  años 
y  un  díaD  y  «tres  años  y  un  día.D 


El  Código  español  destina  también  su  ar- 
tículo 83  á  presentar  la  tabla  demostrativa  de 
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la  duración  de  las  penas  divisibles  y  de  cada 
uno  de  sus  grados.  Por  razones  análogas  á  las 
expresadas  en  el  párrafo  anterior  la  extracta- 
mos en  la  siguiente  forma: 


Penas  Umporales 

DURACIÓN 

/Vif ox  análogas  en  el 
Código  peruano 

Mínima 

Máxima 

Cadena.  .............. 

12  años 

12       ,, 

20  años 
2o     „ 

20       ,, 

Penitenciaría 

ídem. 
Expatriaaón  y  confina- 

Reclusión 

Relegación 

■          »» 

miento 

Extrañamiento 

"       » 

20       „ 

Expatriación 

Presidio           mayor... 

7     » 

12       »> 

Penitenciaría 

Prisión                 „     ... 

7     », 

12       „ 

ídem. 

Con  ñnamiento     „     ... 

7     » 

12       „ 

Confinaimento. 

Inhabilitación  absoluta 

Inhabilitación  absoluta 

y  especial 

3           M 

8      ., 

y  especial 

Suspensión .... ... 

I    mes 

24  meses 
6  años 

Suspensión  de  deiechos 
Cárcel      • 

Presidio           menor... 

4  años 

Prisión                 ,,     ... 

4           M 

6    „ 

Reclusión 

Confinamiento     „     ... 

4     u 

6    „ 

Confiuamientn 

Presidio  correccional... 

7  meses 

36  meses 

Cárcel 

Prisión            ,y^       ... 

7     » 

36          M 

.Reclusión 

Destierro 

7     »» 

36     „ 

Confinamiento 

Sujeción  á  la  vigilancia 

de  la  autoridad 

7     »    , 

36     „ 

Sujeción  á  vigilancia 

Arresto  mayor 

I    mes 

odias 

Arrestro  mayor  y  menor 

ídem  menor. ........ 

I     dia 

15    » 

Arrestro  menoe 

El  Código  francés  prefija  á  sus  penas  tem- 
porales la  duración  máxima  y  mínima  que  se 
vé  en  el  siguiente  cuadro: 
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Penas  temporales 

DUBAOIÓN 

Venéis  análoga»  en  el 
Código  peruano 

^(nima 

Máxima 

Trabajos  forza- 

1 

'• 

dos 

5  afios 

20  afios 

Penitenciaría 

Prisión  (1)  cri- 

mÍDal 

6    > 

20    > 

ídem 

Beoinsióu 

5    > 

10    > 

ídem 

Destierro 

Prisión  corree 

5    > 

10    > 

Expatriación 

cional  (2) — 

6  días 

5    » 

Beclnsión 

Sojeción    á    la 

1 

vigilancia  de 

1 

la  alta    poli- 

cía (3) 

6  meses 

20    > 

Sujeción  á  la  vigi 
lanoia  de  la  autor. 

Prisión  de  po- 

licía (3) 

1  día 

5  días 

Arresto  menor 

(i)  Estn  pena,  cuando  es  subsidiaria  de  la  de  dditíerro  por  haberse 
quebrantado  esta  última;  dura  del  tanto  al  doble  de  lo  que  faltaba  al 
condenado  para  cumplir  su  sentencia  (art.  2o  y  33,  Cod.  fr.) 

(aj  Los  limites  de  esta  pena,  aunque  sefialados  por  el  artículo  40, 
pueaen  ser  alterados;  7  lo  son  en  electo,  "según  resulta  del  mismo 
articulo  y  otros  del  Código  que  comparamos  con  el  nuestro  en  este 
párrafo. 

(3)  £1  mínimo  de  esta  pena  no  está  expresamente  señalado  en  el 
Código  francés;  varía  con  la  duración  de  la  pena  pnndpal  á  que 
acompaña,  y  es  ordinariamente  impuesta  por  igual  tiempo;  pero  como 
el  art.  44  inc.  3?  prohibe  al  violado  abandonar  antes  de  seis  meses 
la  residencia  que  nubiese  elegido,  colegimos  que  este  es  el  mínimo 
legal. 


El  Código  italiano,  dividiendo  sus  penas 
temporales  en  los  grados  que  hemos  visto  en  el 
comentario  del  artículo  32,  las  encierra  dentro 
de  los  límites  máximo  y  mínimo  que  el  siguien- 
te cuadro  maniñesta: 
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Penas  temporales 

DURACIÓN 

Penas  análogas  en  el 

Mínima 

Máxima 

Código  peruano 

Trabajos  forza- 

dos  

10  años 
3     » 

20  años 
10     » 

Penitenciaría 
Cárcel  y  Penitenc. 

BeclnHÍóii.    .. 

Re1ega<sión 

3    » 

20     » 

ídem  é  ídem 

Cárcel  (1).    . .. 

6  días 

5     1 

Arresto  y  Cárcel 

Oonfiuamieiito 

\ 

y    destierro 

local 

3  meses 

5     1 

Confinamiento 

Suspensión    de 

cargo  público 

3    1 

3     1 

SnspensiÓQ 

Arresto 

1 

1  día 

5  días 

Arresto  menor 

(i)  Respecto  de  la  conmatación  de  esta  pena  en  la  de  guarda  ó  cus- 
todia, cuando  es  impuesta  á  menores  ó  personas  de  escaso  discernid 
miento,  véase  lo  dicho  en  el  comentario  del  artículo  33. 


i 
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TITULO  3.*^ 

DE    LAS  PENAL  QUE  LLEVAN  CONSIGO  OTRAS 

ACCESORIAS 

Art.35,  La  pena  de  Penitenciaría  lleva  consigo: 

I .°  Inhabilitación  absoluta  por  el  tiempo  de 
la  condena  y  por  la  mitad  más  después  de  cum- 
plida; 

2.°  Interdicción  civil  por  el  tiempo  de  la  con-^ 
dena; 

3.**  Sujeción  á  la  vijilancia  de  la  autoridad 
de  no  á  cinco  años  después  de  cumplida  la  pena^ 
según  el  grado  de  corrección  y  buena  conducta  que 
hubiere  observado  el  reo  durante  su  condena. 

Comentario. — Bien  poco  tenemos  que  agre- 
gar en  este  punto  á  lo  que  expusimos  comen- 
tando el  artículo  24.  El  penitenciado,  por  la 
naturaleza  misma  del  castigo  á  que  está  suje- 
to, se  halla  inhábil  para  desempeñar  las  fun* 
ciones  de  cualquier  empleo  público  y  para  el 
ejercicio  de  todo  derecho  político,  pues  uno  y 
otro  necesitan  una  libertad  de  acción  de  que 
él  carece. 

Tampoco  puede  el  individuo,  que  en  tales 
condiciones  se  encuentra,  solicitar  el  reconoci- 
miento de  derechos  provenientes  de  servicios 
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al  Estado,  como  los  de  jubilación  y  censantía 
ú  otros  análogos;  tanto  por  consideraciones  se- 
mejantes, cuanto  porque,  en  muchos  casos,  ese 
recenocimiento  y  la  toma  de  posesión  de  los  % 
goces  anejos  á  ella  harían  casi  insensibles  para 
el  penitenciado  los  efectos  de  su  condena. 

Nótese  que  la  condición  de  penitenciado  só- 
lo suspende  el  ejercicio  del  derecho  de  pedir 
jubilación  ó  cesantía,  por  el  tiempo  de  la  con- 
dena y  la  mitad  más:  trascurrido  ese  tiempo, 
aquel  derecho  renace;  pero  creemos  natural 
que  los  goces  que  de  él  provengan  sólo  comien- 
cen desde  el  día  en  que  la  inhabilitación  fe- 
i^ece- 

Casi  imperceptibles  serían  para  el  mismo 
penitenciado  los  efectos  de  su  inhabilitación, 
si  ella  se  limitase  al  tiempo  de  la  condena 
principal;  y  habría  peligro  para  la  sociedad  en 
restituir  inmediatamente  al  ejercicio  de  los  de- 
rechos políticos  y  reponer  en  la  actitud  de  des- 
empeñar funciones  públicas  á  quien  no  ha  re- 
conquistado aún  la  confianza  de  sus  conciuda- 
nos  por  una  conducta  que  revele  el  abando- 
no de  la  mala  senda  y  el  propósito  de  vivir 
honradamente,  colaborando  con  sinceridad  en 
la  obra  del  bien  común. 

No  son  necesarias  las  mismas  precauciones 
para  devolver  al  penitenciado  el  goce  de  sus 
derechos  meramente  civiles.  Si  la  imposibili- 
dad de  ejercer  estos  durante  la  clausura  moti- 
va racionalmente  su  interdicción;  la  vuelta  á 
la  vida  civil,  el  regreso  al  hogar,  son  á  su  vez 
motivos  igualmente   racionales  para  la  devolu- 
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ci6n  de  facultades,  que  se  hallaban  en  suspen- 
so, pero  no  extinguidas,  por  cuanto  deriván- 
dose de  la  naturaleza,  son  imprescriptibles.  El 
expenitenciado  puede,  pues,  disponer  ya  de 
sus  bienes,  y  administrarlos  como  mejor  le 
plazca;  entrará  nuevamente  en  el  ejercicio  de 
la  autoridad  marital  y  de  la  patria  potestad; 
si  abusa  de  una  ú  otra,  medios  civiles  suficien- 
tes reconocen  las  leyes  para  reparar  los  daños 
que  causare,  sin  que  sea  necesario  recurrir  á 
una  sanción  penal. 

El  fundamento  de  la  sujeción  á  la  vigilancia 
de  la  autoridad  lo  hemos  indicado  en  otro  lu- 
gar (art.  24).  Aquí  nos  corresponde  solo  ad- 
vertir que,  aún  cuando  el  artículo  51  de  este 
Código^ prescribe  á  los  Jueces  y  Tribunales""  la 
obligación  de  designar  expresamente  en  sus 
fallos  las  penas  accesorias  que  impongan  al  in- 
dicar la  pena  principal,  señalando  aquellas  por 
su  dominación  y  duración  legales;  no  es  de 
práctica,  ni  ^ería  posible  establecer  a  pHori  en 
las  sentencias  la  duración  que  haya  de  tener 
la  sujeción  á  esa  vigilancia;  porque  como  se  vé 
por  el  texto  mismo  de  la  ley,  depende  de  con- 
diciones futuras.  ¿Tocará  por  consiguiente,  á 
la  misma  autoridad  política  medir,  con  pru- 
dencia y  conocimiento  de  antecedentes,  el 
tiempo  de  su  acción  inspectora,  dentro  de  los 
límites  legales;  á  fin  de  que  no  sea  tan  breve 
que  se  haga  ineficaz,  ni  tan  prolongada,  que 
trasforme  eo  esclavo  al  que  esté  sometido  á 
ella?  No  nos  parece  admisible  esta  ingerencia 
de  autoridad  extraña  en  la  imposición  de  las 
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penas;  y  creemos  por  tanto  que  se  debería  su- 
primir de  la  ley  la  condición  contenida  en  ella. 
La  vigilancia  debe  regirse  en  su  dur>aci6n  por 
la  gravedad  del  delito  y  no  por  circunstancias 
posteriores  á  su  perpetración. 


El  Código  argentino,  en  sus  artículos  63  y 
67,  impone,  como  accesorias  de  las  penas  de 
presidio  y  penitenciaría,  las  mismas  de  inha- 
bilitación, mterdicción  civil  y  sujeción  á  la  vi- 
gilancia de  la  autoridad,  prescribiendo  tam- 
bién que  la  inhabilitación  dure  el  tiempo  de  la 
condena  principal  y  la  mitad  más;  la  interdic- 
ción civil,  todo  lo  que  dura  dicha  condena 
principal,  y  la  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  au- 
toridad de  uno  á  cinco  años,  como  en  nuestra 
ley. 

Conviene  recordar  que  el  Código  argentino 
admite  presidio  y  penitenciaria  por  tiempo  in- 
determinado; y  que  dá  á  esas  penas,  cuando 
son  temporales,  duraciones  semejantes  á  las 
que  el  nuestro  señala  á  la  segunda. 


El  Código  belga,  cuyas  penas  de  trabajos 
forzados,  reclusión  y  detención  sustituyen  la 
nuestra  de  penitenciaría,  las  acompaña  tam- 
bién de  las  accesorias  de  inhabilitación  y  su- 
jeción á  la  vigilancia  de  la  autoridad:  de  estas 
últimas,  la  primera  es  perpetua  cuando  la  pe- 
na principal  lo  sea;  y  puede  durar  de  10  á  20 
años  cuando  esta  sea  temporal  (art.  32).  La 
sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad  (art.  36) 


dará  de  5  á  20  años;  más  puede  hacerse  vita- 
licia en  caso  de  reincidencia. 

Según  este  Código,  la  privación  de  derechos 
que  constituye  la  inhabilitación  (ó  interdicción 
como  él  la  denomina)  durante  la  pena  princi- 
pal, no  llev9^  el  carácter  de  castigo;  es  una  con- 
secuencia forzosa  de  la  condición  del  reo:  la 
verdadera  pena  accesoria  se  comienza  á  con- 
tar desde  el  día  en  que  el  condenado  haya  ex- 
tinguido la  principal  [art.  34). 

El  O^digo  belga  señala  tambiétl  las  penas 
accesorias  de  inhabilitación  (interdicción)  y  su- 
jeción á  la  vigilancia  de  la  autoridad  para  los 
condenados  á  muerte;  los  que,  en  el  caso  de 
ser  indultados  de  la  pena  principal,  sufren 
siempre  las  accesorias. 

El  Código  chileno,  á  semejanza  del  bel- 
gíi,  omite  la  suspensión  de  los  derechos  civi- 
les del  reo  durante  la  condena;  y  solo  acompa- 
ña con  la  inhabilitación  política  y  sujeción  á  la 
vigilancia  de  la  autoridad,  las  condenas  de 
muerte  y  las  de  presidio,  reclusión  y  relegación, 
perpetuas  ó  mayores  que,  como  la  nuestra  de 
penitenciaría,  están  á  la  cabeza  de  las  penas 
restrictivas  de  la  libertad  (art.  27  y  28). 


El  Código  español,  cuyas  penas  de  cade- 
na, reclusión,  presidio  mayor  y  prisión  mayor 
guardan  cierta  semejanza  con  nuestra  pena  de 
penitenciaría;  las  acompaña  también  de  inha-r 
bilitación  absoluta  perpetua,  sujeción  á  la  vigi- 
lancia de  la  autoridad  por  todo  el  resto  de  la 
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vida  del  reo,  la  interdicción  civil  de  éste;  más 
agrega  las  de  argolla  y  degradación,  que  nues- 
tra ley  no  reconoce,  para  los  condenados  que 
se  hallen  en  ciertas  circunstancias  (art.  51,  52, 

53  y  54>  . 

El  Código  reformado  ha  suprimidp  la  pena 

accesoria.de  argolla,  que  consistía   en  que  el 

condenado  á  cadena  asistiese  á  las  ejecuciones 

públicas,  con  una  argolla  de  hierro  al  cuello,  y 

de  la  que  se  le  ataba  á  un  poste  sobre  el  mismo 

cadalso;  pero  conserva  la  de  degradacig4i  para 

los   empleados  públicos  que  abusaren   de  su 

cargo,  si  este   es  de  los  que  confieren  carácter 

permanente  (art.  54.  Cód,  ref.)- 


El  Código  francés,  que  originariamente 
consignaba  como  penas  accesorias  la  muerte 
civil,  la  sumisión  á  la  vigilancia  de  la  alta  po- 
licía, la  exposición  á  la  vergüenza  pública,  la 
interdicción  civil,  la  degradación  cívica  y  la 
prisión;  ha  sido  modificado  por  la  ley  de  31 
de  Mayo  de  1854,  que  abolió  la  primera,  por 
la  de  27  de  Mayo  de  1885  que  ha  suprimido 
la  segunda,  y  por  el  decreto  de  12  de  Abril  de 
1848,  que  ahorró  á  los  condenados  el  inútil  ve- 
jamen de  ser  expuestos  á  las  miradas  de  todos. 

La  muerte  civil  consistía  en  la  privación  per- 
petua del  ejercicio  de  todo  derecho.  Esta  pe- 
na era  accesoria  á  la  de  trabajos  forzados  á 
perpetuidad  y  á  la  de  deportación. 

La  sumisión  á  la  vigilancia  de  la  alta  poli- 
cía daba  al  Gobierno  el  derecho  de  determi- 
nar ciertos  puntos,  en  los  cuales  estaba  prohi- 
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bido  al  condenado  presentarse  después  da  ha- 
ber cumplido  su  condena,  é  imponía  á  este  la 
obligación  de  declarar,  al  menos  quince  días 
antes  de  salir  en  libertad,  el  lugar  en  que  que- 
ría fijar  su  residencia,  so  pena  de  señalársele  por 
la  autoridad;  la  de  no  abandonar  tal  residen- 
cia antes  de  seis  meses  y  sin  permiso  del  Go- 
bierno; la  de  no  trasladarse  de  un  punto  á 
otro,  dentro  del  circuito  que  le  estaba  marca- 
4o,  sin  recibir  una  hoja  de  rutUy  en  la  que  se  le 
marcaba  el  itinerario  que  indefectiblemente 
habría  de  seguir;  y  la  de  presentarse  al  Alcalde 
del  lugar  á  que  llegase,  dentro  de  las  primeras 
veinticuatro  horas.  Esta  pe^a  iba  aneja  á  las 
de  trabajos  forzados  temporales,  prisión,  reclu- 
sión, destierro,  y  á  las  impuestas  por  delitos  ó 
crímenes  contra  la  seguridad  del  Estado;  y  era 
además  producida  por  la  conmutación  y  re- 
ducción de  las  penas  perpetuas,  y  aún  por  la 
prescripción  de  éstas  y  las  temporales. 

Hemos  creído  oportuno  hacer  esta  breve  re- 
seña, porque  nuestro  Código,  que  consigna  en 
su  escala  dicha  pena,  no  ha  cuidado  de  indi- 
car con  claridad  suficiente  la  forma  en  que  de- 
be ejecutarse. 

La  exposición  á  la  vergüenza  pública  prece- 
día á  la  ejecución  de  la  pena  principal,  duraba 
una  hora,  y  consistía  en  la  exhibición  del  con- 
denado con  un  cartel,  sobré  su  cabeza,  en  el 
que  se  expresaba  su  nombre,  profesión  y  domi- 
cilio, su  pena  y  la  causa  de  su  condena.  La 
exposición  acompañaba  á  las  penas  de  trabajos 
forzados,  perpetuos  ó  temporales  y  de  reclusión. 
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La  interdicción  civil,  acompaña  á  las  penas 
llamadas  correccionales,  en  los  casos  que  la 
ley  determina. 

La  degradación  cívica  es  accesoria  de  las 
de  trabajos  forzados  temporales,  prisión,  re- 
clusión y  destierro;  y  la  de  prisión  lo  es  de  la 
degradación  cívica,  cuando  esta  última  sea  im- 
puesta con  el  carácter  de  principal. 


El  Código  itaí-iano,  cuyas  penas  accesor 
rias  son  1^  inhabilitación  ó  suspensión  de  car- 
go, empleo,  profesión,  negociación  ó  arte;  su- 
jeción á  la  vigilancia  de  la  seguridad  pública 
y  reprensión;  une  ja  primera  á  las  condenas 
por  crímenes  cometidos  con  abuso  del  ejerci- 
cio de  cargo,  empleo,  profesión,  negociación 
ó  arte,  á  más  de  otras  especificadas  en  la 
ley;  la  segunda,  á  las  condenas  por  reatos  con- 
tra la  seguridad,  á  las  de  trabajos  forzados  ó 
reclusión  por  salteamiento,  robo  ó  hurto,  y  á 
las  que,  en  determinados  casos,  se  imponga 
por  hechos  punibles  de  las  asociaciones  de 
malhechores;  y  la  reprensión,  á  las  penas  co- 
rreccionales, cuando  las  circunstancias  del  ca- 
so lo  requieran,  y  á  las  pena^  de  policía. 

Art.  36.  Las  penas  de  expatriación  y  confina- 
miento llevan  consigo: 

i.°  Inhabilitación  absoluta  durante  la  con- 
dena; 

2.^  Sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad 
de  seis  meses  hasta  dos  años,  después  de  cumplida 
la  pena. 
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Gnnentario, — La  inhabilitación  es,  como  he- 
mos tenido  ocasión  de  indicarlo,  una  conse- 
cuencia obligada  de  la  situación  particular  en 
que  el  expatriado  ó  confinado  se  encuentra. 
Consistiendo  la  inhabilitación  en  la  pérdida  de 
empleos  ó  cargos  públicos,  del  derecho  de  ob- 
tenerlos, de  los  derechos  políticos  activos  y  pa- 
sivss,  y  del  de  solicitar  jubilación,  cesantía  ú 
otros  goces  análogos;  es  bien  claro  que,  no  ejer- 
ciéndose tales  derechos  sino  en  la  patria  y  en 
el  domicilio,  hay  imposibilidad  material  de 
usar  de  ellos  para  quien  no  se  halla  en  su  do- 
micilio, y  aún  mayor  para  el  que  está  fuera  de 
la  patria. 

La  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad 
se  justifica  por  las  consideraciones  que  en  otro 
lugar  (art.  24)  hemos  expuesto. 

El  Código  argentino  no  ha  incurrido,  co- 
mo el  nuestro,  en  la  redundancia  de  conside- 
rar como  pena  una  situación  que  se  impone  por 
la  misma  naturaleza  de  las  cosas  y  no  por  la 
voluntad  del  legislador.  Aún  cuando  éste  hu- 
biese permitido  al  expatriado  el  goce  de  los  de- 
rechos poh'ticos  y  municipales;  de  hecho  ha- 
bría quedado  inhábil  para  ejercerlos. 

Según  este  Código  la  pena  de  destierro  no 
lleva  consigo  otra  alguna. 

El  confinaniiento  no  es  castigo  de  la  ley  ar- 
gentina. ; 


El  Código  belga  no   incluye  entre  sus  pe- 
nas la  expatriación,  ni   el  confinamiento,  ni 
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otras  qae   equivalgan   á  estas;  por  lo  que  no 
puede  señalar  penas  accesorias  á  ellas. 

El  Código  chileno  reconoce  la  pena  de  ex- 
patriación en  las  siguientes  formas:  i/  confina- 
miento, que  es  la  expulsión  del  condenado  fue- 
ra de  la  República,  con  residencia  forzosa  en 
el  lugar  que  se  le  señale:  2.*  extrañamiento, 
que  difiere  de  la  pena  anterior  en  que  permite 
al  condenado  elegir  sií  residencia.  Reconoce 
también,  bajo  el  nombre  de  relegación,  la  que 
el  nuestro  llama  confinamiento,  y  bajo  el  de 
destierro,  la  imposición  de  abandonar  i^n  pun  • 
to  determinado  de  la  República,  con  libre  elec- 
ción de  residencia. 

Como  se  vé,  el  destierro  chileno  difiere,  en 
esta  libertad,  de  nuestro  confinamiento. 

La  expatriación  (confinamiento  y  extraña- 
miento) lleva  consigo,  si  es  perpetua,  inhabili- 
tación absoluta,  perpetua,  para  cargos  y  ofi- 
cios públicos  y  derechos  políticos,  y  sujeción  á 
la  vigilancia  de  la  autoridad  en  término  máxi- 
mo. Si  la  misma  pena  es  temporal,  tiene  como 
accesorias  la  de  inhabilitación  absoluta,  perpe- 
tua, para  los  derechos  políticos,  y  la  de  inha- 
bilitación absoluta,  para  profesiones  titulares, 
(cuando  la  pena  es  mayor)  y  para  cargos  y  ofi- 
cios públicos  (cuando  es  menor)  por  el  tiempo 
que  dure  la  dondena  (art.  27,  2&i  29,  30). 

La  relegación  está  equiparada  con  la  expa- 
triación en  cuanto  á  las  penas  accesorias  (art. 
27,  28,  29,  30). 

Aquí  reproducimos  las  observaciones  hechas 
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anteriormente:  el  confinado  y  extrañado,  los 
expatriados  en  una  palabra,  están  por  fuerza 
incapacitados  para  ejercer  los  derechos  y  fun- 
ciones públicas  que  se  les  prohibe  ejercer:  por 
consiguiente  la  interdicción  legal  está  de  más. 

Por  otra  parte  ¿cómo  ejercerá  la  autoridad 
su  vigilancia  sobre  los  expatriados? 

El  destierro  no  lleva  en  esta  ley  penas  acce- 
sorias, fuera  de  las  generales  y  comunes  apli- 
cables á  todo  crimen  ó  simple  delito. 


El  CÓDiGb  ESPAÑOL  sujeta  al  condenado  á 
inhabilitación  absoluta  perpetua  y  sujeción  á 
vigilancia,  por  tiempo  doble  al  de  la  pena  prin- 
cipal, si  esta  fué  relegación  ó  extrañamiento 
temporales,  ó  confinamiento  mayor;  penas  que 
tienen  cierta  relación  con  las  nuestras  de  expa- 
triación y  confinamiento.  Pero  si  las  principa- 
les fueran  confinamiento  menor  ó  destierro;  la 
accesoria  A  suspensión  de  todo  cargo  y  dere- 
cho político  del  penado  por  el  tiempo  de  la  con- 
dena (art.  56  y  57). 

Como  se  vé,  pues,  por  los  artículos  del  Có- 
digo español  que  hemos  citado;  de  él  trae  su 
origen  la  redundancia,  que  advertimos  en  las 
legislaciones  de  los  países  latino-americanos 
que  vamos  comparando,  de  señalar  como  pe- 
nas accesorias  las  limitaciones  é  interdicciones 
naturales  de  ciertos  derechos  en  los  penados, 
que  no  podrían  usar  de  ellos  aún  cuando  la  ley 
les  permitiera  su  ejercicio. 


El  Código  francés  incluye  en  su   escala 
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penal  la  deportación  y  el  destierro,  que  alguna 
analogía  presenta  con  nuestra  expatriación  y 
confinamiento-  • 

Consiste  la  deportación  en  ser  trasportado 
y  vivir  perpetuamente  en  un  lugar  determina- 
do por  la  ley»  fuera  del  territorio  continental 
de  la  República;  y  el  destierro,  en  ser  traspor- 
tado fuera  del  territorio  de  la  República,  de  5 
á  10  años  (art.  17  y  32), 

Estas  descripciones  legales  no  dan  muy  cla- 
ra idea  de  una  y  otra  pena. 

La  deportación  llevaba  como  pena  acceso- 
ria, antiguamente,  la  de  muerte  civil,  ya  abo- 
lida según  digimos  en  otro  lugar  (Com.  al  art. 
35)  y  I31  d^  destierro  implica  la  de  degrada- 
ción cívica  (art.  28). 


El  Código  italiano,  como  hemos  visto  al 
comentar  los  artículos  24  y  35,  más  filosófico, 
en  esta  parte,  que  los  demás  que  coáiparamos; 
inflije  las  penas  accesorias,  no  como  consecuen- 
cia de  las  principales;  sino  como  su  comple- 
mento necesario  por  razón  del  delito  cometido. 
Nos  remitimos  á  lo  dicho  en  los  lugares  corres- 
pondientes de  los  respectivos  comentarios. 

Art.  37.  Las  penas  de  Cárcel  y  Reclusión  llevan 
consigo: 

i.°  Inhabilitación  absoluta  e  interdicción  ci* 
vil  durante  la  condena; 

2.^  Sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad 
por  la  mitad  el  tiempo  de  la  condena^  después  de 
cumplida  esta. 


% 


^ 
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Comentario. — La  verdadera  pena  accesoria 
de  las  de  cárcel  y  reclusión,  según  las  conside- 
raciones que  hemos  presentado  en  los  anterio- 
res comentarios,  está  contenida  en  el  inciso  se- 
gundo de  este  artículo.  La  inhabilitación  é  in- 
terdicción, á  que  el  primero  se  contrae,  son 
efectos  naturales  de  la  condición  excepcional 
del  encarcelado  ó  recluso. 


El  Código  argentino  incluye,  en  sus  me- 
nores grados  de  Penitenciaría,  cuando  esta  no 
pasa  de  cinco  años,  nuestra  pena  de  cárcel;  y, 
como  aquellas  tiene  anejas  las  de  inhabilitación 
absoluta  para  el  ejercicio  de  cargos  públicos  y 
derechos  políticos  activos  y  pasivos,  interdic- 
ción civil  y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  auto- 
ridad, con  rebaja  de  una  tercera  parte  del  tiem- 
v,4)o  que  durarían  la  inhabilitación  y  vigilancia 
para  los  presidiarios;  se  paede  afirmar  que,  en 
esta  parte,  sus  prescripciones  se  asemejan  á 
las  nuestras. 

La  prisión  y  arresto  argentinos  se  sustituyen 
á  nuestra  reclusión;  la  primera  va  .acompaña- 
da de  suspensión  de  todo  cargo  y  derecho  po- 
lítico del  penado,  durante  su  condena,  y  el  se- 
gundo, nó. 

Puede  decirse,  pues,  que  en  la  ley  argentina 
la  prisión  no  tiene  pena  accesoria,  pues  la  sus- 
pensión de  derechos  políticos,  en  la  forma  que 
ella  designa,  es  efecto  natural  de  la  misma  con- 
dición del  castigado. 

En  cuanto  á  la  inhabilitación  y  sujeción  del 
penitenciado,  ó  sea  encarcelado  á  la  vigilancia 
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4e  la  autoi^idad,  debemos  advertir  «que  ellas 
comienzan  cuando  se  extingue  la  pena  princi- 
pal (art.  67)  lo  que  les  dá  el  carácter  de  ver- 
daderos castigos. 

El  Código  belga.  La  reclusión  en  su  mí- 
nimo,  que  este  Código  impone,  es  la  pena  que 
tiene  analogía  con  nuestra  párcel;  asi.  como  la 
detención  ordinaria,  también  en  su  mínimo,  la 
tiene  con  nuestra  reclusión. 

Comparando  el  artículo  35,  hemos  visto  (jué 
penas  accesorias  acompañan  á  las  de  reclusión 
y  detención. 

El  Código  chileno.  El  presidio  y  la  re- 
clusión menores  son  las  penas  chilenas  que  se 
corresponden,  en  cierto  modo,  con  las  perua- 
nas de  cárcel  y  reclusión:  ambas  llevan  como 
accesorias  las  de  inhabilitación  absoluta  per- 
petua para  derechos  políticos,  é  inhabilitación 
absoluta  para  cargos  y  oficios  públicos  duran- 
te el  tiempo  de  la  condena. 


El  Código  español  presenta  en  su  encala, 
como  análogas  á  la  pena  peruana  de  cárcel,  las 
de  presidio  menor  y  correccional;  y,  como  se- 
mejantes á  nuestra  reclusión,  las  de  prisión 
menor  y  coreccional  también. 

El  presidio  menor  y  el  correccional  van  acom- 
pañados de  inhabilitación  absoluta  de  los  pe- 
nados para  cargos  ó  derechos  políticos,  y  de 
sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad  duran- 
te el  tiempo  de  su  condena  y  otro  tanto  más, 


que  empieza  á  contarse  desde  el  cumplimien- 
to de  aquella. 

La  prisión  menor  y  la  correccional  llevan 
consigo;  suspensión  de  todo  cargo  y  derecho 
político  del  penado  durante  el  tiempo  de  lá 
condena. 


El  Código  francés  y  el  italiano  sólo  con- 
tienen, tratando  de  penas  accesoria^,  las  dis- 
posiciones de  que  hemos  hecho  referencia  en 
los  artículos  34  y  35. 

A  rt.  38.  El  arresto  mayor  lleva  consigo  la  sus- 
pensión^ durante  la  condena  del  cargo  público  que 
se  ejé^cia^y  de  los  derechos  de  elegir  ^  ser  elegido  y 
obtener  empleos. 

El  Código  argentino  no  impone  pena  ac- 
cesoria á  los  arrestados. 


El  Código  belga.  La  pena  que»  en  este 
Código  equivale  á  la  peruana  de  arresto  ma- 
yor, es  la  prisión,  correccional,  cuando  se  acer- 
ca á  su  límite  mínimo;  y  lleva  consigo,  como 
las  demás  correccionales,  la  interdicción  (inha- 
bilitación) y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  poli- 
cía: la  primera,  por  un  término  que  varía  entre 
5. y  10  años,  lo  que  nos  parece  excesivo;  y  la 
segunda,  cuando  especialmente  lo  ordene  la 
ley,  y  por  el   tiempo  que  ella  determine  (art. 

33  y  37)-    ' 


El  Cóüigo  chileno.  Prisión  es  el  nombife 
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que  dá  este  Código  á  la  pena  que  el  nuestro 
llama  arresto.  El  preso  (arrestado)  sufre  la  pe- 
na accesoria  de  suspensión  de  cargo  ú  oficio 
público  durante  el  tiempo  de  la  condena  (art.-^ 

30). 

El  Código  español  no  señala  pena  acceso- 
ria á  la  de  arresto  mayor. 


El  Código  francés,  como  hemos  visto 
(com.  al  art.  34)  no  establece  pena  equivalen- 
te á  nuestro  arresto  mayor. 


El  Código  italiano.  (Véase  lo  dicho  res- 
pecto de  este  Código,  en  el  comentario  mi  ar- 
tículo 37.) 

A  rt  89.  El  indulto  de  la  pena  no  exime  al  sen- 
tenciado de  la  vigilancia  de  la  autoridad ^  ni  le  re- 
habilita para  ejercer  eargos  públicos  ó  derechos  po- 
líticos, á  no  ser  que  expresamente  se  le  otorgue  la 
exención  o  rehabilitación. 

El  indulto  de  la  pena  de  muerte  produce  inha- 
bilitación y  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad 
por  diez  años. 

Comentario. — «Son  atribuciones  del  Congre- 
so» dice  el  artículo  59  de  nuestra  Constitución 
política,. ...»ig.  Conceder  amnistía  ó  indultos.» 

Sin  entrar  en  un  profundo  estudio  sobre  la 
legitimidad  del  derecho  de  gracia,-  que  desde 
muy  remota  antigüedad  se  arrogaron  los  sobe- 
ranos absolutos,  pues  tal  excursión  por  el  cam- 
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po  de  la  filosofía  jurídica  nos  llevaría  dema- 
siado lejos  del  que  es  objeto  de  nuestro  estu- 
dio; haremos,  no  obstante,  algunas  aclaracio- 
nes previas,  que  conceptuamos  de  necesidad 
para  apoyar  las  reclusiones  á  que  llegaremos. 
El  derecho  de  gracia  afecta  tres  formar  dis- 
tintas: la  de  completa  remisión  de  la  pena  im- 
puesta por  un  delito»  llamada  indulto;  la  de 
transformación  ó  conversión  de  la  misma  en 
otra  leve  ó  menos  grave,  que  se  dice  conmuta- 
ción; y  la  áe  sobreseimiento,  en  los  juicios  que 
se  hubiere  iniciado  ó  mandado  iniciar  por  de- 
litos meramente  políticos,  denominada  am- 
nistía. 

El  indulto  ó  conmutación  recaen  sobre  la 
pena;  la  amnistía,  sobre  el  delito  mismo. 

Reunida  en  el  monarca  absoluto  toda  la  su- 
ma del  poder  público,  el  derecho  de  gracia  le 
correspondía  en  su  triple  carácter  de  legisla- 
idor,  ejecutor  y  juez;  más,  en  los  gobiernos  re- 
presentativos, es  cuestión  averiguar  á  cual  de 
las  grandes  instituciones  que  ejercen  la  sobe- 
ranía, debe  atribuirse  semejante  derecho. 

En  las  monarquías,  ha  solido  declarársele 
al  príncipe,  como  un  medio  de  concitarse  el 
amor  de  sus  subditos  por  actos  de  clemencia: 
algunos  tratadistas  se  lo  han  concedido  al  par- 
lamento ó  cuerpo  legislativo,  observando  que 
la  gracia  es  una  ley  retroactiva,  un  privilegio, 
una  derogación  de  la  ley  general  para  excep- 
tuar de  ella  un  caso  determinado;  y  finalmen- 
te otros,  á  los  tribunales,  teniendo  en  cuenta 
que  la  aplicación  de  las  leyes  es  de  su  exclusi- 
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va  ¡ncumbencia.  En  la  práctica  ha  variado 
mucho  la  autoridad  á  que  se  ha  unido  esa  atri- 
bución, que,  en  el  mayor  número  de  casos,  ha 
ejercido  el  jefe  del  poder  ejecutivo. 

Se  ha  objetado  contra  el  derecho  de  gracia, 
especialmente  en  sus  formas  de  indulto  y  con- 
mutación, que  es  contrario  á  la  estabilidad  de 
las  ejecutorias;  y  aún  á  la  independencia  de  los 
poderes  públicos,  cudndo  lo  ejerce  otro  que  no 
sea  el  judicial.  Se  le  ha  defendido  como  un  re* 
medio  contra  los  errores  en  la  administración 
de  justicia,  como  un  paliativo  para  suavizar  el 
rigor  de  las  ley^s  que,  tratándose  de  determi- 
nados sujetos,  pueden  resultar  demasiado  se- 
veras, sin  que  los  tribunales  puedan  impedir- 
lo; y  finalmente,  lo  que  es  más  fundado  en  ra- 
zón, como  un  arbitrio  para  restablecer  la*  tran- 
quilidad social,  cuando  la  rigurosa  aplicación 
de  la  ley  á  numerosos  individuos  produce  una 
alarma  capaz  de  originar  un  profundo  tras- 
tomo 

En  nuestra  ley  solo  existen  la  amnistía  y  el 
indulto,  que,  como  hemos  visto  por  el  artícu- 
lo constitucional  citado,  son  atribuciones  del 
Poder  Legislativo. 

Entendemos  que  de  hecho  se  ha  dado  á  di- 
cho artículo  un  alcance,  que  no  estuvo  en  la 
mente  del  legislador  concederle,  sacándolo  del 
terreno  meramente  político,  que  sin  duda  se 
tuvo  en  mira  al  sancionarlo. 

Una  constitución  que  reconocía  la  indepen- 
dencia de  los  tribunales,  á  punto  de  no  conce- 
der sino  una  intervención  secundaria  á  las  Gá- 
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ms^ras  kgislat¡va,s  en  el  juzgamieato^del  Presi- 
dente y  altos  funcionarios  de  la  República,  cu- 
yos delitos,  al  ejercer  sus  elevadas  funciones, 
pueden  comprometer  no  sólo  la  tranquilidad 
interior,  sino  también  la  integridad  é  indepen- 
dencia de  la  Nación;  no  podía  a^utorizar  la  inge- 
rencia del  Congreso  en  actos  de  justicia  prac- 
ticados cpntra  particulares  que  cometieron  de- 
litos incapaces  de  producir  semejantes  efectos, 
permitiéndole  así  convertirse  en  tribunal  de 
última  instancia,  en  arbitro  para  fallar  sin  más 
datos  que  ligeros  informes,  y  casi  siempre,  por 
las  influencias  del  afecto   personal  y  del  favor. 

La  asociación  de  la  amnistía  y  el  indulto  en 
el  artículo,  que  arriba  trascribimos,  está  pro- 
bando que  la  intención  del  legislador  no  fué 
otra  que  salvar  el  orden  público,  en  los  casos 
de  ser  posible  asegurarlo  con  el  olvido  de  erro- 
res políticos  y  un  generoso  perdón  á  los  que  en 
ellos  hubiesen  incurrido;  con  la  amnistía  para 
los  enjuiciados  y  el  indulto  para  los  conde- 
nados. 

Donde  como  en  el  Perú,  las  leyes  no  conde- 
nan sino  en  virtud  de  prueba  plena,  después 
de  evidenciarse  que  el  reo,  y  no  otra  persona, 
es  el  autor  del  delito  juzgado;  donde  las  leyes 
son  suavísimas,  y  donde  nadie  tiene  que  ga- 
narse el  cariño  popular  por  actos  de  misericor- 
dia; en  un  país  donde  los  actos  de  los  poderes 
soberanos  no  tienen  que  consultar  otro  interés 
que  la  paz  y  el  engrandecimiento  nacional;  no 
puede  haber  errores  judiciales  que  enmendar, 
no  puede   haber  crueldad  en   las   sentencias 
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pronunciadas  después  de  tomar  en  considera- 
ción cuanta  circunstancia  atenuante  sea  capaz 
de  favorecer  al  acusado;  no  puede  haber  pro- 
vecho público  en  el  aura  popular  de  que  gocen 
determinados  ciudadanos,  que  mañana  baja- 
rán á  la  vida  privada.  Sólo  es  posible  que  la 
tranquilidad  publica  peligre  por  la  oposición 
entre  los  principios  sustentados  en  las  leyes,  y 
los  que  profese  una  porción  escogida  y  nume- 
rosa de  la  sociedad:  sólo  es  posible  que  el  cas- 
tigo de  ciertos  delitos  políticos  cause  perturba- 
ciones más  6  menos  profundas  en  el  orden  pú- 
blico; y  entonces  el  bien  general  impone  la  ne- 
cesidad de  optar  por  un  temperamento,  que 
concilie  la  magestad  de  la  ley  con  los  fueros  de 
la  opinión,  más  ó  menos  generalizada.  De  ahí 
la  amnistía;  de  ahí  el  indulto;  pero  sólo  para 
reos  políticos. 

Se  objetará  no  ser  imposible  que,  en  el  juz- 
gamiento de  delitos  comunes,  los  tribunales  se 
extravíen  por  la  influencia  de  causas  descono- 
cidas. La  falsifícación  en  la  prueba  instrunrlen- 
tal,  se  dirá;  el  cohecho  á  los  peritos,  en  la  prue- 
ba material;  el  soborno  á  los  testigos,  en  la  tes- 
timonial; falsedades  ignoradas  por  el  reo,  por 
su  defensor  y  por  sus  jueces  hasta  después  de 
concluida  la  última  instancia;  asi  como  pueden 
originar  la  absolución  de  un  criminal,  pueden 
servir  también  de  único  fundamento  á  la  con- 
dena de  un  inocente.  Y  en  semejantes  casos, 
sólo  el  indulto  puede  reparar  la  injusticia. 

Sin  desconocer  la  verdad  de  las  premisas, 
negamos  la  legitimidad  de  la  conclusión. 
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Es  axioma  de  derecho  que  las  cosas  se  des- 
hacen de  la  misma  manera  que  se  hacen;  y 
puesto  que  la  injusticia  es  el  resultado  de  un 
juicio  ante  los  tribunales;  lógico  es  que  su  re- 
reparación se  encomiende  á  los  mismos,  únicos 
competentes  para  actuar  y  valorar,  por  un  pro- 
cedimiento análogo,  la  prueba  que  del  error  íe 
produzca,  y  para  pronunciar  un  fallo  revocato- 
rio del  primero,  sin  que  á  ello  pueda  oponerse 
ni  la  santidad  de  la  cosa  juzgada. 

£1  indulto  no  siempre  es  reparación.  Una 
condena  por  delito  común  implica,  no  sólo  el 
sufrimiento  material  de  la  pena,  que  un  per- 
don  evitará;  sino  el  desmerecimiento  ante  el 
concepto  público,  que  causa  al  penado'  amar- 
guras muchas  veces  perpetuas,  y  de  que  no  le 
alivia  un  acto  de  misericordia  ejercido  en  su 
favor.  Seguirá  siendo  á  los  ojos  de  la  sociedad 
delincuente  agraciado,  pero  siempre  un  de- 
lincuente: el  estigma  del  crimen  quedará  im- 
preso en  su  mejilla  de  un  modo  perdurable. 
Pero  un  fallo  revocatorio  será  la  vindicación 
completa;  la  tabla  de  salvamento  que  lo  resti- 
tuya á  tierra  firme,  con  la  alegría  y  serenidad 
del  que  posa  sus  plantas,  después  de  haberse 
sentido  ahogar  en  las  profundidades  de  un 
mar  infinito. 

Esa  deficiencia  del  indulto  como  reparación, 
cuando  se  trate  de  delitos  comunes,  no  se  per- 
cibe aplicándolo  á  los  políticos.  Los  actos  que 
llevan  este  nombre  son  mirados  con  general 
indulgencia,  y  en  ocasiones,  hasta  con  verda- 
dera simpatía.  Se  les  considera   efectos,  no  de 
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una  perversióa  degradante;  sino  de  errores  de 
concepto,  cuando  no  como  el  fruto  de  un  lau- 
dable y  exaltado  patriotismo.  £1  condenado 
político  nada  pierde  en  la  estimación  de  sus 
conciudadanos;  y  extinguida  la  pena,  vuelve  al 
comercio  de  la  vida  rodeado  de  las  mismas,  y 
á  ,yeces  mayores  consideraciones  que  antes  de 
fallarse  su  proceso.  £1  indulto  por  delitos  po- 
líticos es,  pues,  verdaderamente  reparador:  no 
deja  pendiente  ese  salto  de  honra»  digámoslo 
así,  que  es'  inherente  al  indulto  por  delitos  co- 
munes. 

Y,  atendidas  estas  diferencias,  era  natural 
que  el  legislador  atribuyese  á  uno  de  los  pode- 
res esencialmente  políticos  del  £stadq,  al  Con*» 
greso,  la  concesión  de  los  indultos  políticos 
también,  El  Cuerpo  Legislativo  es  el  más  ap- 
to, por  su  procedencia,  para  apreciar  las  opi- 
niones dominantes,  su  relación  con  las  leyes 
vigentes,  y  la  extensión  que  hayan   alcanzado. 

El  Congreso,  mejor  que  el  Ejecutivo,  puede 
estimar  la  perniciosa  influencia  que,  en  el  man- 
tenimiento del  orden  público,  podría  ejercer  la 
prosecución  de  ciertos  castigos  aplicados  á  re-^ 
beldes  ó  sediciosos;  y  era  conveniente  poner 
en  sus  manos  la  balanza  en  que  se  pesa  la  im- 
portancia de  los  partidos.  El  Ejecutivo,  naci- 
do siempre  del  que  prevalecía  entre  estos  al 
tiempo  de  la  Jftección;  encárnalos  principios  de 
uno  sólo,  y  mira  con  recelos  y  antipatías  las  opi- 
niones opuestas;  lo  que  puede  desviar  su  criterio 
para  juzgar  de  la  aportunidad  de  una  amnistía. 
6- de  un  indulto.  El  Congreso,  que  conserva  en 
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todo  tiempo,  y  en  mayoría,  los  elementos  envía- 
dos  á  su  seno  por  las  demás  agrupaciones  políti- 
cas; se  halla  como  hemos  dicho,  libre  para  una 
valoración  desapasionada  y  correcta. 

La  revisión  de  los  fallos  ejecutoriados  por 
los  mismos  tribunales  que  los  pronunciaron  no 
se  opone  á  la  estabilidad  de  aquellos;  y  menos 
si  se  cuida  de  encerrarla  dentro  de  ciertos  lí- 
mites. 

El  orden  público  es,  en  definitiva,  el  último 
propósito' de  todas  las  leyes  y  de  todas  las  ins- 
tituciones: la  misma  firmeza  de  las  ejecutorias 
no  tiene  objeto  distinto.  ^ 

La  cosa  juzgada  en  materia  civil  tiende  á 
mantener,  con  la  organización  regular  dala  pro- 
piedad, el  orden  entre  los  asocig.dos. 

La  cosa  juzgada  en  materia  criminal  man- 
tiene también  el  orden  con  la  represión  del  de- 
lito pasado  y  la  prevención  del  futuro,  si  las 
sentencias  son  inamovibles. 

Pero  los  efectos  de  las  ejecutorias  injustas 
no  son  idénticos  en  todo  caso.  En  asuntos  ci- 
viles perjudican  el  derecho  de  propiedad;  en 
asuntos  crfminales  afectan  la  personalidad  mis- 
ma, fundamento  de  todo  derecho,  cuando  son 
condenatorias. 

El  fallo  que  absuelve  á  un  delincuente  no 
turba  la  tranquilidad  social:  los  jkios  lo  miran 
con  indiferiencia;  los  otros  lo  CreM  fundado  en 
la  insuficiencia  de  la  prueba.  Sólo  el  directa- 
mente agraviado  protesta  contra  él,  sin  que  es- 
to pueda  ser  el  origen  de  una  conmoción  po- 
pular.  Pero  el  que  condena  al  que,  en  el  con- 
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cepto  general,  es  inocente,  alarma  á  la  socie- 
dad, que  se  considera  expuesta  á  la  impericia, 
precipitación  6  tiranía  de  sus  jueces. 

Deducimos  de  aquí  que  si  es  problemática 
la  conveniencia  de  la  revisión  de  las  ejecuto- 
rias civiles  y  de  las  penales  que  absuelven;  es 
por  el  contrario  muy  clara  la  de  revisar  los  fa- 
llos condenatorios  en  los  procesos  criminales. 

La  segunda  parte  del  artículo  que  vamos 
comentando,  es,  á  nuestro  entender,  inconsti- 
tucional, en  virtud  de  los  fundamentos  que  he- 
mos señalado  á  las  facultades  de  indultar  y 
amnistiar,  que  los  legisladores  de  1862  olvida- 
ron tal  vez.  Si  solo  cabe  indulto  tratándose  de 
reos  políticos;  y  si  por  delitos  de  esta  especie 
no  se  puede  imponer  la  pena  capital — (art.  16 
de  la  Constitución)  es  seguro  que  la  disposi- 
ción á  que  nos  referimos  fué  tomada,  sin  ma- 
duro examen,  del  Código  español,  que  la  con- 
signa en  el  lugar  que  más   abajo  indicaremos. 

Terminamos,  pues,  opinando  porque  i.**  el 
inciso  19  del  artículo  59  de  la  Constitución  de- 
be adicionarse,  declarando  que  la  facultad  que 
él  concede  (que  la  práctica  ha  ampliado  sin  ra- 
zón:  y  se  ejerce  ton  tal  prodigalidad,  que  la 
sola  legislatura  de  1893  ha  indultado  á  16  reos 
de  diferentes  delitos  comunes),  sólo  se  refiere 
á  reos  políticos:  2.**  se  debe  permitir,  con  cier- 
tas restricciones  y  en  circunstancias  que  la  ley 
detalle,  la  revisión  de  las  ejecutorias  que  con- 
denan en  materia  criminal:  3.**  se  debe  supri- 
mir la  segunda  parte  del  artículo  39  del  Códi- 
go Penal. 
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El  Código  argentino  no  contiene  dispo- 
sición alguna  sobre  la  materia  de  este  arjticulo; 
pero  permite,  á  los  condenados  á  presidio  y  pe- 
nitenciaría por  tiempo  indefinido,  que  cumplan 
15  años  de  esas  penas,  pedir  gracia  del  resto 
de  las  mismas  (art.  73)  concesión  que  se  ex- 
tiende (art.  74)  á  los  presidiarios  y  penitencia- 
dos por  cierto  tiempo,  cuando  han  sufrido  la 
pena  por  las  dos  terceras  partes  del  señalado 
en  la  condena. 


El  Código  belga  consigna  disposiciones 
que  no  guardan  analogía  con  la  del  nuestro 
en  la  materia,  como  se  vé  por  los  siguientes 
artículos. 

«Art.  87.  Las  inhabilitaciones  pronunciadas 
por  los  Jueces,  6  sean  por  la  ley  inherentes  á 
ciertas  condenas  cesan  por  la  remisión  que  puede 
hacer  el  Rey,  en  virtud  del  derecho  de  indulto.  i> 

«Art.  88.  El  condenado  á  muerte,  á  traba- 
jos  forzados  ó  á  detención  perpetua;  que  ob- 
tenga conmutación  ó  remisión  de  su  pena,  que- 
dará, por  ministerio  de  la  ley,  bajo  la  vigilan- 
cia especiaj  de  la  policía,  por  término  de  vein- 
te años,  si  no  se  dispone  lo  contrario  en  el  Real 
decreto  de  indulto. d 

«Art  89.  Quedarán  en  estado  de  interdic- 
ción legal  hasta  la  extinción  de  la  pena,  los 
condenados  cuya  pena  haya  sido  conmutada 
en  otra  que  lleve  consigo  la  interdicción  con 
arreglo  al  artículo  21.»  (i) 

(i)  £1  art.  31  hace  accesoria  la  interdicción  á  las  penas  de  traba- 


*      m 


—   3TO  — 


c  Art.  90.  La  interdicción  legal  cesará  cuan- 
da  el  condenado  obtenga  la  remisión  de  la  pe- 
na, ó  su  conmutación  en  otra  que  no  lleve  con- 
sigo la  interdicción.) 


El  Código  chileno  consigna  las  siguien- 
tes disposiciones: 

<tArt.  43.  Cuando  la  inhabilitación  para  car- 
gos y  oficios  públicos  y  profesionales  titulares  es 
pena  accesoria,  no  le  corresponde  el  indulto 
de  la  pena  principal,  á  menos  que  expresamen- 
te se  haga  extensiva  á  ella.» 

«Art.  44,  El  indulto  de  la  pena  de  inhabi- 
litación perpetua  ó  temporal  para  cargos  y  ofi- 
cios públicos  y  profesiones  titulares,  repone  al 
penado  en  el  ejercicio  de  éstas  últimas,  pero 
no  en  los  honores,  cargos,  empleos  ú  oficios 
de  que  se  le  hubiere  privado.  El  mismo  efec- 
to produce  el  cumplimiento  de  la  condena  á 
inhabilitación  temporal.» 

Los  artículos  trascritos  solo  difieren  de  la 
prescripción  de  nuestro  Código  en  la  ampli- 
tud de  sus  especificaciones;  y  la  analogía  es 
más  completa,  si  se  recuerda  que  el  artículo 
27  del  chileno  declara  que  la  pena  de  muerte, 
siempre  que  no  se  ejecute  al  reo,  y  las  de  presi- 
dio, reclusión  y  relegación  perpétuas,llevan  con- 
sigo inhabilitación  absoluta  perpetua  para  car- 


jos  forzados,  reclusión,  detención  perpetua  ó  extraordinaria,  deten- 
ción ordtnaril^  y  á  los  casos  de  reincidencia  y  «cumulación  de  delitos. 


El  Código  español,  refiriéndose  á  las  per 
ñas  accesorias  de  argolla  (i)  y  degradación, 
que  nuestra  ley  no  reconoce,  declara  que.no 
pueden  ser  levantadas  sino  por  una  ley  espe- 
cial, aunque  los  reos  obtengan  indulto  de  las 
penas  principales  (art.  29.) 

Contiene,  además  las  siguientes  disposicio- 
nes: 

<(Art.  44.  Los  sentenciados  á  las  penas  de 
inhabilitación  para  cargos  públicos,  derechos 
políticos,  profesión  ú  oficio,  perpetua  ó  tem- 
poralmente, pueden  ser  rehabilitados  en  la 
forma  que  determine  la  ley,  salvo  lo  dispuesto 
en  el  artículo  29  para  los  casos  de  que  en  él 
se  trata.  2> 

«Art.  45.  La  gracia  de  indulto  no  produce 
la  reahabilitación  para  el  ejercicio  de  los  car- 
gos públicos  y  derechos  políticos,  ni^xime  de 
la  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad,  si 
en  el  indulto  no  se  concediere  especialmente 
la  reahabilitación  y  exención,  en  la  forma  que 
se  prescriba  en  el  Código  de  procedimientos. J) 

(I)  La  pena  de  la  argolla  está  suprimida  del  Código  español 
reformado*  ' 
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gos  y  oficios   públicos  j  defechos   políticos   y  ^ 

sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad. 

Respecto  de  esta  vigilancia,  el  Código   que 
comparamos  no   sé  proauncia:    no  dice  si  que- 
da extinguida  por  el  indulto,  ó   si  persiste  aún  ^ 
otorgado  éste.                                                       .                         / 
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«Art  50.  La  pena  de  muerte,  cuando  no 
se  ejecute  por  haber  sido  indultado  el  reo,  lle- 
va consigo  la  de  inhabilitación  absoluta  per- 
petua y  sujeción  de  aquel  á  la  vigilancia  de  la 
autoridad  por  el  tiempo  de  su  vida«^ 

Estas  prescripciones  trasladadas  á  nuestro 
^Código  sin  completo  estudio,  en  forma  más 
breve  y  sólo  descartadas  de  la  perpetuidad  de 
los  castigos  y  de  lo  relativo  á  penas  no  admiti- 
das, han  dado  autoridad  á  la  práctica  legisla- 
tiva del  indulto  por  delitos  comunes,  como  lo 
hicimos  notar  en  la  primera  parte  de  este  co- 
mentario. 


El  Código  francés  que  no  se  ocupa  del  in- 
dulto ni  de  sus  efectos  ^ino  incidentalmente;  ha- 
ce mención  expresa  del  derecho  de  gracia  bn  la 
forma  de  conmutación,  como  se  vé  por  las  si- 
guientes disposiciones: 

aArt.  46 Todo   condenado  á  penas  p*er- 

petuas  que  obtenga  conmutación  ó  rebaja  de 
su  pena,  estará,  si  en  el  decreto  de  gracia  no 
se  dispusiere  otra  cosa,  sometido  de  pleno 
derecho  á  la  vigilancia  de  la  alta  policía  du- 
rante veinte  años.» 

íArt.  48.  La  vigilancia  podrá  pernonarse 
ó  reducirse  por  vía  de  gracia. 

«Podrá  suspenderse  por  vía  administra- 
tiva  3> 

Como  se  vé  la  conmutación  de  la  pena  prin- 
cipal no  indulta  de  la  accesoria;  es  necesario 
el  perdón  expreso  de  ésta  para  extinguirla. 
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Pero  ni  la  conmutación  ni  el  indulto  resta- 
blecen de  hecho  al  agraciado  en  el  ejercicio  de 
los  derechos  que  le  fueron  interdictos:  él,  lo 
mismo  que  el  que  ha  extinguido  su  pena  prin- 
cipal, por  haberla  sufrido  ó  prescrito  tiene  que 
ocurrir  en  demanda  de  rehabilitación,  y  obte- 
nerla con  las  formalidades  prescritas  por  los 
artículos  619  á^634  del  Código  de  instrucción 
criminal,  que  no  especificamos  por  estariuera 
de  nuestro  campo  de  estudio. 

El  Código  italiano  consigna  las  siguientes 
disposiciones. 

«Art.  131.  É!  reato,  y  la  pena  se  extin- 
guen  3.°  Por  indulto  ó  por  gracia  especial 

de  la  Corona,)) 

«Art.  135.  Extinguiéndose  el  reato  por  el 
cumplimiento  de.  la  pen^,  el  condenado  no  se 
reintegrará  en  los  derechos  ni  reivindicará  la 
capacidad  de  que  se  le  haya  privado  por  la 
condena  sufrida,  cuando  á  la  pena  fuese  ane- 
ja la  infamia  ó  la  inhabilitación  para  cargos 
públicos  ó  para  el  ejercicio  de  un  cargo,  em- 
pleo, profesión,  negociación  ó  arte,  sin  perjui- 
cio de  lo  establecido  por  el  Código  de  Enjui- 
ciamientos Penal  en  el  libro  3.°  título  12  De 
la  reahibilitación  de  los  condenados  que  hayan  ex- 
tinguido su  pena,}> 

íArt.  136.  Extinguiéndose  el  reato  y  la  pe- 
na por  indulto  ó  por  gracia  especial  de  la 
Corona,  habrá,  sin  embargo,  lugar  á  la  dispo- 
sición del  artículo  precedente,  sin  perjui- 
cio etc.  etc i> 
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(Véase  Ips  comentarios  á  los  art(iQi4os  35, 
36  y  37-) 

Art,  4i0.  La  inhabilitación  absoluta  y  espe- 
cial cuando  sean  penas  principales ^  se  aplicarán 
en  los  grados  y  términos  designados  en  su  corres- 
pondiente escala. 

Comentario.  Este  artículo  ha  podido  supri- 
mirse sin  que  hiciera  falta  en  ei  Código.  Si 
cuando  se  impone  una  pena,  se  designa  en  to- 
do caso  el  grado  y  aún  el  término  que  de  ella 
corresponde  al  delito;  habrá  siempre  que  ocu- 
rrir á  la  escala  legal  para  fijar  los  de  la  inha- 
bilitación, como  los  de  cualquiera  otra. 


El  Código  argentino,  dando  á  la  inhabi- 
litación el  carácter  de  exclusivamente  acceso- 
ria (art.  75)  no  contiene,  ni  podía  contener, 
disposición  análoga  á  la  nuestra. 


El  Código  belga  se  halla  á  este  respecto 
en  en  el  mismo  caso  que  el  argentino.  Conside- 
rando la  interdicción  legal,  semejante,  aunque 
más  grave,  á  nuestra  inhabilitación,  como  una 
pena  accesoria,  'ó  más  I)ien  como  un  estado 
inherente  á  la  condición  de  condenado;  tenia 
que  omitir  la  rnferenqia  á  una  escala  que  no 
ha  querido  ni  necesitaba  establecer. 


El  Código  chileno,  á  más  de  la  inhabili- 
tación perpetua,  que  no  puede  tener  escala; 
considera  la  temporal;  cuyos  grados  mínimo  y 
máximo  conocemos  ya  (com.  art.  34)  como 
pena   principal;  y  dá   también  a   am.bas  el   ca- 
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rácter  de  accesorias;  mas  no  ha  creído  necesa- 
rio explicar  que  cuando  revistan  la  forma  de 
principales  se  sujeten  á  la  escala  legal,  porque, 
'  repetimos,  la  explicación  era  inútil. 

El  Código  español  y,  digámoslo  de  una 
vez,  el  francés  y  el  italiano  tampoco  han  in- 
currido en  la  redundancia  que  el  nuestro. 


SECCIÓN  QUINTA 

DE  LA  APLICACIÓN   DE  LAS  PENAS. 

TÍTULO  I? 

DISPOSICIONES   GENERALES. 

Art.  41.  Para  la  aplicación  de  las  penas  se 
consideran  como  una  serie  los  grados  y  términos 
en  que  cada  una  de  ellas  está  dividida,^ 

Comentario.  —  Este  escolio,  que  no  hemos  ha- 
llado en  ninguno  de  los  códigos  que  con  el 
nuestro  vamos  comparando;  era  necesario,  pa- 
ra distinguir  con  nombres  diferentes  grupos  de 
penas  que  podrían  confundirse,  si  como  suele ' 
suceder  se  diese  la  misma  denominación  de  es- 
cala á  la  reunión  de  penas  de  naturaleza  dis- 
tinta y  á  la  de  las  fracciones  que  resulten  de 
las  divisiones  de  una  misma  pena.    La  reólu- 
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sión,  el  arresto  mayor  y  el  arresto  menor  for- 
pian  escala:  4,  8,  12,  16  meses  de  reclusión 
forman  serie. 

Es  sensible  que,  como  lo  veremos  después, 
esta  distinción  no  haya  sido  bien  aprovechada, 
para  guiar  en  ia  aplicación  de  las  penas. 

Art.  42.  Las  penas  de  muerte^  penitenciaría  y 
cárcel,  forman  también  escala  descendente,  así  co- 
mo las  de  reclusión,  arresto  mayor  y  arresto  menor. 

Comentario. — Aún  cuando  la  observación  pa- 
rezca nimia,  hacemos  notar  la  imperfecta  re- 
dacción de  este  artículo  Para  uiar  la  palabra 
también,  habría  sido  necesario  que  antes  se 
hubiese  hablado  de  otra  ú  otras  escalas  forma- 
das por  penas  diferentes,  si  no  se  quería  que 
se  interpretase  el  artículo  en  el  sentido  de  ser 
equivalentes  serie  y  escala.  En  las  leyes,  lo 
repetimos  una  vez  más,  las  imperfecciones  del 
lenguaje  pueden  originar  daños  é    injusticias. 

Pero  ¿qué  quiere  decir  formar  escala  des- 
cendente? 

\  El  legislador  no  ha  cuidado  de  aclararlo;  y 
su  silencio  extravía  á  los  extraños  al  tecnicis- 
mo forense  y  aún  á  los  abogados  noveles,  que, 
no  habiéndose  penetrado  del  espíritu  de  la  ley* 
y  recordando  solo  que  las  circunstancias  agra- 
vantes van  aumentando  progresivamente  la 
pena;  suelen  pretender  pasar  de  una  á  otra 
más  rigurosa  por  la  concurrencia  de  dichas 
circunstancias:  piden  que  al  reo  de  cárcel  se 
iriiponga  penitenciaría,  et  sic  de  cceterís. 

Ha  sido,  pues,  necesario  que  la  interpreta- 
ción de  los  magistrados  fije  el  sentido  de  este 
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artículo,  explicando:  que  forman  escala  des- 
cendente varias  penas,  cuando  de  la  más  gra- 
ve se  puede  pasar  á  otra  que  lo  es  menos,  por 
el  concurso  de  causales  de  atención;  pero 
sin  que  se  pueda  seguir  un  procedimiento  con- 
trario, cualesquiera  que  sean  las  agravantes; 
porque  entonces  la  escala  sería  ^scendente^  Así 
el  menor  de  i8  años,  que,  provocado  y  en  es- 
tado de  embriaguez,  hubiese  cometido  delito 
castigado  por  la  ley  con  el  mínimo  de  peniten- 
ciaría, sería  legalmente  condenado  á  cárcel; 
mas  no  se  podría  imponer  la  pena  de  muerte, 
por  razón  de  circunstancias,  al  reo  que  se  hu- 
biese hecho  merecedor  del  máximo  de  peni- 
tenciaría. 

La  movilidad  de  las  penas,  que  éste  y  otros 
artículos  de  nuestro  Código  establecen,  aunque 
no  con  la  necesaria  amplitud,  ponen  al  juez 
en  posesión  de  numerosos  elementos  represi- 
vos, sin  multiplicar  nombres,  que  complican 
la  escala  penal,  como  sucede  en  otros  países, 
según  hemos  visto  en  los  comentarios  hechos 
del  artículo  23  en  adelante. 


El  Código  argentino,  que  no  permite  á 
sus  jueces  evolucionar  sino  entre  el  máximo  y 
el  mínimo  de  una  misma  pena,  y  que  tampo- 
co ha  querido  incurrir  en  lujosa  variedad  de 
castigos  que  presentan  los  códigos  chile- 
no y  español  y  aún  el  italiano;  ha  tenido  que 
complicar  el  mecanismo  de  la  aplicación  de 
las  penas,  señalando  individualmente  las  que 
corresponden  á   los  autores   principales,  y  las 
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que,  con  relación  á  ellas,  se  ha  de  imponer 
los  cómplices  en  distintos  grados,  y  á  los  en- 
cubridores; tarea  á  la  que  consagra  los  artícu- 
los 21  y  siguientes  hasta  45  inclusive. 

El  Código  belga  sigue  una  práctica  aná- 
loga á  la  establecida  por  el  argenino:  no  for- 
ma verdadera  escala  de  sus  penas,  que  agrava 
ó  atenúa  según  las  circunstancias  y  el  grado 
de  participación  en  el  delito,  como  veremos 
en  el  curso  de  las  comparaciones  que  haga- 
mos, y  hemos  visto  ya,  en  algunos  de  los  co- 
mentarios á  los  artículos  anteriores.  Difiere  no 
obstante  su  sistema  penal  del  argentino  en  que 
según  las  causas  de  atenuación,  se  puede  des- 
cender de  una  pena  á  otra  que  la  ley  indivi- 
dualiza (artículos  52,  53,  79,  80,  81.) 


El  Código  chileno  forma  de  sus  penas  las 
siguientes  escalas: 

I.*  Muerte,  presidio  ó  reclusión  perpetuos, 
presidio  ó  reclusión  mayores  en  sus  grados  má- 
écimos,  las  mismas  penas,  en  sus  grados  me- 
dios, las  mismas  en  sus  grados  mínimos,  pre- 
sicRo  ó  reclusión  menores  en  sus  grados  máxi- 
mos, las  mismas  en  sus  grados  medios,  las 
mismas  en  sus  mínimos,  prisión  en,  su  grado 
máximo,  prisión  en  su  grado  medio,  prisión  en 
su  grado  mínimo. 

2.*  Relegación  perpetua,  relegación  mayor 
en  su  grado  máximo,  relegación  mayor  en  su 
grado  medio,  la  misma  pena  en  su  grado  mí- 
nimo, relegación  menor  en  su  grado  máximo, 
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relegación  menor  en  su  grado  medio,  relega- 
ción menor  en  su  grado  mínimo,  destierro  en 
su  grado  máximo,  destierro  en  su  grado  me- 
dio, destierro  en  su  grado  mínimo. 

3.*  Confinamiento  ó  extrañamiento  mayores 
en  su  grado  máximo,  las  mismas  penas  en  sus 
grados  medios,  las  mismas  en  sus  grados  mí- 
nimosy  confinamiento  ó  extrañamiento  meno- 
res en  sus  grados  máximos,  las  mismas  penas 
en  sus  grados  medios,  las  mismas  en  sus  gra- 
dos mínimos,  destierro  en  su  grado  máximo, 
destierro  en  su  grado  medio,  destierro  en  su' 
grado  mínimo. 

4.*  Inhabilitación  especial  perpetua,  inha- 
bilitación absoluta  temporal  en  su  grado  má- 
ximo, la  misma  pena  en  su  grado  medio,  la 
misma  en  su  mínimo,  suspensión  en  su  grado 
máximo,  la  misma  pena  en  su  grado  medio,  y 
la  misma  en  su  mínimo. 

5.*  Inhabilitación  especial  perpetua,  inhabi- 
litación especial  temporal  en  su  grado  máxi- 
mo, la  misma  pena  en  su  grado  medio,  la  mis- 
ma en  su  mínimo,  suspensión  en  su  grado  má- 
ximo, la  misma  pena  en  su  grado  medio  y  la 
misma  en  su  mínimo. 

Al  fin  de  todas  y  cada  una  de  estas  escalas, 
pone  la  pena  de  multa.  (Art.  59  y  60.) 

Estas  escalas  no  son  sólo   descendentes    co- 
mo  las   nuestras;    sino   también    ascendentes: 
de  suerte  que,  si  en  la  primera,    ocurriesen  las 
causales  de  agravación  de  las  penas   de  reclut 
.  sión  ó  presidio,  se  impone  la  de  muerte  (Art  68.) 
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El  Código  español,  escalpna  sus  penas  en 
la  forma  que  indicamos  en  el  comentario  del 
artículo  23;  y  declara  que  la  serie  que  forman 
es  descendente,  como  las  nuestras.  El  artícu- 
lo 74,  regla  6/  dice:  <i Cualquiera  que  sea  el 
número  y  entidad  de  las  circunstancias  agra- 
vantes, los  tribunales  no  podrán  imponer  ma- 
yor pena  que  la  designada  por  la  ley  en  su 
grado  máximo.» 


El  Código  francés  se  conduce,  en  la  apli- 
cación de  las  penas,  de  un  modo  semejante  al 
belga:  nada  de  clasificaciones  ni  graduaciones; 
nada  de  principios  generales. 

Y  tenía  que  ser  así:  no  habiendo  cuidado  de 
agrupar  las  causales  de  agravación  y  atenua- 
ción de  las  penas,  ni  distinguido  con  suficien- 
te claridad  las  diversas  especies  de  participa- 
ción en  los  actos  punibles;  era  natural  y  lógi- 
co ese  casuismo  que  en  el  Código  francés  se 
advierte.  Un  delito  ^iene  señalada  una  pena 
para  el  autor,  otra  especial  para  el  cómplice 
que  intervino  de  cierto  modo  en  su  ejecución; 
otra  diferente  para  el  que  prestó  su  complici- 
dad en  otro  sentido;  otra  miry  diversa  para  el 
autor  contra  el  que  existan  una  ó  más  causales 
de  agravación  etc,  etc.  Sólo  la  reincidencia 
le  ha  merecido,  disposiciones  fundadas,  no  en 
un  principio  general;  sino  en  la  naturaleza  de 
la  pena  primitivamente  impuesta  al  reincidente. 

No  hallamos  completa  falta  de  relación  en- 
tre las  penas  señaladas  á  un  mismo  delito  en 
diversas    circunstancias;  lo   que   habría   hecho 
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completo  el  desconcierto  en  él;  pero  notamos 
carencia  de  sistema  y  de  ese  espíritu  filosófico, 
que  ya  se  vislumbra  en  las  legislaciones  pe- 
nales modernas. 


^  El  Código  italiano.    Agrupa  sus  penas  en 

las  siguientes  escalas: 

I  /  Muerte,  trabajos  forzados  perpetuos,  tra- 
bajos forzados  temporales,  reclusión,  cárcel, 
confinamiento  local  6  destierro,  y  penas  de  po- 
licía. 

2.*  Relegación,  cárcel,  confinamiento  ó  des- 
tierro local,  penas  de  policía. 

3.*  Inhabilitación  para  cargos  públicos,  sus- 
pensión ó  destierro  local,  multa,  penas  de  po- 
licía con  excepción  del  arresto. 

Estas  escalas  son  descendentes  y  ascenden- 
des;  pero   se  hace   las  siguientes   excepciones: 

I.*  No  podrá  subirse  á  la  pena  de  muerte 
sin  determinación  expresa  de  la  ley. 

2/  No  se  puede  ascender  de  las  penas  de 
policía  á  las  penas  superiores,  sino  en  los  ca- 
sos determinados  por  la  ley, 

A  rt.  43.  Cuando  la  ley  agrava  la  pena  en  un 
grado,  se  aplica  el  grado  superior  en  el  misino 
término  en  que  está  la  pena  agravada-,  cuando 
dismituye  la  pena  en  un  grado  se  aplica  igual- 
mente el  grado  inferior  en  el  término  correlativo 
tnínimOy  medio  ó  máximo. 

Cuando  la  atenuación  6  agravación  es  de  un 
término^  se  aplica  el  inmediato  anterior  ó  poste- 
rior. 

^       Comentario.  Este  artículo,  como  los  que  vie- 
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nen  en  seguida,  estableciendo  reglas  genera- 
les para  la  aplicación  de  las  penas,  constituye 
una  especialidad  de  nuestro  Código:  sólo  el 
chileno  y  el  español  guardan  relación  con  él, 
en  este  punto;  por  lo  que  excusamos,  como  in- 
conducente, toda  comparación  con  los  demás 
que  vamos  estudiando,  al  exponer  este  artícu- 
lo y  los  restantes  del  presente  título. 

Bien  clara  es  la  disposición-^  trascrita,  para 
que  nos  detengamos  en  explicarla.  Sin  embar- 
go; conviene  recordar  que,  aún  cuando  las  pe- 
nas agrupadas  en  el  artículo  42  forman  esca- 
las, y  los  grados  y  términos  de  cada  una  cons- 
tituyen una  serie;  queda  prevenido  que  las 
escalas  son  descendentes,  y  no  es  por  tanto 
lícito  subir  de  una  pena  á  otra  para  agravar 
la  primera  en  un  grado  ó  en  un  término.  Así; 
si  la  pena  legal  es  reclusión  en  grado  y  térmi- 
no máximo,  es  decir  cinco  años;  no  sería  per- 
mitido, só  pretexto  de  aumentar  la  pena  en 
un  grado  ó  en  un  término,  imponer  un  año 
de  cárcel,  que  constituye  aparentemente  el 
grado  y  término  inmediatamente  superiores, 
Descendiendo,  se  baja  de  una  pena  á  otra;  pe- 
ro, ascendiendo,  solo  se  puede  marchar  sobre 
la  serie  de  la  misma  pena;  mejor  dicho,  sobre 
la  de  sus  grados  y  términos. 

Haremos  notar  aquí  que  siendo,  por  lo  ge- 
neral, cinco  los  grados  en  que  se  agrupan,  de 
tres  en  tres,  los  términos  de  una  serie;  el  ter- 
cer grado  viene  á  contener  casi  siempre  la  du- 
ración media,  la  absoluta,  digámoslo  así,  de 
la  pena  impuesta  á  un  delito,   lo   que  deja  am- 
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pUtud  bastante,  dos  gr9.dos  6  sean  seis  térmi- 
nos para  el  movimiento  de  ascención  en  la 
pena,  y  otros  tantos  para  el  de  descenso,  sin 
necesidad  de  bajar  á  la  escala  inmediata. 

Materializando  el  problema  de  la  imposi-, 
ción  de  las  penas;  podemos  considerar  la  se- 
ries como  otras  tantas  escaleras  de  igual  nú- 
mero de  peldaños,  dispuestas  paralelamente, 
pero  á  distintas  alturas:  una  escalera  no  es 
prolongación  de  la  otra,  no  es  su  contínuación, 
•  no  se  tocan:  una  escalera  está  al  costado  de  la 

r 

Otra;  más  alta  ó  más  baja.  Pues  bien:  para  pa- 
sar de  una  á  otra,  después  de  recorrer,  descen- 
diendo, la  primera;  hay  que  saltar  de  esta  á  la 
más  baja  que  le  está  contigua,  no  es  permiti- 
do subir  por  la  primera  hasta  su  más  alto  pen- 
daño,  y  de  allí  toma  la  escalera  más  alta. 

El  punto  de  la  escalera  más  baja  que  ha  de 
tomarse,  cuando  se  ha  descendido  de  otra,  lo 
indica  el  artículo  4^. 


El  Código  chileno,  para  proporcionarla 
pena  al  grado  de  participación  en  el  delito,  y 
á  las  circuntancias  agravantes  ó  atenuantes 
que  intervinieron  en  su  perpetración;  permite 
también  subir  y  bajar  por  grados  en  cada  una 
de  las  cinco  escalas  que  hemos  presentado  en 
el  comentario  del  artículo  42,  como  puede  ver- 
se en  sus  artículos  51,  52,  53,  54,  55,  65,  66, 
67  y  otros;  pero  debe  notarse:  i.°  que  las  es- 
calas chilenas  equivalen  á  nuestras  series,  en 
cua,nto  están  formadas  por  las  divisiones  de 
una  misma  pena:  2.°  que  en  dichas  escalas  en- 
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tran  penas  diferentes;  (así  la  i.'  constituyen 
las  penas  de  muerte,  presidio  y  prisión:)  3.®  que 
lo  que  nosotros  llamamos  términos  se  llama 
grados  en  la  ley  chilena;  por  lo  que  las  penas 
•  indivisibles  y  las  fracciones  de  las  divisibles  al- 
ternan como  grados  sucesivos  en  una  misma 
escala. 

En  la  primera,  verbi-gracia,  el  primer  gra- 
do lo  constituye  la  pena  indivisible  de  muer- 
te; el  2.°  las  indivisibles  también  de  presidio  ó 
reclusión  perpetuos;  el  3.°  los  grados  (términos 
diríamos  nosotros)  máximo  de  reclusión  y  pre- 
sidio mayores;  el  4.°  los  grados  medios  (tér- 
minos medios)  de  reclusión  y  prisión;  y  así  su- 
cesivamente hasta  el  grado  ii."*  de  la  escala 
constituido  por  el  grado  mínimo  (término  mí- 
nimo) de  prisión. 

Cuando  la  ley  chilena  autoriza,  pues,  el  au- 
mento ó  reducción  de  las  penas  eií  uno  ó  dos 
grados,  permite,  no  sólo  recorrer  los  términos 
de  una  serie;  sino  el  paso  de  una  pena  á  otra, 
lo  que  el  Código  peruano  es  saltar  de  una 
á  otra  escala. 


El  Código  español  en  su  artículo  79,  cons- 
truye también  cuatro  escalas  de  penas,  cuya 
formación  es  enteramente  análoga  á  la  que  se 
nota  en  las  escalas  chilenas:  se  puede  afirmar 
que  estas  últimas  son  una  copia  amplificada 
de  aquellas,  sin  más  que  ligeras  alteraciones 
de  nombre  pero  conservando  todo  lo  demás. 

Los  artículos  61,  á  66  y  70  á  75  del  Código 
español  están  destinados  á  formular  reglas  pa- 
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ra  la  aplicación  de  las  penas  según  el  grado  de 
participación  del  delito  y  según  las  circuns- 
tancias que  atenúen  ó  agraven  la  responsabili- 
dad del  agente.  Esas  reglas  son  las  que  ha 
reproducido  el  Código  chileno;  y,  por  consi- 
guiente, cúmplenos  decir  respecto  de  ellas  lo 
mismo  que  hemos  indicado  en  el  párrafo  pre- 
cedente. En  la  ley  española  se  pasa  pues  de 
una  pena  á  otra,  y  se  sube  y  baja  por  los  gra- 
dos (términos)  de  una  misma,  como  hemos 
visto  que  se  hace  en  la  chilena. 

Réstanos  anotar  aquí  que  en  el  Código  es- 
pañol no  se  advierte  la  antinomia,  que  ofrecen 
los  artículos  68  y  77  del  Código  chileno. 

En  el  primero  de  esos  artículos,  hallamos 
este  inciso  d  Cuando,  no  concurriendo  circuns- 
tancias atenuantes,  hay  dos  ó  más  agravantes, 
podrá  imponerla  inmediatamente  superior  en 
grado  al  máximo  de  los  designados  por  la  ley. 
Si  el  grado  máximo  de  los  designados  lo  for- 
ma en  tal  caso  la  pena  de  muerte,  se  aplicará 
ésta  precisamente.  3> 

En  el  segundo  encontramos  este  otro  «Si  no 
hubiere  pena  superior  en  la  escala  gradual  res- 
pectiva ó  la  pena  superior  fuere  la  de  muerte, 
se  impondrá  el  presidio  perpetuo.» 

Aún  cuando  ambas  disposiciones  no  tienen 
carácter  absoluto;  pues  en  realidad  son  dicta- 
das para  casos  diferentes;  no  se  concilian  bien. 

El  artículo  77  se  refiere  al  de  que  la  ley  se- 
ñale para  un  delito  la  pena  superior  á  otra  de- 
terminada aumentada  en  uno  ó  dos  grados. 

El  artículo  68  al  de  designarse  por  el  juez 
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ó  tribunal  la  pena  de  un  delito  a)  que  solo 
acompañan  circunstancias  agravantes  que,  se- 
^n  las  reglas  generales  aumentan  la  pena  en 
uno  ó  dos  grados. 

¿Domina,  según  esto,  en  el  Código  chileno, 
el  mismo  espíritu  que  en  el  españoí;  que  la  pe- 
na de  muerte  sea  siempre  el  resultado  de  un 
mandato  expreso  de  la  ley;  y  no  la  consecuen- 
cia indirecta  de  un  concurso  de  circunstancias 
agravantes  (Art.  8o.  Cód.  csp.)?— Parece  lo 
contrario. 

Art.  44,  Cuándo  la  ley  señala  simplemente  una 
pena  á  un  delito^  se  entiende  que  es  al  autor  de  de- 
lito  consumado. 

Si  no  determina  el  grado  de  la  pena,  se  entien- 
de que  es  el  tercero. 

Si  no  señala  término  se  entiende  qufi  es  el  má- 
ximo. 

Comentario.  Por  lo  general,  y  como  tendre- 
mos ocasión  de  notarlo  al  exponer  las  disposi- 
ciones especiales  sobre  cada  clase  de  delitos, 
el  Código  cuida  de  indicar  el  grado  en  que  ha 
de  aplicársela  pena  respectiva;  y  como  esta- 
blece, además,  reglas  generales  para  la  aplica- 
ción de  ésta,  no  solo  en  atención  á  las  circuns- 
tancias que  modifican  la  responsabilidad,  al 
grado  de  participación  de  los  agentes  del  acto 
punible,  sino  también  á  la  mayor  ó  menor  pro- 
ximidad de  éste  al  fin  crimina}  que  aquellos  se 
propusieran;  parecería  innecesaria  la  primera 
parte  de  este  artículo,  si  no  se  tuviera  en  con- 
sideración que  la  ley  debe  prevenir  las  excep- 
ciones maliciosas  con  que  la  arg.ucia  suqle  pre- 
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tender  eludir  sss  prescripciones.  Podría  ár* 
güirse,  en  vista  de  algunos  artículos  que  seña- 
lan castigos  especiales  para  ciertas  tentativas^ 
que  éstas,  y  no  el  delito  consumado,^  eran  el 
objeto  único  de  la  ley;  y  buscar  argumentos; 
más  6  menos  especiosos,  para  demostrar  que< 
llevado  el  hecho  á  la  práctica,  á  su  término  fi- 
nal,  quedaba  por  éhde  santificado^  particular- 
mente tratándose  de  delitos  políticos. 

Tomando,  por  otra  parte,  como  base  para 
la  distribución  de  la  pena  á  los  reos  de  delito 
frustrado  y  de  tentativa,  la  cantidad  qué  dei 
ella  corresponda  al  delito  consumado;  y  para 
la  que  ha  de  imponerse  á  los  cómplices  y  en- 
cubridores, la  que  le  toca  el  autor;  era  preci- 
so asentar  una  base  fija,  señalar  un  dividendo 
determinado,  sobre  el  que  se  hiciese  las  par- 
ticiones legales  del  castiga  Esa  base  no  po- 
día ser  otra  que  la  pena  atribui'da  al  autor  de 
delito  consumado. 

No  podríamos  por  el  momento  citar  artícu- 
lo alguno  del  Código,  que  señale  pena  sin  de- 
terminar el  grado;  pero  si  es  corriente  que 
omita  la  designación  del  término,  dependiente 
de  las  circunstancias  del  delito.  Mas  era  pre- 
visión indispensable  salvar  cualquier  olvido 
posible,  aún  cuando  fuere  para  solo  lo  venide- 
ro, en  cuanto  á  grados,  y  tomar  como  dura- 
ción absoluta  ó  fundamental  el  tercero  que', 
por  lo  general,  corresponde  á  su  duración  me- 
dia según  lo  hicimos  notar  antes;  Y  como  po- 
dría acontecer  que  un  delito  careciera  de  cir- 
cunstancias que  lo  atenúen  6  agraven;  una  ra- 
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ción  de  libertad,  de  los  que  los  i8  últimos  me- 
ses serían  de  castigo  menos  duro. 

La  ley  peruana,  aumentando  en  dos  térmi- 
nos la  pena  de  homicidio,  por  las  dos  circuns- 
tancias agravantes  de  la  lesión  y  el  hurto,  en- 
cierra en  la  penitenciaría  por  14  años  al  reo. 
Catorce  años  de  severo  castigo. 

Y  hemos  escogido  un  caso  en  que  la  pena 
única  dura  más  que  el  total  de  las  penas  su- 
cesivas, para  confirmar  nuestro  acertó  de  que 
or  el  sistema  peruano  se  consigue  mejor  él 
n  de  la  penalidad. 

El  que  hubiere  perpetrado  dos  homicidios 
en  actos  diferentes,  tendrá  por  nuestra  ley  13 
años  de  penitenciaría;  por  el  sistema  de  penas 
sucesivas  tendría  24,  y  hasta  36  si  el  delito 
fuese  triple.  Esto  es  cruel;  porque  en  el  tras- 
curso de  tantos  años,  no  solo  se  han  restable- 
cido él  equilibrio  y  tranquilidad  sociales;  sino 
hasta  perdido  la  memoria  del  horrendo  delito. 


i 
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El  Códióo  argentino  en   su   artículo   85 

dice:  «Si  se  ha  reiterado  el  mismo  delito  con- 
tra varias  personas  6  cosas,  ó  si  el  mismo  rhal- 
hechor  comete  delito  de  diferente  especie  por 
otras  tantas  acciones,  la  pena  del  uno  se  agre- 
gará á  la  del  otro:  pero  si  esta  reunión  fuese 
imposible  por  la  naturaleza  de  las  penas  ó  por 
exceder  del  máximun  legal  la  suma  resultante 
de  la  acumulación,  se  aplicará  la  del  delito 
mayor,  agravándola  con  las  adicionales  que 
fuese  posible,^ — «Si  no  fuese  posible  acumAi- 
lación  alguna  por  la  diversa  clase  de  las  penas. 


—  336  — 

mino  del  mal  y  al  que  lo  ha  recorrído  en  toda 
su  extensión. 

Ya  se  acepte  que  la  expiación,  la  necesidad 
absoluta  de  infligir  un  mal  equivalente  al  que 
hizo  mal,  sea  el  fundamento  racional  del  cas- 
tigo; ya  sea  admita  que  lo  es  la  corrección  ó  re- 
forma del  delincuente,  para  dar  á  la  sociedad 
garantías  del  orden;  ya,  en  fin,  que  ese  funda- 
mento está  en  la  necesidad  de  restablecer  el 
orden  de  derecho  y  la  tranquilidad  social,  ol- 
vidando toda  idea  de  venganza  encerrada  en 
Id  expiación,  y  concediendo  solo  un  lugar  se- 
cundario á  los  proposites  reformadores  de  la 
corrección;  cualquiera  que  sea  el  objeto  legíti- 
mo de  la  pena,  hay  que  convenir  en  la  justi- 
cia que  envuelven  los  dos  artículos  que  aca- 
bamos de  exponer.  Menor  daño;  menor  espia- 
ción:  menos  perversidad  en  el  agefite;  medios 
más  suaves  para  corregirle:  menor  trastorno, 
menor  alarma  en  la  sociedad;  castigos  menos 
rigurosos  para  reprimir  el  mal  y  prevenir  su 
repetición.  Que  la  reducción  de  la  pena  sea 
en  uno,  dos  ó  más  grados,  es  simple  cuestión 
de  cantidad,  ella  no  afecta  á  la  justicia,  con 
tal  que  se  haga  la  rebaja  y  se  conserve  la  ana- 
logía manteniendo  la  esencia  del  castigo. 

El  precepto  general  contenido  en  estos  ar- 
tículos tienen  su  excepción  en  los  que  llevan  los 
números  52  y  334.  Según  éste,  el  robo  frus- 
trado se  castiga  como  consumado,  si  se  sor- 
prende in/raganti  al  ladrón;  y  según  aquel,  en 
la  traición,. rebelión  y  sedición,  la  tentativa  se 
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^pena  como  delito  fmistrado;  y  éste, -como  cao- 
sumado. 

£sta  «disposición  se  funda  en  la  identidad 
.del  delito,  subjetivamente  considerado, «einvuno 
y  otro  qajso;  pero  no  la  hallamos  justificada. 

Si  el  fen  de  'la  penalidad  fuese,  cc^mo  algu- 
^nos  pretenden,  la  enmienda  del  culpable,  su 
reforma  moral,  prescindiendo  de  cualesquiera 
otras  consideraciones,  6  dando  por  ío'  menos 
á  éstas  una  importancia  secundaria;  no  cabe 
duda  de  que,  no  solo  en  los  casos  de  robo, 
traioi6n,  rebelión  y  sedición;  en  el  de  cualquier 
otro  delito,  se  debería  ¡xenar  igualmente  el  ac- 
fyi>  consumado  y  el^  frustrado,  porque  ambos 
revelan  el  mismo  grado  de  inmoralidad  eñ  el 
agemte.  Pero  la  justicia  social,  cuya  misión  es 
más  compleja  y  más  positiva  que  la  de  des- 
pertar el  arrepentimiento  en  los  descarriados, 
no  puede  tomar  los  actos  delictuosos  por  una 
sola  de  sus  fases,  ni  mucho  menos  por  la  úni- 
ca de  la  moral  individual,  oculta  á  otras  mira- 
das que  las  de  Dios  y  el  mismo  delincuente: 
ella  ha  de  hacer  un  examen  cabal  del  delito, 
y  principalmente  ha  de  apreciarlo  como  un  fe- 
nómeno anti-social,  es  decir,  por  el  lado  del 
mal  que  produce  en  el  orden  jurídico  y  en  el 
puramente  material:  antes  que  los  móviles  y 
las  intenciones,  ha  de  buscar  los  efectos;  por- 
que los  primeros  solo  puede  presumirlos;  en 
tanto  que  los  segundos  puede  apreciarlos  y 
calcularlos  casi  con  matemática  exactitud. 

El  delito  frustado  y  el  consumado  no  pro- 
ducen el  mismo  trastorno  en  el  orden  de  de- 
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recho:  el  primero  no  produce  daño  material  6 
no  lo  produce  en  toda  su  extensión;  el  segun- 
do sí:  el  primero  no  causa  tanta  alarma,  prin- 
cipalmente si  falló  la  obra  criminal  por  la  vi- 
gilancia de  la  autoridad  pública;  y  la  alarma 
originada  por  el  segundo  crece  tanto  más, 
cuanto  más  celosa  sea  esa  autoridad,  pues 
surge  el  temor  de  que  no  baste  el  más  diligen- 
te seriricio  de  seguridad.  ¿Cómo  equipararlos, 
pues,  en  la  aplicación  de  la  pena  .en  ningún 
caso? 

Podrá  argüirse  que,  tratándose  de  delitos  de 
tan  desastrosas  consecuencias,  como  el  robo, 
la  traición,  la  rebelión  y  la  sedición;  es  lícito 
saltar  sobre  las  consideraciones  anteriores, 
apartarse  de  los  principios  generales  y  hacer 
excepcioues,  por  cuanto  el  acto  punible  es  de 
naturaleza  excepcional.  Mas  nosotros  creemos 
que  esto  solo  prueba  la  necesidad  de  pena 
más  rigurosa  para  el  delito  consumado,  á  fin 
de  que  el  frustrado,  aún  hecha  la  reducción 
legal,  quede  castigado  con  la  severidad  que 
actualmente  se  emplea  contra  él. 

Las  diferencias  entre  la  tentativa  y  el  deli- 
to frustrado,  en  cuanto  ásus  efectos  anti-jurí— 
dicos  y  anti-sociales,  aunque  se  percibe  con 
menos  claridad;  no  se  oculta  á  una  observa- 
ción atenta:  actos  que  el  agente  pudo  suspen- 
der, ó  suspendió  en  efecto,  no  pueden  producir 
tanto  daño  ni  tanta  alarma  como  los  que  fa- 
llaron por  intervención  de  causas  estrañas  á 
la  voluntad  de  aquel. 

Al  ocuparnos  de  los  citados  artículos  52  y 


—  339  — 

334  haremos  aún  otras  consideraciones  sobre 
esta  misma  materia. 


El  Código  argentino,  aún  cuando  define 
P  en  términos  claros  y  distintos  el   delito    frus* 

trado  y  la  tentativa  (Art.  3.°  y  8.**)  parece 
equiparar  al  primero,  en  cuanto  á  la  aplicación 
de  la  pena^  ya  con  el  delito  consumado,  ya 
con  la  segunda,  como  se  ve  por  las  disposicio- 
nes siguientes. 

<cArt.  4.  £1  que  después  de  formar  la  reso- 
lución de  cometer  un  delito,  emprenda  una 
acción  suceptible  de  producir  uno  mayor  ó  uno 
menor,  será  castigado  como  autor  del  delito 
realmente  cometido,  y  no  se  le  admitirá  la  es- 
cusa de  que  su  intención  fué  solo  cometer  el 
menos  grave.» 

Aquí  se  trata  evidentemente  de  delito  frus- 
trado por  ineptitud  de  los  medios  empleados; 
y  la  pena,  que  corresponde  á  la  entidad  del 
mal  efectivamente  causado,  se  regula  del  mis- 
mo modo  que  la  de  la  tentativa  en  circunstan- 
cias iguales,  como  veremos  al  trascribir  el 
Art.  13. 

cArt.  5.®  Cuando  por  efecto  de  error  ó  igno- 
rancia, el  autor  de  un  delito  no  haya  conocido 
el  carácter  particular  de  la  acción  que  ha  co- 
metido, y  ese  carácter  sea  de  una  naturaleza 
capaz  de  aumentar  la  culpabilidad  de  la  ac- 
ción, de  tal  modo  que  el  culpable  se  encuen- 
tre haber  cometido  un  delito  más  grave  que  el 
que  intentaba,  no  se  le  imputará  el  hecho  co- 
mo voluntario  sino   en   consideración   á   la  in- 
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ral  al  homicidaí  ó  .de  la  falsificación  de  la  fir- 
ma ai  que  intentó  cobrar  un  documentx)  ap6< 
'  criíb. 


El  Código  francés  nada  estatuye  en  esta 
materia. 


El  Código  italiano  destina  sus  artículos 
io6  á  117  inclusive,  á  fijar  reglas  para  la  apli- 
cación de  las  penas  en  los  casos  de  concurren- 
cia de  reatos.  No  los  reproducimos  literalmen- 
te por  su  extensión;  pero  sí  indicaremos  que 
prevalece  en  ellos  el  mismo  espíritu  que  en  el 
nuestro;  imponer  la  pena  del  delito  más  .grave 
aumentada  según  la  entidad  y  número  de  los 
reatos  menores  que  acompañen  á  aquel. 

Acepta  sin  embargo  dicho  Código,  en  cir- 
cunstancias determinadas  y  dentro  de  límites 
que  precisa,  la  acumulación  de  las  penas  co- 
rrespondientes á  los  diversos  delitos  ó  faltas 
de  que  fuere  convicto  simultáneamente  el  reo. 

Previendo  el  Código  italiano  la  posibilidad 
de  que  sentenciado  un  delincuente  se  descu- 
bra en  él  un  delito  anterior  que  por  ignorado 
no  se  tomó  en  cuenta  para  pronunciar  la  con- 
dena; dispone  lo  siguiente:  «Artíoulo  117.  Si 
después  de  una  sentencia  condenatoria  á  pena 
temporal  se  descubre  otro  reato  cometido  an- 
tes de  la  sentencia,  por  el  mismo  condenado, 
se  le  someterá  á  nuevo  juicio  y  se  le  aumenta-  . 
rá  la  pena  impuesta  ó  se  le  aplicará  otra,  se- 
gún los  casos  respectivamente  indicados  en  el 
artícudo  107  y  sigui^intes  y  las  reglas  aUi  de- 
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teprninodas^^^-^Cuan^  en  la  nueva  senten^ 
cia  se  imponga  una  pena  de  género  superior  á 
la  primera,  cesará  el  efecto  de  la  sentencia  an- 
terior; y  el  tiempo  por  que  la  primitiva  conde- 
na resulte  extinguida  en  todo  ó  en  parte,  se 
computará  proporcionalmente  y.  según  las  re- 
glas establecidas  en  el  artículo  66  con  la  pe- 
na impuesta  en  la  segunda  sentencia. ^ 

Aún  cuando  nuestro  Código,  no  prohibien- 
do el  enjuiciamientp  de  un  delincuente  ya  con- 
denado, si  se  descubre  que  es  responsable  de 
delito  no  prescrito  y  anterior  á  su  condena, 
permite  lo  mismo  que  el  italiano;  no  ha  fijado 
como  éste  la  influencia  que  la  segunda  conde- 
na haya  de  tener  sobre  la  primera.  Conven- 
dría, pues  adicionarlo  en  esta  parte  en  térmi- 
nos análogos  á  los  del  artículo  trascrito. 

Art.  49.^1  autor  de  delito  frustrado  se  le 
aplicará  la  pena  aue  la  ley  señale  al  delito  con- 
sumado^ disminuida  en  un  grado. 

Art.  47.  Al  autor  de  tentativa  6  confabulación 
se  le  aplicará  lo  pena  señalada  al  autor  del  delito 
consumado^  disminuida  en  dos  grados. 

En  el  caso  del  artículo  5.*^,  si  rjesultase  dañOj  se 
castigará  al  autor  de  tentativa  en  proporción  al 
mal  consumado. 

Comentario. — Decíamos  en  otro  lugar  (Com. 
art.  3.)  que  la  violación  del  derecho  se  verifi- 
ca de  una  manera  gradual,  desde  la  concep- 
ción hasta  la  consumación  completa  del  deli- 
to, y  que  resultarían  graves  injusticias  de  co- 
locar bajo  el  mismo  rasero,  aplicándoles  igual 
castigo,  al  que  aún  puede  detenerse  en  el  ca- 
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la  que  señala  la  ley  para  el  crimen   6  simple 
delito.  ]> 

Estas  disposiciones  son  exactamente  igua- 
les á  las  nuestras  como  se  vé,  pues  unaÍB  y  otras 
son  tomadas  de  las  españolas  que  van  en  se- 
guida. 

El  Código  español,  en  su  artículo  61,  di- 
^:  <kA  los  autores  de  un  delito  frustrado,  se 
impondrá  la  pena  inmediatamente  inferior  en 
grado  á  la  señalada  por  la  ley  para  el  delito; 
y  en  el  62:  «A  los  autores  de  tentativa  de  de- 
lito se  impondrá  la  pena  inferior  en  dos  grados 
á  la  señalada  por  la  ley  para  el  delito 

El  Código  francés  no  expresa  con  la  ne- 
cesaria claridad,  cómo  deben  ser  tratados  el 
delito  frustrado  y  4a  tentativa  en  la  aplicación 
de  la  pena.  Contiene  sin  embargo  las  disposi- 
ciones siguientes,  cuya  justificación  nos  resis- 
timos á  aceptar. — «Art.  2.**  Toda  tentativa  de 
crimen  manifestado  ^x  un  principio  de  ejecu- 
ción, sr  no  hubiere  siop  suspendida  ó  si  no  hu- 
biera producido  efecto  más  que  por  circuns- 
tancias independientes  de  la  voluntad  de  su 
autor,  será  considerada  como  el  mismo  crí- 
men.'P — «Art.  3.**  Las  tentativas  de  de  ¿tíos  no 
serán  consideradas  como  delitos  sino  en  Jos  ca- 
sos determinados  por  una  disposición  especial 
de  la  ley.3> 

Es  indudable  que  estas  disposiciones  se  ba- 
san en  las  ideas  de  la  escuela  correccionalista, 
que  toma  como   fundamento  de  la  penalidad 


•y 


—  343  — 

el  grado  de  perversión  moral  del  agente,  con 
prescindencia  de  toda  idea  de  expiación  y  ol- 
vido del  verdadero  apoyo  del  castigo  social;  la 
necesidad  de  restablecer  el  orden,  tranquili- 
zando, los  espíritus  alarmados,  restituyendo  la 
armonía  de  los  derechos  y  garantizando  su 
conservación.  ¿Qué  importa  que  no  se  haya 
causado  todo  el  mal  que  se  intentó?  ¿Qué  im- 
porta que  no  se  haya  producido  daño  alguno? 
Hubo  el  propósito  de  causar  el  mal;  hubo  pro- 
pósito de  hacer  daño;  y  es  la  intención  culpa- 
ble la  que  se  castiga. 

Esto  no  necesita  refutación. 


El  Código  italiano  (Art  97)  castiga  tam- 
bién el  delito  frustrado  con  la  pena  correspon- 
diente al  consumado  disminuida  en  un  grado 
solamente. 

Conviene  recordar  que  este  Código  acepta, 
como  el  belga  y  el  francés,  la  clasificación  de 
los  actos  punibles  en  crímenes  y  delitos;  pero 
no  exceptúa,  como  ellos,  el  delito  frustrado  de 
la  disposición  general  que  castiga  los  hechos 
ilícitos  no  cumplidos,  para  indicar  cuando  me- 
recen ó  no  pena:  todo  delito  frustrado  la  trae 
consigo,  salvo  disposiciones  especial  (Art.  100.  j 

Respecto  de  la  tentativa  dispone  lo  siguien- 
te: «Art.  98.  Si  los  acto»  de  ejecución  son  de 
tal  naturaleza  que  todavía  le  falte  al  autor  de 
la  tentativa  cualquiera  otro  acto  para  llegar  á 
la  consumación  del  hecho  punible,  se  castiga 
al  culpable  con  la  peña  del  reato  consumado, 
disminuida  en  dos  ó  tres  grados,  con  arreglo 


á  Jas  circuQstainoias,  y  'especialmente. segón  (la 
mayor  ó  menor  ^proximidad  del  acto  á  la  con- 
sumación del  hecho  punible.» — '«Esta  tentati- 
va se  :Qonsidera  como  crimen  ó  4^lito  intentado.:^ 
Ari.  éS,  Los  CQnkpíices  dz  delito  consumado j 
de  delito  frustrado  y  de  tentativa  óconfaimlacion^ 
sufrirán  la  pena  que  respectivamente  merezcan 
los  autores  disminuida  en  un  grado. 

Comentario.  Es  necesario  ñjarse  bien^n  la 
relación  que  existe  entre  este  artículo  y  los  dos 
precedentes,  para  no  incurrir  en  erron  A  pri- 
mera vista  parece  quedar  equiparados  por  el 
presente  los  cómplices  de  delito  consumado, 
delito  frustrado  y  tentativa  para  la  imposición 
de  la  pena;  lo  que  no  es  justo,  ni  lo  que  man- 
da la  ley. 

Para  aclarar  más  el  artículo  que  comenta- 
mos, designaremos  por  P  la  cantidad  (Je  pe- 
na que  corresponde  al  autor  de  delito  consu- 
mado y  por  los  números  i,  2  y  3  los  grados 
sucesivos  de  ésta,  empleando  los  signos  arit- 
méticos+(más)  para  los  aumentos — (menos) 
para  indicar  las  reduciones  é  =  (igual)  para 
expresar  los  resultados. 

Ddito  consumado-: 

Autor=  P 

C6mplice=P — i 

Ddiío  frustrado:    ^ 

Autor=P — I 

Cómplice=P — (i-|-i)=P— 2 

Tentativa: 

Autor  ;=P~2 

Cómplice= P — (2+ i)=P — 3 
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De  suerte  que  los  únicamente  equiparados 
son: 

I.®  El  cómplice  de  delito  consumado  con 
%l  autor  del  delito  frustrado;  y 

2.^  El  cómplice  de  delito  frustrado  con  el 
autor  dé  tentativa. 

Nuestra  ley,  que  no  ha  definido  la  confabu- 
lación ni  explicado  con  claridad  en  qué  con- 
siste; prescribe  sin  embargo,  en  este  artículo, 
que  ios  cómplices  en  ella  sufran  la  pena  de  los 
autores  disminuida  en  un  grado. 

Meditando  sobre  el  espíritu  de  los  artículos 
3,  4  y  5  del  presente  Código,  se  comprende 
que  él  quiere  llamar  confabulación,  la  asocia- 
ción de  individuos  que  se  proponen  cometer 
uno  ó  muchos  delitos,  y  se  reúnen  á  dbncertar, 
por  lo  menos  dos  veces,  los  medios  de  ejecu- 
ción. 

El  mero  acto  de  reunirse  es,  por  consiguien- 
te punible;  y  ateniéndonos  á  las  declaraciones 
de  los  artículos  I2  y  15,  serán  autores  de  la 
confabulación  los  que  se  reúnan  y  concierten; 
y  cómplices,  los  que,  por  actos  anteriores  ó 
simultáneos  á  la  reunión,  cooperan  secunda- 
riamente á  que  ella  se  efectúe  y  se  celebre  el 
acuerdo;  como  los  que  proporcionan  local  pa- 
ra el  conciliábulo,  ó  se  sitúan  de  espías  para 
advertir  á  los  conjurados  de  cualquier  peligro. 

Más  preguntamos  ahora: 

¿Qué  categoría  corresponde  á  la  confabula- 
ción en  la  generación  del  crimen?  ¿Es  ya  un 
delito,  ó  la  simple  tentativa  más  ó  menos  pró- 
xima de  un  delito? 
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¿Cual  sería  la  pena  |general  que  le  corres- 
pondería en  el  primer  caso?  ¿Habría  justicia 
en  imponer  una  invariable,  cualquiera  que  fue- 
se el  fin  ilícito  perseguido  por  la  asociación?  * 

Si  es  mera  tentativa  ¿deben  ser  tratados 
igualmente  cuantos  de  algún  modo  participen 
en  ella? 

Creemos  que  la  confabulación  no  es  más  que 
una  tentativa  remota,  por  cuanto  al  realizarse 
ella,  no  solo  no  está  comenzada  la  ejecución 
del  delito;  pero  ni  sequiera  decidido  el  medio 
de  ejecución,  pues  su  objeto  es  acordarlo. 

Si  se  incurriera  en  la  inconsecuencia  de  ca- 
lificarla como  delito,  habría  por  necesidad  que 
cometer,  la  injusticia  de  penar  en  la  misma 
forma  actos  cuyos  efectos  anti-jurídicos  y  anti- 
sociales fuesen  diferentes.  No  puede  haber  en- 
trado semejante  despropósito  en  la  mente  de 
nuestro  legisladores. 

Deducimos,  pues,  de  lo  dicho,  que  el  artí- 
culo que  comentamos,  en  la  parte  relativa  á 
confabulación,  prescribe  que  los  cómplices  en 
ella  sean  castigados  como  cómplices  de  tenta- 
tiva, es  decir;  con  la  pena  de  los  autores  de  la 
misma  disminuida  en  dos  grados,  ó  lo  que  es 
lo  mismo,  con  la  de  los  autores  de  delito  con- 
sumado disminuida  en  tres. 

Para  la  designación  de  la  naturaleza  de  la 
pena  habrá,  por  tanto  que  investigar  cual  era 
el  delito  tuya  perpetración  perseguian  los  con- 
fabulados, y  hacer  en  la  pena  correspondiente 
las  reducciones  legales. 

Notamos  con  todo,  que  se  trata  igualmente 
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á  los  cómplices,  sin  discernir  Isk  importancia 
relativa  del  concurso  que  hubiesen  prestado,  lo 
que  no  nos  parece  justo.  Al  exponer  lo  que  en 
esta  materia  ordena  el  Código  argentino,  se 
verá  con  más  claridad  lo  que  el  nuestro  ha 
omitido,  sin  razón  plausií)le. 

Tiene  también  este  artículo  su  excepción  en 
el  280,  que  castiga  com^o  autores  á  los  ascen- 
dientes, guardadores  y  maestros  ó  encargados 
de  la  educación  de  menores,  que  sean  cómpli- 
ces en  la  violación,  estupro  ó  rapto  de  éstas. 

Aunque  tengamos  que  adelantar  algo  nues- 
tra opinión,  pues  deberíamos  reservarla  hasta 
comentar  el  Art.  280,  no  queremos  perder  la 
oportunidad  que  se  nos  ha  presentado  para 
justificar  esa  excepción. 

No  pertenecemos  al  número  de  los  que,  en- 
tre nosotros  opinan  por  la  necesidad  de  em- 
plear excesivo  rigor  contra  los  delitos  que  com- 
prometen la  honestidad,  que  se  ha  llegado  á 
calificar  alguna  vez,  sin  razón  bastante,  hasta 
como  delitos  de  orden  público.  Para  nosotros, 
esos  delitos  son  actos  profundamente  inmora- 
les, y  causan  á  sus  víctimas  males  de  gran 
trascendencia  y  muchas  veces  irreparables; 
más  no  por  eso  podemos  convenir  en  que,  lle- 
vados al  terreno  jurídico  se  les  deba  mirar  con 
tanto  horror,  como  el  que  parece  inspiran  á 
los  filántropos.  El  orden  social  no  se  turba 
profiíndamente  con  ellos;  la  alarma  no  se  des- 
pierta sino  entre  los  que  pueden  temer  para 
los  suyos  las  consecuencias  de  una  educación 
descuidada.  Actos  de  esta  especie  afectan  ape- 
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ñas  los  intereses  de  una  familia,  sin  que  la  tran- 
quilidad general  resulte  por  ello  comprome- 
tida. 

Pero  si  creemos  que  infringen  un  deber  so- 
cial de  alta  importancia  los  padres,  tutores  y 
maestros,  depositarios  de  la  confianza  del  Es- 
tado que,  traicionándola,  se  hacen  cómplices 
en  la  corrupción  de  las- menores  que  las  leyes 
pusieron  bajo  su  amparo.  Más  que  participan- 
tes de  este  delito,  son  autores  de  otro;  la  infi- 
delidad en  la  custodia  de  un  valiosísimo  depó- 
sito; y  sólo  por  analogía  se  puede  calificar  de 
complicidad  su  delincuencia.  Castigarles,  pues, 
por  lo  menos  con  la  misma  pena  que  á  los  vio- 
ladores y  raptores,  es  salir,  sólo  aparentemen- 
te, del  principio  general  que  el  Árt.  48  esta- 
blece, en  obsequio  á  la  armonía  social  que  es- 
triba en  la  íiel  observancia  de  los  deberes  de  la 
misma  denominación. 


El  Código  argentino  que,  como  sabemos, 
divide  á  los  cómplices  en  dos  categorías  dife- 
rentes, impone  á  éstos  la  pena  inmediata  in- 
ferior en  uno  ó  dos  grados  á  la  que  correspon- 
de álos  autores,  según  que  la  complicidad  sea 
del  i.^  ó  del  a.*' grado,  salvo  las  excepciones  si- 
guientes: I.*  Si  el  cómplice  es  alguno  de  los 
funcionarios  del  Estado,  ó  agentes  públicos  que 
están  obligados  por  su  empleo  á  denunciar, 
descubrir,  indagar  ó  castigar  las  infracciones, 
se  le  aplicará  el  máximo  de  la  pena  con  más 
la  inhabilitación  por  tiempo  determinado  (Art. 
33  y  35-)  2.*  <tSi   el  acusado  de  complicidad 
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prueba  no  haber  querido  cooperar  sino  á  un 
crimen  menos  grave  que  el  cometido  por  el 
autor  principal,  la  pena  será  aplicada  al  cóm- 
plice solamente  en  razón  del  crimen  á  que  te- 
nía intención  de  prestar  ayuda,  d 

Al  cómplice  del  delito  frustrado  le  impone 
la  pena  en  la  forma  siguiente:  dArt.  39.  Si  el 
crimen  al  cual  se  ha  cooperado  no  se  consu- 
ma, la  pena  del  cómplice  se  determinará  con- 
forme á  las  prescripciones  sobre  la  complici- 
dad y  en  proporción  de  la  pena  de  la  tentati- 
va en  que  hubiese  incurrido  el  autor  princi- 
pal.d — «Pero  la  circunstancia  de  que  la  tentati- 
va no  es  pasible  de  pena  alguna  en  el  autor 
principal,  no  podrá  invocarse  por  el  cómplice, 
sino  cuando  los  principios  legales  que  eximen 
á  la  tentativa  de  castigo,  puedan  aplicarse  á 
la  persona  ó  acción  del  mismo  cómplice,  d     ^ 

Nótase  en  las  disposiciones  que  hemos  citá- 
dq  y  trascrito  la  confusión,  bajo  el  nombre  co- 
mún de  tentativa,  de  ésta  con  el  delito  frus- 
trado. Sinembargo  las  excepciones  que  agra- 
van ó  atenúan,  según  hemos  visto  arriba,  la 
culpabilidad  del  cómplice,  merecen  ser  toma- 
das en  consideración. 

Según  nuestra  ley,  el  que  abusa,  para  de- 
linquir, de  la  autoridad  y  funciones  públicas 
que  ejerce,  sólo  tiene  en  su  contra  una  circuns- 
tancia agravante,  que  le  aumenta  la  pena  en 
un  simple  término  (Art.  57  Código  Penal  del 
Perú)  lo  que  es  en  verdad  insuficiente,  dada 
la  trascendencia  de  los  delitos  en  que  toman 


parte  los  funcionarios  y  agentes  públicos,  y  )a 
gran  alarma  social  que  producen. 

Difícil  pero  no  imposible  es  apreciar  la  in- 
tención del  delincuente,  cuando  él  mismo  la 
revela  con  franqueza  y  prueba <jue  su  propósi- 
to  se  encerró  dentro  de  ciertos  límites;  y  por 
consiguiente  es  justo  designarle  su  pena  en  re- 
lación con  el  fin  que  él  se  propuso,  y  no  con 
el  que  llevó  en  mente  el  autor  principal  de  la 
tentativa.  Si  un  individuo  prestó  arma  para 
un  duelo,  y  esa  arma  es  empleada  en  una  ten- 
tativa de  asesinato;  el  cómplice  no  será  res- 
ponsable de  ésta,  ante  el  buen  sentido,  sino 
de  haber  facilitado  la  ejecución  de  un  delito 
menor. 

En  cuanto  á  la  pena  correspondiente  al 
confabulado  para  la  comisión  de  un  delito  colec- 
tivo, que  nuestra  ley  equipara  con  la  del  cóm- 
plice de  delito  frustrado  ó  consumado,  según 
que  el  acto  punible  no  llegue  á  consumarse  ó 
se  lleve  á  efecto,  dispone  el  Código  argentino 
lo  que  reproducimos  en  seguida.  «Art.  25.  Si 
dos  ó  más  individuos  resuelven  cometer  un  de- 
lito y  se  obligan,  bajo  promesa  de  auxilio  recí- 
"  proco,  á  ejecuta/lo  conjuntamente,  esta  aso- 
ciación constituye  un  complot,  y  cada  uno  de 
los  partícipes  que  antes,  durante,  ó  después 
de  la  ejecución,  se  haya  mostrado  en  actitud 
de  cooperar  ó  haya  mantenido  á  sus  compa- 
ñeros en  la  convicción  de  que  podían  contar 
con  su  auxilio,  será  también  considerado,  des- 
pués de  la  consumación,  autor  principal  del 
delito.  D 
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cArt.  26.  Los  partícipes  comunes  del  com- 
plot, seilh  castigados  con  la  pena  ordinaria 
del  delito  cometido.  Sin  embargo,  si  esta  pe- 
na tuviera  un  máximun  y  un  mínimun,  se  gra- 
duará en  la  extensión  de  sus  límites  legales,  y 
se  infligirá  á  los  diferentes  partícipes,  según  la 
más  6  menos  gravedad  de  su  cooperación  real, 
con  excepción  de  los  iefes,  que  serán  castiga- 
dos con  el  máximun  ¿e  la  pena.  > 

<í  Art.  27.  Se  considerarán  j^fes  del  complot, 
los  que  hayan  concebido  y  formado  la  asocia- 
ción criminal;  los  que  hayan  proporcionado  el 
plan  de  ejecución  del  delito  y  los  que  ha)ran 
dirigido  su  realización.:» 

«Art.  28.  En  el  caso  de  delito  no  consuma- 
do, la  organización  del  complot  se  castigará 
como  tentativa  del  delito  convenido.» 

«Art.  29.  El  partícipe  de  un  complot  que 
no  haya  cooperado  á  la  ejecución,  quedará 
exento  de  la  pena,  si  denuncia  el  complot  á  la 
autoridad  antes  de  la  ejecución  del  delito  ó  si 
hace  saber  su  desistimiento  á  sus  compañeros.  í 

Respecto  de  las  bandas  que  son  igualmente 
asociaciones  de  malhechores  para  cometer,  no 
sólo  un  delito  determinado,  sino  cuantos  posi- 
bles les  fueren;  dispone  el  Código  argentino 
que  rijan  las  disposiciones  relativas  al  com- 
plot. 

Hemos  trascrito  estos  artículos,  de   los  que 
algunos  habíamos  insertado  ya  antes,  con  la 
j  extensión  que  se  acaba  de  ver,  porque  lo   he- 

mos creído  conveniente  para  hacer  notar  la  de- 
ficiencia de  nuestro  Código  en  esta  materia. 
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El  Código  belga  dice:  «Art,  69.  Los  cóm- 
plices de  un  crimen  serán  castigadA  con  la 
pena  inmediata  inferior  á  la  en  que  incurri- 
rían si  fuesen  autores  del  crimen,  conforme  á 
los  artículos  80  y  81  del  presente  Código.  ^ — 
«La  pena  contra  los  cómplices  de  un  delito 
no  excederá  de  los  dos  tercios  de  la  que  se  les 
impondría  si  fuesen  autores  del  mismo.  i> 

Aquí  se  nota  que  el  horror  á  los  delitos  atro- 
ces, á  los  crímef^s^  según  el  lenguaje  de  la  le- 
gislación belga,  se  traduce  por  cierta  lenidad 
para  los  que  no  tienen  ese  carácter,  para  los 
simples  delitos:  no  se  impone  á  los  cómplices 
en  éstos  la  pena  inmediata  inferior;  sino,  como 
máximo,  los  dos  tercios  de  la  que  corresponde 
al  autor. 

Los  artículos  80  y  81  á  que  el  69  se  refiere, 
se  ocupan  en  señalar  las  penas  á  que  se  redu- 
cen las  criminales  y  correccionales  cuando  hay 
causas  de  atenuación;  pero  la  designación  no 
se  hace  por  reglas  generales,  sino  individua- 
lizando las  penas.  Así;  la  de  muerte  se  redu- 
ce á  trabajos  forzados  perpetuos  ó  de  15  á  20 
años;  la  de  trabajos  forzados  perpetuos,  á  la 
misma  pena  por  15  á  20  años,  ó  por  10  á  15 
etc.  etc. 

El  artículo  52  manda  que  la  tentativa  de 
crimen  (en  la  que  está  comprendido  el  crimen 
frustrado  Art.  51)  sea  castigada  con  la  pena 
inmediatamente  inferior  á  la  señalada  para  el 
mismo  crimen;  lo  que  equipara  al  cómplice 
con  el  autor  del  crimen  frustrado  ó  de  tentati- 
va; y  el  53  reserva  para  determinados  casos  la 
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imposición  de  pena  á  la  tentativa  de  delito; 
inclusive,  indudablemente,  el  delito  frustrado. 

Respecto  de  confabulación  no  hay  precep- 
tos generales  en  este  Código:  el  capítulo  pri- 
mero, título  primero  del  Libro  II  se  ocupa  de 
los  atentados  y  conjuraciones  contra  el  Rey,  la 
familia  real  y  la  forma  de  gobierno:  el  capítu- 
lo III  del  mismo  título-,^e  los  crímenes  con- 
tra la  seguridad  interior  del  Estado,  ya  se  co- 
metan individual,  ya  colectivamente:  el  capí- 
tulo primero  del  título  IV  del  expresado  Li- 
bro; de  las  coaliciones  ]de  los  funcionarios:  el 
capítulo  primero  del  título  V;  de  la  rebelión 
de  uno,  ó  de  muchos  con  previo  acuerdo:  los 
artículos  322  y  siguientes  hasta  326;  de  la  aso- 
ciación formada  con  el  objeto  de  atentar  á  las 
personas  ó  á  las  propiedades. 

En  todos  estos  lugares  se  designa  penas  di- 
versas para  los  conjurados  ó  confabulados, 
según  el  fin  criminal  que  persiguieren  y  el  gra- 
do de  participación  que  en  él  tomaren. 


El  Código  chileno  prescribe  (Art.  51)  que 
los  cómplices  de  crimen  ó  simple  delito  consu- 
mado sufran  la  pena  inmediatamente  inferior 
en  grado  á  la  señalada  por  la  ley  para  el  crí- 
Hien  ó  simple  delito:  (Art.  52  que  los  cómpli- 
ces de  crimen  ó  simple  delito  frustrado  sufran 
la  pena  inferior  á  la  misma  en  dos  grados  y 
(Art.  53)  que  los  cómplices  de  tentativa  de  cri- 
men ó  simple  delito  sufran  la  pena  inferior  en 
tres  grados  á  la  ya  indicada. 

En  cuanto  á  la  confabulación  sólo  contiene 
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este  Código  las  disposiciones  de  su  artícaio  8.^ 
que  definea  la  conspiración  y  proposición  pa- 
ra cometer  delitos,  y  declaran  que  ellas  sólo 
son  punibles  en  los  casos  en  que  la  ley  las  pe- 
na especialmente. 
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El  Código  español,  en  su  artículo  63,  di- 
ce: «A  los  cómplices  se  impondrá  la  pena  in- 
ferior en  un  grado  á  la  correspondiente  á  los 
autores  del  delito»;  y  como  el  artículo  6i  dis- 
pone que  á  los  autores  de  delito  frustrado  se 
imponga  la  pena  inmediatamente  inferior  en 
grado  á  la  señalada  para  el  delito;  es  claro  que 
conviene  con  el  nuestro  en  que  la  complicidad 
en  delito  frustrado  tenga  la  pena  del  delito 
consumado  disminuida  en  dos  grados. 

La  complicidad  en  la  tentativa  y  en  la  con- 
fabulación tampoco  tiene  disposición  especial 
que  le  regule  el  castigo  en  este  Código;  pero 
su  penalidad  queda  establecida  en  el  arti- 
culo 63,  que  hemos  trascrito  arriba,  y  énel  62, 
que  copiamos  á  continuación. 

«A  los  autores  de  tentativa  de  delito,  dice, 
se  impondrá  la  pena  inferior  en  dos  grados  á 
la  señalada  por  la  ley  para  el  delito. :í — «La 
conspiración  para  cometer  un  delito,  se  casti- 
ga como  tentativa:  la  proposición  para  el  mis- 
mo fin,  con  una  pena  inferior  en  dos  grados  á 
la  anterior;  salvo  aquellos  casos  en  que  la  cons- 
piración y  la  proposición  tengan  señalada  ma- 
yor pena  por  artículos  especiales  del  Código. 
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El  Código  francés  dice:  «Art.  59.  Los 
cómplices  de  un  críme;i  6  de  un  delito  serán 
castigados  con  la  misma  pena  que  los  mismos 
autores  del  crimen  ó  del  delito,  salvo  los  efe- 
sos  en  que  la  ley  dispusiere  otra  cosa. 

Ya  hemos  dicho  (Com.  del  art.  3)  que  este 
Código  en  su  artículo  2.**  confunde  el  delito 
frustrado  y  la  tentativa,  cuando  se  trata  de 
crímenes  y  por  punto  general;  y  que  en  el  3,® 
dispone  que  las  tentativas  de  delito  no  sean 
consideradas  como  tales  delitos  sino  cuando  la 
ley  lo  ordene  expresamente. 

A  estas  pocas  y  vagas  disposiciones,  que  re- 
velan ideas  embrionarias  sobre  la  generación 
del  delito;  sólo  agrega  el  Código  francés  algu- 
nas semejantes  á  las  que  hemos  citado  dei 
belga,  respecto  de  la  confabulación. 


El  Código  italiano  prescribe  (Art.  104)  lo 
siguiente:  «Los  agentes  principales  incurrirán 
en  la  misma  pena  señalada  para  los  autores 
del  reato.  D — «A  los  cómplices  sé  les  castigará 
como  á  los  autores  del  reato  cuando  su  coo»- 
peración  haya  sido  tal,  que  sin  ella  no  hubie- 
ra podido  cometerse.» — En  los  demás  casos 
la  pena  de  los  cómplices  se  rebajará  de  uno  á 
tres  grados  según  las  circunstancias.  i> 

Este  Código,  en  el  que  ya  se  hace  la  clasi- 
ficación de  las  tentativas  en  crímenes  6  delitos 
frustrados  y  en  crímenes  ó  delitos  intentados  (Art. 
97  y  98)  consigna  las  siguientes  disposiciones: 
I  .*  el  crimen  ó  delito  frustrad6  se  castigará 
€on;  la  pena;  del  hecho  punible  consumado,  con 
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la  disminución  de  un  sólo  grado:  2/  el  crimen 
ó  delito  intentado  se  castigará  con  la  pena  del 
reato  consumado  disminuida  en  dos  ó  tres 
grados,  con  arreglo  á  las  circunstancias,  y  es- 
pecialmente según  la  mayor  ó  menor  proximi- 
dad del  acto  á  la  consumación  del  hecho  pu- 
nible: 3.*  al  que  ordenó  la  comisión  de  un  de- 
lito se  le  castiga  como  autor  de  delito  consu- 
mado ó  frustrado,  según  que  la  orden  se  hu- 
biese ó  no  cumplido,  incluyéndose  en  el  segun- 
do caso  el  de  inejecución  por  falta  de  volun- 
tad del  agente:  4.*  se  exceptúan  de  estas  dis- 
posiciones los  casos  expresamente  designados 
por  la  ley:  5.*  «Cuando  la  tentativa  se  haya 
suspendido  por  voluntad  del  agente,  se  casti- 
gará el  acto  ejecutado  siempre  que  por  sí  mis- 
mo constituya  un  hecho  punible  especial,]^ 

La  confabulación  es  tratada  por  el  Código 
italiano  en  la  misma  forma  en  que  la  conside- 
ran el  belga  y  el  francés, 

Art.  49.  Los  encubridores  de  delito  consuma- 
do, de  delito  frustrado  y  de  tentativa  ó  confabula- 
fión,  sufrirán  respectivamente  en  la  escala  infe- 
rior el  mismo  grado  de  pena  que  los  cómplices. 

Comentario.  El  artículo  16  de  este  Código 
da  una  idea  bien  clara  de  quienes  son  encu- 
bridores de  un  delito;  y  aún  cuando  en  el  res- 
pectivo comentario  hemos  demostrado  q^ue  él 
comprende  en  sinopsis  todos  los  casos  posibles 
de  receptación  ó  encubrimiento;  réstanos  de- 
cir ahora  alguaas  palabras  sobre  estos  actos 
en  relación  con  el  delito  frustrado. 

Para  que  el  delito  merezca  pena,  no  es  ne- 
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cesario  que  produzca  el   mal  que  el  agente  se  :'¿ 

propuso,  éste  puede  no  realizarse,  ó  resultar 
distinto  del  proyectado,  ya  sea  en  cuanto  á 
sus  efectos,  ya  en  cuanto  á  la  persona  á  quien 
daña.  Pudiera,  pues,  creerse  que  en  el  primer 
.  caso,  cuando  no  se  produjo  daño,  es  imposi- 
ble el  encubrimiento,  por  cuanto,  no  habiendo 
efectos  de  la  acción  ilícita,  no  es  posible  apro- 
vecharlos, ni  auxiliar  para  que  sean  aprove- 
chados. Más  semejante  observación  solo  po- 
dría ser  formulada  por  quien  no  tenga  un  con- 
cepto cabal  de  lo  que  son  el  delito  y  la  recep- 
tación ó  encubrimiento.  No  habrá  efectos  que 
aprovechar,  en  el  caso  indicado;  pero  habrá 
cuerpo  de  delito  que   ocultar,  instrumentos    y  v^l 

vestigios  que  destruir,   autores  y  cómplices  á  ^| 

quienes  esconder  ó  facilitar  la  fuga;  y  todos  'f 

estos  actos,  evidentemente  posibles,  constitu- 
yen el  encubrimiento. 

La  designación  de  una  misma  p^a  á  los 
encubridores,  de  una  manera  general,  ya  lo 
fuesen  ae  delito  consumado  ó  frustrado,  ya  de 
tentativa  ó  confabulación;  sería  una  inconse- 
cuencia con  el  plan  seguido  para  castigar  á 
los  autores  y  cómplices:  la  ausencia  ó  varia- 
ción de  los  efectos  del  delito  son  una  causa  de 
reducción  de  pena  para  ellos  ¿por  qué  no  ha- 
bían de  serlo  también  para  los  encubridores? 
Hacemos  esta  indicación  para  que  se  cuide  de 
no  tomar  aisladamente  este  artículo;  sino  con- 
cordándolo con  los  que  le  preceden.  El  encu- 
bridor de  delito  frustrado  tiene,  en  la  escala 
inferior  el  grado  de  pena  del  cómplice  de  deli- 
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to  frustrado  también;  no  del  cómplice  de  deli- 
to consumado;  de  suerte  que  si  al  cómplice  de 
delito  consumado  corresponde  cárcel  en  ter- 
cer grado,  por  ejemplo;  al  encubridor  corres- 
pondería arresto  mayor  en  tercer  grado;  al 
cómplice  de  delito  frustrado,  cárcel  en  según- . 
do  grado;  y  al  encubridor,  arresto  mayor  en 
segundo  grado. 

El  Código  argentino  impone  las  penas  á 
los  encubridores  en  relación,  no  directamente 
con  el  delito,  sino  con  la  pena  impuesta  á  los 
autores.  Castiga  con  prisión  al  que  encubriere 
delito  á  cuyo  autor  corresponde  las  penas  de 
muerte,  presidio  ó  penitenciaría  por  más  de 
seis  años;  y  con  arresto  en  todos  los  demás  ca- 
sos. ' 


El  Código  belga,  que  como  en  otro  lugar 
hemos  ^vertido,  confunde  á  los  encubridores 
con  los  cómplices,  dispone,  en  su  artfculo  68 
que  sean  castigados  unos  y  otros  con  la  mis- 
ma pena,  es  decir,  con  la  inmediatamente  in- 
ferior á  la  en  que  incurrirían  los  autores  del 
delito,  sin  que  pueda  exceder  de  los  dos  ter- 
cios de  ésta.  (Art.  69O 

El  Código  chileno,  que  en  sus  artículos 
50  y  5 1  señala  los  grados  de  pena  correspon- 
dientes á  los  autores  de  delito  consumado  y 
frustrado,  dispone  lo  que  sigue  en  el  52:  «....A 
los  encubridores  de  crimen  ó  simple  delito  con- 
sumado, se  impondrá  la  pena  inferior  en  dos 
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grados  á  la  que  señala  la  ley  para  el  crimen  ó 
simple  delito.3> — En  el  53  a. ...A  los  encubrido- 
res de  crimen  ó  simple  delito  frustrado,  se  im- 
pondrá la  pena  inferior  en  tres  grados  á  la  tjue 
señala  la  ley  para  el  crimen  ó  simple  delito.]» 
— En  el  54.  cA  los  encubridores  de  tentativa 
de  crimen  ó  simple  delito,  se  impondrá  la  pe- 
na inferior  en  cuatro  grados  á  4a  señalada  pa- 
ra el  crimen  ó  simple  delito.]» 

Establece,  empero,  una  excepción  contra 
los  encubridores  que  lo  sean  con  abuso  de  fun- 
ciones públicas,  á  quienes  castiga  con  inhabi- 
litación especial  perpetua  ó  por  tiempo  deter- 
minado, según  la  gravedad  del  delito  encu- 
bierto; y  contra  los  que  habitualmente  acojen 
ó  protejen  á  los  foragidos  ó  malhechores:  á  es- 
tos receptadores  les  impone,  por  lo  general, 
la  pena  de  presidio  menor. 

No  se.  ocupa  este  Código,  de  un  modo  es- 
pecial, de  los  que  encubren  en  otras  formas  á 
los  confabulados. 


El  Código  español  dice:  «Art.  64.  A  los 
encubridores  se  impondrá  la  pena  inferior  en 
dos  grados  á  la  correspondiente  á  los  autores 
del  delito,  p — «Exceptúanse  de  esta  regla  los 
encubridores  comprendidos  en  el  número  3.** 
del  artículo  14  en  quienes  concurra  la  circuns- 
tancia I.*  del  mismo  número^  á  los  cuales  se 
impondrá  la  pena  de  inhabilitación  perpetua 
especial,  si  el  delincuente  encubierto  fuere  reo 
de  delito  grave,  y  la  de  inhabilitación  especial 
temporal,  si  lo  fuere  de  delito  menos  grave. :p 
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El  número  3.^  del  artículo  catorce  á  que  la 
excepción  se  refiere,  incluye  en  su  circunstan- 
cia primera,  á  los  encubridores  que  lo  son  abu- 
sando de  las  funciones  públicas  que  ejercen. 

Previene  el  Art.  65  de  este  Código  que  las 
reglas  generales  para  la  aplicación  de  la  pena 
al  delito  frustrado  y  la  tentativa,  lo  mismo  que 
á  la  complicidad  y  encubrimiento;  no  tienen 
aplicación  cuando  la  ley  les  señala  penas  es- 
peciales. Más  esta  prevención  la  juzgamos  in- 
necesaria, pues  es  sabido  que  las  disposiciones 
especiales  de  toda  ley  prevalecen  sobre  las  ge- 
nerales que  les  sean  antinómicas. 

El  Código  francés,  ya  lo  sabemos,  inclu- 
ye á  los  encubridores  en  la  denominación  de 
cómplices;  sólo  nos  resta  iríüicar  que  sus  artí- 
culos 61  y  62  los  equiparan  también  en  la  im- 
posición de  la  pena.  Sin  embargo;  el  Art.  63 
excluye  á  los  ocultadores  de  la  muerte  cuan- 
do ésta  sea  la  que  corresponda  á  los  autores, 
reemplazándola  con  la  de  trabajos  forzados  á 
perpetuidad;  y  previene  que  <ten  todo  caso, 
las  penas  de  trabajos  forzados  á  perpetuidad 
ó  la  de  deportación,  cuando  á  ella  hubiere  lu- 
gar, no  podrán  pronunciarse  contra  los  oculta-^ 
dores,  sino  cuando  éstos  estuvieren  convenci- 
dos de  haber  tenido,  en  el  momento  de  la 
ocultación,  conocimiento  de  las  circunstancias 
á  las  cuales  aplica  la  ley  las  penas  de  muerte, 
la  de  trabajos  forzados  á  perpetuidad  y  la  de 
la  deportación;  si  no,  no  sufrirán  más  que  la 
pena  de  trabajos  forzados  temporales. p 
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Aquí,  como  se  ve,  se  establece  la  doctrina 
de  que  la  ignorancia  de  la  ley  penal,  si  no  exi- 
me de  responsabilidad;  la  atenúa,  cuando  me- 
nos. 


El  Código  italiano  no  se  ocupa  del  encu- 
brimiento, directa  ni  indirectamente.  Sólo  di- 
vide á  los  delincuentes  como  en  otro  lugar 
dijimos,  en  agentes  principales  y  cómplices; 
pero  no  menciona  siquiera  actos  determinados 
que  pudieran  califícarse  como  de  receptación. 
'  ArL  60.  Cuando  la  disminución  de  pena  de 
que  tratan  los  artículos  precedentes^  no  pueda  ha- 
cerse en  el  orden  que  queda  establecido  en  elloSj  se 
verificará  según  el  prudente  arbitrio  del  juez. 

Comentario.  Este  artículo  tiene  aplicación, 
cuando  la  pena  impuesta  al  autor  del  delito 
consumado  se  aproxima  mucho  al  término  mí- 
nimo de  la  serie  respectiva.  Si  por  ejemplo 
se  ha  cometido  la  defraudación  prevista  en  el 
artículo  350  de  este  Código,  presentándose 
fingidamente  como  postor,  para  perjudicar  al 
fisco  en  una  subasta  pública;  la  '  pena  del  au- 
tor será  arresto  mayor  en  primer  grado,  es  de- 
cir, cincuenta  días:  si  se  frustrare  el  designio  por 
no  haberse  conseguido  el  propósito  dañoso;  la 
pena  del  delito  frustrado,  debiendo  ser  un  gra- 
do menor,  sale  ya  de  la  serie  correspondiente, 
sin  que  sea  permitido  al  juez  bajar  á  la  escala 
de  arresto  menor,  por  no  ser  el  caso  del  artí- 
culo 49:  entonces  tiene  facultad  para  redu- 
cir la  pena;  pero,  entendemos,  sin  bajar  de 
cuarenta  días,   mínimo   señalado    por  la  ley. 
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Treinta  y  cinco  dfas,  verbigracia;  no  serían 
arresto  mayor  n¡  arresto  menor:  el  juez  que 
los  impusiera  habría  creado  una  pena  sut  ge* 
netis^  con  infracción  del  articulo  23.  ¡^i  en  d 
delito,  consumado  ó  frustrado,  hubiese  cóm- 
plices y  encubridores;  la  pena  de  los  primeros, 
de  los  cómplices,  se  hallaría  en  caso  análogo 
á  la  del  autor  de  delito  frustrado.  En  cuanto 
á  la  de  los  encubridores,  se  aplicaría  el  Art  49 
tomando  en  la  escala  de  arresto  menor  el  gra- 
do y  términos  correspondientes. 

El  Código  argentino,  aunque  adelante- 
mos algo  las  ideas,  sólo  permite  el  prudente 
arbitrio  judicial  para  aumentar  y  disminuir 
las  penas  por  razón  de  las  circunstancias  ate- 
nuantes ó  de  agravación;  más  señalando  las 
de  los  autores,  cómplices  y  encubridores  en 
una  forma  invariable;  no  lo  autoriza  en  este 
caso. 


El  Código  belga,  en  suá  artículos  79  á  8g 
inclusive,  concede  cierta  libertad  á  los  jueces 
para  reducir,  dentro  de  límites  que  señala, 
las  penas  establecidas;  pero,  como  el  argenti- 
no, sólo  hace  la  concesión  para  designar  el 
castigo  en  razón  de  las  circunstancias  del  de* 
lito:  no  del  grado  de  participación  en  él. 

El  Código  chileno,  en  su  Art  61,  estable- 
ce cuatro  reglas  para  designar  la  pena  qvie 
corresponde  aplicar  segt3n  el  grado  de  ealpa 
por  la  participación  en  el  delito,  y^  segéi^la  es-» 
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tadón  á  que  éste  hubiese  llegado  en  su  gene* 
ración;  y  termina  con  esta  «5.*  Si  al  poner  en 
práctica  las  reglas  "precedentes  no  resultare 
pena  que  imponer  por  £alta  de  grados  inferió- 
res  ó  por  no  ser  aplicables  las  de  inhabilitación 
ó  suspensión,  se  impondrá  siempre  la  multa. 


El  Código  español  (Art.  82)  declara  que 
la  multa  forma  la  pena  inmediatamente  infe- 
rior á  la  última  en  todas  sus  escalas,  y  fija  las 
cantidades  en  que  pueden  imponerla  los  dis- 
tintos tribunales  según  su  gerarquía;  y  des- 
pués de  presentar,  en  su  artículo  83,  la  tabla 
demostrativa  de  las  penas  divisibles  y  de  ca- 
da uno  de  sus  grados,  concluye  con  la  siguien- 
te advertencia  que  antes  hemos  reproducido: 
«Cuando  hubiere  que  hacer  subdivisiones  en 
los  grados  de  la  tabla  anterior,  los  tribunales 
aplicarán  discrecionalmente  la  pena  en  cuanto 
á  aquellos,  dentro  de  los  límites  prefijados 
por  la  ley.  3) 

Estas  disposiciones  se  refieren,  pues,  á  to- 
do caso  de  reducción  de  pena,  cualquiera  que 
sea  la  razón  legal  que  la  exigiere. 

El  Código  francés,  no  habiendo  fijado 
reglas  para  una  reducción  de  penas  que  no 
autoriza,  estaba  dispensado  de  estatuir  sobre 
el  punto  que  nos  ocupa. 

El  Código  italiano  prevee  también  el  ca- 
so de  no  poder  cumplirse  sus  prescripciones 
relativas  á  reducción  de  la  pena  en  la  misma 
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escala;  y  salva  la  dificultad  permitiendo  to- 
mar la  escala  inferior  en  el  mismo  tiempo  de 
duración,  y  considerando  la  sola  transición  de 
una  escala  á  otra  como  reducción  en  un  grado. 
(Art,  66).  Así,  en  el  ejemplo  propuesto  en  este 
comentario,  y  tomando  nuestras  escalas;  si  la 
pena  del  autor  de  delito  consumado  es  arres- 
to mayor  en  primer  grado,  la  del  autor  de  de- 
lito frustrado  sería  arresto  menor  por  cincuen- 
ta días.  No  habría  más  diferencia  que  la  de 
cumplir  la  pena  en  la  cárcel  del  distrito,  en 
lugar  de  extinguirla  en  la  cárcel  de  provincia. 

Art.  51.  Los  Jueces  y  Tribunales  al  aplicar 
la  pena  principal  designarán  expresamente  las 
accesorias. 

Comentario.  Ninguna  pena  puede  ejecutar- 
se sin  declaración  previa  de  haber  incurrido 
en  ella  el  acusado;  y  esa  declaración  no  debe 
hacerse,  sino  por  la  autoridad  á  quien  consti- 
tucionalmente  corresponda  la  aplicación  de 
las  leyes.  No  basta,  por  consiguiente  que  la 
ley'  penal  establezca  que  el  condenado  á  tal 
ó  cual  pena  queda  sometido  á  determinadas 
restricciones  ó  interdicciones  de  sus  derechos: 
es  necesario  que  el  Juez  declare  que  ha  llega- 
do el  caso  de  imponerle  esas  restricciones  é 
interdicciones,  para  que  el  poder  ejecutivo 
pueda  hacerlas  prácticas,  sin  haber  salvado 
el  escalón  intermedio  entre  la  ley  y  el  delito. 
Omitir  la  designación  de  las  penas  accesorias 
al  imponer  la  principal,  sería  dejar  al  reo  en 
aptitud  de  contradecir  el  derecho  con  que  se 
prentendiese  impedirle  la  concurrencia  á  los 
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comicios  populares^  á  los  actos  electorales  6  el 
ejercicio  de  funciones  públicas;  sería  dejarle 
expedito  el  poder  de  calificar  de  atentatorias 
las  imposiciones  de  la  autoridad  politica  para 
que  no  cambiase  de  residencia  sin  permiso  Bu- 
yo después  de  cumplida  su  condena.  Y  podría 
fudar  sus  reclamaciones  y  protestas  en  que  la 
autoridad  ejecutiva  no  tiene  la  atribución  de 
imponer  penas.  Esta  posibilidad  es  la  justifi- 
cación de  la  exigencia  legal  contenida  en  este 
artículo.  Una  condena  no  puede  presumirse, 
ha  de  ser  expresa.  La  declaración  de  la  ley 
no  es  la  condena;  y  aún  cuando  aquella  sea 
clara  y  terminante,  faltando  á  ésta  última  la 
precisión  y  claridad  debidas,  estaría  muy  pró- 
xima á  tener  el  carácter  de  simplemente  pre- 
sunta. 


El  Código  argentino,  no  obstante  lo  di- 
cho arriba,  omite  toda  declaración  á  este  res- 
pecto, considerándola,  tal  vez  redundante, 
después  de  haber  indicado  las  penas  que  in- 
variablemente acompañan  á  otras.  Creemos 
preferible  sacrificar  el  laconismo  de  las  leyes 
á  su  claridad  y  precisión;  porque  así  se  pre- 
viene dudas  ó  interpretaciones  capciosas. 


El  Código  belga  en  sus  artículos  19,  31, 
36  y  44  prescribe  respectivamente,  que  las 
sentencias  que  impongan  pena  de  muerte,  de 
trabajos  forzados,  de  detención  perpetua  ó  ex- 
traordinaria ó  de  reclusión,  pronuncien  contra 
los  reos  la  destitución,  de  los  títulos,  grados 


feticiones,  empleos  ó  cargos  pú1>Uco6de  que* 
se  hallen  investidos;  que  las  sentencias  que 
impongan  las  dos  primeras  penas,  no  por  cri- 
men, sino  por  delito,  pronuncien  también  con- 
tra los  neos  la  interdicción  perpetua  de  ciertos 
derechos  que  indica;  que  los  condenados  á  pe* 
na  criminal  sean  puestos  por  ia  sentencia  conde^ 
notoria  bajo  la  vigilancia  especial  de  la  poItM 
cía;  y  que  la  imposición  de  las  penas  se  pro^ 
nuncie  siempre  sin  perjuicio  de  las  restitucio-* 
nes  é  indemnizaciones  de  daños  y  perjuicios 
que  sean  procedentes. 

Este  Código  exije,  pues,  como  el  nuestro, 
que  la  imposición  de  las  penas  accesorias  sea 
expresa  en  el  fallo  que  aplica  las  penas  prin- 
cipales. 

El  Código  chileno  dice:  «Art.  76.  Siem- 
pre que  el  Tribunal  imponga  una  pena  que 
lleve  consigo  otras  por  disposición  de  la  ley; 

condenará  también  al  reo  expresamente 

en  estas  últimas,  d 


El  Código  español  prescribe  lo  siguiente: 
c Siempre  que  los  tribunales  impongan  una 
pena  que  lleve  consigo  otras  por  disposición 
de  la  ley condenarán  también  expresamen- 
te al  reo  en  estas  últimas. »   (Art,  78.) 


El  Código  francés,  como  lo  hemos  expues- 
to antes,  contenía  las  penas  accesorias  de 
muerte  civil,  exposición  á  la  vergüenza  públi- 
ca y  sumisión  á  la  vigilancia  de  la  autoridad. 
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que  ieyes  y  decrettDS  posterkireis  faan  abolido. 
Cuando  esas  penas  subsistían  eran  impuestas 
expresamente  en  las  sentencias, 

...  0 

El  Código  italiano  no  contiene  un  precep- 
to general  que  mandé  condenar  expresamente 
al  reo  en  las  penas  accesorias;  pero  como  al 
"declarar  cuales  son  éstas,  indica  los  delitos 
que  con  ellas  deben  ser  castigados;  es  claro 
que  prescribe  su  designación  en  la  sentencia. 

Así  el  artículo  40  dícq:  o:  La  inhabilitación 

irá  aneja  siempre  d  las  condenas  por  crímenes 
cometidos  con  abuso  del  ejercicio  de  un  car- 
go^ empleo,  profesión,  negociación  ó  arte.» 

Art.  52.  En  los  delitos  de  traición  y  rebelión  y 
sedición^,  se  castigará  la  tentativa  como  delito 
frustrado,  y  el  delito  frustrado  como  consumado. 

Comentario.  Reproduciendo  aquí  lo  dicho 
en  ej  comentario  de  los  artículos  46  y  47;  rés- 
tanos hacer  las  siguientes  consideraciones* 

Reservándose  el  legislador  (Art.  54  de  este 
Código)  la  potestad  de  imponer,  en  determi- 
nados casos,  penas  especiales  á  los  delitos 
frustrados  y  tentativas,  lo  mismo  que  á  los  au- 
tores cómplices  y  encubridores,  por  el  grado 
de  participación  en  el  hecho  punible;  era  in- 
necesario introducir  alteraciones  en  los  pre- 
ceptos generales  ya  establecidos.  Podíase  cas- 
tigar la  tentativa  y  el  delito  frustrado  con  el 
rigor  que  se  quisiera,  sin  faltar  á  la  aplicación 
lógica  de  las  penas,  que  exige  sean  en  todo 
caso  mayores  las  correspondientes  á  delitos 
cünsmnaM^osL 
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En  el  primer  caso  del  número  i .®  del  artícu- 
Sí  lo  108,  cuando  se  ha  consumado  el  odioso  crí- 

;J '  men  de  entregar  la  patria  á  potencia  extran- 

jera; en  los  de  los  números  i.*^,  2.**  y  3.*^  del  ar- 
tículo 127,  es  decir,  cuando  se  ha  logrado  va- 
riar la  forma  de  Gobierno,  deponer  al  Gobier- 
S  no  constituido,  6  disolver  el  Congreso;  en  to- 

dos estos  casos,  la  impunidad  es  el  efecto  ne- 
cesario del  delito,  y  la  ley  que  les  impone  cas- 
tigo nace  desprestigiada  por  inaplicable,  por 
lo  menos  mientras  imperen  la  autoridad  ex- 
traña levantada  por  la  traición,  el  Gobierno 
espúreo  entronizado  por  los  rebeldes,  6  sub- 
sista aquel  por  cuyos  actos  directos  ó  de  com- 
plicidad se  hubiere  disuelto  el  Poder  legisla- 
tivo. La  desaparición  de  las  situaciones  crea- 
das por  los  atentados  á  que  nos  referimos,  re- 
clama de  ordinario  un  tiempo  mucho  mayor 
que  el  que  se  necesita  legalmente.  (Art.  95 
de  este  Código)  para  que  prescriba  el  dere-^ 
cho  de  acusar  por  ellos;  y  por  tanto,  lo  natu- 
ral habría  sido  dar  á  la  pena  que  se  impusiese 
el  carácter  excepcional  que  la  rareza  de  su 
aplicación  reclama,  bajo  la  condición  de  que 
antes  de  prescribir  los  delitofe  se  restablezcan 
el  orden  extrictamente  legal  y  las  autoridades 
legítimas. 

Resulta  de  lo  dicho  que  los  actos  ordina- 
riamente punibles,  en  materia  de  traición  y 
rebelión,  son  los  delitos  frustrados  y  las  tenta- 
tivas. 


El  Código  argentino,  que,  digámoslo  de 
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paso,  no  ha  creído  necesario  ocuparse  del  de- 
lito de  traición,  probablemente  por  suponerlo 
imposible,  no  contiene  disposición  semejante 
á  la  que  acabamos  de  comentar. 


El  Código  belga,  con  ese  casuismo  que 
ya  le  hemos  reconocido,  después  de  ocuparse 
de  los  atentados  contra  la  persona  del  Mo- 
narca y  de  la  familia  real;  pena,  en  su  artícu- 
lo 104,  los  que  tengan  por  objeto  cambiar  la 
forma  de  gobierno  y  otros  fines  análogos;  y  el 
105  declara  que  <{el  atentado  existe  desde  qi^ 
hay  tentativa  punible.  :^ 

Ocupándose  de  los  actos  de  traición,  entre 
los  que  ha  cuidado  de  no  incluir  la  entrega  to- 
tal del  territorio  belga  á  una  potencia  enemi- 
ga, dice  en  su  artículo  115:  <r En  todos  es- 
tos casos  la  tentativa  punible  será  equiparada 
al  crimen  mismo,  d 


El  Código  chileno  en  sus  artículos  11 1  y 
437  incurre  en  las  mismas  inconsecuencias 
que  hemos  censurado  ocupándonos  del  nues- 
tro en  sus  artículos  46,  47  y  52. 

Dice  el  expresado  Código,  después  de  enu- 
merar los  casos  de  traición,  entre  los  que  no 
figura  la  entrega  total  del  territorio  chileno; 
cEn  los  casos  de  los  cinco  artículos  preceden- 
tes el  delito  frustrado  se  castiga  como  si  fuera 
consumado,  la  tentativa  con  la  pena  inferior 
en  un  grado  á  la  señalada  para  el  delito,  la 
conspiración  con  la  inferior  en  dos  grados  y 
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la  proposición  con  \  la  de  presidio  menor  en 
cualquiera  de  sus  grados.» 

El  Art.  437  equipara  el  robo  consumado  con 
ciertas  tentativas  del  mismo  delito  á  las  que 
acompañen  determinadas  circunstancias. 

El  Código  español  no  contiene  la  pres- 
cripción general  que  comentamos  para  los  de- 
Utos  contra  la  seguridad  del  Estado;  limitán- 
dose, como  era  natural,  á  reservarse  la  potes- 
tad de  imponer  penas  especiales  (Art.  65)  pa- 
ra ciertos  delitos  frustrados  y  tentativas. 
^  — — — 

El  Código  francés,  equiparando,  como 
sabemos,  en  su  artículo  2.®  las  tentativas  de 
crimen  con  el  crimen  mismo;  confundiendo  la 
tentativa  con  el  crimen  frustrado,  y  declaran- 
do que  las  tentativas  de  delito  sólo  podrán  ser 
consideradas  como  delitos  cuando  la  ley  lo 
disponga  expresamente;  aún  cuando  sanciona 
un  principio  que  la  ciencia  penal  rechaza,  no 
incurre  en  la  inconsecuencia  de  destruirlo  por 
otro  principio  contrario  aunque  menos  gener 
ral,  como  lo  hacen  el  nuestro  y  el  chileno. 


El  Código  italiano,  señala,  como  antes  lo 
hemos  indicado,  reglas  fijas  para  el  castigo 
del  crimen  y  delito  consumados,  frustrados  é 
intentados;  y  aún  cuando,  en  sus  artículos 
159  y  160,  declara:  que  en  los  delitos  contra 
la  seguridad  interior  del  Estado  el  delito  exis- 
te desdt  el  momento  en  que  se  ha  dado  prin- 
cipio á  un  acto  cualquiera  de  ejecución;  y  la 
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conspiración,  desde  que  la  reaalucí6Q  de  obrar 
se  ha  concertado  y  concluido  entre  dos  ó  más 
personas;  no  incurre  á  nuestro  modo  de  ver 
en  inconsecuencia.  Él  caliñca  de  delito  k)  que 
aún  no  lo  es  según  la  ñlosoíia  jurídica;  pero 
ao  avanza  hasta  declarar  que  rompe  sus  pre* 
ceptos  generales  dando  á  la  tentativa  la  pena 
del  deUto  consumado. 

Tal  vez  en  el  fondo  hay  la  noísma  (alta  de  'Si 

equidad  que  en  nuestro  Código  reconocemosi; 
pero  cuando  menos  la  forma  es  más  acepta* 
ble  por  conservar  el  encadenamiento  lógico  en 
las  disposiciones  de  la  ley. 

AtU  63.  No  podrá  itnponerse  multa  sino  en  los 
€asos  especificados  por  la  ley;  y  para  su  aplica^ 
cibn  los  jueces  y  tribunales  considerarán  ^  no  sólo 
la  gravedad  del  delito  y  sino  también  la  renta  del 
culpable  y  su  calidad  de  autor  y  cómplice  ó  encu- 
bridor ^  no  pudiendo  exceder  la  cantidad  que  se 
imponga  de  la  quinta  parte  de  la  renta  del  culpable. 

Si  este  no  pudiese  ó  rehusare  pagar  la  multa^ 
sufrirá  arresto^  según  el  prudente  arbitrio  dd 
juez. 

Comentario.  Consideramos  este  artículo  co- 
mo uno  de  los  más  desgraciados  de  nuestrp 
Código. 

Desde  luego  la  primera  parte  de  su  primer 
párrafo  es  evklentemente  inútil.  Siendo  la 
multa  una  pena^  como  cualquiera  otra  de  las 
designadas  por  el  artículo  23,  era  innecesario 
advertir  que  no  se  la  puede  imponer  sino  por 
disposición  de  la  ley.  A  nadie  podría  ocurrír- 
sde  imponer  la  pena  de  muerte  por  una  esta- 
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fa,  ni  penitenciaría  por  un  hurto  de  cien  so- 
les. Bien  saben  los  jueces  y  tribunales  que, 
existiendo  un  Código  penal,  á  él  tienen  que 
sujetarse  en  la  aplicación  de  las  penas. 

Por  lo  que  respecta  á  la  cuantía  de  la  mul- 
ta, hay  verdadera  antinomia  entre  este  artí- 
culo y  otros  de  los  demás  libros  del  Có- 
digo que  precisan  el  monto  de  la  multa  en  los 
casos  que  la  imponen.  Véase  siquiera  los  artí- 
culos 104,  117,  157,  160,  161,  162,  165,  169  y 
otros  muchos  que  determinan  el  máximo  y  el 
mínimo;  y  otros  que,  como  el  348,  la  compu- 
tan por  la  entidad  del  daño  causado  por  el 
delito.  ¿A  qué  se  atendrán  los  jueces  y  tribu- 
nales? A  la  regla  general  del ,  artículo  '53,  ó  á 
las  prescripciones  terminantes  de  los'  demás 
citados? 

Justo  y  racional  hallamos  que  para  la  im- 
posición de  la  multa  se  atienda  á  la  calidad 
de  autor,  cómplice  ó  encubridor  del  que  fuere 
penado;  pero  no  á  su  renta;  por  cuanto  no  se 
trata  de  una  contribución  sino  de  un  castigo. 
En  materia  de  impuestos,  es  lógico  que  los  pa- 
gue mayores  el  que  tenga  más  intereses  que 
poner  bajo  la  salvaguardia  de  las  institucio- 
nes yi  las  leyes:  él  recibe  de  la  sociedad  servi- 
cios más  importantes  y  debe  retribuirlos  me- 
jor; pero  existiendo  una  pena  subsidiaria  de 
arresto,  que  podía  subir  hasta  reclusión  según 
la  cuantía  de  la  multa,  no  vemos  que  haya 
siquiera  simple  equidad  en  la  disposición  que 
comentamos. 

¿Cuál  sería,  por  otra  parte,  la  renta  que  sir- 
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viese  de  base  para  el  cómputo  de  la  multa? 
La  renta  se  devenga  por  días,  meses,  años; 
por  períodos  más  dilatados  ó  más  breves,  y  la 
quinta  parte  de  una  cantidad  que  no  se  seña- 
la es  de  suyo  indeterminada. 

Nosotros  sustituiríamos  este  artículo  con 
otro  que  se  concretase  á  decir  que  en  los  ca- 
sos de  pena  compuesta  y  eti  que  la  multa  for- 
mase parte  de  ella,  los  jueces,  la  impondrían, 
no  sólo  á  los  autores;  sino  también  á  los  encu- 
bridores y  cómplices,  proporcionalmente  á  su 
grado  de  participación  en  el  delito,  pudiendo 
conmutar  en  arresto  ó  reclusión"la  multa  á  los 
que  reuhusaren  ó  no  pudieren  pagarla,  y  á  ra- 
zón de  tanto  tiempo  de  arresto  ó  reclusión  por 
cada  unidad  monetaria. 

Sólo  para  la  distribución  de  la  multa  entre 
varios  reos  de  un  mismo  delito  aceptamos  que 
se  tome  en  cuenta  las  facultades  económicas 
de  éstos  á  fin  de  que  no  se  haga  ilusiona  la 
responsabilidad  civil. 


El  Código  argentino,  dice  así,  en  su  ar- 
tículo 73:  «La  pena  de  multa  obliga  al  reo  al 
pago  de  la  cantidad  pecuniaria  á  que  ha  sido 
condenado  en  la  sentencia.!) — «La  multa  será 
siempre  proporcionada  á  los  bienes,  empleo  ó 
industria  del  delincuente,  salvo  los  casos  es- 
peciales de  la  ley;  y  si  no  pudiese  pagar  la 
multa,  sufrirá  arresto  equivalente  que  no  po- 
drá pasar  de  nueve  meses.:» 

Los  artículos  162,  165,  171,  194  y  otros  de 
este  CódigOi  señalan  pena  de  multa,  dentro 
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de  límites  fijos,  para  diferentes  delitos.  El  ar» 
tícalo  205  la  impone  á  ciertas  defraudaciomes 
en  el  tanto  por  ciento  de  importe  de  k)  de* 
fraudado. 

No  podemos  hacer,  en  el  fondo,  á  este  Có- 
digo las  mismas  observaciones  que  hemos  for- 
mulado respecto  del  nuestro. 

En  su  artículo  73  el  Código  argentino  con- 
cede implícitamente  á  los  jueces  la  ¿sbcultad 
de  imponer  multas  cuando  lo  creyeren  conve- 
niente según  su  prudente  arbitrio;  y  para  esas 
multas  son  'impuestas  las  condiciones  que  el 
artículo  iiidi<ja.  No  tendría  sentido  de  otro 
modo  la  frase  salvo  los  casos  especiales  de  la 
ley.  Esto  quiere  decir  que  cuando  ella  seña- 
le la  cuantía,  el  juez  tiene  que  normar  sus  pro- 
cedimientos por  la  cotización  legal. 

Pero  si  bien  no  hay  la  antinomia  que  se  ad- 
vierte al  respecto  en  el  Código  peruano,  sub- 
sisten en  su  mayor  pártelos  inconvenientes 
que  hemos  representado,  los  que  resultan  de 
la  falta  de  equidad  en  la  imposición  de  las  pe- 
nas, creyendo  consultarla. 


El  Código  belga  no  confunde  la  multa 
ccin  la  contribución:  ha;ce  efectiva  la  primera, 
cuya  cuantía  depende  de  la  gravedad  del  de- 
lito, aún  cuando  haya  de  agotarse  con  ella  el 
patrimonio  6  fortuna  del  culpable;  si  no  pue- 
de pagar,  se  le  tiene  preso;  si  rehusa  pagar 
pudiendo,  se  ejecuta  sus  bienes  (Art.  38  á  4i,) 

Esto  nos  parece  más  conforme  á  la  índole 
dt  la  pena. 
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El  Código  chii^eno  fija  la  cuantía  de  Esc 
multa  por  la  gravedad  del  delito  (Art.  25)  la 
considera  farman<io  el  grado  ínfimo  de  sus 
distintas  escalas  penales  (Art.  60)  y  dispone 
(Art.  70)  que  en  su  aplicación  se  paeda  reco- 
rrer toda  la  extensión  en  que  la  ley  permite 
imponerla,^  consultando  en  cada  caso,  para 
determinar  su  cuantía,  no  sólo  las  circunatast" 
cias  atenuantes  y  agravantes  del  hecho,  si- 
no principalmente  el  caudal  ó  facultades  del 
culpable. 

j.L.a  misma  confusión,  que  hemos  lamenta- 
do antes,  entre  la  contribución  y  la  penal 


El  Código  español^  cuyas  disposiciones 
ha  tomado  el  chileno,  modificándolas  en  la 
forma  que  acabamos  de  ver,  prescribe  lo  si- 
guiente: «Art.  82.  La  multa  se  considera  co- 
mo la  pena  inmediatamente  inferior  á  la  últi- 
ma de  todas  las  escalas  graduales. d — «Cuan- 
do sea  necesario  elevar  esta  pena  ó  bajarla  á 
otros  grados,  se  aumentará  para  cada  grado 
superior  una  cuarta  parte  sobre  el  máximo  de 
la  multa  determinada,  y  se  rebajará  otro  tan- 
to del  mínimo  para  cada  grado  inferior.» — 
«Los  tribunales  que  pueden  aplicar  penas  le- 
ves, podrán  imponer  multa  hasta  15  duros.» 
— «Los  que  tengan  jurisdicción  para  aplicar 
f)enas  corporales»  podrán  imponerlas  hasta 
300  duros.» — «Los  que  sean  competentes  pa- 
ra aplicar  penas  aflictivas,  podrán  imponerlas 
en  toda  su  extensión.» — o; Igual  regla  se  seguí- 


^: 


f. 

1.    ■ 


■'J 


■1 


-376- 


^r  rá  respecto  á  las  multas  que  no  consistan  en 

<  cantidad  fija  sino  proporcional. d — «En  los  ca- 

^ ;  sos  de  que  trata  el  presente  artículo,  la  prisión 

*  por  vía  de  apremio,  establecida  en  el  49,  no 

podrá  pasar  nunca,  por  lo  respectivo  á  la  mul- 
ta, de  30  días.i> 

El  artículo  48  declara  que  una  ¿le  las  res- 
c  ponsabilidades  pecuniarias  del  sentenciado  es 

el  pago  de  la  multa  que  se  le  imponga;  y  el 
49,  á  que  el  82  se  refiere,  que  si  el  sentencia- 
do no  tiene  bienes,  sufra  prisión  correccional 
por  vía  de  sustitución  ó  apremio,  regulándose 
á  medio  duro  por  día  de  prisión. 

El  Código  español  se  halla,  pues,  muy  dis- 
tante de  haber  incurrido  en  el  error  del  nues- 
tro, del  argentino  y  del  chileno. 

En  primer  lugar  él,  únicamente  se  refiere 
al  caso  de  imposición  de  muíta  por  falta  de 
/  pena  inferior  á  que  reducir  la  última  de  la  res- 
pectiva escala,  es  decir  á  multa  cuya  cuantía 
no  está  señalada  en  la  ley.  En  segundo;  no 
toma  como  base  para  fijarla  las  facultades  del 
penado,  sino  la  competencia  del  tribunal,  me- 
dida indisputablemente  por  la  gravedad  del 
delito  cometido. 


El  Código   francés   contiene  en  sus  ar- 
tículos 52,  53,  54  y  55,  disposiciones  análogas 
á  las  del  Código  belga  sobre  la  multa,  la  hace 
efectiva   ejecutando   los   bienes   del  reo,  y  la 
/  sustituye  con  prisión  en  defecto  de  bienes.  La 

prisión  dura  más  ó  menos  según  que  el  caso 
fuere  de  crimen  ó  delito. 
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El  Código  italiano,  aún  cuando  permite  á 
sus  jueces  extenderse  entre  el  máximo  y  el 
mínimo  que  señala  á  cada  grado  de  la  pena  de 
multa,  sea  correccional  ó  de  policía;  no  toma 
en  cuenta  las  facultades  pecuniarias  del  reo; 
y  en  su  artículo  67  dispone  que  una  y  otra  se 
conmuten  respectivamente  en  cárcel  y  arresto, 
á  razón  de  tres  liras  y  dos  liras  dianas,  cuan- 
do el  reo  no  puede  pagar. 

ArU  64. — Las  disposiciones  generales  de  este 
título  no  tendrán  efecto  cuando^  la  ley  señale  penas 
especiales. 

TITULO  2.° 

DE  LA  APLICACIÓN  DE  LAS  PENAS  SEGÚN  LAS 

CIRCUNSTANCIAS   QUE    MODIFICAN  LA 

RESPONSABILIDAD  CRIMINAL. 

Art.  56.  No  se  aumentará  la  pena j  cuando  las 
circunstancias  que  el  artículo  10  señala  como 
agravantes^  forman  parte  constitutiva  del  delito^ 
ni  cuando  la  ley  al  describirlo  y  penarlo  haga 
mención  de  dichas  circunstancias. 

Comentario.  No  se  necesita  gran  esfuerzo 
para  comprender  que  las  circunstancias  de  la 
perpetración  de  un  delito  influyen  de  tal  mo- 
do en  la  gravedad  de  éste,  que  en  muchas  oca- 
siones son  ellas  las  que  determinan  su  natura- 
leza y  aún  le  dan  el  carácter  de  hecho  puni- 
ble. El  homicidio,  cometido  con  las  circuns- 
tancias expresadas  por  el  primer  inciso  del  ar- 
tículo 10  de  este  Código;  cuando  consiste  en 

54 


dar  muerte  al  propio  padre  6  k  propia  ^a- 
dre,  cambia  de  naturaleza;  se  convierte  eiKel 
horrendo  crimen  del  parricidio.  El  enculm- 
miento  del  robo  cometido  por  el  propio  hijo, 
es  un  acto  lícito,  cuando  se  hace  cediendo  á 
los  impulsos  naturales  que  nos  inclinan  á  am- 
parar á  los  nuestros  y  alejar  de  ellos  todo  pe- 
ligro; más  cuando  se  realiza  con  la  circuns- 
tancia que  indica  el  inciso  tercero  del  mismo 
artículo;  cuando  se  encubre  el  robo  por  reci- 
bir, como  recompensa  del  silencio,  una  parte 
de  lo  robado;  el  acto  toma  los  caracteres  de 
hecho  punible.  Fácil  sería  multiplicar  los 
ejemplos  para  probar  con  cuanta  razón  se  pro- 
cede al  aumentar  ó  disminuir  la  pena  en  ra- 
zón de  las  circunstancias. 

Pero  es  también  indudable  que  algunas  de 
estas  son  de  tal  modo  necesarias  para  la  exis- 
tencia del  delito  social  que  no  pueden  sepa- 
rarse de  él:  tales  serían,  verbi-gracia,  la  pre- 
meditación, al  falsificar  moneda,  documentos 
de  crédito  público  ó  firmas  de  particulares;  la 
coacción,  en  los  delitos  contra  la  honestidad; 
y  otras  varias,  tratándose  de  otros  actos.  To- 
mar, pues,  como  circunstancia  de  agravación 
de  un  delito  las  que  no  pueden  menos  de  con- 
currir en  él;  pretender  despojarlo  de  todo  ele- 
mento pasional  y  sensible,  dejándolo  reduci- 
do á  una  simple  concepción  racional,  á  una 
mera  relación  de  desconformidad  entre  el  ac- 
to y  la  ley;  sería  limitar  el  castigo,  sustituirlo 
con  la  instrucción  que  rectifique  los  errores  y 
haga  brotar  la  luz  en  la  inteligencia  del  delin- 
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cuente,  y  con  la  educación  moral,  que  incline 
su  voluntad  á  los  dictados  de  una  razón  ilus» 
trada. 

Para  que  los  actos  humanos  entren  en  el 
terreno  del  derecho  y  caigan  bajo  la  acción  de 
la  autoridad  social,  necesitan  exteriorizarse, 
hacerse  perceptibles  por  circunstancias  que 
traduzcan,  con  la  debida  claridad,  la  inten- 
ción del  que  los  practica;  y,  de  esas  circuns- 
tancias, unas  son  absolutamente  necesarias 
para  conocer  en  su  esencia,  digámoslo  así,  el 
principal  fin  reprobado  que  se  persigue,  y  otras, 
para  descubrir  propósitos  de  segundo  orden 
pero  igualmente  condenables.  La  ley  penal 
se  encarga  en  algunos  casos  de  precisar  las 
primeras;  y  entonces  su  ocurrencia  constituye 
el  fondo  del  delito:  esas  circunstancias  no 
agravan  el  hecho:  revelan  simplemente  la  in- 
tención punible,  aún  cuando  sean  de  tal.  natu- 
raleza que,  presentándose  en  caso  diferente 
producirían  aquel  efecto.  Más  las  otras  cir- 
cunstancias, meramente  accidentales,  las  que 
no  forman  la  esencia  del  delito,  y  que  la  ley 
prefija  también  de  un  modo  general,  deben 
ser  tenidas  en  cuenta  al  imponer  el  castigo, 
porque  son  indicadoras  de  un  delito  separadp, 
divisible  del  principal. 


El  Código  Argentino  se  limita  á  prevenir, 
en  su  artículo  84,  que  las  circunstancias  de 
agravación  que  él  indica,  y  que  en  otro  lugar 
hemos  enumerado  (Com.  del  Art.  10)  no  tie- 
nen en  todo  caso  ese  carácter;  y  cuida  de  pre- 
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sentar  las  excepciones  al  hacer  la  descripción 
de  los  delitos. 


El  Código  belga  no  estatuye  nada  en  es- 
ta materia:  él  no  considera  más  causales  de 
agravación  de  culpa,  con  carácter  general,  que 
la  reincidencia  y  la  concurrencia  de  varias  in- 
fraciones^  para  las  que  contiene  prescripcio- 
nes peculiares.  No  habiendo  especificado  cir- 
cunstancias que  hagan  incurrir  al  delincuente 
en  mayor  pena,  se  ha  contentado  con  expre- 
sarlas al  describir  cada  delito. 


El  Código  chileno  prescribe,  en  su  ar- 
tículo 63  lo  siguiente:  <rNo  producen  el  efecto 
de  aumentar  la  pena  las  circunstancias  agra- 
vantes que  por  sí  mismas  constituyen  un  deli- 
to especialmente  penado  por  la  ley,  ó  que  ésta 
haya  expresado  al  describirlo  y  penarlo,  p — 
«Tampoco  lo  producen  aquellas  circunstancias 
agravantes  de  tal  manera  inherentes  al  delito 
que  sin  la  concurrencia  de  ellas  no  puede  co- 
meterse.!) 


El  Código  español  ha   sido  literalmente* 
copiado  por  el  chileno  en  esta  parte.  El  ar- 
tículo de  aquel  que  éste  ha  reproducido  lleva 
el  número  68. 


El  Código  francés  y  el  italiano  presen- 
tan la  misma  deficiencia  del  belga  en  la  mate- 
ria de  este  comentario:  les  son  del  todo  apli- 


cables  las  indicaciones  que  respecto  de  este 
último  hacemos  más  arriba. 

A  rt.  56.  Las  cirainstáneias  agravantes  ó  ate- 
nuantes que  resulten  del  estado  moral  6  intelec- 
tual del  reo,  ó  de  sus  relaciones  con  el  ofendido, 
sólo  atenúan  6  ^agravan  las  penas  de  los  delincuen- 
tes en  quienes  concurren. 

Comentario.  La  justicia  de  esta  disposición 
legal  es  tan  manifiesta,  que  no  necesita  de- 
mostración. Todo  delincuente  es  responsable 
de  sólo  sus  actos,  y  la  malicia  de  éstos  ha  de 
regularse  por  el  grado  de  conocimiento  y  li- 
bertad con  que  fueron  ejecutados,  por  el  de 
perturbación  que  introduzcan  en  el  estado  de 
derecho,  por  la  importancia  del  deber  ó  debe- 
res sociales  infringidos,  por  el  mayor  ó  menor 
peligro  de  repetición  que  ofrecieren,  y  por  la 
cuantía  del  mal  material  que  hubieren  causa- 
do. No  son  por  lo  tanto  igualmente  malos  los 
actos  de  dos  individuos,  si  las  circunstancias 
de  uno^y  otro  no  son  perfectamente  iguales, 
idénticas;  ni  puede  tratarse  igualmente  á  sus 
atttores  sin  incurrir  en  injusticia.  Al  niño  y  al 
acíiílto,  que  con  la  misma  libertad  practican 
el  mismo  acto  punible  no  se  les  podría  impo- 
ner la  misma  pena,  porque  el  segundo  tuvo 
más  discernimiento:  á  dos  de  igual  edad  y  de- 
sarrollo intelectual  no  se  les  podría  castigar 
del  mismo  modo  por  el  mismo  delito,  si  uno 
de  ellos  padeció  coacción  al  ejecutarlo;  y  así 
ntutatis  mutandi  en  los  demás  casos.  Es  por 
consiguiente  conforme  á  la  sana  razón  que  se 
distribuya  el  castigo,  entre  todos  los  partíci- 
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pes  en  el  delito,  en  proporción  á  los  elemen- 
tos  subjetivos  ú  objetivos  del  acto  punible  con 
que  hubiesen  contribuido  á  su  perpetración; 
sin  que  las  circunstancias  que  favorecen  á  uno 
aprovechen  á  los  demás»  ni  las  de  agravación 
para  los  primeros  perjudiquen  á  los  últimos» 
Asi  el  cómplice  de  un  robo  con  escalamiento 
y  fractura,  cometido  por  un  menor,  no  tendrá 
menor  pena  que  la  que  le  correspondería  si  el 
autor  principal  hubiese  sido  un  mayor  de  edad 
ni  quedará  exento  de  castigo  porque  éste  fuere 
declarado  irresponsable  probándose  que  co- 
metió el  delito  en  estado  de  demencia  ó  lo- 
cura: él  es  siempre  cómplice  de  un  atentado 
grave. 

El  Código  argentino  ha  creído,  probable- 
mente, innecesario  ocuparse  de  este  punto, 
pues  no  contiene  al  respecto  desposición  nin<- 
guna. 

—  $ 

El  Código  belga  tampoco  ha  consignado 
expresamente  el.  principio  general  que  enáíta 
materia  establece  el  nuestro;  pero  indudable- 
mente acepta  su  espíritu  al  prescribir,  en  su 
artículo  78,  que  ningún  crimen  ó  delito  podrá 
excusarse  sino  en  los  casos  determinados  por 
la  ley.  Es  claro  que  si  en  favor  de  uno  de  los 
complicados  en  un  acto  punible  concurren  al- 
gunas circunstancias  que  lo  excusen  de  la  res- 
ponsabilidad, sólo  él  podrá  aprovecharlas. 

El  Código  chileno  dice:  cArt.   64.   Las 
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circunstancias  atenuantes  6  agravatites  qcve 
consistan  en  la  disposición  moral  del  delhi- 
cuente,  en  sus  relaciones  particulares  con  el 
ofendido  ó  en  otra  causa  personal,  servirán 
para  atenuar  ó  agravar  la  responsabilidad  4e 
sólo  aquellos  autores,  cómplices  ó  encubrido- 
res en  quienes  concurran. :^-'H( Las  que  consis- 
tan en  la  ejecución  material  del  hecho  ó  < en 
los  medios  empleados  para  realizarlo,  servirán 
para  atenuar  ó  agravar  la  responsabilidad  úni- 
camente de  los  que  tuvieron  conocimiento  de 
ellas  antes  ó  en  el  momento  de  la  acción  6  de 
su  cooperación  para  el  delito,  p 

El  Código  español  prescribe  lo  mismo 
que  el  chileno.  El  artículo  65  del  segundo  es 
la  reproducción  textual  del  artículo  69  del 
primero. 

El  Código  francés  presenta  en  este  pun- 
to, con  el  Código  belga,  la  misma  semejanza 
que  en  otros  muchos  se  advierte.  Su  artículo 
65  se  halla  concebido  así:  <iNo  podrá  excu- 
sarse ningún  delito,  ni  mitigarse  ninguna  pe- 
na, sino  en  los  casos  y  circunstancias  en  que 
ia  ley  declara  excusable  el  hecho,  6  permite 
que  se  le  aplique  una  pena  menos  rigurosa.» 

El  Código  italiano  del  n>ismo  modo  que 
el  argentino,  el  belga  y  el  fraAcés,  guarda  si- 
lencio en  esta  materia.  Se  limita  á  prohibir  en 
su  artículo  4.''  que  los  jueces  aumenten,  dis- 
minuyan ó  conmuten   las  penas   impuestas  por 
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la  ley  sino  en  los  casos  y  dentro  de  los  lími- 
tes que  la  misma  determine. 

Esta  prohibición  entraña  indudablemente 
la  de  hacer  aumento,  reducción  ó  cambio  en  la 
pena  fuera  de  los  casos  en  que  el  delincuente 
sea  personalmente  perjudicado  6  favorecido 
por  ciscunstancias  que  la  ley  ha  previsto»  é 
importa  el  mandato  de  hacer  ese-  aumento,  re- 
ducción ó  conmutación  si  el  reo  se  halla  den- 
tro de  las  privaciones  legales. 

Art,  57 r  Cuando  concurran,  una^  dos  6  tres 
circunstancias  agravantes  ó  atenuantes,  se  aumen- 
tará ó  disminuirá  la  pena  respectivamente^  en 
uno,  dos  6  tres  términos;  pero  en  ningún  caso  se 
aumentarán  ni  disminuirán  más  de  tres  términos, 
aunque  sean  muchas  las  circunstancias  agravan- 
tes 6  atenuantes. 

Comentario.  La  necesidad  de  fijar  princi- 
pios generales  para  la  aplicación  de  las  penas 
según  las  circunstancias  del  delito,  evitando 
un  casuismo  minucioso  que  haría  escabrosí- 
sima la  administración  de  justicia,  y  la  de  ce- 
rrar, en  cuanto  sea  posible,  las  puertas  á  la 
arbitrariedad  judicial;  escusan  pero  nó  justi- 
fican las  prescripciones  de  este  artículo. 

Recórrase  las  listas  de  las  circunstancias 
que  modifican  la  responsabilidad  criminal;  y 
se  verá  sin  gran  esfuerzo  que  unas  influyen  en 
tal  modo  en  la  libertad  y  en  el  entendimiento 
del  agente,  que  casi  extinguen  la  culpa  total- 
mente; al  paso  que  otras  apenas  merecen  ser 
tomadas  en  cuenta,  y  sólo  son  incluidas  entre 
los  motivos  de  atenuación  ó  agravación   por 
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ua  exceso  de  equidad-  Una  mwma  cirpupst 
tancia  puede  obrar  eq  grados  muy  diferentes 
sobre  los  elementos  de  la  imputabilidad,  ver- 
bigracia la  embriaguez,  que  no  quita  igualmen- 
te el  discernimiento  desde  que  se,  inicia  hasta 
que  llega  al  grado  de  coma  alcohólico;  y  no 
hay  razón  para  darle  el  mismo  poder  atenúan^ 
te  en  todo  caso.  Pero,  repetimos,  habla  que 
huir  de  la  arbitrariedad  y  del  casuÍ3mo;  y  se 
ha  pasado  sobre  otras  consideraciones  para 
conseguir  ese  fin. 

Ha  cuidado,  no  obstante»  el  legislador  de 
, salvar  de  este  naufragio  de  la  equidad  las  cirr 
cunstancias  de  atenuación  que  plenamente 
probadas  lo  serían  de  justificación  ó  excusa, 
la  de  haberse  delinquido  sin  intención  de  ha- 
cer mal  y  por  'mera  imprudencia,  y  la  de  ser 
el  culpable  menor  de  15  años  (Art.  60.)  En 
estos  caso¿  no  rige  la  prescripción  del  artículo 
26:  entonces  se  permite  una  reducción  de  pe- 
na más  grande  y  se  apela  al  criterio  prudente 
del  juzgador.^ 

No  vemos  razón  para  fijar  en  tres  el  número 
de  circunstancias  atenuantes  ó  agravantes  que 
se  pueda  tomar  en  cuenta  para  la  imposición 
de  la  pena:  ésta  no  degenera  porque  se  pase 
de  un  grado  á  otro  de  la  misma.  La  limita- 
ción favorece  á  los  perversos  avesados  en  el 
crimen,  y  daña  á  los  que  por  primera  vez  de- 
liliquen  y  podrían  enmendarse  sin  necesidad 
de  una  pena  rigurosa.  Creemos  por  tal  motivo 
que  sería  conveniente  una  refornua,  dejando 
libertad  para  llegar  al  máximo  y  al  mínimo  de 
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la  pena  señalada  por  la  ley  en  razón  de  las  cir- 
cunstancias agravantes  6  de  atenuación. 

El  Código  argentino  no  ha  dado  valor 
numérico  á  las  circunstancias  agravantes  ó 
atenuantes,  ni  puesto  límites  á  sus  jueces  y 
tribunales  para  su  apreciación  en  los  fallos» 
como  vemos  por  el  siguiente  artículo: 

«Art.  52.  En  las  penas  divisibles  por  razón 
de  tiempo  ó  cantidad,  la  pena  correspondiente 
al  delito  será  el  término  medio,  debiendo  los 
jueces  recorrer  toda  su  extensión,  aumentán- 
dolas hasta  el  máximun  ó  disminuyéndolas 
hasta  el  mínimun,  con  arreglo  al  carácter  de 
las  circunstancias  agravantes  ó  atenuantes  que 
existan,  y  salvo  determinación  especial  de  ca- 
lidad, de  tiempo  ó  de  suma  que  sea  hecha  por 
este  Código.  ]D 

El  Código  belga,  como  describe  cada  de- 
lito tomando  en  cuenta  sus  circunstancias  pa- 
ra considerarlo  más  ó  menos  grave,  é  imponer- 
le mayor  ó  menor  pena;  carece  de  una  análo- 
ga á  la  que  comentamos. 

El  Código  chileno  consigna  en  sus  artícu- 
los 65,  66,  67,  68  y  69  que  no  reprodcimos 
por  su  extensión,  prescripciones  semejantes  á 
las  contenidas  en  el  artículo  57  del  Código  pe- 
ruano. Un  número  de  circunstancias  agravan- 
tes ó  atenuantes  produce  el  aumento  ó  reducción 
de  la  pena  en  igual  número  de  grados  (términos 
en  el  Código  peruano),  pero  si  al  subir  dos  grados 
se  toca  en  la  pena  de  muerte,  se  ha  de  imponer 
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ésta  precisamente  (Art  68)  lo  que  nuestra  ley 
no  permite. 


El  Código  español  consigna  al  respecto 
las  siguientes  disposiciones  que  el  Código  chi* 
leño  ha  tomado  casi  textualmente. 

«Art.  70.  En  los  casos  en  que  la  ley  señala 
una  sola  pena  indivisible,  la  aplicarán  los  tri- 
bunales  sin  consideración  á  las  circunstancias 
atenuantes  ó  agravantes  que  concurran  en  el 
hecho.» — «Cuando  la  ley  señale  una  pena  com- 
puesta de  dos  indivisibles,  los  trbunales  im- 
pondrán la  mayor,  á  no  ser  que  concurra  algu- 
na circunstancia  atenuante. d — «Se  exceptúan 
de  estas  disposiciones  los  casos  de  que  se  tra- 
ta en  los  tres  artículos  siguientes:  d 

«Art.  74.  En  los  casos  en  que  la  pena  se- 
ñalada por  la  ley  contenga  tres  grados,  bien 
sea  en  una  sola  pena  divisible,  bien  sea  com- 
puesta de  tres  distintas,  cada  una  de  las  cua- 
les forma  un  grado  con  arreglo  á  lo  prevenido 
en  los  artículos  83  y  84,  los  tribunales  obser- 
varán para  la  aplicación  de  la  pena,  según  ha- 
ya circunstancias  atenuantes  ó  agravantes, 
las  reglas  siguientes: d — «i.*  Cuando  en  el  he- 
cho no  concurrieren  circunstancias  agravantes 
ni  atenuantes,  impondrán  la  pena  señalada 
por  la  ley  en  su  grado  medio. p — «2.*  Cuando 
concurra  sólo  alguna  circunstancia  atenuan- 
te, la  impondrán  en  su  grado  mínimo. í> — «3.* 
Cuando  concurra  sólo  alguna  circunstancia 
agravante,  la  impondrán  en  el  grado  máxi- 
mo, :p — «4.'  Cuando  concurrieren   circunstan- 
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cias  atenuantes  y  agravantes,  las  txmípensa- 
rán  racionalmente  para  la  designación  de  la 
pena,  graduando  el  valor  de  unas  y  otras.  j> — 
«5.*  Cuando  sean  dos  ó  tnás  y  muy  califica- 
das las  circunstancias  atenuantes,  y  no  concu- 
rra ninguna  agravante,  los  tribunales  impon- 
drán la  pena  inmediatamente  inferior  á  la  se- 
ñalada por  la  ley  en  el  grado  que  estitoen  co- 
rrespondiente, según  el  número  y  entidad  de 
dichas  circunstancias. í> — «6/  Cualquiera  que 
sea  el  número  y  entidad  de  las  circunstancias 
agravantes,  los  tribunales  no  podrán  imponer 
pena  mayor  que  la  designada  por  la  ley  en  su 
grado  máximo.  D — «7.*  Dentro  de  los  límites 
de  cada  grado,  los  tribunales  determinarán  la 
cuantía  de  la  pena,  en  consideración  al  núme- 
ro y  entidad  de  las  circunstancias  agravantes 
y  atenuantes  y  á  la  mayor  ó  menor  extensión 
del  mal  producido  por  el  delito.» 

La  regla  6.*  se  halla  en  oposición  con  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  68  del  Código  chileno, 
que  autoriza  el  paso  hasta  la  pena  de  muerte 
por  razón  de  circunstancias  agravantes. 

El  Código  francés,  casuístico  como  el 
belga,  nada  estatuye  sobre  el  influjo  de  las 
circunstancias  en  el  castigo  del  delito:  cada 
acto  punible  es  descrito  en  él  con  los  detalles 
que  lo  hacen  merecedor  de  ésta  6  la  otra  pena. 


El  Cotoigo  italiano  procede  en  eáte  punto 
como  el  belga  y  el  francés:  la  reincidencia, 
que  según   ellos  "es  la  única  causa  generarle 
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^^ravación  del  delito,  la  castigan,  no  segán 
tma  regla  fija;  siiio  tomando  por  base  Ja  pena 
jqne  se  impuso  antes  al  reincidente:  de  suerte 
qwe  la  segunda  es  más  grave,  pero  no  siempre 
de  la  misma  especie  que  la  primera,  ni  aumen- 
tada en  una  parte  alícuota  de  ésta. 

A  rU  58.  Cuando  coHcurren  circunstancias  ate- 
nuantes en  un  homicidio,  al  cual  señale  la  ley  pena 
de  muerte,  se  convertirá  ésta  en  el  cuarto  grado  de 
penitenciaría. 

Comentario.  Nuestro  Código  considera  bajo 
la  denominación  común  de  homicidio,  no  sólo 
el  delito  que  con  este  nombre  designan  los  pe- 
nalistas, sino  también  el  asesinato  y  el  parri- 
cidio, tomado  éste,  tanto  en  su  sentido  lato, 
cuanto  en  el  extricto  de  muerte  dada  al  padre 
6  madre  naturales;  y  señala  al  asesinato,  (ho- 
micidio calificado  según  nuestra  constitución 
política  Art.  i6)  y  al  parricidio  propiamente 
tal,  la  pena  de  muerte. 

La  idea  de  asesinato  excluye,  á  nuestro  en- 
tender, toda  circunstancia  atenuante,  pues  el 
-pacto  previo,  la  alevosía,  el  asalto  á  domicilio 
6  en  despoblado,  el  empleo  de  medios  atroces 
ó  detenidamente  preparados  y  el  ensañamien- 
to contra  la  víctima,  de  que  se  ocupan  los  cin- 
co incisos  del  artículo  232;  son  incompatibles 
con  cualquiera  de  las  causales  á  que  el  artícu- 
lo g  se  refiere;  inclusive  la  menor  ^dad,  si  se 
atiende  á  que  no  se  pacta  con  menores  sobre 
actos  tan  graves,  y  á  que  sería  fenomenalmen- 
te  raro  que  antes  de  los  18  años  se  haya  roto 
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el  equilibrio  de  los  sentimientos,  hasta  sobre- 
poner el  deseo  de  venganza  al  respeto  innato 
por  la  vida  agena.  Por  eso  creemos  que  esta 
disposición  sólo  puede  tener  efectos  prácticos 
en  los  casos  de  parricidio.  Un  exceso  de  pre- 
visión, sin  embargo,  la  hace  también  extensiva 
al  asesinato. 

Como,  no  designando  la  ley  el  término  de 
una  pena,  se  entiende  que  aplica  el  máximo; 
(Art.  44)  la  de  muerte  queda  convertida  en  15 
años  de  penitenciaría;  y  esto,  cualquiera  que 
sea  el  número  ^  entidad  de  las  circunstancias 
atenuantes  del  asesinato  ó  parricidio;  lo  que 
envuelve  injusticia,  por  resultar  tratados  del 
mismo  modo  reos  que  pueden  hallarse  en  con- 
diciones diferentes. 

Quedan  sin  efecto  en  estos  casos  las  reglas 
establecidas  sobre  aplicación  de  las  penas  se- 
gún las  circunstancias  del  delito;  porque,  para 
la  reducción  que  proviene  de  las  atenuantes, 
hay  que  invadir  el  campo  de  pena  diferente:  la 
reducción  pasa  á  ser  conmutación. 

Incluida  en  el  número  de  nuestras  penas  le- 
gales la  de  muerte;  era  forzoso  que  originase 
esta  alteración  de  aquellas  reglas,  dictadas  con 
verdadero  rigorismo  lógico:  indivisible  por  su 
propia  naturaleza,  no  puede  prestarse  á  reduc- 
ciones que  la  hagan  proporcional  á  la  entidad 
de  la  culpa,  y  las  rebajas  ya  no  tienen  el  ca- 
rácter de  tales.  No  es  este,  sin  embargo,  el  in- 
conveniente más  serio  que  ofrece  el  empleo  de 
la  llamada  pena  de  muerte. 
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El  Código  Argentino  que,  á  semejanza  del 
nuestro,f  reserva  la  pena  de  muerte  para  el  pa- 
rricidio, y  el  homicidio  cometido  por  precio  ó 
con  alevosía,  6  por  medio  de  veneno,  incendio 
6  descarrilamiento;  prohibe  aplicarla  álos  me- 
nores de  edad,  á  las  mujeres  y  á  los  mayores 
de  70  años  (Art.  59)  y  ordena  que  se  conmute 
en  presidio  por  tiempo  indeterminado  cuando 
concurra  una  circunstancia  atenuante,  ó  en 
presidio  de  lo  á  15  años,  si  dichas  circunstan- 
cias fueren  dos  ó  más  (Art.  95). 


•  El  Código  belga,  en  su  artículo  79,  esta- 
blece por  regla  general  la  reducción  ó  modifi- 
cación de  las  penas  criminales^  cuando  existan 
circunstancias  atenuantes;  y  en  el  80  prescribe 
que  en  lugar  de  la  pena  de  muerte  se  impon- 
ga, en  tal  caso,  la  de  trabajos  forzados  perpe- 
tuos ó  de  trabajos  forzados  de  15  á  20  años. 
Conviene  recordar:  i.°  que,  según  este  Códi- 
go, las  penas  llamadas  criminales  son  las  de 
muerte,  trabajos  íorz^dos^  detención  y  reclusión; 
y  2.**  que  él  no  reconoce  más  circunstancias 
generales  de  excusa,  que  la  moralidad  y  la  de 
ser  sordo-mudo  el  delincuente. 


El  Código  chileno,  que  permite  pasar  por 
razón  de  circunstancias  agravantes  hasta  la 
pena  de  muerte  (Art.  68)  prescribe,  para  el  ca- 
so de  existir  sólo  circunstancias  atenuantes  y 
ser  indivisible  la  pena,  la  aplicación  de  la  in- 
mediatamente inferior,  en  grado  (Art.  65). 

Como  la  pena  capital  sólo  figura  en  la  esca- 
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la  que  forman  las  de  presidio  ó  reclasión  y  pri- 
sión, á  cuya  cabeza  se  encuentra;  es  claro  que 
en  observancia  del  principio  general  estableci- 
do por  el  artículo  65,  dicha  pena  debe  trasfor- 
marse  en  presidio  ó  reclusión  perpetuos  que 
son  las  inmediatamente  inferiores^ 


El  Código  español  castiga  el  asesinato  y 
el  parricidio  con  cadena  perpetua,  que  puede, 
por  virtud  de  circunstancias  agravantes,  pasar 
á  pena  de  muerte  (Arts.  332  y  333,  Cód.  antg. 
y  Arts.  417  y  418  Cód.  reform.)  Procede,  pues, 
en  sentido  opuesto  al  que  indica  el  Código  pe- 
ruano: en  él  se  pliega  á  lá  pena  capital  por  cir- 
cunstancias agravantes;  en  el  nuestro  se  baja  á 
penitenciaría  por  causales  de  atenuación. 

Más  severo  en  apariencia  nuestro  Código, 
no  sólo  llega  á  producir  en  la  práctica  los  mis«* 
mos  efectos  que  el  español;  sino  que  conspira 
á  la  abolición  de  la  pena  de  muerte;  por  cuan- 
to^ como  veremos  en  su  lugar,  exige  tales  re- 
quisitos para  la  calificación  del  parricidio  y 
del  asesinato,  que  es  muy  difícil  que  ellos  con- 
curran en  un  caso  dado;  y  es  por  el  contrario 
muy  fácil  encontrar  algún  motivo  de  atenua- 
ción que  excluya  el  cadalso. 

El  Código  FitANcÉs  castiga  con  la  muerte 
(Art.  302)  á  Jos  reos  de  asesinato,  parricidio, 
infanticidio  ó  envenenamiento;  hace  extensiva 
la  misma  pena  á  los  malhechores  que  emplea- 
sen tormento  ó  actos  de  barbarie  en  la  ejecu- 
ción de  sus  crímenes,  y  á  los  que  maitan  oomo 
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mfeSio  |)áfa  cometer  crítnen^,  ó  lo  iiacen  des- 
pués de  haberlo  cometido. 

La  pena  ordinaria  del  homicidio  fuera  de  es- 
tos casos  es  (Art.  304)  la  de  trabajos  forzados 
á  perpetuidad. 

No  acepta,  pues,  este  Código  k  trasforma- 
ctón  de  la  pena  que  nuestro  Código  establece. 
Por  el  contrario;  no  indica  caso  ninj^uho  en 
que  el  asesinato  se  atenúe^  á  pesar  de  que  se- 
ñala algunos  en  favor  del  simple  homtcidaí  y 
concluye  por  declarar  que  el  parricidio  nunca 
es  excusable  (Art.  323). 


*'.' 

> ' 


El  Código  italiano  contiene  disposiciones 
iguales  á  las  del  francés. 

A  rt.  59.  Cuando  las  circunstancias  agravantes 
ó  atenuantes  consistan  en  los  medios  o  el  modo  de 
ejecutar  el  delito^  se  aumentará  6  disminuirá  la  pe- 
na sólo  respecto  de  los  delincuentes  que  tuvieron  co- 
nocimiento de  aquellas  circunstancias  al  tiempo  de 
la  ejecución. 

Comentario.  Lo  que  en  este  artículo  dispone 
el  Código,  puede  mirarse  como  el  complemen- 
to de  lo  que  prescribe  el  artículo  56.  La  elec- 
ción de  los  medios  y  el  modo  de  ejecución  del 
delito  están  en  relación  con  el  grado  de  conoci- 
miento del  fin  que  se  persigue,  de  las  dificul- 
tades que  haya  que  vencer  para  conseguirlo  y 
de  la  eficacia  de  los  arbitrios  á  que  sea  conve- 
niente recurrir  para  alcanzarlo.  Hallanse  asi- 
mismo en  relación  con  la  voluntad  del  agente 

que  los  emplea.  Por  eso  el   Código  español 
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comprende  en  un  sólo  articulo  las  disposicio- 
nes relativas  á  esta  materia. 

Si  entre  varios  individuos  que  se  propusieron 
embriagar  á  otro  para  robarle,  sólo  uno  sabía 
qué  el  licor  empleado  con  tal  fin  estaba  enve- 
nenado, y  se  produjo  la  muerte  de  aquel;  sólo 
respecto  del  que  conocía  las  propiedades  tóxi- 
cas del  brevaje  puede  hacerse  valer  la  circuns- 
tancia agravante  de  haber  empleado  el  veneno, 
pues  únicamente  él  tenía  cabal  conocimiento 
de  la  acción  que  practicaba  y  podía  apreciar 
debidamente  sus  efectos;  él  es  reo  de  asesina- 
to; los  demás,  de  simple  homicidio.  Si,  en  el 
mismo  caso,  todos  los  delincuentes  conocían  la 
composición  de  la  pócima  mortífera;  pero  uno 
fué  obligado,  con  amenazas  por  los  otros,  á 
hacérsela  tragar  á  la  víctima;  sólo  á  aquel  se 
le  podría  reducir  la  pena  por  la  circunstan- 
cia atenuante  de  la  amenaza  que  los  demás 
/   no  sufrieron. 


El  Código  argentino  no  se  ocupa  de  indi- 
car cómo  influyen,  en  la  aplicación» de  las  penas, 
las  circunstancias  que  modifican  la  responsa- 
bilidad criminal;  cotentándose  con  expresar 
cuáles  de  estas  circunstancias  la  extinguen, 
cuáles  la  atenúan  y  cuáles  la  aumentan,  y  con 
prescribir,  en  sus  artículos  5.**  y  7.**  respectiva- 
mente, que  cuando  por  efecto  de  error  ó  igno- 
rancia, el  autor  de  un  delito  no  haya  conocido 
el  carácter  particular  de  la  acción  que  ha  co- 
metido, y  ese  carácter  sea  de  una  naturaleza  ca- 
paz de  aumentar  la  culpabilidad  de  la  acción, 
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de  tal  modo  que  el  culpable  se  encuentre  ha- 
ber cometido  un  delito  más  grave  que  el  que 
intentaba,  no  se  le  imputará  el  hecho  como  vo- 
luntario, sino  en  consideración  á  la  intención 
real  que  hubiese  tenido,  atendiendo  á  las  cir- 
cunstancias del  caso — y  que  cuando  una  per- 
sona se  convicta  de  haber  cometido  con  in- 
tención, un  acto, que  según  las  nociones  de  la 
experiencia  general,  acostumbra  producir  in- 
mediata y  necesariamente  un  resultado  crimi- 
nal determinado;  se  tendrá  como  cierto  que 
este  resultado  entró  en  las  previsiones  del  cul- 
pable, á  no  ser  que  justifique  lo  contrario  con 
pruebas  manifiestas. 

Estas  declaraciones,  que  importan  la  de  ser 
responsable  todo  individuo  del  daño  que  con 
intención  hubiere  causado,  ya  delinca  sólo  ó 
en  compañía  de  otros;  bastan  indudablemente 
para  señalar  la  pena  á  cada  uno  de  los  compli- 
cados en  un  delito;  y  ha  podido  el  Código  ar- 
gentino reducirse  á  hacerlas,  como  las  ha  he- 
cho, sin  que  la  falta  de  prescripciones  iguales 
á  las  del  nuestro  en  sus  artículos  56  y  57  pue- 
da mirarse  como  una  omisión  grave. 


El  Código  belga  que  no  se  detiene  en  es- 
pecificar, con  la  detención  que  el  nuestro  y 
otros,  las  circunstancias  capaces  de  modificar 
la  responsabilidad  criminal;  era  lógico  que  no 
cuidase  de  indicar  las  variaciones  que  por  ra- 
zón de  ellas  hubiese  de  hacerse  al  aplicar  la 
pena  á  uno  ó  varios  delincuentes.   Nada  esta- 
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/e  este  Código  sobre  la  matecía  del  articula 
e  comentamos. 

El  Código  chileno,  bsjo  el  número  64,  ha 
sroducido  literalmente  el  artículo  67  deí  Co- 
jo español  de  1850,  que  en  su  lugar  copiare- 
)s,  y  que  contiene  prescripciones  idénticaa  & 
;  de  los  artículos  56  y  59  del  nuestro.     '    x 

El  Código  español  en  su  artículo  69  (80 
»d.  reíorm.)  después  de  establecer,  en  la 
mera  parte,  lo  mismo  que  hemos  dicho  en,  el 
mentarlo  al  artículo  56  del  nuestro;  agrega 
la  segunda:  «  Las  que  consistieren  en  la  eje- 
ción  material  del  hecho  ó  en  los  medios  em- 
;ados  para  realizarlo,  servirán  para  agravar 
atenuar  la  responsabilidad  únicamente  de 
.  que  tuvieron  conocimiento  de  ellas  en  el 
)mento  de  la  acción  ó  de  su  cooperación  pa- 
el  delito.» 

El  Código  francés  guarda  al  respecte  el 
smo  silencio  que  el  belga.  Sín  embargo,  des- 
és  de  señalar  la  forma  en  que  deben  ser  cas- 
;ados  los  cómplices  y  encubridores,  dice,  en 
segunda  parte  de  su  artículo  63:  «En  todo 
so,  las  penas  de  trabajos  forzados  á  perpe- 
idad  ó  la  de  deportación,  cuando  á  ella  hu* 
;re  lugar,  no  podrán  pronunciarse  contra  los 
ultadores,  sino  en  cuanto  estuvieren  conven- 
ios de  haber  tenido,  en  el  momento  de  la 
ultación,  conocimiento  de  las  circunstancias 
las  cuales  aplica  la  ley  las  penas  de  maerte, 
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la  de  trabajos  forzados  k  perpetuidad  y  la  de 
]a<  deportación;  si  no,  no  sufrirán  más  que  la 
pena  de  trabajos  forzados  temporales. 3> 

Esta  disposición  de  carácter  singular,  tiene 
no  obstante  alguna  analogía  con  la  que,  en. 
nuestro.  Código,  comentamos. 


El  Código  italiano,  aún  cuando  limita  la 
desigualdad  de  pena  para  los  culpables  del 
mismo  delito,  al  caso  de  que  existan  circuns- 
tancias ó  cualidades,  ya  permanentes,  ya  ac- 
cidentales inherentes  á  sus  personas,  que  les 
eximan,  disminuyan  ó  agraven  la  responsabi- 
lidad; (Art.  105)  acepta  á  nuestro  entender,  en 
toda  su  amplitud,  el  principio  sancionado  por 
el  Código  español,  el  chileno  y  el  nuestro.  Los 
medios  y  forma  de  ejecución  del  delito  son  de 
tal  modo  independientes  del  estado  moral  é  in- 
telectual del  agente,  que  no  se  puede  preten- 
der separarlos,  sin  la  absurda  pretensión  de 
dividir  un  hecho,  tomando  bajo  el  aspecto  pu- 
ramente objetivo  y  descartándolo  de  su  faz 
subjetiva;  y  esto,  precisamente  con  el  propó- 
sito de  someterlo  al  dominio  del  derecho,  en 
el  que  sólo  entran  los  actos  practicados  con 
conocimiento  y  voluntad  deliberada. 

Art,  60.  En  los  casos  del  inciso  i.""  artículo g,^^ 
lo  mismo  que  cuando  el  reo  hubiese  delinquido  por 
imprudencia  temeraria  ó  descuido  punible  ó  fuere 
menor  de  quince  años  que  obró  con  discernimiento^ 
la-  atenuación  de  la  pena  se  verificará  prudencial- 
mente  por  el  JueZy  debiendo  rebajarse  á  lo  menos 
ckHi  grados. 
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Comentario.  Según  el  inciso  i.**  del  artículo 
9.**  de  este  Código,  las  causas  de  justificación 
se  tornan  en  simples  motivos  de  atenuación  ó 
excusa,  cuando  no  reúnen  todos  los  requisitos 
legalmente  necesarios  para  eximir  de  respon- 
sabilidad, ó  no  sean  plenamente  probadas.  Pa- 
ra la  imposición  de  la  pena,  entonces,  no  de- 
ben regir  los  mismos  preceptos  que  se  refieren 
á  las  demás  circunstancias  atenuantes,  pues 
no  cabe  duda  de  que  es  imposible  fijar  a  priori 
el  influjo  que  una  misma  circunstancia  ejerce 
sobre  la  responsabilidad  del  agente.  Hablan- 
do con  más  exactitud;  no  se  trata  como  de  or- 
dinario, de  rebajar  una  pena  determinada;  sino 
de  averiguar  si  hay  razón  bastante  para  impo- 
ner alguna,  y  la  cuantía  de  la  que,  en  caso 
afirmativo,  haya  de  aplicarse,  en  atención  á 
los  hechos  comprobados. 


Difícil  es  distinguir  el  cuasi  delito,  que  pro- 
duce mera  responsabilidad  civil,  del  delito  co- 
metido por  imprudencia  6  descuido;  sin  em- 
bargo, debemos  creer  que  nuestra  ley  no  los 
considera  idénticos.  Para  que  exista  el  prime- 
ro, basta  que  haya  daño  ó  perjuicio  de  tercero, 
y  descuido  ó  imprudencia  en  el  agente;  para 
el  segundo,  se  requiere  que  ese  descuido  sea 
punible,  y  temeraria  la  imprudencia. 

Pero  ¿cuándo  es  punible  el  descuido? 

¿En  qué  casos  se  debe  calificar  de  temera- 
ria la  imprudencia? 
La  ley  no  lo  ha  declarado;  y  deja,  sin  duda, 


r 
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la  calificación,  en  uno  y  otro  caso,  al  pruden- 
te criterio  del  Juez. 

A  nuestro  modo  de  ver;  consiste  el  descuido 
en  la  falta  de  celo  para  impedir  el  mal  que  se 
pudo  evitar;  y  la  imprudencia,  en  no  tomar  las 
necesarias  precauciones  al  practicar  un  acto 
que  puede  traer  consecuencias  dañosas. 

Sutil  nos  parece  la  diferencia;  y  confesamos 
sernos  embarazosa  la  reducción  de  los  casos 
de  descuido  é  imprudencia  á  fórmulas  genera- 
les. Habría  sido,  po^  lo  mismo  conveniente 
que  nuestro  Código,  a  semejanza  del  argenti- 
no, cuyas  disposiciones  trascribinoos  en  segui- 
da, hubiese  cuidado  de  presentar,  ni  no  esas 
fórmulas,  por  lo  menos  algunas  particulares, 
ya  que  tan  receloso  se  muestra  para  impedir  á 
todo  trance  la  arbitrariedad  judicial. 


La  atenuación  excepcional  de  la  responsabi- 
lidad del  menor  de  1 5  años  establecida  en  este 
artículo,  se  justifica  por  consideraciones  aná- 
logas á  las  expuestas  en  la  primera  parte  de 
.este  comentario.  Se  presume  por  regla  gene- 
ral su  inculpabilidad,  y  queda,  por  consiguien- 
te casi  en  la  misma  condición  jurídica  que  el 
menor  de  9  años,  que  el  que  obró  en  defensa 
de  su  derecho,  y  que  las  demás  personas  á  quie- 
nes se  declara  irresponsables. 


Nótese  bien  que  la  ley  sólo  fija  el  mínimo  de 
la  reducción  de  la  pena;  por  lo  que  no  se  ha 
de  creer  que  rebajándola  dos  grados  se  ha 
cumplido  rigorosamente  su  prescripción.    Se 
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puede  llegar  ai  más  leve  de  los  oastigod,  airt 
tratándose  de  delito  que  en  otro  merecería  has- 
ta la  pena  de  muerte;  siempre  que,  á  juicio 
del  Juez,  las  causales  de  atenuación  sean  tai>- 
tas  y  tan  calificadas,  que  se  aproximen  mucho 
á  las  de  justificación  completa. 


El  Código  argentino  no  se  limita  en  los  ca- 
sos de  delito  por  imprudencia  6  descuido  á  una 
reducción  de  pena  más  filosófico  que  el  nuestro, 
los  considera  como  son, .  como  actos  reprensi- 
bles, aunque  no  verdaderamente  delictuosos;  y 
señala  los  medios  de  represión  que,  aun  cuan- 
do tienen  bastante  analogía  con  las  penas,  no 
lo  son  en  realidad,  por  ser  distintos  los  fines 
que  con  estas  y  con  aquellos  se  persigue. 

El  título  3?,  sección  i/,  libro  i.**  de  dicho 
Código,  se  ocupa  de  la  culpa  ó  imprudencia 
en  la  siguiente  forma: 

«Art.  15. — ^Son  punibles  las  contravenciones 
á  la  ley  cometidas  por  culpa  ó  imprudencia.* 

dArt  16. — La  culpa  es  grave: — i.**  Cuundo 
el  autor  del  daño  ha  podido  preveer  el  peligro 
de  su  acción  y  sin  embargo  no  se  abstiene  de 
ella  por  pasión,  irreflexión  ó  ligereza; — 2.^ 
Cuand  o  el  hecho  encierra  en  sí  mismo  tal  ga- 
do de  peligro,  que  basta  la  menor  atención  pa- 
ra preveer  que  el  hecho  podía  producir  el  re- 
sultado ilícito; — 3.*"  Cuando  por  razón  de  sus 
conocimientos  personales  ó  de  las  circunstan- 
cias en  que  se  encuentre,  el  delincuente  fuese 
capaz  de  preveer  el  peligro  de  su  acción  ó  sus 
consecuencias; — 4.°  Cuando  el  hecho  ejecuta-^ 
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4©  WO  imprudencia  era  y^  Uídjbp  6  prohib¡4o  | 

por  QtrQ$  motÍYos;— 5.**  Cuando  por-  razón  de 

au  es^do,  profesión»  empleo,  cojnprpmiso  ú 

011:9^  circunstancias  análp^as,  el  an^tor  estu? 

yi^5j8  obligado  4  mayor  diligencia  y  atención; 

-R-6-''  Cuando  sin  título  legal  se  ejerce  ciencia, 

arte  é  proüe^ión»  no  estando  ew  ejercicio  j^s^ 

tiíus34o  por  la  urgencia  y  necesidad  del  ca*ow> 

(tArt.  17.  l^a  c^lpa  es  leve:<rrri.*  Cuando  la 
acción  conietida  por  impn;idencia«  no  tiene  si- 
no una  relación  lejana  con  el  resultado;— a.* 
Cuando  por  defecto  físico  ó  afección  moral,  no 
se  encuentra  el  individuo  $n  las  condiciones 
generales  para  conocer  las  consecuencias  del 
actp; — 3.**  Cuando  el  agente  se  ha  visto  obliga- 
do por  circunstancias  urgentes,  que  no  pueden 
imputársele,  á  tomar  una  resolución  súbita;-4.** 
Cuando  el  acto  se  ha  verificado  en  cumplimien- 
to de  deberes  oficiales  y  por  exceso  de   celo.> 

Los  artículos  18,  19  y  20,  señalan  los  casti- 
gos aplicables,  de  un  modo  general,  á  la  culpa, 
según  sea  grave  ó  leve.  | 

El  Cówgo  belga  no  indica  que  efecto  pror 
ducen  en  la  responsabilidad  del  agente  las  cau- 
sas de  justificación  cuando  no  son  plenamente 
probadas;  considera  tales,  de  un  modo  general, 
como  en  otro  lugar  dijimos,  el  procedimiento 
en  obediencia  de  la  ley,  la  demencia,  la  coac- 
ción irresistible  y  la  falta  de  discernimiento 
proveniente  de  la  minoridad  (16  años)  ó  de  esr 
Qzso  desiarroUo  intelectual  ó  moral  por  sordera 

de  nacimiento,  y  de  una  manera  especial,  refí- 
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riéndose  á  ciertos  delitos,  otras  que  determina 
al  ocuparse  de  éstos;  como,  en  el  homicidio,  la 
de  haber  obrado  en  defensa  propia  ó  de  un  ter- 
cero, y  así  en  otros  casos;  pero  ni  ha  reunido, 
como  lo  hace  nuestro  Código  en  un  sólo  lugar 
todas  las  causas  de  justificación,  ni  declara  de 
un  modo  genérico  qué  valor  tienen  para  la  im- 
posición de  la  pena  cuando  no  se  ha  evidencia- 
do su  concurrencia  en  el  acto  punible. 

No  pudiendo  reproducir  aquí  todos  los  ar- 
tículos del  Código  belga  que  justifican  6  excu- 
san ciertos  actos  ilícitos;  presentaremos  como 
modelos  para  dar  una  idea  de  su  plan,  los  re- 
lativos á  homicidio.  Dicen  estos: 

(T  Art.  393.  El  homicidio  cometido  con  inten- 
ción de  causar  la  muerte  sq  califica  de  volun- 
tario. Se  castigará  con  trabajos  forzados  per- 
petuos. i> 

«Art.  401.  Cuando  los  golpes  ó  las  heridas 
causadas  voluntariamente,  pero  sin  intención 
de  dar  la  muerte,  la  han  producido  sin  embar- 
go, se  castigará  al  culpable  con  reclusión.  >— - 
<iSe  le  castigará  con  trabajos  forzados  de  diez 
á  quince  años  si  ha  cometido  con  premedita- 
ción dichos  actos  de  violencia.  3> 

Continúa  en  los  artículos  siguientes  desig- 
nando distintas  penas,  según  los  medios  em- 
pleados para  hacer  el  mal  de  que  resultó  la 
muerte;  y  continúa: 

«Art.  411.  El  homicidio,  las  heridas  y  los 
golpes  son  excusables,  si  han  sido  inmediata- 
mente provocados  por  medio  de  violencias  gra- 
ves contra  las  personas. 
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Enumera  en  varios  artículos  otras  causales  " 
de  excusa,  como  son:  haberse  practicado  el  he- 
cho de  día  repeliendo  el  escalamiento,  6  la 
fractura  de  cerraduras,  muros  6  entradas  de 
casa  ó  departamento  habitado;  haberse  come- 
tido por  uno  de  los  esposos  contra  elo  tro  al 
sorprenderle  en  zdultevioiinfragranti;  é  indica  las 
penas  proporcionales  que  ha  de  aplicarse,  te- 
niendo en  cuenta  las  que  se  impondría  si  no  hu- 
biera excusa,  para  continuar  diciendo  después: 

«Art.  416.  No  existe  crimen  ni  delito  cuan- 
do el  homicidio,  las  heridas  6  los  golpes  han 
sido  exigidos  por  la  necesidad  actual  de  la  de- 
fensa legítima  de  sí  mismo  ó  de  un  tercero.  í 

<rArt.  417.  En  los  casos  de  necesidad  actual 
de  defensa  se  comprenden  los  dos  siguientes: 
— Si  el  homicidio,  las  heridas  ó  los  golpes  se 
han  causado  repeliendo,  durante  la  noche,  el 
escalamiento  ó  la  fractura  de  las  cerraduras, 
paredes  ó  entradas  de  una  casa  ó  depertamen- 
to  habitado  ó  de  sus  dependencias,  á  menos  de 
probarse  que  el  autor  de  las  mismas  no  podía 
creer  que  el  que  intentó  el  escalamiento  6  la 
fractura  se  propusiera  cometer  un  atentado 
contra  las  personas,  ni  directamente,  ni  como 
resultado  de  la  resistencia  que  se  le  opusiera 
al  realizar  su  intento. d — «Si  el  hecho  se  ha  co- 
metido defendiéndose  contra  los  autores  del 
robo  ó  del  pillaje  ejecutados  con  violencia  con- 
tra las  personas.  ]> 

Repecto  del  descuido  6  imprudencia,  ha- 
llanse  en  este  Código  disposiciones  como  la 
siguiente: 
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cArt.  418.  Es  ctilpabie  áe  homicidio  ó  de  le- 
siones involuntarias  el  que  ha  causado  d  mal 
por  falta  de  previsión  ó  de  precaución,  pero 
sin  intención  de  atentar  contra  otro.t 

Señala  luego  las  penas  que  se  debe  iftipdner, 
en  relación  con  la  entidad  y  tiaturalezá  del 
mal  causado.  « 

Notamos  que  el  Código  belga  usa  de  seveH- 
dad  excepcional  con  los  conductores  y  maqui- 
nistas de  los  trenes  por  vías  férreas:  aún  cuan- 
do hayan  causado  daño  involuntariamente,  y 
aun  cuando  del  accidente  ferroviario  no  haya 
resultado  desgracias  personales.  En  este  úl- 
timo caso  les  impone  prisión  de  ochó  días  á 
dos  meses  y  multa  de  26  á  2CO  francos,  que  se 
aumentan  á  prisión  de  un  mes  á  tres  años  y 
multa  de  50  á  300  francos,  si  hay  lesiones  cor- 
porales; y  á  prisión  de  seis  meses  á  cinco  años 
y  multa  de  100  á  600  francos,  si  hubo  muerte 
de  alguna  persona. 

El  Código  chileno  prescribe,  en  su  artícu»- 
ló  7 1  que,  no  concurriendo  todos  los  requisitos 
qiie  se  exijen  en  el  caso  del  número  8  del  artícu- 
lo 10  para  eximir  de  responsabilidad,  se  oboer»- 
ve  lo  dispuesto  en  el  artículo  470,  que  castiga 
con  reclusión  ó  rélegetción  menores  los  attos 
tómetidos  por  imprudencia  y  que,  practloadOB 
4ntencionálmente,  importarían  crfmeh  ó  dettto. 

El  número  8  del  artículo  ro  se  reitere  ^ 
que  con  ocasión  de  ejecutar  tii!i  acto  Ikito, 
tx)n  la  debida  diligencia,  causa  mal  por  tñéro 
accidente. 
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Segán  el  mismo  Código,  el  menor  que  delin* 
que  con  discernimiento  sofre  pena  dtsctecio- 
nal  pero  siempre  inferior  en  dos  grados  ó  tres 
por  lo  menos,  al  mínimo  de  las  señaladas  por 
la  ley  al  delito  de  que  fuere  responsable,  según 
la  edad  (art.  72.) 

No  hallamos  en  el  Código  chileno  la  trasfor- 
fuación  general  de  las  causas  justificativas  en 
simples  atenuantes,  cuando  no  han  sido  pie* 
ñámente  probadas;  pero  si,  cuando  á  las  pri<* 
meras  falten  alguno  ó  algunos  de  los  requisitos 
que  según  ley  deben  tener  para  eximir  de  res^ 
p>onsalxlidad  (art.  73).  En  tal  caso  los  Tribu- 
nales señalan  prudencialmente  la  pena. 


El  Código  español,  en  sus  artículos  71,  72 
y  73»  prescribe  lo  mismo  que  el  chileno  en  los 
que  llevan  ¡guales  números. 

Respecto  del  cambio  de  las  causas  de  justi- 
ficación en  atenuantes,  cuando  no  son  plena- 
mente probadas,  tampoco  hace  declaración 
ninguna 

El  Código  francés  tampoco  hace  depen- 
óer  de  la  plenitud  de  la  prueba  el  mérito;  de 
las  causas  justificativas  para  considerarlas  co- 
ntó tales  ó  como  simples  atenuantes.  Redttce 
el  castigo,  cuando  concurren  estas  últimas;  pe- 
ro no  según  reglas  generales,  como  lo  hace 
ittiestra  ley,  sino  en  atenctón  á  la  naturaleza 
del  delito  y  dé  su  pena  correspondiente;  con- 
duciéndose en  esto  de  un  tnódo  jtnálc^o  al  qfue 
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sigue  el  Código  belga,  que  con  alguna  deten- 
ción hemos  examinado  más  arriba. 

La  imprudencia  y  descuido  son  castigados 
con  penas  que  dependen  de  la  naturaleza  y  en- 
tidad del  daño  causado;  así:  <tEl  que  por  torpe- 
za, inadvertencia,  descuido  ó  inobservancia  de 
los  reglamentos  cometiere  involuntariamente 
un  homicidio  ó  hubiese  sido  involuntariamente 
causa  del  mismo,  será  condenado  á  la  pena  de 
tres  meses  á  dos  años  de  prisión,  y  á  una  mul- 
ta de  50  á  600  pesetasD  (art.  319). — «Si  de  la 
falta  de  destreza  ó  de  precaución  no  resultaren 
más  que  heridas  ó  golpes,  el  culpable  será  con- 
denado á  la  pena  de  seis  días  á  dos  meses  de 
prisión,  y  á  una  multa  de  16  á  100  pesetas,  ó 
solamente  á  una  de  las  dos  penasD.   (art.  320). 

Al  menor  de  edad  que  delinquió  con  discer- 
nimiento, se  le  reduce  también  la  pena,  con- 
mutándola, pues,  como  sabemos,  este  Código 
no  señala  grados  ni  términos  en  su  escala  pe- 
nal, (arts.  67  y  siguientes). 


El  Código  italiano  está  calcado  en  esta 
parte,  lo  mismo  que  el  belga,  sobre  el  Código 
francés:  el  plan  de  todos  es  el  mismo,  con  di- 
ferencias accidentales  en  cuanto  á  la  edad  del 
delincuente,  la  duración  del  castigo,  etc.  etc. 


Art  61.  Si  concurren  á  un  mismo  tiempo  cir- 
cunstancias  agravantes  y  atenuantes ^  las  compensa- 
rá el  juex  según  su  prudente  juicio. 
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Comentario.  Creemos  que  para  esta  compea- 
sación,  justa  y  conveniente,  no  cabe  la  limita- 
ción de  número  de  circunstancias  establecidas 
por  el  artículo  57. 

-  Si  concurren  muchas  circunstancias  ate- 
nuantes solas;  el  juez  no  puede  rebajar  la  pe- 
na sino  en  tres  términos. 

Si  concurren  muchas  agravantes  solas;  el 
juez  no  puede  aumentar  la  pena  sino  en  tres 
términos. 

Pero  si  hay  concurso  de  unas  y  otras;  el  juez 
debe  estimarlas  todas  en  su  número  y  calidad, 
é  imponer,  ya  la  pena  señalada  al  delito,  si 
halla  compensación  perfecta;  ya  una  menor, 
si  predominan  las  atenuantes;  ya  mayor  si 
prevalecen  las  de  agravación. 

¿Y  si  hubiese,  por  ejemplo,  siete  circunstan- 
cias atenuantes  y  tres  agravantes,  igualmente 
caliñcadas  unas  y  otras;  ¿podrá  el  juez  rebajar 
en  cuatro  términos  la  pena,  por  ser  éste  el  ex- 
ceso de  las  primeras  ^bre  las  segundas? 

¿Y,  en  caso  de  que  el  exceso  fuera  de  las 
agravantes  sobre  las  atenuantes,  podrá  seguir 
conducta  opuesta? 

Nosotros  resolveríamos  estas  cuestiones  en 
sentido  afirmativo;  tanto  porque  la  restricción 
del  artículo  57  no  es  para  el  caso  de  compen- 
sación; cuanto  porque,  dejándose  al  prudente 
juicio  del  juez  la  imposición  de  la  pena,  el  ar- 
bitrio de  éste  quedaría  destruido,  si  había 
de  hallar  marcado  un  círculo  de  acción  del  que 
no  pudiera  salir. 

El  poder  de  compensar  que  este   artículo 


atrihuye  al  juez,  no  se  extíende,  debeAM  re- 
cor^darlo,  á  los  caaos  de  honucídk)  penadv  coa 
la  muerte:  entoncefi  no  se  toma  tía  cuenta 
las  agravantes;  porque  lógicatfnente  hitando, 
no  puede  haberlas;  el  hecho  ha  llegado  al  má- 
ximo de  criminalidad,  por  la  qu^e  se  aplica  «i 
máximo  de  pena;  y  no  hay,  por  consiguiente, 
circunstancia  ninguna  capaz  de  aumentar  su 
p^vedad.  Más  no  pudiendo  equífMvse  á  reoy 
que  se  hallen  en  condición  desigual;  no  de- 
biendo tratarse  \a  mismo  al  que  es  favOTeeído 
por  causas  de  atenuación,  y  al  que  no  tiene  en 
descargo  ninguna;  ha  usado  de  clemencia  et  le* 
gislador  y  concedido  al  primero,  no  reducción, 
sino  conmutación  de  la  pena,  sin  que  haya  eo 
el  juez  derecho  de  alterar  ésta. 

El  Código  argentino,  si  bien  se  ha  Umit*'' 
do  á  prescribir  en  su  artículo  88  que,  para  la 
imposición  de  las  penas,  los  trünunales  tomen 
en  cuenta  las  circunstancias  agravantes  aten- 
diendo á  la  naturaleza  y  accidentes  del  delito, 
y  ha  omitido  expresar  fl  efecto  que  cada  cirt 
cunstancia  atenuante  produce  en  la  responsa- 
bilidad criminal  del  delincuente;  admite  de  un 
modo  implícito,  y  sin  las  restricciones  que  el 
nuestro,  la  compensación  de  unas  circunstan- 
cias con  otras,  dejando  á  sus  tribunales  en  am- 
plia libertad  para  compulsarlas,  en  razón  de 
calidad  y  número.  Este  procedimiento  permi- 
te, á  nuestro  juicio,  una  aplicación  más  equi- 
tativa de  los  castigos,  que  el  sancionado  por 
nuestra  ley  cuaado  seá^  vaJor  f^  á  lo  que 
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no  puede  tenerlo,  y  calcula  con  lo  que  no  pue- 
de sujetarse  á  apreciación  matemática. 

El  Código  belga,  lo  mismo  que  el  francés 
y  el  líTALTANO,  niega  á  los  tribunales  y  jueces 
la  facultad  de  hacer  compensaciones  entre  cir- 
cunstancias atenuantes  y  agravantes;  pues, 
describiendo  cada  delito  pon  las  especificacio- 
nes que  lo  hacen  más  ó  menos  grave,  y  seña- 
lando en  todo  caso  la  pena  que  le  corresponde; 
la  arbitrariedad  judicial  queda  en  lo  absoluto 
prohibida. 

El  Código  chileno,  en  la  parte  final  de  su 
artículo  66,  que  dá  reglas  para  la  imposición 
de  la  pena  cuando  es  compuesta  de  dos  indi- 
visibles; al  terminar  su  artículo  67,  que  señala 
las  que  han  de  regir  cuando  la  pena  es  un 
grado  de  una  divisible;  y  al  fin  del  68,  que 
prescribe  las  que  corresponden  al  caso  de 
constar  la  pena  d€  dos  6  más  grados;  prescri- 
be siempre  que,  cuando  concurran  en  el  deli- 
to circunstancias  atenuantes  ó  agravantes,  se 
haga  su  compensación  racional,  graduando  el 
valor  de  unas  y  otras. 

El  Código  español,  establece  en  su  artícu- 
lo 74  siete  reglas  generales  para  la  imposición 
de  las  penas  á  los  delitos  según  las  circunstaiA^ 
cias  atenuantes  ó  de  agravación;  y  la  4/  de  esa^íS 
reglas  dice.  «Cuando  concurrieren  circuns- 
tancias atenuantes  y  agravantes,  las  compen- 
sarán racionalmente  para  la  designación  de  la 
pena,  graduando  el  valor  de  unas  y  otras,  d 

58 


'      ■*lP*v*? 


'  ''UÁ 


■  *. ; 

■  ir 


r-'- 


m 


—  410  — 

TITULO  3.* 

DB  LA  APLICACIÓN  DE  LA  PBNA  AL  KCO  Qf>£ 
QUEBI^ANTA  LA 'SENTBHC1A« 

Art.  62*  Quebranta  Id  sentencia: 

I  .**  El  feo  que  fu^a  despuá  de  ^ecütóriad.a 
aquella  y  antes  de  comenzar  á  sufrir  la  condena: 
2.**  El  que  fuga  durante  el  cumplimiento  de 
lu  pena. 

Comentario.  Llamamos  la  atención  del  lec- 
tor que  no  fuere  versado  en  Derecho  penal, 
hacia  la  circunstancia  de  no  ser  delito  en 
nuestra  ley  el  quebrantamiento  de  sentencia; 
y  para  que  vea  comprobado  este  aserto,  le  re- 
mitimos á  lo  dicho  en  la  nota  al  comentario 
del  artículo  i.'^ 

Réstanos  sólo  indicar,  qué  es  lo  que  se  en- 
tiende por  sentencia  ejecutoriada,  ó  sentencia 
firme,  según  se  la  llama  en  ptras  legislaciones, 
aún  cuando  invadamos  el  terreno  del  derecho 
procesal. 

Llámase  así  la  sentencia  contra  la  cual  no 
se  puede  emplear  ningún  recurso  ordinario  ni 
extraordinario;  sea  por  no  haberlo  concedido 
la  ley,  sea  por  no  haberlo  usado  oportuna- 
mente. 

En  las  causas  criminales,  por  delitos  except- 
uados de  la  acción  del  Ministerio  público,  la 
'sentencia  de  primera  instancia  queda  ejecuto* 
riada  por  el  hecho  de  no  haberse  usado  contra 
^lla,  dentro  de  las  24  horas  de  notificada,  el 
recurso  ordinario  de  apelación. 

En  lai8  mismas  causas^  si  se  versan  sdbn  ileí- 
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iitos  no  exceptuados  de  la  persecución  fiscal, 
como  el  homicidio,  el  robo  etc,  no  queda  eje- 
cutoriada la  sentencia  de  primera  instancia, 
sino  cuando  el  juez  ó  tribunal  superior  la  ha 
pevisado,  y  aprobado  6  confirmado.  Esta  apro- 
bación ó  confirmación  constituye  la  ejecutoria. 

Contra  las  ejecutorias  se  puede  usar,  dentro 
de  24  horas  también,  del  recurso  extraordinario 
de  nulidad.  Si  no  se  usa  de  este  recurso,  en  los 
casos  en  que  la  ley  lo  permite,  la  sentencia  eje^ 
cutoriada  vuelve  al  juez  que  la  pronunció  para 
que  la  haga  cumplir;  y  lo  mismo  pasa  cuando 
no  procede  el  recurso  de  nulidad.  Pero  si  se  ha 
usado  legalmente  de  éste,  la  ejecutoria  queda 
en  -suspenso  ha^ta  que  la  Corte  Suprema  re- 
suelva si  bay  ó  no  la  nulidad  deducida. 

Esta  breve  exposición,  que  no  comprende  ni 
podía  comprender  todo  lo  que  hay  que  decir  en 
la  materia;  basta  sin  embargo,  para  compren- 
der lo  que  es  una  sentencia  ejecutoriada  por 
decisión  superior  ó  por  ministerio  de  la  ley. 

A  una  y  otra  se  refiere  el  artículo  que  co- 
mentamos. 


El  C^ódigo  argentino,  con  bastante  razón 
en  nuestro  concepto  no  se  ocupa  del  quebran- 
tamiento de  sentencia;  porque,  ó  no  constituye 
delito,  siendo  cuando  más  una  grave  falta  con- 
tra los  reglamentos  de  las  prisiones,  ó,  si  lo 
constituye,  no  es  más  que  un  nuevo  atentado 
contra  la  autoridad.  En  el  primer  caso  el  que- 
brantamiento de  condena  debe  ser  considerado 
«n  6606  reglamentos,  y  reprimido,   sin  juicio. 
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por  los  encargados  de  la  administración  de 
aquellos  establecimientos;  y  en  el  segundo,  el 
atentado  debe  juzgarse  y  penarse  conforme  á 
los  preceptos  generales  que  todo  código"  debe 
contener  respecto  de  los  que,  cumpliendo  su 
condena,  delinquen  de  nuevo. 

El  Código  belga  no  considera  el  quebran- 
tamiento de  sentencia,  de  un  modo  expreso  ni 
tácito,  entre  los  atentados  contra  la  autoridad, 
ni  entre  las  evasiones  punibles  de  detenidos, 
ni  aún  entre  los  de  quebrantamientos  de  des- 
tierro que  le  merecen  un  artículo  especial  (art. 
338).  Para  este  Código  sólo  son  atentados 
contra  la  autoridad  los  ultrajes  de  palabra  ú 
obra  inferidos  á  las  personas  que  la  invisten: 
en  las  evasiones  no  merecen  castigo  sino  los 
encargados  de  la  custodia  y  los  particulares 
que  faciliten  ó  protejan  la  fuga  (art.  332  á  337) 
y  sólo  quebranta  destierro  el  que  cumplida  su 
condena,  elude  la  vigilancia  de  la  policía  á 
que  estaba  sujeto. 

Debemos  creer,  por  consiguiente,  que  mira 
el  quebrantamiento  de  condena,  como  una 
reincidencia,  y  autoriza  para  juzgarlo  y  penar- 
lo, según  las  disposiciones  generales  conteni- 
das en  los  artículos  54  á  57. 


El  Código  chileno,  al  que  aludimos  en  la 
nota  del  comentario  al  artículo  i^  contiene  las 
disposiciones  siguientes: 

dArt.  90.  Los  sentenciados  que  quebrantan 
su  condena  serán  castigados  con  las  penas  que 
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respectivamente  se  designan  en  los  números 
siguientes: ]> — i*.    Los  condenados  á  presidio, 
reclusión   ó  prisión  sufrirán  la  pena  de   inco- 
municación con    personas  extrañas  al  estable- 
cimiento penal   por   un  tiempo  que,  atendidas 
las   circunstancias,  podrá  extenderse  hasta  un 
año,  quedando  durante   el  mismo  tiempo  suje- 
tos al  régimen  más  extricto  del  establecimien- 
to: ]^ — «2**.  En  caso  de  reincidencia   en  el  que- 
brantamiento  de  dichas   condenas,  sufrirán,  á 
más  de  las  penas  de  la  regla  anterior,  la  cade- 
na ó  grillete  por  un   tiempo  que,  atendidas  las 
circunstancias,     podrá    extenderse    hasta    un 
año::^ — «3**.   Los  consuetudinarios   en  el  que- 
brantamiento de  tales  condenas,  entendiéndo- 
se por  tales  los  que  lo  hubieren  veriñcado  más 
de  dos  veces,  serán   encerrados  en   seldas  soli- 
taria por  un  término  prijdencial,  atendidas  las 
circunstancias,  que  no  podrá  exceder  de  la  mi- 
tad del  que  les  falte  por  cumplir  de  la  pena  prin- 
cipal, conforme  á  lo  prescrito  en  el  art  25  (i) — 
<4^  Los   condenados   á  confinamiento,  extra- 
ñamiento,  relegación  6^destierro,   sufrirán  las 
penas  de  presidio,   reclusión  ó  prisión,    según 
las  reglas  siguientes:  Primera  Él  condenado  á 
relegación  perpetua   sufrirá  la  de   presidio  ma- 
yor en  su  grado  medio:  Segunda  El  condenado 
á   confinamiento   sufrirá  la  de  presidio  por  la 


(1)  £1  inciso  final  de  ese  articulo  sefiala  á  estas  penas,  como 
accesorias,  un  limite  de  6i  días  á  5  años:  prohibiendo  imponerlas 
por  tiempo  qne  exceda  á  la  mitad  de  la  duración  de  la  pena  prin- 
cipal. 
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mitad  del  tiempo  qne  le  falte  por  cumplir  de 
la  pena  primitiva:  Tercera  El  condenado  á  i«- 
legacióri  temporal  ó  á  destierro  sufrirá  la  de 
reclusión  ó  prisión  por  la  mitad  del  tiempo  que 
le  falte  por  cumplir  de  la  pena  primitiva:» — 
«5^  El  inhabilitado  para  cargos  y  oficios  pó* 
blices,  derechos  políticos  y  profesiones^  titula* 
res  que  los  ejerciere,  cuando  el  hecho  no  cons- 
tituya un  delito  especial,  sufrirá  la  pena  de  re* 
clusión  -menor  en  su  grado  mínimo  ó  multa  <|e 
ciento  á  mil  pesos. ]> — «En  caso  de  reinctdeociá 
«e  doblará  esta  pena:» — 0:6^.  El  suspenso  de 
cargo  á  oficio  público  ó  profesión  titular  que 
los  ejerciere,  sufrirá  un  recargo  por  igual  tiem- 
po al  de  su  primitiva  condena»— <En  ^  caso 
de  reincidencia  sufrirá  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo  6  muHa  de  ciento 
á  mil  pesos:» — €7*.x  El  sometido  á  la  vigi- 
lancia de  la  autoridad,  que  faltare  á  las  reglas 
que  debe  observar,  sufrirá  la  pena  de  reclusión 
menor  en  sus  grados  mínimo  ó  medio.» 

Estas  disposiciones  contenidas  como  selia- 
llan  en  el  título  4°.  del  libro  i®.  del  Código,  li- 
bro destinado  á  establecer  las  prescripciones 
generales  sobre  delitos,  su  imputabílidad,  -pe- 
nas y  modo  de  aplicarlas;  prueban  que  tampo- 
co paira  el  legislador  chileno  es  un  delito  el 
quebrantamiento  de  condena,  sino  im  acciden- 
te en  el  castigo  de  otro  cometido  con  anteriori- 
dad. De  lo  contrario,  lo  habría  clasificado  y  pe- 
nado en  el  libro  segundo;  ó  en  el  tercero^  si  le 
hubiese  atribuido  el  carácter  de  una  infi^cción 
óialta. 
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£l  Cói>aGO  ESPAÑOLr  en  su  arCíendo  iJk4^ 
establece  reglas  muy  semejantes  á  las  del  Chi^ 
leño  que  acabamos  de  trascribir;  si  bien  coü 
lleras,  variaciones  en  la  especie  y  entidad  de 
las  penas}  más  dando  siempre  el  mismo  carie* 
ter  al  quebrantam¡entx!>  de  condena. 

El  reformado  de  1 870,  conservando  el  ¿Mi- 
do de  doctrina  del  de  1850,  ha  suavizado  no^ 
tablemeate  el  rigor  de  las  penas,  como  puede 
verse,  coafrontando  el  citado  artículo  124,  con 
los  129  y  130  del  nuevo  Códiga. 
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El  Código  francés  consigna,  sobre  esr 
ta  materia,  las  siguientes  disposiciones: 

«Art.  17* Si  el  deportado  volviere  á  en- 
trar en  el  territorio  de  la  República,  será  con*^ 
denado  á  trabajos  forzados  á  perpetuidad,  des* 
pues  de  haber  comprobado  simplemente  su 
identidad.  i>^ — <í:E1  deportado  que  no  hubiere 
entrado  de  nuevo  en  el  territorio  de  la  Repú- 
Uica,  pero  que  fuere  aprehendido  en  los  paír 
Ses  ocupados  por  los  ejércitos  franceses,  será 
conducido  atl  lugar  de  su  deportación.». 

cArt  245.  Con  respecto  á  los  presos  que  se 
hubiesen  evadido  ó  intentado  evadirse  por  me^ 
dio  de  escalo  ó  de  la  violencia,  serán  castiga- 
dos por  este  sólo  hecho  con  la  pena  de  seis  me^ 
ses  á  un  año  de  prisión,  y  purgarán  esta  pena 
inmediatamente  después  de  haber  cumplido 
la  que  se  les  impuso  por  el  crimen  ó  delito  que 
motivó  su  prisión,  ó  inmediatamente  después 
del  decreto  ó  sentencia  que  los  daclare  libres 
ó  absuttltos  de  dicho  orímen  é  delito;  sin  per* 
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juicio  de  las  mayores  penas  en  que  hubiesen 
podido  incurrir  por  otros  crímenes  cometidos 
con  sus  actos  de  violencia.  ]> 

Como  que^a  visto  el  Código  Francés  no 
considera  quebrantada  la  sentencia,  sino  cuan- 
do el  reo  suspende  ó  intenta  suspender  su  cum- 
plimiento, después  de  haber  comenzado  á 
cumplirla;  y  castiga  hasta  el  mero  conato  de 
evasión  que,  si  bien  debe  ser  reprimido  por  los 
reglamentos,  en  guarda  de  la  buena  disciplina 
de  las  prisiones,  no  puede  incluirse  legítima- 
mente en  el  Código  Penal  ni  en  la  categoría  de 
las  infracciones  legales. 

El  Código  italiano. — Prescribe  que  el  que 
quebranta  la  condena  de  confinamiento  sea 
arrestado,  convirtiéndose  aquella  pena  en  la 
de  cárcel  por  todo  el  tiempo  que  faltaba  al  reo 
para  cumplirla,  (artículo  29,)  que  igual  trans- 
formación se  baga  en  el  caso  de  quebranta- 
miento de  destierro  local,  (artículo  30,)  que  el 
suspenso  del  ejercicio  de  cargos  públicos  sea, 
en  iguales  circunstancias,  encerrado  también 
hasta  por  seis  meses  subsistiendo  la  suspen- 
sión, (artículo  32,)  y  que  el  condenado  que  se 
evadiese  de  la  prisión  ó  intentase  hacerlo,  no 
sea  tratado  como  reincidente,  sino  equiparado 
con  el  detenido  culpable  dp  la  misma  falta» 
(artículo  284,  parte  final.) 

Del  mismo  modo  que  el  Código  Francés,  y 
como  se  deduce  de  las  disposiciones  citadas, 
este  Código  sólo  considera  quebrantada  la  sen- 
tencia  cuando  se   ha  iniciado  su  cumplimiento 
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Art.  68.  Al  reo  comprendido  en  el  párrafo  i? 
del  artículo  precedente^  se  le  agravará  la  pena  con 
la  duración  de  un  término. 

A I  reo  comprendido  en  el  párrafo  2P^  se  le  agra- 
vará la  pena  con  la  quinta  parte  del  tiempo  que  le 
faltaba  para  cumplirla. 

A  rt.  64.  A I  que  quebranta  las  penas  de  expa- 
triación^ confinamiento^  ó  sujeción  á  la  vigilancia 
/'  déla  autoridad^  se  le  agravará  la  pena  con  arresto 

mayor  en  segundo  grado^  obligándosele  después  á 
completar  la  primitiva  condena^  bajo  fianza. 

En  caso  de  reincidencia  completará  el  tiempo  de 
su  condena  con  reclusión. 

Comentario. —  Creemos  preferible  la  supre- 
sión del  primer  párrafo  del  artículo  63  por  las 
injusticias  á  que  puede  dar  ocasión.  Para  ha- 
cerlas palmarias,  supongamos  dos  reos  con- 
denados por  la  misma  ejecutoria  á  15  años  de 
Penitenciaría,  de  los  que  el  uno  fuga  en  la 
mañana  del  día  en  que  su  codelincuente  es  en- 
cerrado en  el  establecimiento  penal  respec- 
tivo, para  evadirse  al  subsiguiente  día.  Re-  « 
capturados  ambos,  el  primero  que  no  ha- 
bía empezado  siquiera  á  sufrir  su  pena,  tiene 
el  recargo  de  un  término,  un  año  más;  total, 
16  años;  el  segundo  tiene  el  recargo  de  una 
quinta  parte  de  la  condena,  es  decir,  tres  años; 
total  18  años,  menos  unas  cuantas  horas.  ¿Se 
pretendería  justificar  semejante  diferencia, 
.  alegando  que  el  segundo  dio,  con  su  evasión, 
un  escándalo  que  puede  ser  de  trascendencia 
entre  los  penitenciados,  lo  que  no  sucede  res- 
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pecto  del  primero?  No  consideraríamos  seria 
la  observación,  porque  el  escándalo  sería  el 
mismo  si  fugase  la  víspera  de  cumplir  su  con- 
dena; y  entonces  no  le  correspondería  sino  un 
recargo  de  poco  más  de  cuatro  horas.  Luego, 
la  necesidad  de  prevenir  tales  escándalos  no 
ha  entrado  en  la  mente  de  la  ley.:p 


La  primera  parte  del  artículo  64  termina 
con  una  condición  que  no  siempre  será  de  po- 
sible cumplimiento:  el  expatriado,  confinado 
ó  vigilado  no  podrá  en  todo  caso  prestar  la 
fianza  á  que  se  le  obliga  después  de  su  arres- 
to. ¿Qué  hacer  en  tal  caso?  La  ley  no  lo  decla- 
ra, y  á  nuestro  entender  debía  adicionarse 
diciendo  en  el  inciso  final.  <tEn  caso  de  no 
prestarla  ó  de  reincidencia,  completará,  etc.:^ 

Habiendo  expuesto  en  el  comentario  al  artí- 
culo 61  las  penas  señaladas  al  quebrantamien- 
to de  condena  por  I015  diferentes  códigos  que 
con  el  presente  vamos  comparando,  nos  remi- 
timos á  lo  dicho  en  ese  lugar. 

Art.  65.  La  aplicación  de  las  penas  de  que  tra- 
ta este  título,  se  verificará  sin  más  trámite  que  la 
comprobación  de  la  identidad  del  reo. 

Comentario. — Reproducimos  aquí  lo  dicho 
en  la  nota  al  comentario  del  artículo  i.°  de  es- 
te Código,  y  en  el  del  artículo  126  del  de  En- 
juiciamientos en  materia  Penal,  segunda  edi- 
ción. 


J 
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TITULO  4.« 

DE  LA  EJECUCIÓN   DE  LAS  PENAS. 

Art.  66.  No  puede  ejecutarse  ninguna  pena  si- 
no en  el  modo  y  forma  que  la  ley  prescribe  ^  y  des- 
pués de  hallarse  ejecutoriada  la  sentencia. 

Comentario. — Este  artículo  prohibe  ahorcar 
6  decapitar  al  condenado  á  muerte;  encerrar 
en  los  cuarteles,  ú  otros  lugares  que  no  sean  la 
cárcel  respectiva,  á  los  condenados  á  la  pena 
de  este  nombre,  ó  á  las  de  reclusión  ó  arresto; 
á  todo  acto  arbitrario,  sea  de  rigor  ó  de  cle- 
mencia, en  la  ejecución  de  los  castigos. 

Prohibe  igualmente  proceder  á  esa  ejecu- 
ción, aún  con  estricta  observancia  de  las  for- 
mas legales,  si  la  sentencia  condenatoria  no 
está  todavía  ejecutoriada,  en  los  términos  que 
hemos  indicado  comentando  el  artículo  6i. 

Comete,  por  consiguiente,  el  abuso  de  auto- 
ridad, previsto  por  el  último  inciso  del  artícu- 
lo 198  de  este  Código,  el  funcionario  que  al- 
tere las  formas  de  ejecución  de  las  penas,  de 
que  se  encargan  los  artículos  siguientes;  lo 
mismo  que  el  que,  aún  sujetándose  á  ellas,  an- 
ticipa el  momento  de  la  ejecución.  Si  la  pena 
fuere  la  de  muerte,  quien  procede  abacería  efec- 
tiva, sin  que  el  fallo  esté  ejecutoriado,  es,  en 
nuestro  concepto,  reo  de  homicidio. 

El  Código  argentino. — No  contiene  á  es- 
te respecto  más  disposición  que  la  parte  pri- 
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mera  de  su  artículo  57,  que  dice:  cLa  ejecu- 
ción de  la  pena  de  muerte  tendrá  lugar  al  día 
siguiente  de  la  notificación  de  la  sentencia 
irrevocable.  3>  . 

Consideramos  cómo  inexcusable  omisión  su 
silencio  en  cuanto  á  las  demás  penas,  porque 
puede  ocasionar  graves  abusos. 


El  Código  belga. — Aún  cuando  los  térmi- 
nos en  que  están  concebidos  los  artículos  g, 
15,  18,  26  y  otros  de  este  Código,  hacen  com- 
prender que  la  ejecución  de  las  penas  no  puede 
realizarse  sino  con  las  formalidades  legales  y 
cuando  la  sentencia  esté  ejecutoriada;  no  ha- 
llamos en  él  disposición  expresa  que  se  opon- 
ga á  la  alteración  y  festinación  de  sus  pre- 
ceptos. 


El  Código  chileno  dice  en  su  artículo 
79:  «No  podrá  ejecutarse  pena  alguna  sino  en 
virtud  de  sentencia  ejecutoriada;»  y  en  el  80: 
Tampoco  puede  ser  ejecutada  pena  alguna  en 
otra  forma  que  la  prescrita  por  la  ley,  ni  con 
otras  circunstancias  ó  accidentes  que  los  ex- 
presados en  su  texto.  D 


El  Código  español,  prescribe  textualmen- 
te lo  mismo  que  el  chileno,  en  sus  artícu- 
los 86  y  87,  que  el  reformado  ha  reproducido, 
casi  á  la  letra  bajo  los  números  99  y  100. 


El  Código  francés.— Respecto  de  este  Có- 
digo reproducimos  lo  dicho  más  arriba  sobre 
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el  Código  Belga:  sus  artículos  23,  26,  28  y 
otros,  más  terminantes  aún  que  los  correspon- 
dientes de  este  último,  no  formulan  sinembar- 
go,  de  un  modo  expreso,  las  prescripciones  ge- 
nerales que  el  nuestro  y  el  Chileno  han  toma- 
do del  Español. 

El  Código  italiano  se  halla  en  el  mismo 
caso  que  el  Belga  y  el  Francés. 

Art.  67.  La  ejecución  de  la  pena  sólo  se  sus- 
penderá  en  caso  de  locura  ú  otra  enfermedad  gra- 
ve legalmente  reconocida,  hasta  que  se  restablezca 
el  delincuente  en  un  hospital  ú  otro  lugar  seguro. 

Comentario. — Comprendemos  que  este  artí- 
culo manda  suspender  la  ejecución  de  la  pena 
en  el  delincuente,  no  sólo  cuando  la  locura  ó 
enfermedad  grave  se  presenten  antes  de  que 
se  inicie  el  cumplimiento  de  la  condena;  sino 
también  cuando  ellas  sobrevengan  durante  ese 
cumplimiento;  y  que  la  enfermedad,  para  pro- 
ducir el  mismo  efecto  que  la  locura  en  la  con- 
dición del  reo,  ha  de  ser  de  aquellas  que  inha- 
bilitan materialmente  para  el  bien  y  para  el 
mal;  como  una  parálisis  completa  ú  otras  se- 
mejantes. 

El  loco  se  halla  fuera  del  alcance  de  toda 
penalidad,  cualquiera  que  sea  el  fundamento 
que  se  la  quiera  reconocer.  ¿Cómo  expiaría 
su  delito  quien,  habiendo  perdido  la  concien- 
cia die  si  mismo,  no  goza  ni  sufre  porque 
es  incapaz  de  toda  reflexión?  ¿Qué  enmienda 
esperarse  del  que  no  guarda  memoria  del  pa- 
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sado;  ni  se  dá  cuenta  del  presente,  ni  puede 
elaborar  proyectos  para  el  po venir?  ¿Qué  re- 
celos puede  abrigar  la  sociedad  respecto  de  las 
acciones  futuras  de  un  ser  privado  de  iniciati- 
va inteligente,  y  cuya  actividad  meramente 
material  puede  encerrar  dentro  de  los  límites 
que  le  plazca?  ¿Qué  efectos  morales  puede 
producir  en  las  masas  el  castigo  de  un  desgra- 
ciado loco;  sino  los  de  compasión  para  éste  y 
repugnancia  para  la  autoridad  que  lo  mortifi- 
ca sin  objeto?  En  tales  condiciones  la  pena  no 
sería  más  que  una  crueldad  inútil. 

Es  indudable  que  entre  las  graves  enferme- 
dades que  la  ley  equipara  con  la  locura  para 
el  efecto  de  la  suspensión  del  castigo,  ha  de 
incluirse  la  imbecilidad;  pero  que  ha  de  ex- 
cluirse las  crónicas  que,  aún  siendo  de  necesi- 
dad mortales,  pero  á  largo  plazo,  dejan  al 
delincuente  expedito  para  reincidir.  El  im- 
bécil carece,  como  el  loco  de  los  elementos 
morales  de  la  criminalidad.  El  paralítico,  el 
que  no  puede  hacer  mal  uso,  ni  bueno,  de  sus 
miembros  por  aguda  dolencia;  carecen  á  su 
vez  de  los  elementos  materiales.  Trasforma- 
dos  uno  y  otros  en  hombres  incompletos,  han 
salido  de  \k  esfera  de  los  seres  sobre  cuyos  ac- 
tos estatuye  la  ley. 

No  debe  tomarse  literalmente  el  aplaza- 
miento del  castigo  para  llevarlo  á  efecto  cuan- 
do el  delincuente  se  restablezca.  Si  durante  la 
locura  ó  enfermedad  trascurre  el  término  le- 
gal de  la  prescripción,  y  vencido  éste,  el  con- 
denado recobra  la  razón  ó  la  salud;  la  autori- 
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dad  ha  perdido  ya  todo  derecho  para  apode- 
rarse de  él  y  cumplir  en  su  persona  la  decisión 
de  la  justicia. 

Como  observa  el  jurisconsulto  Don  Joaquín 
Francisco  Pacheco,  comentando  el  Código  es- 
pañol; las  cuestiones  sobre  ejecución  de  las 
penas  son  de  derecho  procesal,  y  se  hallan  fue- 
ra de  su  lugar  tratadas  en  el  Código  penal. 
Nuestros  legisladores  tuvieron  oportunidad  de 
remediar  esta  falta-de  orden,  pero  no  lo  hicie- 
ron; por  lo  que  tenemos  que  invadir,  una  vez 
más,  el  terreno  del  Código  de  procedimientos 
al  estudiar,  en  nuestras  instituciones,  esta 
cuestión  que  plantea  el  mismo  comentador  ci- 
tado. ¿Quién  debe  ordenar  la  suspensión  del 
castigo  en  los  casos  de  locura  ó  enfermedad 
del  reo? 

El  Código  de  Enjuiciamientos  peruano 
guarda  el  mismo  silencio  que  el  presente  sobre 
la  materia;  pero  nosotros  créenlos  que  si  se 
^^trata  de  condenados  á  cárcel,  reclusión  ó  arres- 
^^o,  ó  á  la  pena  capital;  esa  atribución  corres- 
ponde al  Juez  de  rematados,  y  si  de  reos  que 
se  hallen  en  la  única  Penitenciaría  de  la  Re- 
pública, al  Gobierno,  por  el  Ministerio  de  Jus- 
ticia y  con  audiencia  del  Fiscal  de  la  Corte 
Suprema.  El  juez  ejecutor  al  cumplir  la  mi- 
sión que  le  encarga  el  artículo  183  del  Códi- 
go de  procedimientos,  y,  en  su  caso  el  jefe  de 
la  prisión  donde  se  esté  cumpliendo  la  conde- 
na, deberían  poner  en  conocimiento  del  Presi- 
dente de  la  Corte  Superior  respectiva,  ó  en  el 
del  Ministro  del  ramo,  el  hecho  de  la  locura  ó 
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enfermedad;  á  fín  de  que,  después  de  compro- 
barlo con  el  testimonio  de  peritos  especial istas, 
dictasen  las  órdenes  correspondientes. 

Preguntamos  ahora  ¿Cabe  la  suspensión  de 
la  pena,  por  las  causales  á  que  se  reñere  el  ar- 
tículo que  vamos  contentando,  cuando  aquella 
sea  de  expatriación  ó  confinamiento? 

Estando  á  los^érminos  generales  del  artícu- 
lo, hay  que  aceptar  la  solución  afirmativa: 
el  desterrado  que  enloqueciere  ó  enfermare  gra- 
vemente, puede  ser  sustituido  al  seno  de  la 
patria  ó  al  lugar  de  su  domicilio,  á  fín  de  que 
allí  reciba  los  socorros  que  su  desgraciada  si- 
tuación reclama,  y  del  mismo  modo  podrán 
ser  retenidos  en  el  Perú  y  en  el  lugar  de  su 
residencia,  los  que  aún  no  hubieren  comenza- 
do á  cumplir  su  condena.  En  uno  y  otro  caso 
permanecerán  durante  su  asistencia  en  el  hos- 
pital ó  lugar  seguro  de  que  habla  la  ley. 

El  Código  argentino. — Nada  establece  so- 
bre suspensión  de  penas  en  los  casos  de  locura 
ó  enfermedad  del  condenado;  salvo  que  reser- 
ve las  disposiciones  en  esta  materia  al  Código 
de  procedimientos,  que  no  conocemos  por  no 
habernos  sido  posible  conseguirlo. 

Aunque  nos  anticipamos  algo;  debemos  ad- 
vertir que  este  Código  tampoco  ordena  la  sus- 
pensión de  la  pena  de  muerte  en  la  mujer  em- 
barazada, porque  ha  excluido  de  un  modo  ge- 
neral á  todas  las  personas  de  ese  sexo  de  tan 
terrible  castigo  (art.  59.) 
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El  Código  belga.  — Guarda  también  el  mis- 
mo silencio  que  el  argentino;  y  su  correspon- 
diente de  procedimientos  tampoco  contiene 
nada  al  respecto.  Sólo  el  artículo  ii.^  del  pri- 
mero manda  suspender  la  ejecución  de  la  pe- 
na capital  en  la  mujer  en  cinta  hasta  después 
del  alumbramiento. 


El  Código  chileno. — En  su  articulo  8i, 
dice:  cSi  después  de  cometido  el  delito  ca- 
yere el  delincuente  en  estado  de  locura  ó  demen- 
cia,  se  observarán  las  reglas  siguientes: 

I.'  Cuando  la  locura  ó  demencia  sobreven- 
gan antes  de  pronunciarse  la  sentencia  de  tér- 
mino, se  suspenderán  los  efectos  de  ésta  sin 
aplicarse  al  reo  pena  alguna  corporal  hasta  que 
recobre  la  razón,  observándose  lo  que  para 
tales  casos  se  determine  en  el  código  de  pro- 
cedimientos. 

2/  Cuando  tenga  lugar  después  de  pronun- 
ciarse dicha  sentencia,  si  ella  le  impone  pena 
de  crimen,  el  tribunal  dispondrá  su  traslación 
á  uno  de  los  hospitales  destinados  á  los  enfer- 
mos de  aquella  clase,  y  si  la  pena  fuere  menor 
podrá  acordar,  según  las  circunstancias,  ó  bien 
que  sea  entregado  á  su  familia,  bajo  fianza  de 
custodia  y  de  tenerle  á  disposición  del  mismo 
tribunal  ó  que  se  le  recluya  en  un  hospital 
de  insanos. 

En  cualquier  tiempo  que  el  loco  ó  demente 
recobre  el  juicio  se  hará  efectiva  la  sentencia; 
pero  si  ella  le  impusiere  privación   ó  restric- 

6o 


—  4í6  — 

ci6n-  temporal  de  libertad,  se  imptftari '  á  ^u 
duración  el  tiempode  la  locura 6  demencia. 

Como  se  nota;  este  Código  no  contiene  la 
disposición  humanitaria  del  nuestro  en  favor 
del  enfermo  á  quien  aqueja  aguda  dolencia, 
ni  se  pronuncia  de  un  modo  claro  para  el  ca- 
so de  sobrevenir  la  incapacidad  mental  duran- 
te el  cumplimiento  de  la  condena. 

Hallamos,  no  obstante,  una  disposición  pre- 
visora y  justa,  que  desearíamos  ver  trasladada 
á  nuestra  ley,  en  la  parte  final  del  artículo  tras>^ 
crito;  la  que  manda  iipputar  á  la  duración  de 
la  pena  que  priva  de  la  libertad  ó  la  restrínje, 
el  tiempo  de  detención  en  el  hospital  6  mani- 
comio. Es  cierto  que  el  artículo  31  de  nuestro 
Código  suple  esta  disposición;  pera  tratando^ 
se  de  un  caso  de  suyo  excepcional  y  raro,  se- 
ría preferible  una  prescripción  expresa* 


El  Código  español  dispone,  en  su  •  artículo' 
88  casi  lo  mismo  que  el  chileno.  Dice  textual- 
mente: «Los  delincuentes,  que,  después  del 
delito,  cayeren  en  estado  de  locura  ó  demen- 
cia, no  sufrirán  ninguna  pena,  ni  se  les  notifi- 
cará la  sentencia  que  se  les  imponga  hasta  que 
recobren  la  razón,  observándose  lo  que  para 
este  caso  se  determine  en  el  Código  de  Pro- 
cedimientos. 

<rEl  que  perdiere  la  razón  después  de  la  sen- 
tencia en  que  se  le  imponga  pena  aflictiva,  se- 
rá constituido   en   observación  dentro  de  la 
misma  cárcel,  y  cuando  definitivamente  sea' 
declarado  demente,  se  le  trasladará  á  un  hoa-* 
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pitalien  donde  se  le  colocará  en  una  habita- 
ción solitaria.  * 

cSi  en  la  sentencia  se  impusiere  una  pena 
menor,  el  Tribunal  podrá  acordar  que  el  loco 
.  6  demente  sea  entregado  á  su  familia  bajo  fian- 
za de  custodia,  detenerlo  á  disposición  del 
mismo  Tribunal,  ó  que  se  le  recluya  en  un 
hospital,  según  estimare. 

«En  cualquier  tiempo  que  el  demente  reco- 

-  bre  el  juicio  se  ejecutará  la   sentencia.    Esta 
tUsposición   se  observará   también  cuando  la 

-  locura  ó  demencia   sobrevenga,    hallándose  el 
'sentenciado  cumpliendo  la  condena. :d 

El  Código  francés  se  conduce  en  esta  ma- 
:  teria  exactamente  como   ^1    belga:  su  artículo 
27  es  el  que  prescribe  la  sijispensión  de  la  sen- 
tencia de  muerte  en  la  mujer  embarazada  has- 
ta después  del  parto. 

El  Código  italiano  ha  reservado  al  de  Pro- 
cedimiento Penal  las  disposiciones  relativas  á 
este  asunto.  En  efecto,  este  último,  en  su  ar- 
tículo 586,  dice:  dLa  ejecución  de  las  senten- 
cias pasadas  en  autoridad  de  cosa  juzgada 
quedará  en  suspenso  en  los   casos  siguientes: 

I.*'  Cuando  una  mujer  condenada  á  muer- 
te se  encuentre  en  cinta;  en  este  caso  se  dife- 
rirá la  ejecución  de  la  sentencia  hasta  después 
del  parto;  i> 

««2.*  Cuando  el  sentenciado  á  una  pena  cor- 
poral esté  demente  ó  atacado  de  una  enferme- 
dad graveí  2» 
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Art.  68. — La  pena  de  muerte  se  ejecutará  fusi- 
lando al  delincuente  en  el  fugar  del  juicio. 

Comentario. — Todas  las  legislaciones,  harto 
numerosas  por  desgracia,  que  mantienen  á  la 
cabeza  de  su  escala  penal  este  horroroso  cas- 
tigo, procuran,  ea  homenaje  á  la  civilización 
que  contra  él  protesta,  hacerlo  cada  día  me- 
nos repugnante,  en  su  forma  de  ejecución:  unas 
aceptan  la  horca  ó  el  garrote  porque  no  derra- 
man sangre;  y  otras  los  rechazan  por  la  inse- 
guridad de  sus  efectos  y  los  prolongados  su- 
frimientos que,  en  muchos  casos,  imponen  á 
la  víctima;  otras  se  deciden  por  la  decapita- 
ción, con  el  hacha  ó  la  guillotina,  más  rápida 
que  la  asfixia  por  suspensión  ó  extrangulación; 
pero  muchos  la  encuentran  sobrado  cruenta. 
Aquí  se  exije  la  ejecución  aparatosa,  imponen- 
te, pero  rápida,  para  conseguir  la  intimidación 
y  el  escarmiento;  allá  se  aplica  la  última  pena 
en  silencio,  entre  los  muros  déla  prisión,  á  fin 
de  que  á  la  sociedad  no  llegue  sino  la  aterra- 
dora noticia  del  horrible  drama.  Nuestros  le- 
gisladores se  decidieron  por  el  fusilamiento, 
más  rápido  que  la  horca,  menos  sangriento  que 
la  decapitación;  pero  sin  indicar  si  la  ejecución 
ha  de  ser  pública  ó  se  puede  realizar  á  extra- 
muros, ó  dentro  de  las  pri^siones;  limitándose  á 
prescribir  que  se  efectúe  en  el  lugar  del  juicio. 

En  otros  países,  como  en  seguida  veremos, 
la  ley  penal'  es  minuciosa  en  detalles  sobre  la 
manera  de  cumplir  semejantes  condenas:  en- 
tre nosotros  no  hay  más  ritualidades  que  las 


consagradas  por  el  uso;  y  aún  esas  no  se  ha- 
llan en  vigor,  porque  el  Juez,  á  quien  tocaba 
una  ingerencia  constante  y  directa  en  todos 
los  pormenores  de  la  ejecución,  llena  hoy  su 
ministerio  mandando  sacar  testimonio  de  la 
sentencia  y  remitiéndolo  á  la  autoridad  políti- 
ca para  que  haga  efectiva  aquella. 

Ya  que  se  persigue  la  ejemplarización,  an- 
tes que  otro  objeto,  con  estas  escenas  de  ho- 
rror; juzgamos  que  lo  natural  sería  la  ejecución 
del  reo  en  el  lugar  donde  cometió  el  delito 
pues  en  el  del  juicio,  que  es  la  capital  de  pro^ 
vincia,  no  se  tiene  conocimiento,  muchas  ve- 
ces, del  crimen  tan  terriblemente  expiado. 

Si  la  pena  de  muerte  fuera  un  efecto  legíti- 
mo del  derecho  de  castigar,  6  siquiera  una  ne- 
cesidad de  las  sociedades  cultas;  es  casi  seguro 
que  ya  todas  las  legislaciones  estarían  acordes 
sobre  lo  que  podría  llamarse  la  forma  princi- 
pal de  la  ejecución,  como  lo  están  en  todo  lo 
que  es  racionalmente  justo  y  conviene  á  su  ver- 
dadero progreso.  Esta  desconformidad  de  usos, 
por  pueril  que  la  observación  parezca,  contri- 
buye no  poco  á  confirmarnos  en  las  ideas  que, 
sobre  este  resabio  de  las  épocas  de  barbarie, 
hemos  emitido  antes,  en  el   presente  estudio. 

Nuestros  Tribunales,  por  otra  parte,!  con  el 
completo  abandono  que  han  hecho  de  la  pena 
capital,  procurando  eludir  su  aplicación  aún 
en  casos  en  que  se  ha  hallado  claramente  in- 
dicada por  los  caracteres  del  delito;  han  ro- 
bustecido nuestra  esperanza  de  la  próxima  de- 
saparición en  nuestra  ley  de  una  práctica  que 


sola  piaede  .ser  considerada  oonDOinn.iaiKffinta- 
ble.  abuso  de  fuerza. 


El  Código  ARGENTINO  dice:  «Art.  56.  La  eje- 
cución de  la  pena  de  muerte  tendrá  lugar  de»- 

-  tro  del  establecimiento  en  que  se  encuentre-  el 
condenado,  quien  será  asistido  por  el  sacerdo- 

■  te  ó  ministro  del  culto,  cuyo*  auxilio  hubiera 
solicitado  6  aceptadoi>.— «Él  Juez'de  la  cansa 
hará  constar  la  ejecución  de  la  pena  en  una 
acta  que  seunirá  al  proceso.  Esta  acta  y  la 
sentencia  se  publicarán  por  dos; diarios  ó*  pe- 

'  riódicos  de  la  localidad  1». 

« Art.  57.  La  ejecución  de  la  pena  de  muerte 
tendrá  lugar  al  día  siguiente  de  la  notificación 
de  la  sentencia  irrevocable!). — «La  notificación 
no  podrá  hacerse  en  víspera  de  domingo,  nkde 
fiesta  religiosa  ó  nacional. 

« Art.  58.  El  cadáver  del  ejecutado  será  en- 
tregado á  sus  parientes,  si  lo  pidiesen  al  Juez 
de  la  causa;  pero  no  podrán  enterrarlo  con 
pompa,  incurriendo,  de  lo  contrario,  en  la  pe- 
na de  arresto  de  un  mes  á  un  año.» 

Esta  prohibición  nos;  parece  un  ataque  al 
derecho  de  personas  no  culpables;  pero  es  ló- 

'  gica  consecuencia  de  una  pena  absurda;  todas 
las  legislaciones  que  vamos  comparando,  excep- 
to la  nuestra,  la  consignan  expresamente. 

El  Código  belga  dispone  lo  siguiente:. « Ar- 
.  tículo  8.°  Los  condenados  á  muerte  serán  de- 
capitados. 

fArt.  9.°  La  ejecución  se  verificará  púUica- 


mítttfe  en  eí  distrito  mufiicipál  désigfíatdtt*  por 
la  sentencia». — íEl  reo  acompañado  del  mi- 
nistro del  culto,  cuya  asistencia  haya  reclama- 
do 6  admitido,  será  conducido  al  lugar  del  su- 
plicio en  un  coche  celular,  de  donde  se  le  sa- 
cará, al  pié  del  cadalso,  siendo  ejecutado  in- 
mediatamente.» 

«Art  I  o.  El  cadáver  del  reo  se  entregará  á 
su  familia;  si  lo  reclama,  con  la  obligación  de 
enterrarlo  sin  pompa  alguna:» — «En  ningún  ca- 
so puede  ejecutarse  la  pena  de  muerte  en  los 
días  de  fiesta  nacional  ó  religiosa,  ni  en  los 
domingos». 

El  Código  chileno  prescribe  ésto:  «Art.  82. 
Todo  condenado  á  muerte  será  fusilado». — 
«La  ejecución  se  verificará  de  día  y  con  publi- 
cidad en  el  lugar  generalmente  designado  para 
este  efecto  ó  en  el  que  el  Tribunal  determine 
cuando  haya  causa  especial  para  ello». — «Esta 
pena  se  ejecutará  tres  días  después  de  notifi- 
cado al  reo  el  cúmplase  de  la  sentencia  ejecuto- 
ria; pero  si  el  vencimiento  de  este  plazo  corres- 
pondiere á  uno  ó  más  días  de  fiesta  religiosa  ó 
nacional,  se  postergará  para  el  siguiente». 

«Art,  83.  El  reo  acompañado  del  sacerdote 
6  ministro  del  culto  cuyo  auxilio  hubiere  pe- 
dido ó  aceptado,  será  conducido  al  lugar  del 
suplicio  en  un  carruaje  celular.  Llegado  allí 
será  sacado  del  carruaje  é  inmediatamente 
ejecutado». 

«Art.  84.  Elcadáver  del  ajusticiado  será  en- 
tregado á  su  familia,  si  ésta  lo  pidiere,  quedan- 
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do  obligada  á  hacerlo  enterrar  sin  aparato 
alguno.» 

El  Código  español  disponía  lo  siguiente: 
«Art.  89.  La  pena  de  muerte  se  ejecutará  en 
garrote  sobre  un  tablado,— La  ejecución  se 
verificará  de  día  y  con  puolicidad  en  el  lugar 
generalmente  destinado  para  este  efecto  6  en 
el  que  el  Tribunal  detei;mine,  cuando  ha}ra 
causas  especiales  para  ello». — «Esta  pena  no 
se  ejutará  en  días  de  fiesta  religiosa  ó  nacio- 
nal».— tArt.  90.  El  sentenciado  á  la  pena  de 
muerte  será  conducido  al  patíbulo  con  hopa 
negra,  en  caballería  6  carro». — El  pregonero 
publicará  en  alta  voz  la  sentencia  en  los  para- 
jes del  tránsito  que  el  juez  señale». — «Art.  91. 
El  regicida  y  el  parricida  serán  conducidos  al 
patíbulo  con  hopa  amarilla  y  un  birrete  del 
mismo  color:  uno  y  otro  con  manchas  encar- 
nadas».— «Art  92.  El  cadáver  del  ejecutado 
quedará  expuesto  en  el  patíbulo  hasta  una  ho- 
ra antes  de  oscurecer  en  la  que  será  sepultado 
entregándolo  á  sus  parientes  ó  amigos  para  es- 
te efecto  si  lo  solicitaren.  El  entierro  no  podrá 
hacerse  con  pompa». 

El  Código  reformado  conserva  casi  en  su 
totalidad  estas  disposiciones  (art.  102,  103  y 
104,)  pero  ha  reducido  á  un  día  la  permanen- 
cia del  reo  en  capilla  y  suprimido  la  hopa  y 
birrete  amarillos  del  parricida  y  regicida,  que 
son  conducidos  al  patíbulo  con  la  misma  ves- 
timenta que  los  demás  reos  de  muerte. 
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El  Código  francés  dice:  <cArt.  12.  A  todo' 
condenado  á  muerte  se  le  cortará  la  cabeza.» — 
«Art.  13.  El  culpable  condenado  á  muerte  por 
parricidio  será  conducido  al  sitio  de  la  ejecu- 
ción en  camisa,  con  los  pies  descalzos  y  la  ca- 
beza cubierta  con  velo  negro. 5 — «Será  expuesto 
sobre  el  cadalso,  mientras  un  ugier  dará  al 
pueblo  lectura  de  la  sentencia,  é  inmediata- 
mente será  ejecutado.» — drArt.  14.  Los  cadá- 
veres de  los  ajusticiados  se  entregarán  á  sus  fa- 
milias si  éstas  los  reclamasen,  siendo  de  su* 
cuenta  la  inhumación,  sin  aparato  ninguno.» 
— «Art.  25.  No  podrá  ejecutarse  ninguna  con- 
dena en  días  de  fiestas  nacionales  ó  religiosas, 
ni  en  los  domingos.» — «Art.  26.  La  ejecución 
tendrá  lugar  en  una  de  las  plazas  públicas  del 
lugar  que  la  sentencia  determine.» — «Art.  36. 
Todas  las  sentencias  de  muerte serán  im- 
presas en  extracto.» — dSe  fijará  en  público  en 
la  ciudad  central  de  la  proyincia,  en  aquella 
en  que  hubiere  sido  pronunciada  la  sentencia, 
en  la  localidad  del  territorioen  que  se  hubiere 
cometido  el  delito,  en  aquella  en  que  se  verifi- 
que la  ejecución  y  en  la  del  dotnicilio  del  con- 
denado. 


El  Código  italiano  prescribe  lo  que  en  se- 
guida trascribimos.» — «Art.  14.  La  pena  de 
muerte  se  ejecutará  en  la  forma  practicada 
actualmente.» — «La  ejecución  se  efectuará  en 
el  punto  donde  resida  el  tribunal  que  haya 
pronunciado  la  sentencia.» — aArt.    15.  Si  el 

condenado  á  muerte  por  sentencia  firme  se  fu- 
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gase  de  manos  de  la  autoridad,  ó  por 
haberse  suicidado  frustrase  la  ejecución,  el 
verdugo  fijará  en  una  columna,  en  el  lu- 
gar destinado  al  efecto,  un  cartel  en  el  cual 
se  incribirán  con  grandes  caracteres  el  nom- 
bre, apellido,  apodo,  si  lo  tuviere,  la  profesión, 
la  naturaleza,  el  domicilio  del  condenado,  el 
crimen  y  sus  circunstancias,  la  pena  impuesta 
y  la  fecha  de  la  sentencia.» — «El  cartel  perma- 
necerá fijo  por  tres  horas  á  lo  menos.D — «Art. 
*  23.  Las  sentencias  que  impongan  pena  de 
muerte se  imprimirán,  fijándose  y  publi- 
cándose en  el  punto  en  que  se  han  dictado, 
en  la  capital  del  distrito  municipal  en  que  se 
cometió  el  crimen,  y  en  la  localidad  del  domi- 
cilio ó  residencia  del  condenado » 

Este  Código  declara  infamante  la  condena 
de  muerte;  pero  limita  la  infamia  á  la  pesona 
del  delincuente. 

El  Código  de  procedimiento  penal,  contie- 
ne además  las  siguientes  disposiciones.  <r Art. 
584.  Las  sentencias  dictadas  en  materia  cri- 
minal, correccional  ó  de  policia  serán  ejecuta- 
das dentro  de  24  horas  siguientes si  no  hu- 
biere recurso  de  casación,  ó  caso  de  haberlo, 
dentro  de  las  24  horas  después  de  recibida  la 
sentencia  del  tribunal  de  casación  denegando 
el  recurso.» — «Art.  587.  Ninguna  ejecución  de 
pena  de  muerte  tendrá  lugar  en  día  festivo  ó 
en  cualquier  otro  día  en  que  ésto  esté  vedado. 
Art.  588.  El  Canciller  (secretario)  del  Tribunal 
superior  que  hubiere  pronunciado  la  sentencia 
de  pena  de  muerte  deberá  asistir  ala  ejecución; 
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dictará  el  acta  del  cumplimiento  de  la  misma, 
la  trascribirá  antes  de  las  24  horas  al  final  del 
original  de  la  sentencia,  firmará  esta  trascrip- 
ción y  hará  mención  de  ello  en  el  margen  del 
acta.3> — íArt.  589.  Las  disposiciones  del  artí- 
culo precedente  serán  igualmente  observadas, 
cuando  por  fuga  del  sentenciado  ó  por  muerte 
violenta  del  mismo,  deba  verificarse  la  ejecu- 
ción de  la  sentencia,  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  15  del  Código  penal,  d 


Art,  69. — Se  suspenderá  la  ejecución  de  la  pena 
de  muerte  en  la  mujer  preñada^  hasta  cuarenta 
días  después  del  parto;  y  en  el  que  hubiese  perdido 
madre,  padre,  hijo  6  cónyuge,  hasta  quince  días 
después  del  fallecimiento.  En  estos  casos  no  se  ha- 
rá saber  la  sentencia,  sino  cuando  hayan  trascurrid 
do  los  términos  de  la  suspensión. 

Comentario. — Basta  el  enunciado  de  la  dis- 
posición contenida  en  el  primer  término,  pri- 
mer período  de  este  artículo,  para  que  se  des- 
cubra el  fondo  de  justicia  natural  que  la  ha 
inspirado.  No  era  suficiente  respetar  la  exis- 
tencia del  ser  que  lleva  en  su  seno  una  madre 
criminal,  esperando  el  instante  del  alumbra- 
miento; era  necesario  además  asegurar  á  ese 
hijo  desventurado  las  condiciones  de  viabili- 
dad durante  el  tiempo  que  la  experiencia  ha 
demostrado  ser  indispensable  la  lactancia  por 
la  propia  madre  ú  otra  mujer  que  se  halle 
en  condiciones  fisiológicas  análogas.  Puesto 
que  la  ley  no  podía  garantizar  al  recien  nacido 


r.» 


la  subsistencia  conveniente;  tenía  que  conser- 
varle la  fuente  de  vida  que  recibió  de  la  natu- 
raleza. 

Como  hemos  visto,  en  las  comparaciones 
hechas  al  estudiar  el  artículo  67  y  el  68;  todas 
las  legislaciones  que  hemos  tomado  para  nues- 
tras referencias  consignan  disposiciones  aná- 
logas. 

Creemos  una  especialidad  del  Código  pe- 
ruano la  suspensión  ó  aplazamiento  de  la  eje- 
cución de  la  pena  capital  en  el  que  ha  perdido 
sus  padres,  sus  hijos  ó  su  cónyuge:  dictada  á 
no  dudarlo  con  sólo  un  fin  humanitario,  le  ha- 
llamos cierta  trascendencia  en  el  orden  civil, 
que  probablemente  no  entró  en  la  mente  del 
legislador. 

No  produciendo  interdicción  civil  la  conde- 
na á  muerte,  el  reo  puede  adquirir  por  heren- 
cia bienes  y  trasmitirlos  á  sus  descendientes  ó 
á  extraños.  Es,    por   consiguiente,  justo  darle 
tiempo  para  consignar,  en  el  testamento  que 
hiciere,  las  disposiciones  que  le  convenga  res- 
pecto de  los  bienes   últimamente  habidos.    Y 
nos  inclinamos  á  creer,    como  hemos  dicho, 
que  esta  consideración  no  fué  tomada  en  cuen- 
ta al  dictarse  la  ley,  porque   entonces  habría 
tenido  mayor  amplitud,  ordenando  la  suspen- 
sión de  la  pena  por  fallecimiento  de  ascendien- 
tes ó  descendientes   á  quienes  el  condenado 
tuviere  derecho  de  heredar   por   testamento  6 
ab  intestato. 
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Art.  70. — Si  muchos  reos  de  un  mismo  delito  fue- 
sen sentenciados  á  muerte,  se  observarán  las  siguien- 
tes reglas: 

1\  El  cabecilla  será  ejecutado  siempre;  así  mis- 
mo el  co-autor,  si  solamente  fuere  uno. 

2^.  Silos  autores,  fuera  del  cabecilla,  fuesen  dos 
6  más  hasta  diez  inclusive,  se  sorteará  uno  para 
que  sufra  la  pena  junto  con  el  cabecilla. 

5*.  Si  los  reos  fuesen  más  de  diez,  se  sorteará 
uno  por  cada  docena;  y  si  pasasen  de  cincuenta,  se 
sortearán  de  tal  modo  que  nanea  sean  ejecutados 
más  de  cinco  fuera  del  cabecilla. 

4\  Los  reos  que  por  las  disposiciones  anterio- 
res salven  de  la  pena  de  muerte,  sufrirán  peniten- 
ciaría en  cuarto  grado. 

Comentario. — Para  la  aplicación  de  la  segunda 
regla  se  ha  prensentado  una  insuperable  difi- 
cultad; la  falta  de  una  ley  que  determine  las 
formas  y  solemnidades  del  sorteo  y  la  autori- 
dad ante  la  cual  haya  de  verificarse.  El  pri- 
mer caso  que  sobre  el  particular  recordamos 
es,  el  relativo  á  los  reos  Nuñez  y  La  Valle  á 
quienes,  por  resolución  suprema  de  28  de  Agos- 
to de  1869,  se  mandó  depositar  en  la  Peniten- 
ciaría, mientras  el  Poder  Legislativo  salvase 
la  omisión  entonces  advertida.  Más  tarde, 
fueron  condenados  á  muerte,  en  la  provincia 
de  Huancavelica,  Vicente  Escobar  y  cuatro  ó 
cinco  individuos  más  del  caserío  de  Sacsamar- 
ca,  culpables  de  homicidio  por  cremación  en 
las  personas  de  José  Quisoruco  y  Mercedes  Va- 
llico; y  después  de   larga  discusión   entre  las 
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autoridades  judicial  y  política,  de  las  que  la 
primera  sostenía  y  la  segunda  negaba  la  vali- 
dez de  un  sorteo  practicado  en  forma  arbitra- 
ría, se  ejecutó  á  Escobar;  siguiéndose  respec- 
to de  sus  codelincuentes,  por  disposición  su- 
prema también,  la  misma  línea  de  conducta 
observada  en  el  caso  de  Nuñez  y  La  Valle. 

El  Congreso  ha  rehuido  la  ocasión  de  ab- 
solver la  consulta  hecha  sobre  el  particular, 
aplazándola,  al  principio,  de  legislatura  á  le- 
gislatura, y  terminlmdo  pe*  darla  de  mano  en 
lo  absoluto;  lo  que,  si  va  ahorrando  al  país  el 
desagradable  espectáculo  de  las  ejecuciones 
múltiples,  es  poco  digno  de  la  seriedad  corres- 
pondiente á  un  alto  poder  del  Estado.  Si  hay 
horror  por  la  pena  de  muerte,  si  se  la  concep- 
ttSa  inconveniente  é  injusta,  nada  es  más  co- 
rrecto que  aboliría  con  franqueza  y  sustituirla 
con  un  grado  más  de  penitenciaría.  Si,  por  el 
contrario,  se  la  mira  según  la  expresión  de  al- 
gunos, como  un  mal  indispensable^  téngase  el  va- 
lor necesario  para  legislar,  sin  que  quede  á  la 
prudencia  de  los  otros  poderes  públicos  dictar 
medidas  subsidiarias  que  carecen  de  consisten- 
cia y  eficacia. 

Esta  disposición  del  sorteo,  tendente  á  evi- 
tar las  desastrosas  consecuencias  que  para  el 
incremento  de  la  población  traerían  la  repeti- 
ción de  los  crímenes  y  la  severidad  de  la  justi- 
cia, eá  también  peculiar  de  la  ley  peruana.  Por 
lo  menos  no  la  encontramos  en  ninguno  de  los 
seis  códigos  que  con  el  nuestro  vamos  compa- 
rando. 
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Art.  71. — La  pena  de  penitenciaría  se  cumplirá 
en  el  establecimiento  de  este  nombre^  con  sujeción  á 
su  reglamento  especial,  (i) 


(i)  £n  1863  dictó  el  Gobierno  para  la  penitenciaría  de  Lima,  nn  re- 
glamento que  corre  inserto  en  **E1  Peruano"  y  que  el  lector  puede 
hallar  in  extenso  en  la  excelente  obra  del  Dr.  D.  Francisco  García 
Calderón  "Diccionario  de  Legislación  Peruana." 

Por  supremo  decreto  de  31  de  Enezo  de  1870,  se  creó  una  Junta 
Inspectora  del  mismo  establecimiento,  compuesta  del  Presidente  de 
la  Corte  Superior  de  Lima,  el  Fiscal  del  Crimen  de  la  misma,  el  Al- 
calde Municipal,  el  Director  de  Beneficencia  y  un  miembro  más  de 
libre  nominación  del  Gobierno;  y  se  estableció  que  el  personal  para 
la  administración  y  servicio  de  esa  casa  constara  de  Director,  Inspec- 
tor, Tesorero,  Ecónomo,  Secretario,  Capellán,  Médico,  un  interno  de 
éste,  Boticario,  Matrona,  una  Auxiliar  de  ésta,  y  22  empleados  más, 
entre  guardas,  porteros  y  sirvientes. 

Este  personal  no  correspondía  ya  á  las  prescripciones  *del  Regla- 
mento de  1863  que  reconocía  un  Subdirector  en  vez  del  Inspector;  vi- 
gilantes y  rondines,  que  el  decreto  de  1870  no  considera,  por  lo  me- 
nos bajo  la  misma  denominación,  é  Inspector  de  menores  de  que  tam- 
poco se  ocupa;  y  de  este  modo,  la  vida  del  establecimiento  iba  apar- 
tándose de  la  regla. 

El  aumento  de  penitenciados  varones,  hasta  hacer  insuficientes  las 
celdas  para  alojarlos,  hizo  necesaria  la  separación  de  las  mujeres,  que 
trasladadas  á  la  Cárcel  de  Guadalupe,  cedieron  su  puesto  á  reos  que 
era  preciso  encerrar  de  preferencia. 

Hubo  que  suprimir  del  personal  la  Matrona  y  su  Auxiliar,  desvián- 
dose aún  más  la  marcha  de  la  penitenciaría  de  su  respectivo  Regla- 
mento. 

^  Durante  la  administración  que  se  inició  en  1876,  notándose  que  el 
sostenimiento  de  esa  casa  era  gravoso  para  el  Fisco  Nacional,  pues 
no  reembolsaba  con  el  trabajo  de  los  reos  los  gastos  de  su  alimenta- 
ción y  asistencia;  se  apeló  al  régimen  de  contratar  con  una  empresa  la 
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Art.  72. — Las  penas  de  cárcel  y  reclusión  se  cum- 
plirán en  la  capital  del  respectivo  departamento  y 
en  las  casas  públicas  denominadas  Cárceles,  (2) 

Comentario. — Divididos  están  los  criminalis- 
tas en  cuanto  al  género  de  vida  que,  en  sus 
respectivas  prisiones,  deben  llevar  los  peni- 
tenciados y  encarcelados. 


provisión  de  víveres,  vestuario,  etc.  concediéndole  en  cambio  el  de- 
recho de  aprovechar  del  trabajo  de  los  presos.  Entonces  militábamos 
en  la  prensa  periódica,  y  combatimos  esta  inconveniente  disposición, 
que  al  fin  prevaleció  y  subsiste  hasta  el  día,  haciendo  imposible  la  ob- 
servancia del  Reglamento  de  1863. 

Un  Gobierno  de  facto,  el  que  presidió  don  Miguel  Iglesias,  para 
remediar  esta  situación,  expidió  un  Reglamento,  que  inserto  corre  en 
<<£1  Peruano"  afio  43,  tomo  1?  N?  17  correspondiente  al  18  de  Abril 
de  1855;  pero  anulados  todos  los  actos  internos  de  ese  gobierno  por  una 
ley  posterior,  ha  quedado  sin  fuerza.  Sin  embargo  es  la  única  regla 
de  conducta  que  hoy  tiene  ese  importante  establecimiento,  por  no  ha- 
berse resuelto  aún  nada  sobre  el  proyecto  que  formó  la  Junta  Inspec- 
tora y  que,  con  informe  de  tres  magistrados  respetables,  los  doctores 
don  José  £.  Sánchez,  don  Mariano  J.  Corzo  y  don  Santiago  Figne- 
redo,  expedido  el  20  de  Junio  de  1891,  se  presentó  al  Gobierno. 

Hemos  leído  ese  proyecto,  que  tiene  bastante  semejanza  con  el  re- 
glamento de  1863,  y  como  él,  adolece,  á  primera  vista,  de  fialta  de  or- 
den en  la  distribución  de  sus  preceptos,  lo  que  sería  dificil  evitar. 

(2)  La  mejor  Cárcel  de  la  República  es  la  de  Guadalupe,  en  Lima; 
y  es  una  verdadera  escuela  de  corrupción.  Ni  la  administración  gene- 
ral ni  la  local  se  cuidan  de  cortar  este  germen  de  perdición,  que  acabará 
por  prostituir  los  elementos  sanos  que  quedan  en  nuestras  bajas  clases 
sociales.  En  3  de  Julio  de  1879  se  expidió  para  dicha  Cárcel  un  regla- 
mento que,  con  numerosos  errores  tipográficos  y  de  compaginación  se 
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Aceptan  unos  Ja  completa  vida  común,  á  se- 
mejanza de  la  monástica,  bajo  la  vigilancia  de 
autoridades  severas  y  el  empleo  dé  la  más  ri- 
gurosa disciplina.  Los  presos  deben  asistir  al 
mismo  refectorio,  tomar  los  mismos  alimentos, 
dormir  en  grandes  salones' y  trabajar  en  talle- 
Ves  dirij  idos  por  maestros,  comunes  para  los 
que  han  sido  dedicados  al  mismo  oficio. 
Puesto  que  el  hombre  es  eminentemente  so- 
ciable dicen,  y  no  ha  de  vivir  jamás  aislado; 


publicó  en  el  N9  56  tomo  2?  año  45  de  "El  Peruano"  correspondien- 
te al  24  de  Noviembre  de  18S6.  Ese  reglamento  no  se  cumple  absolu- 
tamente; porque  descansa  sobre  el  falso  supuesto  de  que  dicha  cárcel 
sea  un  establecimiento  de  corrección  por  la  moral  y  el  trabajo. 

Aunque  con  infracción  de  lo  dispuesto  por  el  articulo  383  del  Regla- 
mento de  tribunales;  se  ha  establecido,  en  el  antiguo  connrento  de 
Santo  Tomás,  una  cárcel  especial  para  mujeres,  bajo  la  dirección  de 
las  hermanas  de  la  3*  orden  franciscana.  No  se  ha  dado  reglamento  á 
la  nueva  cárcel;  sin  embargo,  combinando  las  prácticas  establecidas 
para  la  de  Guadalupe  por  uno  de  los  más  respetables  magistrados  que 
hemos  ten^,  el  Dr.  D.  Manuel  de  la  E.  Qiacaltana,  con  las  reglas 
de  la  institución  á  que  las  directoras  pertenecen,  ese  establecimiento 
se  halla  en  condiciones  muy  superiores  á  las  de  aquella. 

Mientras  nuestros  administradores  no  se  persuadan  de  que  la  es- 
cuela y  la  cárcel  son  los  dos  polos  sobre  que  jira  la  sociedad  en  su 
movimiento,  y  de  que  reclaman  por  consiguiente  una  atención  de  pre- 
ferencia cualesquiera  que  sean  los  sacrificios  que  su  sostenimiento 
exija;  mientras  las  cárceles  no  participen  de  una  organización  seme- 
jante á  la  que  permite  funcionar,  aunque  penosamente,  á  la  peniten- 
ciaría ée  Lima;  bien  podrían  4ispensarse  de  sostener  una  magistratu- 
nt  y  una  policía  de  seguridad,  que  nada  significan  sin  buenos  estable- 

cix^ientos  penales. 

•    62 


/ 


—  441  — 

es  necesario  educarle  para  la  vida  social,  sir- 
viéndole escuela  el  establecimiento  de  pe- 
nalidad que  ha  de  transformarlo  de  elemento 
nocivo  en  miembro  útil  de  una  agrupación  hon- 
rada y  laboriosa.  • 

Partidarios  otros  de  la  expiación,  que  há 
de  purificar  al  criminal,  despertando  por  el 
dolor  su  arrepentimiento,  y  haciéndole  formar 
la  resolución  sincera  de  cambiar  sus  costum- 
bres; opinan  en  favor  del  aislamiento  absolu- 
to de  los  presos  en  celdas  individuales:  allí  el 
criminal  ha  de  trabajar  soló,  y  solo  satisfacer 
todas  las  necesidades  de  la  vida,  hasta  que 
llegue  el  término  de  la  condena  que  le  fué  im- 
puesta. Sin  más  compañía  que  la  de  su  pro- 
pia conciencia,  el  remordimiento  afirman,  es 
un  roedor  constante  que  arrancando  de  su 
alma  las  malas  pasiones;  el  recuerdo  de  su  de- 
lito le  presenta  éste  á  cada  instante,  como  la 
causa  directa  de  su  triste  condición;  y  así  ex- 
pía, y  así  mejora  su  condición  moral. 

Persuadidos  y  aleccionados  otros,  por  la 
experiencia,  de  los  inconvenientes  de  uno  y 
otro  sistema,  han  ideado  un  tercero  que  pu- 
diéramos llamar  ecléctico,  proclamando  las 
excelencias  del  sistema  celular  para  todo  lo 
que  no  sea  el  trabajo  manual  y  los  ejetcicios 
morales  y  religiosos,  y  la  conveniencia  de  la  co- 
munidad en  estos  últimos:  han  hecho,  con  tal 
fundamento,  diversas  combinaciones  qife  han 
producido  resultados  más  ó  menos  satisfacto- 
rios, según  el  grado  de  disciplina,  y  las  influen- 
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cias  del  medio  social  en  que  el  establecimien- 
to funciona. 

Aun  cuando,  siendo  simples  comentadores, 
están  fuera  de  nuestro  resorte  las  apreciacio- 
nes sobre  los  sistemas  penitenciarios,  no  po- 
dremos prescindir  de  indicar  nuestra  adhesión 
al  mixto,  en  el  que  á  nuestro  juicio,  debe 
predominar  el  régimen  celular. 

Nuestra  única  cárcel  penitenciaria  se  go- 
berna  por  un  sistema  que  tiene  pretensiones 
de  mixto:  las  demás  cárceles  siguen  el  de  vida 
común. 


El  Código  argentino,  en  su  artículo  64 
define  la  pena  de  presidio  como  la  consagra- 
ción perpetua  6  temporal  del  condenado  á  tra- 
bajos forzosos,  rudos  y  públicos;  y  sustituye 
esta  pena  con  la  de  penitenciaría  para  las  mu- 
jeres y  para  los  hombres  enfermos,  débiles  ó 
mayores  de  60  años.  Luego  dispone  lo  si- 
guiente: «Art.  65.  Los  sentenciados  á  peniten- 
ciaría sufrirán  las  penas  en  las  JPenintenciarías, 
y  donde  no  las  hubiere,  en  establecimientos 
distintos  de  los  presidios,  con  sujeción  á  tra- 
bajos forzosos  dentro  de  ellos  mismosD 

dArt.  66.  La  pena  de  penitenciaría  puede 
.  agravarse  con  reclusión  solitaria,  que  no  pa- 
se de  veinte  días,  en  los  aniversarios  del  de- 
lito. 

«Art.  68.  La  pena  de  prisión  se  sufrirá  en 
cárceles  que  no  sean  presidios  ó  peniten- 
ciarías. » 
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El  Código  belga,  que  como  sabemos,  no 
establece  las  penas  de  penitenciaría  y  cárcel, 
por  lo  menos  bajo  estos  nombres;  pero  si  las^ 
análogas  de  trabajos  forzados,  detención,  re- 
clusión y  prisión;  dispone  lo  siguiente:  «Arf. 
14.  Los  condenados  á  trabajos  forzados  extin- 
guirán su  pena  en  la  cárcel  {maison  de /orce). 
— «Los  condenados  á  reclusión  la  sufrirán  en 
las  casas  de  reclusión,  d — «Art.  15.  A  cada  con- 
denado se  le  destinará  al  trabajo  que  se  le  ha- 
ya impuesto.» — «Art.  17.  Los  condenados  á  de- 
tención serán  encerrados  en  una  de  las  forta- 
lezas del  reino  ó  en  una  casa  de  reclusión  ó 
de  corrección,  designada  por  real  decreto.  i> 

Art.  26.  Los  condenados  á  prisión  correc- 
cional extinguirán  la  pena  en  las  casas  de  co- 
rrección.»— dSe  les  destinará  á  cualquiera  de 
los  trabajos  establecidos  ó  autorizados  en  la 
casa,  á  no  ser  que  el  Gobierno  los  dispense 
en  casos  excepcionales.» 


El  Código  chileno,  prescribe  esto:  <rArt. 
86.  Los  condenados  á  presidio  perpetuo,  re- 
clusión perpetua,  presidio  mayor  y  reclusión 
mayor,  cumplirán  sus  condenas  en  las  cárce- 
les penitenciarias.  De  esta  regla  se  exceptúa 
á  las  mujeres,  quienes,  mientras  no  se  cons- 
truyan en  dichas  cárceles  departamentos  es- 
peciales para  ellas,  las  cumplirán  en  las  casas, 
de  corrección,  lo  mismo  que  las  de  presidio 
menor,  reclusión  menor  y  prisión.» — «Art.  87. 
Los  condenados  á  presidio  menor  y  reclusión 
menor  cumplirán  sus  condenas  en  los  presU 
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dios;  los  condenados  á  prisión  las  cumplirán  en 
las  cárceles.  En  unos  y  otros  establecimientos 
deberá  mantenerse  con  la  correspondiente  se- 
paración á  los  r^os  menores  de  i6  años,  mien- 
tras no  se  construyan  otras  especiales  para 
ellos». 


El  Código  español,   después  de   disponer 
que  la  pena  de  cadena  perpetua   se  sufra   en 
cualquiera  de  los  puntos  destinados  á  este  ob- 
jeto en  África,    Canarias  ó  ultramar   (art.  94) 
que  la  de  cadena  temporal  se  purgue  en  uno 
de  los  arsenales  de  marina,  ó  en  obras  de  for- 
tificación, caminos  y  canales  dentro  de  la  pe- 
nínsula é    islas  adyacentes  fart.  95),  que   los 
reos  de  una  y  otra  lleven  siempre  una  cadena 
al   pié,  pendiente   de   la  cintura  ó-  asida  á  la 
de  otro  penado;  salvo  cuando  el  tribunal,  con- 
sultando la   edad,    salud,   estado  ú  otras  cir- 
cunstancias personales  del  delincuente,  dispon- 
ga que  sufra  la  pena  en  trabajos  interiores  del 
establecimiento  (art.  96)  y  de  hacer  excepcio- 
nes en  favor  de  los   mayores  de  60  años  y  de 
las  mujeres,  y  prohibir  que  los   condenados   á 
cadena  sean   ocupados  en  obras  de  empresa 
particular,  aunque  sean  contratados  con  el  Go- 
bierno  (art.  98  y  99)    prescribe   lo   siguiente. 
•Art.  100.  La  reclusión  perpetua  se  sufrirá   en 
un  establecimiento  situado  dentro  ó  fuera  de 
la  península,  y  en  todo  caso  lejano  del   domi- 
cilio del  penado». — «El  trabajo,  disciplina,  tra- 
ge  y  régimen  alimenticio  serán  uniformes». — 
«Art.  loi.  La  reclusión  temporal  se  cumplirá 
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en  la  misma  forma  que  la  reclusión  perpetua, 
pero  dentro  de  la  península  é  islas  Baleares  ó 
Canarias». — «Art.  102.  Las  penas  de  relegación 
perpetua  y  temporal  se  cumplirán  en  ultramar 
en  los  puntos  para  ello  designados  por  el  Go- 
bierno.^p — Los  relegados  podrán  dedicarse  li- 
bremente, bajo  la  vigilancia  de  la  autoridad,  á 
su  profesión  ú  oficio  dentro  del  radio  á  que  se 
extiendan  los  límites  del  establecimiento  pe- 
nal,»— «Art.  104.  Las  penas  de  presidióse  cum- 
plirán en  los  establecimientos  destinados  para 
ello,  los  cuales   deberán    estar  situados;   para 
el  mayor  dentro  de  la  península  é  islas  Balea- 
res ó  Canarias;  para  el    menor,  dentro   del  te- 
rritorio de  la  Audiencia  que  lo  imponga;  y  para 
el   correccional,    dentro  de    la   provincia  en 
que  tuviese  su   domicilio   el  penado,  y  en    su 
defecto  en  la  que  hubiese  cometido  el  delito.  t> 
— «Los  condenados  á  presidio  están  sujetos  á 
trabajo  forzoso  dentro   de  los  límites  del  esta- 
blecimiento   en    que   sufran   la   pena.D — Art. 
106.  La  pena  de  prisión  se  cumplirá  en  los  es- 
tablecimientos destinados  para  ello,  los  cuales 
deberán  estar  situados,  para  la  mayor,  dentro 
de  la  península  é  islas  Baleares  ó   Canarias; 
para  la  menor  dentro  del  territorio  de  la   Au- 
diencia que  la  imponga;  y  para  la  correccio- 
nal,   dentro  de  la  provincia  en  que  el  penado 
tuviese  su  domicilio,  y  en  su  defecto  en  la  que 
hubiese  cometido  el  delito.  5 

Estas  disposiciones  subsisten  esencialmente 
en  el  Código  reformado,  bajo  los  números 
106  á  115. 


« 
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El  Código  francés  manda  (art.  13)  que  los 
hombres  condenados  á  trabajos  forzados  sean 
empleados  en  los  más  penosos,  arrastrando  á 
sus  pies  una  bala,  atados  de  dos  en  dos  con 
una  cadena,  siempre  que  lo  permita  la  natu- 
raleza del  trabajo  á  que  se  les  obligue:  (art. 
16)  que  los  mayores  y  los  jóvenes  condenados 
á  esta  pena  no  sean  empleados  sino  en  el  inte- 
rior del  presidio:  (art.  17)  que  los  deportados 
vivan  en  ún  lugar  determinado  fuera  del  terri- 
torio continental  de  la  República:  (art.  20)  que 
el  condenado  á  prisión  sea  encerrado  en  una 
de  las  fortalezas  situadas  en  dicho  territorio, 
con  ó  sin  comunicación  con  las  personas  ex- 
trañas á  ella:  íart.  21)  que  los  condenados  á 
reclusión  sean  encerrados  en  un  presidio  y  em- 
pleados en  un  trabajo  de  cuyo  producto  po- 
drán aprovechar  en  parte;  y  (art.  40)  que  los 
reos  de  prisión  correccional  sean  encerrados 
en  una  casa  de  corrección,  donde  elejirán  el 
trabajo  que  fuere  de  su  agrado. 


El  Código  italiano  consigna  las  siguientes 
prescripciones:  «Art.  16.  Los  condenados  á  tra- 
bajos forzados  se  someterán  á  las  faenas  más  ru- 
das en  beneficio  del  Estado,  con  cadena  á  los 
pies.... — (tArt.  17.  Los  condenados  k  reclusión 
serán  encerrados  en  una  cárcel  {casa  di  f orza).  T^ 
— «Art.  18.  La  r^/^^aczó»  consiste  en  la  deten- 
ción del  condenado  en  un  castillo  ú  otro  lugar 
fortificado. . . .  t> — «Art.  27.  El  condenado  á  la 
pena  de  cárcel  será  reculido  en  una  casa  de  co- 
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nrección >— « Art  28.  La  custodia  es  tina 

casa  de  instrucción  é  industrial,  independiente 
de  la  citada  er\  el  artículo  anterior,  y  destina- 
da especialmente  á  los  delincuentes  de  tierna 
edad  ó  de  escaso  discernimiento j> 

«  Art.  73. — Los  condenados  á  cárcel  estarán  su- 
jetos al  trabajo  que  se  les  imponga  con  sujeción  al 
respectivo  reglamento. 

Los  condenados  á  reclusiótt  se  ocuparán  en  el 
trabajo  que  elijan  dentro  del  establecimimtOj  siem- 
pre que  sea  compatible  con  las  disposiciones  regla- 
mentarías. 
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Comentario. — De  este  artículo  y  el  71  se  de- 
duce que  los  trabajos  públicos  no  entran  en 
nuestro  sistema  penal.  Los  penitenciados  y 
los  encarcelados  tienen  impuesto  un  trabajo 
obligatorio,  pero  hacen  ésto  dentro  del  esta- 
blecimiento en  que  cumplen  su  condena.  Es 
ésta  la  diferencia  esencial  entre  nuestros  cas- 
tigos y  los  de  trabajo  forzado  y  presidio  que 
otras  legislaciones  admiten,  y  entre  ellas  to- 
das las  que  vamos  comparando  con  la  nues- 
tra. 

Nótase  que  las  penas  de  cárcel  y  reclusión, 
sujetas  á  la  misma  escala  en  sus  grados  y  tér- 
minos,'^sólo  difieren  en  cuanto  á  la  naturaleza 
del  trabajo:  en  la  primera  es  impuesto;  en  la 
segunda,  de  libre  elección,  siempre  que  las 
reglas  disciplinarias  de  la  cárcel  no  lo  impi- 
dan. 
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Esta  diferencia,  insignificante  á  primera  vis- 
ta, importaría  mucho  en  cárceles  bien  admi- 
nistradas; por  cuanto  la  imposición  del  traba- 
jo es  una  restricción  de  la  libertad  en  más  al- 
tb  grado.  Es  tendencia  natural  de  la  humani- 
dad resistir  á  toda  violencia:  muchas  veces 
sentimos  repugnancia  para  hacer  aún  aquello 
que  nos  agrada,  si  hemos  de  ceder  á  la  pre- 
sión de  una  voluntad  extraña.  La  obediencia 
continuada  llega  á  dominar  los  caracteres  re- 
beldes, y  frecuentemente  á  producir  el  hábito 
de  obrar  bajo  la  autoridad  de  la  ley. 

No  dice  el  Código  que  debe  hacerse  con  el 
recluso  que  no  elija  ocupación,  ó  elija  mali- 
ciosamente la  que  no  se  le  pueda  permitir. 
Este  es  un  vacío  que  hay  necesidad  de  llenar, 
pues,  aún  cuando  el  artículo  49  del  Reglamen- 
to de  la  cárcel  de  Guadalupe  autoriza  al  Al- 
caide para  castigar,  después  de  haber  amo- 
nestado al  preso  que  se  resista  al  trabajo;  esta 
no  es  una  disposición  general  para  toda  la  Re- 
pública, ni  determina  claramente  á  qué  clase 
de  presos  ha  de  ser  aplicada. 

En  otros  países  el  caso  está  previsto,  como 
en  seguida  veremos. 


El  Código  argentino  sólo  prescribe  el  tra- 
bajo obligatorio  para  los  condenados  á  presi- 
dio, que  lo  hacen  en  público;  y  para  los  reos 
de  penitenciaría,  que  lo  cumplen  dentro  del 
mismo  establecimiento  (arts.  60,  61,  62,  y  65.) 
Los  condenados  á  prisión  no  están  obligados 

á  trabajar,  salvo  que  reglamentos  interiores  de 
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las  cárceles  que  no  conocehios,  lo  presenten; 
de  todos  modos  hay  en  este  Código  una  oitii- 
sión  notable. 


El  Código  belga  impone  trabajo  obligato- 
rio, como  se  desprende  de  la  simple  denomina- 
ción de  la  pena,  al  reo  de  trabajos  forzados, 
sean  perpetuos  ó  temporales;  lo  impone  tam- 
bién á  los  condenados  á  reclusión  (art.  15)  y 
prisión  (art  26);  pero  no  á  los  detenidos,  sea 
temporal  ó  perpetuamente  (art.  1 7). 

El  Código  chileno  condena  á  trabajos 
obligatorios  á  los  sentenciados  á  presidio,  por 
punto  general  (art.  88)  y  á  los  reclusos  y  pre- 
sos que,  obligados  á  indemnizar  al  estableci- 
miento de  los  gastos  que  ocasionen,  y  á  satis- 
facer la  responsabilidad  civil  en  que  hubiesen 
incurrido  careciesen  de  los  medios  necesarios 
para  llenar  esos  compromisos,  ó  no  tuvieren 
oficio  ó  modo  de  vivir  honesto  y  conocido.  A 
los  demás  reclusos  y'  presos  les  deja  la  libre 
elección  de  trabajo  compatible  con  la  disci- 
plina del  establecimiento  (art.  89). 

El  Código  español,  en  sus  artículos  96, 
ICO,  lOí,  T02,  104  y  106  respectivamente  im- 
pone el  trabajo  obligatorio  á  los  condenados  á 
las  siguientes  penas:  cadena,  reclusión  y  rele- 
gación perpetuas  ó  temporales,  presidio  y  pri- 
sión; más  previene  en  el  97,  que  los  reos  de 
cadena  no  podrán  ser  empleados  en  obras  de 
empresa  particular^  aún  cuando  sean  contrata- 
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dos  por  el  Gobierno;  en  el  98,  que  el  condena- 
do á  cadena  que  tuviere  antes  de  la  sentencia 
60  años  de  edad  sufra  la  condena  en  una  casa 
de  presidio  mayor  y  que  el  que  los  cumpliere 
estando  ya  sentenciado,  sea  trasladado  á  una 
de  esas  casas;  en  el  99,  que  las  mujeres  con- 
denadas á  cadena  sufran  su  castigo  en  presi- 
dios destinados  á  personas  de  su  sexo;  y  en 
los  demás  citados,  que  los  relegados  y  conde- 
nados á  prisión  pueden  elegir  libremente  su 
trabajo,  siempre  que  sea  compatible  con  la 
disciplina  del  establecimiento.  Respecto  de 
los  condenados  á  prisión  prohibe  la  libre  elec- 
ción de  trabajo  en  los  mismos  casos  que  el 
Código  chileno. 


El  Código  francés,  prescribe  el  trabajo 
obligatorio;  á  los  condenados  á  trabajos  forzo- 
sos (art  15)  á  los  condenados  á  reclusión  (art. 
21)  y  á  los  condenadora  prisión  correccional, 
que  son   libres  para   elegir  su   ocupación  (art. 

40.) 

El  condenado  á  prisión  criminal,  á  quien  se 

encierra  en  recinto  fortificado,  no  tiene    impo- 
sición de  trabajo  (art.  20). 

Las  mujeres  y  los  jóvenes  condenados  á 
trabajos  forzados  no  son  empleados  en '  obras 
públicas,  sino  dentro  del  establecimiento  pe- 
nal (art.  16). 

El  Código  italiano  no  concede  libertad  pa- 
ra elegir  trabajo  á  los  reos  á  quienes  lo  impo- 


—  451  — 

ne,  que   son  los   condenados  á  trabajos   forza- 
dos, reclusión  y  cárcel  (arts.  i6,  17  y  27). 

La  felegación  italiana,  que  es  la  misma  pri- 
sión  criminal  de  los  franceses,  no  lleva  anejo  el 
trabajo  obligatorio. 

Las  mujeres  y  los  varones  mayores  de  70 
años  gozan  en  Italia  de  los  beneñcios  indica- 
dos por  los  Codillos  español  y  francés  (arts. 
68  y  69)'. 

Art.  74í. — La  pena  de  arresto  mayor  se  cum- 
plirá en  la  capital  de  la  respectiva  provincia^  y  la 
de  arresto  menor  en  la  del  distrito. 

Comentario. — Con  este  artículo  concluye  el 
cuadro  verdaderamente  artístico  de  nuestros 
establecimientos  penales.  Una  penitenciaría 
en  la  capital  de  la  República  (con  proyectadas 
sucursales  en  Cajamarca  y  el  Cuzco,  si  bien 
recordamos)  para  cumplir  la  pena  de  este 
nombre;  una  cárcel  departamental,  en  cada 
Prefectura,  para  cumplir  las  de  cárcel  y  reclu- 
sión, una  provincial  para  que  purguen  el  arres- 
to mayor,  eft  las  Subprefecturas;  y  una  distri- 
tal en  la  residencia  de  cada  Gobernador  polí- 
tico, para  los  condenados  á  arresto  menor,  (i) 


(i) — ^Tal  es  el  plan  legal;  más  de  él  á  la  realidad  hay  gran  distancia. 
Quizás  con  el  trascurso  del  tiempo  lleguemos  á  completar  el  ideal  del 
Código.  Hoy,  Lima,  que  debiera  tener  diez  cárceles  de  distrito,  una 
provincial  y  una  departamental,  sólo  posee  dos  ée  esta  última  clase; 
habiendo  recibido,  sólo  ocasionalmente,  la  de  Guadalupe  la  denomi- 
nación  de  central.  (Véase  comentario  del  articulo  ^2^|^^^y  de  26 
Marzo  1872. — Cárceles  centrales. 
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El  Código  argentino  dice  en  su  artículo 
70  «el  condenado  á  arresto  será  puesto  en  cár- 
cel, policía  ó  cuerpo  de  guardia,  pudiendo  ser 
arrestadas  en  sus  propias  casas  las  mujeres 
honestas,  las  personas  ancianas  ó  valetudina- 
rias. 

Esto  acusa  una  deficiencia  de  estableci- 
mientos penales  adecuados  á  su  objeto;  pero 
revela  mayor  franqueza  que  nuestra  lujosa 
enumeración  de  cárceles  meramente  fantásti- 
cas. 
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El  Código  belga,  que  como  sabemos,  no 
llama  sino  pena  correccional  6  de  policía,  lo 
que  nosotros  designamos  con  los  nombres  de 
arresto  mayor  y  menor;  señala  como  lugar  de 
encierro  á  los  condenados  á  prisión  correccio- 
nal, las  casas  de  corrección  donde  se  les  dedi- 
ca á  ciertos  trabajos,  salvo  dispensa  del  Go- 
bierno; y  para  los  sentenciados  á  prisión  de 
policía,  los  lugares  que  éste  designe  (arts.  26  y 
29).  La  prisión  de  policía  no  impone  trabajo. 


Son'  imperfectísimas  las  cárceles  departamentales  en  toda  la  exten- 
sión del  territorio:  carecen  de  las  que  les  corresponden  algunas  capi- 
tales de  provincia;  y  son  muy  raros  los  distritos  qne  están  dotados 
con  la  que  les  respecta. 

El  arresto  se  convierte,  con  tal  motivo,  en  reclasión;  y  por  la  falta 
de  régimen,  se  trasforma  en  la  misma  pena,  la  más  grave  de  cárcel. 
Lo  que  es  aún  más  serio:  la  cárcel  de  Gaadalnpe  va  sirviendo  de  de- 
pósito de  penitenciados,  á  quienes  se  conmuta  el  castigóle  hecho,  en 
reclusión  hasta  quince  años. 
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El  Código  chileno  que  llama  también  pri- 
sión nuestras  penas  de  arresto,  manda  que 
ella  se  cumpla  en  las  cárceles  (art.  87)  donde 
trabajen  en  la  labor  que  fuere  de  su  elección 
(art.  89)  salvo  los  cas  expresados  en  el  co- 
mentario anterior. 


El  CÓDIGO  ESPAÑOL,  díce:  «Art.  ni.  El 
arresto  mayor  se  sufrirá  en  la  casa  pública 
destinada  á  este  fín  en  las  cabezas  de  partido 

T> — «Art.  1X2.  El  arresto  menor  se  sufrirá 

en  las  casas  de  ayuntamiento  ú  otras  del  pú- 
blico, ó  en  la  del  mismo  penado,  cuando  así  se 
determine  en  la  sentencia,  sin  poder  salir  de 
ellas  en  todo  el  tiempo  de  la  condena,  d 

Pero  los  condenados  á  arresto  mayor  traba- 
jan en  el  establecimiento  á  libre  elección,  que 
no  se  les  permite  si  carecen  de  medios  de  can- 
celar las  responsabilidades  civiles,  derivadas 
del  delito  que  purgan,  y  los  gastos  de  su  sub- 
sistencia. 

El  Código  peruano  consiente  la  holganza  de 
los  arrestados. 


El  Código  francés,  en  sus  artículos  40  y 
465,  que  se  ocupan  de  las  prisiones  correccio- 
nal y  de  policía,  equivalentes  á  nuestro  arres- 
to; señala  como  lugar  de  cumplimiento  para 
la  primera  la  casa  de  corrección,  donde  el  reo 
trabaja  en  la  ocupación  que  eligiere. 


El  Código  italiano,  según  lo  hemos  dicho 
en  otro  lugar  (comentarios  de  lo?  artículos  3  a 
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y  34)  llatlia  attfestó  uia  petta  qae  Sé  extihjgüfe 
en  las  casas  de  depósito  de  la  circutiscripcióli, 
úotro  lug^r  designado  en  la  misma,  y  se  impo- 
ne por  un  término  de  uno  á  seis  días;  y  com- 
prende, en  sus  penas  de  cárcel  y  guarda  ó  cus- 
todia, términos  que  corresponden  á  las  nues- 
tras de  arresto  por  su  corta  duración.  Estas 
penas  se  cumplen  en  los  establecimientos  que 
hemos  indicado  en  el  comentario  á  los  artícu- 
los 71  y  72- 

Art.  75. — El  producto  del  trabajo  de  los  conde- 
nados á  penitenciaría j  cárcel  6  reclusión  se  aplica- 
rá: en  primer  lugar  á  indemnizar  el  gasto  que  cau- 
sen en  el  establecimiento:  en  segundo  á  satisfacer  la 
responsabilidad  civil:  y  en  tercero  á  procurarles  al- 
gún auxilio  y  á  formarles  un  ahorro^  cuyo  fondo 
se  les  entregará  cumplida  la  condena. 

Comentario. — Entre  todas  las  legislaciones, 
que  en  el  presente  estudio  vamos  comparando, 
sólo  la  nuestra  ha  rehuido  la  explotación  del 
delincuente  en  beneficio  del  Estado;  explota-, 
ción  inicua,  que  debería  desaparecer  de  toda 
sociedad  culta  á  la  que  haya  penetrado  la  ci- 
vilización cristiana.  Conviértese  por  ella  al 
criminal  en  un  verdadero  siervo,  incapaz  de 
adquirir  para  sí,  con  el  trabajo  de  sus  manos 
6  el  poder  de  su  inteligencia;  se  desconoce  pa- 
ra él  los  vínculos  de  familia,  creados  por  la 
naturaleza  y  robustecidos  en  todas  partes  por 
las  recíprocas  prestaciones  que  las  leyes  civiles 
establecen  entre  los  que  se  calientan  al  atntir 
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de  la  misma  lumbre,  bajo  el  mismo  techo.  Es 
imposible  justificar  semejante  expoliación  por 
el  carácter  de  perpetuidad  que  las  legislacio- 
nes que  la  autorizan  acuerdan  á  ciertos  casti- 
gos; porque  una  injusticia  no  santifica  otra 
injusticia.  Si  se  alegara  que  la  condena  per- 
petua hace  para  el  que  está  sujeto  á  ella  inú- 
til la  propiedad;  si  se  dijera  que  el  condenado 
para  siempre  á  cadena  ó  trabajos  forzados,  na- 
da necesita  para  sí;  nosotros  opondríamos  la 
imprescriptibilidad  de  los  derechos;  y  el  dere- 
cho que  tienen  los  hijos  de  ser  alimentados, 
por  lo  menos,  con  el  producto  del  trabajo  de 
su  padre,  y  la  esposa  para  ponerse  á  cubierto 
de  la  miseria  y  de  la  prostitución,  con  los  au- 
xilios del  esposo,  ya  sea  que  éste  emplee  sus 
fuerzas  al  frente  de  un  honrado  taller,  ya  que 
las  aplique  á  la  construcción  de  obras  públi- 
cas, bajo  la  imposición  y  vigilancia  de  la  auto- 
ridad social. 

Pero,  sí  condenamos^  la  apropiación  por  el 
Estado  de  todo  el  producto  del  trabajo  de  los 
reos;  no  podemos  dejar  de  reconocer  la  justi- 
cia en  la  aplicación  de  una  parte  de  ese  pro- 
ducto á  la  indemnización  de  los  gastos  que  el 
sostenimiento  de  los  establecimientos  penales 
y  la  manutención  de  los  mismos  reos  ocasio- 
nan á  la  sociedad,  como  igualmente  á  resarcir 
á  losi agraviados  de  los  perjuicios  y  daños  que 
la  pgpetración  del  delito  les  hubiese  ocasiona- 
do. Es  de  extricto  derecho  que  nadie  viva  á 
expensas  de  los  demás,  y  que  se  obligue  á  la 
reparación  al  que  ha  causado  un  mal.  Por  eso 
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hallamos  racional  y  justa  la  distribución  orde- 
nada por  el  artículo  que  vamos  comentando, 
y  que,  como  veremos  en  seguida,  está  en  ar- 
monía con  las  prescripciones  legales  de  otros 
países,  cuando  se  trate  de  cierta  especie  de 
condenados. 

Difícil  es  que  el  producto  del  trabajo  de  los 
penitenciados  alcance  á  llenar  el  tercero  de 
los  propósitos  de  la  ley:  el  sobrante  destinado 
á  .formar  ahorros  en  favor  del  que  extinguió  su 
condena  es  ordinariamente  tan  pequeño,  que 
en  el  mayor  número  de  casos  no  alcanza  ni 
para  que  puedan  restituirse  al  lugar  de  su  do- 
micilio. La  experiencia  lo  ha  demostrado  así, 
y  de  ella  han  nacido  las  sociedades  de  patro- 
nato cuyo  objeto  es  proporcionar  ocupación  y 
recursos  álos  penitenciados  y  encarcelados  que 
purgada  su  condena,  vuelven  al  cgmercio  de 
la  vida  civil,  en  condiciones  desfavorables  á 
su  enmienda. 

No  queremos  perder  la  oportunidad  de  de- 
clarar nuestra  simpatía  por  estas  asociaciones 
humanitarias,  que,  á  pesar  de  sus  nobles  pro- 
pósitos, son  combatidas  en  nombre  de  una  ca- 
ridad exclusivista,  reclamando  protección  pa- 
ra sola  la  miseria  inculpable  y  protección  para 
el  trabajo  honrado,  que  halla  se  dice,  una  com- 
petencia ruinosa  en  el  de  los  delincuentes  fa- 
vorecidos. Los  que  tales  objeciones  formulan 
no  se  inspiran  en  la  moral  cristiana,  que  pro- 
clama el   amparo   á   todas   las  víctimas  de  la 

desgracia,  sin  distinción  de  antececientes  per- 
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sonales,  ni  eri  los  principios  dé  üñá  economía 
bien  entendida,  qtíe  persigue  el  bienestar  de 
la  generalidad,  sin  sacrificarlo  jamás  al  de  un 
grupo  determinado  de  productores. 

Es  puntó  completamente  olvidado,  eiltre 
nosotros,  el  que  tiene  relación  con  las  indfem- 
DÍ<zacione3  civiles,  debida^  al  agraviado.  Como 
lo  hemos  indicado  en  otro  lugar^  j  como  muy 
pronto  tendremos  que  repetirlo;  nue^raji  seon 
tencias  omiten  de  orditiario  la.  respectiva  coa- 
dena,  sin  duda  por  la  condícióa  casi  siempre 
miserable  de  los  reos. 


El  Código  ARGENTma  dá  la  preferencia  á 
la  indemnización  civil  en  la  aplicación  del  sa- 
lario de  los  penitenciados;  pone  en  segundo 
término  la  asistencia  que  corresponde  á  las 
familias  de  éstos,  sí  las  tienen;  y  sólo  cuando 
esas  obligaciones  están  satisfechas,,  entraa  á 
apropiárselo  el  Estado,  por  los  gastos  que  ha- 
ce en  el  sostenimiento  del  reo,  y  éste  mismo, 
para  formarse  un  ahorro,  sin  que  su  cuota 
pueda  ser  menor  que  la  tercera  parte  de  Stt6 
jornales  (art.  65.) 

Este  código,  no  obstante,  cede  íntegro  al 
Estado  el  trabajo  de  los  presidarios  (art»  66). 


El  Código  belga,  hablando  de  los  conde- 
nados á  trabajos  forzados,  reclusión  y  prisión 

correccional  dice:  «Art.  15 .Una  parte  dfel 

producto  de  este  trabajo  forma  un  fondo  de 
reserva  qi>e  se  le  entregará  al  penado  á  su  sa- 
lida del  establecimiento  ó  en  las  épocas  deter- 
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minadas  después  de  la  misma,  d — d Dicha  parte 
no  puede  exceder  de  los  cuatro  décimos  para 
los  condenados  á  reclusión,  y  de  los  tres  dé- 
cimos para  los  condenados  á  trabajos  forza- 
dos. i>  — «El  resto  pertenece  al  Estado.»  — a  El 
Gobierno  puede  disponer  de  la  mitad  del  fon- 
do de  reserva  en  provecho  del  penado  duran- 
/  te^la  extinción  de  la  condena,  ó  en  provecho 
de  su  familia  cuando  se  halle  necesitada,  d  — 

— « Art.  27.  De  una  porción  del  pro- 
ducto del  trabajo  del  condenado  á  pri- 
siÓQ  correccional,  se  aplicará,  parte  á  propor- 
donade  algunas  comodidades,  si  las  merece, 
parte  á  formar  un  fondo  de  reserva  destinado  á 
entregárselo  á  su  salida  ó  después,  en  las  épo- 
cas que  se  determinen.  Dicha  porción  no  pue- 
de exceder  de  los  cinco  décimos.  El  resto  per- 
tenece al  Estado.» — aEl  Gobierno  podrá  dis- 
poner de  la  mitad  del  fondo  de  reserva  en  favor 
de  la  familia  del  condenado,  cuando  se  en- 
cuentre necesitada.» 

Este  código  deja  el  resarcimiento  de  daños 
y  perjuicios  á  una  acción  especial,  que,  por 
la  vía  de  apremio,  puede  seguir  el  agraviado, 
contra  el  reo:  en  esa  acción  se  persigue  los  bie- 
aes  de  éste,  ó  su  prisión  por  deuda  en  caso  de 
insolvencia.  (Véase  al  intento  los  artículos  44 
á  50  inclusive.) 

Ex-  Código  chileno  trae  Igs  dos  artículos  si- 

fjuientes:  «Art.  88.  El  producto  del  trabajo  de 
os  condenados  á  presidio  será  destinado» — 
íi.**  A  indemnizar,  el  establecimiento  de  los 
^stos   que  ocasionen.»— «2.*"  A  proporcionar- 
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eíales señalar  en  beneficio  de  los  reclusos»  en«- 
carcelados  ó  custodiados^  una  parte  de  su6  jor- 
cáis (art.  8o)  y  al  del  Código  civil»  las  indem- 
nizaciones de  esa  especie  á  que  estuvieres 
obligados  los  reos;  sin  que  sea  permitido  rete- 
nerlos en  el  Iiagar  de  su  condena  so  pretexto 
de  hacerlas  efectivas. 

Art.  76. — Las  mujeres  cumplirán  las  penas  de 
€áruif  reclusión  y  arresto  en  lugares  ó  departamen" 
tos  distintos  ó  separados  de  los  que  correspimdnn  d 
los  hombres. 

Comentario,  —  Esta  disposición,  de  simple 
disciplina,  no  merecía  ser  intercalada  en  el 
Código,  trasportándola  del  artículo  383  del 
Reglamento  de  Tribunales  donde  se  hallaba 
consignada. 

El  Código  argentino  y  el  belga  guardan 
silencio  en  este  punto,  que  probablemente  han 
reservado  á  sus  reglamentos   especiales. 

El  Código  chileno,  en  su  artículo  86»  ape- 
nas se  limita  á  consignar,  como  disposición 
transitoria,  que  las  mujeres  cumplan  en  las 
casas  de  corrección  las  penas  de  presidio  y  re- 
clusión, mientras  en  las  penitenciarías  no  se 
construyan  departamentos  especiales  para 
ellas. 


El  Código  español  supone,  en  su  artículo 
99,  la  existencia  de  presidios  especiales  para 
mujeres;  y  en  el  87  manda  que  los  reglamentos 
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dé  las  casas  de  penalidad  dísfpon^nla  co- 
rrespondiente separación  de  sexos. 

El  Código  francés,  en  sus  artículos  15  y  i6, 
y  el  ITALIANO,  en  el  68;  ordenan  que  cumplien- 
do las  penas  de  trabajos  forzadas»  las  mujeres 
y  los  hornbres  sean  ocupadlos  en  lugares  diferen- 
tes: las  primeras,  dentro  del  presidio;  los  se- 
gfvmdos;  en  obras  públicas;  pero  tratándose  de 
las  demás  penas  no  toman  en  consideración  la 
diferencia  de  sexos.  Es  probable  que,  como 
los  Códigos  argentino  y  belga,  consideren  este 
punto  simplemente  reglamentario. 

Art.  77. — La  pena  de  expatriación  se  ejecutará^ 
expulsando  al  condenado  fuera  de  la  República  par 
el  tiempo  de  la  condena. 

Art.  78. — La  pena  de  confinamiento  se  cumplirá 
dentro  del  territorio  de  la  República^  en  el  pueblo  6 
provincia  que  elija  el  reo,  con  tal  que  diste  del  lu- 
gar donde  se  com^ió  el  delita^  cincuenta  leguas 
por  lo  menos. 

Si  el  reo  prefiriese  salir  de  la  República^  el  con- 
finamiento se  convertirá  en  expatriación  por  el  mis- 
mo tiempo. 

Comenterio. — Desígnase  comunmente  bajo  la 
denominación  genérica  de  destierro,  la  separa- 
ción del  reo  del  lugar  de  su  residencia  en 
virtud  de  una  condena  que  así  lo  disponga. 

Si  la  separación  es  del  territorio  nacional, 
tomado  éste  en  toda  su  amplitud;  el  destierro 
se  llama  expatriación. 
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Si  la  separación  consiste  en  prohibir  al  con- 
denado presentarse  en  el  pueblo  ó  ciudad  de 
su  domicilio  ú  otros  lugares  determinados;  se 
denomina  destierro  local. 

Si  se  impone  al  reo  que  se  retire  á  un  lugar 
que  él  elija,  pero  dentro  del  destierro  nacional; 
la  pena  toma  el  nombre  de  confinamiento,  ó 
extrañamiento. 

Si  se  fíja  y  no  se  le  permite  elegir  el  lugar 
de  confinamiento  ó  extrañamiento,  la  pena  se 
dice  relegación. 

La  deportación  es  uns^  especie  de  relegación, 
que  los  países  poseedores  de  colonias  imponen 
á  los  reos  de  ciertos  delitos,  obligándolos  á 
permanecer  perpetuamente  en  algunos  de  sus 
establecimientos  coloniales. 

Hacemos  estas  indicaciones  i.^  para  que  se 
note  la  suavidad  de  nuestra  ley  no  admitiendo 
más  especies  de  destierro  que  la  expatriación 
y  el  confinamiento;  y  2.^  para  mejor  inteligen- 
cia de  las  comparaciones  qpe  hacemos  en  se- 
guida. 


0-  . 
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El  Código  argentino  no  reconoce  más 
destierro  que  la  expatriación.  Su  artículo  71 
dice:  dEl  condenado  á  destierro  será  expulsa- 
do de  la  República  y  conducido  por  orden  del 
Gobierno  hasta  ponerlo  fuera  del  territorio  de 
la  Nación.  D 


El  Código  belga,  según  hemos  visto  en 
los  artículos  23  y  34»  no  impone,  en  ninguna  de 
sus  formas,  la  pena  de  destierro. 


♦ . 


JEe  Código  chileno,  lince  oonsistif  su  oon- 
fiq^miento  en  la  expulsíóa  4^1  territorio  de  Ifi 
l^epublica  con  residencia  forzosa  en  ufi  Ivig^r 
dete^ininado;  pen^  qpe  no  pqede  h^cer  coin- 
pletamente  efectiva,  si  el  qonf^nadp  cambia  la 
residi^ncia  por  otra  que  nq  esté  en  territorio 
chileno.  El  estrañamiento  lo  hace  qonsjsiiir  en 
}a  misma  cíense  de  expulsión  con  libertad  d^l 
rea  p^ra  elejir  residencia:  (Art.  33  y  34.) 

L^  relegación  se  cumple,  ^egún  la  ley.  phÜo- 
nn,  trasladando  al  rea  a  algún  punto  habitado 
del  territorio  nacional  con  prohibición  de  sa- 
lir de  él  donde  vive  en  libertad  (art  35)  y  el 
destief^ro,  expulsando  á  dicho  reo  de  un  punto 
de  la  República  (art.  36.  Este  últiipQ  es  el  qpe 
hemos  llamado  destierro  local. 


El  Código  español  prescribe  lo  siguiente. 
«Art.  102.  La  penas  de  relegación  perpetua  y 
temporal  se  cumplirán  en  ultramar  pn  los  pun- 
tos para  ello  destinados  por  el  Gobierno.> — 
«Los  relegados  podrán  dedicarse  libremente, 
bajo  la  vigilancia  de  la  autoridad,  á  su  profe-- 
sión  ú  oficio  dentro  del  radio  á  que  se  extien- 
dan los  límites  del  establecimiento  penaL» — 
«Art.  103.  El  sentenciado  á  extrañamiento  se- 
rá expulsado  del  territorio  español  para  siem- 
pre si  fuere  perpetuo;  y  si  temporal,  por*  el 
tiempo  de  la  condena. d — «Art.  107.  Los  sen- 
tenciados á  confinamiento  mayor  serán  con- 
ducidos á  un  pueblo  ó  distrito  situado  en  las 
islas  Baleares  ó  Canarias,  ó  á  un  punto  ais- 
lado de  la  Península,  en  el  pual  permanecerán 
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con  plena  libertad,  bajo  la  vigilancia  de  la  au- 
toridad. i> — «Los  que  fueren  útiles  por  su  edad, 
salud  y  buena  conducta  podrán  ser  destinados 
por  el  Gobierno  al  servicio  militar,  si  fueren 
solteros  y  no  tuvieren  medios  con  que  subsis- 
tir,»— Art.  io8.  El  sentenciado  á  confinamien- 
to menor  residirá  precisamente  en  el  punto  que 
se  le  señale  en  la  condena,  del  cual  no  podrá 
salir  durante  ésta  sin  permiso  del  Gobierno, 
por  justa  causa.D — «El  lugar  del  confinamien- 
to distará  al  menos  lo  leguas  del  en  que  se  hu- 
biese cometido  el  delito  y_del  de  la  anterior 
residencia  del  sentenciado.» — «ArL  109.  El 
sentenciado  á  destierro  quedará  privado  de 
entrar  en  el  punto  6  puntos  que  se  designen 
en  la  sentencia  y  el  radio  que  en  la  misma  se 
señale,  el  cual  comprenderá  una  distancia  de 
5  leguas  al  menos  y  1 5  á  lo  más  del  punto  de- 
signado. 

El  Código  reformado  conserva,  en  su  ar- 
tículo III,  lo  dispuesto  por  el  102  que  hemos 
copiado;  reproduce  el  103  bajo  el  n^.  112;  y 
refunde,  en  el  116,  los  107,  108  y  109,  con  la 
única  diferencia  de  no  señalar  ya,  como  lugar 
de  confinamiento,  un  punto  aislado  de  la  Penín- 
sula. 


El  Código  francés,  prescribe  que  la  depor- 
tación se  cumpla,  trasportando  al  reo  á  un  lu- 
gar determinado  por  la  ley  fuera  del  territorio 
continental  de  la  República,  para  que  viva 
allí  perpetuamente  (art.  17)  y  el  destierro, 
trasportándole  también  por  órdeii  del  Gobier- 
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no  fuera  del  territorio  de  la  República  para 
que  no  vuelva  á  entrar  en  éste  durante  el  tiem- 
po que  la  sentencia  designe  (art  32.) 

Aún  cuando  este  Código  no  explica  con  su- 
ficiente claridad  en  qué  se  distinguen  una  y 
otra  pena,  salva  su  duración;  se  comprende 
que  el  deportado  va  á  parar  en  territorio  co- 
lonial  francés;  y  el   desterrado,  al  extranjero. 

El  Código  italiano,  ya  lo  hemos  dicho,  no 
reconoce  más  destierro  que  el  local,  y  el  confi- 
namiento. Consiste  el  primero,  en  la  obliga- 
ción impuesta  al  condenado  de  habitar  lejos 
de  su  domicilio,  no  pudiendo  elejir  residencia 
que  diste  de  él  menos  de  tres  miriametros  é 
igual  cantidad  del  lugar  en  que  cometió  el  de- 
lito; y  el  segundo,  en  la  obligación  que  se  im- 
pone á  un  reo  de  residir  en  determinado  pun- 
to del  Estado,  que  se  designe  en  la  sentencia, 
y  cuyas  distancias  al  domicilio  del  cupable  y 
al  lugar  de  su  delito  no  ^ean  menos  de  la  mi- 
tad de  la  indicada  arriba,  (art.  30  y  29.) 

Art.  79. — La  inhabilitación absolutaproduce\ 

1.^ — La  pérdida  del  empleo  ó  cargo  público 
que  ejercía  elpenadoy  aunque  provenga  de  elección 
popular; 

2.^ — La  incapacidad  de  obtener  empleos  pú- 
blicos durante  la  condena; 

S? — La  privación  de  todos  los  derechos  polí- 
ticos activos  y  pasivos; 

é.^ — La  suspensión  durante  la  condena  del 
derecho  de  solicitar  jubilación^  cesantía  ú  otro  goce 
análogo^  por  servicios  anteriormente  prestrados. 
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)Oom€itlíarió,—hB  inteligentia  de  los  iiiclsi9S 
I.*"  y  2.**  de  éste  artículo  no  ofrece  diñcultad 
ninguna:  su  tenor  es  expreso  y  bien  definido. 
No  sucede  lo  mismo  en  cuanto  á  los  incisos 
3.**  y  4.®  que  las  ofrecen  muy  serias. 

¿Cuáles  son,  en  efecto,  Ít>s  derechos  que  la 
ley  llama  políticos?  ¿Son  todos  aquellos  que 
nK5  se  derivan  del  simple  carácter  de  persona 
jurídica,  ó  de  las  relaciones  de  familia,  ó  de  los 
contratos?  ¿Están,  en  caso  afirrñativó,  inclui- 
dos entre  los  políticos  los  derechos  comuk^ales 
ó  de  vecindad? 

El  Código  no  enumera,  como  debería  ha^ 
cerlo,  los  derechos  de  que  priva  al  inhabilita- 
do; ni  conocemos  ley  ninguna  que  haga  el  resu- 
men de  los  derechos  políticos,  pues,  si  bien  es 
cierto  que  la  Constitución  del  Estado  se- 
ñala gran  número  de  ellos,  en  la  forma  de 
garantías  nacionales  ó  individuales,  y  las  leyes 
orgánicas  de  la  administración  política  y  local 
declaran  otros;  no  los  denominan  expresa- 
mente derechos  políticos. 

Juzgamos,  por  tal  motivó,  de  necesidad  ab- 
soluta la  reforma  de  este  inciso,  explicando  su 
extensión,  y  excluyendo  de  la  interdicción,  q«ie 
él  establece,  algunos  derechos  políticos  que,  co- 
mo há  observado  un  distinguido  jurisconsulto, 
no  pueden  negarse  á  nadie  sin  daño  de  la  bo- 
ciiedad  misma:  tal  sería,  por  ejemplo,  el  dere- 
cho de  publicar  por  la  imprenta  descubriníiéft^ 
tos  científicos,  artísticos  é  industriales. 

Aparte  de  su  indeterminación,  nólase  en  el 
inciso  que  comentamos  una  omisión  g^av^,  ^en 
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—  pes- 
que lio  han  incurrido  algonas  de  las  legisla- 
ciones que  vamos  comparando  con  la  nuestra. 
Consiste  esa  omisión  en  no  suspender  al  in* 
habilitado  del  ejercicio  de  la  profesión  liberal 
ú  oficio  á  que  se  consagra  y  de  que  hubiere 
abusado:  esta  suspensión,  más  que  la  de  dere- 
chos políticos,  sería  un  saludable  correctivo 
para  ciertos  actos  delictuosos. 

El  inciso  4."  adolece  también  de  oscuridad, 
pues  no  se  comprende  bien  si  la  suspensión  que 
él  impone  es  el  mero  aplazamiento  de  la  peti- 
ción, ó  significa  la  pérdida  de  los  derechos  ó 
pensiones  anteriores  al  día  en  que  la  inhabili*- 
tación  cesa.  Entendemos  que  este  último  es 
el  objeto  de  la  ley,  pues  el  simple  retardo  en 
la  concesión  de  goces  no  importaría  un  casti- 
go, pudiendo  ser,  en  algunos  casos,  un  be- 
neficio para  el  penado,  á  quien  se  haría  una 
oficiosa  capitalización  de  su  renta;  pero  ese 
objeto  no  está  claramente  expresado,  como  no 
lo  está  si  la  pérdida  de  derechos  afecta  á  la 
cónyuge  é  hijos  del  inhabilitado. 


El  Código  argentino  dice:  «Art,  75.  La 
pena  de  inhabilitación  importa: J> — íi.**  La 
pérdida  del  empleo  ó  cargo  público  que  ejer- 
cía el  penado,  aunque  provenga  de  elección 
popular; :d — «2?  La  privación  de  todos  los  de- 
T^chos  políticos,  activos  y  pasivos,  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  d— «3.**  La  incapacidad 
para  obtener  cargos  y  empleos  públicos,  igual- 
mente por  el  tiempo  de  la  condena.» 
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El  Códígo  belga  abraza,  bajo  la  denomi- 
nación de  interdicción  de  derechos  políticos  y 
civiles,  las  penas  que  nuestra  ley  llama  inha- 
bilitación é  interdicción  civil.  En  algunos  ca- 
sos la  interdicción  de  derechos  es  completa,  y 
parcial  en  otros;  pero  se  ha  cuidado  de  enu- 
merar los  derechos  de  que  ella  priva  al  con- 
denado. Indicaremos  aquí  cuales  son  los  de- 
rechos políticos  incluidos  en  la  interdicción, 
reservando  para  su  lugar  la  enumeración  de 
los  civiles. 

Se  prohibe  al  interdicto:  i.^  desempeñar 
funciones,  empleos  6  cargos  públicos;  2.**  votar, 
elegir  y  ser  elegido;  3.**  usar  condecoración  6 
título  alguno  de  nobleza;  4.^  ser  jurado;  5.* 
llevar  armas,  formar  parte  de  la  guardia  ciu- 
dadana, ó  servir  en  el  ejército. 


El  Código  chileno  dispone  lo  que  en  se- 
guida trascribimos:  aArt.  38.  La  pena  de  in- 
habilitación absoluta  perpetua  para  cargos  y 
oficios  públicos,  derechos  políticos  y  profesio- 
nes titulares,  y  la  inhabilitación  absoluta  tem- 
poral para  cargos  y  oficios  públicos  y  profe- 
siones titulares,  producen:» — «i.^  La  privación 
de  todos  los  honores,  cargos,  empleos  y  oficios 
públicos  y  profesiones  titulares  de  que  estu- 
viere en  posesión  el  penado,  aún  cuando  sean 
de  elección  popular;» — 2.**  La  privación  de 
todos  los  derechos  políticos  activos  y  pasivos 
y  la  incapacidad  perpetua  para  obtenerlos;» 
—«3.®  La  incapacidad  para  obtener  los  ho- 
nores,  cargos,   empleos,  oficios  y  profesiones 
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mencionadas,  perpetuamente  si  la  inhabilita- 
ción es  perpetua  y  durante  el  tiempo  de  la 
condena  si  es  temporal;» — «4.**  La  pérdida  de 
todo  derecho  para  obtener  jubilación  ú  otra 
pensión  por  los  empleos  servidos  con  anteriori- 
dad.»— «Art.  42.  Los  derechos  políticos  acti- 
vos y  pasivos  á  que  se  refieren  los  artículos 
anteriores,  son:  la  capacidad  para  ser  ciuda- 
dano elector,  la  capacidad  para  obtener  car- 
gos de  elección  popular  y  la  capacidad  para 
ser  jurado.  £1  que  ha  sido  privado  de  ellos 
sólo  puede  ser  rehabilitado  en  su  ejercicio  en 
la  forma  prescrita  por  la  Constitución.» 


El  Código  español,  que  en  su  artículo  30 
señala  los  efectos  de  la  inhabilitación  absolu- 
ta perpetua,  no  reconocida  por  nuestra  ley, 
establece  en  el  31  lo  siguiente:  «La  pena  de 
inhabilitación  absoluta  temporal  para  cargos 
públicos  ó  derechos  políticos  produce  en  el 
penado:» — «i.°  La  privación  de  todos  los  ho- 
nores y  de  los  empleos  y  cargos  públicos,  aun- 
que sean  de  elección  popular:» — «2.*^  La  pri- 
vación de  todos  los  derechos  políticos  activos 
y  pasivos,  durante  el  tiempo  de  la  condena:» 
— «3.**  La  incapacidad  para  obtener  los  em- 
pleos, cargos,  derechos  y  honores  menciona- 
dos, igualmente  por  el  tiempo  de  la  condena.» 
-  Según  este  Código,  la  inhabilitación  absolu- 
ta perpetua,  que  produce  para  siempre  los  efec- 
tos arriba  indicados,  en  la  que  priva,  para  siem- 
pre también,  de  todo  derecho  de  jubilación, 
cesantía  ú  otra  pensión,  por  servicios  anterio- 
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sea  á  la  condena»  pero  no  pepjudiet^  loa  de»^ 
chos  adquiridos  en  la  misma  época  por  la  viu^ 
da  é  hijos  del  penado. 

EL  Código  reformado  mantiene^  en  su.art^ 
culo  33,  lo  dispuesto  en  el  antiguo  artículo  31 , 
que  hemos  reproducido;  más  explica  que  los 
derechos  políticos  á  que  se  refiere  el  inciso  a?, 
son  los  de  elegir  y  de  ser  elegido  para  cai^^s 
públicos  de  elección  popular. 

Estas  dos  últimas  declaraciones  hacen  faite 
en  nuestro  Código. 

El  Código  francés,  á  semejanza  del  belga, 
abraza  nuestras  penas  de  interd^ción  civil  é 
inhabilitación,  en  la  que  denomina  degrada- 
ción cívica.  Su  artículo  34  prohibe  al  degra- 
dado el  ejercicio  de  los  mismos  derechos  de 
que  el  belga  excluye  al  interdicto,  con  excep- 
ción del  de  usar  condecoraciones  y  títulos  de 
nobleza,  en  cuanto  á  derechos  políticos;  pero 
incluyendo  entre  los  vedados  el  de  abrir  es- 
cuela, ó  enseñar,  ó  ser  empleado  en  ningún  es- 
tablecimiento de  instrucción  á  título  de  profe- 
sor, maestro  ó  pasante. 

Los  derechos  civiles  cuyo  ejercicio  impide 
la  degradación  cívica,  los  indicaremos  al  ocu- 
parnos de  la  interdicción  civil  admitida  por 
nuestra  ley. 

El  Código  italiano  dá  á  la  inhabilitación 
para  cargos  públicos  toda  la  extensión  que 
aparece  en  su  artículo  19,  que  en  seguida  re- 
producimos: a  La  pena  de  inhabilitacién  para 
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cargos  públicos  consiste: — «En  la  exclusión  per- 
petua del  derecho  de  elegir  y  del  de  ser  elegido 
en  cualquier  comicio  electoral;  y  en  general, 
de  todo  otro  derecho  polftico;» — «En  la  ex- 
clusión perpetua  de  toda  función,  empleo  6 
cargo  público;» — «En  la  pérdida  del  beneficio 
eclesiástico  de  que  disfrute  el  condenado;  ]p—^ 
cEn  la  pérdida  de  todas  las  condecoraciones 
riafciohárles  ó  extt&njeras,  dé  todos  los  horióres 
civiles  ó  militares,  dé  todos  los  títtílos  pólítii 
cris,  de  todos  los  grados  y  de  toda  dignidad 
académica; i>-^<c En  la  iíicapacid-ad  de  ser' tir-^ 
tdr  ó  curador,  ó  de  iíitervenir  en  los  actos  re- 
latiVoá  á  la  tutela,  á  no  ser  de  sus  propios  hi- 
jos, en  los  casos  señalados  en  la  ley. 

Reconoce  además  éste  Código  la  suspensión 
del  ejercicio  para  cargos  públicos,  que  consiste 
(art.  31)  en  excluir  por  cierto  tiempo  al  con- 
denado del  ejercicio  de  los  derechos  políticos 
y  de  cualquiera  función,  empleo  ó  cargo  pú- 
blico, salvo  la  disposición  diel  artículo  193, 
que  agrava  dicha  pena  con  una  multa,  cuándo 
es  impuesta  á  fucionarios  y  empleados  pú- 
blicos y  á  ministros  del  culto  del  Estado,  ó  de 
los  cultos  tolerados,  que  se  hubieren  inmiscui- 
do en  las  elecciones  de  Diputados  á  Cortes  ú 
otras,  haciendo  valer  su  autoridad  ó  su  in- 
fluencia religiosa. 

Los  Códigos  argentino,  chileno  y  español 
cuidan  de  separar  de  los  efectos  de  la  inhabi- 
litación, para  las  personas  eclesiásticas,  los 
honores  y  b/eneficios  que  por  tal  carácter  les 
correspondan,  con    las    especificaciones    que 
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aparecen  respectivamente  en  sus  artículos  77, 
41  y  38  (40  del  Código  español  reformado.) 

Como  queda  visto,  la  suspensión  de  cargos 
públicos  de  la  ley  italiana  se  asemeja  mucho 
á  nuestra  inhabilitación  absoluta, 


Art.  80. — Lainhabilitación  especial  para  empleo 
6  cargo  público^  produce  la  privación  del  empleo  ó 
cargo  sobre  que  recae^  y  la  incapacidad  de  obtener 
otro  del  mismo  género  durante  la  condena. 

La  inhabilitación  especial  para  derechos  políticos 
produce  la  incapacidad  de  ejercer  durante  la  conde- 
na aquellos  sobre  que  recae. 

Art  81. — La  destitución  se  cumple j  privando  al 
penado  del  empleo  ó  cargo  público  que  ejercía. 

Art.  82. — La  suspensión  de  empleo  ó  cargo  pú- 
blicó  se  cumple  j  impidiendo  que  el  penado  lo  ejerza 
durante  la  condena. 

La  suspensión  de  derechos  políticos  inhabilita 
para  su  ejercicio  durante  el  tiempo  de  la  condena. 

Comentario. — La  estrecha  relación  que  existe 
entre  los  tres  artículos  que  preceden,  nos  per- 
mite considerarlos  en  conjunto  para  su  estu- 
dio y  comparación. 

La  inhabilitación  especial  para  un  empleo 
ó  cargo  público  determinado,  la  destitución 
del  mismo  empleo  ó  cargo  y  la  suspensión  de 
su  ejercicio  pueden  mirarse  como  otros  tantos 
nombres  de  una  pena  idéntica:  hay  gran  difi- 
cultad para  distinguir  la  primera  de  la  última; 
y  lo  mismo  puede  decirse  de  la  inhabilitación 
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y  suspensión  que  recaen  sobre  derechos  polí- 
ticos. Estando  á  la  letra  de  la^ley,  no  es  fácil 
apreciar  su  diferencia:  tanta  es  la  anología  en- 
tre ellas. 

Entendemos  que  la  suspensión,  sea  de  car- 
go público,  sea  de  derechos  políticos,  sólo  im- 
porta la  incapacidad  para  ejercerlos  en  una 
época  y  lugar  determinados;  en  tanto  que  la 
inhabilitación  envuelve  esa  misma  incapaci- 
dad, cualquiera  que  sea  el  punto  del  territorio 
donde  el  cargo  ó  derechos  políticos  hubieran 
de  ser  ejercidos.  Un  Subprefecto  inhabilitado 
no  puede  desempeñar  en  ninguna  provincia  la 
autoridad  política;  pero  si  está  suspenso,  pue- 
de servirla  en  otra.  Un  particular  á  quien  se 
inhabilita  para  los  derechos  políticos  no  puede 
elegir  ni  ser  elegido,  en  ninguna  parte,  para 
cargo  público;  pero  si  tiene  suspenso  el  ejerci- 
cio de  esos  derechos,  podrá  readquirirlo  cam- 
biando de  residencia. 

Sólo  así  podemos  hallar  diferencias  entre  la 
inhabilitación  temporal  y  la  suspensión:  de 
otro  modo  se  confunden;  y  entendemos  que  la 
distinción  es  en  nuestra  ley  una  especialidad, 
que  conceptuamos  inconveniente,  por  dar  á  la 
segunda  de  dichas  penas  un  carácter  irrisorio. 
La  suspensión  se  convierte  en  una  simple  tras- 
lación que,  en  muchos  casos,  tratándose  de 
cargo  ó  empleo,  puede  se  una  recompensa  á 
un  mal  funcionario.  Un  Subprefecto  suspen- 
so en  la  provincia  de  Huarochirí,áquiense  tras- 
ladase á  la  de  Lima,  no  miraría  ciertamente  la 
suspensión  como  ün  castigo. 
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Si  se  reforma  la  ley,  declarado  que  el  sus.- 
penso  no  pude  ejercer  el  mismo  cargo  6  em- 
pleo, ni  los  mismos  derechos  políticos  que  le 
han  sido  interdictos,  en  ninguna  parte  de  la 
República;  la  suspensión  y  la  inhabilitacióa  se 
confunden. 

Creemos  por  tanto  que  la  su&pensión  e@  y^na 
pena  demás;  y  que  debe  suprimirse  de  la  cá- 
cala. La  subsistencia  de  ella  no  sejustifíc?. 
reservándola  para  los  que  delinquen  estgji.do 
en  posesión  de  cargo  ó  empleo  público  y  dere- 
chos políticos,  y  aplicando  la  inhabilitación  es- 
pecial á  los  particulares,  á  los  menores  y  á  Iq^ 
extranjeros  aún  no  naturalizados;  por  cuaplP 
basta  la  segunda  pena  para  unos  y  otros, 
pues  ambas  producen   los  mismos  efejctos. 

La  destitución  tiene  tal  semejanza  con  la 
inhabilitación  especial  para  el  cargo  ó  emplep 
que  ejercía  el  condenado,  que  sólo  podemos 
establecer  entre  ellas  la  diferencia  de  que  la 
primera  tiene  duración  determinada  y  la  se- 
gunda nó;  pudiendo  el  destituido  ser,  inme- 
diatamente ó  después  d^  algún  tiempo,  re- 
puesto en  las  funciones  de  que  se  le  privó;  lo 
que  hace  de  la  destitución  un^.  burla  4  la  so- 
ciedad, cuando  el  favor  quiera  levanta^  sus 
efectos. 


El  Código  argentino  no  ha  incurrido  en  la 
insustancial  multiplicación  de  nombres  dt  que 
adolece  nuestra  ley.  A  más  de  la  inhabilita- 
ción absoluta,  sólo  reconoce  la  especial  para 
empleo  ó  cargo  público,  que  produce  la  pfiva* 
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ción  de  aquel  sobre  que  recae  y  la  ¡Bcapacidad 
de  obtener  otro  del  mismo  género  durante  la 
condena;  y  la  inhabilitación  especial  de  ciertos 
derechos  políticos,  que  consiste  en  impedir  su 
ejercicio  por  el  tiempo  señalado  en  la  senten- 
cia, (art  76). 

Esto  es  claro  y  preciso;  aquí  no  hay  distin- 
ciones sutiles  ni  ambigüedades.  £1  totalmen- 
te ir^abilitado  no  puede  ejercer  cargos,  em^ 
pieos  ni  derechos  políticos  de  ningún  género: 
el  inhabilitado  parcialmente  sólo  está  impedi- 
do de  ejercer  el  empleo  ó  cargo  ó  los  dere- 
chos políticos  de  que  se  le  priva. 

El  Código  belga,  como  lo  hemos  dicho  en 
varios  lugares,  comprende  la  inhabilitación  es- 
pecial en  la  interdicción  de  derechos  civiles  y 
políticos,  de  que  tratan  sus  artículos  31a  34. 
Así;  vsegún  el  artículo  32,  «Los  tribunales  de 
asisia  podrán  imponer  la  interdicción  en  todo 
ó  en  parte,  perpetua,  ó  temporal  de  10  á  20 
añosp;  y  según  el  33,  los  mismos  tribunales  y 
los  demás]>  de  5  á  10  años;i>  pero  no  se  ocupa 
en  .señalar  el  alcance  de  la  interdicción,  por 
creer  sin  duda  que  está  suficientemente  decla- 
rado con  la  indicación  del  derecho  sobre  que 
recae;  ni  en  prescribir  la  forma  de  ejecución, 
que  se  desprende  de  la  misma  naturaleza  de 
la  pena  y  que  es  nimia  escrupulosidad  dete- 
Berse  á  detallar. 


El  Código  chileno  divide  la  inhabilitación 
especial  en  temporal  y  perpetua:  atiabas  pro- 
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ducen  la  privación  del  cargo,  empleo,  oficio  ó 
profesión  sobre  que  recaen  y  la  de  los  honores 
anejos  á  él,  y  la  incapacidad  de  obtener  dicho 
cargo,  empleo,  oficio  ó  profesión  ú  otros  en  la 
misma  carrera;  privación  é  incapacidad  que 
duran  ad  perpetuam  6 pro  tempere^  según  la  na- 
turaleza de  la  inhabilitación,  (art  39). 

Este  Código  reconoce  además  la  suspensión 
de  cargo  y  oficio  público  y  profesión  titular, 
que  inhabilita  para  su  ejercicio  durante  el  tiem- 
po de  la  condena  y  produce  la  pérdida  de  la 
mitad  del  sueldo  del  empleado  suspenso,  du- 
rante el  juicio,  sin  derecho  ó  reclamarla  sino 
en  el  caso  de  sentencia  absolutoria,  (art.  40). 

Aquí  notamos  la  duplicidad  de  nombre  para 
una  misma  pena,  que  hemos  censurado  en  el 
Código  peruano;  y  la  viciosa  disposición  de 
considerar  como  pena  la  suspensión  anterior  á 
la  sentencia. 

En  la  ley  chilena  la  privación  de  derechos 
políticos  es  siempre  perpetua,  á  no  mediar  re- 
habilitación del  Congreso,  (art.  42.)  Si  se  im- 
pone como  pena  accesoria,  no  queda  compren- 
dida en  el  indulto  que  se  conceda  sobre  la 
principal;  y  aún  cuando  la  gracia  recaiga  sobre 
la  inhabilitación,  no  se  extiende  hasta  repo- 
ner al  indultado  en  sus  honores,  cargos,  em- 
pleos y  oficios,  (art.  43  y  44). 


El  Código  español,  lo  mismo  que  el  chile- 
no, divide  en  perpetua  y  temporal  la  pena  de 
inhabilitación  especial,  que  puede  recaer  so- 
bre cargos  públicos,  derechos  políticos,  profe- 


w^ 


—  478  — 

siones  y  oficios.  Dispone  al  respecto  lo  si- 
guiente. dArt  32.  La  inhabilitación  especial 
perpetua  para  cargos  públicos  produce: d — «La 
privación  del  cargo  ó  empleo  sobre  que  recae, 
y  de  los  honores  anejos  á  éb — «2?  La  incapa- 
cidad para  obtener  ottos  en  la  misma  carrera.  i> 
— <cArt.  33.  La  inhabilitación  perpetua  para 
derechos  políticos  priva  perpetuamente  de  la 
capacidad  de  ejercer  los  derechos  sobre  que 
recae.  D — «Art.  34.  La  inhabilitación  especial 
temporal  para  cargo  público  produce:  :p — «1.° 
La  privación  del  cargo  ó  empleo  sobre  que  re- 
cae, y  de  los  honores  anejos  á  él.» — «2.*  La  in- 
capacidad de  obtener  otros  en  la  misma  ca- 
rrera durante  el  tiempo  de  la  condena.» — «  Art. 
25.  La  inhabilitación  temporal  para  derechos 
políticos  ©roduce  la  incapacidad  para  ejercer 
los  derecHbs  sobre  que  recae  por  el  tiempo  de 
la  condena.» — <cArt.  36.  La  suspensión  de  un 
cargo  público  inhabilita  para  su  ejercicio,  y  pa- 
ra obtener  otro  en  la  misma  carrera  por  el 
tiempo  de  la  condena.'» — o:  Art.  37.  La  suspen- 
sión de  derechos  políticos  inhabilita  igualmen- 
te para  su  ejercicio  durante  el  tiempo  de  la 
condena.» — (tArt.  39.  La  inhabilitación  perpe- 
tua especial  para  profesión  ú  oficio  priva  al 
penado  perpetuamente  de  la  facultad  de  ejer- 
cerlos.»— «La  temporal'  le  priva  igualmente 
por  el  tiempo  de  la  condena.» — «Art.  40.  La  sus- 
pensión de  profesión  ú  oficio  produce  los  mis- 
mos efectos  de  la  inhabilitación  temporal  du- 
rante el  tiempo  de  la  condena. 

Hé  aquí  el  origen  de  esa  duplicidad  de  nom- 
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bres.  para  designar  la  misífia  petiá  que  deplo-* 
dábamos  en  el  Código  peruano.  El  legislador 
español,  preocupado  con  las  distribuciones  si- 
métricas, que  hacen  de  su  Código  penal  una 
obra  verdaderamente  artística,  no  se  fijó;  al 
establecer  los  artículos  34  y  36^  35  .y  37i  en 
que  sancionaba  disposiciones  idénticas  bajo 
íormas  análogas,  sin  que  bastase  á  sacarle  de 
sus  abstracciones  la  declaración  que  se  vio  pre- 
cisado á  hacer  en  el  40,  de  que^se  repetía  con- 
signando este  artículo  y  el  39. 

El  legislador  peruano  sólo  advirtió  que  el 
Código  sobre  que  calcaba  el  suyo  contenía  pe- 
nas perpetuas,  que  se  había  propuesto  elimi- 
nar; y  dejó  correr  las  inhabilitaciones  especia- 
les y  las  suspensiones  como  cosas  distintas. 

Es  estraño  que  el  Código  español  reforma- 
do, en  sus  artículos  34  á  42,  haya  reproducido 
las  mismas  disposiciones  del  anterior;  apesar 
de  haber  introducido  variaciones  esenciales 
sobre  los  efectos  de  la  inhabilitación  y  sus- 
pensión inflijidas  á  personas  eclesiásticas,  y 
cambiado  la  forma  de  algunos  artículos,  con- 
servando lo  sustancial  de  ellos. 


El  Código  francés,  á  más  de  establecer  la 
degradación  cívica,  especie  de  inhabilitación 
absoluta,  para  los  crímenes  que  castiga  con 
trabajos  forzados  temporales,  prisión,  reclusión 
ó  destierro;  prescribe  (art.  42)  tratando'  de  de- 
litos, que  los  tribunales,  en  ciertos  casos  que 
la  ley  determina  usen  de  la  interdicción  de  d^ 
rechos  políticos  en  todo  ó  en  parte.   Ni  la  de- 
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gradación  ni  la  interdicción  política  tienen  se- 
ñalada una  duración  fija;  depende  de  la  sen- 
tencia. 


El  Código  italiano,  á  más  de  la  inhabilita- 
ción suspensión»  del  ejercicio  de  cargos  públi- 
cos y  en  general,  de  que  nos  hemos  ocupado 
en  el  comentario  al  artículo  79,  establece  la  in- 
habilitación y  suspensión  especiales  de  ün  car- 
go ó  empleo  determinado,  de  una  profesión 
determinada,  de  una  negociación  ó  arte  (art. 
39,40  y  41).  Pero  no  incurre  en  tei  estéril 
abundancia  de  penas,  que  en  nuestro  Código, 
el  español  y  el  chileno  hemos  advertido;  por 
que,  procediendo  con  lógica,  el  italiano  dá  el 
carácter  de  perpetua  á  la  inhabilitación,  y  el 
de  temporal  á  la  suspensión. 


Art.  83. — La  interdicción  civil  priva  al  pena- 
do,  durante  la  condena,  del  derecho  de  patria  po- 
testad,  de  la  representación  marital  que  le  conce- 
den las  leyes  civiles,  de  la  administración  de  sus 
bienes  y  del  derecho  de  disponer  de  ellos  por  actos 
intervivos,  salvo  los  casos  en  que  la  ley  limita  es- 
tos efectos. 

Comentario.  — Comprendemos  perfectamente 
lo  que  este  artículo  significa  en  toda  su  prime- 
ra parte,  respecto  de  la  cual  reproducimos  lo 
dicho  en  el  comentario  al  art.  24;  pero  confe- 
samos no  entender  lo  que  importa  la  salvedad 
contenida  en  su  parte  final.  No  sabemos  cua- 
les sean  los  actos  civiles   que   pueda  practicar 

^67 
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validamente  ej  interdicto  en  relación  con  «los 
derechos  de  que  está  privado  ni  menos  cuáles 
los  artículos  del  Código  penal  que  restrinjan 
los  efectos  de  la  interdicción. 

El  antiguo  Código  español  en  su  art.  374, 
disponía  que  los  padres,  tutores,  maestros  y 
personas  encargadas  de  la  educación  de  me- 
nores que '  los  corrompiesen  ó'  facilitaran  su 
corrupción,  fueran  condenados  en  la  pena  de 
interdicción  del  derecho  de  ejérqer  '  la  tutela, 
de  ser  miembros  del  consejo  de  familia,  y  en 
otras.  Estimando  probablemente  esta  prescrip- 
ción el  art  41  del  mismo  Código  como  una 
limitación  de  efectos  de  la  interdicción;  con- 
siderada en  general;  hizo  la  prevención  ó  salve- 
dad, que  nuestros  legisladores  copiaron  casi  á 
la  letra,  sin  fijarse  en  que  al  redactar  el  Título 
2.°  Sección  Octava,  Libro  II  de  nuestro  Códi- 
go, iban  á  suprimir  precisamente  la  excepción 
que  en  cierto  modo  excusaba  la  indebida  sal- 
vedad antedicha;  incrustando  así  una  disposi- 
ción que  resultaba  inútil,  pues  cond^^.nadas  ta- 
les personas  á  penitenciaría,  cárcel  ó  reclusión 
según  los  casos,  tienen  que  sufrir  lat  interdic- 
ción en  toda  su  amplitud  como  pena  «acceso- 
ría;  lo  que  no  puede  llamarse  limitación  de  sus 
efectos. 

Creemos  que  al  excluir  nuestro  Código  Ja 
curaduría,  la  asistencia  al  consejo  de  familia, 
la  procuración  la  testificación  y  otras  funcio- 
nes análogas,  del  número  de  las  prohibidas  á 
los  interdictos,  ha  procedido  con  la  lógica  que 
le  faltó  al  establecer  como  penas  accesorias  ¿la 
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inliabilitación  jrla  interdicción  misma,  según 
lo  demostramos  ocupándonos  del  articulo  24. 
El  penitenciado,  el  encarcelado,  el  recluso;  no 
pueden  desempeñar  tales  funciones  y  aún 
cuando  para  la  testificación  no  ^iene  imposi- 
bilidad material,  sería  harto  peligroso  permi- 
tirla por  la  calidad  de  los  testigos,  á  quienes 
faltan  lá  «garantía  de  moralidad  y  la  libertad 
perfecta  de  que  necesita  el  deponente. 

El  Código  argentino,  restringe  los  efectos 
de  la  interdicción  civil  en  los  términos  que 
aparecen  del  inciso  2?  de  su  artículo  63.   Dice 

así «Interdicción  civil,  que  priva  mientras 

se  sufre  la  pena,  de  la  patria  potestad,  de  la 
administración  de  los  bienes  y  del  derecho  de 
disponer  de  ellos  por  actos  entre  vivos.  :^ 

El  Código  belga,  completa  como  ve  en  se- 
guicTa,  el  cuadro  de  derechos  prohibidos  al  in- 
terdicto, que  comenizamos  á  formar  en  el  co- 
mentario del  artículo  79. 

El  art.  3 1  del  Código  belga  incapacita  tam- 
bién el  interdicto:  69  para  ser  perito,  testigo 
instruuental  ó  autorizante  de  documentos;  pa- 
ra ser  testigo  judicial  con  otro  fin  que  el  de 
facilitar  simples  noticias;  7?  para  formar  par- 
te de  consejo  alguno  de  familia,  ser  nombrado  - 
tutor,  ó  tutor  ó  curador  subrogado  sino  de  sus 
hijos  y  con  la  conformidad  del  consejo  de  fa- 
milia; como  así  mismo  para  desempeñar  fun- 
ciones de  codsejero  judicial  ó  de  administrador 
müertno. 
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Tratándose  de  estos  derechos,  que  nosotros 
consideramos  del  orden  meramente  civil,  de- 
bemos advertir  que  algunos  jurisconsultos  les 
dan  el  carácter  de  políticos,  por  cuanto  el  ma- 
yor número  de  ellos,  como  la  tutela,  verbigra- 
cia, se  desempeñan  en  nombre  del  Estado,  á 
quien  orginariamente  pertenecen;  y  que  por 
tanto  van  incluidos  en  la  inhabilitación  y  no 
en  la  interdicción. 

Para  nosotros  los  peruanos,  carece  de  im- 
portancia práctica  esta  cuestión,  pues  no  se 
puede  presentar  muchos  casos  en  que  la  inha- 
bilitación y  la  interdicción  vayan  sepa- 
radas. 


El  Código  chileno,  como  sabemos,  no 
considera  la  interdicción  civil  en  su  escala 
penal. 


El  Código  español,  en  su  artículo  41  se'ex- 
presa  así:  «La  interdicción  civil  priva  al  pena- 
do, mientras  la  está  sufriendo,  del  derecho  de 
patria  potestad,  de  la  autoridad  marital,  de  la 
administración  de  sus  bienes,  y  del  derecho 
de  disponer  de  ellos  por  actos  entre  vivos.  i> — 
(cExceptúanse  los  casos  en  que  la  ley  limita  de- 
terminadamente sus  efectos. D  (Véase  lo  di- 
cho al  principio  de  este  comentario.) 


El  Código  francés,  contiene  las  disposicio- 
nes siguientes: *'<rArt  29.  El  que  hubiéfre  sido 
condenado   á  la  pena  de    trabajos    forzados 
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temporales,  á  la  de  prisión  ó  á  la  de  reclusión, 
estará  además,  durante  el  tiempo  de  su  pena, 
en  entredicho  legal,  y  se  le  nombrará  su  tutor 
y  subrogado  tutor  para  la  gestión  y  adminis- 
tración de  sus  bienes,  en  las  formas  prescritas 
para  los  nombramientos  de  los  tutores  y  su- 
^ogados  tutores  á  los  entredichos.  i> — «Art. 
30.  Los  bienes  del  condenado  le  serán  entre- 
gados después  de  haber  extinguido  su  pena,  y 
el  tutor  le  dará  cuenta  de  su  administración. 3> 
— «Art:  31.  Mientras  dure  la  pena  no  podrá 
entregársele  ninguna  cantidad,  ninguna  pro- 
visión,! ni  ninguna»  porción  de  sus  ren- 
tas.:» 

Como  se  ve;  el  entredicho  legal  de  los  fran- 
ceses no  trasciende  sobre  los  derechos  de  pa- 
tria potestad  y  representación  marital,  como 
nuestra  interdicción  civil. 


El  Código  italiano,  contiene,  en  su  artícu- 
lo 22,  disposiciones  exactamente  iguales  á  las 
establecidas  en  los  artículos  29,  30  y  31  del 
franíés  que  acabamos  de  trascribir. 


Art.  84. — La  sujeción  á  la  vigilancia  de  la 
autoridad  impone  al  culpable  los  deberes  siguien- 
tes: 

2.® — No  variar  de  domicilio  sin  conocimiento 
de  la  autoridad  enca^rgada  de  su  vigilancia; 

2.^ — Presentarse  á  te  autoridad   en  los  días 
que  ésta  le  designe; 

3.^ — Darle  cuenta  de  su  ocupación^  y  adoptar 
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algún  tf ahajo  ú  oficio  si  no'  tiene  renta  para  swb^ 
sistÍTi 

Comentario. — A  toda  luz  deficientes  son  las 
disposiciones  de  la  ley  en  esta  parte;  y  aún 
cuando  en  Ta  provincia  de  Lima  se  ha  adop- 
tado por  la  autoridad  de  policía  algunas  qu^r 
le  permitan  conocer  á  las  personas  sobre  las 
que  tiene  que  ejercer  su  vigilancia;  norse  pue- 
de asegurar  que  ellas  son  oastantes  para  dar 
á  la  sociedad  las  garantías  que  esta  penaac-- 
cesoria  debe  procurarle.  ^ib 

El  Alcaide  de  la  cárcel  de  varones*  y  la  Su- 
periora  de  la  de  mujeres,  pasan  periódicamen- 
te á  la  Subpréfectura  una  razón  de  los  indivi- 
duos puestos  en  libertad  por  sobreseimiento, 
absolución  ó  extinción  de  su  pena;  y  con  solia^ 
esta  razón,  no  visada  por  otro  funcionario,  se 
procede  á  imponer  á  los  designados  en  ella 
como  reos  rematados,  cuando  pueden  ser  opor- 
tunamente habidos,  las  obligaciones  que  el 
artículo  84  del  Código  establece. 

Para  el  que,  notificado  por  la  autorida(f,'tio 
se  presenta  ó  no  adopta  ocupación  ú  oficio, 
nada  sabemos  que  se  haya  estatuido.        ^ 

Es  por  consiguiente  indispensable  adicionar 
el  Código  en  esta  parte,  ó  ampliar  el  de  pro- 
cedimientos en  materia  penal;  para  asegurar 
el  cumplimiento  de  las  prescripciones  que 
contiene  el  artículo  que  comentamos,  y  evitar 
que  los  Alcaides  puedan  convertirse  en  jueces, 
señalando  como  sujeto  á  vigilancia  á  un  incKV 
viduo  que iroAo^esté  legahneote; 
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Eli  CáDiGo  ARGENTiKo  cs  tan  poco  >detálla- 
úo  Gomo  el  nuestro  en  esta  materia.  Su  artí- 
culo 78  está  concebido  casi  en  los  mismos  tér* 
minos  que  el  84  del  peruano.  Deia  probable- 
mente á  la  ley  de  procedimientos,  ó  á  los  re- 
glamentos de  policía,  el  cuidado  de  colmar  los 
vacíos  que  en  el  presente  comentario  dejamos 
anotados. 


El  Código  belga,  en  sus  artículos  35  y  36, 
contiene  respecto  de  la  sumisión  á  la  vigilan- 
cia especial  de  la  policía,  disposiciones  iguales 
á  la  del  Código  francés,  enumeradas  en  el  co- 
mentario al  artículo  35  de  este  Código.  A  ese 
lugar  remitimos  al  lector,  para  ahorrar  repe- 
ticiones; pero  llamaremos  su  atención  sobre  la 
circunstancia  de  ser  menos  numerosos  los  ca- 
sos de  tal  vigilancia  en  la  ley  belga  que  en  la 
nuestra.  En  esta,  todos  los  de  penitenciaría, 
expatriación,  cárcel  y  reclusión  y  aún  el  de 
indulto  de  la  pena  de  muerte,  lo  son  también 
de  vigilancia;  en  aquella,  los  de  prisión  correc- 
cional sólo  lo  son,  cuando  la  ley  lo  prescriba 
expresamente. 


El  Código  chileno  prescribe  lo  siguiente, 
en  su  artículo  45.  <iLa  sujeción  á  la  vigilancia 
de  la  autoridad  dá  al  juez  de  la  causa  el  de- 
recho de  determinar  ciertos  lugares  en  los 
cuales  le  será  prohibido  al  penado  presentar- 
se después  de  haber  cumplido  su  condena  y 
de  imponer  á  éste  todas  ó  algunas  de  las  si- 
guientes obligacionestD— «I.'  La  de  declarar 
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antes  de  ser  puesto  en  libertad,  el  lugar  en 
que  se  propone  fijar  su  residencia.  :í — «2/  La 
de  recibir  una  boleta  de  viaje  en  que  se  le  de- 
termine el  itinerario  que  debe  seguir,  del  cual 
no  podrá  apartarse,  y  la  duración  de  su  per- 
manencia en  cada  lugar  del  tránsito.» — «3-' 
La  de  presentarse  dentro  de  las  veinticuatro 
horas  siguientes  á  su  llegada,  ante  el  funcio- 
nario designado  en  la  boleta  de  viaje. i — «4.* 
La  de  no  poder  cambiar  de  residencia  sin  ha- 
ber dado  aviso  de  ello,  con  tres  días  de  antici- 
pación, al  mismo  funcionario,  quien  le  entre- 
gará la  boleta  de  viaje  primitiva  visada  para 
que  se  traslade  á  su  nueva  residencia.  i> — «S-* 
La  de  adoptar  oficio,  arte,  industria  ó  profe- 
sión, si  no  tuviere  medios  propios  y  conocidos 
de  subsistencia.]» 

Estas  prescripciones,  tomadas  del  Código 
francés,  según  parece,  son  más  terminantes  y 
precisas  que  las  nuestras,  sacadas  del  español, 
cuyo  artículo  42  se  halla  incompletamente  re- 
producido en  ellas.  Sin  embargo;  tampoco  sa- 
tisfacen todas  las  exigencias  que  hemos  hecho 
al  principio  de  este  comentario. 


El  Código  español,  dice,  en  el  recordado 
artículo  42:  dLa  sujeción  á  la  vigilancia  de  la 
autoridad  pública  produce  en  el  penado  las  obli- 
gaciones siguientes:» — «i.**  Fijar  su  domicilio 
y  dar  cuenta  de  él  á  la  autoridad  inmediata- 
mente encargada  de  su  vigilancia,  no  pudien- 
do  cambiarlo  sin  conocimiento  y  permiso  de 
la  misma  autoridad,   todo  por  escrito.» — C2." 
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Observar  las  reglas  de  inspección  que  aquella 
le  prefije.:^ — «3.*  Adoptar  oíicioi  arte,  industria 
ó  profesión,  si  no  tuviere  medios  propios  y  co- 
nocidos de  subsistencia.]» — «Siempre  que  un 
penado  quede  bajo  la  vigilancia  de  la  autori- 
daid,  se  dará  de  ello  cuenta  al  G<^>ierno.»— ^En 
el  Código    reformado  se    ha  sitpnmtdo    esta 


Eh  «Código  FRANCÉS,  (Véase  comentario  del 
artículo  35r  en  el  párrafo  respectivo. 


El  Cówgo  italiano  se  expresa  de  este  mo- 
do: <t  Art,  44.  La  $ujecibn  á  la  vigilancia  espe- 
cial de  la  seguridad  pública  consiste  en  la  obli- 
gación impuesta  al  condenado  de  presentarse 
á  la  autoridad  que  se  le  designe,  y  darle 
cuenta  de  su  persona,  en  las  formas  estableci- 
das por  la  ley  de  seguridad  pública. d — dEn  ca- 
so de  desobediencia,  se  arrestará  al  infractor, 
y  la  pena  se  convertirá  en  la  de  cárcel  por  un 
perÍQido  de  tiempo  que  podrá  extenderse  hasta 
el  establecido  para  la  sujeción  á  lav  vigilancia, 
siempre  que  no  exceda  de  dos  años;  subsistien- 
do sin  embargo,  si  ha  lugar,  el  tiempo  restante 
de  sujeción  á  la  vigilancia. 

Esta  última  parte  del  artículo  trascrito,  en 
combinación  con  la  ley  de  seguridad  pública, 
llena  indudablemente  el  objeto  de  la  pena. 


es 
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Art.  85. — La  reprensión  se  hará  por  el  Juez 
antes  de  la  hora  de  despacho^  á  presencia  del  ac* 
tuario  de  la  causa  y  del  ofendido  6  de  un  testigo, 

Conuntarie. — Es  ínsuñciente  la  disposición 
de  este  artículo,  tratándose  de  una  pena  que, 
por  su  novedad  en  el  foro  y  por  su  naturaleza 
necesitaba  más  detalles  de  forma  al  estable- 
cerse. 

No  dice  el  Código  si  la  reprensión  ha  de 
hacerse  á  puerta  abierta  ó  á  pueita  cerrada; 
si  bien*  es  cierto  que,  prescribiéndose  como 
momento  oportuno  para  ejecutarla  el  que  pre- 
cede á  la  hora  de  abrir  el  despacho,  hay  lu- 
gar á  presumir  que  debe  ser  del  segundo  mo- 
do. Esto  imprime  á  la  pena  el  carácter  de  re- 
prensión privada;  pero  la  asistencia  del  testi- 
go, cuando  no  concurra  el  ofendido,  viene  á 
darle  cierta  publicidad. 

Tampoco  señala  al  Juez  reprensor  fórmula 
ninguna  para  que  no  se  exceda  ni  quede  corto  en 
el  cumplimiento  de  su  deber:  los  términos  que 
ha  de  emplear  quedan  completamente  á  su  ar- 
bitrio; y  según  el  grado  de  instruccción  v  edu- 
cación del  juez,  según  su  carácter  violento  6 
apacible,  según  las  condiciones  personales  del 
reprendido;  la  pena  podrá  resultar  grave  ó  le- 
ve, enorme  ó  insignificante. 

Juzgamos;  pues,  indispensable  la  ampliación 
de  este  articulo. 


Los  CÓDIGOS  ARGENTINO,  BELGA,  CHILENO  y 

FRANCÉS,  prescinden  de  esta  pena  en   sus   res- 
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pectivas  escalas;  y  creemos  que  sin  razón 
bastantei  pues  los  estímulos  del  amor  propio 
son  un  resorte  efícáz  en  muchos  casos  para 
restituir  al  hon^bre  al  camino  del  d^ber. 


El  Código  español,  (art  i  lo  reproducido 
en  el  reformado,  art.  117)  dice:  <cEl  senten- 
ciado á  reprensión  pública  la  recibirá  perso- 
nalmente en  audiencia  del  Tribunal  á  puerta 
abierta.  ]> — dEl  sentenciado  á  reprensión  pri- 
vada la  recibirá  personalmente  en  audiencia 
del  Tribunal,  á  presencia  del  Secretario  y  á 
puerta  cerrada. 

La  concurrencia  del  ofendido,  prescrita  por 
nuestro  Código,  no  la  requiere  el  español;  sin 
duda  para  alejar  el  innoble  placer  de  la  ven- 
ganza satisfecha. 

El  Código  italiano  ha  procurado  ser  más 
preciso  que  el  peruano  y  el  español,  consig- 
nando las  disposiciones  siguientes: — <rArt.  47 
La  reprensión  consiste  en  amonestar  al  reo  so- 
bre un  hecho,  un  dicho  ó  un  escrito  aprobatfe 
por  la  ley,  con  apercibimiento  de  que  en  caso 
de  reincidencia  incurrirá  en  la  pena  más  grave 
establecida  por  la  ley.> — «La  reprensión  se 
hace  por  el  Juez  en  audiencia  pública.]) — dEn 
caso  de  contumacia  ó  negativa  del  condenado 
á  comparecer,  se  le  arrestará  y  conducirá  ante 
el  Juez  que  debe  hacer  la  reprensión.!) — «Si  el 
condenado  no  la  escucha  con  respeto,  se  le 
castigará  con  arresto,  siempre  que  la  falta  de 
respeto   no  constituya  otro  delito  punible  pre- 
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visto  por  la  ley.]^ — «Art.  '48.  La  reprensión 
puede  agregarse  á  las  penas  correccionales 
cuando  lo  exijan  las  circunstancias  del  caso.» 
— «Art.  49.  También  puede  agregarse  á  las 
penas  de  policía. d — cArt.  50.  En  los  casos  de- 
terminados expresamente  por  la  ley,  puede 
imponerse  la  reprensión  sola.:^ — «ArL  51.  La 
fórmula  de  la  reprensión  se  indicará  en  la 
sentencia  ó  providencia  condenatoria. 

£1  Código  italiano  excluye  pues,  las  repren- 
siones ^privadas,  á  las  que,  en  verdad  no  pode-^ 
mos  reconocer  el  carácter  penal  que  el  nuea* 
tro  y  el  español  les  otorgan.  Un  simple  aperci* 
bimiento,  que  diariamente  se  impone  aún  en 
los  juicios  civiles,  y  los  litigantes  están  acos- 
tumbrados á  ver  como  una  mefa  fórmula  judi- 
cial que  no  les  daña  lo  mínimo;  nada  gana 
en  gravedad  por  hacerlo  directamente  el  Juez 
en  lugar  de  notificarlo  el  actuario  por  manda- 
to de  éste.  La  intervención  del  testigo  ó  del 
ofendido  tampoco  dá  mayor  importancia  al 
apercibimiento,  pues  las  providencias  en  jui- 
cio civil  que  lo  contienen  llegan  también  á  co- 
nocimiento de  ambas  partes,  y  al  de  un  testi- 
go, cuando  alguna  de  ellas  se  niega  á  suscribir 
la  notificación. 


Art.  86. — La  caución  se  cumpUj  prestando 
fianza  á  satisfacción  del  ofendido^  6  del  Juez  en  el 
caso  de  negativa  temeraria;  y  la  multa,  erogando  la 
cuota  respectiva. 

La  multa  se  aplicará  á  indemnizar  la  responsa* 
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bilidad  civil,  y  si  no  la  hubiere,  6  fiare  esta  me- 
nor que  aquella,  á  beneficio  de  las  respectivas  oár- 
celeSj  en  el  todo  6  en  la  parte  excedente. 

Comentario. — Se  entiende  por  caución,  la 
formal  promesa,  bajo  juramento  ó  fianza,  de 
hacer  ó  no  hacer  algo.  Una  y  otra  especie  de 
caución  son  reconocidas  por  nuestras  leyes 
penales:  la  juratoria  para  conceder  la  soltura 
al  enjuiciado,  en  la  forma  prescrita  por  el  Có- 
digo de  Procedimientos  y  de  que,  con  alguna 
latitud,  nos  hemos  ocupado  en  nuestra  expo- 
sición comentada  de  dicho  Código;  y  la  cau- 
ción bajo  fianza,  para  dar  garantías  al  ofendi- 
do de  no  volver  á  serlo,  y  á  la  sociedad,  de  que 
su  orden  no  volverá  á  ser  perturbado.  Esta 
última  es  la  que  vamos  á  estudiar  ahora. 

Hallamos  tan  insuficiente  la  caución,  como 
medio  de  penalidad,  y  más  en  la  forma  breve 
que  el  presente  artículo  la  establece,  que  no 
vacilamos  en  dar  la  razón  á  los  Códigos  ar- 
gentino, belga,  francés  é  italiano  por  no  haber- 
la incluido  en  su  escala  de  castigos. 

¿Quién  responde  al  agraviado  de  que  su 
ofensor  guardará,  al  que  lo  fía,  mayores  consi- 
deraciones que  á  él,  para  no  comprometer  al 
primero  con  la  reincidencia? 

¿Quién  asegura  á  la  sociedad  de  que  los 
respetos  privados  influirán  más  en  el  ánimo 
del  delincuente,  que  las  amenazas  de  la  ley  y 
el  temor  á  la  fuerza  material  de  que  la  autori- 
dad pública  dispone? 
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El  legislador  español,  profuso  en  penas,  co- 
mo lo  hemos  visto;  no  quiso  perder  esta  en  su 
catálogo;  y  el  chileno  y  el  nuestro  le  siguieron, 
á  nuestro  entender,  sin  reflexión  bastante. 

Por  otra  parte  ¿si  el  culpable  no  puede  pres- 
tar la  caución  por  falta  de  fiador,  en  qué  se 
trasforma  la  pena?  Si  se  presenta  la  fianza 
¿cuánto  dura  ella?  ¿Es  acaso  perpetua?  Esto 
no  indica  nuestro  Código.  El  español  y  el  chi- 
leno, como  lo  veremos  en  seguida,  no  han  in- 
currido en  tal  omisión. 


El  Código  chileno  (art.  46)  dice:  «La  pe- 
na de  caución  produce  en  el  penado  la  obliga- 
ción de  presentar  un  fiador  abonado  que  res- 
ponda ó  bien  de  que  aquel  no  ejecutará  el  mal 
que  se  trata  de  precaver,  ó  de  que  cumplirá 
su  condena,  obligándose  á  satisfacer  si  causa- 
re el  mal  ó  quebrantare  la  condena;  la  canti- 
dad que  haya  fijado  el  tribunal.» — «Si  el  pena- 
do no  presentare  fiador,  sufrirá  una  reclusión 
equivalente  á  la  cuantía  de  la  fianza,  compu- 
tándose un  día  por  cada  dos  pesos;  pero  sin 
poder  en  ningún  caso  exceder  de  dos  años. 


El  Código  español,  en  su  artículo  43,  que 
es  el  44  del  reformado,  dice  también:  «La  pe- 
na de  caución  produce  en  el  penado  la  obli- 
gación de  presentar  un  fiador  abonado  que 
responda  de  que  aquel  no  ejecutará  el  mal 
que  se  trata  de  precaver,  y  se  obligue  á  satis- 
facer, si  lo  causare,  la  cantidad  que  haya  fija- 
do el  Tribunal  en  la  sentencia,» — «El  Tribu- 
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nal  determinará  según  su  prudente  arbitrio,  la 
duración  de  la  fianza. :b — «Si  no  la  diere  el  pe- 
nado, incurrirá  en  la  pena  de  arresto  menor.» 
Es  probable  que  nuestros  legisladores  su- 
primieran estas  prescripciones  de  carácter  ge- 
neral, con  el  propósito  de  consignar  sólo  dis- 
posiciones especiales  para  cada  delito  que  hu- 
bieran de  penar  con  caución;  como  puede  ver- 
se en  el  artículo  320,  que  refiriéndose  á  los  de 
amenaza  escrita  y  verbal,  dice:  mEl  reo  de  cual- 
quiera de  los  delitos  expresados  en  los  dos  artículos 
anteriores^  quedará  sujeto  á  la  catcción  de  no 
ofender^  ó  á  la  vigilancia  de  la  autoridad  de  dos  á 
seis  meses.  Pero  esto  era  faltar  al  plan  del  Có- 
digo, cuyo  primer  libro  estaba  destinado  á 
formular  reglas  generales  para  conocer  los  ac- 
tos delictuosos,  su  mayor  ó  menor  gravedad, 
á  las  distintas  especies  de  delincuentes,  las  pe- 
nas y  la  manera  de  aplicación  de  éstas  en  re- 
lación con  las  circunstancias  subjetivas  y  obje- 
tivas del  caso  punible. 


SECCIÓN  SEXTA 

DEL   MODO   DE    HACER   EFECTIVA   LA   EESPONSA- 

BILIDAD    CIVIL. 

Art.  87. — La  responsabilidad  civil  establecida 
en  el  título  2.^  sección  5.*  de  este  librOj  comprende: 
1.^  La  restitución  de  la  cosa: 
2.^  La  reparación  del  daño  causado: 
3.^  La  indemnización  de  perjuicios. 
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Comentarw.—ApendLS  tendremos  necesidad  de 
hacer  breves  aclaraciones  respecto  de  lo  pres- 
crito por  este  artículo,  cuya  justicia  se  impo- 
ne al  más  vulgar  sentido  común.  El  que  ha  su- 
frido un  mal» — sea  la  sociedad,  sea  un  parti- 
cular^ — tiene  derecho  á  exigir  que  se  le  repon- 
ga en  la  integridad  de  su  bienestar  anterior,  y 
aún  de  las  legítimas  esperanzas  racionalmente 
basadas  en  él:  el  deber  de  esa  repoBÍción  pesa 
indudablemente  sobre  el  que  hizo  daño,  y  pesa 
comprometiendo,  no  sólo  su  persona,  sino  sus 
intereses  materiales. 

Podrían  reducirse  á  dos  los  tres  incisos  de 
este  artículo,  á  £n  de  que  no  se  juzgue  que  la 
restitución  y  la  reparación  tienen  objetos  <fi- 
versos,  cuando  la  segunda  sólo  es  subsidiaria 
de  la  primera:  habría  sido  conveniente  dis- 
poner así  esta  parte  del  artículo  i.*.  La  res- 
titución de  la  cosa,  ó  la  reparación  del  ckmo 
causado:  2.**  La  indemnización  de  perjui- 
cios. 

El  delito  puede  dañar  al  ofendido  en  sus  in- 
tereses materiales,  como  el  hurto,  el  robo  ó  la 
defraudación,  ó  en  su  persona  misma,  ó  dere- 
chos como  las  lesiones  corporales,  la  injuria 
etc.  En  algunos  casos  el  daño  es  causado  en 
una  sola  de  estas  formas;  en  otros,  de  ambas 
maneras:  de  suerte  que  unas  veces  sólo  hay 
lugar  á  restitución  ó  reparación;  en  otros^  á  in- 
demnización; y  en  otros,  á  reparación  é  in- 
demnización al  mismo  tiempo. 

Se  restituye  devolviendo  la  cosa;  se  repara 
dando  otra  en  su  lugar,  cuando  la  restitución 
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es  imposible;  y  se  indemniza  reintegrando  en 
su  bienestar  y  derechos  al  agraviado;  como 
en  el  caso  de  pagar  á  un  herido  los  gastos  de 
su  curación  y  los  jornales  que   hubiere  dejado 

de  percibir. 

*  ■  ■     ■ 

El  Código  argentino,  no  ocupándose 
de  la  responsabilidad,  tampoco  señala  su  al- 
cance. 

(Véase  lo  dicho  respecto  de  este  Código,  en 
los  comentarios  de  los  artículos  18  á  22  del 
presente.) 

El  Código  belga  define  claramente  (art. 
44)  que  la  responsabilidad  civil  alcanza  á  la 
restitución  é  indemnización;  y  aún  cuando  ha- 
bla de  reparaciones,  al  prescribir  (art.  49)  que 
se  proceda  contra  los  bienes  del  condenado 
para  cubrir  las  multas,  restituciones  é  indem- 
nizaciones; no  hace  de  ellas  una  obligación 
especial,  como  parece  que  lo  pretendiera  el 
artículo  que  comentamos. 


El  Código  chileno  hállase  á  este  respecto 
en  las  mismas  condiciones  que  el  argentino. 
Sin  embargo  su  artículo  48,  al  enumerar  las 
responsabilidades  pecuniarias  que  pesan  so- 
bre el  condenado,  señala  las  siguientes:  costas 
procesales  y  personales;  resarcimiento  de  los 
gastos  ocasionados  por  el  juicio;  reparación  del 
daño  causado  é  indemnización  de  perjuicios;  mul- 
ta; pero  no  expresa,  como  lo  hace  el  nuestro, 
el  alcance  y  forma  de  la  reparación  é  indemni- 
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zación,  que  indudablemente  con^a  á  las  leyes 
civiles. 


El  Código  español,  en  su  artículo  115,  re- 
producido en  el  121  del  reformado,  se  expresa 
casi  literalmente,  en  los  mismo  términos  que 
el  nuestro. 


El  Código  francés  dice,  en  su  articulo  51, 
que  cuando  hubiere  lugar  á  restitución,  el  cul- 
pable podrá  ser  condenado  además,  con  res- 
pecto á  la  parte  perjudicada,  si  ésta  lo  recla- 
mare, á  indemnizaciones  que  determinarán  los 
jueces  y  tribunales  cuando  las  leyes  no  las  hu- 
biesen ya  señalado;  y  en  el  54,  prescribe  que 
siendo  insuficientes  los  bienes  del  condenado 
para  responder  de  multas,  restituciones  é  in- 
demnizaciones, se  dé  preferencia  á  estas  últi- 
mas; lo  que  prueba  que  también  acepta  las  re- 
paraciones bajo  el  nombre  de  restituciones. 


El  Código  italiano  consagra  sus  artículos 
72  y  73  á  declarar  que  la  condena  á  las  penas 
establecidas  por  la  ley  lleva  consigo  la  resti- 
tución y  el  resarcimiento  de  perjuicios  lo  mis- 
mo que  la  reparación  de  la  injuria  aunque  no 
cause  daño  á  la  persona  ó  su  esencia;  y  el  79, 
á  remitir  al  Código  civil  las  reclamaciones  so- 
bre responsabilidad  de  esta  especie  que  se  de* 
rive  de  reatos. 

Dedúcese  del  tenor  de  dichos  artículos,  que 
este  Código  también  acepta,  como  el  naestro, 
que  la  responsabilidad  civil  comprende  la  res- 
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titución,  la  reparación  subsidiaria  y  la  indem- 
nización, tomadas  en  el  sentido  que  hemos  in- 
dicado al  principio  de  este  comentario. 


A  rL  88. — La  restitución  se  hará  con  la  misma 
cosa  aunque  se  hallé  en  poder  de  un  tercero  y  salvo 
el  derecho  de  este^  si  fuere  inculpable^  para  recla- 
mar su  valor  contra  quien  corresponda. 

Si  la  cosa  no  existiese  6  la  hubiese  ganado  por 
prescripción  un  tercer  poseedor ^  la  restitución  se 
hará  con  el  precio  comente  de  ella^  agregándose  el 
de  estimación  si  lo  tuviere. 

Comentario.— ^ o  constituyendo  el  delito  un 
modo  legítimo  de  adquirir;  es  claro  que  la  res- 
titución de  la  cosa  á  su  dueño  es  de  derecho 
extricto;  y  que  debe  hacerse  siempre  que  la 
identidaa  de  aquella  sea  de  posible  verifica- 
ción, sin  que  obste  hallarse  en  poder  de  terce- 
ra persona.  Pero  si  esa  verificación  no  es  po- 
sible, como  en  el  caso  de  haberse  hurtado  ó  ro- 
bado una  suma  de  dinero;  aún  cuai;ido  la  ley 
no  lo  expresa,  creemos  que  sólo  cabe  la  repara- 
ción á  costa  del  civilmente  responsable;  que 
si  él  no  tuviese  bienes,  la  reparación  debe  ha- 
cerse con  el  producto  de  su  trabajo:  y  que  si 
éste  no  bastare,  el  dueño  queda  perjudicado, 
como  en  el  caso  de  desaparición  ó  destrucción 
de  lo  sustraído. 

El  tenedor  de  la  cosa  que  fué  materia  de 
delito,  si  no  tuvo  participación  en  este  como 
autor  cómplice  ni  encubridor,  y  la  recibió  de 
buena  fé,  por  causa   lícita,  está  sin  embargo 
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obligado  á  la  devolución  de  aquella;  porque  el 
derecho  del  dueño,  su  dominio,  es  título  más 
respetable  que  cualquier  otro  que  dicho  tene- 
dor pudiera  alegar;  más  no  pierde  éste  en  lo 
absoluto,  pues  le  queda  la  facultad  de  exigir 
al  civilmente  responsable  que  le  reintegre  en 
su  posesión.  Sólo  en  el  caso,  muy  difícil  de 
ocurrir,  pero  no  imposible,  de  que  el  tenedor 
esté  amparado 4)or  la  prescripción;  puede  ne- 
garse á  la  devolución  que  se  le  exija,  pues  la 
prescripción  es  también  título  de  dominio, 
r  Por  este  último  motivo,  la  segunda  parte 
del  artículo  equipara  los  casos  de  prescripción 
y  los  de  destrucción,  disponiendo  que  en  unos 
y  otros  se  haga  la  restitución  con  el  precio  co- 
rriente de  la  cosa;  lo  que  dicho  sea  de  paso, 
está  impropiamente  expresado,  pues  entonces 
no  hay  verdadera  restitución,  sino  repara- 
ción. 

La  valoración  de  la  cosa  no  podrán  hacerla 
arbitrariamente  los  tribunales  y  jueces:  han 
de  intervenir  en  ella  peritos,  quienes  deberán 
tener  en  cuenta,  no  sólo  el  valor  intrínseco  de 
la  cosa,  sino  el  que  tuviere  en  relación  con  su 
dueño.  Una  prenda  de  familia,  que  hubiese 
sido  sustraída  y  no  devuelta,  importa  para  el 
que  la  pierde,  no  sólo  el  material  y  mano  de 
obra,  sino  una  privación  mortificante,  de  que 
es  necesario  resarcirle. 

A  nuestro  entender,  esta  reintegración  de 
su  bienestar  al  agraviado,  en  la  forma  que  la 
ordena  el  artículo  que  comentamos;  es  repa- 
ración é  indemización  á  la  vez. 
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Como^  en  el  comentario  del  artículo  ante- 
rior, hemos  indicado  que  los  códigos  argenti- 
no y  chileno  no  se  ocupan  de  esta  materia, 
pasamQs  á  estudiar  los  otros  que  vamos  exa- 
minando. 


El  Código  belga  no  exige  que  la  restitu- 
ción se  haga  con  la  cosa  misma:  habla  siem- 
pre conjuntamente  de  la  restitución,  indemni- 
zación 'de  perjuicios  y  multas;  lo  que  deja 
comprender  que  acepta,  en^^último  resultado, 
las  reparaciones,  cualquiera  que  sea  la  forma 
en  que  se  las  haga,  abandonando  á  las  leyes 
civiles  todas  las  cuestiones  de  esta  naturaleza 
que  sobre  pí^escripción,  identidad  de  la  cosa, 
aumentos  ó  menoscabos  de  la  misma  etc.  pue- 
den surgir  entre  el  tenedor  del  objeto  perdido 
y  su  legítimo  dueño. 


El  Código  español  dice:  «Art.  1 16.  La  resti- 
tución debe  hacerse  de  la  misma  cosa,  siem- 
pre que  sea  posible,  con  abono  de  deterioros 
6  menoscabos  á  regulación  del  tribunal,  d — dSe 
hará  la  restitución  aunque  la  cosa  se  halle  en 
poder  de  un  tercero  y  éste  la  haya  adquirido 
por  medio  legal,  salva  su  repetición  contra 
quien  le  corresponda.» — <rEsta  disposición  no 
es  aplicable  en  el  caso  de  que  el  tercero  haya 
prescrito  la  cosa,  con  arreglo  Á  lo  estableci- 
do por  las  leyes  civiles,  d 

Este  artículo  es  el  122  del  Código  refor- 
mado. 
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El  Código  francés  se  halla,  á  este  res- 
pecto, en  las  mismas  condiciones  qiie  el 
belga. 

El  Código  italiano  tampoco  exije  que  lá 
restitución  sea  de  la  misma  cosa;  y,  como,  di- 
jimos, al  comentar  el  artículo  anterior,  remite 
á  las  leyes  civiles  la  solución  de  las  cuestiones 
relativas  á  responsabilidad  de  esta  esp^e  que 
pudieran  suscitarse  entre  los  que  se  crean  con 
derecho  á  lo  sustraído. 


Art.  89. — La  reparación  se  hará  valorando  la 
entidad  del  daño^  por  medio  de  peritos  si  fuer t 
practicable^  6  por  el  prudente  arbitrio  del  juez. 

Si  el  dueño  prefiriese  el  valor  total  de  la  cosa,  se 
procederá  como  en  el  párrafo  final  del  articulo  an- 
terior^ pasando  la  cosa  a  la  propiedad  del  respon- 
sable. 

Comentario. — Cabe  reparación  siempre  que 
se  ha  consumado  ó  destruido  cosa  agena,  ya 
sea  con  el  intento  de*  apropiársela,  como  en 
los  casos  de  hurto,  robo,  estafa  etc.,  ya  con  el 
de  causar  un  mal  por  mera  malevolencia,  co- 
mo en  los  de  incendio  ú  otros  semejantes. 

Estimamos  la  reparación  como  uña  obliga- 
ción simplemente  subsidiaría  de  la  restitución: 
sólo  cuando  esta  sea  imposible,  cuando  no  se 
pueda  devolver  íntegramente  la  misma  cosa, 
sea  por  su  destrucción,  sea  por  su  menoscabo; 
se  ha   de  reparar  el  mal,  dando  al  perjudicado 
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lo  que  baste   para  evitar  la  consecuent 
aquel. 

Entendemos  que  este  artículo  se  ref 
simples  daños  materiales;  y  no  compren 
por  qué  pueda  ser  imposible  la  apreciac 
ellos  por  medio  de  peritos,  para  dejar 
al  libre  arbitrio  del  juez.  Sólo  podríamos 
tar  la  suposición  de  la  ley  en  el  caso  ra 
de  no  haber  peritos  que  admitiesen  el 
Si  se  relíere  la  imposibilidad  á  la  n 
misma  del  peritaje,  como  si  se  tratase  • 
perjuicios  ocasionados  por  la  pérdida  de  i 
trimonio,  que  un  calumniante  llegó  á  hai 
posible;  se  sale  del  terreno  de  la  repa 
para  entrar  en  el  de  las  indemnización^ 
no  corresponden  á  este  lugar. 

La  segunda  parte  de  este  artículo 
damnificado  el  derecho  alternativo  de  n 
ción  con  reparación,  ó  de  reparación  sol; 

Devuelta  la  cosa,  aún  cuando  sea  con 
trimento  causado  en  ella  por  el  respons 
por  su  culpa,  hay  verdadera  restitución; 
como  ella  es  insuficiente,  en  tal  caso,  | 
resarcimiento,  se  la  acompaña  de  una  r 
ción  que  salde,  digámoslo  así,  la  partí 
dente,  cuya  entidad  es  la  que  deben  aj 
los  peritos  ó  estimar  efjuez  á  falta  de  es 
□endose  al  texto  de  la  ley.  Cuando  al 
no  le  convenga  la  restitución  déla  cosa  < 
defectos  causados  en  ella,  se  la  valor 
hace  la  reparación  entregando  el  pre 
damnificado  y  abandonando  aquella  al  r 


—  503  —  / 

sable,  obligado  por  este  medio  á  una  compra 
forzada. 


El  Código  belga,  el  francés  y  el  italiano 
omiten  los  detalles  de  la  restitución  y  repara- 
ción especificados  por  el  nuestro. 


El  Código  español  dice:  <iArt,  117.  La  re- 
paración se  hará  valorando  la  entidad  del  da- 
ño á  regulación  del  tribunal,  atendido  el  pre- 
cio natural  de  la  cosa,  siempre  que  fuere  posi- 
ble, y  el  de  afección  del  agraviado,  d  (Art.  123 
Cod.  refor.) 


Art,  90. — La  indemnización  de  los  perjuicios 
comprende  j  no  sólo  los  que  se  causaren  al  ofendido^ 
sino  también  los  que  por  razón  del  delito  se  hubie- 
sen  irrogado  directamente  a  su  familia  ó  aun  ter^ 
cero.  Su  regulación  se  efectuará  prudencialmente 
por  el  juez  en  defecto  de  prueba  plena. 

Comentario. — Aún  cuarndo  el  delito  no  sea  de 
los  que  atacan  directamente  la  propiedad,  sue- 
le producir  menoscabos  en  ella,  como  sucede 
con  las  heridas,  contusiones,  calumnias  etc.  que 
ya  impiden  adquirir  el  sustento,  ya  embara- 
zan las  especulaciones  mercantiles,  ú  ocasio- 
nen otros  perjuicios  séínejantes;  y  estos,  en  al- 
gunas ocasiones,  no  se  limitan  al  personal- 
mente agraviado,  sino  que  trascienden  sobre  los 
intereses  de  su  familia  ó  de  un  tercero.  Si  es 
asesinado  mi  dependiente,  único  apoyo  de 
una  familia  desvalida,  y  única  persona  que  po- 
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dfí^  daf  me  cuenta  de  operaciones  en  que  yo 
tenía  conaprp.metidos,  capitales  de  más  ó  me- 
nos consideración;  no  sólo  resulta  perjudicacia 
esa  familia,  quedando  expuesta  á  perecer;  sino 
también  yo,  que  me  veo  incapacitado  de  re- 
cuperar las  sumas  que  confié. 

Si  las  leyes  civiles  de  todos  .los  países  con* 
ceden  al  perjudicado  derecho  para  repetir 
pontra  el  que,  por  simple  imprudencia  ó  des- 
cuido,  perjudica  así  la  propiedad  de  otro;  con 
maypr  razón  deben  concederlo  en  los  casos  de 
delito,  pues  no  por  agregarse. al  acto  la  cir- 
cunstancia de  una  intención  punible  podría 
mejorar  la  condición  del  que  hizo  el  mal.,  Na- 
da es,  por  consiguiente  más  justo  que  lo  dis- 
puesto en  este  artículo. 

En  cuanto  al  modo  de  regular  la  entidad  de 
las  indemnizaciones,  la  disposición  legal  es 
también  completa.  Si  un  avalúo  pericial  pue- 
de establecerla,  si  hay  prueba  instrumental 
que  acredite  la  importancia  del  mal;  nada 
más  legítimo  que  atenerse  al  juicio  de  los 
prácticos,  ó  al  tenor  del  instrumento;  pero  si 
faltan  estos  medios,  ó  su  empleo  es  imposible, 
como  en  los  casos  de  fijar  la  pensión  alimenti- 
cia que  deba  darse  á  la  viuda  é  hijos  de  un  oc- 
ciso, ó  de  dotar  á  la  que  perdió  matrimonio 
por  culpa  de  un  vil  calumniante,  ó  en  otros 
análogos;  el  prudente  juicio  del  juez  es  el  úni- 
co criterio  que  puede  suplir,  y  él  ha  de  ejer- 
cerse atendiendo  á  la  posición  social,  condi- 
ciones de  fortuna,  edad  y  demás  circunstan- 
cias de  los  perjudicados  y  del  responsable. 
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El  Código  argentino  y  el  chileno  guar- 
dan la  reserva  que  hemos  indicado  al  compa- 
rar el  artículo  87. 

El  Código  belga  el  francés  y  el  italiano 
^limitan  sus  prescripciones  á  lo  dicho  en  el  lu- 
gar citado  (art.  87.) 

El  Código  español,  en  su  artículo  108  (art. 
124  del  reform.)  se  expresa  así:  <cLa  indemni- 
zación de  perjuicios  comprenderá  no  sólo  los 
que  se  hubiesen  irrogado  por  razón  del  delito 
á  su  familia  ó  á  un  tercero.» — «Los  tribunales 
regularán  el  importe  de  esta  indemnización  en 
los  mismos  términos  prevenidos  para  la  repa- 
ración del  daño j> 


ArU  9L — La  restitución,  reparación  é  indemni- 
zación^ se  llevarán  á  efecto  por  la  vía  de  apremio  y 

Art  92. — La  responsabilidad  civil  grava  solida-- 
ñámente  sobre  todos  los  culpables. 

El  juez  asignará,  sin  embargo,  á  cada  delin- 
cuente la  cuota  proporcional  que  le  corresponda, 
atendiendo  á  su  culpabilidad  y  facultades  y  al  lu- 
cro que  hubiese  reportado,  dfin  de  que  pueda  pe- 
dir reintegro  el  que  hiciese  el  pago. 

Comentario. — La  mancomunidad  que,  para 
los  efectos  de  saldar  la  responsabilidad  civil, 
establece  este  artículo  entre  todos  los  culpa- 
bles del  mismo  delito,  parece  injusta  á  prime- 
ra vista,  por  cuanto  nadie  debe  responder  si- 
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no  de  las  consecuencias  de  sus  propios  actos, 
6  de  los  ágenos  que  se  hallaba  en  el  deber  y 
en  la  posibilidad  de  evitar;  más  una  razón  de 
conveniencia  social,  muy  atendible,  quita  á 
esa  solidariedad  todo  viso  de  injusticia.  Si  la 
mancomunidad  no  existiese,  sería  en  muchos 
casos  imposible  la  reparación  del  daño  causa- 
do, y,  ordinariamente,  en  extremo  difícil  y  tar- 
día. La  muerte  del  principal  autor  del  delito, 
su  fuga  ú  ocultación,  dejarían  burlados  los  de- 
rechos del  agraviado;  y  la  sociedad  quedaría 
á  merced  de  los  bribones,  siempre  que  tuvie- 
sen la  destreza  necesaria  para  evadirse,  dejan- 
do sólo  á  sus  cómplices  ó  encubridores  en  po- 
der de  la  justicia. 

Si  para  declarar  la  responsabilidad  de  cada 
uno  de  los  complicados  en  el  acto  punible,  hu- 
biera de  preceder  una  liquidación,  en  que  se 
tomara  en  cuenta  el  grado  de  culpabilidad,  la 
porción  de  mal  que  cada  uno  hizo  y  todas  las 
circunstancias  que  pudieran  influir  en  la  obli- 
gación de  reparar  é  indemnizar;  el  perjudica- 
do habría  de  esperar  por  tiempo  casi  indefini- 
do las  restituciones  y  resarcimientos  que  se  le 
debe.  Declarada  la  mancomunidad,  obligado 
el  delincuente  que  esté  mejor  parado  en  bienes 
de  fort&na  á  pagar  por  todos,  y  reconocido  el 
derecho  de  aquel  para  repetir  después  contra 
estos  por  las  cuotas  que  se  les  hubiere  señala- 
do; se  consigue  la  reparación  pronta  y  cumpli- 
dar  y  se  evita  esa  aparente  injusticia  de  can- 
celar responsabilidades  agenas,  que  hicimos 
notar  más  arriba. 
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Esta  solidaridad  que  nuestra  ley  reconoce 
entre  los  culpables  la  declaran  como  veremos 
en  seguida  las  diversas  legislaciones  penales 
que  vamos  estudiando,  salvo  la  argentina,  chi- 
lena y  francesa;  pero  no  todas  conceden  el  de- 
recho de  acrecencia  recíproca  entre  los  conde- 
nados, llevando  sin  duda  sus  escrúpulos  hasta 
no  permitir  que  nazcan  de  un  acto  ilícito,  de- 
rechos para  el  que  lo  practica;  más  esto  sería 
utierror,  pues,  la  creencia  no  nace  del  delito 
sino  del  pago.  El  artículo  2204  del  Código  Ci- 
vil prescribe  la  solidaridad  entre  los  culpables 
para  responder  del  daño;  más  advierte  que  ella 
desaparece  siempre  que  sea  posible  determinar 
la  parte  del  mal  causado  por  cada  uno.  Hay 
indudablemente  contradicción  entre  ambos 
Códigos  al  respecto,  por  cuanto  el  Penal  man- 
da que  la  solidaridad  subsista  en  todo  caso; 
que  el  mejor  parado  de  los  delincuentes  pague 
siempre  por  todos;  y  que  la  distribución  hecha 
por  el  juez  sólo  sirva  de  título  á  aquel  para  de- 
terminar la  cuantía  de  lo  puede  reclamar  á 
cada  uno  de  ^s  codelincuentes. 

Creemos  que  en  tal  conflicto  debe  prevale- 
cer la  disposición  del  Código  penal,  por  la  es- 
pecialidad de  su  carácter  y  la  posterioridad  de 
su  fecha. 

,  ElCódigo  BELGA  prescríbelo  siguiente:  «Aft. 
go.  Los  individuos  condenados  por  una  mis- 
ma infracción  están  obligados  solidariamente 
á  las  restituciones  y  á  la  indemnización  de  da- 
ños y  perjuicios. »— «Tendrán   obligación  solii- 


•1 


—  508  — 

daría  respecto  de  los  gastos  cuando  hayan  si- 
do condenados  por  la  misma  sentencia.» — «El 
juez  puede,  sin  embargo,  exceptuar  de  la  soli- 
daridad á  todos  ó  algunos  de  los  condenados, 
indicando  los  motivos  de  la  dispensa  y  deter- 
minando la  proporción  en  que  cada  uno  deba 
responder  indivi<%almente  de  los  gastos  ex- 
presados.»— «Los  condenados  por  sentencias 
distintas  no  tienen  obligación  solidaria  respec- 
ta de  los  gasto&  sino  en  lo  relativo  á  las  dili- 
gencias procesales  que  les  sean  comunes.» 

No  encontramos  en  él  disposición  que  au- 
torice al  reo  que  paga,  para  cobrar  á  los  otros 
la  cuota  que  les  corresponde;  lo  que  prueba 
que,  ó  deja  este  punto  á  la  decisión  de  las  le- 
yes civiles,  ó  considera  indebido  el  resarci- 
miento al  primero  de  los  últimos. 


El  CÓDIGO  ESPAÑOL  en  sus  artículos  120  y  121 
(art.  126  y  127  del  cod.  reform.)  dispone  lo 
que  sigue:  «En  el  caso  de  ser  dos  ó  más  los 
responsables  civilmente  de  un  delito  ó  falta, 
los  tribunales  señalarán  la  cuota  de  que  deba 
responder  cada  uno.» — «Sin  embargo  de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  anterior,  los  autores 
de  un  delito  ó  faltia  son  siempre  mancomuna- 
damente  responsables  por  sus  respectivas  cuo* 
tas.» — «Los  autores  de  un  delito  son  además 
responsables  por  las  de  los  cómplices  y  encu- 
bridores, salva  la  repetición  recíproca  entre 
los  mismos  por  sus  responsabilidades  respecti- 
vas.»— «Los  cómplices  de  un  delito  son  man- 
comunadamente  responsables  entre  sí,  y  sub- 
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sidiariamente  por  las  cuotas  de  los  autores  y 
encubridores.  Esto  mismo  se  observará  en  su 
caso  para  con  los  últimos,  relativamente  á  sus 
cuotas,  y  las  de  los  autores  y  cómplices  del 
mismo  delito.» 

Estas  disposiciones  que,  ^  primera  vista, 
parecen  diferir  de  las  consignadas  en  nuestro 
Código,  estableciendo  cierta  gradación  en  la 
responsabilidad  ó  en  el  orden  de  hacerla  efec- 
tiva, quedan  reducidas,  en  resumen,  á  decla- 
rar la  misma  solidaridad  y  la  misma  acreencia 
recíproca  entre  los  culpables,  que  establece  el 
artículo  comentado,  en  menos  palabras.  -^ 


El  Código  italiano  dice:  «Art.  75. — Los 
condenados  por  un  mismo  hecho  punible  que- 
dan solidariamente  obligados  á  las  restitucio- 
nes, al  abono  de  daños  y  á  los  gastos.» 

Él  art.  79  remite,  como  ya  lo  hemos  dicho, 
todas  las  cuestiones  relativas  á  responsabilidad 
civil,  al  Código  de  esta  materia,  en  el  cual  se 
encuentran  las  disposiciones  que  á  continua- 
ción trascribimos. 

«Art.  1156.  Si  el  delito  ó  cuasi-delito  fuese 
imputable  á  varias  personas,  estarán  estas 
obligadas  in  solidum  al  resarcimiento  del  daño 
ocasionado.» 

«Art.  1 1 99  el  codeudor  in  solidum  que  haya 
pagado  todo  el  delito,  sólo  podrá  repetir  con- 
tra los  otros  por  la  porción  que  á  cada  uno 
corresponda.» — «Si  uno  de  estos  fuere  insolven- 
te, la  pérdida  ocasionada  por  su  insolvencia 
se  repartirá  proporcionalmente  entre  todos  los 
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demás  codeudores  solventes  y  sobre  aquel  que  * 
hubiese  hecho  el  pago.» 

Hé  aquí  establecida  la  misma  mancomuni- 
dad y  la  misma  acreencia  recíproca  que  reco- 
noce nuestro  Código. 


Art.  93. — La  responsabilidad  civil  pasa  á  los 
herederos j  y  el  derecho  de  exijirla  se  trasmite  á 
los  herederos  del  ofendido.  • 


y 


Comentario. — La  disposición  de  la  primera 
parte  de  este  artículo  está  acorde  con  el  2209 
del  Código  Civil,  que  también  hace  pasar  á  los 
herederos  del  responsable  la  obligación  de  in- 
demnizar; señalando  el  término  de  tres  años 
para  que  esa  obligación  quede  prescrita.  Lo 
prescrito  en  la  segunda  se  deriva  de  la  natu- 
raleza de  la  herencia,  que  según  el  artículo  630 
del  mismo  Código  consiste  en  suceder  una  per- 
sona á  otra  en  los  bienes  y  acciones  que  esta  te- 
nía al  tiempo  de  su  muerte. 

Nada  podríamos  decir  en  defensa  de  estas 
declaraciones  de  la  ley  que  no  fuese,  pues,  la 
justificación  del  Código  Civil,  el  cuál  se  halla 
fuera  del  campo  de  nuestro  estudio;  pero  sí 
debemos  llamar  la  atención  sobre  el  desacuer- 
do en  que  se  hallan  el  citado  articulo  2209  y 
las  disposiciones  del  presente  en  materia  de 
prescripción.  Según  aquel;  á  los  tres  años 
queda  extinguida  la  obligación  de  indemnizar; 
según  éstas  (art.  98)  la  acción  que  procede  de 
la   responsabilidad  civil,   por  delitos   ó  faltas, 


4^1*1 


V, 


—  su  — 

%  'prescribe  á  los  dí^z.aüos  entre  pr^^entes.y  á 
los  veinte  entre  ausentes,  pudiendo  hacerse 
valer  contra  los  herederos  del  responsable,  si 
este  hubiese  muerto  dentro  de  dichos  térmi- 
nos. 

Concede  además  el  artículo  95  de  este  Có- 
digo, para  interponer  la  acción  criminal,  tér- 
minos que  fluctúan  entre'  treinta  días  y  ocho 
anos,  según  la  calidad  de  la  pena  que  haya  de 
imponerse;  y  siendo  la  responsabilidad  civil 
una  consecuencia  de  la  criminal,  ya  se  atrirn^^ 
ye  al  mismo  delincuente,  ya  á  los  que  por  él 
responden  subsidiariamente;  hay  una  contra- 
dicción más  entre  ambos.  Códigos,  pues  acep- 
tado el  principio  sancionado  por  el  artículo 
2209  del  civil,  habría  fenecido  la  responsabili- 
dad de  esta  especie  estando  vivo  el  derecho 
de  acusar. 

Ni  el  mismo  Código  que  comentamos,  ni  la 
ley  de  i.°  de  Octubre  de  1862,  que  lo  aprobó 
y  puso  en  vigencia  cuidaron  de  derogar  expre- 
samente toda  ley  ó  disposición  anterior  que  se 
opusiera  á  sus  mandatos;  y  por  eso  no  halla- 
mos en  presencia  de  prescripciones  legales 
que  se  excluyen,  y  sobre  lo  que  hay  necesidad 
de  guardar  las  reglas  de  legislación  para  deci- 
dir cual  prevalece.  Estando  á  estas  reglas, 
deben  guardarse  los  mandatos  de  la  ley  penal, 
tanto  por  ser  posterior  á  la  civil,  cuanto  por 
que  su  carácter  de  reguladoras  de  los  derechos 
y  obligaciones  derivados  de  los  actos  punibles 
le  da  preferencia  respecto  de  la  segunda. 

Excusamos   buscar  disposiciones  análogas 
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e^iJlo3  X^^ótdigQ?  ?n;gentiiu>,  qJail^nQ  y  fr?mcés 
que  nada  estatuyen  en  esta  materia. 

£1  Código  belga  y  eji  itaIiai;^o^  sabemos  cae 
remiten  las  cuestiones  sobre  responsabilidad 
civil  á  las  leyes  civiles. 


El  Codujo  rspañol*  en  su  articulo  1 19  (125 
Coligo  s^eioxw^i^o)  dice:  La  obligación  dere&-< 
tituir,  repíirar  el  daao  é  indemnizar  los  petjuir 
qíqs,  se  tra^imite  á  los  herederos  del  responsa- 
ble. ]^—r,a  La  acción  para  repetir  k  restitución, 
reparación  é  iodemnizacipn,  se  trasmite  igual'* 
m^nte  á  los  herederos  del  perj  abdicado, 

E^te  Código  promete,  en  su  artículo  123,  una 
ley  que  determine  los  casos  y  forma  em  que  el 
Estado  ha  de  indemjiizar  al  agraviado  por  un 
delito  ó  falta,  cuando  los  responsables  carecie- 
ren, de  medios  para  hacer  la  indemnización; 
pqro  el  reformado  hív  retirado  esa  promesa,  sin 
duda  porque,  á  pesar  de  la  justicia  intrínseca 
que  envuelve  es  de  casi  imposible  cumpli- 
ipí^iento. 

La  sociedad  garantiza^  todos  sus  derechos  á 
lOíS  asociados;  y  tiene  por  consiguiente  la  obli- 
gación de  hacer  efectiva  esa  garantía,  cuando 
por  la  insuficiencia  de  su  policía,  la^mprevi- 
sión  de  sus  leyes  ú  otras  causas  semejantes, 
esos  derechos  hg.yan  sido  atacados.  Su  obli* 
gación  es,  por  lo  menos  subsidiaria,  más  no 
pudiendo  cumplirla,  sin  hacer  á  los  hombres 
honrados  tributarios  de  los  perversos,  habría 
resistencias  que  no  conviene  provocar. 
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Art.94. — La  obligación  de  indemnizar  es  pre- 
ferente  á  todas  las  que  contrajere  el  responsable 
después  de  haber  cometido  el  delito. 

Comentario. — Esta  disposición  no  se  encuen- 
tra en  ninguno  de  los  Códigos  que  vamos  es- 
tudiando. Sólo  el  chileno  se  ha  ocupado  del 
mismo  asunto;  más  precisamente  estableciendo 
un  precepto  contrario.  «En  caso  de  concurso 
ó  quiebra,  dice  la  parte  final  de  su  articulo  48, 
estos  créditos  (las  costas,  resarcimiento  de 
gastos  ocasionados  por  el  juicio  y  reparación 
de  daños  [é  indemnización  de  perjuicios)  se 
graduarán  como  uno  sólo,  entre  los  que  no  go- 
zan de  preferencia. 

Entendemos  que  en  la  reparación  de  daños, 
como  la  ley  chilena  la  considera,  está  incluida 
la  restitución  de  la  cosa;  y  no  comprendemos 
cómo  pueda  pasar  á  la  condición  de  crédito  no 
preferido  el  derecho  de  exijirla  devolución  délo 
que  podria  reclamarse  cómo  identidad,  pues 
si  hay  ese  derecho  para  solicitar  la  inmediata 
entrega  de  los  bienes  muebles  ó  inmuebles  ad- 
quiridos lícitamente  por  el  quebrado  ó  con- 
cursado y  no  pagados;  con  mayor  razón  debe 
haberlo  para  exijir  que  vuelva  á  su  legítimo 
dueño  lo  robado,  estafado,  ó  incluido  por  otro 
medio  igualmente  condenable  en  la  masa  de 
bienes. 

En  cuantoálas  responsabilidades  que  no  sean 
restitución,  nos  inclinamos  resueltamente  en 
favor  de  nuestra  ley;  porque  el  que  entra  en 
relaciones  de  derecho  con  un  delincuente;  ó 
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continúa  las  que  tenia  entabladas;  no  puede 
hallarse  en  mejor  condición  que  el  que  ha  sido 
víctima  de  un  acto  de  astucia  6  de  fuerza,  en 
el  que  no  se  le  puede  atribuir  participación 
ninguna.  El  ligado  al  delincuente,  después  de 
su  crimen,  por  actos  ostensiblemente  lícitos, 
puede  haber  contribuido  arteramente  á  la  con- 
sumación de  éste,  sin  dejar  vestigios  que  com- 
prometan su  responsabilidad  para  más  tarde; 
el  perjudicado  nó. 


C' 
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SECCIÓN  SÉPTIMA 


DE  LA  PRESCRIPCIÓN  EN  MATERIA  PENAL. 


Comentario. — El  fondo  de  justicia  que  en* 
vuelve  la  remisión  del  castigo  por  el  trascurso 
del  tiempOj  no  ha  podido  ser  negado  ni  por 
la  escuela  que,  proclamando  la  expiación  co- 
mo fundamento  del  derecho  penal,  sostiene  la 
necesidad  absoluta  de  la  pena.  Vémosla,  en 
efecto,  haciendo  supremos  esfuerzos  por  na- 
turalizar en  sus  dominios  una  institución  sólo 
conciliable  con  las  doctrinas  que  miran  el  cas- 
tigo como  un  simple  medio  de  restablecer  pron- 
to y  eficazmente  el  orden  social  turbado  por  el 
delito  y  como  una  crueldad  inútil,  siempre 
que,  por  una  reacción  natural,  expontánea,  se 
ha  restablecido  el  equilibrio  entre  los  elemen- 
tos sociales,  sin  necesidad   de  actos  de  repre- 
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sión  ni  medidas  de  escariYiieilto.  Equitativo 
es,  dicen  los  partidarios  de  aquella  escuela 
que  así  cofno  los  efectos  del  delito  ée  extin- 
guen óon  el  tiempo;  el  castigo  pierda  su  justi- 
cia y  más  aún,  su  utilidad,  por  la  misma 
tausa. 

Nosotros  no  podemos  creer  que  la  justicia 
se  adquiera  ó  se  pierda  por  trascurso  de  algu- 
nos días  ó  de  algunos  años.  Lo  qué  hoy  es 
justo  lo  será  siempre,  lo  será  eternamente. 
Pero  sí  admitimos  que  el  derecho  existe  tanto 
tiempo  como  la  necesidad  racional  y  legítima 
que  le  sirve  de  fundamento.  Mientras  el  orden 
social  se  halla  subvertido  por  la  culpa,  y  per- 
manecen vivas  las  necesidades  creadas  por 
ella;  hay  derecho  de  buscar,  en  el  castigo  del 
culpable,  la  reposición  de  aquel  y  la  satisfac- 
ción de  éstas:  restituidas  las  cosas  á  su  anti- 
guo ser,  por  ese  movimiento  de  reintegración 
expontánea  de  que  está  dotado  todo  organis- 
mo, la  necesidad  desaparece  y  el  derecho  se 
extingue. 

Esto,  si  bien  no  fué  perfectamente  definido  y 
declarado  por  las  legislaciones  antiguas;  fué 
por  lo  menos  presentido  luego  que  ellas  co- 
menzaron á  emanciparse  de  la  teocracia  bajo 
cuyo  dominio  nacieron,  luego  cjue  el  pecado  y 
el  delito  social  fueron  distmguiéndose  y 
buscando  la  autoridad  á  que  debían  someter- 
se; y  ya  en  las  leyes  del  sabio  Rey  Don  Alfon- 
so aparece  como  una  institución  de  la  ley  III, 
título  2.°,  libro  I.**  del  Fuero  Juzgo. 

Dedúcese  del  fundamento  que  hemos  asigna- 
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do  á  la  prescriptión  en  mateiriá  penal,  que  ella 
^iliede  resvestir  las  formas  siguientes: 

I.*— Prescripción    del  derecho  de   acusar, 
6  sea  prescripción  del  delito  mismo; 

2.* — Prescripción    de  la  pena   impuesta  ál 
delito  ya  juzgado. 

La  prescripción  del  derecho  de  acusar  pre- 
senta á  su  vez  dos  faces  diferentes:  una,  cuan- 
do no  áe  ha  usado  de  él  dentro  de  cierto  tiem- 
po, que  las  leyes  se  encargan  de  determinar;  y 
otra,  cuando  habiéndolo  usado  oportunamen- 
te, se  suspende  su  ejercicio  por  volurttad  del 
acusadoí"  ó  sin  ella. 

Concíbese  la  prescripción  del  derecho  de 
a^cusar  cuando  no  se  le  ha  ejercido  durante 
cierto  tiempo,  cómo  una  consecuencia  natural 
de  la  innecesidad  del  castigo.  Si  nadie  se  pre- 
senta á  la  justicia  á  pedir  la  pena  ni  las  repa- 
raciones; hay  bastante  razón  para  presumir 
que  el  orden  de  derecho  no  ha  sufrido  altera- 
ción apreciable,  que  los  elementos  sociales 
continúan  trabajando  en  su  forma  ordinaria, 
sin  que  sea  preciso  que  la  autoridad  interven- 
ga para  restituir  el  funcionamiento  natural. 
Extinguida  la  necesidad,  evidentemente  el  de- 
recho ha  caducado, 

Si  él  desconcierto  y  la  alarma  que  causó  el 
delito  reclamaron  la  acción  de  la  justicia;  pues 
la  imposibilidad  nieterial  de  aprehender  y 
castigar  al  culpable,  la  incuria  del  ofendido,  ó 
del  representante  del  Ministerio  público  para- 
lizan la  acción  de  aquella,  de  suerte  que  el 
ótdeñ  se    r'establece  por  sí,  y  la   reintegración 
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del  organismo  social  se  consuma  expontánea- 
mente;  se  llega  á  una  situación  del  todo  análo- 
ga á  la  anterior:  también  existe  la  presunción 
racional  de  que  el  castigo  no  es  necesario  y  de 
que  ya  no  hay  título  para  imponerlo. 

Por  último,  si  juzgado  el  delincuente  y  se- 
ñalada por  el  Juez  la  pena  respectiva,  trascu- 
rre cierto  tiempo  sin  que  se  haya  podido  eje- 
cutarla; esa  pena  debe  quedar  sin  aplicación 
efectiva,  no  como  sostiene  la  escuela  de  ex- 
piación, por  la  repugnancia  que  inspira  un 
castigo  tardío;  sino  porque  el  título  para  eje- 
cutarlo ha  caducado,  como  en  los  casos  ante- 
riores: ha  dejado  de  existir  la  necesidad  racio- 
nal de  la  pena  y  quedado  ésta  convertida  en 
una  simple  venganza,  en  una  crueldad  sin 
justificación.  Esa  crueldad  repugna  por  su 
injusticia;  no  es  injusta  por  repugnante. 

La  designación  de  un  término  más  ó  menos 
dilatado  para  la  prescripción  de  los  delitos  y 
sus  penas,  no  puede  estar  sometida  á  reglas 
invariables,  dependiendo  como  depende,  de  la 
complexión  más  ó  menos  robusta,  digámoslo 
así,  del  organismo  social;  y  esa  robustez  ó  de- 
bilidad se  determinan  por  la  raza,  por  la  cos- 
tumbres, por  el  grado  de  cultura  intelectual, 
por  la  densidad  de  la  población,  por  las  tradi- 
ciones, por  el  desarrollo  industrial;  por  un  in- 
menso cúmulo  de  circunstancias  que  hacen 
más  ó  menos  estable  el  imperio  del  derecho. 
Por  eso  en  los  pueblos  que  aún  se,  hallan  pró- 
ximos á  la  época  de  su  formación  primitiva,  el 
término  de  prescripción  es  más  ó  menos,  dila- 
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tadó;  y  más  breve  en  los  que  cuentan  cier- 
ta antigüedad  que  les  garantiza  contra  los  pe- 
ligros de  disolución  que  el  crimen  entraña.  La 
nación  española,  verbigracia,  en  la  ley  del 
Fuero  Juzgo  que  arriba  hemos  citado,  sólo  ad- 
mitía la  prescripción  de  treinta  años;  sus  Có- 
digos modernos  han  reducido  ese  término  á 
los  de  diez,  quince  y  veinte  años,  como  lo  ve- 
remos después;  y  es  posible  que,  al  andar  de 
los  tiempos,  la  reducción  sea  aún  más  conside- 
rable. 


A  rt.  96.  — El  derecho  de  acusar  prescribe: 
Por  delitos  que  merezcan  pena  de  muerte^  á 
los  ocho  años. 

Por  delitos  que  merezcan  penitenciaria  6  cár- 
cel^ á  los  cinco  años; 

Por  los  demás  delitos  en  que  el  Ministerio  fis- 
cal tiene  obligación  de  acusar  á  los  tres  años; 

Por  Iqs  delitos  en  que  no  debe  intervenir  el 
^  Ministerio  fiscal^  á  los  cien  días  entre  presentes  y 
^       al  año  entre  ausentes; 

Pof  las  faltas  á  los  treinta  días. 

Comentario. — Sólo  el  parricidio  cometido  en 
padre  ó  madre,  y  el  asesinato  descrito  por  el 
artículo  232  de  este  Código,  merecen  pena  de 
muerte:  por  consiguiente  sólo  para  ellos  es 
necesario  el  trascurso  de  los  ocho  años  á  que 
el  inciso  primero  se  refiere. 

Compréndese  sin  dificultad  que  el  término 
de  prescripción    debe  ser  tanto   mayor,  cuanto 


rn,4$  grave  sea,  el  delito. cometido;  porquj^  el 
trastorno  social  es  más  profundo,  y  más  lentia 
la  restitución  del  orden. 

Compréndese  tambiép,  con  1^  misma  faciJU-^ 
dad,  que  siendo  proporcionales  en  todo  c^3o 
la  gravedad  del  d/sUt;o  y  de  la  pena,  y  siendo 
xxn?^  mi$ma  pena  aplicable  á  delitos  diferentes; 
era  uatural  apelar  á  éstas  para  la  design^ció.Q 
de  los  términos  de  la  prescripción,  a  fia  de 
evitar  la  nun?.ero$a  serie  que  resuUarfa  seña- 
lando uno  especial  para  cada  acto  punible. 


Según  el  artículo  i8  del  Código  de  Enjui- 
ciamientos en  materia  penal,  se  juzga  con  la 
intervención  del  representante  del  Ministerio 
público  todo  delito  que  no  consista  en  un  ata* 
que  á  la  honestidad  ó  el  honor,  en  maltrata- 
mientos ó  lesiones  leves,  ó  en  hurto  domésti- 
co; de  donde  se  deduce  que  el  derecho  de  acu- 
sar, por  regla  general,  prescribe  á  los  cinco 
años,  con  solas  las  excepciones  del  parricidio, 
asesinato  y   delitos  contra  la  honestidad,  y  de-  0 

más  á  que  se  contrae  el  citado  artículo  18. 

Respecto  de  lo  que  deba  entenderse  por 
hurto  doméstico,  véase  lo  que  decimos  en  el 
comentario  preliminar  del  títulp  i.**,  sección 
duodécima,  libro  2.^  de  este  Código,  y  en  los 
correspondientes  á  los  artículos  i8  y  20  del  de 

Enjuiciamientos  en  materia  peaal. 

*  -  ■ 

Los  delitos  que,  según  hemos  dicho  en  el 
párrafo  precedente,  exceptúa  el  Código  de 
Enjuiciamientos   de  La  persecución  del  minis- 
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terío  públicoi  son  de  tan  escasa  importancia 
mirados  en  relación  al  orden  público,  qae  no 
era  posible  equipararlos  con  la  traición,  la  re- 
belión, el  peculado,  y  ni  siquiera  con  el  homi- 
cidio, las  lesiones  graves  ú  otros  atentado^ 
contra  las  personas  6  su  propiedad.  Los  deli- 
tos de  esa  especie,  nacidos  casi  siempre  de  las 
relaciones  particulares  existentes  entre  el  ofen- 
sor y  el  ofendido,  apenas  dejan  sentir  su  flujo 
en  un  estrecho  circulo,  sin  que  bi  sociedad  se 
aperciba  de  su  consumación  y  sin  que  se  pro- 
duzca alarma  que  la  autoridad  pública  baya 
de  calmar  con  solícito  afán.  Los  que  se  Im-* 
lian  fuera  de  ese  círculo  no  se  creen  amenaza- 
dos y  consideran  suficientes  su  previsión  y  sus 
actos  privados  para  quedar  á  cubierto  de  agre- 
siones semejantes. 

Lógico  es,  por  consiguiente,  que  la  turba» 
ción  del  orden  si  la  hay,  sólo  sea  pasajera,  qute 
el  restablecimiento  de  éste  se  opere  en  un 
breve  plazo;  y  por  lo  mismo  debió  el  legislador 
señalar  un  término  de  prescripción  más  corto 
que  el  fijado  para  los  delitos  pesquisables  de 
oficio. 

Respecto  de  los  delitos  exceptuados,  ha  to- 
mado la  ley  en  consideración,  cómo  no  lo  ha 
hecho  respecto  de  los  demás»  la  circunstancia 
de  la  presencia  ó  ausencia;  si  bien  no  ha  cui- 
dado de  definir  éstas,  ni  de  precisar  si  la  pre- 
sencia ó  ausencia  se  refieren  al  ofensor,  al 
ofendido,  ó  á  ambos. 

Entendemos  que  la  presencia  y  ausencia, 

en  materia  criminal,  no  tienen  el  mismo  sen« 
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tido  que  en  materia  civil;  como  lo  expresamos 
en  nuestra  Exposición  comentada  del  Código 
de  Enjuiciamientos  (Véase  comentario  preli- 
minar al  título  I.**  Sección  i.%  libro  3.**  C.  E. 
P.)  Allí  decíamos  «Nosotros  consideramos 
ausente  ál  reo  que  no  puede  ser  habido  por  la 
policía  nacional,  ya  sea  por  ignorarse  su  para- 
dero, ya  por  encontrarse  fuera  del  territorio 
de  la  República.  Aún  cuando  el  acusado  se 
halle,  puesv  en  el  mismo  lugar  del  juicio  debe 
reputársele  ausente  para  los  efectos  de  éste, 
si  por  estar  ocultó  é  ignorarse  esta  circuns- 
tancia, no  se '  le  puede  hacer  las  citaciones 
respectivas.  Y,  por  el  contrario,  ha  de  consi- 
derársele presente,  si  se  sabe  donde  se  encuen- 
tra, aún  cuando  sea  en  agena  jurisdicción,  pe- 
ro en  territorio  peruano,  pues,  en  tal  caso,  se 
le  puede  recibir  la  instructiva  y  citarle  por 
despa^cho  y.  aún  detener  y  aprisionar  si  hubie- 
re mérito  para  ello. 

De  la  misma  manera  comprendemos  la  au- 
sencia del  agraviado;  la  referimos  al  lugar  del 
juicio  y  no  al  domicilio,  porque  éste,  según 
un  precepto  de  derecho  procesal  universal- 
mente  aceptado,,  no  tiene  influencia  ninguna 
en  la  jurisdicción. 

La  permanencia  del  agraviado  en  el  lugar 
donde  reside  el  juez  del  delito,  sin  que  ocurra 
á  él  pidiendo  la  pena  y  reparaciones  consi- 
guientes, es  el  fundamento  de  la  prescripción; 
porque  se  supone,  con  bastante  razón,  que  re- 
nuncia á  ese  derecho,  y  que  el  orden  social  no 
ha  sido  sensiblemente  turbado  por  la  calidad 
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del  acto  punible.  Pero  esa  renuncia  no  es 
presumible  tratándose  del  ofendido  que  por 
hallarse  fuera  de  la  residencia  del  Juez  no  in- 
terpuso su  acción  inmediatamente:  la  justicia 
natural  exije  que  se  otorgue  .á  éste  un  plazo 
mayor  para  hacerlo,  á  causa  de  las  dificulta- 
des que  pueden  haberle  impedido  la  instaura- 
ción de  su  demanda. 

La  ausencia  del  agresor  no  aprevecha  al 
ofendido.  El  término  de  la  prescripción  debe 
correr  contra  el  segundo  como  presente,  sin 
que  pueda  valerle  la  excusa,  para  no  haber  in- 
terpuesto su  querella,  de  que  el  primero  se 
ausentó  inmediatamente  después  de  haber 
cometido  el  delito,  pues  nada  le  impedía  per- 
seguirla ante  los  Tribunales,  obligados  á  em- 
plear los  medios  legales  para  hacerle  compa- 
recer ó  aprehender.  El  agraviado  debe  acre- 
ditar, cuando  menos  con  la  instauración  de  su 
demanda,  que  no  renunciaba  su  acción.  Este 
género  de  ausencia,  la  del  reo,  sólo  es  benefi- 
cioso para  él  mismo,  que  puede  invocarlo  pa- 
ra eximirse  del  cumplimiento  de  la  pena. 

Así  entendemos  nosotros  la  diferencia  de 
términos  de  prescripción  que  señala  el  inciso 
cuarto  del  artículo  que  comentamos. 


La  prescripción  del  derecho  de  acusar  por 
faltas'  descansa  en  los  propios  fundamentos 
que  la  de  ese  derecho  referido  á  delitos  excep- 
tuados de  la  persecución  fiscal;  pero  siendo  la 
acción  de  tan  corta  vida,  la  ley  no  ha  querido 
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éonceder  influencia  ninguna  á  la  ausencia  del 
ofendido  para  prolongarla  ni  reducirla. 


El  Código  argentiiío  reconoce  como  el 
nuestro  la  prescripción  del  derecho  de  acusar 
y  la  prescripción  de  las  penas. 

Señala  para  la  primera  los  siguientes  térmi- 
nos:—  I.**  Por  delitos  que  tengan  pena  de 
muerte,  presidio  ó  penitenciaría  por  tiempo 
indeterminado,  á  los  quince  años; — 2.*  Por 
delitos  que  tengan  pena  de  presidio  ó  peniten- 
ciaría por  tiempo  determinado,  á  los  diez  años; 
— S."*  Por  delitos  que  merezcan  pena  de  pri- 
sión, á  los  tres  años;  y  de  multa  ó  arresto,  al 
año. 

I 

Más  conformes  á  la  razón  y  á  la  justicia 
nos  parecen  las  disposiciones  de  nuesto  Có- 
digo, que  descansan  sobre  el  concepto  de  la 
restitución  del  orden  por  el  lapso  de  tiempo  y 
con  desigual  lentitud  ó  presteza,  según  la  gra- 
vedad del  delito  cometido.  En  la  ley  argenti- 
na quedan  equiparados,  para  el  efecto  de  la 
prescripción,  delitos  de  naturaleza  y  resul- 
tados antisociales  evidentemente  muy  distin- 
tos. 

La  brevedad  de  alguno  de  sus  términos,  gor 
otra  parte,  precisamente  de  los  más  usuales, 
corresponde  á  un  estado  de  cultura  y  desarro- 
llo industrial  y  moral,  á  una  estabilidad  de  ins- 
tituciones, que  aún  no  han  alcanzado  ninguna 
de  las  repúblicas  sud-americanas. 

El  Código  belga  considerando  como  de 
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derecho  procesal  las  cuestiones  relativas  á 
prescripción,  las  ha  reservado  á  su  Código  de 
instrucción  criminal,  que  consigna  las  siguien- 
tes disposiciones,  en  el  título  destinado  á  se- 
ñalar las  causas  por  las  cuales  se  extinguen  las 
acciones  pública  y  civil: 

« Art.  2 1 .  Lo  mismo  la  acción  pública  que  la 
civil  que  resulten  de  un  crimen  prescribirán  á 
los  diez  años,  á  contar  desde  el  día  en  que  fué 
cometido  el  crimen. !► — «Si  se  hubiese  comenza- 
do la  instrucción  ó  persecución,  dichos  diez 
años  se  contarán  desde  lá  fecha  del  último  ac- 
to realizado  en  la  causa,  aún  para  las  personas 
á  quien  no  se  refiera  este  acto.» 

«Art,  22.  Las  acciones  pública  y  civil  que 
resulten  de  un  delito  prescribirán  á  los  tres 
años,  teniendo  en  cuenta  la  distinción  en  el  ar- 
tículo anterior  establecida.» 

«Art.  23.  Las  acciones  que  resulten  de  una 
simple  contravención,  prescribirán  á  los  seis 
meses,  ateniéndose  para  contarlos  á  la  distin- 
ción establecida  en  el  artículo  21.» 

Como  estas  disposiciones  se  hallan  en  con- 
formidad con  las  del  Código  francés  de  ins- 
trucción criminal,  reservamos  las  reflecciones 
á  que  se  prestan,  para  cuando  hagamos  la  com- 
paración de  la  legislación  francesa  con  la  nues- 
tra en  este  punto. 


El  Código  chileno,  más  metódico  y  científi- 
co, en  este  punto,  que  el  nuestro,  con  sagra  el 
títqlo  quinto  de  su  primer  libro  á  señalar  los 
distintos  medios  de  extinguir  la  responsabili- 
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dad  criminal;  y  después  de  enumerar  entre 
ellos  la  muerte  del  reo,  el  cumplimiento  de  la 
condena,  la  amnistía,  el  indulto  y  el  perdón  del 
agraviado,  incluye  también  la  prescripción  de 
la  acción  penal  y  de  la  pena  misma. 

«La  acción  penal  prescribe,  dice  su  artículo 
94. — Respecto  de  los  crímenes  á  que  la  ley  im- 
pone pena  de  muerte  ó  de  presidio,  reclusión 
ó  relegación  perpetuos,  en  veinte  años. — Res- 
pecto de  los  demás  crímenes,  en  quince  años. 
— Respecto  de  los  simples  delitos,  en  diez 
años. — Respecto  de  las  faltas,  en  seis  meses. — 
Cuando  la  pena  señalada  al  delito  sea  conci- 
puesta;  se  estará  á  la  mayor  para  la  aplicación 
de  las  reglas  comprendidas  en  los  tres  prime- 
ros acápites  de  este  artículo. — Las  reglas  pre- 
cedentes se  entienden  sin  perjuicio  de  las  pres- 
cripciones de  corto  tiempo  que  establece  este 
Código  para  delitos  determinados.» 

Si  los  términos  de  la  ley  argentina  en  esta 
materia  nos  parecen  harto  breves;  hallamos  un 
tanto  exagerados  los  de  la  ley  chilena.  Dadas 
las  razones  que  arriba  hemos  expuesto,  cree- 
mos que  nuestro  Código  se  ha  situado  en  un 
justo  medio. 

No  obstante  la  salvedad  que  en  su  último 
inciso  hace  el  artículo  que  acabamos  de  tras- 
cribir, aplicamos  al  Código  chileno  la  misma 
crítica  que  al  argentino,  por  haber  equipara- 
do para  la  prescripción  delitos  que  no  trastor- 
nan en  el  mismo  grado  el  orden  social. 

Tenemos  si  que  reconocer  en  el  Código  chi- 
leno la  previsión,  que  le  era  indispensable,  da- 
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—  Sití- 
elo su  sistema  de  penas  compuestas,  al  decla- 
rar cuál  de  ellas  es  la  que  rige  para  medir  el 
término  de  prescripción.  En  nuestra  ley  no  se 
ha  establecido  en  las  escalas  penas  compues- 
tas; más  hay  delitos  que  tienen  señalada  más 
de  una,  y  no'  habiéndose  hecho  una  declara- 
ción, como  la  que  el  Código  chileno  contiene, 
pueden  surgir  dudas,  que  el  buen  sentido  sal- 
vará, pero  que  la  ley  debió  preveer. 


El  Código  español,  sólo  se  ocupa  de  la 
prescripción  de  las  penas  en  los  términos  que 
indicaremos  después. 

El  Código  francés  deja  las  disposiciones 
relativas  á  prescripción,  al  de  instrucción  cri- 
minal, que  acepta  tanto  la  prescripción  del 
derecho  de  acusar,  cuanto  la  de  las  penas. 

Ese  Código  de  instrucción  establece  respec- 
to de  la  primera,  lo  que  en  seguida  trascri- 
bimos. 

tArt.  637.  La  acción  pública  y  la  acción  ci- 
vil resultante  de  un  crimen  que  se  castigue  con 
pena  de  muerte  ó  con  penas  aflictivas  perpe- 
tuas, ó  cualquier  otro  crimen  que  se  castigue 
con  pena  aflictiva  ó  infamante,  se  prescribirán 
después  de  diez  años  cumplidos,  á  contar  del 
día  en  que  el  crimen  haya  sido  cometido,  si 
en  ese  intervalo,  no  se  hubiese  practicado  di- 
ligencia alguna  de  instrucción  ni  de  persecu- 
ción.»— «Si  se  hubiese  practicado  en  este  in- 
tervalo actos  de  instrucción  ó  de  persecución 
no  seguidos  de  sentencia,  la  acción  pública  y 
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la  acción  civil  no  prescribirán  más  que  des*- 

pues  de  diez  años  cumplidos,  á  contlr  del  úl* 
timo  acto,  aún  respecto  de  personas  que  no 
estuviesen  comprendidas  en  esta  actuación  d^ 
instrucción  ó  de  persecución.»      < 

c  Art.  638,  En  los  casos  expresados  en  el  ar- 
tículo precedente,  y  según  las  distinciones  de 
épocas  en  él  establecidas,  la  duración  de  la 
prescripción  se  reducirá  á  tres  años  cumplidosi 
si  se  tratase  de  un  delito  que  se  castigue  co- 
rreccionalmente.» 

«Art.  640.  La  acción  pública  y  la  acción  ci- 
vil por  una  contravención  de  policía  se  pres- 
cribirán después  de  un  año  cumplido,  á  con- 
tar del  día  en  que  se  cometiese,  aún  cuando 
hubiese  existido  acta,  conocimiento  de  un  Tri* 
bunal,  instrucción  ó  persecución,  si  en  este  in- 
tervalo no  recayera  condena;  si  se  hubiere  dic- 
tado resolución  definitiva  en  primera  instancia 
contra  la  cual  quepa  el  recurso  de  apelación, 
la  acción  pública  y  la  acción  civil  se  prescri- 
birán después  de  un  año  cumplido,  á  contar  de 
la  notificación  de  la  apelación  interpuesta.» 

£1  artículo  643  salva  de  estas  disposiciones 
los  casos  en  que  leyes  especiales  señalen  tér- 
minos distintos  de  prescripción  para  determi- 
nadps  actos  punibles. 

Estas  disposiciones,  que  resuelven  el  pro- 
blema, largo  tiempo  debatido  entre  nosotros, 
á  causa  del  silencio  de  nuestra  ley,  sobre  si  el 
término  de  la  prescripción  corre  en  favor  del 
reo  durante  el  enjuiciamiento;  tienen  el  mismo 
inconveniente  que  antes  hemos  anotado:  equi- 
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paran  en  materia  de  prescripción  delitos  de 
gravedad  diferente:  en  el  mismo  tiempo  pres- 
cribe un  acto  punible  que  merezca  cinco  años 
de  reclusión  que  otro  que  merezca  quince. 


El  Código  italiano,  en  la  última  parte  de 
su  artículo  137,  declara  que  la  acción  penal 
por  crímenes  aue  merezcan  las  penas  de  muer- 
te ó  trabajos  forzados  perpetuos,  prescribe  en 
el  término  de  veinte  años  desde  el  día  de  la 
comisión  del  reato,  y  si  hubo  proceso,  desde 
la  última  actuación  del  mismo. 

La  segunda  parte  del  artículo  138  dispone 
que  la  acción  por  reatos  castigados  con  penas 
criminales  menores  que  la  muerte  y  trabajos 
forzados,  prescribe  á  los  diez  años  cumplidos, 
á  contar  desde  el  día  d^  la  comisión  del  cri- 
men, y  si  hubo  proceso,  desde  la  última  actua- 
ción de  éste. 

Según  el  articulo  139,  la  acción  penal  por 
reatos  punibles  con  penas  correccionales  pres- 
cribe á  los  cinco  años  contados  en  la  forma  ex- 
presada en  los  artículos  precedentes,  según  que 
haya  habido  ó  no  un  proceso. 

La  acción  penal  por  reatos  punibles  con  pe- 
nas de  policía  prescribe  al  año  (art.  140)  haya 
habido  ó  no  proceso;  y  la  acción  por  injuria  de 
palabra,  punible  por  la  vía  correccional,  pres- 
cribe á  los  seis  meses;  ó  al  mes  si  la  pena  co- 
rrespondiente es  de  las  llamadas  de  policía 
(art.  141).  Más  en  los  casos  de  injuria,  si  hu- 
bo proceso,  el  término  de  prescripción  no  co- 
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sino  desde  la  fecha  de  la  última  actaacién 
t.  id.) 

4rt.  96. — La  pena  de  muerte  presente  á  los  diez 

cho  años. 

Las  otras  penas, por  un  tiempoigual  al  de  la  con- 

a,  con  el  aumento  de  dos  años. 

Las  penas  aplicadas  por  las  faltas,  á  los  seis 

■>es. 

La  multa,  á  los  cinco  años, 

"Comentario. — Bíen  poco  tenemos  que  agre- 
■  á  lo  dicho  en  el  comentario  preliminar  que 
fe  de  introducción  al  presente  título.  Allí 
nos  indicado  las  razones  por  qué  prescribe 
lelito  mismo,  y  con  él,  el  derecho  de  acu- 
;  y  por  qué  prescribe  la  pena,  aún  despuSs 
juzgado  aquel  con  todas  las  solemnidades 
ales.  Apenas  tendríamos  que  insinuar  abó- 
la justicia  que  envuelven  la  designación  de 
minos  diferentes  para  la  prescripción  de  las 
tintas  penas,  y  el  señalamiento  de  plazos 
s  extensos  para  este  segundo  género  de 
iscripciones. 

-.as  penas  están  en  razón  directa  de  la  gra- 
tad de  los  delitos;  y  el  mismo  fundamento 
;  hemos  hallado  para  aceptar  que  no  todos 
actos  punibles  prescriban  en  el  mismo  tiem- 
apoya  la  desigualdad  de  términos  para  la 
iscripción  de  penas  diferentes. 
[Ruando  cometido  el  delito  queda  inactiva 
usticia  social,  ó  paraliza  su  acción  por  la  fu- 
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ga  ú  ocultación  de]  culpable;  cabe  la  posibili- 
dad de  que  el  hecho  no  sea  en  realidad  la  obra 
de  una  voluntad  criminal,  de  que  el  sindicado 
no  sea  efectivamente  culpable,  ó  de  que  lo  sea 
menos  que  lo  que  parece  á  primera  vista,  por 
concurrir  en  su  favor  una  6  muchas  de  las  cir- 
cunstancias que  exirheii  de  responsabilidad  cri- 
minal ó  la  atenúan. 

Pero  cuando  el  hecho,  examinado  con  el  cri- 
terio legal,  observadas  todas  las  formas  del 
procedimiento,  se  presenta  como  un  verdade- 
ro delito;  cuando  se  ha  llegado  á  probar  que 
el  acusado  es  en  efecto  el  autor  responsable  de 
éste;  toda  posibilidad  de  inocencia  desaparece, 
la  conciencia  pública  se  pronuncia  contra  el 
criminal  y  se  interesa  en  su  castigo.  La  intran- 
quilidad general,  vaga,  indeterminada  en  su 
principio,  reconoce  ya  con  claridad  y  precisión 
un  origen  cierto,  un  responsable  determinado, 
y  la  alarma  recrudece,  sin  que  pueda  calmar- 
la sino  el  castigo  del  perturbador,  ó  el  olvido 
de  sus  malos  actos,  más  difícil  de  conseguirse 
entonces,  que  cuando  las  sombras  de  la  duda 
y  del  misterio  cubrían  aún  la  criminalidad  de 
la  acción  y  la  perversidad  del  autor  ó  su  mis- 
ma personalidad.  Mayores  dificultades  para 
la  reintegración  expontánea  del  orden;  mayor 
lapso  de  tiempo  para  que  se  realice. 

He  ahí  el  fundamento  lógico  de  la  dispo- 
sición que  nos  ocupa. 

No  hallamos  conveniente  sin  embargo,  la 
disposición  general  de  que  la  pena  de  multa 
prescriba  siempre  por  el  mismo  tiempo,  defec- 
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to  de  que  también  adolecen  el  Código  argenti- 
no y  otros  como  veremos  después.  Parece  que 
se  ha  confundido  aquí  la  pena  con  la  respon- 
sabilidad civil:  de  otro  modo  no  se  habría  equi- 
parado la  multa  proveniente  de  una  leve  falta, 
con  la  que  es  originada  por  un  delito  más  ó 
menos  grave.  OpinamBs  por  una  reforma  en 
armonía  con  lo  dispuesto  por  el  Código  belga, 
y  que  más  abajo  trascribimos. 

El  Código  argentino  dice:  <iArt.  90.  Las 
penas  prescriben: — i.**  A  los  veinte  años  la^de 
muerte,  presidio  ó  penitenciaría  por  tiempo  in- 
determinado: d — (12.**  Las  demás  penas  por  un 
tiempo  igual  al  de  la-condena,  con  un  aumen- 
to de  dos  años:^ — 3.° — La  multa  al  año.]> 


El  Código  belga  establece  lo  siguiente. 
«Art.  91.  Las  penas  criminales  prescribirán  á 
los  veinte  años  trascurridos  desde  la  fecha  de 
las  sentencias  en  que  se  impongan.» — <t  Art.  92. 
Las  penas  correccionales  prescriben  á  los  cin- 
co años  trascurridos  desde  la  fecha  de  la  sen- 
tencia pronunciada  en  el  último  recurso  ó  á 
contar  desde  el  día  en  que  la  sentencia  dada  en 
primera  instancia  no  pueda  ser  apelada.)» — Si 
la  pena  impuesta  pasa  de  tres  años,  la  pres- 
cripción será  de  diez  años.» — Art.  93.  Las 
penas  de  policía  prescribirán  cuando  haya 
trascurrido  un  año,  á  contar  desde  las  épocas 
derterminadas  en  el  artículo  precedente.» — 
«Art.  94.  Las  penas  de  sujeción  á  la  vigilan- 
cia especial,  de  la  policía,  de  multa  y  de  con- 
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fiscación  especial,  prescribirán  en  los  plazos  fi- 
jados en  los  artículos  precedentes,  según  que 
hayan  sido  impuestas  por  crímenes,  delitos  6 
contravenciones. 


El  Código  chileno  señala  para  la  prescrip- 
ción de  las  penas  los  siguientes  términos:  vein- 
te años  para  las  de  muerte,  presidio,  reclusión 
y  relegación  perpetuas;  quince  para  las  demás 
penas  de  crímenes;  diez  para  las  de  simples 
delitos;  seis  meses  para  las  faltas.  (Art.  97  C. 
P.  chil.) 

Hallamos  estas  disposiciones  más  lógicas 
aún  que  las  nuestras:  ellas  descansan  sobre 
la  constitución  de  las  escalas  penales  de 
Chile. 


El  Código  español,  en  su  artículo  126,  dice: 
tf  Las  penas  impuestas  por  sentencia  que  cause 
ejecutoria  se  prescriben: — Las  de  muerte  y  ca- 
dena perpetua  á  los  veinte  años.  i> — a  Las  demás 
penas  aflictivas  á  los  quince  años,D — «Las  pe- 
nas correccionales  á  los  diez  años.D — «Las  pe- 
nas leves  á  los  cinco  años, ...» 

El  Código  reformado  (art.  1^4)  ha  mante- 
nido estas  disposiciones,  excepto  la  última, 
pues  el  inciso  final  de  dicho  artículo  declara  la 
prescripción  de  sólo  un  año. 


El  Código  francés  de  instrucción  crimi- 
nal, señala  en  sus  artículos  635,  636  y  639  una 
prescripción  de  veinte  años  para  las  penas  cri- 


linales;  de  cinco  para  las  correccionales;  y 
e  dos  para  las  de  policía.  Estos  términos  co- 
lienzan  á  correr  desde  que  se  ejecutorien  las 
ispectivas  sentencias  por  decisión  superior  ó 
or  ministerio  de  la  ley. 


El  Código  italiano  dispone  lo  que  sigue: 
Art.  137.  Contra  la  sentencia  condenatoria 
pena  de  muerte  ó  de  trabajos  forzados  per- 
étuos,  gana  la  prescripción  el  condenado  por 
I  trascurso  de  treinta  años  cumplidos,  á  con- 
ir  desde  el  d(a  de  la  sentenciav. . .  .«Siendo 
reso  el  condenado  después  de  trascurridos 
einte  años  desde  el  día  de  la  comisión  del  cri- 
len,  se  disminuirá  en  uno  ó  dos  grados  la  pe- 
a  en  que  haya  incurrido.!) 
fArt  138.  Contra  lasentenciácondenatoriaá 
enas  criminales  menos  graves  que  la  de  muer- 
;  ó  de  trabajos  forzados  perpetuos,  gana  el  ' 
Dndenado  la  prescripción  por  el  trascurso  de 
einte  años  cumplidos,  á  contar  desde  el  día 
e  la  sentencia. ...» 

«Art.  139.  Contra  las  sentencias  que  impon- 
an penas  correccionales,  gana  el  condenado 
i  prescripci^in  por  el  trascurso  de  diez  años 
umplidos,  á  contar  desde  el  día  de  la  sen- 
;ncia . . . . » 

«Art.  140.  Contra  las  condenas  á  penas  de 
olicía,  ha  lugar  la  prescripción  por  el  trascur- 
0  de  dos  años  cumplidos  desde  el  día  de  la 
entencia. ...» 

El  Código  italiano  es,  como  queda  visto,  el 


más  severo,  en  esta  materia,  de  todos  los  qa* 
vamos  comparando. 

Art.  97. — El  término  de  la  prescripción  comien- 
za á  contarse:  para  las  acusaciones  desde  el  día  en 
que  se  comete  el  delito:  para  las  penas  desde  que  A 
interrumpe  su  Recudan. 

Si  antes  de  vencido  el  término  comete  el  reo  otro 
delito  de  la  misma  especie,  ó  que  merezca  igual  6 
mayor  pena,  la  prescripción  queda  sin  efecto. 

Comentario. — El  laconismo  del  Código  en 
materia  de  tanta  importancia,  ha  originado 
dudas  y  disputas,  que  indicaremos  aunque  sea 
someramente. 

La  prescripción  del  derecho  de  acusar,  di- 
cen algunos,  sólo  puede  oponerse  en  el  caso 
de  no  haberse  instaurado  juicio:  abierto  éste, 
no  prescribe  jamás  la  acción,  cuando  menos  por 
delitos  pesquisables  de  ofício. 

El  término  de  la  prescripción  del  derecho  de 
acusar,  sostienen  otros,  comienza  á  correr  des- 
de que  se  cometió  el  delito  si  éste  había  lle- 
gado á  conocimiento  del  agraviado;  pero  tra- 
tándose de  delitos  ocultos,  el  término  no  puede 
comenzar  sino  desde  que  el  ofendido  se  aper- 
cibe del  mal  que  se  le  ha  causado  ó  pretendi- 
do causar. 

Si  el  ofendido  ha  estado  algún  tiempo  pre- 
sente y  algún  tiempo  ausente  después  de  co- 
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4ietido  el  delito;  el  tiempo  de  ausencia  debe 
computarse  por  mitad  según  las  leyes  ci- 
viles. 

Esta  es  otra  opinión  que  hemos  oído  sostener 
acaloradamente. 

^EUénninod.  la  p;^pc>6n,  afijan  otro. 

no  debe  correr  contra  el  menor  ofendido  du- 
rante su  minoría,  ni  contra  el  ausente  en  ser- 
vicio del  Estado,  mientras  se  halle  en  esta  con- 
dición, ni  contra  el  prisionero,  ni  en  general, 
contra  ninguna  de  las  personas  á  quienes  el 
Código  Civil  pone  al  abrigo  de  la  pérdida  de 
derechos  por  prescripción. 


Enumeradas  estas  cuestiones,  vamos  á  es- 
tudiarlas á  la  luz  de  las  ideas  que  hemos  ex- 
puesto en  el  curso  de  estos  comentarios. 

Pretender  que  la  prescripción  sólo  alcanza 
á  los  delitos  no  puestos  en  tela  de  juicio,  por- 
que la  ley  no  ha  hecho  mención  expresa  de  los 
que  han  sido  materia  de  una  acusación  ó  de- 
nuncia; es  desconocer  el  fundamento  racional 
de  la  prescripción  y  olvidar  lo  que  disponen 
las  legislaciones  de  todos  los  países. 

Si,  no  llevada  la  acusación  ante  la  justicia, 
es  posible  la  restitución  expontánea  del  orden 
de  derecho;  con  mayor  razón  debe  serlo  cuan- 
do esa  restitución  ha  sido  iniciada,  con  el  so- 
metimiento del  culpable  á  la  acción  de  la  au- 
toridad que  ha  de  juzgarle  y  castigarle. 

Que  no  prescribe  jamás  el  delito,  una  vez 
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acusado,  sería  una  atroz  injusticia,  y  más 
morosa  aún  si,  detenido  preventivameni 
reo  y  paralizado  el  juicio  por  malicia  d< 
acusador  6  incuria  de  sus  jueces,  se  le  pud 
mantener  perpetuamente  en  tan  desventa 
condición. 

Que  no  prescribe  el  delito,  aún  no  esta 
plenamente  comprobada  la  culpabilidad 
reo;  y  prescriba  la  pena  impuesta  despué 
los  m^s  prolijos  esclarecimientos  y  la  más 
cieffSuda  defensa,  sería  contrario  á  los  más 
mentales  preceptos  de  la  lógica. 

Remitimos  al  lector  á  lo  expuesto  en  n 
tro  comentario  del  art.  23  del  Código  de 
juiciamientosen  materia  penal  (Página  5c 
edición).  Allí  hemos  recordado  una  lej 
Fuero  juzgo,  oportunamente  citada  por  el 
QD.  R.  W.  Espinoza,  uno  de  nuestros  máí 
biles magistrados,  ley  que  á  falta  de  disposi 
expresa  del  presente  Código,  tiene  para  n 
tros  fuerza  obligatoria,  por  lo  menos  en  cu 
al  principio  que  declara,  por  no  haber  sid( 
rogada  de   un  modo  terminante,  (i)  Todí 


(i)  Al  conceder  aDtoridad  i  ans  antigaa  ley  españolo,  te 
noestra  lepsladón  propia  y  posterior  i  aquella^  ao  creemos  i 
riar  el  principio  de  derecho  según  el  (¡ue  U  ley  penal  deroga  de 
la  anterior;  en  términos  de  que,  para  consíilerar  posible  de  pi 
teta  cualquiera,  es  necesario  que  esté  catiRciido  de  delictuos 
ley  actual,  sin  bastar  que  lo  hubiera  estado  en  otro  tiempo.  El 
.que  tratamos  es  más  de  derecho  procesal  quede  derecho  stist 
y  en  materia  de  formas  es  racional  apelar  á  las  antiguas  cua 
han  sido  abrogadas. 
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os  dice,  buenos  6  malos  sí  fueren  algún  pecado 
on  fuesen  demandados  Jasta  treinta  annos.... 
i  adelantre  non  sean  demandados.  Esta  dis- 
ición,  evidentemeníe  se  refiere,  tanto  alde- 
10  de  acusar,  cuanto  al  de  continuar  una 
ancia  abandonada  por  el  tiempo  que  ella 
ca.  La  ley  citada  habla  de  pleito,  es  decir 
uicio,  que  noexiste  si  la  demanda  no  ha  8¡- 
nstaurada;  é  iguala  al  término  de  prescrip- 
I  para  iniciar  la  causa  y  para  continuarla, 
labiendo  reducido  dicho  término  ellíttícu- 
ue  comentamos  en  la  forma  por  élest^ble- 
L,  es  necesario  admitir  que  en  nueStro  dere- 
,  como  en  el  de  casi  todos  los  países  cuyos 
ligos  vamos  comparando,  abandonado  un 
io  criminal,  por  tanto  tiempo,  cuanto  sea 
;sario  para  que  la  acción  prescriba;  esa 
icripción  se  consuma  y  el  proceso  no  puq- 
ler  continuado. 

reemos,  sin  embargo,  qOfe  no  es  justa  la 
ilación  de  término  que  nuestra  ley  y  otras 
en  sancionada,  y  que  la  iniciación  del  pro- 
I  no  debía  perjudicar  al  reo;  porque,  como 
•  el  ex-Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Supre- 
Dr.  D.  R.  W.  Espinoza,  en  el  dictamen 
hemos  recordado  más  arriba,  ibasada  la 
icripción  en  la  desaparición  del  delito  por 
;o  de  tiempo,  la  prosecución  del  procedi- 
nto  judicial  no  tiene  inñuencia  alguna.» 
.n  resumen:  somos  de  sentir  que  legalmente  ' 
iebe  contar  la  prescripción  desde  la  última 
;encia  del  juicio  paralizado  y  computarla 
in  el  artículo  95;  pero  en  justicia  debería  con- 
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tarse  desde  que  se  cometió  el  delito,  como  pres- 
cribe la  primera  parte  del  presente. 


Desígnase  con  el  nombre  de  delitos  ocultos 
los  que  no  han  llegado  á  conocimiento  de  la 
persona  á  quien  perjudican  6  á  quien  corres- 
ponde el  derecho  de  gtcusar  por  ellos.  Así  son 
delitos  ocultos;  la  alteración  de  contenido  ó 
suplantación  de  firma  en  un  documento,  mien- 
tras son  ignoradas  por  la  persona  que  aparece 
suscribiéndolo  ó  por  aquella  á  quien  dañe  la 
falsificación;  el  hurto  que  ha  pasado  inaperci- 
bido por  el  damnificado,  hasta  que  una  cir- 
cunstancia cualesquiera  viene  á  descubrirlo;  el 
estupro  de  una  menor  que  lo  había  silenciado 
á  sus  padres  ó  tutores;  y  otros  hechos  más  que 
fácilmente  se  podría  citar. 

Los  que  defienden  la  necesidad  absoluta 
del  castigo  y  deberían,  en  consectfencia,  recha- 
zar toda  prescripción  en  materia  criminal;  al 
verse  forzados  á  admitirla,  por  ser  evidente- 
mente necesaria,  pretenden  imponerle  la  con- 
dición de  que  no  ha  de  aprovechar  al  delito 
oculto  mientras  conserve  este  carácter,  y  opi- 
nan que,  si  prescripción  ha  de  haber  para  él, 
sólo  comience  desde  que  fué  descubierto,  cual- 
quiera que  sea  el  tiempo  trascurrido  desde  su 
perpetración.  Olvidando  que  han  sustentado 
el  castigo  en  una  ley  inexorable  que  exije  la 
retribución  del  mal  con  el  mal  para  que  toda 
justicia  se  cumpla;  olvidando  que  para  ellos  la 
restitución  del  orden  es  imposible  por  otro 
medio  que  no  $ea  el  sufrimiento  del  culpable 
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y  su  consiguiente  purificación;  toirian  presta- 
do de  una  de  las  escuelas  rivales  el  fundamen- 
to del  derecho  penal,  y  apelan,  sin  darse  cuen- 
ta de  ello,  y  sólo  para  este  efecto,  á  la  necesi- 
dad de  poner  término  á  la  alarma  social  cau- 
sada por  el  delito  y  restablecer  el  alterado 
concierto  de  todos  los  derechos.  Nace  la  alar- 
ma, dicen,   con   el  descubrimiento  del  hecho 
prohibido;  y  nace  por  consiguiente  el  derecho 
de  inflijir  pena  á  su  autor:  este  derecho  dura 
tanto  como  el  de  castigar  otro  delito  conocido. 
Ninguna  de   las  legislaciones  que   estudia- 
mos en  este  libro,    con  excepción   del  Código 
español  reformado  de  1870,  hace  distinción  en- 
tre los  delitos  manifiestos  y  los   ocultos  para 
señalar  la  fecha  en  que  debe  comenzar  el  tér- 
mino de  la  prescripción:  todos  los  ponen  de  he- 
cho en  las  mismas  condiciones;  yá  nuestro  jui- 
cio con  razón  bastante;   porque  si  el  lapso  de 
tiempo  borra  los  efectos  de  un  delito  de  todos 
conocido,  con  mayor  razón  debe  bastar  para 
que  la  justicia  social  se  abstenga  de  proceder 
contra  el  autor  de  otro,  de  todos  ignorado  y  cu- 
yas consecuencias  no  se  dejaron  sentir. 

Alegar  como  fundamento,  para  establecer 
diferencias,  que  no  sabiéndose  el  momento  en 
que  el  crimen  fué  cometido,  para  determinar 
con  precisión  el  día  en  que  comenzó  á  prescri- 
bir, se  debe  partir  desde  el  descubrimiento,  es 
apoyarse  en  una  base  inexacta,  para  sacar  una 
repugnante  consecuencia. 

No  es  imposible  saber,,  por  lo  menos  con  la 
necesaria  aproximación,  la  época  en  que  se 
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cometió  un  delito:  en  muchas  ocasiones  bastan 
los  conocimientos  más  vulgares;  en  otras,,  la 
ciencia  en  el  estado  de  adelanto  en  que  se  halla, 
tiene  los  medios  de  arrancar  al  crimen  sus 
más  ocultos  misterios,  ya  sea  en  relación  con 
el  tiempo,  ya  con  el  lugar,  ya  con  el  modo  de 
operación  que  hubiese  empleado. 

Si  algún  influjo  pudiera  tener  la  circunstan- 
cia de  haber  permanecido  oculto  el  delito,  no 
sería,  pues,  sobre  la  prescripción,  para  dejar  al 
ofensor  á  merced  del  ofendido,  que  guardaría 
perpetuamente  su  acción  penal  como  una  arma 
contra  aquel,  sino  para  atenuar  la  pena;  no 
para  tratar  con  más  rigor  al  delincuente  cau- 
teloso qu€  al  descarado,  sino  para  usar  de 
cierta  clemencia  en  favor  del  primero  cuando 
la  intranquilidad  y  alarma  despertadas  por  el 
descubrimiento  no  tengan  tanta  gravedad  por 
razón  del  tiempo  trascurrido.*  Esa  clemencia 
la  usa,  por  ejemplo,  el  Código  italiano,  no  pre- 
cisamente para  el  reo  de  delito  oculto;  pero  sí 
para  el  condenado  á  quien  se  captura  cuando 
había  ganado  la  mayor  parte  del  tiempo  de 
prescripción.  Se  les  puede  equiparar  porque 
los  efectos  sociales  del  descubrimiento  del 
crimen,  y  los  déla  captura  son  enteramente 
análagos.  (i) 


(i).  La  Corte  Suprema  del  Perú,  en  su  ejecutoría  de  1 9  de  Diciem- 
bre de  1893,  pronunciada  en  el  juicio  seguido  á  S.  S  por  delito  contra 
la^onestidad;  declaró  nula  la  sentencia  de  vista  que  impuso  pena  á 
S..,  que  se  había  acojido  ó  la  prescripción  del  derecho  de  acusar  fun- 
dándose dicho  tribunal  en  que,  habiendo  permanecido  oculto  el  delito 
para  el  padre  de  la  agraviada  no  había  corrido  el  término  contra  él. 
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:Para  la  prescripción  de  las  acciones  que 
:en  de  delito,  dice  el  artículo  564  del  Códi- 
Civil,  se  observará  lo  dispuesto  en  el  Códi- 
Penal» 

\.nte  fin  mandato  tan  claro,  y  no  haciendo  el 
senté  título  mención  ninguna  del  modo  co- 
haya de  computarse  et  tiempo  de  ausencia 
presencia,  ni  estableciendo  excepciones  en 
or  de  prisioneros,  menores  ú  otras  personas; 
inútil  apelar  á  analogías  para  buscar  esas 
:epCÍones  que  la  ley  penal  no  ha  querido 
dentemente  conceder. 

i>as  acciones  penales,  bien  miradas,  no  son 
ividuales  sino  sociales;  porque  el  delito  se 
tiga,  no  para  satisfacción  personal  del  per- 
icado,  sino  para  reparar  los  efectos  antiso- 
es  que  produce.  Por  eso  como  ya  lo  hemos 
to,  en  algunas  legislaciones  la  persecución 
crimen  es  nreramente  oficial,  reservóndo- 
á  la  parte  civil,  el  derecho  de  reclamar  las 
tituciones  é  indemnizaciones  que  le  fueren 
)idas.  No  hay  por  consiguiente  motivo  legí- 
)o  para  vincular  á  la  voluntad  y  diligencia 
I  ofendido  las  expresadas  acciones;  y  si  al- 
na vez  la  ley  deja  á  su  cuidado  exclusivo  la 
tauración  de  la  demanda;  sólo  lo  hace  tra- 
idose  de  delitos  cuyo  conocimiento  y  por- 
¡nores  no  podrían  alcanzarse  de  distinto  mo- 
;  como  sucede  con  los  atentados  á  la  hones- 
ad  y  otros  que  se  consuman  con  mayor  ó 
;nor  sigilo,  y  que  los  representantes  del  Mi- 
iterio  Público  no  lograrían   fácilmente  com- 
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probar.  (Véase   Código  chileno  en  este  mismo 
comentario.) 

La  restitución  expontánea  del  orden  y  tran- 
quilidad no  puede  verificarse,  si  nuevos  deli- 
tos cometidos  por  el  mismo  agente  vienen  á 
producir  nuevos  trastornos  y  desperljar  nuevos 
recelos  en  el  seno  de  la  sociedad:  muy  al  con- 
trario, renace  la  alarma  que  el  decurso  de 
tiempo  había  comefizado  á  disipar,  y  los  temo- 
res de  más  grandes  males  se  aumentan,  reapa- 
reciendo con  mayores  proporciones  el  descon- 
cierto) creado  por  el  delito  primittyo.  No  es 
posible  entonces  cubrir  el  .pasado  con  el  velo 
del  olvido,  ni  amparar  con  la  prescripción  al 
culpable,  cuya  enmienda  está  desmentida  por 
sus  postreros  actos.  Perturbado  el  equilibrio 
social  aún  más  profundamente,  y  acrecentada 
la  desconfianza  con  el  recuerdo  de  hechos  an- 
teriores; es  necesario  el  empleo  de  más  severos 
medios  de  represión  y  escarmiento;  es  necesa- 
rio, al  castigar  el  nuevo  crimen,  considerarlo 
agravado  en  las  proporciones  que  le  dá  la  rein- 
cidencia. Esto  se  presenta  al  espíritu  con  tal 
claridad,  que  no  es  posible  siquiera  la  duda 
sobre  la  justicia  de  la  disposición  legal 
que  niega  el  beneficio  de  la  prescripción  al  que 
antes  de  haberla  ganado  por  completo  delin- 
que otra  vez. 

Consideramos  como  una  simple  concesión 
de  equidad  la  designación  que  se  hace  del  ca- 
rácter que  ha  de  tener  la  pena  correspondiente 
al  delito  nuevo,  exigiendo  que  sea  tan  grave  ó 
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mayor  que  la  que  se  habría  impuesto  al  primi- 
tivo. A  nuestro  entender,  y  basándonos,  en  el 
fundamento  racional  de  la  prescripción,  toda 
reincidencia  ocurrida  antes  de  cierto  tiempo 
debería  interrumpirla;  pero  aceptamos  sin  em- 
bargo con  restricciones  la  condición  que  la  ley 
impone,  porque  en  realidad  un  delito  leve,  una 
simple  falta  no  produce  tanta  alarma;  y  puede 
hacerse  gracia  de  ellos  al  cupable,  sin  que  el 
orden  social  sufra  grave  detrimento.  Más  de- 
cimos que  aceptamos  con  restricciones  lo  dis- 
puesto por  el  Código  en  esta  materia,  porque 
nonos  parece  justo  que  el  asesino,  verBigra- 
cia,  á  quien  se  habría  impuesto  pena  de  muer- 
te, que  robase,  dentro  del  término  de  pres- 
cripción, empleando  la  violencia  y  en  despo- 
blado, siguiese,  amparado  por  la  ley,  ganan- 
do su  prescripción. 

Nosotros  declararíamos  que  la  prescripción 
se  interrumpe,  si  dentro  del  término  de  ella 
comete  el  reo  otro  delito  que  merezca  pena 
mayor  que  la  de  arresto  ú  otra  igual  á  la  que 
antes  se  le  hubiese  impuesto  ó  hubiere  debido 
imponérsele. 

El  Código  argentino  dispone,  en  sus  artí- 
culos 91  y  92,  exactamente  lo  mismo  que  el  ar- 
tículo del  nuestro  que  comentamos,  pues  seña- 
la los  mismos  puntos  de  partida  para  contar  el 
término  de  la  prescripción,  y  la  misma  causal 
para  que  se   interrumpa. 

El  Código  belga,  según  hemos  visto,  co- 
mentando  el  articulo  95;  íija,  como  punto  de 
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partida  para  contar  el  término  de  la  pri 
ción  del  derecho  de  acusar,  la  fecha  del 
y  la  de  la  última  diligencia  del  juicio, 
se  hubiere  instaurado  (arts.  21,  227  23); 
computar- el  de  la  prescripción  de  las  ] 
la  fecha  de  la  sentencia  ejecutoriada  qi 
impone  (artículos  91,  9¿,  93  y  94.) 

Parece  que  no  entra  en  la  mente  de  la 
lación  belga  conceder  la  prescripción 
que,  quebrantando  su  condena,  escapa 
manos  de  la  autoridad,  pues  no  habla  dt 
cripción  por  interrumpirse  la  ejecución 
penas. 

Hl  Código  chileno,  cuyas  disposicio 
esta  materia  hallamos  más  completas  1 
dadas  que  las  nuestras,  dice  lo  siguiente 

cArt.  96.  Esta  prescripción  (la  del  di 
de  acusar)  se  interrumpe,  perdiéndose  e 
po  trascurrido,  siempre  que  el  delincuer 
mete  nuevamente  crimen  ó  simple  delit< 
suspende  desde  que  el  procedimiento  s 
je  contra  él;  pero  si  se  paraliza  su  proseí 
por  tres  años  ó  ¡se  termina  sin  condenarh 
tinúa  la  prescripción  como  si  no  se  hubi< 
terrumpido.í 

«Art.  g8.  El  tiempo  de  prescripcií 
menzará  á  correr  desde  la  fecha  de  la  s 
cja  de  término  ó  desde  el  quebrantamle 
la  condena,  si  hubiere  ésta  principiado  i 
plirse.9 

aArt.  99.  Esta  prescripción  se  interi 
quedando  sin   efecto  el   tiempo  trascí 
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cuando  el  reo,  durante  ella,  cometiere  nueva- 
mente t rimen  6  simple  delito,  sin  perjuicio  de 
que  comience  á  correr  otra  vez.p 

<tArt.  loo.  Cuando  el  reo  se  ausentare  del 
territorio  de  la  República  sólo  podrá  prescri- 
bir la  acción  penal  ó  la  pena  contando  por 
uno  cada  dos  días  de  ausencia,  para  el  cómpu- 
to de  los  años.» 

«Art.  10 1.  Tanto  la  prescripción  de  la  ac- 
ción penal  como  la  de  la  pena  corren  á  favor  y 
en  contra  de  toda  clase  de  personas,  ip 

«Art.  I02.  La  prescripción  será  declarada 
de  oficio  por  el  Tribunal  aún  cuando  el  reo  no 
la  alegue,  con  tal  que  se  halle  presente  en  el 

juicio.  3) 

«Art.  103.  Si  el  reo  se  presentare  ó  fuere 
habido  antes  de  completar  el  tiempo  de  la 
prescripción  de  la  acción  penal  ó  de  la  pena, 
pero  habiendo  ya  trascurrido  la  mitad  del  que 
se^xige,  en  sus  respectivos  casos,  para  tales 
prescripciones,  deberá  el  Tribunal  considerar 
el  hecho  como  revestido  de  dos  ó  más  circuns- 
tancias atenuantes  muy  calificadas  y  de  nin»- 
guna  agravante  y  aplicar  las  reglas  de  los  ar- 
tículos 65,  66,  67  y  68,  sea  en  la  imposición  de 
la  pena,  sea  para  disminuir  la  ya  impuesta.» — 
«Esta  regla  no  se  aplica  á  las  prescripciones 
de  las  faltas  y  especiales  de  corto  tiempo.» 

«Art.  104.  Las  circunstancias  agravantes 
comprendidas  en  los  números  15  y  16  del  art. 
12,  (i)  no  se  tomarán  en  cuenta  tratándose  de 

(x) — 15.*  Haber  sido  castigado  el  culpable  anteriormente  por  deli- 
tos á  qae  ley  señale  igual  ó  mayor  pena.  (Art.  12). 

i6?  Ser  reincidente  en  delitos  de  la  misma  especie.  (Art  id.) 
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crímenes,  después  de  diez  años,  á  contar  desde 
la  fecha  en  que  tuvo  lugar  el  hecho,  ni  des- 
pués de  cinco  en  los  casos  de  simples  delitos,  i» 

«Art.  105.  Las  inhabilidades  legales  prove- 
nientes de  crimen  ó  simple  delito  sólo  durarán 
el  tiempo  requerido  para  prescribir  la  pena 
computado  de  la  manera  que  se  dispone  en  los 
artículos  98,  99  y  100. d — «Esta  regla  no  es  apli- 
cable á  las  inhabilidades  para  eP  ejercicio  de 
los  derechos  políticos » 

La  consignación  de  estas  disposiciones  ú 
otras  análogas  en  nuestro  Código,  habría  evi- 
tado las  cuestiones  que  hemos  anunciado  y  re- 
suelto al  principio  de  este  comentario.  Cree- 
mos por  lo  mismo  que  sería  conveniente  adi- 
cionar nuestra  ley  en  esta  parte.     ^ 

El  Código  español,  trae  las  siguientes  dis- 
posiciones: 

«Art.  126.  Las  penas  impuestas  por  senten- 
cia que  cause  ejecutoria  se  prescriben.!) — «Las 
de  muerte  y  cadena  perpetua  á  los  veinte 
años.  D — «  Las  demás  penas  aflictivas  á  los  quin- 
ce años.  3) — «Las  penas  correccionales  álos  diez 
años.i) — «Las  penas  leves  á  los  cinco  años.D — 
«El  término  de  la  prescripción  se  cuenta  des- 
de que  se  notifique  la  sentencia  que  cause  eje- 
cutoria en  que  se  imponga  la  pena  respectiva.» 

«Art.  127,  Para  que  tenga  lugar  la  prescrip- 
ción se  necesita  que  el  sentenciado,  durante  el 
término  de  ella,  no  haya  cometido  delito  algu- 
no, ni  se  haya  ausentado  de  la  península  é  is- 
las adyacentes.]) 
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Más  el  Código  reformado  ha  introducido  jsn 
esta  materia  las  notables  adiciones  y  modifi- 
caciones que  se  vé  en  los  siguientes  artículos. 

«Art.  133.  Los  delitos  prescriben  á  los  vein- 
te años,  cuando  señalare  la  ley  al  delito  la  pe- 
na de  muerte  6  de  cadena  perpetua.» — A  los 
quince,  cuando  señalare  cualquiera  otra  pena 
aflictiva.» — «A  los  diez,  cuando  señalare  penas 
correccionales.» — «Exceptúase  los  delitos  de 
calumnia  é  injuria,  de  los  cuales  el' primero 
prescribirá  el  año,  y  el  segundo  á  los  seis  me- 
ses.»— «Las  faltas  prescriben  á  los  dos  meses.» 
— «Cuando  la  pena  señalada  sea  compuesta  se 
estará  á  la  mayor  para  la  aplicación  de  las  re- 
glas comprendidas  en  los  párrafos  primero,  se- 
gundo y  tercero  de  este  artículo.» — «El  térmi- 
no de  la  prescripción  comenzará  á  correr  des- 
de el  día  en  que  se  hubiere  cometido  el  delito; 
y  si  entonces  no  fuese  conocido,  desde  que  se 
descubra  y  empiece  á  proceder  judicialmente 
para  su  averiguación  y  castigo.» — «Esta  pres- 
cripción se. interrumpirá  desde  que  el  procedi- 
miento se  dirija  contra  el  culpable,  volviendo  á 
correr  de  nuevo  el  tiempo  de  la  prescripción 
desde  que  aquel  termine  sin  ser  condenado  ó 
se  paralice  el  procedimiento,  á  no  ser  por  re- 
beldía del  culpable  procesado.» 

«Art.  134.  Las  penas  impuestas  por  senten- 
cia firme  prescriben:» — «Las  de  muerte  y  ca- 
dena perpetua,  á  los  veinte  años.» — «Las  de- 
más penas  aflictivas,  á  los  quince  años.»  — 
«Las  penas  correccionales,  á  los  diez  años. — 
«Las  leves,  al  año.» — «El  tiempo  de  esta  pres- 
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cripción  comenzará  á  correr  desde  el  día  en 
que  se  notifique  personalmente  al  reo  la  sen- 
tencia firme,  ó  desde  el  quebrantamiento  de  la 
condena  si  hubiera  ésta  comenzado  á  cumplir- 
se. 3> — <(:Se  interrumpirá  quedando  sin  efecto  el 
tiempo  trascurrido  para  el  caso  en  que  el  reo 
se  presentare  ó  sea  habido,  cuando  se  ausenta- 
re á  país  extrangero  con  el  cual  España  no  ha- 
ya celebrado  tratados  de  extradición,  ó  te- 
niéndolos, no  estuviere  comprendido  en  ellos 
el  delito,  ó  cuando  cometiendo  uno  nuevo  an- 
tes de  completar  el  tiempo  de  la  prescripción, 
sin  perjuicio  de  que  ésta  pueda  comenzar  á 
correr  de  nuevo.  i> 

Como  se  vé,  el  nuevo  Código  español  acepta 
la  prescripción  del  derecho  de  acusar;  iguala, 
en  la  generalidad  de  los  casos,  el  término  de 
esta  prescripción  con  el  de  prescripción  de  la 
pena;  admite  la  prescripción  de  la  acción  du- 
rante el  enjuiciamiento,  con  la  salvedad  que 
expresa,  y  cae  en  la  inconsecuencia  de  aceptar 
delitos  ocultos;  lo  que,  en  resultado  final,  es  de- 
clarar que  hay  delitos  imprescriptibles,  ó  de- 
jar á  la  voluntad  del  agraviado  la  suerte  del 
ofensor;  por  cuanto  le  bastaría  al  primero  afir- 
mar que  no  tenía  noticia  del  delito^  siendo  casi 
imposible  probarle  lo  contrario,  para  que  en  el 
niomentoque  se  le  antojara  pudiera  perseguirle. 


El  Código  francés  (Véase  lo  dicho  respecto 
de  este  Código  en  el  comentario  del  artículo 95). 
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El  Código  italiano,  (Véase  también  la  par- 
te de  dicho  comentario  referente  á  este  Có- 
digo. 

Art.  98.— La  acción  que  procede  de  la  responsa- 
bilidad civilj  por  delitos  ó  faltas^  prescribe  á  los 
diez  años  entre  presentes  y  d  los  veinte  entre  au- 
sentes. 

En  caso  de  muerte  del  responsable  se  observará  lo 
dispuesto  en  el  artículo  93. 

Comentario. — Conviene  no  confundir  la  ac- 
ción para  demandar  la  responsabilidad  civil 
proveniente  de  delito  ó  falta,  á  que  este  artí- 
culo se  refiere,  con  la  misma  responsabilidad 
ya  declarada  por  sentencia  judicial,  6  que  está 
en  vía  de  serlo  por  haberse  instaurado  el  juicio 
respectivo.  Esta  ultima,  la  responsabilidad  de- 
clarada por  fallo,  da  orfgen  á  una  nueva  ac- 
ción que  nace  de  la  ejecutoria  y  sigue,  por  con- 
siguiente, las  disposiciones  de  la  ley  civil  pa- 
ra todas  las  de  su  género. 

Justo  es,  sin  duda,  que  la  acción  de  que  se 
ocupa  el  Código  en  este  lugar  se  conforme  en 
cuanto  á  la  prescripcipn  á  los  preceptos  de  la 
ley  civil,  pues  la  naturaleza  del  hecho  que  le 
da  origen  en  nada  influye  para  hacerla  más  6 
menos  excequible;  así  como  en  nada  varía  la 
obligación  de  pagar,  la  circunstancia  de  que  la 
deuda  provenga  de  préstamo,  arrendamiento, 
ó  precio  de  venta  no  satisfecho.  Pero  si  halla- 
mos una  verdadera  implicancia  entre  los  térr 
minos  fijados  por  este  artículo  y  el  señalado 
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en  el  21,207  del  Código  Civil,  aue  es  de  sólo, 
tres  años,  por  regla  general;  y  la  dificultad  no 
deja  de  ser  harto  embarazosa,  porque  sí  bien 
la  posterioridad  del  Código  Penal  debería  ha- 
cer que  sus  disposiciones  prevalecieran  sobre 
las  del  Civil,  que  le  es  muy  anterior  en  fecha; 
milita  en  contrario  la  circunstancia  de  que  el 
primero  ha  salido  de  su  terreno,  estatuyendo 
sobre  derechos  que,  rigurosamente  hablando, 
le  son  extraños. 

El  Código  Argentino,  el  Belga,  el  Chileno, 
el  Español  antiguo  y  el  Español  reformado,  ó 
no  han  tocado  esta  materia,  como  sucede  en 
el  primero  y  penúltimo,  ó  la  han  reservado, 
según  se  ve  en  los  otfos,  á  las  leyes  del  orden 
civil,  de  una  manera  absoluta. 

El  Código  de  Instrucción  Criminal  Francés 
distingue  entre  las  dos  clases  de  acciones  que 
arriba  hemos  procurado  separar;  y  el  Penal 
Italiano,  entre  la  acción  reivindicatoría  de  la 
cosa  que  fué  materia  de  delito,  y  la  que  queda 
al  agraviado  para  reclamar  el  resarcimiento  de 
daños  y  perjuicios. 

Vamos  á  exponer  lo  que  prescriben  estos  dos 
últimos  Códigos,  con  prescindencia  de  los  pri- 
meros, que  se  limitan  á  una  simple  referencia 
á  sus  Leyes  Civiles. 

El  Código  francés  (de  Instrucción  Crimi- 
nal,) dispone:  i.°  Que  la  acción  civil  pro- 
veniente de  crimen  que  merezca  pena  de 
muerte,  aflictiva  ó  infamante  prescriba  á  los 
10  años  de  la  perpetración  del  crimen,  si  no  se 
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ha  seguido  juicio  contra  el  reo;  ó  á  los  10  años 
de  la  última  diligencia  actuada  en  dicho  juicio, 
cuando  éste  no  hubiere  concluido  por  senten- 
cia, (artículo  637.) — 2.""  Que  el  término  de 
prescripción  para  los  delitos^  es  decir  para  los 
actos  punibles  que  sólo  merezcan  pena  correc- 
cional, sea  de  tres  años,  con  las  mismas  cali- 
dades expresadas  en  el  artículo  anterior,  (artí- 
culo 638^) — 3.°  Que  ese  término  sea  de  sólo 
un  año  cuando  la  acción  civil  provenga  de  sim- 
ples contravenciones  á  las  que  corresponda  pena 
de  policía;  debiendo  correr  el  término  desde  el 
día  de  la  contravención,  sea  que  haya  ó  no  ha- 
bido juicio,  si  dentro  del  año  no  recayere  conr 
dena  irrevocable,  (artículo  640.) 

£1  artículo  642  del  mismo  Código  establece 
que  las  condenas  civiles  impuestas  en  las  senten- 
cias ó  fallos  irrevocables  dictados  en  materia 
criminal,  correccional  ó  de  policía,  se  prescri- 
ban según  las  Leyes  Civiles, 

Advertimos  en  estas  disposiciones  una  su- 
bordinación inconveniente  del  término  de  pres- 
cripción de  la  acción  civil  á  la  gravedad  del 
delito  que  la  produce.  Para  nosotros  el  dere- 
cho de  pedir  restituciones  y  resarcimiento  de 
daños  y  perjuicios  es  el  mismo,  ya  provenga 
de  un  crimen  atroz  ya  de  una  simple  falta;  y 
de  la  misma  manera  que  la  cuantía  de  la  cosa 
en  nada  altera  las  condiciones  de  la  prescrip- 
ción en  materia  puramente  civil;  debe  ser  in- 
diferente para  la  prescripción  de  ella  la  coexis- 
tencia de  una  acción  ^criminal  que  acompañe  á 
la  civil. 
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luestro  Código  tiene,  pues,  sobrado  funda- 
)to  al  señalar  un  término  común  de  pres- 
ición,' siquiera  sea  con  la  irregularidad  que 
ba  hemos  anotado. 

labría  sido  de  desear  que  el  Código  Perua- 
ya  que  entró  en  el  terreno  civil  en  materia 
prescripción;  hubiera  cuidado  de  consignar 
disposición  semejante  al  artículo  642  del 
Instrucción  Criminal  Francés,  para  evitar 
onfusión  que  pudiera  hacerse  de  la  acción 
ida  del  delito,  con  la  coactiva  que  fluye  de 
entencia. 

iL  Código  italiano  trae  lo  siguiente:  «Ar- 
ilo  149.  Las  condenas  civiles  impuestas 
hechos  punibles  castigados  con  pena  cri- 
lal,  correccional  ó  de  policía,  prescribirán 
ún  las  reglas  establecidas  por  la  Ley  Ci- 
» — Con  la  prescripción  de  la  acción  penal 
scribirá  también  la  acción  civil  para  el  re- 
ñmiento  de  daños  debido  á  la  parte  perju- 
ida  ú  ofendida.  Pero  la  acción  para  la  res- 
ción  ó  reivindicación  del  cuerpo  del  hecho 
lible,  ó  de  las  cosas  derivadas  del  mismo, 
prescribirá  sino  conforme  á  las  Leyes  Ci- 
s.v 

Lvidentemente  esta  diversidad  de  condición 
las  acciones  á  que  el  artículo  trascrito  se 
ere,  se  funda  en  que  la  reivindícatoria  de 
:osa  y  sus  frutos  se  deriva  del  dominio  que 
le  regularse  por  la  Ley  Civil;  y  la  relativa 
esarcimiento  de  daños  y  perjuicios  nace  del 
hp  criminal,  que  sólo  subsiste  con  sus  con- 
76 
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secuencias,  tanto  tiempo,  cuanto  sea  el  señala- 
do por  ley  penal  para  que  se  extinga  el  de  acu- 
sar y  perseguir  á  su  autor. 

Hay,  pues,  también  en  este  Código,  cierta 
subordinación  de  la  acción  civil  ó  la  penal,  por 
extinguirse  aquella  cuando  fenece  la  última;  lo 
que,  como  acabamos  de  observar,  comparando 
el  Código  Francés,  no  nos  parece  justo:  las  ac- 
ciones civiles  deben  correr  en  todo  caso  la  suer- 
te que  les  corresponda  según  la  Ley  Civil,  y 
con  mayor  razón,  ahí  donde  la  persecuciáaxlel 
delito  y  de  la  responsabilidad  civil  correspon- 
den á  entidades  distintas,  y  donde  la  segunda 
se  paraliza  hasta  que  se  haya  definido  la  pri- 
mera. Si  la  incuria  de  los  agentes  del  minis- 
terio público  ha  dejado  prescribirla  accióo  cri- 
minal, el  damnificado,  aún  habiendo  sido  di^ir 
gente  en  proseguir  la  responsabilidad  civil,  ve- 
rá al  fin  frustrada  su  esperanza,  porque  su  de- 
recho ha  muerto  con  la  acción  penal. 


APÉNDICE 


COMPARACIÓN  DEL  CÓDIGO  PENAL  DEL  PERÚ 
CON  EL  ITALIANO  DE  1890.  (i) 


El  Código  de  1890  ha  suprimido  la  defini- 
ción del  reato,  y  sustituido  á  su  distinción  en 
crimen,  delito  y  falta ^  otra  que  está  en  armonía 
con  la  clasificación  que  hace  el  nuestro. 

«Nadie  puede  ser  castigado,  dice  su  artículo 
i.°  por  un  hecho  que  no  esté  expresamente 
previsto  como  reato  por  la  ley,  ni  con  penas 
que  no  se  hallen  establecidas  por  ella.D 

Los  reatos  se  distinguen  en  delitos  y  faltas. 

El  artículo  45  se  expresa  así:  «Nadie  puede 
9  

(i)— Los  números  centraleí  indican  los  artículos  del  Código  pe- 
mano;  y  las  anotaciones  contenidas  bajo  cada  uno  de  ellos,  .<;on  adi- 
ciones á  loa  párrafos  qne,  en  los  comentarios  del  cuerpo  de  la  obra, 
llevan  por  epígrafe  El  Código  Italiano. 

V.  Á  seguido  de  un  número,  indica  la  página  donde  se  encuentra 
el  párrafo  adicionado. 
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castigado  por  un  delito,  si  no  se  hubiese 
puesto  realizar  el  hecho  que  lo  constituye; 
'O  que  la  ley  se  lo  atribuya  como  consecaen- 
de  su  acción  ú  omisión,  s 

En  las  faltas  cada  cual  responde  de  sus 
pías  acciones  ú  omisiones,  aunque  no  se 
luestre  que  había  querido  cometer  un  acto 
trario  á  la  ley.» 

legún  se  desprende  del  tenor  de  los  artí- 
js  trascritos,  para  el  legislador  italiano,  io 
mo  que  para  el  peruano,  sólo  es  punible  el 
3  que  tiene  señalado  un  castigo  en  la  ley; 
D  mientras  el  segundo  exige  que  la  infrac- 
1  legal  para  merecer  pena  sea  en  todo  caso 
intaria  y  maliciosa,  presume  siempre  estos 
icteres  en  ella,  salvo  prueba  en  contrario, 
npone  castigo  cualquiera  que  sea  la  grave- 
1  del  hecho;  el  primero  castiga  irremisible- 
ite  la  infracción  leve,  porque  sin  duda  la 
one  en  general  voluntaria,  y  se  abstiene 
e  la  grave,  mientras  no  se  pruebe  que  el 
nte  quiso  hacer  el  mal  que  ha  causado. 

)eclaramos  no  alcanzar  las  razones  que  ha- 
para  establecer  diferencia  tan  notable  entre 
mputabiiidad  del  delito  y  de  la  falta. 

Se  cree,  quizás,  que  las  graves  infracciones 
cometidas  de  orcnnario  sin  conciencia  de  lo 
!  se  hace,  y  que  las  leves  no  pueden  menos 
ser  meditadas  con  detención? — Esta  creen- 
serta  contraria  á  las  enseñanzas  de  la  expe- 
icia,  pues  por  lo  general,  se  reflexiona  más 
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s  de  proceder  en  materia  grave,  que  para 
ar  una  resolución  sin  trascedencia. 
le  presume  que  es  más  fácil  conocer  las  le- 
cuya  infracción  importa  una  simple  falta, 

aquellas  cuya  trasgresión  se  calífíca  de 
'e  delito? — Tampoco  descanzaría  tal  pre-- 
ión  en  la  experiencia  ordinaria  ni  en  el 
lie  sentido  coman.  Nadie  puede  alegar 
irancia  sobre  la  malicia  del  asesinato,  del 
t  ú  otras  actos  semejantes;  al  paso  que  es 

aceptable  el  descargo  de  quien  asegure 
laber  sabido  quién  era  ilícito  por  ejemplo, 
arar  armas  de  fuego   en  el  camino  público. 

¿se  piensa,  tal  vez,  por  semejante  medio, 
:d¡r  que  la  reiteración  de  las  faltas  acos- 
bre  al  que  las  comete  á  proceder  siempre 
a  del  orden,  y  llegue  por  el  camino  de  las 
•asinfracciones  á  la  categoría  de  verdade- 
criminal? — Parécenos  que  la  precaución 
poco  sería  aceptable;  porque  la  lógica 
isejaria  aplicar  pena  mayor  á  medida  que 
entase  la  entidad   de  la   falta,  y  otra,  aún 

severa,  una  vez  cometido  un  delito  de  al- 
'ascendencia  en  el  orden  social, 
fosotros  creemos,  de  acuerdo  con  la  opi- 
i  general,  que  tanto  las  faltas,  cuanto  los 
IOS  calificadas  de  crímenes,  pueden  ser  co- 
idos con  intención  punible  ó  sin  malicia, 
o  nuestra  ley  lo  reconoce;  y  que  unas  y 
s  deben  ser  castigadas,  en  el  primer  caso, 
tsar,  en  el  segundo,  sin  más  intervención 
a  autorídad  púlilica^  que  la  de  tomar  pre- 
ciones  para  evitar  que  se  repitan. 
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Sensible  'Cs  que  el  silencie 
que   mirábamos  como  la  Í 
de   la   libertad   inherente   í 
los  actos   humanos,   haya 
con  una  declaración,  al  parecer,  inspirada  por 
las  ideas  materialistas  que  proscriben  el  libre 
albedrío  y  hf^cen  de   la  vduntad  una  facultad 
esenciahnente  pasiva,  (v.  p.  14) 


Reproducimos   en  este   punto  lo  dicho  bajo 
el  número  anterior. 


El  nuevo  Código  borrando  las  líneas  de  de- 
marcación trazadas  por  el  sardo,  según  he- 
mos visto,  entre  la  tentativa  y  el  delito  frustra- 
do, que  el  primero  ya  no  define;  vuelve  sobre 
la  antigua  confusión,  nominal  cuando  menos, 
entre  los  actos  de  una  y  otra  especie. 

El  artículo  61  dice:  «Todo  el  que  con  el  fin 
de  cometer  un  delito  comience  su  ejecución 
por  medios  adecuados,  pero  por  circunstan- 
cias independientes  de  su  voluntad  no  lleve  á 
cabo  todo  lo  necesario  para  consumarlo,  incu- 
rrirá en  la  pena > 

«Si  voluntariamente  desistiere  de  los  actos 
de  ejecución  del  delito,  incurrirá  sólo  en  la 
pena » 

Y  el  artículo  62  se  expresa  así;  «El  que  con 
el  fin  de  cometer  un  delito,  lleve  á  cabo  todo 
lo  necesario  para  consumarlo,   si  no  lo  realiaa 
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por  circunstancias  independientes  de  su  vo- 
luntad, incurrirá  en  la  pena  de i» 

Estando  comprendidos  estos  artículos  bajo 
el  epígrafe  común  De  la  Untatvúa\  se  deduce 
que  el  Código  de  i8go  sólo  vé,  en  la  tentativa 
y  en  el  delito  frustrado,  propósitos  culpables 
burlados  por  las  circunstancias,  los  liga  entre 
sí,  señalándoles  sin  embargo,  distintas  penas, 
en  relación  con  la  que  correspondería  al  delito 
si  hubiera  llegado  á  consumarse;  pero  >no  les 
reconoce  diferencia  esencial. 

Ha  habido  pues,  variación  por  lo  menos 
de  fornaa,  respecto  del  Código  sairdp;  y  se  ha 
mantenido  el  sileacio  de  éste  en.  cuaAto  á  los 
actos  preparatorios  y  la  confabulación,  (v.   p* 

4P-) 

4 

Los  dos  artículos  trascritos  bajo  el  número 
anterior,  comprueban  que  el  nuevo  Código  re- 
conoce como  punibles  el  delito  frustrado  y  la 
tentativa. 

Respecto  de  la  penalidad  de  los  actos  pre-* 
paratorios  subsiste  la  misma  falta  de  un  pre- 
cepto j2[eneral,  que  notamos  en  el  cuerpo  de 
esta  obra;  y  en  cuanto  á  las  faltas,  llamamos 
la  atención  sobre  la  declaración  inicua  del  ar- 
tículo 45  que  hemos  reproducido  bajo  el  nú- 
mero I. 

La  confabulación  sigue  siendo  una  especie 
determinada  de  delito,  y  el  nuevo  Código  le 
consagra  el  capitulo  II  del  título  V  en  su  se- 
gundo Ubro.  (v.  p.  44.) 


n 


5 


Kgunda  parte  del  artículo  6i  del  niievo 
}  hace  la  misma  declaración  que  el  sar- 
íavor  de  la  tentativa  voluntariamente 
dida;  y  como  él,  sólo  le  impone  pena 
)  importa  una  contravención,  dejando 
nisma  incertidumbre  respecto  de  quien 
Wigado  á  probar  el  carácter,  voluntario 
e  la  suspensión,  (v.  p.  46.) 

6 

>misión  que  advertimos  en  el  Código 
ha  sido  subsanada  en  el  articulo  44  del 
que  á  la  letra  dice:  «Nadie  puede  invo- 
su  propia  excusa  la  ignorancia  de  la 
lal.»  (v.  p.  53.) 

7 
únicas  disposiciones  que,  en  el  Código 
de  Italia,  guardan  analogía  con  la  del 
3  7.°  del  nuestro,  son;  la  del  artículo  45, 
jo  el  número  i  hemos  reproducido,  y  la 
ículo  52  que  dice:  «Cuando  alguno  por 
por  otro  accidente  cometa  un  delito  en 
io  de  persona  distinta  de  aquella  contra 
labía  dirigido  su  propia  acción,,  no  se  le 
.rán  las  circunstancias  agravantes  que 
in  de  la  categoría  del  ofendido  ó  lesio- 
pero  sí  las  que  habrían  disminuido  la 
ara  el  delito,  si  lo  hubiera  cometido  en 
io  de  la  persona  contra  quien  su  acción 
fa.» 
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Ambas  disposiciones,  que  parece 
cierto  punto  contradictorias,  por  cuanl 
mera  sólo  imputa  al  agente  el  mal  qu< 
radamente  quiso  hacer,  y  parece  exi 
lo  absoluto  de  responsabilidad  por  el  ( 
só  sin  intención;  al  paso  que  la  seg 
carga  el  daño  involuntario,  aunque  ce 
clusión  de  las  circunstancias  agravante 
ignoraba;  pueden  concillarse,  si  se  ! 
cuenta  la  salvedad  establecida  en  la 
parte  del  artículo  43.  El  que  ofende  ; 
na  distinta  de  la  que  se  proponía  agrá 
ce  un  mal  que  es  consecuencia  de  la  ; 
omisión  que  íntecionalmente  quiso   1 

Por  lo  que  respecta  á  la  variación  d 
por  razón  de  ta  naturaleza  ó  magnitud 
causado,  parece  que  la  primera  partí 
tículo  45  prescribe  lo  mismo  que  nue 
digo;  siempre  se  pénala  infracción,  au: 
como  consecuencia  del  acto  voluntai 
practicado,  (v.  p.  58.  Cód.  belg.) 

8 

En  materia  de  irresponsabilidad  f 
infractorios  de  la  ley  penal,  el  nuevo 
italiano  consigna  las  siguientes   dispo 

«Art.  46.  No  será  punible  el  que  al 
el  hecho  se  hallaba  en  estado  de  enf< 
mental  suficiente  para  privarle  de  la 
cia  ó  de  la  libertad  de  sus  propios  acti 

«Sin  embargo,  el  Juez  cuando  estíj 
grosa  la  libertad  del  autor  presunto,  t 
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sa  entrega  á  la  autoridad  conn 
adopte  las  providencias  que  ] 

El  «itícnlo  47  decUra  í  la  enfermedad  ne 
MCDOMlte,  en  ciertas  condidones,  seliala  la  : 
nerse  la. pena,  segdn  loi  distintos  casos;  y  1i 

«Art.^S.  Las  disposiciones 
primera  parte  de  los  artículo; 
carán  también  al  que  en  el 
cometió  el  hecho,  se  haílabí 
nes  previstas  en  dicho  artícul 
embriaguez  accidental 

Continda  seSalando  la  forma  de  aplicar  la 
doi  en  estado  de  embriaguez  volnntana,  la  c 
sal  de  atenaadón,  ó  de  embriagan  intendoi 
na  inflnenda  favorable  al  ret^  y  sigue  prescí 

«Art.  46.  No  incurrirá  en 
que  hubiese  cometido  el  hecl; 

i."  por  disposición  de  la 
que  tenía  obligación  de  ejecu 
dad  competente; 

2."  por  haberse  visto  ol 
la  necesidad  de  rechazar  una 
é  injusta  contra  sí  mismo  ó 
sona; 

S-"  por  haberse  visto  obli 
sidad  de  salvarse  á  sí  ó  sal 
peligro  grave  é  inminente  pa 
que  no  había  dado  motivo  ve 
que  no  podía  evitarse  de  otro 
«En  el  caso  previsto  por  el 
si  et  acto  realizado  ejecutand 
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ionario  público,  constituyere  iní 
:ará  la  pena  establecida  para  1: 
ionario  que  haya  dado  la  orden 

LTlIctilo  50  prescribe  la  nuneía  de  cutieu  á 
iendo  una  ¿rden  6  procediendo  instado  por  la  nt 
tenlla  la  pena,  lo  mismo  qne  i  otros  deque  teoí 
j  JZ;  j  Inego  continúa: 

^rt  53.  No  se  procederá  contra 
omento  que  cometió  el  hech 
piído  nueve  años.» 
'io  obstante,  cuando  el  hecho  e: 
n  la  ley  como  delito  que  lleve  ( 
ajos  forzados  ó  la  reclusión,  6  i 
ón  no  inferior  á  un  año,  el  '. 
Tribunal  Civil,  á  petición  de 
público,  podrá  ordenar  por 
■evocable,  que  el  menor  sea  r 
ístablecimiento  de  educación 
durante  un  tiempo  que  no  pas 
layor  edad;  podrá  también  enes 
;enitores  ó  á  los  que  tengan  obl 
ar  de  la  educación  del  menor,  ( 
snducta,  so  pena,  en  caso  de  ii 
'  cuando  el  menor  cometa  un  á 
ra,  de  una  multa  hasta  de  2,000 
^rt.  54.  El  que  al  cometer  el  1 
a  cumplido  nueve  años  pero  no  1 
re,  si  no  resulta  que  ha  obrac 
imiento,  no  sufrirá  la  pena.  Sir 
cuando  el  hecho  esté  previsto  en  la 
delito  que  lleve  consigo  la  pena  di 
forzados  ó  reclusión,  ó  también  la 
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inferior  de  un  año,  el  Juez  podrá  dictar  una  ú 
otra  de  las  providencias  indicadas  en  el  aparte 
del  artículo  anterior » 

Concille  el  articulo  declarando  simple  motivo  de  atenuación  la 
edad  menor  de  catorce  afios,  y  prescribiendo  el  modo  de  penar  al  que 
en  dicha  edad  delinquiere;  y  destina  los  artículos  55  7  56  á.  sefialar 
otras  causales  de  reducción  del  castigo;  después  agrega: 

«Art.  57.  No  se  procederá  contra  el  sordo- 
mudo que  al  cometer  el  hecho  no  halla  cum- 
plido los  catorce  años;  pero  podrá  aplicársele 
la  disposición  contenida  en  el  aparte  del  ar- 
tículo 53,  con  facultad  de  ordenar  que  perma- 
nezca en  un  establecimiento  de  educación  y 
corrección  hasta  los  veinticuatro  años.ií 

íArt.  58.  No  se  aplicará  la  pena  al  sordo- 
mudo que  haya  cumplido  al  cometer  el  hecho 
los  catorce  años,  cuando  no  ha  obrado  con 
discernimiento ^ 

Concluye  este  artículo  declarando  que  el  sordo-mudo,  si  obró  con 
discernimiento,  sólo  tiene  derecho  á  reducción  de  pena. 

Ni  el  que  causa  mal  por  mero  accidente;  ni 
el  que  lo  hace  en  propiedad  agena,  por  evitar 
mayor  daño;  ni  el  que  obra  por  fuerza  ó  mie- 
do; ni  el  que  incurre  en  omisión  por  legítimo 
impedimento,  están  incluidos,  por  lo  menos 
de  un  modo  general,  entre  los  irresponsables, 
según  este  Código,  (v.  p.  lOO.) 


Atenúan   la   responsabilidad,  y    por  consi- 
guiente reducen  la  pena,  estando  á  lo  dispues- 


r"- 


c.*¿' 
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to  por  los  artículos  47,  48  (inc,  2.**),  50,  54  y  68 
del  nuevo  Código  italiano,  las  mismas  circuns- 
tancias que  eximen  de  responsabilidad,  si  no 
reúnen  los  requisitos  que  dichos  artículos  se- 
ñalan; y  además  las  que  expresan  los  siguien- 
tes: 

cArt.  50.  El  que  llevando  á  cabo  un  acto 
con  las  circunstancias  previstas  en  el  artículo 
anterior  (49.  v.  núm.  8)  hubiere  traspasado  los 
límites  impuestos  por  las  leyes,  la  autoridad  ó 
la  necesidad  será  castigado t> 

Aquí  prescribe  reglas  que  reservamos  para  sa  oportunidad. 

«Art.  51.  El  que  hubiere  cometido/el  hecho 
en  un  momento  de  arrebato  ó  de  intenso  do- 
lór,  determinado  por  injusta  provocación,  será 
castigado » 

Aquí  las  *''\¿j*^  de  in^posición  de  la  peua. 

€ Art.  52 (Lo  hemos  reproducido  bajo 

el  número  7.) 

cArt.  55.  El  que  al  cometer  el  hecho  hu- 
biese cumplido  catorce  años,  pgro  no  llegue  á 
dieciocho,  será  castigado > 

Aquí  las  reglas  de  imposición  de  la  pena:. 

«Art.  56.  El  que  al  cometer  el  hecho  haya 
cumplido  los  dieciocho  años  pero  no  los  vein- 
tiuno, sufrirá  la  pena > 

Aquí  también  las  reglas  de  imposición. 

íArt.  59.  Además  de  la  reducción  de  pena 
expresamente  establecida  en  la  ley,  si  concu- 
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rren  circunstancias  atenu 
culpable  se  sustituirá  la  p 

Conclaje  [Ddicando  las  penu  con   < 
mis  graves  conespondientes  al  delilo. 

Infiérese,  del  último  artículo  trascrito,  qoe 
el  nuevo  Código  deja  completamente  al  crite- 
rio del  Juez  la  apreciación  de  las  circunstancias 
atenuantes  del  delito  no  previstas  por  la  ley,  sin 
duda,  en  vista  de  las  condiciones  psicológicas 
del  agente,  de  sus  caracteres  antropológicos, 
del  influjo  que  sobre  él  ha  podido  ejercer  el 
medio  social,  y  de  los  demás  elementos  de  im- 
putabilidad  á  que  la  moderna  escuela  positi- 
vista concede  alta  importancia,  {v.  p.  123.) 

10 

Tampoco  considera  el  último  Código  italia- 
no circunstancias  generales  de  agrsrvación  del 
.delito  y  de  su  pena  correspondiente:  cada  es- 

f)ecie  de  infracción  tiene  las  suyas,  y  el  le^s- 
ador  cuida  de  indicarlas  al  describir  aquella. 
Así,  por  ejeopplo,  según  el  artículo  364,  «El 
que  voluntariamente  ocasione  la  muerte  á  al- 
guna persona,  incurrirá  en  la  pena  de  reclu-  - 
sión  de  18  á  21  años»;  según  el  365,  «La  pe- 
na de  reclusión  será  de  22  á  24  años,  si  el  de- 
lito previsto  en  el  artículo  anterior  se  come- 
tiere: 1.°  en  la  persona  del  cónyuge,  del  her- 
mano ó  de  la  hermana,  del  padre  ó  de  la  ma- 
dre adoptivos,  del  hijo  adoptivo  ó  de  los  afines 
en  línea  recta;  2.°  en  la  persona  de  un  miem- 
bro del  Parlamento  ó  de  un  funcionario  públi- 
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I  motivo  de  sas  funciones;  3.'  por  me- 
sustancías  venenosas»;  y  según  el  366, 
«Se  aplicará  la  pena  de  trabajos  forzados,  si 
el  delito  previsto  en  el  artículo  364  se  cometie- 
re: I. "en  la  persona  "del  ascendiente  ó  descen- 
diente legítimo,  del  progenitor  ó  del  hijo  na- 
tural, cuando  la  ñliactón  natural  haya  sido  le- 
galmente  reconocida  6  declarada,  etc.,  etc.» 

Conceptuamos  suficiente  lo  trascrito  en  el 
párrafo  anterior,  para  comprender  la  dife- 
rencia de  plan  entre  el  Código  italiano  y  el 
nuestro. 

Si  las  circunstancias  de  atenuación  quedan, 
como   hemos  visto,  al  prudente   criterio   del 

Íuez;  no  sucede  lo  mismocon  las  de  agravación: 
a  ley  cuida  de  apreciarlas  y  señalar  los  casos 
en  que  tienen  aplicación  oportuna,  á  fin,  sin 
duda,  de  evitar  que  se  les  dé  mayor  alcance 
al  valorarlas  para  la  aplicación  de  la  pena.  La 
reincidencia  sigue  siendo  causa  general  de 
agravación  de  la  pena,  según  los  artículos  80 
á  84  del  nuevo  Código,  (v.  p.  139.) 

II 

Ha  suprimido  el  nueyo  Código,  como  el  sar- 
do, las  definiciones  de  codelincuencia  y  com- 
plicidad, y  considera  el  encubrimiento  como 
un  delito  especia),  no  como  participación  en 
'  el  crimen  encubierto.  A  los  autores  y  cómpli- 
ces los  mira  como  personas  que  concurren  á  la 
comisión  del  acto  punible;  y  dá  de  su  coope- 
ración las  ideas  que  veremos  en  los  Xartículos 
siguientes,  (v.  p.  145.) 


-ser- 
ia al  14 

•A  artículo  63  declara  que  «Cuando  concu- 
1  varias  personas  á  la  perpetración  de  una 
acción,  cada  uno  de  los  perpetradores  y 
peradores  inmediatos  incurrirá  en  la  pena 
iblecida  para  la  infracción  cometida;  y  que 
a  misma  pena  sufrirá  el  que  haya  inducido 

tros  á  coÁieter  la  infracción v 

«Jo  hallamos  en  este  Código  disposición  se- 
¡ante  á  la  de  nuestro  articulo  14  (v.  p.  151.) 

u 

)in  definir^  según  hemos  dicho,  la  complici- 
1;  la  describe  el  Código  nuevo  de  Italia  en 
siguientes  términos: 

:Art.  64.  Incurrirá  en  la   pena el  que 

'a  tomado  parte  en  la  infracción; 

1."  Exitando  ó  reforzando  la  resolución 
cometerla,  ó  prometiendo  prestar  auxilio  ó 
ida  después  del  delito; 

2."  Dando  instrucciones  ó  suministrando 
dios  para  llevarlo  á  cabo; 

3.°  Facilitando  la  ejecución,  prestando 
:ilio  ó  ayuda  antes  ó  después,  del  hecho. 
No  procederá  la  jeducción  de  la  pena 
a  el  culpable  de  alguno  de  los  hechos 
vistos  en  el  presente  artículo,  cuando  sin 
concurso  no  se  hubiera  cometido  la  infrac- 
n-»(v.  p.  I55-) 

16  y  17 

il  Código  italiano  de  iSgo,  ya  lo  hemos  di- 
>,  no  considera  el  encubrimiento  como  par- 


w^ 
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ttcipaci6a  eti  el  delito  ocultado  6  encubierto, 
sino  como  un  delito  especial  contra  la  adminis- 
tración de  justicia.  Se  expresa  respecto  de  él 
en  los  siguientes  términos: 

ecArt.  225.  £1  que  después  de  haberse  co- 
metido un  delito»  para  el  que  haya  establecido 
una  pena  no  inferior  á  la  de  prisión,  sin  con- 
cierto anterior  al  delito  y  sin  contribi^ir  á  lle- 
varlo á  ulteriores  efectos,  ayude  á  alguno  á 
asegurar  su  provecho,  á  eludir  las  pesquisas 
de  la  autoridad  ó  á  sustraerse  de  las  indaga- 
ciones de  la  misma  ó  del  cumplimiento  de  la 
condena,  y  el  que  destruya  ó  de  cualquier  otro 
modo  haga  perder  6  altere  los  vestigios  é  indi- 
cios dé  un  delito  que  lleve  aparejada  la  suso- 
dicha pena,  será  castigado  con  la  de  reclusión 
ó  prisión  hasta  cinco  años,  pero  no  superior  en 
duración  á  la  mitad  de  la  pena  establecida  pa- 
ra el  delito  mismo.  > 

«Cuando  se  trita  de  otras  infracciones,  la 
pena  será  de  multa  hasta  1000  liras,  d 

«Estará  exento  de  pena  el  que  cometa  el 
hecho  en  favor  de  iino  de  sus  próximos  parien- 
tes, d  (v.  p.  160,  166.) 

18 

Es  indudable  que  el  nuevo  Código  admite 
también  la  responsabilidad  civil  como  conse- 
cuencia de  la  criminal,  pues  dice: 

«Art.  37.  La  condena  penal  no  perjudica  el 
derecho  del  ofendido  6  damnificado,  á  las  res- 
tituciones, y  al  resarcimiento  de  los  daños.  i> 

78 
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Los  artfcnlos  36,  38  7  39  dedaraa  otros  efectos  cvrílm  de  la  ftapoa- 
sabilidad  criminal,  (v.  p.  169.) 

19  al  23 

Tampoco  declara  el  nuevo  Código  Penal  de 
Italia  las  responsabilidades  civiles  indirectas  y 
subsidiarias,  que  el  nuestro  ha  creído  conve- 
niente incluir  entre  sus  disposiciones,  pues  lo 
prescrito  por  los  artículos  53  'y  58,  que  más 
arriba  hemos  trascrito  bajo  el  número  8,  res- 
pecto de  la  multa  que  se  puede  imponer  al 
obligado  á  cuidar  de  las  acciones  de  otro, 
cuando  éste  delinque;  no  se  refiere  á  saldar  las 
responsabilidades  pecuniarias,  en  que  éste  hu- 
biere incurrido;  sino  es  el  castigo  que  á  aquel 
se  impone  por  su  falta  de  celo. 

La  responsabilidad  civil  es,  por  tanto  asunto 
reservado  al  Código  Civil  (v.  p.  181  y  184.) 

23     \ 

El  nuevo  Código  ha  suprimido  la  pena  de 
muerte.  Según  suartículo  11  «Las  penas  esta- 
blecidas para  los  delitos,  son:  i.**  los  trabajos 
forzados;  2°  la  reclusión;  3.°  la  prisión;  4.®  el 
confinamiento;  5.°  la  multa;  y  6.**  la  inhabilita- 
ción para  cargos  públicos.  3> 

Las  penas  establecidas  para  las  faltas  son: 
i.°  el  arresto;  2.°  la  multa  y  3.*  la  suspensión 
en  el  ejercicio  de  una  profesión  ó  arte.» 

Bajo  la  denominación  de  penas  restrictivas 
de  la  libertad  personal  comprende  la  ley  los  tra- 
bajos forzados,  la  reclusión  la  prisión,  el  con- 
finamiento y  el  arresto.»  (  v.  p.  207.) 


uevo  Código  Italiano,  no  ya  c 
le  penas  accesorias,  sino  con  e 
ales,  reconoce  la  inhabilitación 
>  para  desempeñar  cargos  públi 
i  temporal  (art.  31)  la  sujeciói 
1  de  la  autoridad  (art.  32)  la 
^il  sola  ó  acompañada  de  prív: 
ía  potestad,  de  la  autoridad  nr 
LCultad  de  testar,  según  la  natu: 
L  (art.  33)  la  suspensión  del  eje 
ssión  ó  arte  de  que  se  hubiere 
iquir  {art.  35)  la  pérdida  de  Ic 
i  y  efectos  del  delito  (art.  36)  1; 
ecuniaria  en  los  atentados  c 
(art.  36)  el  pago  de  las  costas 
p.  208.) 

25 

rtículo  40  del  nuevo  Código 
}o^ciones  de  los  artículos  59 
modificadas  en  los  siguientes  t 
prisión  sufrida  antes  de  hace 
:ncia,  se  rebajará  de  la  durac 
ena  temporal  restrictiva  de  la 
il.» 

a  pena  es  de  confinamiento,  i: 
se  computa  por  tres  días  de  pe: 
sólo  se  hubiese  impuesto  una 
la,  la  rebaja  6  la  reducción  s( 
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la  proporción  establecida  en  el  artículo  19.  i  (i) 
(v.  p.  223) 

Apesar  de  las  protestas  de  los  positivistas/ 
el  nuevo  Código,  en  sus  artículos  *i.**  y  2/, 
mantiene  las  naismas  disposiciones  que  conte- 
nía el  artículo  3.**  del  sardo,  (v.  p.  228) 

■ 

27 

A  las  disposiciones  del  Código  de  procedi- 
mientos penales,  ha  venido  á  agregarse  el  ar- 
tículo 88  del  nuevo  Código  Penal  concebido 
en  los  siguientes  términos: 

«En  las  infracciones  para  las  cuales  no  se 
puede  proceder  sino  á  instancia  de  parte,  el 
perdón  del  lesionado  extingue  la  acción  penal, 
pero  no  hace  cesar  la  ejecución  de  la  condena 
sino  en  los  casos  establecidos  por  la  ley.i> 

«El  perdón  obtenido  por  uno  de  los  inculpa- 
dos alcanza  también  á  los  demás. d 

«El  perdón  no  produce  efecto  para  el  incul- 
pado que  se  niegue  á  aceptarlo.  i>  (v.  ^  232). 

28 

El  nuevo  Código  sustituye  á  la  pena  capital 
establecida  en  el  sardo,  la  de  trabajos  forja- 
dos perpetuos  {ergástolo)  y  fija  á  las  tepripora- 
les  los  siguientes  términos:   reclusión,  desda 


(i)— Un  dia.de  prisión  por  cada  lo  liras  6  fracción  de  ellas. 


r 
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tres  días  hasta  veinticuatro  años;  prisión  des- 
de tres  días  hasta  veinticuatro  años;  confina- 
n^ieato  de  un  me$  á  tres  año^;  inhabilitación 
t^ípppral  para  ejercer  cargos  públicos  (^e  tres, 
meses  á  cinco  años;  arresto  de  un  día  a  dos 
apos;  suspensión  del  ejercicio  de  \iua  profesión 
ó  art$  de  tres  días  á  dos  añosi;  sujeción  á  vigi- 
lancia de  unq  á  tres  años. 

Conserva  además  la  inhabilitación  perpetua 
del  antiguo  Código,  y  establece  la  reclusióh  de 
treinta  años,  para  sustituir  la  de  trabajos  for- 
zados cuando  median  circunstancias  atenuan- 
tes, (v.  p.  238  y  239). 


29 


El  nuevo  Código  de  Italia  ha  supriipido  de, 
su  escala  penial  la  suspensión  en.  er ejercicio  de 
cargos  públicos:  apenas  conserva  con  ese.  ca- 
rácter, y  para  simples  faltas,  la  suspensióp,  en 
el  ejercicio  de  una  profesión  ó  arte;  pero  siem- 
pre prescribe  la  inhabilitación  temporal  para 
los  casos  de  reclusión  ppr  más  de  tres  años,  y 
de  condena  por  delito  cometido  con  abuso  de 
cargo  público. 

Para  este  Código,  pues,  no  hay  suspensión, 
sino  tratándose  de  profesión  ó  arte:  la  suspen- 
sión-de empleo  ó  cargo  público  no  es  más  que 
un  efqctq^e  la  inhabilitación,  la  forma  de  eje- 
cutarla cfeindp  el  condenado  servía  un  puerto 
6.  cargo  oficidí  (v.  p.  245). 
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El  articulo  25  ha  modificado  la 
la  suspensión  de  arte  ó  profesión; 
la  sujeción  á   la   vigilancia  de  la 

3 ue,  como  dijimos  bajo  el  numen 
era  no  ya  como  penas;  sino  ce 
penales.  Los  articulos  que  en  d 
ro  citamos  han  introducido  coi 
carácter,  la  interdicción  civil,  s< 
nada  de  la  privación  de  la  patria 
de  la  autoridad  marital  y  aún  de 
de  testar;  pero  no  declaran,  por  ] 
ral,  que  tales  efectos  duren  lo  que 
los  produce;  si  bien  esto  es  lo  qt 
el  mayor  número  de  casos.  Asi  e 
á  trabajos  forzados  ó  reclusión  { 
cinco  años,  se  halla  en  estado  de 
civil  todo  ese  tiempo;  pero  hay  c 
penales  que  no  comienzan  sino  li 
sido  cumplida  la  pena  misma,  o 
con  el  sometimiento  á  la  vigilancia 
ridad  de  seguridad  pública,  {v.  p. 

31 

No  se  pone  el  Código  de  1890  e 
duda  de  que  habla  el  nuestro. 

Ya  no  existe  en  la  ley  italiana  1 
poral  de  trabajos  forzados:  estos 
perpetuos,  como  los  declara  el  ar 
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!^ódÍgo.  Más  la  penade  reclusión,  qae 
ituye  y  guarda  analogía  con  )a  nuestra 
itenciaría,  dura  desde  tres  días  hasta 
latro  años  {artículo  13).  Los  mismos 
tiene  la  de  prisión  ó  detención,  cuyas 
ñas  con  la  anterior  marcaremos  en  el 
srrespondiente  (artículo  15). 
1  nuevo  Código  ha  desaparecido  aún  la 
i  de  las  penas  en  grados.  Para  conse- 
proporcionalidad  entre  ellas  y  la  condi- 
deltncuente,  que  es  el  ideal  de  laescue- 
ivista,  cada  delito  tiene  su  pena  espe- 
en el  caso  de  concurrencia  de  varias 
ones,  se  aplica  la  correspondiente  á  la 
ive  con  el  aumento  de  una  parte  alí- 
aya,  que  varía  según  el  número  y  ca- 
le las  que  la  acompañan, 
n  modo  análago  se  computa  la  pena 
:asos  de  delito  simplemente  intentado 
ado;  como  lo  indicaremos  al  comparar 
:ulos  de  nuestro  Código  que  se  ocupan 
jlicación  de  las  penas  según  la  partici- 
en  el  delito,  la  proximidad  del  hecho 
in  consumado,  y  las  circunstancias  que 
an  la>imputabilídad.  [y.  p.  259). 


levo   Código  tampoco  considera  la  ex- 
ón,en  el  número  de  sus  penas,    (v.  p. 


ntigua  cárcel  de  seis  días  ó  cinco  años, 
:ída  por  el  Código  toscano,  ya  no  exis- 
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r 
t 

te,  Haii  \fentdo  á  reemfJlazafla  la  re<:liisión  y 
la  prisión,  cuya  duración  común  hemois  indica- 
do n!iás  arriba. 

'ÍA  custodia  para  menores  y  personas  de  es- 
caso^ discernimiento,  se  conserva  en  la  forma 
que* hemos* indicado  én  el  nútnero  8. 


La  reclusión  dél  Código  sardo  ha  pasado, 
como  queda  visto,  á  ser  pena  aún  más  gravb, 
pues  ya  dura  hasta  veinticuatro  años,  no  di- 
vididos en  grados,  sino  por  partes  alícuotas, 
como  indicamos  arriba. 


El  confinamiento  ha  sido,  por  el  contrario, 
atenuado  en  el  nuevo  Código:  hoy  sólo  dura 
de  un  mes  á  tres» años;  y  se  trasforma  en  pri- 
sión por  igual  tiempo,  si  el  condenado  se  pre- 
senta en  el  lugar  que  le  está  prohibido. 

No  eíriáte  ya  la  suspensión  del  ejercicio  de 
cargos  públicos  en  la  forma  que  el  Código  sar- 
do indicaba;  sino  la  inhabilitación  para  los 
mismo?,  en  la  forma  que  prescribe  el  artículo 
20  del  nuevo.  Dicha  pena,  según  este  artículo, 
cuando  no  es  perpetua,  dura  d^  tres  meises  á 
cinco  años;  excediendo  por  consiguiente,  del 
máximo  de  tres  años  señalado  á  la  antigua 
suspensión,  (v.  p.  270). 

El  arresto  figura  también  en  la  escala  pe- 
nal del  nuevo  Código;  y  aún  cuando  se  aplica 
á  las  faltas  ó  infracciones  leves,  dura  de  un 
día  á  dos   años,   y  se   dumpte  en  foj^ma   harto 
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t,  si  se  la  compara  con  el  antiguo  arresto 
o  á  cinco  días  que  establecía  el  Código 
(v.  p.  273  y  274.) 

33  y  34 

3roducimos  lo  dicho  en  el  comentario  de 
gina  275,  y  damos  en  seguida  el  nuevo 
o  de  penas  temporales  italianas. 


DÜHAaÚN 

Peiuu  anáhgas  en  el 
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de    proresión  6 
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¡imos  bajo  el  número  24,  que  el  nuevo  Có- 
italiano  ha  sustituido,  con   la  de  efectos 


—  ser- 
les, la  antigua  denomioación  de  penas 
sorias.  Dispone  lo  siguiente: 
iTt.  31. — La  condena  á  trabajos  forzados 
reclusión  por  más  de  cinco  años  produce 
habilitación  perpetua  del  condenado  para 
mpeñar  cargos  públicos,  y  la  de  reclusión 
ñas  de  tres  años  producirá  la  inhabilita- 
para  los  cargos  públicos  durante  un  perío- 
i;ual  al  de  la  reclusión.  i> 
rt.  32.— La  condena  á  la  reclusión  por 
ita  años  sustituida  por  la  de  trabajos  for- 
ps  en  el  caso  previsto  por  el  artículo  59, 
leva  consigo  la  sumisión  del  condenado 
nte  diez  años  á  la  vigilancia  especial  de 
utoridad  encargada  de  la  seguridad   pú- 

i^ft.  33. — El  condenado  á  trabajos  forza- 
j  á  reclusión  por  más  de  cinco  años,  se  ha- 
urante  la  pena  en  estado  de  interdicción 
,  y  se  le  aplicarán,  para  la  administra- 
de  los  bienes,  las  disposiciones  de  la  ley 
sobre  los  que  se  hallan  en  interdicción.» 
^a  sentencia  á  trabajos  forzados  priva 
las  al  penado  de  la  patria  potestad,  de  la 
ridad  marital  y  de  la  capacidad  para  tes- 
y  hace  nulo  el  testamento  otorgado  antes 
L  condena.» 

L  la  condena  reclusión  por  más  de  ciríco 
,  puede  añadirse  la  privación  de  fa  patria 

-En  el  cflso  de  existir  circunstancias  ftteuiutes  ea  CtTor   del 


—  57 

restituir  é  indemnizar  d 
no  sean  materiales;  y  '. 
procesales:  los  artículos 
bilitación  y,  suspensión 
que  quede  firme  la  sen 
ley  ordene  respecto  de 
en  rebeldía,  ó  que  las 
ción  ó  suspensión,  por 
condena  penal,  ó  conj 
trictiva  de  la  libertad 
mientras  se  cumple  la 
la  vigilancia  especial  ( 
desde  el  día  en  que  estí 
que  vá  adjunta,  (v.  p.  : 


Reproducimos  lo  dic 
(v,  p.  296,  299  y  300.) 


El  artículo  87  del  n 
indulto  ó  la  gracia  que 
pena  hará  cesar  la  inh: 
nado  y  la  incapacida 
apartes  del  artículo  33 
según  la  ley  á  la  pena 
sar  la  inhabilitación  pi 
la  suspensión  en  el  eje 
ó  arte,  ni  la  vigilancia  e 
salvo  en  el  caso  de  di; 
decreto  de  indulto  ó  gr 

Según  los  artículos  8| 
gracia  no  dan  derecho 
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i.  la  devoUiciói 
io  á  título  de 
o  ó  agraciado 
eclusión  por  n 
años  sometídt 
d,   salvo  decn 


40 

)   Código  ha 
i  la  de  este  ar 


41 

tfculo  1 1  del  n 
sus  penas  en  i 
indo  por  la  i 
e  forman  esc; 
:  su  forma  de 
¡ere  notablem- 
os  después,  (v. 

42 

>enas  en  el  nue 
icado  bajo  el 
ido  que  forma 
speciales.  La  i 
:  el  artículo  i : 
lemos  expresaf 
una  denomina! 
enumerarlas  c 
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de  dictar  una  ilisposicíó 
(v.  p.  321.) 

El  nuevo  Código  itat 
penas  en  grados  ni  térr 
ne  disposición  análoga  i 
nuestro.  Señala  una  per 
cribe  sus  límites  máximo 
causas  generales  que  pu 
jarla,  deja  al  criterio  de 
de  las  no  previstas  legal 
denando  que  se  reduzca 
tercia  parte,  ó  en  la  mit 
tancias. 

Como  describe  cada  d 
cunstancias  que  pueden 
do  la  porción  de  pena 
estas  se  debe  aumenta 
abstractas  para  el  recarg 


En  condiciones  análo 
jo  el  número  anterior 
respecto  de  las  reglas  c 
lo  44  del  nuestro.  Come 
no  de  autores  principal 
bridores,  sino  que  descí 
tituyen  participación  en 
rectamente  la  pena  que 
al  que  los  hubiese  prac 
que  estatuir  nada  en  a 
nuestra  ley.  (v.  p.  321.) 


41 


ilq. 
ci6 
el  I 


)  c 


llO! 

bli 


ijo: 
Ific 
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fArt  68— Al  culpable  de 
llevan  consigo  la  misma  cía» 
ral  restrictiva  de  la  libertad 
cara  la  pena  del  delito  más 
mente  igual  á  la  mitad  de 
prcnsiva  de  las  demás  pen; 
excedan  de  treinta  años  p: 
prisión,  y  cinco  para  el  conñn 

«Art.  69— Al  culpable  de 
de  los  cuales  lleve  consigo  I 
otro  la  prisión,  se  le  castiga 
las  disposiciones  siguientes: 
I.'— Si  la  reclusión  no  > 
no  llega  á  la  tercera  parte 
la  prisión,  se  aplicará  la  pr 
mentó  igual  á  la  mitad  de  '. 
reclusión; 

2.' — En  todo  otro  caso, 
clusión  con  un  aumento  igual 
te  de  la  duración  de  la  prisii 
pase  de  treinta  años. 

Cuando  concurran  más  de 
tes  de  aplicar,  según  los  cas 
las  precedentes  disposicione 
del  artículo  anterior  para  1( 
van  consigo  la  misma  clace  d 

«Art.  70 — Al  culpable  de 
de  los  cuales  lleve  consigo  la 
sión,  y  el  otro  el  confinamiei 
reclusión  ó  prisión  con  un  ai 
tercera  parte  de  la  duración 
to,  cuando  la  pena  aplicada 
de  una  sexta  parte,  cuando 


lidadt  siempre  que 
no  pase  de  di'ez  añoi 
de  cuatro  para  la  su 

íArt.  75.  La  per 
para  cada  infracción 
entero,  con  tal  que  1 
los  delitos,  ni  de  3,0 

<En  caso  de  conv 
en  pena  restrictiva  c 
duración  de  ésta  no 
ocho  meses;  y  en  caí 
la  indemnización  (m 
sión  se  efectuará  si 
alusión,  p 

«Art.  76.  Las  regí 
riores  artículos  se  a{ 
después  de  una  senl 
de  ser  juzgada  la  mi 
fracción  cometida  ar 

«Las  precitadas  n 
en  el  caso  de  una  inf 
de  la  condena  i  una 
de  la  libertad  person; 
plido  ó  mientras  se 
aumento  de  pena,  di 
tículos  anteriores,  se 
dos  terceras  partes, 
cera  parte  en  vez  de 
ó  de  una  sexta  part 
aumento,  sólo  se  ten 
pena  que  queda  por  1 
que  se  dicta  la  sen 
computado  en   la  pe 
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erpétuos;  y  en  los  demáí 
el  delito  consumado  red 
arte;  y  el  artículo  6i  sen: 
oclusión  de  doce  años,  en 
■ena  del  delito  consumad 
litad  á  las  dos  terceras 
emás.  Dispone  además 
ue  cuando  el  culpable  i 
oluntaríamente  de  la  eje 
lena  correspondiente  á  la 
ue  los  actos  ya  practica 
ie  la  ley. 

La  asociación  para  deli: 
lo  en  la  ley  italiana  un 
lertenece  á  la  categoría  de 
úblico;  y  no  una  estación 
niño  del  crimen,  como  la « 
iin  embargo,  el  artículo  2 
[ice:  «Cuando  cinco  ó  n 
ian  para  cometer  delitos  ( 
ion  de  justicia,  la  fé  6  U 
as  buenas  costumbres  y  e 
<  contra  las  personas  ó  la 
le  ellas  será  castigada,  f 
a  asociación,  con  recluí 
.ños.» 

cSi  los  asociados  recori 
■ías  péblicas,  y  si  dos  6  n 
irmas  ó  las  tuvieren  en  i; 
era  de  reclusión  de  tres  i 

«Si  fueren  promovedon 
iación,  la  pena  para  ésto: 
le  tres  á  ocho  años,  en  el 


que  el  nnestro  no 
y  el  italiano  la  pe 
peruano  en  la  ilu 
Magistrados,  (v.  p, 


Los  efectos  pen; 
go  italiano  han  v< 
ias  penas  accesori; 
de  sus  artículos  31 
condenas  mismas; 
suponer  que  aún  c 
expresamente,  el  c 
por  ministerio  de  1 

Reproducimos  . 
en  el  comentario  c 
de  esta  obra.  (v.  p 


■Tampoco  hallan 
posición  equivaler 
nuestro,  {v.  p.  370 


El  nuevo  Códigí 
mente  las  prescrip 
teña,  (v.  p.  377.) 


El  artículo   29 
«No  podrá  aument 
tarse  la  pena,  sino 
determinados  en  1: 
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sobre  el  total  de  la  que  el  Juez  aplíicaria  al  cul- 
pable si  no  concurriere  la  circunstancia  que  la 
hace  aumentar  6  disminuir.:^ 

«Si  concurrieren  varias  circunstancias,  se 
hará  el  aumento  ó  la  disminución  en  la  cuan- 
tía de  pena  resultante  del  aumento  ó  disminu- 
ción anterior;  y  concurriendo^  la  vez  circuns- 
tancias agravantes  y  atenuantes  se  comenzará 
por  las  primeras.  En  todo  caso  serán  aprecia- 
das como  últimas  y  en  el  orden  siguiente,  la 
edad,  estado  mental,  las  atenuantes  previstas 
en  el  artículo  59  (i)  y  la  reincidencia^:^ 

cEn  el  aumento  ó  disminución  no  podrá 
traspasarse  los  límites  establecidos  para  cada 
clase  de  pena,  salvo  en  los  casos  expresamen- 
te determinados  en  la  ley.j 

«Si  debiera  disminuirse  la  pena  de  arresto  ó 
de  multa  menor  (ammenda)  cuyo  máximo  es- 
tablecido por  la  ley  respectivamente  no  pase 
de  cinco  días  ó  50  liras,  se  aplicará  en  su  lu- 
gar la  reprensión  judicial. :d 

Según  el  artículo  47  la  enfermedad  mental  que  sólo  atenúa  la  im- 
pntabilidad,  reduce  las  penas  en  esta  forma: 

«I.**  La  de  trabajos  forzados  se  sustituirá 
con  la  de  reclusión  por  un  tiempo  que  no  ba- 
jará de  seis  años;» 

«2.°  La  inhabilitación  perpetua  para  cargos 
públicos,  se  sustituirá  con  la  de  inhabilitación 
temporal.  i> 

«3.®  Cuando  se  trate  de  pena  temporal  que 
ot  de  doce  años,  se  aplicará  ésta  en  la  dura- 
Las  que  favorecen  al  sordo-mndo. 

8l 


^ 
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cíón  de  tres  á  diez  años;  si  pasa  de  seis,  pero 
ho  de  doce,  sé  aplicará  su  duración  por  tiem- 
po de  uno  á  cinco  años;  y  en  los  demás  casos, 
por  una  duración  inferior  á  la  mitad  de  la  pena 
que  debería  aplicarse. 

«4.°  La  pena  pecuniaria  se  aplicará  con  dis- 
minución de  la  mitad. 2^ 

«Si  la  pena  fuera  restrictiva  de  la  libertad 
personal^  el  Juez  podrá  ordenar  que  se  cum- 
pla en  una  casa  de  custodia  hasta  que  la  auto- 
ridad competente  revoque  la  providencia,  en 
cuyo  caso  el  resto  de  pena  se  cumplirá  en  la 
forma  ordinaria.» 

£1  artículo  48,  equiparando  la  embriaguez  por  accidente  con  la  en- 
fermedad mental,  dispone  respecto  de  la  voluntaría: 

di.^  En  el  caso  del  artículo  46  (i)  tos  traba- 
jos forzados  se  sustituirán  por  la  reclusión  de 
uno  á  ocho  años;  y  de  tres  á  doce  si  la  em- 
briaguez fuere  habitual:  á  la  inhabilitación 
perpetua  para  cargos  públicos,  se  sustituirá  la 
inhabilitación  temporal;  y  las  demás  penas  se 
aplicarán  en  un  grado  ó  proporción  que  no 
baje  de  la  sexta  parte;  y  si  la  embriaguez  fue- 
se habitual,  en  una  medida  no  inferior  á  una 
sexta  parte  ni  superior  á  una  tercera; 

(12.^  En  el  caso  del  artículo  47,  (2)  la  rrven- 
cionada  pena  se  sustituirá  con  la  de  reclusión 
que  no  baje  de  diez  años;  pero  no  será  i 


(i)  Cuando  el  ebrio  perdió  la  conciencia  y  la  libertad. 

t 

(2)  Cuando  el  ebrio  no  perdió  del  todo  la  conciencia  ni  la  '-"^ 
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dor  á  dieciocho  si  la  embriaguez  fuese  habi- 
tual; las  demás  penas  se  aplicarán  con  la  dis- 
minución de  la  mitad,  y  si  la  embriaguez  fuese 
habitual,  con  la  disminución  de  una  tercera 
parte,  d  >, 

«Si  la  embriaguez  fuese  habitual,  la  pena 
restrictiva  de  la  libertad  personal  podrá  hacer- 
.SjC  cumplir  en  un  establecimiento  especial. í> 

^Las  disminuciones  de  pena  establecidas 
en  el  presente  artículo,  no  se  aplicarán  si  la 
embriaguez  se  hubiera  procurado  para  facili- 
tar la  ejecución  de  la  infracción  ó  para  prepa- 
rar una  excusa.» 

El  artículo  50,  citado  bajo  el  número  8,  dice: 
«El  que  llevando  á  cabo  un  acto  en  las  cir- 
cunstancias previstas  en  el  artículo  anterior,  (i) 
hubiese  traspasado  los  límites  impuestos  por 
las  leyes,  la  autoridad  ó  la  necesidad,  será  cas- 
tigado con  la  prisión  por  un  tiempo  no  infe- 
rior á  seis  años,  cuando  h  pena  establecida 
para  la  infracción  cometida  sea  la  de  trabajos 
forzados,  y  en  los  demás  casos  con  la  pena  es- 
tablecida para  la  misma  infracción,  reducida  en 
una  medida  no  inferior  á  una  sexta  parte  ni 
superior  á  la  mitad,  sustituyendo  la  prisión  á 
la  reclusión,  y  la  inhabilitación  temporal  para 
cargos  públicos  á  la  inhabilitación  perpetua. 

El  ^cnlo  31  dispone  que  el  que  delinque  en  un  arrebato  de  dolor 

provocado  injustamente,  sea  castigado   con  reclusión  que  no   pase  de 

inte  años,  si  el  delito  mereciere  trabajos  forzados;   y  en  los  demás 


I )  El  49  reproducido  bajo  el  námero  8. 
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casoí,  con  la  pena  correspondiente  disminuida  en  una  tercera  part^ 
y  agrega: 

«Si  la  provocación  fuere  grave,  los  trabajos 
forzados  se  sustituirán  por  la  prisión  de  diez 
á  veinte  años,  y  las  demfás  penas  se  disminui- 
rán en  la  mitad  ó  las  dos  terceras  partes,  sus- 
tituyendo á  la  reclusión  la  prisión,  y  á  la  in- 
habilitación perpetua  para  cargo's  públicos  la 
inhabilitación  temporal.» 

Al  menor  que  delinquió  con  discernimiento,  el  articulo  54  le  reda- 
ce  la  pena  en  esta  forma: 

«i.*^En  lugar  dé  los  trabajos  forzados  se 
aplicará  la  reclusión  de  seis  á  quince  años;» 

^2.**  Las  demás  penas  se  aplicarán  con  las 
reducciones  determinadas  en  los  números  3.* 
y  4."*  del  artículo  47.3)   (i) 

«Si  la  pena  fuere  restrictiva  de  la  libertad 
personal,  aún  cuando  sea  en  sustitución  de 
una  pena  pecuniaria,  la  purgará  el  culpable 
que  no  haya  cumplido  todavía  dieciocho  años 
al  tiempo  de  ser  condenado,  en  una  casa  de 
corrección.» 

«No  se  aplicará  la  inhabilitación  para  car- 
gos públicos,  ni  la  sumisión  á  la  vigilancia  es- 
pecial de  la  autoridad  pública.) 

«Art.  55.  El  que  al  cometer  el  hecho  hubie* 
re  cumplido  catorce  años,  pero  no  llegue  á 
dieciocho,  será  castigado  conforme  á  las  reglas 
siguientes: 

(i)  Reproducido  bajo  estos  mismos  números. 
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'abajos  forzados  se  sustituirán  i 
i  doce  á  veinte  dños; 

lo  se  trate  de  pena  temporal  i 
>ce  años  se  aplicará  ésta  por  i 
seis  á  doce  años;  si  pasare  de  s 
doce,  se  aplicará  por  una  durac 
ieis  años;  y  en  los  demás  casoí 
pena  á  la  mitad. 

ena  pecuniaria  se  disminuirá 
parte. 

ictarse  la  condena  el  culpable 
nplido  los  diez  y  ocho  años,  el  j 
mer  que  la  pena  restrictiva  ái 
rsonal  se  cumpla  en  una  casa 
y  no  se  aplicará  la  inhabilitac 
públicos  ni  la  sumisión  á  la  v 
;¡al  de  la  autoridad  pública.» 

— El  que  al  cometer  el  hecho  h 
»s  diez  y  ocho  años,  pero  no 
sufrirá  la  pena  de  reclusión 
á  treinta  años  si  la  pena  esta 
la  de  trabajos  forzados,  y  en 
js  se  disminuirá  en  una  cu; 
°na  establecida  para  la  infraccii. 


prescribe  que  al  sordo-niodo  mayor  de  catorce  año», 
sin  discernimiento,  no  se  le  aplique  pena;  pero  que, 
I  hecho  que  practicó  merece  trabajos  forzados,  reclu- 
■  más  de  UD  año;  el  Joei  puede,  si  el  sordo-mudo  aún 
'einticuatro  años,  ordenar  que  sea  recloido  en  ana 
a  j  edncación  hasta  que  los  cumpla;  y  que  si  ya  los 


—  597  - 

« 

kuhiere  cumplido,  mande  entreg^arlo  ^  U  i^atoridad  joojnpe^iitt  para 
las  providencias  legales;  y  agrega: 

4 Cuandc/ resulte  que  ha  obrado  con  discer- 
nimiento, si  eJ^condenado  no  hubiese  curppli- 
do  aún  los  diez  y  ocho  años,  se  aplicaren  las 
disposiciones  contenidas  en  los  apartes  del  ar- 
tículo 54  (i);  si  hubiese  cumplido  los  diez  y 
ocho  años  y  no  llegare  á  Jos  veintiuno  se 
aplicará  las  del  artículo  55;  (2)  y  si  hubiese 
cumplido  los  veintiuno  se  aplicarán  las  dispo- 
siciones del  artículo  56.  (3) 

Bajo  el  número  9  bemos  reproducido  la  primera  parte  del  artícnlo 
59,  qae  manda  reducir  la  pena  por  las  circunstancias  atenuantes,  sin 
duda  estimadas  por  el  criterio  del  juez,  y  en  la  siguiente  forma: 

«Se  sustituirá  la  pena  de  trabajos  forzados 
por  la  de  treinta  años  de  reclusión,  y  las  de- 
más se  disminuirán  en  una  sexta  parte.» 

a  Art.  60. — En  las  faltas  cometidas  por  quien 
está  sometido  á  la  autoridad,  dirección  ó  vigi- 
lancia de  otro,  la  pena,  además  del  subordina- 
do, se  aplicará  también  á  la  persona  revestida 
de  la  autoridad  encargada  de  la  dirección  6  vigi- 
lancia si  se  tratare  de  falta  contra  disposiciones 
que  dicha  persona  debía  hacer  guardar  y  si  la  fal- 
ta podía  haberse  impedido  con  su  diligervcia.i^ 

«Si  hubiere  cometido  la  falta  por  orden  de 


(i  ) — Reproducido  en  lo  pertinente,  arriba,  bajo  estos  ñus 
meros. 

(2) — Completamente  reproducido  en  el  mismo  lu£ar. 
(3)  ídem.        Ídem.        en       {dem. 
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tía  i'evestida  de  la  aotorídad  ó  encaf- 
e  la  dirección  6  vigilancia'  y  violase 
iones  qne  dicha  persona  tenía  obliga- 
hacer  observar,  se  aplicará  también  la 
subordinado,  en  el  caso  que  haya  co- 
la falta,  no  obstante  precepto  especial 
de  la  autoridad.» 

cese  de  las  disposiciones  trascritas, 
arbitrariedad  judicial,  permitida  en 
Código  para  reducir  la  pena  en  los  ca- 
atenuación  por  deficiencia  de  las  cír- 
cias  para  producir  la  irresponsabilidad 
a,  no  la  consiente  la  nueva  ley  de  Ita- 
le  por  el  contrario,  ésta  autoriza  á  sus 
para  dar  el  carácter  de  atenuantes  á 
circunstancias  imprevistas,  lo  que  á 
a  nuestra  no  acepta,  (v.  p.  406.) 

61 

)mpensación,  en  el  Código  italiano  vi- 
0  queda  al  arbitrio  del  Juez:  el  articu- 
le hemos  reproducido  bajo  el  número 
,  de  acuerdo  con  el  sardo,  determina 
L  en  que  debe  hacerse  para  cada  caso. 
)9.) 

62  al  65 

rasión  y  la  falta  de  cumplimiento  de 
LS  son  consideradas  por  el  nuevo  Códi- 
ino  en  la  categoría  de  los  delitos  contra 
tisiración  de  justicia;  lo  que  está  contra 
opinión,  expuesta  en  el   comentario 


X 
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del  artículo  i.**  en  el  cuerpo  de  esta  obra,  y 
contra  lo  dispuesto  en  el  mayor  número  de 
los  Códigos  que  hemos  estudiado.  Contiene 
al  respecto  las  siguientes  prescripciones,  que 
sin  embargo  parecen  encaminadas,  en  su  ma- 
yor parte,  más  á  castigar  los  actos  de  violen- 
cia que  acompañen  la  evasión,  que  á  declarar 
ésta  punible  en  sí  misma. 

Art.  226. — El  que  estando  preso  con  arre- 
glo 4  la  ley,  se  evada  empleando  la  violencia 
contra  las  personas,  6  mediante  fractura,  in- 
currirá en  la  pena  de  tres  á  diez  y  ocho  meses 
de  prisión. i> 

«Art.  227. — El  condenado  que  se  evada  em- 
pleando uno  de  los  medios  indicados  en  el  ar- 
tículo anterior,  incurrirá:» 

di.^En  aumento  hasta  de  dos  años  de 
aislamiento  celular  continuo  ó  en  un  nuevo  pe- 
ríodo de  dicho  aislamiento,  por  un  tiempo 
equivalente  si  cumpliera  la  de  trabajos  forza- 
dos.!) 

«2.°  En  el  aumento  de  una  tercera  parte  á 
la  mitad  de  la  pena  que  le  quede  por  cumplir, 
si  se  trata  de  otra  pena  restrictiva  de  la  liber- 
tad personal,  con  tal  que  dicha  prolongación 
no  sea  inferior  á  tres  meses  ni  exceda  de  tres 
años.D 

«Las  anteriores  disposiciones  se   aplicarán 
también  al  condenado  autorizado  con  arreglo 
al   artículo  14  á   trabajar  fuera   del  establ'="^' 
miento  penal,  por  el  sólo   hecho  de  la  e^í»' 
del  lugar  en  que  estuviese  trabajando.» 

«Tratándose  de  la  reclusión,  se  hará  '*' 


el  período  ^peaa  qne  el  conder 

rcurapliendof  salvo  cuando  se  tra.- 

de  ejecución  previsto  en  el  artí- 

en  cuyo  caso  el  aumento   se  cuna.- 

estableeimxento  ordinario  con  el 

omún.» 

licarán  las  disposiciones  4^1  %ctl- 

. — Cuando  el  evaijido  se  constitu- 
n  oportunamente  en  el  caso  del 
,  la  pena  será  la  de  detención  de 
año:  en  el  caso  del  número  a." 
227,  eJ  aumento  de  pena  será  sólo 
ta  parte  y  no  podrá  pas^  de  un 
caso  previsto  en  el  número  i9  de 
lo  227,  el  evadido  no  estará  sujeto 
gravación  de  pena.» 
-Fuera  de  los  casos  previstos  en 
siciones  del  presente  Código,  el 
;|ue  infrinja  las  obligaciones  que 
le  la  condena,  será  castigado: 
e  trata  de  la  inhabilitación  para 
eos  ó  de  la  suspensión  en  el  ejer- 


I  14  dice:  El  sentenci&do  á  la.  pena  de  reclusión  por 
baje  de  tres  años  qae  haya  cumplido  la  niiUd  de  la 

dmitido  á  cumplir  el  resto  en  un  eslablecimienlo  pe- 
la 6  ÍDdu5trial,  ó  también  trabajando  en   obras  pií- 
poT  cuenta  de  ta  admínístracióa  pública, 
perseverase  en  su  conduela,   se  revocatí  dicha  «d- 

das  I»  txlmso  bajo^l  aimero  45. 
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cicio  de  una  profesión  ó  arte,  con  la  prisión 
hasta  un  año  ó  con  la  multa  de  ico  á  3000  li- 
ras sobre  la  duración  de  la  pena  á  que  ha  si- 
do condenado.  > 

2.**  Si  se  trata  de  la  vigilancia  especia!  de 
la  autoridad  pública,  con  la  reclusión  de  un 
mes  á  un  año,  quedando  suspendida  la  vigilan- 
cia durante  el  tiempo  de  la  prisión  preventiva 
y  de  la  reclusión. » 

Los  artículos  228,  229,  230,  231  y  233  se  ocupan  en  determinar  U 
forma  en  que  deben  ser  castígados  los  particulares  ó  fundonaríos  pú- 
blicos que  favorezcan  la  evasión,  'f  el  mismo  condenado  qne  ayude  á 
consumarla;  pero  los  reservamos  para  compararlos  con  nuestro  Có- 
digo en  el  lugar  que  corresponde,  {y,  p.  416.) 

• 

El  nuevo  Código  se  limita,  como  el  toscano 
á  prescribir  el  modo  de  ejecutar  las  penas  que 
él  establece,  sin  prohibir  de  un  modo  expreso 
la  variación  de  forma,  (v.  p.  421O 


67 


Continúa  siendo  este  punto^  objeto  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Penal,  (v.  p.  427.) 

68  y  69 

Suprimida  la  pena  de  muerte  en  Italia,  han 
quedado  derogadas  las  disposiciones  del 
digo  toscano   que  reproducimos  en  el   cuei 
de  la  obra.  (v.  p.  433.) 
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70 

Reproducimos  por  completo  lo  dicho  en  la 
página  436. 

71  al  73 

Aún  cuando  no  hsiy  más  analogía  entre 
nuestra  pena  dé  penitenciaría  y  las  italianas 
de  trabajos  forzados  (etgástolo)  reclusión  y  pri- 
sión, que  la  de  ocupar  las  primeras  líneas  en- 
tre las  penas  restrictivas  de  la  libertad;  indi- 
caremos el  modo  de  cumplir  éstas  según  el 
nuevo  Código. 

La  pena  de^  trabajos  forzados,  que  sabemos 
es  perpetua,  se  cumple  en  un  establecimiento 
especial,  donde  el  condenado  permanece  du- 
rante los  primeros  siete  años  en  aislamiento 
celular  continuo,  con  obligación  de  trabajar; 
y  en  los  siguientes  es  admitido  al  trabajo  co- 
mún, pero  guardando  silencio  (artículo  12.) 

La  de  reclusión  también  se  cumple  en  esta- 
blecimiento especial,  impone  trabajo  obligato- 
rio, aislamiento  nocturno  por  un  período  más 
ó  menos  largo,  según  la  duración  total  de  la 
pena,  y  silencio  durante  el  trabajo.  Cuando 
la  reclusión  no  pasa  de  seis  meses  puede  ser 
cumplida  en  la  cárcel  de  partido  (artículo  13.) 

Si  el  penado  observa  buena  conducta,  se 
^«-ocede  según  hemos   indicado  en  la   primera 

•"^  de  los  números  62  á  65. 

_a  de  prisión  se  cumple   casi  en  la   misma 

•na  que  la  de  reclusión,  de  laque  no  difiere, 
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sino  en  la  circunstancia  de  tener  el  condenado 
el  derecho  de  elejir  trabajo  (artículo  15.) 

Los  reos  de  prisión  y  reclusión,  q^e  han  ob- 
servado buena  conducta  y  cumplido^  tres  cuar- 
tas partes  de  sus  respectivas  penas,  tienen  op- 
ción á  pedir  su  libertad  condicional,  salvas  ex- 
cepciones que  la  ley  determina;  libertad  que 
puede  ser  revocada  en  casos  que  también  seña- 
la la  ley,  como  el  de  reincidencia  durante  la 
soltura  (artículo  16  y  17).  (v.  p.  446  y  450.) 

74 

Ya  en  el  nuevo  Código  la  pena  de  arresto  ha 
tomado  mayores  proporciones;  se  cumple  en  es- 
tablecimientos, especiales,  é  impotie  aislamien- 
to nocturno  y  trabajo  obligatorio,  aunque '  de 
libre  elección  (artículo  21.) 

El  arrestado  puede  cumplir  su  pena  en  la 
cárcel  de  partido,  en  departamento  especial  de 
ésta;  y  las  mujeres  y  menores  no  reinci<Jentes, 
en  su  propio  domicilio;  pero  en  el  caso  de  trans- 
gresión cumplen  su  arresto  en  la  forma  ordina- 
ria  (artículo  Ídem.) 

En  casos,  que  la  ley  determina,  puede  cum- 
plirse el  arresto  en  una  casa  de  trabajo  (casa  di 
laboro)  ó  ocupándose  en  obras  de  utilidad  píS- 
blica;  pero  si  el  condenado  no  se  presenta  á 
trabajar  ó  presentándose  no  trabaja,  pasa  á 
cumplir  su  pena  en  la  forma  común  (artícr*'^ 
22  y  23.) 

Las  mujeres  cumplen  las  penas  de  traba 
forzados,  reclusión,  prisión  y  arresto  mtst»^ 
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les;  y  la  ley  determina  (a 
.n  de  cumplirse  en  una 
e  custodia  (v.  p.  453.) 

75 

fo  guarda  silencio  respec 
se  con  el  producto  del  t 
idos  á  trabajos  fcwzado 
arresto,  (v.  p.  460.) 

76 

el  contenido  del  artícul 
la  última  parte  del  n 


77  y  78 

»ta  el  nuevo  Código  la 
^  ni  siquiera  el  antiguo 

ito,  según  el  artículo  18 
ción  impuesta  al  procí 
:e  un  tiempo  que  no  ba 
e  tres  años,  en  algún  ? 
la  sentencia,  á  una  dist 
por  lo  menos,  tanto  de 
cometió  el  delito,  com 
o  y  dicho  procesado  tt 
cía;  y  se  convierte  en  prisión, 
o  infringe,  {v.  p.  466.) 
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£1  Código  vigentejen  Italia,  dice: 

íArt.  20. — La  inhabilitación  para  ejercer 
cargos  públicos,  será  perpetua  6  temporal.» 

«La  inhabilitación  perpetua  produce  la  pri- 
vación: 

€1.**  Del  derecho  de  ser  elector  y  elegible 
en  cualquier  Colegio  Electoral  y  de  todo  de- 
recho político;  D 

«2.°  Del  cargo  de  Miembro  del  Parlamen- 
to y  del  Jurado,  de  todo  cargo  electivo  y  de 
todo  empleo  ó  cargo  público  conferido  por  el 
Estado,  la  Provincia  ó  el  Municipio,  6  por 
una  institución  puesta  por  la  ley  bajo  la  tutela 
del  Estado,  la  Provincia  ó  el  Municipio;» 

€3.*"  De  los  grados  y  dignidades  académi- 
cas, títulos,  condecoraciones  y  demás  insignias 
públicas  honoríficas;» 

«4.°  De  todos  los  derechos  lucrativos  y 
honoríficos  inherentes  á  cualquiera  de  los  em- 
pleos, cnrgos,  grados  ó  títulos  y  de  las  cuali- 
dades, dignidades  ó  condecoraciones  indicadas 
en  los  números  anteriores,  y  del  beneficio  ecle- 
siástico de  que  estuviere  investido  el  penado;]» 

€$^  Del  cargo  de  tutor  ó  curador  y  de 
cualquier  otro  anejo  á  la  tutela  ó  cúratela,  sal- 
vo de  los  descendientes,  en  los  casos  determi- 
nados en  las  leyes  civiles;» 

«6.**  De  la  capacidad  para  adquirir  c, 
quier  derecho,  empleo,  cargo,  cualidad,  j — 
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titulo  y  distinciones  indicadas  en  los  números 
anteriores. »  \ 

cLa  inhabilitación  temporal  produce  la  inca- 
pacidad en  el  penado  para  adquirir,  ó  ejercer 
durante  tres  meses,  por  lo  menos,  y  cinco  años, 
á  lo  sumo,  los  antedichos  derechos,  empleos, 
cargos,  categorías,  grados  y  distinciones  hono- 
ríficas.» 

«La  ley  determina  los  casos  en  que  la  inha- 
bilitación para  ejercer  cargos  públicos  se  limi- 
ta á  alguno  de  estos,  y  aquellos   en  que  se  ex- 
tiende al  ejercicio  de  la.  profesión  ó  arte  del 
i  penado,  (v.  p.  471.») 


\ 


í 
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La  inhabilitación  especial,  como  se  vé  por  la 
última  parte  del  artículo  trascrito  bajo  el  nú- 
mero anterior,  es  también  pena  del  nuevo  Có- 
digo Italiano,  que  le  dá  el  carácter  de  excep- 
ción respecto  de  la  inhabilitación  total  ó  ab- 
soluta. 

La  destitución  no  está  declarada  como  pena 
por  este  Código,  y  á  nuestro  juicio  con  razón 
bastante,  porque  en  realidad  no  es  más  que  el 
efecto  natural  de  la  inhabilitación  aplicada  al 
que  está  ejerciendo  empleo  ó  cargo  público. 

Otro  tanto  decimos  de  la  suspensión;  es  la 
jecuencia  obligada  de  la  inhabilitación  tem- 
al,  cuando  recae  precisamente  en  el  empleo 
^«•'^o  que  está  desempeñando,  (v.  80.)  p.  4. 


s$ 

Él  artículo  33  del  nuevo  Código,  amplia  la 
disposición  que  contenía  el  22  del  Código  sar- 
do. Dice  el  primero  de  estos  artículos:  «El 
condenado  á  trabajos  forzados  ó  á  reclusión 
por  más  de  cinco  años,  se  halla  durante  la  pe- 
na en  estado  de  interdicción  legal,  y  se  le  apli- 
carán, para  la  administración  de  los  bienes,  las 
disposiciones  de  la  Ley  Civil  sobre  los  que  se 
iiallan  en  interdicción.!) 

«La  sentencia  á  trabajos  forzados  priva  ade- 
más al  penado  de  la  .patria  potestad,  de  la  au- 
toridad marital  y  de  la  capacidad  para  testar, 
y  hace  nulo  el  testamento  otorgado  antes  de  la 
condena. í> 

<r  A  la  condena  á  reclusión  por  más  de  cinco 
años,  puede  añadirse  la  privación  de  la  patria 
potestad  y  de  la  autoridad  marital  durante  la 
pena.» 

Nótase,  pues,  que  la  interdicción  civil,  en  la 
ley  italiana,  es  mero  efecto  penal;  y  que  el  nue- 
vo Código  la  ha  agravado  añadiendo  los  dos 
últimos  acápites  al  primero  que  era  el  único 
contenido  en  el  Código  sardo,  (v.  p.  484.) 

84 

Respecto  de  la  sujeción  á  la  vigilancia  de  la 
autoridad,  que,  de  pena    accesoria,  ha  pasado 
en  el  nuevo  Código  á  la  simple  condición  de 
efecto  penal,  dispone  el  artículo  28  que,  cur 
do  por  mandato  de  la  ley,  la  imponga  el  Ju 
que  puede  prescribir  al  condenado  lo  qu*^  '^' 


I 
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mare  prudencial  y  conducente  á  evitar  las  rein- 
cidencias; el  condenado  debe  declarar  dentro 
de  los  primeros  quince  días  el  lugar  donde  se 
propone  residir;  y  el  42,  que  esa  vigilancia  co- 
mienza á  correr  el  día  que  esté  cumplida  la 
pena,  y  que  se  la  puede  reducir  en  sus  efectos 
y  duración,  y  aún  hacerla  cesar,  según  la  con- 
ducta del  vigilado;  más  previa  providencia  de 
la  autoridad  judicial,  (v.  p.  488). 

86 

La  reprensión  ha  sufrido  cambio  como 
la  sujeción  á  la  vigilancia  de  la  autoridad;  es 
simple  efecto  final  ó  más  bien  pena  subsidia- 
ria. Cuando  la  pena  no  exceda  de  ciertos  lími- 
tes y  el  condenado  no  es  un  reincidente;  el  Juez 
puede  disponer  que  en  lugar  de  aquella  sufra 
una  reprensión.  Consiste  ésta  en  una  amones- 
tación adecuada  á  las  condiciones  de  la  perso- 
na y  circunstancias  del  hecho,  dirijida  por  el 
Juez  al  culpable  en  audiencia  pública.  Si  éste 
no  se  presenta  ó  no  escucha  la  reprensión  con 
respeto,  se  le  aplica  la  pena  señalada  por  ley 
para  la  infracción  que  cometió.  El  reprendido 
debe  obligarse  personalmente,  y  si  el  Juez  lo 
creyese  oportuno,  bajo  la  garantía  de  dos  fia- 
dores á  su  satisfacción,  á  pagar  una  multa  si 
dentro  de  un  plazo  máximo  de  dos  años  para 
los  delitos,  y  de  un  año  para  las  faltas,  come- 
*^''"e  alguna  otra  infracción.  En  caso  de  come- 
1,  sin  perjuicio  de  la  multa  sufrirá  la 
*    correspondiente   á   la   nueva  infracción 

AQO.) 

83 
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La  caución,  como  aparece  en  el  número  pre- 
cedente, va  unida  á  la  reprensión  en  el  nuevo 
Código  italiano,  (v.  p.  492.) 

La  aplicación  del  importe  de  las  multas  no 
está  designada  en  el  expresado  Código.  £1  ar- 
tículo 17  fija  los  límites  de  la  m^iyor  entre  10 
y  10,000  liras;  y  el  artículo  24  los  de  la  menor, 
entre  i  y  2,000.  Una  y  otra  son  reemplazadas 
por  la  prisión  ó  el  trabajo  en  beneficio  público, 
en  el  caso  de  insolvencia  ó  de  negativa  al  pago. 

Hallamos  más  aceptable  la  confiscación  de 
la  mulla,  que  su  aplicación  á  la  responsabili- 
dad civil,  pues,  dándole  este  empleo,  se  releva 
graciosamente  al  culpable  de  la  obligación  de 
restituir  é  indemnizar.  Parece  que  tal  confisca- 
ción entra  en  la  mente  del  legislador  italiano. 

87 

Los  artículos  37,  38  y  39  del  nuevo  Código, 
declaran,  como  los  artículos  72  y  73  del  sardo, 
el  derecho  del  perjudicado  á  las  restituciones 
y  resarcimiento  de  daños  y  á  la  multa  repara- 
dora, en  los  casos  de  injuria  que  no  los  hubie- 
re causado,  lo  mismo  que  la  obligación  del  cul- 
pable ó  culpables,  de  pagar  las  costas  proce- 
sales, estableciendo  solidaridad  entre  ellos,  (v. 
p.  497.) 

88  al  94 

La  materia  de'  todos  estos  artículos  h 


) 
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po  que  no  exceda  de  cinco  años,  ó  la  pena  de 
confinamiento,  ó  la  de  inhabilitación  temporal 
para  los  cargos  públicos,  ó  la  de  multa; 

5.**  A  los  dos  años,  si  hubiera  si  Jo  apli- 
cable la  pena  de  arresto  por  más  de  un  mes  ó  la 
multa  por  más  de  300  liras; 

6.°  A  los  seis  meses,  si  hubiera  sido  apli- 
cable la  pena  de  arresto  ó  de  multa  en  menor 
grado  que  el  indicado  en  el  número  anterior, 
ó  la  suspensión  en  el  ejercicio  de  una  profe- 
sión ó  arte,  (v.  p.  528). 

96 

He  aquí  lo  que,  sobre  prescripción  de  las 
penas,  establece  el  artículo  95  del  nuevo  Có- 
digo, cuya  severidad  se  ha  exagerado  hasta  ne- 
garla para  las  condenas  perpetuas,  salvo  el 
caso  de  rehabilitación: 
«Prescribe  la  condena:     , 

« i.°  A  los  treinta  años,  si  se  impuso  la  re- 
clusión por  treinta  años;» 

0:2.**  A  los  treinta  años,  si  se  impuso  la  re- 
clusión ó  prisión  por  más  de  cinco  años;» 

«3.°  A  los  diez  años,  si  se  impuso  la  pena 
de  reclusión  ó  prisión,  que  no  exceda  de  cinco 
años,  ó  la  de  confinamiento,  ó  la  de  inhabilita- 
ción temporal  para  cargos  públicos  ó  la  multa;» 

4.^  A  los  cuatro,  si  se  impuso  la  pena  de 
arresto  ó  suspensión  en  el  ejercicio  de  unapror 
fesión  ó  arte  por  más  de  un  mes  ó  la  de  mnltJ^ 
de  más  de  300  liras;» 

«5.®  A  los  dieciocho  meses,  si  se  in. 
ia  pena  de  arresto  ó  suspensión  en  el  eje 
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sobrevenga  el  perdón  de  la  pai 
no  haya  hecho,  reserva  expresa. : 

«Art.  103.  —La  extinción  de 
nal  no  perjudica  la  acción  civil 
ciones,  al  resarcimiento  de  dan 
tas  del  procedimiento,  á  no  ser 
ga  por  amnistía,  en  cuyo  caso 
dei  Erario  para  el  cobro  de  1; 
cesales.s 

Comparados  estos  artículos 
Código  sardo  presentan,  á  la  sii 
table  diferencia. 


FIN  DEL  TOMO  PRI^ 


—  6I2  — 

de  una  profesión  ó  arte,  ó  la  de  indemnización 
(ammenda)  en  grado  inferior  á  la  indicada  en 
el  número  anterior. :> 

«  La  condena  á  variáis  clases  de  penas  pres- 
cribirá en  el  plazo  establecido  para  la  pena  más 
grave.  i> 

<La  sumisión  á  la  vigilancia  especial  de  la 
autoridad  no  surtirá  efecto  cuando  la  condena 
haya  prescrito,  (v.  p.  533.1) 

í>7 

El  Código  vigente  en  Italia  dispone  lo  si- 
guiente: 

«Art.  92. — Comenzará  la  prescripción  para 
las  infracciones  consumadas,  desde  el  día  de  la 
consumación:  para  las  infracciones  intentadas 
ó  frustradas,  desde  el  día  en  que  se  realizó  el  úl- 
timo acto  de  la  ejecución;  para  las  infracciones 
continuadas  ó  permanentes,  desde  el  día  en 
que  cesó  la  continuación  6  permanencia  del 
hecho.  Jí 

Si  no  pudiera  promoverse  ó  proseguirse  la 
acción  penal  sino  después  de  autorización  es- 
pecial, ó  después  de  resuelta  una  cuestión  di- 
ferida á  otro  juicio,  quedará  en  suspenso,  la 
prescripción  y  no  volverá  á  correr  hasta  el  día 
en  que  se  dé  la  autorización  ó  se  defina  la 
cuestión. 

Se  vé,  por  lo  trascrito,  que  el  nuevo  Código 
^  de  Italia  tampoco  acepta,  apesar  de  su  pre"^ 
sión  y  rigorismo,  esa  prescripción  de  arbitré, 
punto  de  partida,  que  algunos  pretenden  p* 
los  llamados  delitos  ocultos.  < 
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Dificultad  que  en  la  práctica  ha  ofrecido  la  se- 
gunda de  las  reglas  prescritas  por  este  ar- 
tículo; dos  casos  históricos:  conducta  del 
Congreso.  El  sorteo  es  también  una  espe- 
cialidad de  la  ley  peruana — 

Artíonlo  71 438 

Nota  sobre  el  Reglamento  de  la  Penitenciaría.  — 

Artículo  72 439 

Nota  sobre  las  Oárceles  del  Perú — 

Dos  opiniones  sobre  el  sistema  carcelario  más 
conveniente  para  la  eficacia  de  las  penas 

restrictivas  de  la  libertad  individual — 

Comparaciones ■ 442 

Id 602 

Artícnlo  73 447 

Trabajos  públicos:  diferencia  entre  las  penas 

de  cárcel  y  reclnsióu :  omisión  del  Código. .  — 

Comparaciones 448 

Id 602 

iculo  74 451 

lumen  del  sistema  carcelario  del  Perú:  nota...      — 
inaraciones 452 

86 


—  xvm  — 


Artículo  76 

Posición  de  la  ley  peruana  entre  la»  demás  eo 
cuanto  á  la  explotación  del  trabajo  de  loa 
condenadoH:  justa  indemnización  qne  és* 
t08  deben  al  Estado»  Sociedades  de  patro* 
nato.  Indiemu ilaciones  al  agraviado — 

Comparaciones 457 

Ll • mi 

Artículo  76  461 

Observación  contra  este  articulo ^ .        — 

Comparacioues — 

Id 604 

Artículos  77  y  78 462 

Destierro:  expatriación,  destierro  local,  oaufi* 
namiento  ó  extrañamiento,  relegación,  de- 
portaron: con  qué  objetos  hacemos  estas 
distinci(»nes — 

Comparaciones 463 

Id — 

Artículo  79 466 

Cuestión  sobre  los  derechos  políticos:  necesi- 
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